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Preliminares 


l compendio se integra con todas las publicaciones 

realizadas por la unidad académica de investigaciones 

jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de derecho 
civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder 
judicial del estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de 
septiembre de 2017 a la fecha. 

Contiene dos diferentes formas de localizar la 
información, acorde al autor y por ejes temáticos. 

Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus 
autores y no necesariamente representan el punto de vista del 
poder judicial del estado de Guanajuato, el que se desliga de 
cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 

Las investigaciones se difunden mediante el modelo 
de acceso diamante, garantizando su total acceso sin costo 
alguno para sus lectores, y eximiendo a los autores del pago 
de tarifas por el procesamiento de artículos (APC's) 

Este enfoque subraya el compromiso de la unidad 
académica de investigaciones jurídicas con los principios 
de la ciencia abierta, promoviendo una difusión extensa del 
conocimiento científico. 
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CNPCyF 


Cfr. 

Dr. 

sd. 

Lic. 

Mtro. (a) 

passim. 

plus petitio 

p (pp.) 

Vid. (vid in extenso) 


Código nacional de 
procedimientos civiles y 
familiares 

Confrontar 

Doctor 

edición 

Licenciado (Licenciada) 
Maestro (Maestra) 

en varias partes 

pedido en demasía 

página (páginas) 

Ver (ver ampliamente) 
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La legalidad de pactar notificaciones electrónicas 
por las partes en el procedimiento convencional en 
materia mercantil 


Juez Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 


a legalidad de incluir la cláusula de notificación de las 

actuaciones judiciales a través de medios electrónicos 

en el procedimiento convencional mercantil acordado 
por las partes, es una institución controvertida, sin embargo, 
la suprema corte de la nación resuelve esta problemática con 
la tesis por contradicción que se analiza. 

De manera general, las notificaciones por medios 
electrónicos han originado polémica para un tratamiento 
adecuado en las instituciones de emplazamiento y de 
notificación, por mucho tiempo se ha producido incertidumbre 
sobre la legalidad de ésta, no solo en materia mercantil, sino 
en varias materias; lo que no debería ser un problema, o bien, 
debería ser problema superado como en materia de amparo y 
administrativa, sin embargo, hoy existen diferentes posturas 
como se aprecia en los siguientes argumentos: 

Aún existen criterios contrarios a la legalidad de 
la notificación de actuaciones judiciales por medios 
electrónicos en algunas materias como la civil, la familiar 
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y la mercantil, para el caso que se analiza se citan criterios 
contrarios a la inclusión de la cláusula pactada por las partes 
para las notificaciones de manera electrónica en proceso 
convencional; derivados de la misma contradicción de tesis. 

Los razonamientos sustentados por el primer tribunal 
colegiado en materia civil del tercer circuito, al resolver 
el amparo directo 40/2018, y el diverso sustentado por el 
segundo tribunal colegiado en materia civil del tercer circuito, 
al resolver el amparo directo 5/2018; derivaron dos aspectos 
fundamentales para el análisis de las resoluciones señaladas, 
mismos que se reproducen de la siguiente manera: 

1.- “En opinión del tribunal resolutor, esa institución 
procesa! los derechos y los requisitos legales que le son 
inherentes, no pueden ser objeto de negociación entre las 
partes, debido a que, además de no estar incluidos entre 
los supuestos señalados en el citado precepto 1053; por 
su singularidad, no podrían estar comprendidos de modo 
implícito, dentro del tipo de derechos que sí pueden ser 
sujetos de un procedimiento convencional.”? 

“Cada una de esas dos consideraciones fundamentales, 
de ser apegada a derecho, sería suficiente, por sí sola, para que 
no se admita la demanda mercantil en la vía del procedimiento 
convencional, pues de proceder únicamente la vía mercantil 
1 Acuerdo de notificaciones electrónicas pactadas por las partes en el Proceso 

Convencional Mercantil. 


2 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN 
MATERIA MERCANTIL. ES POSIBLE EFECTUAR EN ÉSTE NOTIFICACIONES 
POR CORREO ELECTRÓNICO, PREVIO CERCIORAMIENTO DEL JUEZ, ATRA- 
VÉS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS A SU CARGO CON FE PÚBLICA, DE SU 
REMISIÓN Y/O RECEPCIÓN. ejecutorias https://sjf.scin.gob.mx/sjfsist/Paginas/ 
DetalleGeneralScroll.aspx?id=432248.Clase=VotosDetalleBL8ldTe=2019966. 
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ejecutiva ello excluiría la aplicación de ese procedimiento; 
de ser errónea la primera de esas consideraciones, restaría 
esclarecer si el procedimiento convencional es válido y, por 
ende, idóneo para deducir a través del mismo la acción de 
origen. En suma, para admitir la demanda en la vía propuesta 
por el quejoso debe demostrarse la ilegalidad de ambas 
consideraciones.”* 

2.- “El emplazamiento ahí previsto no satisface las 
formalidades propias de un acto procesal de esa relevancia... 
En cambio, la práctica del emplazamiento escapa a esas 
hipótesis y los planteamientos que motivaron la presente 
contradicción de tesis implican determinar precisamente si es 
factible que en un procedimiento convencional mercantil se 
estipule cómo habrá de ser llevado a cabo.”* 

Ante ésta contradicción conoció el pleno en materia civil 
del tercer circuito, correspondiente a la sesión de veintiséis 
de marzo de dos mil diecinueve, en la cual emitió la siguiente 
jurisprudencia por contradicción: 


Época: Décima Época 

Registro: 2019966 

Instancia: Plenos de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h 
Materia(s): (Civil) 
3 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN 
MATERIA MERCANTIL. 


4 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN 
MATERIA MERCANTIL. 
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Tesis: PC.NI.C. 3/46 C (10a.) 


Procedimiento convencional en materia mercantil. 
Es posible efectuar en éste notificaciones por correo 
electrónico, previo cercioramiento del juez, a través de 
los servidores públicos a su cargo con fe pública, de su 
remisión y/o recepción. El Código de Comercio en sus 
artículos 18, 20, 20 bis, 21, párrafo primero, 21 bis, 22 a 
27,30 a 32 bis, 49, 80, 89 a 94, 1205 y 1298-A, así como 
la Ley Modelo de la Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional, reconocen 
y dan valor probatorio a las transmisiones de datos 
informáticos, así como a los mensajes de datos y les 
otorgan fuerza vinculante. Incluso, la doctrina nacional 
e internacional considera en la actualidad como natural 
el binomio entre informática y derecho, al establecer que 
en la actualidad jurídica contemporánea la computadora 
se considera un instrumento utilizado por los juristas 
para crear bancos de datos jurídicos y para facilitar la 
administración de la justicia. Así, las notificaciones por 
medios electrónicos resultan ser una alternativa que no 
implica menor seguridad y eficacia en las notificaciones, 
pues el correo electrónico (e-mail), no es otra cosa que 
el envío de los comunicados personales y oficiales por 
medio de redes cerradas (intranet o extranet) y abiertas 
(internet), a las direcciones procesales electrónicas de 
las partes, las cuales están conformadas por casillas o 
cuentas de correo electrónico; máxime que el Juez, en 
uso de sus atribuciones puede verificar a través de los 
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servidores públicos a su cargo con fe pública, el envío y 
recepción del mensaje de datos. Lo anterior, sin perjuicio 
de ordenar su recuperación en caso de destrucción a 
través de los protocolos informáticos correspondientes. 
Por tanto, es posible efectuar notificaciones por correo 
electrónico en el procedimiento convencional en materia 
mercantil previo cercioramiento del Juez, a través de 
los servidores públicos respectivos, de su remisión y/o 
recepción. 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO. 

Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas 
por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, 
ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 26 de marzo 
de 2019. Mayoría de cinco votos de los Magistrados 
Carlos Arturo González Zárate, Víctor Manuel Flores 
Jiménez, Carlos Ministros Rojas, Eduardo Francisco 
Núñez Gaytán y Rodolfo Castro León. Disidente: Jesús 
Antonio Sepúlveda Castro. Ponente: Rodolfo Castro 
León. Secretaria: Laura Icazbalceta Vargas. 

Tesis y criterios contendientes: 

Tesis 1II.20.C.94 C (l0a.), de título y subtítulo: 
“PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN 
MATERIA MERCANTIL. ES LEGAL QUE LAS 
PARTES PACTEN QUE LAS NOTIFICACIONES 
SE REALICEN VÍA CORREO ELECTRÓNICO.”, 
aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 9 de noviembre de 
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2018 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 60, 
Tomo Il, noviembre de 2018, página 2311 y; 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo 
directo 40/2018, y el diverso sustentado por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 5/2018. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 
10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir 
del lunes 03 de junio de 2019, para los efectos previstos 


en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
rI2013.- 


Los argumentos contrarios a la postura de la 
Jurisprudencia han sido diversos en los foros, sin embargo 
en el tratamiento que hago de este tema de las Notificaciones 
por Medios Electrónicos en Libro de “Contratos: 
Ensayo contemporáneos. Capítulo Contratos celebrados 
electrónicamente. Tratamiento y valor probatorio en juicio.”*, 
hago un estudio del tratamiento y valor probatorio de los 


5 PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN MATERIA MERCANTIL. ES POSIBLE 
EFECTUAR EN ÉSTE NOTIFICACIONES POR CORREO ELECTRÓNICO, PRE- 
VIO CERCIORAMIENTO DEL JUEZ, ATRAVÉS DE LOS SERVIDORES PÚBLI- 
COS A SU CARGO CON FE PÚBLICA, DE SU REMISIÓN Y/O RECEPCIÓN. 
https://sjf. scin.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralScroll.aspx?id=432248.Cla- 
se=VotosDetalleBL8ldTe=2019966 


6 Maricchi Carpio, M. Á.: Contratos: Ensayo contemporáneos. Capítulo, Contratos 
celebrados electrónicamente. Tratamiento y valor probatorio en juicio. Ed. UBIJUS. 
S.A.DE C.V. ciudad de México. pp. 351 - 370. México. 2017. 
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Contratos firmados Electrónicamente, así como de las 
Actuaciones Judiciales notificadas de esta manera. Se advierte 
del trabajo publicado que es una realidad legal el tratamiento, 
el valor de las notificaciones realizadas electrónicamente, las 
cuales adquieren valor probatorio pleno ante la Autoridad 
Judicial, y surten sus efectos y consecuencias; también debe 
advertirse que admite excepciones como el robo de datos o de 
identidades, pero eso es materia de prueba; en consecuencia 
se toma como postura, que sí es factible y legal la Notificación 
de Actuaciones por Medios Electrónicos, y más aún, que es 
legal pactarlas en el Procedimiento Convencional Mercantil 
por la potestad implícita en los numerales rectores que sirven 
de fundamento y que se exponen a continuación: 

Aunado a los numerales implícitos en la tesis 
jurisprudencial en estudio, también es necesario acudir 
al contenido de los siguientes preceptos normativos para 
apuntalar la postura: 

En el código comercio de nuestro país se encuentra 
regulado perfectamente el tratamiento y valor probatorio con 
carácter “pleno” de las comunicaciones electrónicas entre las 
partes, en consecuencia y por equiparación los comunicados 
de actuaciones judiciales, de las formas de comunicación 
entre las partes fuera y dentro del proceso, adquieren valor 
probatorio pleno y tienen efectos obligatorios, como puede 
advertirse de los siguientes numerales que se reproducen: 


Artículo 89 bis del Código de Comercio.- No se negarán 
efectos jurídicos, validez o fuerza obligatoria a cualquier 
tipo de información por la sola razón de que esté 
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contenida en un Mensaje de Datos. Por tanto, dichos 
mensajes podrán ser utilizados como medio probatorio 
en cualquier diligencia ante autoridad legalmente 
reconocida, y surtirán los mismos efectos jurídicos que la 
documentación impresa, siempre y cuando los mensajes 
de datos se ajusten a las disposiciones de este Código y 
a los lineamientos normativos correspondientes”. 
Artículo 91.- Salvo pacto en contrario entre el Emisor 
y el Destinatario, el momento de recepción de un 
Mensaje de Datos se determinará como sigue: I. Si el 
Destinatario ha designado un Sistema de Información 
para la recepción de Mensajes de Datos, ésta tendrá 
lugar en el momento en que ingrese en dicho Sistema de 
Información... 

Artículo 210-A.- Se reconoce como prueba, la 
información generada o comunicada que conste en 
medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra 
tecnología. Para valorar la fuerza probatoria de la 
información a que se refiere el párrafo anterior, se 
estimará primordialmente la fiabilidad del método en que 
haya sido generada, comunicada, recibida o archivada y, 
en su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas 
el contenido de la información relativa y ser accesible 
para su ulterior consulta.* 


7 Código de Comercio. Comercio Electrónico CAPITULO | De los Mensajes de Datos. 
http://www. diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/3_311218.paf. 


8 CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES CÁMARA DE DIPUTADOS 
DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN Secretaría General Secretaría de Servicios 
Parlamentarios Última Reforma DOF 09-04-2012 31 de 109. http://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/paf/3_311218.pdf1. 
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Otras fuentes de aplicación para reafirmar la legalidad 
del pacto multicitado entre las partes de un juicio, se 
involucran las siguientes leyes: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
Código de Comercio; Supletoriamente la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, el Código Civil Federal y 
el Código Federal de Procedimientos Civiles; Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental; Norma Oficial Mexicana a que se refiere el 
artículo 49 del Código de Comercio, Ley de firma electrónica 
avanzada; leyes que tiene tratado la comunicación por medios 
electrónicos avanzados. 

Concluyendo. La cláusula de notificaciones por medios 
electrónicos autorizados y pactadas por las partes de un 
procedimiento convencional mercantil, no viola ninguna 
garantía de legalidad o de estricto derecho por el imperativo 
señalado en el artículo 1052 del código de comercio de 
nuestro país, ordenamiento que impone al tribunal se someta 
al procedimiento convencional que las partes hubieren 
pactado con respeto a las formalidades esenciales del 
procedimiento. Porque en este procedimiento convencional 
la autoridad judicial y la modalidad de éste procedimiento 
no permite restringir clausulas apegadas a derecho, por 
ser explícito e imperativo, por lo tanto, las parte pueden 
libremente convenir ésta forma de notificación como parte del 
proceso convencional, siempre que no vulneren los requintos 
esenciales del procedimiento. Violación procesal que no 
sucede cuando las partes pactan ésta forma de notificación. 
Según se refiere desde el contenido de los Artículos 1051, 
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1052, 1053,1054 del Código de Comercio los que de manera 
general refieren: Que el procedimiento mercantil preferente 
a todos es el que libremente convengan las partes, el 
sometimiento de los tribunales a la forma de procedimiento 
que las partes proponga, la autorregulación e imposición 
de pruebas, etapas entre las partes del procedimiento 
convencional y la legalidad de las clausulas, siempre que 
no vulneren derechos procesales, por lo que esta forma de 
notificación pactada no viola ningún derecho ni principio 
procesal. 

Por otra parte se debe privilegiar en este tipo de 
proceso el contenido del artículo 17 Constitucional en el 
párrafo tercero, el cual contiene el fundamento para agilizar 
y acelerar el procedimiento en forma legal, cuyo contenido 
parcial se transcribe: “Siempre que no se afecte la igualdad 
entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los 
juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las 
autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto 
sobre los formalismos procedimentales.” En consecuencia 
las notificaciones electrónicas pactadas por las partes en 
un proceso convencional se consideran legales. Ajustadas 
a derecho no solo en materia Mercantil, sino en todas las 
materias. 


9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de diputados. 
http://www.diputados. gob.mx/LeyesBiblio/pdaf/1_060619.paf. 
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Los juicios femeninos en el siglo XIX en el Estado 
de Guanajuato, México 


Mtro. Abraham Rivera Rodríguez 


Introducción 


n el proceso de esta investigación uno de los 
Epson principales que se presentaron fue hacer la 
clasificación y ordenamiento de los temas que se tornó 
en momentos muy lenta y al mismo tiempo compleja; sobre 
todo y en gran medida, porque los archivos que resguardan la 
información que esta enfocados a la impartición de la justicia 
y al ramo penal, están dispersos y muchas veces incompletos. 
Esto produjo en gran medida al nulo o poco interés 
que ha habido por conservar los acervos documentales 
archivísticos, lo cual genera un gran problema al momento 
de integrar una investigación de tipo histórica como ésta y su 
relación con fuentes documentales. 

La investigación me ha llevado ya algunos años y 
aún considero que me faltan más para lograr una mayor 
profundidad en el tema de criminalidad, delincuencia y 
tipificación de los de los delitos femeninos en el Estado de 
Guanajuato. 
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Pero los casos que presento en este texto, son solo 
aquellos que de una u otra forma nos pueden dar una 
idea del fenómeno social de la criminalidad femenina y 
cómo era tipificada bajo una sociedad en pleno proceso de 
transformación del estado mexicano, que salía de trecientos 
años de vida colonial a una joven nación independiente 
que aun hoy en día está bajo ese sentido constante de 
transformación sociohistórica. 

Como diría muy acertadamente el maestro José Roberto 
Gallegos, “la verdad, México como muchas otras naciones 
de América Latina son naciones aún en la pubertad de ser 
estados modernos.” 

Los casos se presentan en orden cronológico por ser 
parte de una investigación mayor, pero se podrá observar en 
ese sentido una evolución y hasta un rompimiento social en 
torno a los cambios sociohistóricos que se vivió en siglo XIX 
en toda la nación y el Estado de Guanajuato no era para nada 
ajeno a su contexto social, histórico y político. 

Este fragmento de texto es parte de una investigación 
mayor sobre la delincuencia y tipificación del delito femenino 
en Guanajuato ciudad y Estado, durante todo el siglo XIX, un 
siglo de transición histórica de la nación mexicana que sale 
de su periodo colonial al México independiente, lleno de caos 
e incertidumbre. 

Ya a finales de éste, el orden se fue dando poco a poco, 
pero la sociedad mantenía su fragilidad en cuanto a sus 
leyes y aplicación de éstas por la gran ignorancia, pobreza 
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y marginación social, que se suman a un pueblo sumido en 
sus tradiciones y costumbres más que en su desarrollo como 
sociedad. 

Razón por la cual las leyes y la justica como tal eran en 
su mayoría un tema nuevo para los mexicanos del siglo XIX. 


Mujer, derecho de 


41 


Mujer, derecho de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


42 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los juicios femeninos en el siglo XIX en el Estado de 
Guanajuato, México 


El análisis de los procesos legales, que a continuación 
voy a presentar, es una selección de casos ocurridos durante 
todo el siglo XIX en el estado de Guanajuato y son un reflejo 
de un contexto histórico más amplio. 


El caso del párroco acusado de robo 
de joyas de la Marquesa 


He querido partir de un caso que se presenta en el año 
de 1881, en este juicio se nos muestra una muy clara ruptura 
con el viejo sistema de leyes del periodo colonial y sobre 
todo, hace notar la aplicación del código penal, conocido 
también como código Tovariano del Estado de Guanajuato, 
que contiene una eminente carga del pensamiento liberal y 
republicano, misma que busca eliminar el peso del poder 
del clero en la vida jurídica de la nueva nación, en su afán 
de ser un estado de leyes laicas, ya que si el siguiente caso 
se hubiera presentado en el periodo colonial, no se hubiera 
cuestionado la palabra del clérigo. 

Este juicio en particular implica la participación del 
párroco de la ciudad, que enfrenta una demanda por abuso en 
contra de una mujer. El caso se presentó el 19 de septiembre 
de 1873, con la denuncia formal de la Señora Antonia 
Sardeneta de Téllez contra el cura de la parroquia, Don 
Toribio Hernández. Quien tomó a préstamo y resguardo unas 
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alhajas, de su padre el finado don Francisco Sardeneta y que 
a la muerte de su mamá doña Margarita Sardeneta. Antonia 
Sardeneta reclama las alhajas al párroco.' 

El párroco, argumenta que le fueron donadas, cosa que 
demuestra la demandante es mentira, gracias a sus testigos. El 
presbítero al ver que no puede convencer a la autoridad, trata 
de sobornar a los licenciados de su contraparte y argumenta 
que la demandante no tiene dinero para pagarles, ni los gastos 
del juicio que se estiman de unos cinco mil pesos, se hace 
una descripción de todos los tipos de gastos que se harán, el 
papel, los timbres, los gastos del licenciado etc., el párroco 
trata a toda costa de intimidar a la demandante y sobornar a 
los abogados. 

S1 bien el juicio duró casi dos años, al final el sacerdote 
no tomó en cuenta que para este periodo las leyes eran 
claramente anticlericales como causa del fin y derrota de 
los conservadores por los liberales de ideas republicanas, 
los cuales tenían ya más poder. En la ciudad de Guanajuato 
y en todo el estado las leyes eran eminentemente liberales y 
anticlericales. 

Así, al final del proceso judicial, el juez del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado, al ver y descubrir todas las 
artimañas hechas por el párroco, hace la sentencia a favor de 
la demandante Antonia Sardeneta. 

Cabe mencionar que la demandante, en el anterior 
sistema, sustentaría el grado de Marquesa ya que su papá 
fue el Marqués y su madre Marquesa y que por herencia 
nobiliaria, ella sería Marquesa, pero para este periodo, ya con 


1 AHG. Ramo Supremo Tribunal de Justicia. Caja 12 exp.5 años 1881. 
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la nueva legislación, no se utiliza ningún título de nobleza, 
sólo el título de ciudadanía; tampoco es válido ante la ley 
el fuero religioso, con lo cual el juez sentencia al párroco a 
la devolución de las alhajas y el pago de indemnización a la 
demandante por daños y gastos del juicio, los cuales habrá de 
pagar el sacerdote Don Toribio Hernández. 

Este juicio abona en demasía a la demostración del fin 
del poder legal del clero y la aplicación de las leyes civiles 
de la nueva república liberal laica, sobre todo esta parte hace 
notar el rompimiento de estado civil con el religioso, que 
durante siglos fue el dominante y que imponía los criterios de 
justicia, pero en la nueva república ya no eran aplicables los 
criterios religiosos en los actos de las leyes civiles. 

Como lo demuestra por demás los siguientes hechos: 


“El 25 de marzo de 1875. Que era el jueves Santo, 
se amontonó el pueblo de Salamanca, Gto; porque 
siguiendo su añeja costumbre de rezar por las calles 
para hacer la visita de las siete casas, la policía estimó 
este acto, como una infracción a las leyes de reforma y 
trata de impedirlo, disolviendo los grupos que encuentra 
rezando y conduce a cárcel a varios individuos. En vista 
de este disturbio se cierran los templos, el motín crece, 
la autoridad los manda abrir de nuevo”.? 


Así como lo acontecido el día 7 de marzo de 1879, 
donde son disueltos un grupo de fieles que se ponen a rezar 
en el atrio de la iglesia parroquial de esta ciudad, los cuales 
son disueltos a golpes de fuetes de piel y llevados a la cárcel 
2 AHG. Ramo Supremo Tribunal de Justicia. Caja 12 exp.5, años 1881. 


45 


Mujer, derecho de 


Mujer, derecho de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


por violar las leyes de reforma, la orden la dio el propio 
gobernador que, en esos años era el General Don Francisco 
Z,. Mena, un juarista y liberal, es decir, anticatólico. 

Un elemento importante en este juicio, fue el hecho 
de tener dos documentos, uno del notario que contrató la 
demandante 
y el otro 
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3 Archivo General del Estado de Guanajuato. Fondo Supremo Tribunal de Justicia. 
Sección: Juzgado de letras de lo civil del partido de Guanajuato, año 1873, caja 12 
exp. 5 foja 10-13. 
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Caso de solicitud de Lucina a su padre para 
pago para manutención de hijos y esposo 


Hay otro caso que da muestra de la separación real 
del sistema castellano de justicia con el sistema de la nueva 
república, que es el siguiente: 
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La señora Lucina Otero se declara insolvente para 
mantener a sus hijos y a su marido, por lo tanto, pide el 
aumento de su mesada a su papá, Don Domingo Otero, 
quien es dueño de la hacienda de beneficio: Hacienda de 
Granaditas, la cual está arrendada en $83.033. 

El padre de la demandante explica que no es posible tal 
aumento en la mesada de su hija, porque el arrendatario de 
la hacienda de beneficio, está invirtiendo parte del pago en 
restauraciones y mejoras del inmueble y que dicha acción 
está contemplada en el acuerdo de arrendamiento. 

El Juez de Partido hace notar que la mesada es un apoyo, 
un acuerdo familiar, que tiene como fin la manutención de la 
hija y sus nietas, no así del marido que no trabaja. 

Expresa que, bajo las nuevas leyes, el concepto de dote, 
es un concepto sustentado por la costumbre, no por las leyes, 
por tal razón se rechaza la demanda y se insta al marido a 
que cumpla sus funciones de manutención de su familia, se 
libera al padre de la demandante de cualquier obligación que 
no esté contemplada en las leyes. 

En este juicio, nuevamente vemos como hay una 
separación de principios y aplicación de la ley. 

Pero en los albores del siglo XIX y los años que 
anteceden a la lucha de la independencia, se vivía una 
aparente calma y bienestar social en toda la Nueva España 
y, en la ciudad de Guanajuato, se seguía disfrutando del buen 
auge minero del siglo XVIII y principios del XIX. 

En medio de esta situación vemos como la mujer era 
víctima de las leyes y de ser inocente pasaba a ser culpable; 
pero no hay que perder de vista, que la justicia y la aplicación 
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de las leyes, conservaba una aplicación discriminatoria, 
ya que, si la demandante tenía los recursos y el poder de 
su apellido, la justicia se aplicaba por demás apegada a los 
principios jurídicos, de lo contrario, la justicia se aplica con 
una gran carga de prejuicios ideológicos, que eran en contra 
de la mujer. 


La violencia acostumbrada contra la mujer 


Durante todo el periodo colonial en la América 
Española, la influencia de la religión y el dominio de las 
leyes castellanas, así como las leyes de indias, no otorgan la 
plena autonomía a las mujeres, sino que las subordinó a los 
hombres y las leyes estaban en el mismo tenor, discriminaban 
a la mujer y a las castas.* 

Se consideraba válido el que el marido golpeara a su 
mujer, si ésta faltaba a algunas de las normas y principios 
morales impuestos. Como lo son: El salir a la calle sin 
permiso del marido, el padre o la madre, no obedecer a los 
adultos, no guardar el silencio ante los hombres, no bajar la 
cabeza al entrar a los templos, etc. 

Pero sobre todo la mujer, sufría constantes golpes por 
el esposo y si ésta se quejaba, el marido podía argumentar 
que ella había desatado su coraje y al final, después de ser 
golpeada, por lo general era acusada de provocar que su 
marido la golpeara. 


4 AHG. Fondo ayuntamiento. Ramo Supremo Tribunal de Justicia. Caja 28. Exp.9, 
año 1877 17 de diciembre. 
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Solo había casos extremos donde el marido era acusado 
de brutalidad, pero por lo general, se consideraba que las 
mismas mujeres tendían a buscar que el marido para que les 
diera golpes, como una muestra de su sadismo amoroso y por 
costumbre. 

Comento esto y menciono el texto de historia de la 
vida cotidiana en México. Tomo I. de Pilar Gonzalbo, por la 
razón que voy a citar algunos casos, donde el marido golpeó 
a su esposa y fue acusado ante el juez, pero como veremos 
en estos casos, él afirmó que la mujer le provocó para que 
la golpeara, aunque en muchos casos no fuera así, los jueces 
les concedían la razón a los hombres y no a las mujeres, 
que después de sufrir maltrato, descubrían que las leyes 
no eran para nada protectoras e incluso eran acusadas de 
provocadoras o incitadoras al maltrato de su propia persona. 

Había la costumbre de que pidieran a los hombres que 
las golpearan, para demostrar que ellos eran los que tenían 
el mando en la casa y el dominio sobre ellas, como parte del 
derecho constitudinario que se aplicaba en la intimidad de la 
familia, en los espacios de la casa. 


“Muchas veces, los hombres acusados de uxoricidios, 
explicaban sus acciones diciendo que las palabras 
denigrantes de sus esposas los habían provocado hasta 
no poder aguantarse. El indio Bernardino Antonio, mató 
a su esposa porque ella lo había llamado: “hijo de una 
grandísima puta” y otras expresiones ofensivas; afirmó 


50 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


que las palabras de su mujer, lo hicieron enojar tanto, 
que perdió el control. La violencia contra las mujeres 
regularmente estaba precedida del epíteto puta”.? 

En otro dato a destacar, al respecto de la cultura de la 
violencia femenina, es que hay indicios de mujeres que 
golpearon a otras mujeres en defensa de su marido o porque 
estas eran ofendidas en su honor. 

Como narra: 


“El expediente de mayo de 1803, donde María Lupe, 
esposa de Juan Pedro Frías, tras entablar una discusión 
con otro, José Irineo quien estaba acompañado de 
su esposa los cuales le soltaron golpes a Juan quien 
respondió solo a los golpes de José, no así a los de su 
esposa de este. Pero al ver que la esposa de José Irineo 
golpeo a su marido María Lupe, golpeó a esta de tal 
forma que la causo diferentes heridas que después le 
provocaron la muerte a la mujer” 


El caso se turnó al juez que lo consignó como pleito de 
alcahuetería y sólo pagaron una multa de 3 pesos. Claro está 
que al pagar la multa, no se sabía bien a bien el estado físico 
de la esposa de José Irineo de nombre Petra.” 

Aparece como dato curioso que el juez consideró que 
el enfrentamiento fue consecuencia de una disputa por 
alcahuetería, chismes y mujeres mitoteras aunque en el caso 
una mujer, en defensa de su marido, golpeó a otra matándola. 


5  Gonzalbo A. Pilar. Historia de la vida cotidiana en México. Siglo XVIII. ED, FCE Y 
CM. Ed. 2005. P. 492 
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En los alegatos, el juez no dió importancia al enfrentamiento 
de las mujeres, sino que se concentra en los antecedentes que 
llevaron al enfrentamiento de los hombres, que según los 
testigos, ya hacía un año que en la misma festividad, estos se 
habían enfrentado a golpes, pero que no había pasado más allá 
del enfrentamiento físico y que los dos fueron encarcelados, 
pero en esta ocasión y a causa de que habían tomado mucha 
aguardiente, despertaron los viejos rencores. No encontré la 
sentencia, ni en qué concluyó, solo que el caso está registrado 
como un acto de brutalidad femenina contra otra mujer como 
resultado del enfrentamiento de los maridos. 


Las mujeres acusadas de argilenderas 


En las tres últimas décadas del siglo XIX, uno de los 
delitos más recurrentes de las mujeres fue el de agresión 
fisica y lesiones, que eran consecuencia de enfrentamientos 
verbales entre mujeres, hecho muy común en los registros de 
juicio en los tribunales de primera instancia, sobre todo en 
los municipios del norte y noreste del Estado de Guanajuato. 

En la ciudad de Dolores Hidalgo, es donde más 
enfrentamientos físicos se registraron en este periodo, según 
hacen constar los registros de asuntos civiles y criminales del 
12 de mayo de 1872. 


“En el mes de mayo de 1872, el juzgado de partido 
de la ciudad de Dolores Hidalgo se han presentado 35 
denuncias de agresiones físicas, producto de disputas 
personales entre mujeres y siendo el saldo de 5 mujeres 
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sentenciada por brutalidad y 10 por difamación, 12 por 
embriagues y 8 por diversos casos pero todos han tenido 
como fin enfrentamientos físicos” 


Los problemas causados por las mujeres eran calificados 
de argúendes como en el caso donde María Juana Medina, se 
hizo de palabras con Felipa Hernández y se insultaron en la 
fiesta de las canastas de la virgen de Guadalupe en San Luis 
de la Paz, según narran los asistentes: 


“Estas dos mujeres ya tenían pique por cuestiones de un 
hombre pero no se da el nombre del susodicho, y lo que 
parecía sólo un enfrentamiento verbal, terminó a golpes, 
la hermana de María Antonia Medina intentó poner paz 
en el enfrentamiento, pero resultó también agredida por 
Felipa Hernández [...] Como consecuencia se defendió 
de la agresión y las dos hermanas terminaron agrediendo 
a Felipa Hernández.” 


Fueron trasladas a la oficina municipal donde se 
percataron que Filomena presentaba heridas de arma blanca, 
por tal razón, el síndico las remitió al juzgado de la capital 
Guanajuato, donde las hermanas fueron presentadas como 
presuntas culpables de agresión, con arma, a Filomena. 


6 Archivo Histórico del congreso del Estado de Gto. Cuarto congreso. ler periodo 
caja 4-2. Exp. 101. 12 de mayo de 1872”. 


7 Archivo histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. Juzgado de primera 
Instancia penal San Luis de la Paz. Expediente 58/885. 6 de junio de 1885. 
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Los testigos que declararon, atribuyen la responsabilidad 
a Filomena, que según ellos, fue la que inició la riña y que al 
intentar ser controlada por la hermana de María, también la 
agredió. 

El juez sentenció por igual a las hermanas y a Filomena 
a 60 días de cárcel y 15 pesos de multa. 

Uno de los delitos más comunes cometido por mujeres 
en esa época fue la de agresión física, si bien las que 
delinquían eran remitidas, en muchos de los casos no eran 
anotados los delitos en los informes estadísticos, ya que 
quedaba a decisión del juez si el caso era meritorio de ser 
anotado como un hecho sobresaliente o sólo era considerado 
como una falta no grave y de bajo impacto social. 

S1 revisamos los datos estadísticos en los informes 
oficiales, vemos que el delito de agresión física entre 
mujeres y mujeres a hombres, es de muy bajo impacto, pero 
si analizamos los expedientes de los juzgados, vemos que 
no eran muy recurrentes los enfrentamientos físicos entre 
mujeres y que, en casi todos, había lesiones físicas; sólo 
para dar una idea, en una de este delito cito otros datos y los 
refiero de manera inmediata al expediente para no hacer una 
narración extensa del delito. 

En Juzgado de Primera Instancia de San Luis de Paz, 
Gto. 
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“Se presentó a María Gertrudis Yéñez, por causar 
lesiones físicas a otra mujer que, en un primer momento 
y debido a su estado físico, no se le pudo levantar su 
nombre, sino hasta que estuvo consiente. La agredida 
responde al nombre de Marcelina Gracia”* 


En mismo Juzgado de San Luis de la Paz, Gto. 


“Se presentó a Modesta E. Isabel Ramírez por agresión 
física contra María E. Producto de un enfrentamiento 
físico, por la disputa de un hombre, del cual se desconoce 
el nombre. El enfrentamiento le causó, a la segunda, 
lesiones en la cara, cabeza, brazos y muy notorio las 
heridas por rasguños y mordidas en diferentes partes de 
cuerpo.” 


En el Archivo Histórico del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato, hay 45 expedientes sobre casos de agresión, 
entre los años 1880-1890, en cada uno de estos casos, la 
agresión es desatada por las mujeres en contra de otras 
mujeres, contenida en las declaraciones ante el juez, nos 
muestran una agresión a tal grado desatadas por las mujeres 
que las heridas infringidas fueron graves y requirieron auxilio 
médico y hospitalización. 


8 Exp. 41 / 880 María Gertrudis Yáñez consignada por lesiones a otra mujer. Archivo 
histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 


9 Exp. 41 / 881 Modesta E Isabel Ramírez consignada por lesiones a otra mujer. 
Archivo histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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Quizá con ello podríamos preguntar ¿qué tanto podemos 
decir que es el sexo débil? o que sólo los enfrentamientos 
entre mujeres se remitan a los chismes o injurias que ya 
para esta época son también tipificados como delitos. 
Considerando que una de los principales detonantes de 
la agresión física, tenía su origen en los chismes, injurias 
o argúende consideradas conductas comunes y de alta 
incidencia social. 


La mujer que se atrevía a solicitar el divorcio 


Otro de los asuntos legales comunes en los juzgados 
fueron las solicitudes de manutención por abandono del 
marido como las de divorcio solicitadas por mujeres ante las 
autoridades civiles. 

Esto se explica, en gran medida, por la tradición y la 
cultura machista de casar a las hijas sin su consentimiento 
por mero intereses de sus padres, razón por la cual, con la 
aprobación de las leyes civiles de 1857-1860, las de 1871 y 
el código tovariano para el Estado de Guanajuato, muchas 
mujeres que tenían la posibilidad económica y la posición 
social, buscaron la disolución del matrimonio por la vía civil 
y en la mayoría de los casos se les era concedido, como lo 
podremos entender con la siguiente cita: 


“Amelia Villegas, promueve Juicio de Divorcio contra 
su esposo Santo Acosta, bajo los principios legales de 
los artículos 266 fracción 4? y 275 del código civil, para 
que se asegure la hipoteca, fianza o depósito de una 
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cantidad bastante con forme al artículo 232. Argumenta 
que es la legítima esposa y ama de casa donde cuida a 
sus hijos e hijas de su difunto marido. 

Que el 3 de enero de 1883 fue expulsada de su casa a 
golpes e insultos por su marido quien la despojó de todas 
sus pertenencias. Ella retira la queja por golpes para que 
el marido no fuera sentenciado por ello y en cambio el 
marido le permite estar en una casa de depósito sin más 
que el vestido que tiene puesto. Razón por la cual pido 
me regresen mis pertenecias y de uso personal así como 
un cuarto para mí y mis hijos.”*% 


El marido explica al juez que ella lo insultó y lo incitó a 
golpearla y que ella es una mujer que le gusta ser golpeada, 
el juez concede perdón al hombre, a pesar de las acusaciones 
de la mujer, sin embargo, el marido omitió decir que la tienda 
que los mantenía eran de su esposa y que su difunto marido, 
le había heredado la cantidad de $35,000.00 pesos. 

En una segunda intervención el juez ya no confió de la 
declaración del marido, sino en los reclamos de la esposa, 
quien demostró ser la legítima dueña del capital y de la tienda, 
por lo que se ordenó el pago a la demandante y la restitución 
de sus bienes, que el marido ya estaba malversando. 

Esta crónica de hechos que he sintetizado, se puede 
ver que para este periodo, el sistema de leyes ya tiene otra 
concepción de las conductas ilegales y otra forma de tratarlos 
y dicta sentencias, que si bien al principio, había un clásico 
10 AHG- Juzgado de letras de lo civil. Ramo, supremo tribunal de justicia. Acto de 


divorcio 2 de enero de 1883 más cerca de ti... 1824-Guanajuato-2019 
94 
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juicio de discriminación; en la segunda el juez descubre 
la intención clara del marido de despojar a la mujer de sus 
bienes así como de su dinero. 

En la lectura del expediente, aunque no se muestra de 
manera clara, se deja ver que el marido, ya tenía otra mujer 
(algo muy típico en esta época), él buscaba despojar a su 
esposa para poder mantener su nueva relación sentimental. 
Como es sabido, Guanajuato era una ciudad pequeña, donde 
todo mundo se conocía y los rumores y chismes eran el pan 
de cada día, no sería sorpresa, que al juez le hubiese llegado 
algún chisme, sobre los movimientos del marido golpeador 
y su amante, que sin pensarlo le dio cabida al segundo 
reclamo y falló a favor de la demandante, dada las pruebas 
y circunstancias; si este caso se hubiera presentado en las 
primeras décadas del siglo XIX el resultado quizá hubiera 
sido totalmente contrario. 

No hay que perder de vista, que la aplicación de las 
leyes y la justicia tenía principios sociales de aplicación 
discriminatorios. 

Las mujeres sufrían discriminación al presentar sus 
denuncias, salvo que tuvieran una importante posición 
socioeconómica como lo podemos apreciar en el siguiente 
caso: 


“Rosa Alamán, sobrina de Lucas Alamán, juicio por 
divorcio presentado el 5 de enero de 1875 contra Ignacio 
Silíceo con el cual contrajo nupcias en el año de 1868 y 
que después de los primeros años de vida conyugal, sólo 
ha recibido malos tratos, miseria, insultos, infidelidades, 
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[...] que le han provocado una disminución de su 
estado físico. Y que los bienes que tenía como dote 
para sostener a su familia han disminuido de manera 
considerable. Acusa a su marido del despilfarro de toda 
su herencia y de la venta de una finca que le vendió al 
cura Amezquita, quien tenía ahí un colegio. 

Con base al art. 266 y la fracción 1, 3? y 4” del código 
civil, se notifica la demanda a favor de la demandante 
y se le declara en habilitación de pobreza y la expulsión 
del marido de la casa. Como testigos a favor de la 
demandante se presentaron D. Olthon £  Brackel 
Welda, catedrático del colegio del Estado y amigo de 
la familia Alamán, el padre Amezquita y Rafael Madrid 
comerciante quienes atestiguan el estado de pobreza y 
sufrimiento conyugal de la demandante.”'' 


El juicio duró menos de un mes y se falló a favor de 
Rosa Alamán; en este caso y debido a que la demandante 
era una persona de peso social su caso se resolvió de manera 
pronta, no así, si el caso lo hubiera presentado una mujer 
de un estrato social de bajos recursos, como fue el caso de 
Amelia Villegas en contra de Santo Acosta, que fue necesario 
un doble juicio para que se le concediera el divorcio a la 
demandante y el juicio duró un año y ocho meses. 


11 AHG. Caja 17. Exp 1. Fondo. Ayuntamiento- juzgado de letras de lo civil. Ramo, 
tribunal de justicia. Año 1875. 
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Casos de mujeres acusadas de robo 


El robo fue uno de los delitos más comunes por el cual 
las mujeres eran detenidas, en flagrancia o por denuncia 
pública, por haber hurtado comestibles o bienes domésticos y 
en unos pocos casos por robo de dinero. 

En 1900, las estadísticas arrojan 3500 hombres 
detenidos por robo y 35 mujeres por el mismo delito, la cifra 
varía según los años, pero era el delito más común que las 
mujeres cometían. 

En los informes de los gobiernos, sobre el número y tipo 
delitos, aparecen datos que refuerzan esta información, sobre 
el robo como el acto más común cometido por las mujeres, 
así como el de alcahuetería, con la salvedad de que en los 
informes, sólo se dan datos generales, pero en los libros 
de control, registrados como informes de los despachos 
criminales en el juzgado, si se presenta una información más 
detallada: el nombre de la que delinque, su dirección, oficio 
y, algo que es muy importante para la autoridad, saber si era 
la primera vez que se delinquía o era recurrente en el acto. 

Como en la hoja que registro del primer juzgado de lo 
civil y asuntos criminales se reporta tal y como lo muestra la 
imagen y sobre todo analizando las listas de las 35 mujeres 
detenidas por ladronas, son en su mayoría reincidentes de dos 
o más robos y eran habitantes de la calzada de Guadalupe en 
Guanajuato. 
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Imagen tomada de: AHG- Ramo Judicial 1899-1900. 
Serie Gendarmería, Caja 1. Exp. 21. Cuarteles 5, 6 y 7. 
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Los infanticidios 


Uno de los delitos más extraños y poco comunes, es 
el de infanticidio, tal vez uno de los actos criminales más 
complejos y que causan un impacto muy fuerte en la sociedad 
por ser cometidos por mujeres madres contra sus hijos, a 
causa de pretender evitar su deshonra. 

A partir de 1889 a 1895, según los apéndices, 
información específica plasmada en gráficas sobre los índices 
criminales y los tipos de delitos que aparecen en los informes 
del gobierno estatal, con lo cual podemos ver claramente, los 
tipos más comunes por género y donde, por lo menos, se da 
un infanticidio por año en el Estado de Guanajuato. 
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Apéndice informativo del gobierno del estado de Guanajuato 
1889-1896. Pag 195 y pag.196. archivo histórico del 
museo regional de la alhóndiga de Granaditas. 


En las dos imágenes anteriores, se aprecian claramente 
los datos numéricos, pero seleccioné el de 1890 en razón 
de que se informa, que en dicho año, se presentaron 4 
infanticidios, uno en el mes de enero, otro en el mes de 
febrero, uno más en junio y el último de ellos en diciembre. 

Por desgracia no pude localizar los expedientes de 
dichos casos, pero el dato está plasmado de manera oficial 
en la anterior gráfica de índice delictivo, que el Gobierno del 
Estado presenta oficialmente en este periodo. 
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Como el caso que pude localizar cometido por la señora 
Casimira Rodríguez, el 28 de octubre de 1868 y que el juicio 
se celebró por una comisión de justicia especial en la Capital. 


Crónica del infanticidio: 


“El día 28 de octubre de 1868 en la mañana, la madre 
de Casimira de nombre María Trinidad, entró a su casa 
y vio cómo su hija, que había recién parido un niño 
lo tenía presionado con la boca hacia abajo y ya no se 
movía. 

Salió corriendo y dio aviso a su hermana Josefa Trinidad 
a Luz María Trinidad y a su marido Macario Rodríguez, 
que corrieron a ver lo que ocurría, pero al llegar María, 
ya están de rodillas Casimira un costado de la cama, 
sobre la cual yacía el cuerpo inerte del infante, el padre 
de la acusada la agarró a golpes al mismo tiempo que le 
gritaba e insultaba sin parar. 

María Trinidad fue a dar parte la policía, para que fueran 
por su hija, pero a medio camino de su casa, ya su 
marido la llevaba agarrada de las greñas y acompañado 
de una multitud de gente, que le insultaba y arrojaba 
todo tipo de proyectiles. 

El juez cívico del departamento de León, por el tipo de 
delito, la remite de manera inmediata y por temor a que 
fuera ejecutada por la turba de gente que la perseguía y 
automática a la cárcel de la capital para ser juzgada en la 
sala de juzgado estatal.”? 


12 Expediente 69, 28 de abril de 1874. Comisión de justicia, Quinto congreso 2do. Caja 
5-1 del Archivo Histórico del Congreso del estado de Guanajuato. 
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Solamente existe la carátula del caso, falta el expediente 
completo, pero en la búsqueda de éste, puede localizar, una 
solicitud de Casimira Rodríguez, donde pide su preliberación, 
el 6 de marzo de 1874, mandando una carta al Congreso del 
Estado para que analicen su caso, ya que considera que su 
vida está en peligro, dado que ha tenido varias amenazas de 
muerte por sus compañeras de cárcel. 

Carta de solicitud de pre liberación de Casimira 
Rodríguez: 


“Casimira Rodríguez, mayor de edad y presa en la cárcel 
de esta ciudad, por delito de infanticidio, ante V. H. Con 
el debido respeto, comparezco y digo que en octubre 
de 1868, una desgracia causada por mi inexperiencia y 
el terror que me infundía, mi sentimiento me puso en 
el horrible caso de ante todos y particularmente ante 
mi familia como una criminal y sin embargo no puedo 
comprobar lo contrario, ni mi inocencia; tuve pues que 
resignarme a sufrir mi condena, que es de diez años de 
prisión. 

En marzo de 1870, en vista de mi buen comportamiento, 
fui nombrada celadora hasta el año pasado, porque 
mi salud no me permitió continuar desempeñando 
mi comisión, una vez que dejé la autoridad con que 
había estado honrando, las envidias, los rumores y 
resentimientos de las mujeres de mala conducta que tuve 
que denunciar al ser celadora, desencadenaron contra 
mí y he sido amenazada dos veces de muerte, hasta el 
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punto de tener que intervenir la autoridad judicial, hoy 
continuó con el mismo peligro, de ser herida de un 
momento a otro. 

Por otra parte, el cumplimiento de mis obligaciones, me 
originará una enfermedad de parálisis, con frecuentes 
ataques, se repite más por los constantes disgustos y 
enojos que mis enemigas y compañeras de prisión me 
hacen sin cesar. 

Supuesto el beneficio a las celadoras, para abonarles 
la mitad del tiempo de servicio, me faltan la mitad del 
tiempo para de mi condena, tres años. 

Este expuesto cuando han transcurrido más el tiempo 
necesario para despertar el arrepentimiento aun en 
una alma criminal; cuando mi azarosa situación va 
menoscabando mi salud o tal vez estoy expuesta a perder 
mi vida de una manera violenta, es natural que ocurra 
a U. SOBERANIA. Que es la dispensadora de gracia, 
suplicándole humildemente me indulte del tiempo que 
me falta para terminar mi condena. 

A.U. Honorabilidad respetuosamente ruego se digne 
a obseder a la que solicito, en lo que recibiré una gran 
merced. 

Cárcel de Guanajuato 28 de Abril de 1874. Casimira 
Rodríguez ( no sabe firmar). 


Al secretario del H Congreso del Estado.”'* 


13 Archivo histórico del Congreso del Estado de Guanajuato. Quinto congreso 28 de 
abril de 1874. Infanticidio de Casimira Rodriguez. 
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La respuesta a dicha carta fue negando su solicitud, el 
día 30 de abril de 1874, aunque se indicó que la solicitud se 
tornaría al congreso para su posterior análisis. Es pertinente 
señalar que, para desgracia de la mujer, cometió un crimen 
en una de las ciudades donde la mentalidad conservadora es 
dominante, por ello no me sorprende que en la portada del 
expediente, quien entregó a la acusada fue su propio padre y 
quien la delató su madre. 

El caso se convirtió en gran alboroto popular, lo que 
obligó al juez de cabecera a remitir a la acusada de manera 
inmediata al juzgado de la capital del Estado y a la cárcel 
para evitar complicaciones, ya que era muy común que un 
delito como éste, lleva a la gente a hacer justicia por su 
propia mano. No pude localizar el expediente completo, pero 
en la carta de la acusada, donde pide se condone su pena y da 
sus argumentos, se puede interpretar que no es bien vista por 
las otras reclusas y que, en su práctica interna de las reclusas, 
no hay perdón para ciertos crímenes, sino que son sometidas 
a una segregación violenta y constante como parte adicional 
a su condena. 


Mujeres acusadas de homicidio 


Un expediente del delito de homicidio que logré analizar 
se presentó de la siguiente manera: 


“María Teresa Muñoz, presa en la cárcel de esta ciudad 
y trasladada de la prisión de la ciudad de León. Por ser 
acusada de asesinato a Mario M. Franco. El día 9 de 
mayo de 1881. 
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En la ciudad de León, Guanajuato. El día 9 de mayo de 
1881 “la señorita María Teresa Muñoz, siendo hija única 
de padres ancianos y encontrándose estos en la mayor 
miseria y abandono, razón por la cual ella se dedicó a 
trabajar honradamente con el, señor Mario M. Franco, 
Quien sabiendo mi situación intento abusar de mí en su 
casa y por no ceder a su deseos me intento forzar, pero 
lo empuje y cayó de espalda en las escalera y ya no se 
movió solo sus ojos quedaron fijos en mí Salí corriendo 
de su casa a mi casa y ahí pase el resto del día hasta que 
la policía llegó por mí y se me acusó de asesinato”. 


La denuncia del crimen y de los hechos, la hace la 
sirvienta de la casa y atestigua que efectivamente el finado 
tenía la costumbre de llevar a su casa a mujeres de mala 
reputación y pasar las horas con ellas. 

En esta ocasión, ella escuchó gritos y mucho ruido, por 
lo que salió de la cocina y vio cuando una muchacha luchaba 
y empujaba a su patrón, quien cayó de las escaleras y murió.'* 

El expediente está en muy mal estado, por lo cual 
sólo presento una síntesis de caso y no de manera textual, 
buscando rescatar los datos medulares del mismo. 

Pues bien, la mujer pese que actuó en defensa propia, 
no logró su libertad de inmediato, sino que pasó presa 
cuatro meses en la prisión de la capital, hasta que su caso, 
fue turnado por el Congreso del Estado, quien le otorgó su 


14 45.-Exp. 275. 21 de septiembre de 1881. Noveno Congreso /correspondencia caja 
9-6. Archivo histórico del Congreso del Estado de Guanajuato. 


68 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


plena liberación, el día 16 de septiembre de 1881 no por su 
inocencia sino por la tradición de dejar en libertad adelantada 
a ciertos presos en el mes de septiembre. 

Otro caso similar es el siguiente: 


“En acto de defensa propia Magdalena Suarez del 
pueblo de San Luis de la Paz, mató a su marido, quien 
la estaba golpeando y en un intento desesperado por 
defenderse, tomó una barra de acero y le dio un golpe 
a su marido en la cabeza y al caer éste, ya sin sentido, 
cayó golpeando su cabeza contra el muro de la cocina y 
murió de manera instantánea.”'* 


En este caso, la crónica de los hechos hace saber que 
el hombre pasaba la mayor parte del tiempo borracho, sin 
oficio ni beneficio, sólo llegaba a su casa a comer, dormir y 
pedir dinero a su esposa, que trabajaba vendiendo tortillas 
como comida en su casa y el día 20 de marzo de 1880, se 
presentaron los hechos de agresión del hombre sobre su 
mujer, no era la primera vez que éste la agredía, sino que 
el finado lo hacía con frecuencia, según comentó su esposa, 
quien ya había denunciado las agresiones a la policía, la cual 
nunca le había hecho caso, aun presentando los moretones y 
rastros de las constantes golpizas que le daba su marido. 


15 Exp. 47/883. Juzgado de Primer Instancia de San Luis de la Paz. Archivo del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato. 
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En dicho expediente, se hace una mención muy rápida 
del caso y sólo se le remite al juzgado segundo de la capital, 
donde ella hace la narración de los hechos y pasa un año en 
la cárcel, en lo que se investiga si lo que había declarado era 
verdad o no. 

Se hace la crónica de los hechos. 


“Como a las 10 de la mañana estando en la cocina de 
su casa, Magdalena Suaréz estaba echando tortillas en 
el comal de barro, cuando vio entrar a su marido Juan 
Vélez quien se recargó en las tablas de la puerta de la 
cocina de adobe donde sólo hay un fogón de leña, 
una mesa de mezquite, una mojonera de piedra y lodo 
que sirve de mesa y más comentó Magdalena: entró 
echando la biga, arrojando los trastos al piso como es 
su costumbre y pidiéndome dinero. Como siempre 
con insultos: “mala mujer hija de perra, ven y dame tu 
dinero”, me gritó, se abalanzó y cayó al piso de tierra y 
se levantó más molesto, me jaló de las greñas y me dio 
tremenda trompada en la cara, pero no me soltó. 

Yo lloré y le pedí que me soltara y que tomara el dinero 
pero que no me pegara, pero no lo hacía, me seguía 
dando golpes y jalones de greñas, me arrastró al piso 
con él y por mi desesperación, tomé el fierro con que 
atizonaba el fajón y le di con todas mis fuerzas en la 
cabeza y el calló de lado contra el muro de piedra y lodo. 
Yo nomás escuché como que algo tronó, me levanté y le 
pegué dos veces más pero él ya no se movió. 
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Salí corriendo de la cocina a pedir ayuda y fue cuando vi 
a mi comadre Lencha y a Trini, que estaban pasando con 
su tercio de leñas en la espalda y que siempre pasaban a 
saludarme, ellas entraron y vieron que ya el Juan estaba 
ya tieso y sin más, ahí en la cocina.”** 


El juez de primera instancia en San Luis de la 
Paz, levantó una constancia de los hechos así como 
una descripción de las heridas que presentaba la señora 
Magdalena e hizo notar, que aún tenía en su cuerpo los 
moretones de la última golpiza que le había dado su ya 
difunto esposo, el juez también hizo mención sobre lo común 
que son, en su juzgado, los casos de brutalidad doméstica, 
que aqueja su jurisdicción en gran medida por la embriaguez 
de los hombres, así como la costumbre común golpear a sus 
esposas. 

Cabe mencionar que el municipio de San Luis de la Paz, 
está ubicado en el norte del estado, donde la embriaguez y 
los delitos relacionados con ésta eran cometidos tanto por 
hombres como mujeres, a pesar de todas las evidencias y 
datos sobre el origen del incidente que le costó la vida a Juan 
Vélez, la viuda pasó 12 meses detenida en la cárcel de la 
capital, en lo que se demostraba si lo que ella había informado 
al juez, en su municipio, era real y concordaba con los datos 
de su declaración ante el juez de primera y segunda instancia, 
en la cárcel de la alhóndiga de granaditas de la capital. 


16 Exp. 47/883. Juzgado de Primer Instancia de San Luis de la Paz. Archivo del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato. 
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Todos los casos de sentencia a mujeres eran muy 
lentos y poco atendidos por los jueces, que no les daban la 
misma prioridad que los casos de los hombres y más aún si 
las mujeres no eran parte de una familia acomodada o con 
recursos económicos; los casos de estas mujeres de origen 
pobre, (como lo era casi el 90% de la población nacional 
durante todo el siglo XIX) eran atendidos con mucha 
lentitud por los defensores del pueblo, (si es que había en los 
juzgados) y hasta menospreciados o simplemente no eran 
atendidos. 

Es de considerarse que, en lo referido a la tipificación de 
los delitos, los que eran cometidos por mujeres o inclusive, 
cuando ellas eran las víctimas, el delito era minimizado 
por las leyes y los jueces, sólo los casos que alcanzaban 
notoriedad social eran atendidos de manera especial. 


Casos de mujeres adúlteras 


“En la causa criminal del operario Eduardo Torres de 
45 años, vecino de Guanajuato quien purga 12 años en 
prisión por haber asesinado a una mujer con la que tenía 
doce años en amasiato, cuando la encontró en su lecho 
con otro hombre de nombre Jacobo Saavedra, al que se 
le sentenció por adúltero y se le condenó a 15 años de 
prisión.””” 


17 Archivo Histórico del Estado de Guanajuato (en adelante AHGEG), Fondo Secretaría 
de Gobierno, sección justicia, serie Supremo Tribunal de Justicia. Caja 93. 
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En este caso el marido encuentra a su mujer en pleno 
acto de adulterio y la asesina a golpes mientras, al amante, le 
provoca diferentes heridas, pero logra escapar. 

Entonces lo relevante era el honor del varón y la acción 
de la mujer. 


“Las autoridades judiciales otorgaron gran importancia 
a la defensa del honor, al grado de que, como lo ha 
señalado el investigador Pablo Piccato, vinieron a 
fortalecer el vínculo entre honor y violencia al legitimar 
esta última en nombre del primero”. 


Actuar en defensa del honor era considerado en los 
códigos penales causa que eximía de responsabilidad 
criminal. 

En el caso de los varones ello significó —a semejanza 
de la época colonial- que, “(...) si cometían el delito de 
homicidio en la persona de sus esposas o hijas por haberlas 
encontrado en tratos carnales con otro hombre o próximas 
a cometerlos, podían liberarse de cualquier tipo de castigo, 
siempre que no existiese premeditación (...)”** 

El amante descubierto, en el caso comentado, aseguro 
que la mujer finada lo provocó y lo indujo a tener relaciones, 
pero como fue sorprendido en pleno acto de adulterio, no 
podía reclamar al esposo engañado por haberlo herido y dictó 
sentencia condenatoria de 10 años de cárcel. 


18 Lisette G. Rivera Reynaldos. Crímenes pasionales y relaciones de genero en 
México 1810- 1910. ED. Nuevo Mundo. Ed. 2005); p. 35. 
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“Saavedra intentó eludir su responsabilidad criminal 
apelando a la conducta moral de su víctima, reiterando 
el oficio en el que se desempeñaba. De nueva cuenta se 
expone a la mujer como fomentadora de su desgracia 
y causa de la perdición masculina por no apegarse al 
modelo dicotómico de honor/vergiúenza. Por otra parte, 
se avala el papel del hombre como figura autoritaria, 
intolerante ante las pretensiones femeninas de 
transgredir su lugar de sumisión y en el cual se admiten 
las reacciones violentas empleadas como correctivos. 
Desde el punto de vista social, dichos correctivos 
coadyuvaban a preservar el orden y el modelo ideal de 
la mujer en relación con el hogar.”'” 


Al final, en apelación, sólo recibió una sentencia de 5 
años por su delito y 2 años de trabajo forzado en las obras de 
la ciudad y en la limpieza. 

En aquellos tiempos, los derechos de la mujer eran 
subordinados a los principios morales y sociales de la época, 
más que al derecho pese a su formal reconocimiento en la 
constitución liberal de 1857, ratificada en 1860. 
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19 AHGEG, Fondo Secretaría de Gobierno. Sección Justicia. Serie Supremo Tribunal 
de Justicia. Caja 96, 
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Caso de una mujer de mala fama 
víctima de homicidio 


En junio de 1885, un comerciante guanajuatense casado, 
de 29 años apuñaló en tres ocasiones a Julia Irordia, prostituta 
con la que había estado paseando y consumiendo alcohol 
toda una tarde de junio. 

Según las declaraciones del acusado, cerca de las diez 
de la noche, se dirigían a la casa de la occisa, cuando ella 
comenzó a insultar su honor y hombría, por lo que ofuscado 
la apuñaló en tres ocasiones, infiriéndole una herida mortal 
por la que falleció tres días después. En un principio, el 
acusado negó ser el autor de los hechos, atribuyendo el 
homicidio a un hombre desconocido 


“[...] Que decía no poder designar, explicando la 
interacción de éste, por las múltiples relaciones y 
compromisos que una mujer pública como la finada, 
tiene con varios hombres [...]. Posteriormente se vio 
obligado a confesar, expresando que atacó a Julia para 
reprimir su insolencia, y que sólo pretendía herirla para 
que callara.” 


La vox populi sostenía que Julia tenía un historial de 
detenciones por argiiende, alcoholismo y sobre todo, por ser 
una mujer pública, lo que ocasionó una mayor atención al 
caso de su asesinato. 


20 AHGEG, Fondo Secretaría de Gobierno, sección Justicia, serie Supremo Tribunal 
de Justicia, caja 
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En el caso del agresor, Pedro Luna, que tenía la imagen 
de comerciante y padre de familia, sin historial delictivo hasta 
ese momento primero negó su responsabilidad, pero después 
la aceptó afirmando que no quería lastimarla, pero como las 
ofensas verbales que la finada le profirió fueron muy fuertes, 
no tuvo opción. 

El juez preguntó cuáles habían sido las palabras que 
ofendieron su masculinidad, él contestó después de dudar: 
“(...) hijo de puta, malparido (...)” y más, se refirió a su 
difunta madre. Razón por la cual el sólo intentó darle una 
lección, pero ella se puso muy violenta y saltó sobre él 
clavándose el cuchillo. 

El hecho, fue visto por otras personas, que pasaban por 
la calle al momento del altercado, en la subida de la calle de la 
Alameda en Guanajuato capital y para fortuna del indiciado, 
la fama de la mujer pesó más que el propio asesinato de la 
misma. 

El expediente no está completo, lo que se pudo leer y 
reconstruir del caso, es que al final, el juez sólo le impone 
una multa al indiciado y un año de trabajos forzados, ya que 
según los hechos, no fue un asesinato premeditado sino, un 
asesinato circunstancial. 

Pedro Luna, fue respaldado no tanto por el sistema de 
las leyes, sino por el peso específico de la moral de la época y 
la supuesta conducta antimoral, en la cual vivía la finada, ya 
que por su actividad y su forma de vida, que atentan contra 
los buenos principios de moral y de fe imperantes en esos 
años, son los que dan sentencia y ejecutan una pena mínima 
al asesino. 
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“La aplicación extrema de la violencia se consentía 
cuando se le agregaba el elemento del honor. Las 
autoridades judiciales otorgaron gran importancia a la 
defensa del honor, al grado de que, como lo ha señalado 
el investigador Pablo Piccato, vinieron a fortalecer el 
vínculo entre honor y violencia al legitimar esta última 
en nombre del primero. De hecho, actuar en defensa del 
honor se consideró en los códigos penales dentro de las 
circunstancias que eximían de responsabilidad criminal 
a un individuo, junto con la defensa de la integridad 
personal o los bienes. En el caso de los varones ello 
significó —a semejanza de la época colonial- que si 
cometían el delito de homicidio en la persona de sus 
esposas O hijas por haberlas encontrado en tratos 
carnales con otro hombre o próximas a cometerlos, 
podían liberarse de cualquier tipo de castigo, siempre 
que no existiese premeditación. 

Muchos estudiosos y estudiosas del periodo han 
destacado que el honor del hombre se hallaba 
estrechamente vinculado a la conducta de la mujer, fuese 
ésta la esposa, madre hija o hermana. La sumisión y 
recato que se consideraban como valores esencialmente 
femeninos, implicaban que la mujer sólo podía ejercer 
su sexualidad con el hombre con quien había contraído 
matrimonio, y cualquier contravención al respecto recaía 
sobre el honor familiar. Por lo cual se entendía que él 
procediera a “hacer justicia” por su cuenta. El mismo 
modo de actuar en el caso contrario, cuando la mujer 
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era la que delinquía, se valoró por lo general como 
cualquier otro delito de homicidio, con el agravante de 
parentesco.””' 


Mujeres asesinas 


Otro hecho criminal sobresaliente, cometido por una 
mujer en el siglo XIX, narrado por el cronista Crispín en sus 
efemérides Guanajuatenses. 


“El crimen cometido en la ciudad de Guanajuato, contra 
el señor Tomas Haller, empresario minero de origen 
alemán, donde los implicados e implicadas fueron: 
Natividad, Severo, Román, Cosme Venegas, Urbano 
Villegas, Fermín Garabito alias “el pelón”, Nieves 
Pérez y Nieves Escobar y las cómplices, Ma. Dolores 
Hernández alias la víbora, Inocencia Salazar, Rafaela 
Pérez, María Eduwigis.”? 


En la crónica de los hechos del homicidio de Tomas 
Haller: 
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“25 de mayo de 1889. Declaración rendida ante el juez 
por Fermín Garabito(a) el Pelón, después de haber 
estado tenazmente negativo, como todos; pero al fin 
todos confesaron con excepción de Muñoz, que a pesar 
de estar ya convicto se sostuvo en su negativa, dice así: 


21 Lisette G. Rivera Reynaldos. Crimenes pasionales y relaciones de género en 
México. 1810 a 1910. Ed. Nuevo Mundo. 2005. P. 35. 


22 Efemérides Guanajuatences de Crispin. Talleres libres. P. 55 
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Habla Fermín Garabito alias el Pelón: El viernes como 
a las diez de la noche, hora en que el señor D. Tomas 
Haller llegó a la casa de la Carmiña, ya Narciso Muñoz, 
con cuatro de sus cómplices, entre ellos Garabito, 
estaban al asecho a poca distancia de la casa. Tan 
luego como el señor Haller entró, Narciso Muñoz 
tocó la puerta y abierta que fue, penetró en compañía 
de los cuatro citados individuos, entonces Muñoz, 
adelantándose, preguntó a Haller lo que hacía en aquel 
lugar, invitándolo a tener una explicación fuera de la 
casa, Haller aceptó y al salir fue atrapado por los cuatro 
criminales, dos de apellido Venegas, Garabito y un 
mozo llamado Urbano, quienes dirigidos por Muñoz, 
lo condujeron fuera de la casa, intimidándole a que 
guardara silencio, se dirigieron hacia el cerro que está 
arriba de la casa de la Carmiña y como a treinta metros 
de ésta, hicieron alto para discutir el lugar donde debían 
llevarlo. 

Quedó por fin decidido que lo llevaría a un cuarto de la 
propiedad de Venegas, contiguo a la pastelería, marcado 
con el número 37 y que tiene una puerta a la calle real 
que conduce a la presa. 

Bajaron a la infeliz víctima por un punto llamado 
“el rebaje” y que es una especie de plazoleta donde 
labran losa, lo condujeron al cuarto citado; todos estos 
acontecimientos pasaron entre las once y las doce de 
la noche del viernes; en ese cuarto lo tuvieron, después 
de haberle aplicado algunos narcóticos, colocándole un 
tapón en la boca para impedirle dar voces. 
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A la madrugada del sábado y recorriendo el mismo 
trayecto, lo sacaron del cuarto de los Venegas, 
conduciéndolo a otro, situado arriba del cerro y marcado 
con el número 40, conocido vulgarmente con el nombre 
del mezquitito. 

Desde entonces vigilado por sus verdugos, tenía el Sr. 
Haller en esta última casa durante el día, trasladado por 
la noche de nuevo a la casa de los Venegas. 

El martes en la noche se decidió al fin la muerte del 
Sr. Haller, el mismo Muñoz estuvo haciéndole aspirar 
el narcótico en un trapo y no podemos referirlo sin 
profunda indignación, cuando el desdichado mártir 
apartó el rostro para huir del nauseabundo olor, el 
verdugo profiriendo una grosera insolencia, le dio una 
bofetada en el rostro partiéndole los labios. 

En seguida, el mismo martes después de las once, el Sr. 
Haller fue llevado a unas ruinas contiguas al cuarto, tras 
de un pequeño portal y ahí de pie, apoyado en una pared, 
fue ahorcado por los asesinos, dos de ellos lo tomaron 
de los brazos y otros dos le enredaron en el cuello un 
lienzo llamado vulgarmente “patio”, consumando el más 
nefando de los crímenes. Muñoz presenciaba y dirigía 
todas estas operaciones. 

Una vez muerto, fue conducido a la casa del cerro y ahí 
estuvo el cadáver hasta el jueves a las dos de la mañana. 
Hora en que fue arrojado a la presa de Zaragoza. 

Poco antes de ser arrojado, Muñoz envió a uno de sus 
cómplices a que disparara un balazo por la presa de la 
Olla para desviar a la policía y evitar ser sorprendidos. 
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Los otros dos reos, Natividad Venegas y el mozo 
Urbano, estuvieron conformes con esa declaración 
aunque fueron examinados por separado y sin tener 
conocimiento cada uno de ellos de lo que los demás 
declaraban. El 28 de mayo de 1889 se presenta el careo 
entre Narciso Muñoz con la Carmiña. Lo cual dió más 
luz sobre este crimen. 

El primer careo tuvo lugar con el mozo Urbano. Quien 
precisó punto por punto los cargos que resultaron contra 
Muñoz, entonces éste, en medio de una excitación 
nerviosa, imprecó a su creador, en nombre de dios y de 
la religión, para que no lo acusaran; pero viendo que se 
sostenía en su dicho, le profirió lo mismo que al juzgado, 
algunos insultos; porque el señor juez de los autos. El 
Lic. Francisco Solano, le reprendía severamente y el 
solo contexto que la agitación nerviosa en que se hallaba 
le impedía saber lo que hacía.” 


En este crimen apareces dos mujeres Ana Carmiña que 
un tiempo, ocupó un estatus social de clase semialta, gracias 
al oficio y nivel económico de su padre y Ma. Dolores, ambas 
dedicadas a la prostitución, idearon el homicidio. 

Este caso sirve para demostrar, cómo la prostitución, no 
era un fenómeno social practicado sólo por mujeres de bajos 
recursos o de “poca educación”, sino que, es una práctica 
antisocial, y no exclusiva de un sector social. 

Al final fueron recluidas en el penal de la alhóndiga de 
Granaditas para ser procesadas por conspiración y crimen, 
hasta este punto se logró reconstruir esta historia. 
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Cabe señalar, que en el tiempo en que se presentó el 
crimen, era una época de gran incertidumbre, sobre todo 
económica en la ciudad de Guanajuato, que sufrió durante 
todo el siglo XIX, saqueos, destrucción, intervenciones, 
los efectos de las guerras (independencia, época de Santa 
Amna, la reforma, Invasión Francesa) y los efectos de estos 
conflictos fueron devastadores para la economía y vida 
social de Guanajuato, que no es en vano, que de ser una de 
las ciudades más ricas de la Nueva España, ya en el periodo 
del México independiente, sufriera una gran caída en todos 
los sectores sociales y los informes e indicadores sobre 
la violencia, muestran, cómo a consecuencia de la difícil 
situación y la insolvencia de los gobiernos de la nueva nación, 
de una u otra forma, son en gran medida, los causantes de la 
proliferación de la delincuencia, sobre todo del robo, que en 
la ciudad fue muy común y practicado tanto por hombres y 
mujeres, que en el caso de éstas, la mayoría de los robos los 
hacían para obtener alimentos o insumos domésticos. 

No es de extrañar que, al analizar los hechos del crimen 
anteriormente mencionado, las dos mujeres que actuaron de 
manera directa, tenga como trasfondo la obtención de dinero 
para sobrevivir a una época, en la cual era muy complicado 
vivir, donde la pobreza y la miseria eran el rostro típico de 
esos días y no es gratuito que, en esos años, ya aparezca de 
manera muy clara el fenómeno social de la prostitución y que 
las dos implicadas practicaban la prostitución como damas de 
compañía de lujo, es decir, no eran prostitutas comunes, sino 
exclusivas, su cuota de sexoservidoras era alta; la pobreza y 
la falta de buenos gobiernos, dan como resultado, violencia, 
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desempleo, miseria y sobre todo, una pésima inversión en la 
educación, que como lo demostraré más adelante, nunca ha 
sido una prioridad en la inversión del estado mexicano. 

Son diversos factores los que se pueden ver implicados 
en el incremento de la violencia y sobre todo cómo estos 
detonan que las mujeres sean actores activos y pasivos 
de la violencia y su relación con su entorno social, de una 
cultura emergente, de una nación que, nació discriminando 
y minimizando a la mujer en su práctica social y en su vida 
cotidiana, en sus derechos y valores humanos, donde pesó 
más la moral y la falsa ética, de un estado bisoño e inacabado. 
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Ineficacia de la necropsia cuando el médico legista 
no intervino en el levantamiento del cadáver 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


a resolución de la corte interamericana de derechos 

humanos sobre el caso Digna Ochoa es paradigmática 

por muchas cosas, pero destaca el hecho de que 

subraya muchos vicios de la investigación criminal que 

van desde la invención de pruebas para fabricar o exonerar 

culpables, hasta prácticas acientíficas y anquilosadas en 
viejas rutinas.' 

Uno de los temas en los que hace énfasis la resolución, 

es una reiterada actuación que se da en muchas partes 

del país, herencia de caducos entendimientos sobre la 


1 *(...) Deficiencias en la recolección de prueba (...) el Tribunal advierte (...) hubo 
numerosas falencias en el manejo de la escena del crimen y especialmente, en la 
documentación de esta, destacando importantes errores ocurridos en la descripción 
de hallazgos, tanto en el cuerpo como en el lugar de los hechos, en la realización 
de los exámenes externo e internos, así como en la necropsia médico legal (...).” 
Corte interamericana de derechos humanos: Caso Digna Ochoa y Familiares Vs. 
México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2021. Sentencia adoptada en San José de Costa Rica 
por medio de sesión virtual. En https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/ 
seriec_447_esp.pdf. Consultada el 133 de enero de 2023; p. 33. 
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Necropsia 


investigación criminal consistente en que el médico legista 
no acude al lugar donde se encontró el cadáver. Espera en la 
morgue y ahí hace su análisis.* 

Si el médico legista no acude al escenario del hallazgo, 
definitivamente sus conclusiones serán incompletas e 
ineficaces para ser tomadas en cuenta en una resolución 
jurisdiccional. 


La obligación del médico legista de 
disponer el levantamiento del cadáver 


La cientificidad de toda prueba pericial descansa 
en el cumplimiento de un método y, sencillamente, quita 
ese carácter si no se cumple con una sistemática, lo que, 
trasladado a la necropsia, aquella que debe explicar la causa 
de la muerte y sus pormenores, no es la excepción. 


2 “(...) hubo numerosas falencias en la necropsia del cadáver, destacando que los 
médicos del Servicio Médico Forense que realizaron dicha necropsia omitieron 
acudir al lugar de los hechos y no participaron en el levantamiento del cadáver, 
lo cual provocó que no pudieron verificar que se tomara información adecuada 
de aspectos importantes (...).” Corte interamericana de derechos humanos: Caso 
Digna Ochoa..., p. 34. 
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Precisamente, para determinar la causa de la muerte y 
sus circunstancias no puede omitirse la primera fase científica 
de la elaboración de la necropsia? consistente en el análisis 
del sitio del hallazgo y el levantamiento del cadáver.* 

Es claro que ambas actuaciones son parte de la 
necropsia ya que el cadáver es la máxima o una de las 
máximas evidencias en la escena del crimen y, más aún, el de 
levantamiento del cadáver es un acto propio de la medicina 
legal y propio del médico legista llamado para ese fin. 


3 Cfr. Adam, Aurora: El levantamiento de cadáver: la primera fase de cualquier 
autopsia. Gaceta científica forense. N* 6. Enero-Marzo, 2013; passim. Palomo 
Rando, José Luis y Ramos Medina, V: Papel del médico forense en la inspección 
ocular y levantamiento del cadáver. propuesta de documento. (Recomendaciones, 
guías, normas o protocolos de actuación profesional). En cuadernos de medicina 
forense. No. 36 Málaga, España. Abr. 2004; passim. En el mismo sentido Muñoz 
Hernández, Valeriano y Viéitez López, Ángela: La investigación en el lugar de los 
hechos. la intervención del médico forense en el levantamiento de cadáver. En 
https: //dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4767889. Consultado el 17 de 
enero de 2023; p. 36. Gisbert Calabuig, Juan Antonio: Fenómenos Cadavéricos. En 
Villanueva Cañadas, E. y Gisbert Calabuig, J.A. Medicina Legal y Toxicología. 6? ed. 
Barcelona: Mason 2004, pp. 163 y ss. Mercado Salomón, Alejandra: Guía para la 
valoración judicial de la prueba pericial en materia de medicina forense (necropsia). 
En https: //www.cjf.gob.mx/PJD/PJD_resources/guias/lib/P01010.paf. Consultado el 
17 de enero de 2023; p 225. 


4  “(...) Sobre este punto, la patóloga forense venezolana Antonietta De Dominicis cita 
como ejemplo de la participación del médico forense en esta diligencia lo siguiente: 
“Cuando fallecen personas por causas naturales y en vista de que no disponen de 
médico tratante que certifique la muerte, le corresponde a la Medicatura Forense 
resolver el problema; por lo tanto, el médico forense se traslada al sitio del suceso 
y luego de examinar detenidamente el cadáver, recabar todos los informes médicos 
que demuestren su patología, y corroborar el tipo de muerte, dicho experto puede 
proceder a firmar el certificado de defunción (...).” Pachar Lucio, José Vicente: La 
participación del médico forense en la escena del crimen. En medicina Legal de 
Costa Rica edición virtual. Vol. 35 (1) Marzo 2018; p 4. 
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Tan es propio de la medicina legal que sus objetivos 
específicos son: 1.- Comprobar la muerte, 2.- estimar 
el intervalo post mortem, 3.- contribuir a determinar el 
modo, mecanismo y manera de muerte y 4.- contribuir con 
información sobre la presunta causa de muerte.: 

Dicha actuación es la única e irrepetible oportunidad 
de verificar todos los signos del cuerpo sin vida y el lugar 
donde se localizó. Teniendo presente que al realizarse 
el levantamiento se borran o se modifican las huellas 
relacionadas con su entorno ambiental.* 

Por lo que necesaria y rigurosamente para descubrir, 
registrar y que no se pierdan las evidencias, el médico forense 
debe comenzar su diagnóstico en ese lugar y ahí mismo debe 
disponer la manera de levantar el cadáver.” 

Esta actividad no puede ser delegada, ni al fiscal, ni a la 
policía investigadora, ni a un fotógrafo, ni a un criminalista; 
precisamente por ser un área que requiere el conocimiento 
profesional de la medicina. 


5 Cfr. López, Hilda: La importancia del médico legista en el levantamiento de cadáver. 
En https://medicinalegalunivia.wordpress.com/2015/05/11/la-importancia-del- 
medico-legista-en-el-levantamiento-de-cadaver/. Consultado el 18 de enero de 
2023. 


6 Cfr. Roger, David: Levantamiento del cadáver. En diccionario jurídico de derecho. 
En http://www.enciclopedia-juridica.com/d/levantamiento-del-cad%C3%A1ver/ 
levantamiento-del-cad%C3%A1ver.htm. Consultado el 17 de enero de 2023. 


7 *“(...) Para lograr una conclusión en los estudios que se realizan tras la comisión 
de un delito o en la identificación de un cadáver en mal estado de conservación, 
es necesario disponer de dos tipos de muestras biológicas: - Muestras dubitadas 
o evidencias: son restos biológicos de procedencia desconocida, es decir, no 
sabemos a quién pertenecen —por ejemplo, las muestras recogidas en la escena 
del delito o de un cadáver sin identificar (...).” Prieto, Lourdes y Carracedo, Ángel: 
La prueba de ADN. En manual de prueba pericia. Suprema corte de justicia de la 
nación. Ciudad de México. 2022; p. 203. 
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La necropsia, acorde a la intervención del médico 
legista, implica 3 fases:* 


1.- Fase de médico legista — criminalista 


El médico forense debe acudir al lugar donde se localizó 
el cadáver para: A.- realizar la declaratoria de muerte en 
términos del artículo 343 de la ley general de salud, B.- 
localizar evidencias acordes a la colocación del cuerpo 
sin vida y su entorno y C.- disponer el levantamiento del 
cadáver.? 

Con lo obtenido, el médico legista, debe realizar sus 
hipótesis iniciales, con el grado de probables; sobre la hora 
de la muerte, si fue por causas naturales o fue provocada y 
precisar cuáles fueron. 


2.- Fase médico legista — diseccionador 


Ya en la morgue el médico legista reanaliza la parte 
exterior de cuerpo y procede a su disección a fin del 
análisis interno y, si es necesario dispone de estudios 
complementarios. 


3.- Fase de perito patólogo 


Este el momento en que el médico, con las evidencias 
encontradas confirma o descarta sus hipótesis iniciales sobre 
la hora de la muerte, causas del deceso y mecánica de los 
hechos. 

8 Vid in extenso Adam, Aurora: El levantamiento de ..., p. 2. 


9 Cfr. Pachar Lucio, José Vicente: La participación del..., p. 7. 
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El uso jurisdiccional del conocimiento experto 


El juez, como peritus peritorum, debe decidir si las 


conclusiones emitidas sobre la necropsia sirven en todo, 
en algo o en nada para la comprobación de la acusación 
sustentada por la fiscalía." 


Resultando que la necropsia realizada por un médico 


legista que no acudió al sitio del descubrimiento del cadáver, 
ni se hizo cargo del levantamiento del cuerpo, ni hizo un 
análisis de las evidencias ambientales; sencillamente no 
puede alcanzar valor probatorio.'' 


10 Cfr. Vázquez, Carmen: El juez ante el perito. Una breve introducción a los temas 


11 


tradicionales de la prueba pericial. En manual de prueba pericia. Suprema corte de 
justicia de la nación. Ciudad de México. 2022; pp. 8 y ss. Como Vázquez, Carmen: 
Guía sobre los contenidos de los informes periciales y su impacto en del debido 
proceso. Consejo de la judicatura federal. Escuela federal de capacitación judicial. 
Ciudad de México. 2022; passim. 


Algo de lo aquí asumido se asoma en criterios de los tribunales federales que no 
afirman categóricamente que el médico legista debe ir al escenario de los hechos si 
aseguran el imperativo de un análisis integral del lugar de los hechos y del cuerpo 
sin vida, como consta en tesis aislada con los datos de localización: Décima Época. 
Registro digital: 2009086. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. CLXII/2015 (10a.). 
Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo | , página 437, y que 
literalmente señala: 

Feminicidio. Diligencias que las autoridades se encuentran obligadas a 
realizar en su investigación. Cuando se investiga la muerte violenta de una mujer, 
además de realizar las diligencias que se hacen en cualquier caso (identificación 
de la víctima, protección de la escena del crimen, recuperación y preservación del 
material probatorio, investigación exhaustiva de la escena del crimen, identificación 
de posibles testigos y obtención de declaraciones, realización de autopsias por 
profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados, y 
determinación de la causa, forma, lugar y momento de la muerte), las autoridades 
investigadoras deben identificar cualquier patrón o práctica que pueda haber 
causado la muerte y verificar la presencia o ausencia de motivos o razones de 
género que originan o explican la muerte violenta. Además, en dichas muertes se 
deben preservar evidencias específicas para determinar si hubo violencia sexual 
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Y no puede alcanzar valor probatorio por no haberle 
dado el trato de prueba irreproducible como por incumplir los 
requisitos de cientificidad — fiabilidad que se exigen para toda 
pericial. 

En efecto, acorde a los artículos 271 y 274 del código 
nacional de procedimientos penales, la necropsia es una 
prueba irreproducible, en atención a que los indicios se 
alteran con el levantamiento del cadáver. 


y se deben hacer las periciales pertinentes para determinar si la víctima estaba 
inmersa en un contexto de violencia. Además, las investigaciones policiales y 
ministeriales por presuntos feminicidios deben analizar la conexión que existe 
entre la violencia contra la mujer y la violación de otros derechos humanos, así 
como plantear posibles hipótesis del caso basadas en los hallazgos preliminares 
que identifiquen la discriminación o las razones de género como los posibles 
móviles que explican dichas muertes. En ese sentido, se debe investigar, de 
oficio, las posibles connotaciones discriminatorias por razón de género en un acto 
de violencia perpetrado contra una mujer cuando dicho acto se enmarca en un 
contexto de violencia contra la mujer que se da en una región determinada. En 
específico, los protocolos de investigación de muertes de mujeres incluyen diversos 
peritajes específicos, entre los que destacan los tendientes a determinar si el 
cuerpo tenía alguna muestra de violencia y, específicamente, violencia sexual -para 
lo cual se tienen que preservar evidencias al respecto-. La exploración ante una 
posible violencia sexual debe ser completa, pues es difícil rescatar las muestras 
que no se tomen y procesen en las primeras horas. Además, siempre deben 
buscarse signos de defensa y lucha, preponderantemente en los bordes cubitales 
de manos y antebrazos, uñas, etcétera. En homicidios de mujeres relacionados 
con agresiones sexuales suelen encontrarse, en la parte exterior del cuerpo, entre 
otros, mordeduras de mamas y/o contusiones al interior de los muslos. Además, los 
peritajes en medicina forense tienen el propósito de determinar si la occisa presenta 
signos o indicios criminalísticos de maltrato crónico anterior a su muerte. Aunado a 
lo anterior, algunas diligencias específicas en este tipo de muertes consisten, por un 
lado, en que el perito que realiza la autopsia esté familiarizado con los tipos de tortura 
o de violencia que predominan en ese país o localidad y, por otro, que además de la 
necropsia psicológica practicada a las occisas, se realice complementariamente un 
peritaje psicosocial, el cual se centra en la experiencia de las personas afectadas 
por las violaciones a los derechos humanos, mediante el cual se analice su entorno 
psicosocial. 
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Por lo que el médico forense, en unión con un grupo 
interdisciplinario de criminalistas, debe asistir al lugar del 
hallazgo, dar la declaratoria de muerte, levantar y registrar 
las evidencias descubiertas y disponer del levantamiento del 
cadáver. 

Así las cosas, sin el registro de los indicios ambientales 
que acompañaban al cuerpo sin vida descubiertos por 
un experto en la medicina forense; deja a la defensa sin 
oportunidad de ejercitar el contradictorio, como lo indica el 
artículo 6 del código nacional de procedimientos penales y da 
razón suficiente para desestimar la necropsia. 

Por otro lado, como otro argumento independiente, 
la necropsia con las omisiones indicadas, al momento de la 
valoración que dispone el ordinal 359 de la ley adjetiva de 
la materia, no resiste el examen de cientificidad, que implica 
dos rubros: *? 


12 Vid in extenso Caso Daubert desarrollado en Estados Unidos en 1984 en el que 
los padres de los menores Jason Daubert y Eric Schuller promovieron un juicio 
civil por daños tóxicos contra de Merrel Dow Pharmaceuticals Inc. argumentando 
malformaciones congénitas resultado de la ingesta materna, durante el 
embarazo, de Bendectin un antihistamínico para aliviar náuseas y mareos. Mas 
no hubo evidencia científica que probará un nexo causal entre el consumo de tal 
medicamento y las malformaciones; por lo que el tribunal emitió criterios para la 
admisión y valoración de la prueba pericial acorde a su cientificidad. Vid in extenso 
Vázquez Rojas, Carmen: Sobre la cientificidad de la prueba científica en el proceso 
judicial. En anuario de psicología jurídica. Volumen 24. Número 1. Madrid, España. 
2014, disponible en https://doi.org/10.1016/j¡.apj.2014.09.001 passim. En el mismo 
sentido Alcoceba Gil, Juan Manuel: Los estándares de cientificidad como criterio de 
admisibilidad de la prueba científica. En https://doi.org/10.22197/rbdpp.v4i1.120. 
Consultada el 18 de enero de 2023; passim. 

Los parámetros del causa Daubert por los que la suprema corte de los estados 
unidos abandono el criterio de valoración de la pericial llamado estándar (Frye 
Federal Rules of Evidence) fueron: 1.- Falseable. 2.- Publicidad o conocimiento 
científico afianzado y conocido. 3.- Tasa de error en que se puede incurrir. D. 
Aceptación de la comunidad científica. Cfr. Moreno Cruz, Rodolfo: La Suprema 
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Analizar el rango de error conocido o posible, si se trata 
una técnica científica, así como la existencia de estándares 
de calidad y su cumplimiento durante su práctica 


Como se asentó anteriormente, si el médico legista no 
acude al escenario del hallazgo, deja en duda si los primeros 
indicios localizados son todos y si los descubiertos son 
los que dicen ser ya que no los registró un especialista en 
medicina. 

Mas aun, el levantamiento del cadáver implica la 
modificación de los indicios del lugar. Luego dado que la 
determinación de la causa de la muerte, exige el escrutinio 
del principio de trasferencia, por el que el lugar de los hechos 
deja evidencia en el cuerpo sin vida y en el cuerpo sin vida 
queda evidencia del lugar; hay un riesgo evidente de que las 
conclusiones del médico forense sean erróneas o arroje un 
falso positivo y por ende no fiables. 


Verificar si la teoría o técnica cuenta con una amplia 
aceptación de la comunidad científica relevante 


La medicina legal, en la actualidad, exige que el 
médico legista acuda al sitio del hallazgo del cadáver y 
el incumplimiento acarrea una deficiencia medular en la 
necropsia, por no fiabilidad de la pericial.'* 


Corte y sus malabares con la prueba científica. En nexos revista electrónica. En 
https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/la-suprema-corte-y-sus-malabares-con-la- 


prueba-cientifica/** ftn3 . Consultada el 18 de enero de 2023; passim. 


13 En México la postura Daubert, sin entrar a debates como el que implico el voto 
particular del entonces ministro Cossío, fue en la tesis de materia administrativa pero 
sus conclusiones son aplicables a todas las materias, consultable con los siguientes 


95 


Necropsia 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Necropsia 


En fin, pese a que el código nacional de procedimientos 


penales no lo disponga literalmente como obligatorio o que el 
protocolo de Minnesota señale que es recomendable o alguna 
otra dispensa inventada; la necropsia realizada por el médico 
que omitió acudir al lugar donde se encontró a la persona 
fallecida, no es fiable, no tiene calidad científica y no puede 
asumir valor probatorio.'* 


datos de localización: Décima Época, Registro digital: 2011819, Instancia: Tribunales 


14 


Colegiados de Circuito, Tesis: l.10.A.E.154 A (10a.), Materia(s): Administrativa, Tipo: 
Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 31, Junio de 
2016, Tomo IV, página 2964literalmente sostiene: 

Prueba pericial de contenido científico o técnico. estándar de confiabilidad 
al que debe sujetarse para que en los procedimientos jurisdiccionales 
se le reconozca eficacia probatoria. El artículo 211 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo y a la Ley 
Federal de Telecomunicaciones abrogada, en términos de sus artículos 2o. y 8, 
fracción V, respectivamente, dispone que el valor de la prueba pericial quedará a la 
prudente apreciación del tribunal. La circunstancia precedente hace necesario que, 
ante la presentación de dictámenes científicos o técnicos expertos, el juzgador de 
amparo especializado en telecomunicaciones deba determinar, previamente, si los 
razonamientos subyacentes en ellos y la metodología ahí empleada son científica 
o técnicamente válidos y si pueden aplicarse a los hechos sujetos a demostración. 
Así, la calificación de confiabilidad del dictamen experto dependerá directamente del 
enfoque que adopte el juzgador, el cual debe determinarse no por las conclusiones 
aportadas por el perito, sino por los principios y metodología empleados. En ese 
sentido, se postulan como criterios orientadores para admitir o excluir las pruebas 
periciales de contenido científico o técnico, o bien, algunos aspectos específicos de 
éstas: a) la controlabilidad y falseabilidad de la teoría en la que se fundamentan; 
b) el porcentaje de error conocido o potencial, así como el cumplimiento de los 
estándares correspondientes a la técnica empleada; c) las publicaciones de la 
teoría o la técnica que hubieren sido sometidas al control de otros expertos; y, d) la 
existencia de un consenso general de la comunidad científica o técnica interesada. 


“(...) Un ejemplo claro de la importancia de contar con la información extraída del 
levantamiento. En marzo de 2006, en Estados Unidos una mujer de 42 años fue 
hallada muerta en su apartamento. Se encontraron múltiples manchas de sangre 
por toda la estancia, que incluso llegaban hasta la puerta de otro apartamento, 
donde resultó vivir uno de los sospechosos. Se hallaron huellas dactilares de varios 
sujetos, pantalones de hombre ensangrentados, importantes signos de violencia, 
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No escapa que la obligación indicada del médico legista 
irrumpe una praxis de tiempos aun no lejanos y por ello 
puede tener retractores. Mas, la afirmación de que el forense 


como un agujero en la pared, probablemente realizado al golpear con fuerza sobre 
esta la cabeza de la víctima. Conociendo únicamente estos datos lo primero que 
nos vendría a la mente a cualquiera de nosotros sería que se trata de un homicidio. 
Todo ello previamente al resto de fases de la autopsia. Ahora bien. Imaginemos 
que no sabemos nada acerca de las circunstancias que han rodeado la muerte. Y 
nos encontramos un cadáver, tras 10 días desde su fallecimiento y en un estado 
de descomposición avanzado al haber estado en una estancia sin ventilación en un 
mes de verano con un intenso calor. Es posible llegar a intuir diversos hematomas 
y laceraciones. No se observan signos traumáticos importantes o potencialmente 
mortales en la región craneal ni en otras partes del cuerpo. Sin embargo, en los 
análisis toxicológicos se encuentra una cantidad importante de cocaína y etanol, 
incluso de cocaetileno, metabolito producido en el hígado, tras el consumo conjunto 
de cocaína y etanol y que produce síntomas de euforia, aumento del consumo 
compulsivo y conductas violentas. A ello se añade el efecto sumatorio al riesgo de 
muerte que proporciona el cocaetileno al que ya tienen la cocaína y el etanol por 
separado, pudiendo llevar a intoxicaciones mucho más graves. En estos casos, la 
muerte se puede producir por hemorragias cerebrales, arritmia cardíaca, infarto 
agudo de miocardio, crisis hipertensivas, hepatotoxicidad, entre otras. Por tanto, 
únicamente con los datos proporcionados por el examen interno y tras las pruebas 
complementarias es comprensible llegar a la conclusión de la muerte accidental 
por sobredosis, como así fue. Dos años después, tras continuar las pesquisas 
policiales y recibir más información, se decidió la exhumación del cadáver. Ya 
con los datos del levantamiento y con un examen más exhaustivo de las lesiones 
traumáticas, la conclusión fue muy distinta, determinando la muerte por homicidio. 
Tras esto y con el análisis de huellas dactilares, muestras de ADN y la obtención de 
testimonios, un sospechoso fue condenado a cadena perpetua y otros dos a 45 y 
20 años de prisión, respectivamente. Pese a las consecuencias que podría haber 
tenido el primer examen forense, no es posible decir que fuese deficiente, sólo 
que en el primero no se contaba con la información que en el segundo sí se tuvo. 
No conocer el principio de la historia, de sus circunstancias y de los detalles que 
la rodearon cambió completamente las conclusiones a las que llegó quien trataba 
de descifrarla. El levantamiento puede ayudar al médico forense a introducirse en 
esta historia que trata de contarle el cadáver ante el que se encuentra. Y sin un 
buen comienzo difícilmente es posible llegar a un adecuado final.* Adam, Aurora: 
El levantamiento de ..., p. 2. 
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debe ir al sitio del hallazgo y disponer el levantamiento del 
cadáver es una postura de la medicina legal, no del derecho 
procesal penal. 

Por lo que no puede sostenerse en contrario que, al 
tenor de la libertad probatoria, es opcional o que puede 
completarse con el análisis que hagan otros criminalistas. 
Llanamente no sirve como prueba aun cuando tenga una 
disfrazada aura científica.” 


Necropsia 


15 Cfr. Duce, Mauricio: Los errores. La aplicación al caso concreto y los sesgos 
cognitivos de los peritos. En manual de prueba pericia. Suprema corte de justicia 
de la nación. Ciudad de México. 2022; p. 157. 
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Conclusión 


a necropsia es ineficaz si el médico legista practicante 

no acudió al sitio del hallazgo del cadáver. 

La necropsia requisita, como primera fase de su 
análisis, que el médico legista, no otra persona, acuda al sitio 
de la localización del cadáver, ahí inicie su examen y ordene 
su levantamiento. 

Su omisión y que el legista comience su examen en 
el punto número dos, estudiando el cuerpo sin vida en el 
depósito de cadáveres, implica un análisis incompleto e 
incompleta sus conclusiones que no atendieron a todos los 
elementos y factores que era menester analizar. 

En esas circunstancias, si no se da tratamiento a la 
necropsia como prueba irreproducible, impidiendo el 
ejercicio de contradictorio de la defensa; ni se satisface 
el examen de cientificidad; obliga al juez penal a negarle 
cualquier valor probatorio. 
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La legalidad de pactar notificaciones electrónicas 
por las partes en el procedimiento convencional en 
materia mercantil 


Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 


Para la consulta de esta voz, remítase a la página 23 de este tomo. 
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Artículo 254. En los juicios orales civil y familiar, 
únicamente será notificado personalmente el 
emplazamiento y el auto que admita la reconvención. 


Las demás determinaciones se notificarán a las 
partes a través del medio de comunicación oficial, salvo lo 
dispuesto para las audiencias. 


Notificaciones personales 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


l artículo 254 del código establece las reglas sobre la 
notificación de ciertas determinaciones en los juicios 
orales de materia civil y familiar. 


L- Notificación personal de emplazamiento y 
reconvención. 


En los juicios orales de materia civil y familiar, solo 
se realizará una notificación personal en dos situaciones 
específicas: cuando se notifique el emplazamiento y cuando 
se notifique el auto que admite la reconvención. 

Los puntos clave son: 

1.- Importancia de la notificación personal: Al requerir 
que estas dos situaciones se notifiquen personalmente, el 
artículo busca garantizar que las partes estén debidamente 
informadas de actos procesales significativos que pueden 
afectar sus derechos y obligaciones en el juicio. La 
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notificación personal asegura que la información llegue 
directamente a la persona involucrada, evitando la falta de 
conocimiento sobre los procedimientos. 

2.- Protección de derechos procesales: La notificación 
personal de estos actos procesales esenciales protege los 
derechos procesales de las partes, ya que les otorga la 
oportunidad de participar en el proceso y ejercer su derecho 
de defensa. 


T.- Notificación de determinaciones por medio de 
comunicación oficial. 


La ley aborda la notificación de determinaciones 
distintas al emplazamiento y al auto que admite la 
reconvención. 

Los puntos clave son: 

1.- Notificación de determinaciones distintas: El artículo 
establece que todas las demás determinaciones procesales, 
además del emplazamiento y la admisión de la reconvención, 
se notificarán a las partes a través del medio de comunicación 
oficial. 

2.- Medio de comunicación oficial: Este medio puede 
variar según las leyes locales, pudiendo incluir opciones como 
sistemas electrónicos o digitales, como el boletín judicial, 
plataformas electrónicas del poder judicial, o notificaciones 
electrónicas mediante correo electrónico. La intención es 
modernizar y hacer más eficientes las notificaciones en los 
juicios civiles y familiares. 
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3.- Exclusión para audiencias: El artículo hace una 
excepción para las disposiciones relacionadas con las 
audiencias, lo que significa que las reglas específicas sobre 
cómo se deben realizar las notificaciones en las audiencias se 
encuentran en otras partes del código o legislación aplicable. 

4.- Agilización del proceso y certeza: Permitir que las 
determinaciones distintas al emplazamiento y la reconvención 
se notifiquen a través de medios oficiales facilita y agiliza el 
proceso. Además, reduce los tiempos de espera asociados con 
las notificaciones personales y mantiene el proceso en curso 
sin demoras innecesarias. 
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La prueba ilícita y su tratamiento en el 
procedimiento penal acusatorio, caso concreto: 
delitos fiscales 


Dr. Jorge Estrada Álvarez 


I. Contexto general de la prueba en el procedimiento 
penal 


a prueba es la actividad central de cualquier 

procedimiento jurisdiccional. Los hechos solamente 

pueden ser dados a conocer al juez, a través de las 
probanzas aportadas por las partes, a fin de que decida la 
controversia. La planeación probatoria, y su técnica de 
incorporación a juicio, es el elemento esencial de cualquier 
teoría del caso. 

Es verdad que existen cuestiones que no requieren de 
una probanza en un juicio, como en el caso de los hechos 
notorios. Es notorio lo que es público, de conocimiento 
general, como lo son decisiones políticas, las publicaciones 
jurídicas o no jurídicas, un hecho histórico, catástrofes 
naturales, pandemias, fechas memorables, días festivos, y 
otros similares. Para un sector de la doctrina, lo notorio es 
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calificado por un juez, y en medida de ello, se tendrá por 
acreditado cuando es alegado por las partes, sin necesidad de 
prueba.' 

Igualmente, tampoco será objeto de probanza el 
derecho, la jurisprudencia o las opiniones doctrinales, ya que 
ello es materia de invocación por las partes, y el juez decidirá 
su interpretación y aplicación. 

En materia penal, conforme al procedimiento penal 
acusatorio, debemos distinguir que los hechos, son 
acreditados en dos momentos y con diversas acepciones 
jurídicas: 

1.- un primer momento es, cuando se solicita por el 
ministerio público la vinculación a proceso, que conforme 
al artículo 316, fracción Il, del código nacional de 
procedimientos penales, se tendrá que demostrar que de los 
antecedentes de la investigación, se desprendan datos de 
prueba que establezcan que se ha cometido un hecho que la 
ley señala como delito, y la probabilidad de que el imputado 
lo haya cometido. 

En esta etapa no se desahoga prueba (salvo excepciones, 
cuando se trata de delitos que ameritan prisión preventiva 
oficiosa?), sólo se exponen al juez de control, por parte 
del fiscal, los datos de prueba que tiene recabados en 


1 Cfr. Cienfuegos Salgado, David: Los denominados hechos notorios. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, en 
revista electrónica: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2991/15. 
pdf, página 166 


2 H. Congreso de la Unión: Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 
314, tercer párrafo. Disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
CNPP_190221.paf consultado el 19 de agosto de 2022. 
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su Investigación preliminar, que permitan suponer 
razonablemente que se cometió un hecho que la ley penal 
considera como delito. 

2.- un segundo momento, y que resulta la etapa más 
importante del procedimiento penal acusatorio, es el juicio 
oral, que es donde realmente se ejerce la actividad probatoria 
de las partes, al incorporarse a la audiencia los medios 
de prueba que, una vez desahogados, se convierten en la 
prueba en sí misma, necesaria para acreditar los hechos que 
se consideran delictivos, así como la responsabilidad, o no 
responsabilidad, de una persona en su comisión, conforme al 
artículo 356 del código nacional de procedimientos penales.* 

Derivado de la importancia que tiene la prueba, la 
autoridad judicial y las partes deben vigilar que la misma 
sea obtenida de manera lícita, es decir, con observancia 
de las reglas procesales, y sin la vulneración de derechos 
fundamentales de las personas, de lo contrario, la misma 
puede ser objeto de exclusión o nulidad, al considerarse 
ilícita. Esto es precisamente el objeto de estudio de este 
trabajo. 

Debe puntualizarse que, conforme al principio de 
presunción de inocencia, regulado por los artículos 20, 
apartado b, fracción I, de la constitución política de los 
estados unidos mexicanos, y 13 del código nacional de 


3 H. Congreso de la Unión: Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 
356. Disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP_190221. 
pdf consultado el 19 de agosto de 2022. Artículo 356. Libertad probatoria. Todos los 
hechos y circunstancias aportados para la adecuada solución del caso sometido a 
juicio, podrán ser probados por cualquier medio pertinente producido e incorporado 
de conformidad con este Código. 
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procedimientos penales, la suprema corte de justicia de la 
nación ha establecido, en jurisprudencia obligatoria, que será 
el órgano acusador quien tenga la carga de prueba, con un 
estándar o medida que permita establecer de forma clara y 
más allá de toda duda razonable, la responsabilidad penal de 
un acusado, de lo contrario, deberá absolverse.* 

Esta actividad probatoria, deberá ser pertinente, 
idónea, necesaria, y sobre todo, lícita; es decir, que al 
obtenerse o incorporarse la prueba, no se vulneren derechos 
fundamentales, de lo contrario será objeto de exclusión total 
del procedimiento, con las consecuencias jurídicas que se 
analizarán en este trabajo. 


4 Décima época. Tesis: la./J. 26/2014 (10a.), Registro digital: 2006091, Instancia: 
Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro5,Abrilde2014,Tomol,Materia(s): Constitucional, Penal, Página:476. 
Rubro: Presunción de inocencia como estándar de prueba. 
La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de “poliédrico”, 
en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con 
garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas 
vertientes se manifiesta como “estándar de prueba” o “regla de juicio”, en la medida 
en que este derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de 
los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo 
suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; 
mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba. Dicho de forma 
más precisa, la presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio 
comporta dos normas: la que establece las condiciones que tiene que satisfacer la 
prueba de cargo para considerar que es suficiente para condenar; y una regla de 
carga de la prueba, entendida como la norma que establece a cuál de las partes 
perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la 
cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para 
condenar. 
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IN. Las etapas del procedimiento penal en México 


| procedimiento penal acusatorio en México se 
encuentra regulado por en los artículos 14, 16, 17, 
18, 19, 20, 21 y 22, de la constitución política de los 
estados unidos mexicanos, así como por el código nacional 
de procedimientos penales, en lo que corresponde a las etapas 
que lo conforman y los diversos tipos de procedimientos. 
El procedimiento penal ordinario se compone de tres 
etapas: 


1.- Investigación, que a su vez se divide en preliminar 
(comprende desde la noticia criminis, denuncia, querella 
e inicio oficioso de investigación, hasta la solicitud de 
audiencia para formular imputación, y solicitar vinculación 
a proceso del imputado), y complementaria o judicializada, 
(que comprende desde la vinculación a proceso, hasta 
el cierre de investigación que no podrá ser mayor a seis 
meses). 

2.- Etapa intermedia, que se divide en dos fases: escrita 
(inicia con el escrito de acusación formal realizado por 
el ministerio público o por el acusador particular, en los 
casos que proceda; la actuación formal de la víctima y su 
asesor, así como la contestación de la acusación por parte 
de la defensa y el imputado); la fase oral comprende el 
desarrollo de la audiencia intermedia, que tiene por objeto 
la preparación del juicio oral, depuración de hechos, 
clasificación jurídica, ofrecimiento, admisión y exclusión 
de medios de prueba, y el dictado del auto de apertura a 
juicio oral. 
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3.- Juicio oral, que es la etapa en la que se desahoga 
ante la presencia ininterrumpida del juez o tribunal, los 
alegatos iniciales, desahogo de prueba, alegatos finales, y 
la decisión, previa deliberación, del juzgador, valorando 
razonadamente la prueba que fue recibida en el juicio. 


De igual manera, el código procesal nacional 
comprende ajustes razonables para personas inimputables, 
así como procedimientos especiales, como el de pueblos y 
comunidades indígenas, responsabilidad penal de personas 
jurídico colectivas, acción penal privada, y de asistencia 
jurídica internacional en materia penal. 

Para el caso de delitos fiscales, además de las reglas 
especiales de carácter sustantivo y procesal establecidas 
los artículos 92 al 101 del código fiscal de la federación, 
son aplicables las normas del procedimiento ordinario 
previsto en el código nacional de procedimientos penales, 
que comprende la parte esencial de este trabajo, es decir, la 
obtención o recaudo de datos de prueba por la fiscalía, que le 
permitan formular imputación, pedir vinculación a proceso, 
acusar formalmente; y esos datos, convertirse en medios de 
prueba admitidos para juicio, y ya en la audiencia de juicio 
oral, al desahogarse y convertirse en prueba, le permitan a la 
fiscalía pedir la imposición de una sanción penal. Ante todo, 
el juez y las partes deberán analizar cuál de esa información 
probatoria, puede ser considerada como prueba ilícita. 


116 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


III. La prueba ilícita en el procedimiento penal 


os artículos 97, 264 y 357, regulan la nulidad y 
exclusión de actos, datos de prueba, medios de prueba 


y prueba, que hubiesen sido obtenidos con violación 
de derechos fundamentales: 


Artículo 97. Principio general 

Cualquier acto realizado con violación de derechos 
humanos será nulo y no podrá ser saneado, ni convalidado 
y su nulidad deberá ser declarada de oficio por el órgano 
jurisdiccional al momento de advertirla o a petición de 
parte en cualquier momento. 

Los actos ejecutados en contravención de las formalidades 
previstas en este código podrán ser declarados nulos, 
salvo que el defecto haya sido saneado o convalidado, de 
acuerdo con lo señalado en el presente capítulo. 

Artículo 264. Nulidad de la prueba 

Se considera prueba ilícita cualquier dato o prueba 
obtenidos con violación de los derechos fundamentales, lo 
que será motivo de exclusión o nulidad. 

Las partes harán valer la nulidad del medio de prueba en 
cualquier etapa del proceso y el juez o tribunal deberá 
pronunciarse al respecto. 

Artículo 357. Legalidad de la prueba 

La prueba no tendrá valor si ha sido obtenida por medio 
de actos violatorios de derechos fundamentales, o si no fue 
incorporada al proceso conforme a las disposiciones de 
este código. 
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La ley procesal, la doctrina, y la jurisprudencia, 
coinciden en señalar que, a fin de excluir alguna prueba por 
ilicitud, la autoridad judicial debe verificar las siguientes tres 
condiciones: 


1.- Que la obtención de la prueba haya vulnerado derechos 
fundamentales, contenidos en la constitución y tratados 
internacionales, como lo son: 
- Obtención de información probatoria del procesado por 
medio de detención ilegal; 
- Obtención de información probatoria (documentos, 
objetos, productos e instrumento de delito) derivada de 
cateos y allanamientos sin orden judicial; 
- obtención de declaraciones del imputado por medio de 
tortura o tratos crueles o degradantes, o sin la presencia 
de su defensor, previa asistencia y asesoría técnica; 
- Obtención de información probatoria proveniente de 
testigos, relacionada con presión u hostigamiento a 
familiares por incomunicación del detenido o retención 
prolongada; 
- Obtención de muestras de fluidos, huellas y escritos, 
dados por el detenido, sin su consentimiento y sin orden 
judicial; 
- Obtención de información probatoria derivada de 
intervención de comunicaciones privadas, sin orden 
judicial; 
- obtención y creación de evidencia falsa. 
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- reconocimientos de personas con inducción a los 
testigos mediante la exhibición previa de imágenes del 
detenido. 
- los reconocimientos del acusado en audiencia de 
juicio, al exhibirlo con ropa o indumentaria propia de un 
centro de reclusión y con esposas o arillos de seguridad. 
- información probatoria que derive de prueba ilícita, 
por tanto es prueba prohibida 
2.- Que la prueba obtenida ilícitamente se incorpore 
al procedimiento penal dolosamente por el órgano de 
acusación, la asesoría victimal o la defensa, y 
3.- Que la prueba obtenida no esté dentro de los supuestos 
de excepciones a las reglas de exclusión. 


No puede comprenderse como prueba ilícita, aquella 
que tenga errores formales, como fechas erróneas, nombres 
incorrectos, información incompleta, debido a que es 
irregular o imperfecta, y en su momento puede sujetarse a 
un saneamiento del acto, o convalidación de la información, 
conforme al procedimiento establecido por los artículos 99 y 
100 del código nacional de procedimientos penales. 

Al respecto y para mayor claridad, existen diversos 
criterios emitidos por los tribunales de la federación, entre los 
que se encuentra la tesis con registro: 2016747, publicada en 
el semanario judicial de la federación, libro 53, abril de 2018, 
tomo III, materia(s): penal, Tesis: 11.20.P.61 P (10a.), Página: 
2272, cuyo rubro reza: “PRUEBA ILÍCITA Y PRUEBA 
CON DEFICIENCIA FORMAL O IRREGULAR. SUS 
DIFERENCIAS”, con el siguiente texto: La irregularidad 
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en el desahogo de una prueba por no cumplir con las 
formalidades de la ley procesal, no determina necesariamente 
su carácter de inutilizable, al no impedir su potencial 
reiteración o corrección futura, siempre que dicha anomalía 
meramente formal no conlleve, a su vez, una vulneración 
sustancial de derechos o prerrogativas constitucionales (lo 
que la convertiría en prueba ilícita); por tanto, en este caso, 
se admite la posibilidad de convalidación, perfeccionamiento 
o repetición (por ejemplo, ofrecer dicha prueba nuevamente 
durante el proceso, ratificada o justificada cumpliendo las 
formalidades de ley), salvo que, la irregularidad conlleve 
la violación de derechos o garantías del imputado. En 
cambio, en cuanto a la ilicitud de la prueba (que no es lo 
mismo que su simple deficiencia formal o irregularidad), 
existe como regla de exclusión, la prohibición de admisión 
y de valoración de las pruebas obtenidas, directa o 
indirectamente con vulneración de derechos fundamentales y 
libertades públicas (detención ilegal, tortura, violación a la 
intimidad del domicilio, etcétera). En este caso, a diferencia 
de los supuestos de pruebas obtenidas irregularmente, 
exclusivamente desde una perspectiva formal subsanable, la 
prueba ilícita no admite convalidación. Además, su exclusión 
alcanza no sólo a la prueba obtenida directamente con 
vulneración de un derecho fundamental, sino también a las 
posteriores pruebas cuya obtención deriva de la considerada 
ilícita, salvo las excepciones legal y jurisprudencialmente 
previstas; esto es, lo que se conoce como la doctrina de 
“los frutos del árbol envenenado”, clasificación en la que 
no encuadran las pruebas señaladas como irregulares por 
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haber sido inicialmente obtenidas e incorporadas a la causa 
penal sin ajustarse al procedimiento formal establecido 
en la ley, pero perfeccionadas o reiteradas por no haber 
sido calificadas de ilícitas (con violación de derechos 
fundamentales). 

Miguel Ángel Aguilar López*, distingue con claridad lo 
que debemos entender por prueba ilícita, prueba prohibida 
y prueba irregular: la primera es la que se obtiene con 
violación de derechos fundamentales, es nula y de ninguna 
manera podrá valorarse en el proceso; la prueba prohibida 
es la derivada de la prueba ilícita, que conforme a la teoría 
del fruto del árbol envenenado, tampoco podrá subsanarse, 
y por lo tanto, será, en consecuencia, excluida; y la prueba 
irregular es la generada con vulneración de normas de rango 
inferior que regulan su obtención y práctica, como lo son 
formalidades, la que sí podrá ser objeto de saneamiento y 
convalidación, conforme a las reglas procesales. 

Por ejemplo, un contrato privado ratificado, aunque 
tenga un error en la fecha de su elaboración, la fecha que 
se tendrá por cierta, es cuando se haya ratificado, y si la 
ratificación también contiene un error en la fecha, la certeza 
de su realización se tendrá cuando se hubiese presentado 
ante la autoridad, o ante el registro público, y no por esa 
circunstancia, se va a tratar de una prueba ilícita, debido a que 
en su obtención, no se vulneró derecho fundamental alguno. 


5 Vid. Aguilar López, Miguel Ángel: Presunción de Inocencia: principio fundamental 
en el sistema acusatorio. Editorial Instituto Nacional de Estudios Superiores en 
Derecho Penal, México, 2009, página 190 y ss. 
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Al respecto es aplicable la tesis de jurisprudencia 
emitida por la segunda sala de la suprema corte, que a 
continuación se invoca: 


Época: Décima Época 
Registro: 2021218 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 73, Diciembre de 2019, Tomo I 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 161/2019 (10a.) 
Página: 466 

DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN 
CUMPLIR CON EL REQUISITO DE “FECHA 
CIERTA” TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE 
LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, 
PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO 
DE OBLIGACIONES FISCALES DEL 
CONTRIBUYENTE. 

La connotación jurídica de la “fecha cierta” deriva 
del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia 
probatoria a los documentos privados y evitar actos 
fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras personas. 
Así, la “fecha cierta” es un requisito exigible respecto de 
los documentos privados que se presentan a la autoridad 
fiscal como consecuencia del ejercicio de sus facultades 
de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber 
de conservar para demostrar la adquisición de un bien 
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o la realización de un contrato u operación que incida 
en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido 
de que esos documentos adquieren fecha cierta cuando 
se inscriban en el Registro Público de la Propiedad, a 
partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario 
público o a partir de la muerte de cualquiera de los 
firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no lo 
exija expresamente, pues tal condición emana del valor 
probatorio que de dichos documentos se pretende lograr. 
Contradicción de tesis 203/2019. Entre las sustentadas 
por los Tribunales Colegiados Séptimo del Tercer 
Circuito, Segundo del Cuarto Circuito y Tercero, 
Quinto y Sexto del Tercer Circuito, todos en Materia 
Administrativa. 23 de octubre de 2019. Cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 

Tesis de jurisprudencia 161/2019 (10a.). Aprobada por 
la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada 
del seis de noviembre de dos mil diecinueve. 


Cabe decir que de acuerdo a diversos autores, la prueba 
ilícita, en un sentido amplio, se entiende como aquella 
contraria a la ley, o que no es conforme a la norma jurídica. 
Desde esta perspectiva, se han pronunciado las opiniones que 
consideran que prueba ilícita es aquella que es contraria a una 
norma de derecho, ya sea que haya sido obtenida o practicada 
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transgrediendo normas de un ordenamiento jurídico, o ya sea 
que contravengan una norma contenida en la constitución, 
una procesal, o incluso, un principio general del derecho.* 

Calocca?” expande el concepto de prueba ilícita, al 
establecer que es aquella obtenida o practicada con infracción 
de cualquier derecho fundamental del imputado o de terceros, 
reconocido a nivel constitucional en nuestro país, ya sea 
directamente, o por remisión a los tratados internacionales 
sobre derechos humanos. 

Otros criterios más restrictivos, conciben la dignidad de 
la persona como pieza fundamental en el concepto de prueba 
ilícita, por lo que consideran que aquel material probatorio 
cuya obtención transgreda la dignidad del individuo es 
inadmisible en el proceso. Teniendo en consideración 
que la dignidad del individuo está consagrada en el 
mandato constitucional, en la parte que tutela los derechos 
fundamentales, los partidarios de esta tesis señalan que el 
concepto de ilicitud probatorio se circunscribe a un material 
que vulnera la norma constitucional. A mayor abundamiento, 
los medios de prueba que no tengan relevancia constitucional 
por no haber violado un derecho fundamental, no pueden ser 
privados de eficacia probatoria.* 


6 Cfr. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa Rodríguez, Paola lliana: La prueba 
ilícita, sus premisas, regulación y excepciones en el sistema penal acusatorio, 
Editorial Flores Editor y Distribuidor, México 2018, p. 114 y ss. 


7 Vid. Calocca, Alex: Una primera aproximación al tema de la prueba ilícita en Chile. 
en revista lus et Pra-xis, 1998, año 4, número 2, Talca Chile, p. 308. 


8 Cfr. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa Rodríguez, Paola lliana: La prueba 
ilícita... p. 115. 
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Son pruebas ilícitas aquellas que violan normas de rango 
legal especialmente constitucionales. Silva Melero, por su 
parte, afirma que para un sector doctrinal, la prueba ilícita es 
aquella que atenta contra la dignidad de las personas, es decir 
contra la dignidad humana.” 

De acuerdo con lo anterior, será material probatorio, o 
acto de investigación ilícito, lo que sea contradictorio con la 
ley fundamental, con la constitución y las leyes que derivan 
de aquella, además de que su obtención vulnere derechos 
humanos contenidos en tratados internacionales. 

Existen supuestos que consideran excepciones a las 
reglas de exclusión de la prueba ilícita, como lo es la teoría 
de la fuente o causa independiente, del descubrimiento 
inevitable, del vínculo atenuado, y también la teoría de la 
buena fe y conexión de antijuridicidad, que son ampliamente 
reconocidos por la doctrina y las tesis emitidas por los 
tribunales de la federación en México, tema que será 
abordado más adelante. 

Es importante precisar, que a fin de determinar la 
ilicitud, debe darse una conexión de antijuridicidad en el 
sentido de que se vulnere un dispositivo legal, con el hecho 
de obtener, recaudar o exhibir información probatoria que 
afecte a las partes procesales en particular. 


Nulidad 


9 Vid. Silva Melera, Valentín: La prueba procesal. En revista de Derecho Privado, 
Madrid, 1963, T. |., p. 69. 
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Ahora bien, Eduardo Demetrio Crespo afirma que, 
para que sea excluida la prueba'%, la ilegalidad del dato 
probatorio debe derivar: 1% de su obtención irregular 
-llegalidad sustancial o sustantiva- (con afectación de 
derechos fundamentales o garantías constitucionales -este 
es el campo específico de actuación de la regla de exclusión 
y de la doctrina de los frutos del árbol venenoso-); o 2%) de 
su incorporación ilegal al proceso -ilegalidad adjetiva- (con 
apartamiento de las prescripciones formales que limitan y 
condicionan su eficacia procesal -esta es la órbita operativa 
de las llamadas sanciones procesales en sentido estricto: 
inadmisibilidad y nulidad. 

Comenta el mismo autor que, en primer lugar, la 
adquisición puede ser ilegal porque la prueba es obtenida 
en violación de garantías individuales constitucionalmente 
reconocidas, tales como, por ejemplo, la prohibición de 
obligar a alguien a declarar contra sí mismo (nemo tenetur 
se Ipsum accusare, que traduce el derecho fundamental 
de toda persona de no autoincriminarse y de negarse a 
cooperar activamente con la acusación en la destrucción de 
su “estado de inocencia”), la inviolabilidad del domicilio, etc. 
Éste es, según dijimos, el ámbito natural en el cual operan 
normalmente la regla de exclusión y su eficacia refleja. En 
segundo lugar, la prueba puede ser ilegal no en sí misma, sino 


10 Vid. Demetrio Crespo, Eduardo: Las prohibiciones probatorias como límites al 
descubrimiento de la verdad en el proceso penal, XIIl edición de los cursos de 
postgrado en derecho de la Universidad de Castilla-La Mancha (Toledo), páginas 
18 y ss. 
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por su modo de incorporación al proceso. Este es, reiteramos, 
el ámbito natural de actuación de las sanciones procesales 
típicas (inadmisibilidad y nulidad). 
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IV. Excepciones a las reglas de exclusión de la prueba 
ilícita 


or obra de la doctrina y jurisprudencia, principalmente 

en los Estados Unidos de América, que ha sido adoptada 

en México, se fue creando un catálogo de excepciones 
a la regla de exclusión probatoria, derivado de una posible 
ilicitud, que al concurrir en un caso concreto, tornarían 
inaplicable la prohibición probatoria y determinarían la 
legitimidad constitucional de la prueba obtenida. 

De acuerdo con Anaya Ríos y De la Rosa Rodríguez, las 
principales “excepciones” a la regla de exclusión (que cuando 
concurren en un caso concreto hacen que la prueba dubitada 
o señalada como ilícita, valga como elemento legítimo de 
convicción) son las siguientes:'' 


1.- Fuente independiente: si a los elementos de cargo se 
puede llegar por medios probatorios obtenidos de manera 
lícita en la causa, que no tienen conexión con la violación 
constitucional. 

2.- Descubrimiento inevitable: si el elemento de prueba se 
habría adquirido indefectiblemente en el futuro por otros 
caminos. 

3.- Buena fe: cuando la prueba (o el dato) se obtuvo sin 
intención de infringir - ya sea por error o ignorancia- 
principios constitucionales. 


11 Vid. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa Rodríguez, Paola lliana: La prueba 
ilícita... p. 136. 
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4.- Proporcionalidad: la gravedad del acto ilegal es de 
menor envergadura que las consecuencias que traería 
aparejada la eventual ineficacia del elemento de prueba, lo 
que también se conoce como balancing test en el sistema 
norteamericano, se deja librado al arbitrio judicial la 
valoración de la conveniencia de excluir la prueba ilícita 
en cada caso concreto, teniendo en cuenta la intensidad 
de la infracción a la regla, la cantidad de invasión y la 
conciencia de la violación, a fin de sopesar el daño que la 
exclusión podría ocasionar.'? 


Al respecto, se han comenzado a emitir criterios 
por el poder judicial de la federación, que recogen esas 
interpretaciones doctrinales, conforme a la tesis emitida por 
la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, 
siguiente: 

Época: Décima Época 

Registro: 2010354 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional, Penal, Penal 
Tesis: la. CCCXXVI/2015 (10a.) 
Página: 993 

PRUEBA ILÍCITA. LÍMITES DE SU EXCLUSIÓN. 


12 Cfr. Demetrio Crespo, Eduardo: Las prohibiciones probatorias... p. 20. 
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La exclusión de la prueba ilícita aplica tanto a la prueba 
obtenida como resultado directo de una violación 
constitucional, como a la prueba indirectamente 
derivada de dicha violación; sin embargo, existen 
límites sobre hasta cuándo se sigue la ilicitud de las 
pruebas de conformidad con la cadena de eventos de la 
violación inicial que harían posible que no se excluyera 
la prueba. Dichos supuestos son, en principio, y de 
manera enunciativa y no limitativa, los siguientes: a) 
si la contaminación de la prueba se atenúa; b) si hay 
una fuente independiente para la prueba; y c) si la 
prueba hubiera sido descubierta inevitablemente. 
Sobre el primer supuesto, a saber, la atenuación de la 
contaminación de la prueba, se podrían tomar, entre 
otros, los siguientes factores para determinar si el 
vicio surgido de una violación constitucional ha sido 
difuminado: a) cuanto más deliberada y flagrante sea 
la violación constitucional, mayor razón para que el 
juzgador suprima toda evidencia que pueda ser vinculada 
con la ilegalidad. Así, si la violación es no intencionada 
y menor, la necesidad de disuadir futuras faltas es menos 
irresistible; b) entre más vínculos (o peculiaridades) 
existan en la cadena entre la ilegalidad inicial y la 
prueba secundaria, más atenuada la conexión; y c) entre 
más distancia temporal exista entre la ilegalidad inicial 
y la adquisición de una prueba secundaria, es decir, que 
entre más tiempo pase, es más probable la atenuación 
de la prueba. En relación con el segundo supuesto es 
necesario determinar si hay una fuente independiente 
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para la prueba. Finalmente, el tercer punto para no 
excluir la prueba consistiría en determinar si ésta 
hubiera sido descubierta inevitablemente en el proceso. 
Dicho supuesto se refiere, en general, a elementos 
que constituyan prueba del delito que hubieran sido 
encontrados independientemente de la violación inicial. 
La aplicación del anterior estándar debe hacerse en cada 
caso concreto. 

Amparo en revisión 338/2012. 28 de enero de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 
2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 


Así, para Mir Puig'”, la vigencia amplia del principio in 
dubio pro reo, en materia probatoria, está limitado al principio 
de proporcionalidad en sentido amplio por la doctrina 
y la jurisprudencia constitucionales que incluye los tres 
subprincipios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto. Los tres conceptos se afirman respecto a una 
finalidad beneficiosa para intereses públicos o particulares que 


13 Vid. Mir Puig, Santiago: Bases Constitucionales del Derecho Penal, Colección 
Biblioteca Básica de Derecho Penal y Ciencias Penales, dirigida por Eduardo 
Demetrio Crespo y José Ramón Serrano-Piedecasas, n? 1, Ed. lustel, Madrid, 2011, 
pp. 96/97 
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ha de perseguir toda intervención estatal que limite derechos 
de los ciudadanos. La intervención estatal que persiga tal 
finalidad beneficiosa limitando derechos fundamentales sólo 
será constitucional si es proporcionada a dicha finalidad, 
cosa que requerirá que la limitación de derechos resulte: 1) 
idónea para alcanzar aquella finalidad, esto es, que sea capaz 
de conseguirla; 2) necesaria para el repetido fin, en el sentido 
de que éste no se pueda obtener mediante una intervención 
no lesiva o menos lesiva de derechos fundamentales; 3) 
proporcionada en sentido estricto, esto es, que no suponga 
más coste para los derechos que beneficio a obtener”. 

En caso de duda razonable sobre si una prueba de cargo 
debe ser excluida o mantenida, corresponde concluir a favor 
de la necesidad de su exclusión, sólo cuando se relaciona 
directamente con la inocencia del acusado. 
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V. licitud probatoria en delitos fiscales 


a jurisprudencia de la suprema corte de justicia de la 
nación, señala que un documento será considerado 


como prueba ilícita, cuando el mismo provenga de 
una actividad delictiva por sí misma, es decir, la obtención 
ilegítima de documentos en caso de los registros de 
domicilios sin autorización, intervención y apertura de 
comunicaciones privadas, sin orden judicial, además de 
la obtenida en actos que signifiquen aperturas de archivos 
físicos y electrónicos, registro de pertenencias y habitaciones. 
Al respecto es aplicable la tesis siguiente: 


Época: Décima Época 
Registro: 2002741 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 115/2012 (10a.) 
Página: 431 
DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS 
COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO 
DE PROTECCIÓN SE EXTIENDE A LOS DATOS 
ALMACENADOS EN EL TELÉFONO MÓVIL 
ASEGURADO A UNA PERSONA DETENIDA Y 
SUJETA A INVESTIGACIÓN POR LA POSIBLE 
COMISIÓN DE UN DELITO. 


135 


Nulidad 


Nulidad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


En términos del artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para intervenir una 
comunicación privada se requiere autorización exclusiva 
de la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad 
federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 
Público de la entidad federativa correspondiente, por 
lo que todas las formas existentes de comunicación 
y las que son fruto de la evolución tecnológica 
deben protegerse por el derecho fundamental a su 
inviolabilidad, como sucede con el teléfono móvil en el 
que se guarda información clasificada como privada por 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; de ahí que el ámbito de protección del derecho 
a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas se 
extiende a los datos almacenados en tal dispositivo, ya 
sea en forma de texto, audio, imagen o video. Por lo 
anterior, no existe razón para restringir ese derecho a 
cualquier persona por la sola circunstancia de haber sido 
detenida y estar sujeta a investigación por la posible 
comisión de un delito, de manera que si la autoridad 
encargada de la investigación, al detenerla, advierte 
que trae consigo un teléfono móvil, está facultada para 
decretar su aseguramiento y solicitar a la autoridad 
judicial la intervención de las comunicaciones privadas 
conforme al citado artículo 16 constitucional; sin 
embargo, si se realiza esa actividad sin autorización 
judicial, cualquier prueba que se extraiga, o bien, la que 
derive de ésta, será considerada como ilícita y no tendrá 
valor jurídico alguno. 
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Contradicción de tesis 194/2012. Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito. 
10 de octubre de 2012. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagottia. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona. 

Tesis de jurisprudencia 115/2012 (10a.). Aprobada por 
la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
diecisiete de octubre de dos mil doce. 


De acuerdo con lo analizado hasta este momento, una 
investigación penal, por posible delito fiscal, soportada en 
auditoría o procedimiento de verificación de actividades 
de carácter fiscal administrativo, puede quedar sujeto a la 
aplicación de las normas que regulan la licitud probatoria, del 
código nacional de procedimientos penales. 

La revisión fiscal administrativa puede abarcar 
solamente el análisis de documentos aportados por el 
contribuyente o aportados por terceros, sin que se autorice 
legalmente el acceso a un domicilio fiscal, sin autorización 
del contribuyente o sin autorización judicial, y mucho 
menos podrán revisarse y extraerse archivos electrónicos, 
archivos físicos o realizar la sustracción de pertenencias, sin 
que medie el mandato de la autoridad judicial, al no existir 
consentimiento del contribuyente visitado, ya que en caso 
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de que la autoridad lo haga contraviniendo el artículo 16 
constitucional, que contiene los derechos fundamentales de 
certeza y seguridad jurídica, toda la información así obtenida, 
podría considerarse prueba ilícita en un procedimiento penal. 

El ministerio público federal, tiene la posibilidad de 
solicitar a un juez federal la intervención de comunicaciones 
privadas y órdenes de cateo, si en el supuesto se investiga 
por ejemplo un delito fiscal de operaciones simuladas 
(compraventa de comprobantes apócrifos previsto y 
sancionado por el artículo 113 bis del código fiscal de la 
federación!*), en los casos en que se considere delincuencia 
organizada, conforme al artículo 2, fracciones VIII, VII bis y 
VIII ter, de la ley federal contra la delincuencia organizada.'* 


14 H. Congreso de la Unión: Código Fiscal de la Federación: Artículo 113 Bis. 
Disponible en https://www. diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CFF.pdf consultado 
el 19 de agosto de 2022 
Artículo 113 Bis.- Se impondrá sanción de dos a nueve años de prisión, al que por 
sí o por interpósita persona, expida, enajene, compre o adquiera comprobantes 
fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados. 
Será sancionado con las mismas penas, al que a sabiendas permita o publique, 
a través de cualquier medio, anuncios para la adquisición o enajenación de 
comprobantes fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos 
jurídicos simulados. 

Cuando el delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, 
será destituido del empleo e inhabilitado de uno a diez años para desempeñar cargo 
o comisión públicos, en adición a la agravante señalada en el artículo 97 de este 
Código. 

Se requerirá querella por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para 
proceder penalmente por este delito. 

El delito previsto en este artículo, así como el dispuesto en el artículo 400 Bis del 
Código Penal Federal, se podrán perseguir simultáneamente. 


15 H. Congreso de la Unión: Ley federal contra la delincuencia organizada: Artículo 
2. Disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/101_200521.pdf 
consultado el 19 de agosto de 2022 
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Pongamos como ejemplo, que en una la auditoría 
practicada a una persona física o moral, por parte del 
sistema de administración tributaria, se hubiesen obtenido 
comunicaciones privadas, como correos electrónicos, 
apertura de correspondencia, mensajes electrónicos, apertura 
de archiveros y mensajería general, sin la orden de autoridad 
judicial, y con la negativa del contribuyente; por supuesto 
que esa información es prueba ilícita, y por ende será objeto 
de exclusión. 

Por el contrario, si el ministerio público o la 
autoridad fiscal administrativa, solicitaron a un juez 
federal, la recabación de información de cuentas bancarias, 
directamente a los bancos, o través de la comisión nacional 
bancaria y de valores, esa información, aunque no se tenga 
la autorización del contribuyente, es lícita, y no podrá ser 
excluida del procedimiento. Al respecto es aplicable la tesis 
con registro 2017190, de la primera sala de la suprema 
corte de justicia de la nación, tesis: la. LXXI/2018 (10a.), 


Artículo 20.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, 
en forma permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen 
como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán 
sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada: 
VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105 del Código 
Fiscal de la Federación; 

VIII Bis. Defraudación fiscal, previsto en el artículo 108, y los supuestos de 
defraudación fiscal equiparada, previstos en los artículos 109, fracciones | y IV, 
ambos del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando el monto de lo 
defraudado supere 3 veces lo dispuesto en la fracción II! del artículo 108 del Código 
Fiscal de la Federación; 

VIII Ter. Las conductas previstas en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la 
Federación, exclusivamente cuando las cifras, cantidad o valor de los comprobantes 
fiscales que amparan operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, 
superen 3 veces lo establecido en la fracción II! del artículo 108 del Código Fiscal 
de la Federación; 
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cuyo rubro y texto señalan: “SECRETO BANCARIO. 
EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN Il, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR 
A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA EL 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA.” La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que el secreto bancario o 
financiero es parte del derecho a la vida privada del cliente 
y, por tanto, está protegido por el principio de seguridad 
jurídica. En ese sentido, el artículo 117, fracción IU, de la Ley 
de Instituciones de Crédito, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
enero de 2014, que prevé como excepción a la protección 
del derecho a la privacidad de los clientes o usuarios de 
las instituciones de crédito, la obligación de dar noticia o 
información, cuando las autoridades que la soliciten sean 
los procuradores generales de justicia de los Estados de la 
Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, para 
la comprobación del cuerpo del delito y de la probable 
responsabilidad del indiciado, viola el derecho a la vida 
privada, toda vez que la permisión que otorga dicho precepto 
a la autoridad ministerial no forma parte de la facultad de 
investigación de delitos contenida en el artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni 
de la extensión de facultades de irrupción en la vida privada 
expresamente protegidas por el artículo 16 de la propia 
Constitución; además, porque el acceso a dicha información 
implica que tenga la potencialidad de afectación del derecho 
a la autodeterminación de la persona, quien como titular de 
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los datos personales es la única legitimada para autorizar su 
circulación; de ahí que la solicitud de información bancaria 
realizada por la autoridad ministerial debe estar precedida 
de autorización judicial. Lo anterior es así, en virtud de 
que el carácter previo del control judicial, como regla, 
deriva del reforzamiento que en la etapa de investigación 
penal se imprimió al principio de reserva judicial de las 
intervenciones que afectan derechos fundamentales, toda vez 
que el lugar preferente que ocupan en el Estado se expresa a 
través de los controles que deben mediar para su afectación, 
como lo prevé en el artículo lo. de la Constitución Federal. 

Igual acontece, si la autoridad fiscal requisa o se 
introduce a un domicilio fiscal, sin la autorización de un juez, 
y quebranta cerraduras, desde luego que existe una afectación 
de derechos fundamentales y toda la información obtenida, 
tendrá el mismo fin, es decir, será objeto de exclusión por 
considerarse prueba ilícita, será nula y de ninguna manera 
podrá ser subsanable o convalidable, aunque el fiscal 
investigador solicite la ratificación de los funcionarios que la 
practicaron, o se ponga a la vista del imputado para que la 
reconozca. 

En caso de que un procedimiento fiscal administrativo 
donde se finque un crédito fiscal al contribuyente, 
sea declarado nulo por un tribunal federal de justicia 
administrativa, y dicho procedimiento sea utilizado como 
dato de prueba en la investigación del delito, por supuesto 
que esa nulidad, sobre todo si fue declarada por afectar el 
derecho de audiencia, o no permitir la defensa adecuada del 
contribuyente, afectará la investigación penal, al resultar 
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información probatoria obtenida con violación de derechos 
fundamentales, como lo son de audiencia y certeza jurídica, 
que desde luego afecta el derecho a un debido proceso. 

Al respecto es aplicable la tesis de jurisprudencia 
emitida por la primera sala de la suprema corte de justicia de 
la nación: 

Época: Novena Época 

Registro: 160509 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 3 
Materia(s): Constitucional, Penal 
Tesis: la./J. 139/2011 (9a.) 
Página: 2057 

PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO A UN DEBIDO 
PROCESO COMPRENDE EL DERECHO A 
NO SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS 
OBTENIDAS AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS 
CONSTITUCIONALES Y LEGALES. 
Exigir la nulidad de la prueba ilícita es una garantía 
que le asiste al inculpado durante todo el proceso 
y cuya protección puede hacer valer frente a los 
tribunales alegando como fundamento: (1) el artículo 14 
constitucional, al establecer como condición de validez 
de una sentencia penal, el respeto a las formalidades 
esenciales del procedimiento, (11) el derecho de que los 
jueces se conduzcan con imparcialidad, en términos del 
artículo 17 constitucional y (111) el derecho a una defensa 
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adecuada que asiste a todo inculpado de acuerdo con 
el artículo 20, fracción IX de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. En este sentido, 
si se pretende el respeto al derecho de ser juzgado 
por tribunales imparciales y el derecho a una defensa 
adecuada, es claro que una prueba cuya obtención 
ha sido irregular (ya sea por contravenir el orden 
constitucional o el legal), no puede sino ser considerada 
inválida. De otra forma, es claro que el inculpado estaría 
en condición de desventaja para hacer valer su defensa. 
Por ello, la regla de exclusión de la prueba ilícita se 
encuentra implícitamente prevista en nuestro orden 
constitucional. Asimismo, el artículo 206 del Código 
Federal de Procedimientos Penales establece, a contrario 
sensu, que ninguna prueba que vaya contra el derecho 
debe ser admitida. Esto deriva de la posición preferente 
de los derechos fundamentales en el ordenamiento y de 
su afirmada condición de inviolables. 

Tesis de jurisprudencia 139/2011. Aprobada por la 
Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 
cuatro de noviembre de dos mil once. 


143 


Nulidad 


Nulidad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


144 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


VI. Consecuencias jurídicas de la prueba ilícita: nulidad 
de la prueba 


| os artículos 97 y 357 del código nacional de 


procedimientos penales, ordenan dejar inutilizable 

como evidencia el o los medios de prueba obtenidos 
con infracción a los derechos fundamentales, esto es, 
inservible para acusar o para ejercer defensa. 

La prueba declarada ilícita tiene como consecuencia 
jurídica su exclusión total del procedimiento, tanto de la 
prueba originaria obtenida ilícitamente, como la derivada de 
esa obtención, es decir, de la prueba prohibida. 

El juez tendrá prohibido hacer cualquier tipo de 
valoración sobre la prueba declarada como ilícita, es la 
nada procesal, y podría tener como consecuencia también, 
en efecto corruptor, afectar la verosimilitud de las hipótesis 
acusatorias dejando inconsistente el ejercicio de la acción 
penal. 

La primera sala de la suprema corte de justicia de la 
nación, ha sostenido en la tesis con número de registro 
2003564, que cuando el juez advierta la actualización de 
los supuestos que actualizan el efecto corruptor del proceso 
penal, de acuerdo a lo establecido por la propia primera 
sala, no podrá pronunciarse sobre la responsabilidad penal 
del acusado, ya que el actuar de la autoridad ha provocado 
condiciones sugestivas en la evidencia incriminatoria que 
conllevan la falta de fiabilidad de todo el material probatorio, 
viciando tanto el procedimiento en sí mismo como sus 
resultados, por lo que se debe proceder a decretar la libertad 
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del acusado, cuando la violación produce la afectación total 
del derecho de defensa, es decir, se afecta la totalidad del 
procedimiento, cuando el conjunto de pruebas aportadas por 
el órgano de acusación, se soportan en elementos obtenidos 
con violación de derechos fundamentales.!'* 

Para Gutiérrez Moya, y Aguilar Brevis, el objetivo 
de excluir la prueba obtenida con violación de derechos 
fundamentales, se traduce en respetar las reglas del 
debido proceso, la presunción de inocencia, y así evitar la 
contaminación del razonamiento judicial.'” 


16 Décima época. Tesis: la. CLXVI1/2013 (10a.), Registro digital: 2003564 Primera 
Sala. Tesis aislada. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, 
Mayo de 2013, Materia Penal. T. 1, página 537 


17 Cfr. Gutiérrez Moya, Carlos, y Aguilar Brevis Alejandro: La prueba ilícita: reglas de 
exclusión de medios probatorios obtenidos vulnerando derechos fundamentales. 
En revista de Derecho, sociedad y Cultura, 2? época, año VIII, No. 3, Santiago, 
enero-diciembre, 2002. 
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Conclusiones 


esulta imperativa la revisión oficiosa del 

procedimiento de auditoría y determinación del 

crédito fiscal, verificando la no transgresión de 
derechos fundamentales 

En materia de delitos fiscales, las autoridades 
administrativas, tanto la recaudadora en revisiones de 
gabinete, como la fiscalía general de la república y la 
fiscalía de los estados, deberán vigilar que la obtención de 
información se sujete a los requisitos establecidos en la ley 
y sus reglamentos, vigilando que no se vulneren los derechos 
fundamentales de audiencia, certeza, seguridad jurídica y 
debido proceso, ya que de lo contrario, se podría generar 
ilicitud probatoria. 

Si un procedimiento administrativo de auditoría y 
determinación de crédito fiscal, donde a su vez se advierte 
la comisión de delitos, sirve de base a la investigación penal, 
con mayor razón deberá verificarse que en la obtención 
de información, no se vulneren derechos fundamentales, 
en virtud de que podrá ser excluido el sustento probatorio, 
conforme a las reglas del procedimiento penal ordinario, 
regulado en el código nacional de procedimientos penales, 
generando un efecto corruptor del procedimiento, que 
indefectiblemente terminará en un absolución del procesado. 
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Artículo 253. La nulidad de una actuación deberá 
reclamarse en la audiencia subsecuente, bajo pena de 
quedar validada de pleno derecho. La producida en la 
audiencia de juicio deberá reclamarse durante ésta hasta 


antes de que la autoridad jurisdiccional emita la sentencia 
definitiva. La del emplazamiento, por su parte, podrá 
reclamarse en cualquier momento hasta antes de que se 
dicte sentencia definitiva. 


Reclamación de nulidad de una actuación 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


una actuación durante el procedimiento. Su propósito 

es establecer los plazos y requisitos para reclamar 
la nulidad de diferentes actuaciones, con el fin de evitar 
la convalidación de dichas actuaciones si no se reclaman 
oportunamente. 


E artículo 253 aborda la reclamación de la nulidad de 


I.- Reclamación de nulidad en audiencia subsecuente. 


Este punto trata sobre la reclamación de la nulidad de 
una actuación procesal y establece las condiciones y el plazo 
para que esta reclamación se realice adecuadamente. 

Los puntos clave son: 

1.- Reclamación de nulidad: Se refiere a la invalidez de 
un acto judicial por alguna irregularidad o violación de las 
normas procesales. Esto podría incluir situaciones en las que 
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los derechos de las partes no se respeten, se violen las normas 
de procedimiento, o se cometan errores que afectan la validez 
del acto. 

2.- Audiencia subsecuente: El artículo indica que la 
reclamación de la nulidad debe realizarse en la audiencia 
subsecuente, es decir, en la próxima audiencia que se celebre 
después de que ocurrió la actuación que se quiere impugnar, 
para garantizar que la impugnación se presente de manera 
oportuna. 

3.- Plazo perentorio: La disposición establece un plazo 
perentorio para reclamar la nulidad: debe hacerse en la 
audiencia subsecuente. Si la nulidad no se reclama dentro 
de este plazo, la actuación se considerará validada de pleno 
derecho, es decir, se asumirá que es válida sin lugar a dudas. 

4.- Finalidad de la disposición: Este punto busca 
promover la prontitud y la eficiencia en la resolución de 
cuestiones de nulidad, asegurando que cualquier problema 
se aborde rápidamente en el proceso. Además, se evita que 
las partes guarden objeciones sobre la nulidad para etapas 
posteriores del proceso, lo que podría provocar demoras y 
complicaciones en el desarrollo del juicio. 

5.- Certeza y seguridad jurídica: Al requerir que la 
reclamación de nulidad se realice en la audiencia subsecuente, 
la disposición otorga certeza y seguridad jurídica a las 
actuaciones procesales. Los actos que no sean impugnados 
en el plazo establecido se consideran válidos, evitando así 
cuestionamientos futuros que podrían afectar la estabilidad 
del proceso. 
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6.- Implicaciones para las partes: Las partes deben estar 
atentas a cualquier posible nulidad en una actuación procesal 
y reclamarla en la audiencia subsecuente. Esto requiere 
una vigilancia constante y un conocimiento detallado 
del procedimiento para identificar y abordar cualquier 
irregularidad a tiempo. 


TI.- Reclamación de nulidad durante la audiencia de 
juicio. 


El código establece las reglas para reclamar la nulidad 
de actuaciones procesales que se produzcan durante la 
audiencia de juicio. 

1.- Reclamación de nulidad durante la audiencia de 
juicio: Si se produce una nulidad durante la audiencia de 
juicio, esta debe reclamarse durante la misma audiencia. La 
parte afectada debe realizar la reclamación en el momento, y 
no después de que la audiencia haya concluido. 

2.- Plazo para reclamar: La reclamación debe hacerse 
antes de que la autoridad jurisdiccional emita la sentencia 
definitiva. Esto establece un plazo claro para que las partes 
planteen la nulidad: desde el inicio de la audiencia de juicio 
hasta antes de que se dicte la sentencia. 

3.- Oportunidad para resolver: Al exigir que la 
reclamación se haga durante la audiencia de juicio, el juez 
tiene la oportunidad de resolver la nulidad en ese mismo 
momento, antes de dictar la sentencia definitiva. Esto permite 
abordar posibles irregularidades o problemas procesales sin 
demoras innecesarias. 
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4.- Impacto en el proceso: Reclamar la nulidad durante 
la audiencia de juicio y antes de la sentencia definitiva 
asegura que cualquier irregularidad que pueda afectar el 
resultado del juicio se aborde de inmediato. 

5.- Responsabilidad de las partes: Las partes deben 
estar preparadas para identificar y reclamar cualquier nulidad 
durante la audiencia de juicio. Esto requiere un conocimiento 
detallado, para poder reconocer los posibles errores o 
irregularidades que puedan surgir durante la audiencia. 


TITL.- Reclamación de nulidad del emplazamiento. 


La legislación civil se refiere a la reclamación de nulidad 
del emplazamiento y establece las condiciones para que esta 
reclamación se realice adecuadamente. 

1.- Plazo para reclamar la nulidad: El punto II establece 
que la nulidad del emplazamiento puede reclamarse en 
cualquier momento hasta antes de que se dicte sentencia 
definitiva en el caso. Esto significa que las partes tienen 
un margen más amplio de tiempo para impugnar la validez 
del emplazamiento, en comparación con otras actuaciones 
procesales. 

2.- Flexibilidad en el plazo: A diferencia de las nulidades 
de otras actuaciones, que deben reclamarse en la audiencia 
subsecuente o durante la audiencia de juicio, la nulidad del 
emplazamiento se puede reclamar en cualquier momento 
antes de que se emita la sentencia definitiva. 
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3.- Impacto en el proceso: La reclamación de la nulidad 
del emplazamiento puede tener un impacto significativo en el 
proceso, ya que un emplazamiento nulo podría invalidar todo 
el procedimiento si se demuestra que la demandada no fue 
notificada adecuadamente. 


153 


Nulidad 


Nulidad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


154 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Artículo 88. Será nulo todo lo actuado por la autoridad 
jurisdiccional declarada incompetente, salvo que se 
trate de incompetencia sobrevenida, caso en el cual será 
nulo todo lo actuado a partir del momento en que tiene 
efectos dicha incompetencia. 

Esta nulidad de actuaciones es de pleno derecho, y 


solo bastará para ello que se declare la incompetencia 
por la autoridad jurisdiccional para que las cosas se 
restituyan al estado en que se encontraban hasta antes 
de que se practicaran dichas actuaciones. 

Serán válidas las actuaciones de una autoridad 
jurisdiccional competente, aun cuando declare nulo o 
inexistente el acuerdo en el cual se pactó su competencia. 


Nulidad de lo actuado ante autoridad 
incompetente 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 88 se centra en las implicaciones de la 

declaración de incompetencia de un juez y las 

consecuencias que recaerán sobre los actos procesales 
realizados bajo su jurisdicción. El artículo se puede dividir en 
cuatro partes clave, cada una con un propósito específico: 

La primera parte aborda la nulidad de los actos por 
incompetencia declarada, estableciendo que cualquier 
actuación llevada a cabo por un tribunal que luego es 
declarado incompetente para conocer del caso, será 
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considerada nula. Esto significa que todos los procedimientos, 
decisiones y actuaciones judiciales realizados por dicha 
autoridad carecen de validez legal desde el inicio del proceso. 

En tanto la segunda porción se refiere a la excepción de 
incompetencia sobrevenida, introduciendo una excepción a 
la regla general de nulidad. En los casos de incompetencia 
sobrevenida, es decir, cuando la autoridad jurisdiccional se 
vuelve incompetente después de haber iniciado el proceso 
debido a circunstancias del caso, la nulidad solo afectará a 
las actuaciones realizadas a partir del momento en que la 
incompetencia tiene efectos. Esto preserva la validez de los 
actos procesales realizados antes de que la incompetencia se 
manifestara. 

La tercera parte se ocupa de la restitución al estado 
anterior precisamente porque la nulidad opera de pleno 
derecho, sin necesidad de un procedimiento adicional para 
declararla. Una vez declarada la incompetencia, se deben 
restituir las cosas al estado en que se encontraban antes de las 
actuaciones nulas. Esto busca asegurar que los derechos de 
las partes no se vean afectados negativamente por actuaciones 
llevadas a cabo por una autoridad incompetente. 

Llegado a la 4 sección, relativa a la validez de 
actuaciones bajo nueva autoridad competente, se aclara que 
las actuaciones realizadas por una autoridad jurisdiccional 
que es competente son válidas, incluso si dicha autoridad 
declara nulo o inexistente el acuerdo mediante el cual se 
pactó su competencia. Esto asegura la continuidad y eficacia 
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del proceso bajo la jurisdicción de una autoridad competente, 
independientemente de las disputas sobre la determinación 
inicial de la competencia. 

El propósito de este artículo es múltiple: proteger la 
seguridad jurídica 

Se pretende asegurar que los litigios sean conocidos 
y resueltos por autoridades con competencia legítima, 
protegiendo así los derechos procesales de las partes 
involucradas. 

Como mantener la eficacia del proceso judicial, al 
permitir la corrección de errores de competencia sin invalidar 
necesariamente todo lo actuado, especialmente en casos de 
incompetencia sobrevenida. 

De igual manera tiene el telos de garantizar el derecho a 
un juez competente, reforzando el principio de legalidad y el 
derecho fundamental de acceso a la justicia, asegurando que 
los casos sean resueltos por el tribunal adecuado conforme a 
la ley. 

En resumen, el artículo 88 busca equilibrar la necesidad 
de corregir los errores de competencia con la necesidad 
de preservar la eficacia y validez de los procedimientos 
judiciales, asegurando que las partes no sean perjudicadas 
indebidamente por actuaciones llevadas a cabo por 
autoridades incompetentes. 
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Oposición a los documentos e incidente criminal 
en materia mercantil. Tratamiento en juicio 


Juez Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 
Introducción 


as pruebas documentales, y los actos o hechos jurídicos 
constituidos en ellos, que se ofrecen como prueba 
en los juicios mercantiles, pueden ser combatidos de 
diferentes formas. El trámite más común es la objeción, la 
cual se interpone desde la contestación de la demanda, o de 
la contestación a la vista, con el fin de no reconocer dichos 
documentos como prueba idónea, o que no se les conceda 
el valor probatorio adecuado para justificar las acciones o 
excepciones. Las objeciones de contenido de documento 
privados y el desconocimiento de firma, y la falta de 
requisitos formales, o de elementos vinculatorios al negocio 
principal, son las que se tramitan con mayor frecuencia. 
Dentro del procedimiento mercantil, también se prevé 
la figura de la impugnación de documentos, a través de la 
forma de oposición al contenido del mismo, a su naturaleza, 
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o a la causa de donde proviene el mismo, resolviéndose en el 
mismo juicio y en su proceso tradicional. Lo poco frecuente 
es hacerlo por medio del incidente criminal. 

La figura jurídica del incidente criminal en materia 
mercantil es poco utilizada, en razón que su manejo procesal, 
procedencia y fin, es poco conocido, o un poco más complejo. 
Siendo esta la razón para incluirlo en el estudio dentro del 
presente trabajo, con el que se pretende identificar su trámite 
y fundamentación, así como la suspensión del procedimiento 
en los casos específicos. Según la norma, no existe diferencia 
en el manejo que se hace del incidente de oposición en los 
juicios ejecutivos, y ordinarios mercantiles, respecto a la 
oposición del valor y naturaleza de los documentos. Sin 
embargo, considero que sí existe una diferencia, por lo que, 
para lograr explicar la diferencia, es necesario recurrir a las 
instituciones procesales que se desarrollan a continuación. 
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I. Desarrollo 


diferencia entre las figuras de oposición a la validez 

de los documentos, y de impugnación, las cuales se 
precisan de la siguiente manera: 

Objeción. Derivado del contenido del artículo 1250 
del código de comercio, el legislador prescribe que los 
documentos presentados en juicio mercantil, pueden ser 
objetados desde la contestación de la demanda y su vista; 
desahogando de manera procesal, sin más trámite que la 
interposición de la excepción con las pruebas “sin necesidad 
de tramitar incidente” tal como se explica en el ordenamiento 
normativo que se transcribe: 


pu adentrar en el tema, es necesario formular la 


“(...) Artículo 1250.- En caso de que se niegue o se ponga 
en duda la autenticidad de un documento, objetándolo o 
impugnándolo de falso, podrá pedirse el cotejo de letras 
y/o firmas. Tratándose de los documentos exhibidos 
junto con la demanda, el demandado si pretende 
objetarlos o tacharlos de falsedad, deberá oponer la 
excepción correspondiente, y ofrecer en ese momento 
las pruebas que estime pertinentes, además de la prueba 
pericial, debiendo darse vista con dicha excepción a la 
parte actora, para que manifieste lo que a su derecho 
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convenga respecto a la pertinencia de la prueba pericial, 
y reservándose su admisión para el auto admisorio de 
pruebas, sin que haya lugar a la impugnación.(...)” 


De tal manera que, en primera fase, se infiere que el 
incidente de objeción o de impugnación no suspenden el 
procedimiento. Sin embargo, haré mis propias anotaciones en 
la continuación del presente trabajo de investigación. Por lo 
pronto, como ya se expuso, el concepto derivado de la figura 
de la objeción, continuaré con el de impugnación, como se 
cita en los siguientes artículos que se mencionan. Para seguir 
una lógica, se transcriben los preceptos normativos que 
contiene la figura en estudio: 

Impugnación. Para el estudio del incidente criminal 
en materia mercantil, es necesario ocurrir a los preceptos 
normativos del código de comercio vigente en nuestro país, 
y hacer el estudio de la oposición de los documentos, tanto 
en la objeción como en impugnación, así como algunos 
tratamientos que se reproducen a continuación: 


“(...) Artículo 1349. Son incidentes las cuestiones que 
se promueven en un juicio y tienen relación inmediata 
con el negocio principal, por lo que aquéllos que no 
guarden esa relación serán desechados de plano. 
Artículo 1358. En los incidentes criminales que surjan 
en negocios civiles, se observará lo dispuesto en el 
Código de Procedimientos Penales respectivo. 


1 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código de comercio. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCom.paf 
consultado el 11 de mayo de 2023 
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Artículo 1250 bis. En el caso de impugnación y objeción 
de falsedad de un documento, además de lo dispuesto 
en el artículo anterior, se observará lo dispuesto en las 
siguientes reglas: 

VI. Si durante la secuela del procedimiento se tramitare 
diverso proceso penal sobre la falsedad del documento 
en cuestión, el tribunal, sin suspender el juicio y según 
las circunstancias, podrá determinar al dictar la sentencia 
si se reservan los derechos del impugnador para el caso 
en que penalmente se demuestre la falsedad o bien 
puede subordinar la eficacia ejecutiva de la sentencia a 
la prestación de una caución.” 

Artículo 1251.- En el caso de que alguna de las partes 
sostenga la falsedad de un documento que pueda ser 
de influencia notoria en el pleito, se observarán las 
prescripciones relativas del Código de Procedimientos 
Penales respectivo. (...)” 


Así, el código de federal de procedimientos civiles 


describe perfectamente la figura de una falsedad: 


“(...) ARTICULO 141.- Cuando alguna de las 
partes sostenga la falsedad de un documento, se 
observarán las prescripciones relativas de las leyes 
penales aplicables. En este caso, si el documento 
puede ser de influencia en el pleito, no se efectuará 
la audiencia final del juicio, sino hasta que se decida, 


El subrayado en negritas es propio, con el objeto de dar secuencia para ilustrar la 


figura y manejo normativo del Incidente Criminal en materia Mercantil. 
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sobre la falsedad, por las autoridades judiciales del 
orden penal, a no ser que la parte a quien beneficie el 
documento renuncie a que se tome como prueba. 
Cuando concluya el procedimiento penal sin decidir 
si el documento es o no falso, el tribunal de lo civil 
concederá un término de diez días para que rindan las 
partes sus pruebas, sobre esos extremos, a fin de que, 
en la sentencia, se decida sobre el valor probatorio del 
documento. 

ARTICULO 142.- Las partes sólo podrán objetar 
los documentos dentro de los tres días siguientes 
a la apertura del término de prueba, tratándose de 
los presentados hasta entonces; los exhibidos con 
posterioridad podrán serlo en igual término, contado 
desde que surte efectos la notificación del auto que 
los haya tenido como pruebas. (...).”* 


En materia oral mercantil, en sentido enunciativo, 
se pronuncia el numeral 1390 Bis 40, donde se trata 
la impugnación, y su manera de formularla, que es 
completamente diversa a la sugerida por los numerales 
alusivos a la objeción de documentos, como se aprecia con la 
reproducción del texto del numeral invocado a continuación: 


“(...) Artículo 1390 Bis 40.- Los incidentes deberán 
promoverse oralmente en las audiencias y no las 
suspenderán. Se exceptúan los incidentes relativos 


3 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código federal de procedimientos 
civiles. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/ 
CFPC.pdf consultado el 11 de mayo de 2023 
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a la impugnación de documento o de nulidad del 
emplazamiento, mismos que se substanciarán en la 
forma que más adelante se precisa. La parte contraria 
contestará oralmente en la audiencia y, de no hacerlo, se 
tendrá por precluido su derecho. 

Tratándose de una cuestión que requiera prueba y de ser 
procedente su admisión, el juez ordenará su desahogo en 
audiencia especial o dentro de alguna de las audiencias 
del procedimiento, en la cual escuchará los alegatos 
de las partes, en el orden que determine. Enseguida se 
dictará la resolución, si fuera posible; en caso contrario, 
citará a las partes para dictarla en audiencia dentro del 
término de tres días. 

Cuando las partes no ofrezcan pruebas o las que 
propongan no se admitan, el juez, sin mayores trámites, 
dictará la resolución correspondiente, si fuera posible; 
en caso contrario, citará a las partes para dictarla en 
audiencia dentro del término de tres días. 

Si en la audiencia de juicio no pudiere concluirse una 
cuestión incidental, el juez continuará con el desarrollo 
de la audiencia, resolviendo la incidencia previamente al 
dictado de la sentencia definitiva. (...)” 


Y 


jeción 


Ob 


Una vez que se han expuesto los contenidos 
preceptúales, respecto al tratamiento normativo de los 
incidentes de objeción e impugnación, es preciso hacer, 
de manera explicativa, la diferencia que se menciona en el 
siguiente tema. 
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Il. Diferencias procesales y sustantivas de la objeción e 
impugnación de documentos en juicio mercantil 


on el objeto de ilustrar la diferencia entre objeción 
e impugnación de los documentos traídos a juicio, 
se hace una breve referencia de ambas figuras a 
continuación: 
Para dar una noción de la “objeción de documentos” — 
según Luis García López Guerrero— 


“(...) la objeción deberá ser razonada jurídicamente y 
soportada con los medios de prueba idóneos, tanto para 
la actora como para la demandada. En el caso de quien 
los ofrece en juicio, ya sean de las partes o provenientes 
de tercero, será necesario perfeccionarlos para que en 
caso de objeción no pierdan eficacia en cuanto al alcance 
probatorio que se les pretenda dar (...).”* 


La objeción, en ambos casos, deberá ser manifestada 
expresamente en el juicio, junto con los razonamientos en los 
cuales se basa, acompañada debidamente de los documentos 
base que la soporten, ya que la mejor forma de desvirtuar el 
alcance jurídico de un documento, es con la exhibición de 
otro que lo neutralice. 

En otro orden de ideas, se comenta la impugnación de 
documentos, por diferentes causas que se comentaran con 
más precisión en líneas siguientes: 


4 García López Guerrero, Luis: Documentos privados insuficientemente objetados 
por el propio firmante, valor probatorio de los, en Anuario jurídico. Nueva serie. 
UNAM-11J. México. 1998. p. 229 
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Para el efecto de vincular el estudio de las figuras 
en comento, es necesario hacer referencia al código de 
procedimientos civiles del extinto Distrito Federal, —Hágase 
la aclaración que, para entrar en tema, es necesario atender 
a los artículos abrogados para citarlos como antecedentes—. 
A continuación, se hace alusión a ellos para explicar las 
figuras comprometidas. Se desarrolla la referencia para 
empezar a formular la diferencia entre objeción y falsedad de 
documentos. 

Para seguir el estudio, se partirá de la tesis con rubro 
“Documentos. Objeción e impugnación de falsedad. 
Diferencias (código de procedimientos civiles para el Distrito 
Federal)”: 


“(...) La objeción y la impugnación de falsedad de 
documentos previstas en los artículos 335 y 386 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, respectivamente, son instituciones diferentes, 
en razón a su naturaleza, finalidad, materia, plazo y 
sustanciación. En conformidad con el primero de los 
preceptos, la objeción es el medio dado por la ley para 
evitar que se produzca el reconocimiento tácito del 
documento privado y para conseguir de esa manera, que 
el valor probatorio del propio instrumento permanezca 
incompleto. En cambio, la impugnación de falsedad, 
prevista en el artículo 386 del citado ordenamiento, 
constituye un acto jurídico distinto que opera en 
5 Novena Época. Registro digital: 168680. Instancia: Tribunales Colegiados de 


Circuito. Tesis: 1.40.C.146 C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Octubre de 2008, página 2358 
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diferentes circunstancias a las de la objeción de un 
documento privado, puesto que esta impugnación se 
ejercita para evidenciar la falsedad de un documento, 
ya sea público o privado. En atención a la naturaleza 
de las citadas instituciones, la diferencia radica en que, 
la objeción es un acto jurídico, esto es, una expresión 
de voluntad tendente a poner de manifiesto, que quien 
la produce no está dispuesto a someterse al documento 
privado contra el cual se formula ni a pasar por él. (...)” 


como documento eficaz que colme en su totalidad 
requisitos formales, o hechos esenciales que sirvan para 
resolver el fondo. Muy por el contrario, se desvirtúa su 


eficacia probatoria plena en juicio. 


“(...) De manera que la actitud de quien opone tal 
reparo, evita incurrir, en el no hacer o en la pasividad 
ante el instrumento, por ende, dicha conducta activa 
consigue que no se produzca el reconocimiento tácito del 
documento privado. Por cuanto hace a la impugnación 
de falsedad se encuentra que, aunque implica también 
una manifestación de voluntad, la característica que 
la distingue es que está dotada de un propósito más 
enérgico, porque a diferencia de la objeción, en la que 
sólo se busca no incurrir en la impasibilidad para que 
un documento privado no quede perfeccionado, en la 
impugnación de falsedad, la voluntad está encaminada 
a privar de efectos al documento que, por alguna razón, 
ya tiene pleno valor probatorio, como por ejemplo: un 
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documento público, o bien, un documento privado 
atribuido a la contraparte del oferente de la prueba, 
cuya firma ha sido reconocida por su autor, etcétera. 
De esta manera, para que quede patentizado el sentido 
hacia el cual se orienta la voluntad del promovente del 
incidente de impugnación de falsedad, al plantearse, 
deben exponerse claramente los motivos específicos por 
los cuales se redarguye de falso el documento, así como 
las pruebas con las que éstos se pretendan demostrar, 
las cuales deben ofrecerse en términos del artículo 386 
del Código de Procedimientos Civiles. Esto se logra a 
través de la formulación de una demanda incidental, 
en la cual esté indicada la petición y la causa de pedir, 
así como las pruebas aptas para demostrar esta última. 
Otra de las diferencias que existe entre las instituciones 
en estudio es la atinente a su finalidad, pues la objeción 
tiene como presupuesto la aportación al juicio de un 
documento privado. Esta clase de instrumentos son 
imperfectos y necesitan de otro medio probatorio para 
poder completarse. Uno de los medios que da la ley para 
perfeccionar al documento privado es el reconocimiento 
tácito, que surge de la impasibilidad de la contraparte 
del oferente frente a tal instrumento, en el tiempo 
previsto en la ley. Por tanto, la finalidad de la objeción 
consiste en evitar que se produzca el reconocimiento 
tácito, con lo cual se logra que el valor probatorio 
del documento privado permanezca imperfecto. En 
cambio, en la impugnación de falsedad, el presupuesto 
consiste en que uno de los contendientes aporte un 
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documento público al juicio, o bien, uno privado, pero 
ya perfeccionado, por ejemplo, porque el oferente ya ha 
obtenido su perfeccionamiento con algún medio previsto 
por la ley, por ejemplo, el reconocimiento expreso de la 
firma. Con la objeción se evita completar una prueba 
que por sí misma es imperfecta. En tanto que, con la 
impugnación de falsedad, a un medio de prueba que 
en principio tiene plena fuerza de convicción, quien 
hace valer el incidente respectivo pretende disminuir o 
anular esos efectos probatorios plenos. Por cuanto hace 
a la materia de las instituciones citadas, la objeción 
(artículo 335 del Código de Procedimientos Civiles) 
recae sobre documentos privados y la impugnación de 
falsedad se dirige, indistintamente, contra documentos 
públicos y privados (artículo 386, primer párrafo). Otra 
distinción de ambas instituciones se encuentra en el 
factor temporal, esto es, en el plazo otorgado por la ley 
para plantear una u otra. En la objeción se cuenta con 
tres días para formularla, lo que indica un tiempo breve. 
En cambio, en el incidente de falsedad de documento no 
se cuenta con un plazo específico; sin embargo, se prevé 
un tiempo acotado claramente para que se presente el 
incidente respectivo, que va desde la contestación de 
la demanda, hasta seis días antes de la celebración de 
la audiencia de pruebas y alegatos, lo que implica que 
se tiene un periodo más amplio que en la objeción. Por 
cuanto hace a la sustanciación, la ley prevé detalladas 
formalidades para que la autoridad pueda conocer 
de la impugnación de falsedad, formalidades que 
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corresponden a la naturaleza, finalidad, materia, plazo, 
etcétera, de la institución. Esto contrasta con el escaso 
formalismo previsto en la ley para la objeción, puesto 
que, la ley sólo menciona el breve plazo de tres días que 
se tiene para hacerla valer. (...)” 


De ahí que, las diferencias apuntadas, permitan 
concluir que la objeción e impugnación de falsedad de 
documentos mercantiles son de tramitación y fin diferente, en 
consecuencia, el incidente criminal tiene naturaleza diferente 
a la simple objeción. Por lo que a la explicación anterior 
corresponde hacer mención de una fuente de derecho para 
solventar la diferencia con la tesis que en líneas inferiores se 
transcribe. 
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TL. Consideraciones para la suspensión del procedimiento 
mercantil por interposición del incidente criminal 


a fundamentación para abordar el estudio y 
procedencia de la figura del incidente criminal, en 
materia mercantil, se transcribe el siguiente numeral: 


“(...) Artículo 1390 Bis 40.- Los incidentes deberán 
promoverse oralmente en las audiencias y no las 
suspenderán. “Se exceptúan los incidentes relativos 
a la impugnación de documento o de nulidad del 
emplazamiento”, mismos que se substanciarán en la 
forma que más adelante se precisa. La parte contraria 
contestará oralmente en la audiencia y, de no hacerlo, se 
tendrá por precluido su derecho. (...)” 


Como puede observarse en el párrafo anterior (en 
negritas), existe una excepción en el tratamiento de los 
incidentes dentro del procedimiento mercantil, entre ellos, 
el incidente criminal, cuya exposición es la intención de 
esta investigación. Por lo que para seguir fundamentando el 
tratamiento, y trámite del incidente criminal, se expone el 
contenido del siguiente artículo, que remite a formular en 
otra materia (Penal) la determinación de un posible delito, y 
absolver o condenar a quien haya realizado documentos, o 
hechos que deriven en sanción penal o criminal, que influyan 
en la sustancia del juicio. Como se menciona el contenido del 
numeral siguiente: 


173 


Y 


jeción 


Ob 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


“(...) Artículo 1358.- En los incidentes criminales que 
surjan en negocios civiles, se observará lo dispuesto en 
el Código de Procedimientos Penales respectivo. (...)” 


Continuando con la metodología de estudio, es necesario 
hacer una reflexión sobre la siguiente tesis que opera para 
los juicios mercantiles, donde se ofrece una visión para 
corroborar la interposición del incidente criminal, y quién 
tiene la facultad de accionarlo. 

Con la tesis que se transcribe líneas abajo, se pretende 
ilustrar la procedencia y legitimación de las partes para 
ejercerla. Hágase saber que, con la transcripción de la 
siguiente tesis, se pretende hacer un criterio orientador sobre 
el particular desde su fuentes: 


“(...) SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO CIVIL O 
MERCANTIL POR VIRTUD DE LA APERTURA DE 
UN INCIDENTE CRIMINAL O PENAL VINCULADO 
CON AQUÉL. PARTES LEGITIMADAS PARA 
SOLICITARLA (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 482 Y 483 DEL ABROGADO CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO). 


Objeción 


6 Décima Época. Registro digital: 2015843. Instancia: Plenos de Circuito. Tesis: 
PC.I.C. J/55 C (10a.). Materia(s): Civil. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo l!l, página 
1654 
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En el ámbito procesal, existe la figura de la 
prejudicialidad jurídica procesal, que se actualiza en 
diversas hipótesis; una de ellas es la interferencia de 
la cuestión penal en el proceso civil o mercantil, o más 
conocida como «incidencia criminal», que surge de 
dos vertientes: 1) Como cuestión prejudicial dentro del 
proceso civil, para suspenderlo; o 2) Como cosa juzgada, 
para impedir el proceso civil o el pronunciamiento 
de fondo; esa figura se encuentra contenida en los 
artículos 482 y 483 del ordenamiento señalado, cuya 
interpretación literal no permite dar funcionalidad a la 
obra racional del legislador, al legitimar únicamente 
al agente del Ministerio Público para solicitar la 
suspensión del juicio mientras se resuelve la cuestión 
penal. Así, de una interpretación armónica y sistemática 
de los dispositivos aludidos se concluye que si uno de 
los postulados génesis de ese incidente criminal, es que 
el juzgador en un negocio judicial civil o mercantil, 
adquiere conocimiento de hechos delictuosos que 
guardan relación con el asunto que ante él se ventila, y 
por otro lado, una forma de adquirir ese conocimiento es 
por virtud de la información que pueden proporcionarle 
tanto las partes en ese juicio como cualquier agente 
del Ministerio Público, sobre la existencia de una 
indagatoria consignada, o una resolución penal sobre 
hechos delictivos vinculados con el juicio civil, cuyas 
constancias deberán acompañarse necesariamente al 
escrito informativo; esa situación permite otorgar un 
alcance mayor a la legitimación que limitativamente 
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otorga el artículo 483 citado, extendiéndola a las partes 
en la contienda civil o mercantil, o a cualquier agente 
del Ministerio Público que hubiera instrumentado la 
indagatoria relativa, es decir, no sólo al representante 
social adscrito al juzgado conocedor del procedimiento 
relativo. Lo anterior, atento al fin de esa figura, que 
es precisamente que previo a resolver una contienda 
de derecho privado, fueran resueltas todas aquellas 
incidencias penales que pudieran surgir en conexión con 
esta última, a fin de evitar resoluciones contradictorias 
y alcanzar una administración de justicia con la emisión 
de resoluciones que, en efecto, constituyan la verdad 


4 


jeción 


Ob 


legal; sin que lo anterior implique que el Juez civil 
se encuentre compelido a acordar de conformidad la 
suspensión solicitada, en tanto que, como rector del 
procedimiento y conocedor de la litis sometida a su 
potestad, le corresponde ponderar, bajo su arbitrio 
judicial, si la situación penal que se le informa en efecto 
puede incidir en la contienda a resolver. (...)” 


La anterior tesis de jurisprudencia indica claramente 
las causas, proceso y fin del incidente criminal. Así como la 
legitimación de partes para interponer el mismo, y la factible 
suspensión del proceso mercantil, incluyendo el civil. 
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TV. Juicio de oralidad mercantil y ejecutivo 


el análisis del contenido del artículo 1390 bis 45, se 

puede apreciar el manejo normativo que contiene 

el código de comercio para estos procedimientos, y 
es cierto que, como se transcribió en párrafos anteriores, el 
numeral no da la oportunidad de llevar a cabo una suspensión 
de procedimiento, como posibilidad para impugnar un 
documento por incidente criminal. 


“(...) Artículo 1390 Bis 45.- Los documentos que 
presenten las partes podrán ser objetados en cuanto su 
alcance y valor probatorio, durante la etapa de admisión 
de pruebas en la audiencia preliminar... 

... Al momento de su interposición se deberán ofrecer las 
pruebas que se estimen pertinentes, además de la prueba 
pericial, con lo que se dará vista a la contraria, para que 
manifieste lo que a su derecho convenga y designe perito 
de su parte, reservándose su admisión en la audiencia 
preliminar; sin que haya lugar a la impugnación en la 
vía incidental. (...)” 


En el juicio ejecutivo: 


(...) Artículo 1404.- En los juicios ejecutivos los 
incidentes no suspenderán el procedimiento y se 
tramitarán cualquiera que sea su naturaleza con un 
escrito de cada parte y contándose con tres días para 
dictar resolución. Si se promueve prueba deberá 
ofrecerse en los escritos respectivos, fijando los puntos 
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sobre los que verse, y se citará para audiencia indiferible 
dentro del término de ocho días, en que se reciba, se 
oigan brevemente las alegaciones, y en la misma se 
dicte la resolución correspondiente que debe notificarse 
a las partes en el acto, o a más tardar el día siguiente. 


Cay 


En el mismo sentido, existe criterio aislado para 
encaminar la justificación de no suspender el procedimiento 
por incidente criminal (postura con la cuan no concuerdo). 
Sin embargo, para generar tema de contradicción, se 
transcribe la siguiente tesis: 


4 
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tl INCIDENTE CRIMINAL EN EE 
JUICIO MERCANTIL. NO SUSPENDE EL 
PROCEDIMIENTO 

Conforme a lo dispuesto en los artículos 1391 a 1414 
del Código de Comercio, el juicio ejecutivo es un 
procedimiento especial de litis cerrada que se integra 
con el escrito de demanda y contestación, el cual podrá 
ser suplido en su deficiencia por el Código Federal de 
Procedimientos Civiles. Tales artículos establecen que la 
parte actora debe expresar en su demanda los hechos en 
que funde su acción y ofrecer las pruebas que acrediten 
la misma; y el demandado debe referirse a cada hecho 
en forma concreta y oponer las excepciones que tuviere, 
ofreciendo las pruebas que apoyen esas excepciones en 


Novena Época. Registro digital: 164778. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.30.C.792 C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 


Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Abril de 2010, página 2737. 
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el propio escrito de contestación, ya que de otra forma 
no le serán admitidas, con la salvedad de las que deriven 
del propio título exhibido como base de la acción; a su 
vez al actor se le da la oportunidad de manifestarse en 
contra de las excepciones opuestas y ofrecer las pruebas 
pertinentes para desvirtuarlas. De modo que el juicio 
ejecutivo también se caracteriza por su celeridad. En 
términos del artículo 1404 del citado ordenamiento 
mercantil, en los juicios ejecutivos los incidentes no 
suspenden el procedimiento y se tramitarán cualquiera 
que sea su naturaleza con un escrito de cada parte y 
contándose con tres días para dictar resolución. Esta 
disposición especial sobre el curso que debe darse a 
cualquier incidente, es trascendente, porque por un lado 
no dispone expresamente en qué etapa del procedimiento 
se deben promover los incidentes, y, por otro lado, 
excluye la posibilidad de suspender el procedimiento; 
lo que se justifica por la tramitación especial de los 
juicios ejecutivos. Cuando dentro de un juicio ejecutivo 
mercantil se promueve incidente criminal bajo el 
argumento de que el título de crédito base de la acción es 
falso; sin excepción se tramitarán conforme a las reglas 
previstas en el artículo 1404 del Código de Comercio, 
y no tienen aplicación los artículos 1250 y 1251 del 
citado ordenamiento legal, porque tales preceptos rigen 
para el procedimiento ordinario y no el especial como 
lo es el ejecutivo, ya que la suspensión sería contraria 
a la celeridad en la tramitación y limitación al tipo de 
excepciones que pueden oponerse en el juicio ejecutivo 
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mercantil; en el entendido que la falsedad de la firma del 
documento base de la acción es materia de excepción 
personal, en términos del artículo 8 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, que debe acreditarse 
en la etapa probatoria, con las pruebas pertinentes. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 569/2009. Luis G. Vázquez de la Cerda. 
16 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretario: Mariano Suárez 
Reyes. (...)” 


E Luego entonces, los criterios orientadores no son 
LO ñ E > 
. suficientes para atacar fenómenos de ilicitud en la obtención 
de documentos. 


S) 
0 
O) 
O 
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V. Resultado 


omo puede advertirse del siguiente numeral, puede 

observarse, como premisa, que no todos los incidentes 

se tramitan de la misma manera, ya que en el caso 
concreto, se debe revisar el tipo de incidente, y si se encuentra 
dentro de las excepciones, debe tramitarse en otra forma a las 
señaladas dentro del proceso de objeción, como se desprende 
del siguiente numeral: 


“(...) Artículo 1390 Bis 40.- Los incidentes deberán 
promoverse oralmente en las audiencias y no las 
suspenderán. Se exceptúan los incidentes relativos 
a la impugnación de documento o de nulidad del 
emplazamiento, mismos que se substanciarán en la 
forma que más adelante se precisa. La parte contraria 
contestará oralmente en la audiencia y, de no hacerlo, se 
tendrá por precluido su derecho. 

Tratándose de una cuestión que requiera prueba y de ser 
procedente su admisión, el juez ordenará su desahogo en 
audiencia especial o dentro de alguna de las audiencias 
del procedimiento, en la cual escuchará los alegatos 
de las partes, en el orden que determine. Enseguida se 
dictará la resolución, si fuera posible; en caso contrario, 
citará a las partes para dictarla en audiencia dentro del 
término de tres días. 
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Cuando las partes no ofrezcan pruebas o las que 
propongan no se admitan, el juez, sin mayores trámites, 
dictará la resolución correspondiente, si fuera posible; 
en caso contrario, citará a las partes para dictarla en 
audiencia dentro del término de tres días. 

S1 en la audiencia de juicio no pudiere concluirse una 
cuestión incidental, el juez continuará con el desarrollo 
de la audiencia, resolviendo la incidencia previamente al 
dictado de la sentencia definitiva. (...)” 


De los textos anteriores, se puede justificar y 
fundamentar la posibilidad de la suspensión del 
procedimiento mercantil por la interposición del Incidente 
Mercantil, porque si bien es cierto, no se permite 
tajantemente la suspensión, también es cierto que estos 
preceptos posibilitan las suspensión del dictado de sentencia, 
hasta la resolución del incidente criminal por delito en la 
obtención del título o documentos, y no sólo por los delitos 
mencionados en el código de comercio, sino por las acciones 
delictuosas de los supuestos acreedores como: Robo de 
documentos, simulación de firmas o deudas, circulación de 
documentos sustraídos de manera ilegal, u obtenidos como 
condición de la privación o retención de la libertad de 
personas o mascotas, secuestro, violencia, hostigamiento, 
retención exprés de personas o por amenazas, Uso de fuerza; 
formas de coacción, extorción, rapto, fraude, engaño, abuso 
de poder, situación de vulnerabilidad, concesión de pagos, 
recepción de pagos, recepción de beneficios para obtener el 
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consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 
otra o cualquier acto delictuoso con el que se haya obtenido 
el título o documento cobrable. 

Por la justificación anterior, es dable y necesario iniciar 
el incidente criminal por inexistencia o nulidad de los 
documentos por su origen, ya que esas y otras causales no 
están previstas en el código de comercio, porque el documento 
contiene condición de valor probatorio preconstituido (salvo 
prueba en contrario), y por el derecho humano a una legítima 
defensa, es necesario demostrar el hecho delictuoso no sólo 
en materia mercantil, sino para probar esas formas ilícitas 
de la obtención del documento, con el objeto de no dejar en 
estado de indefensión a los demandados por formas de probar 
en materia mercantil. Por otra parte, la indefensión sobre 
el trámite y desahogo de una situación delictuosa derivada 
en un proceso mercantil, sería inaccesible, provocando una 
violación procesal que incide directamente en la cuestión 
sustantiva del juicio. 

En consecuencia, de lo señalado en párrafos anteriores, 
y tomando en cuenta que el juez mercantil no se encuentra 
facultado por materia para definir el ilícito penal dentro del 
proceso mercantil, y, por otro lado, con el objeto de no caer 
en contradicción de sentencias o resoluciones, lo adecuado 
es hacer valer el incidente criminal en vía de proceso 
penal, que determine la ilicitud del acto o del documento. 
Tampoco se puede negar el derecho o la facultad de las 
partes a un proceso, como lo menciona la jurisprudencia 
apuntada bajo el rubro (Tesis transcrita en líneas anteriores): 
“SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO CIVIL O 
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MERCANTIL POR VIRTUD DE LA APERTURA DE UN 
INCIDENTE CRIMINAL O PENAL VINCULADO CON 
AQUÉL. PARTES LEGITIMADAS PARA SOLICITARLA 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 482 Y 483 
DEL ABROGADO CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)” Criterio orientador, 
que sirve para justificar la procedencia de la suspensión del 
procedimiento mercantil por interposición del incidente 
criminal. 

También debe hacerse una adecuación al código de 
comercio, con el objeto de no ejecutar la sentencia, sin 
suspender el procedimiento de fijación de fianza para 
ejecutarla, porque se propicia el riesgo de no poder restituir 
una afectación, sin resolver la cuestión de valor probatorio 
pleno del documento, tal como lo menciona el numeral 
1250 bis fracción IV ultimo renglón del código de comercio, 
trascrito en párrafos superiores, violando el principio de 
seguridad jurídica y de certeza en la sentencia, produciéndose 
la ejecución sin la determinación de la decisión penal, estando 
sub judice del incidente criminal o la acción penal, y más 
daño se produce, ya que sería improcedente la interposición 
del amparo, como se aprecia en tesis aislada que se expone: 


“(...) ENDOSO EN PROCURACIÓN. CONTRA 
LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA POR 
IMPROCEDENTE EL INCIDENTE EN QUE SE 
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CUESTIONA LA AUTENTICIDAD DE LA FIRMA 
DEL ENDOSANTE PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO.+ 

El criterio del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, plasmado al resolver el amparo 
en revisión 6/95, publicado en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, 
noviembre de 1996, página 70 permite concluir que el 
juicio de amparo en la vía indirecta, es el procedimiento 
en el que debe analizarse la constitucionalidad de la 
resolución que en definitiva desecha por improcedente 
el incidente a través del cual se impugna la autenticidad 
de la firma del endoso en procuración de un documento 
mercantil, ya que esa determinación deja sin defensa 
a la parte demandada, al impedírsele probar que no 
corresponde la firma cuestionada a la del beneficiario y, 
por consiguiente, que carece de personalidad quien se 
apersonó al juicio en nombre del actor; exponiéndose, 
además, a que nunca se le oiga al respecto en caso 
de que le fuese favorable la sentencia de fondo y, en 
contra de ésta su contraparte obtuviera amparo, pues la 
autoridad responsable con motivo del cumplimiento o 
ejecución de ésta, podría dictar una sentencia en la que, 
por un lado, no se hiciera cargo de la violación procesal 
resentida por quien en un principio había obtenido 
sentencia favorable y, por otro, el afectado no podría, 


Novena Época. Registro digital: 174469. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: Vl.20.C.510 C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 


Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Agosto de 2006, página 2196 
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a Su vez, promover juicio de amparo directo contra esa 
nueva sentencia, para plantear aquella cuestión como 
violación procesal, por tratarse de un acto dictado en 
ejecución de una sentencia de amparo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo en revisión 
168/2006. Carlos Diez de Urdanivia Barrientos. 15 de 
junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca. (...)” 


En este orden de ideas, también la responsabilidad penal 
se extiende a otros actores, no sólo al dueño del documento. 
También es extensiva la responsabilidad criminal a los 
endosatarios, como se expone en el siguiente apartado. 


US 


- 
O 
¡D) 
ai 


ES 
O 
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VI. Extensión del incidente criminal 


a responsabilidad criminal no sólo opera en contra 
del dueño del documento, sino que también opera en 


contra del endosatario en procuración o en propiedad, 
en virtud del principio de trasmisibilidad, según los siguientes 
artículos: 


“(...) Artículo 26.- Los títulos nominativos serán 
transmisibles por endoso y entrega del título mismo, sin 
perjuicio de que puedan transmitirse por cualquier otro 
medio legal. 

Artículo 37.- El endoso posterior al vencimiento del 
título, surte efectos de cesión ordinaria. (...)” 


Pero es otro tema a tratar aparte, porque los artículos 
de la ley de títulos y operaciones de crédito tiene sus 
excepciones en el endoso. Estos artículos se usan sólo para 
justificar, entre otros, la responsabilidad criminal en que 
incurren los endosatarios, y la temática del incidente criminal 
y sus efectos. 

Por lo anteriormente expuesto, es factible y prudente 
la procedencia de la suspensión de procedimiento mercantil 
o civil, hasta la sentencia firme en materia penal, según el 
artículo 1390 bis 40, ya comentado en supralíneas. 
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Conclusiones 


a oposición al valor y contenido de los documentos 

aportados al juicio mercantil, se puede realizar, con dos 

instituciones procesales: La objeción y la impugnación. 
(También la nulidad, pero se discrimina en este momento para 
estudio posterior) 

La objeción se puede invocar desde la contestación de 
la demanda y la vista, o tres días después de su aportación a 
juicio ofreciendo las pruebas necesarias para destruirlo. 

Con la impugnación de documentos, se pretende la 
anulación de su contenido y alcance de validez. También se 
deberán aportar pruebas para anular o justificar su autenticidad, 
y su trámite puede proponerse como excepción o como 
incidente criminal. 

El Incidente Criminal puede suspender el procedimiento 
mercantil, cuando haya ilicitud en la obtención de la prueba, 
como lo son: que se haya obtenido el título o documento por 
hechos como el robo de documentos, perdidas, como condición 
de la privación o retención de la libertad, secuestro, violencia, 
hostigamiento, retención exprés de personas o por amenazas, 
uso de fuerza, formas de coacción, extorción, rapto, fraude, 
engaño, abuso de poder, situación de vulnerabilidad, concesión 
de pagos, recepción de pagos, recepción de beneficios para 
obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad 
sobre otra o cualquier acto delictuoso con el que se haya 
obtenido el título o documento cobrable. 

El incidente criminal se extiende a los endosatarios, 
porque son los autorizados o dueños del documento. 


189 


Y 


jeción 


Ob 


Y 


jeción 


Ob 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


190 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía 


Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código 
de comercio. Recurso digital disponible en https: //www. 
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCom.pdf 

Código federal de procedimientos civiles. Recurso 
digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/pdf/CFPC.pdf 

García López Guerrero, Luis: Documentos privados 
insuficientemente objetados por el propio firmante, 
valor probatorio de los, en Anuario jurídico. Nueva 
serie. UNAM-IIJ. México. 1998 

Poder Judicial de la Federación: Décima Época. Registro 

digital: 2015843. Instancia: Plenos de Circuito. 
Tesis: PC.I.C. J/55 C (10a.). Materia(s): Civil. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo 
TIL, página 1654 
Novena Época. Registro digital: 164778. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: 1.30.C.792 
C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, 
Abril de 2010, página 2737. 
Novena Época. Registro digital: 168680. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: 1.40.C.146 
C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, 
Octubre de 2008, página 2358 


191 


Objeción 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Novena Época. Registro digital: 174469. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: VI.20.C.510 
C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, 
Agosto de 2006, página 2196 


Objeción 


192 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Cláusula rebus sic stantibus. Aplicación en México 
por la pandemia generada por la covid-19. 


Juez Mtro. Francisco Jaramillo Mejía. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ac-Cla de este compendio 
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Funcionamiento y efectos del registro de deudores 
alimentarios morosos en el estado de Guanajuato 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Introducción 


a incorporación del registro de deudores alimentarios 

morosos al código civil del estado de Guanajuato!, 

implica un considerable avance al derecho de recibir 
alimentos, al ser considerado, en el derecho comparado, 
como un eficaz mecanismo de presión para el cumplimiento 
de las obligaciones alimentarias, y de esta manera, garantizar 
este derecho humano premier en el orden público e interés 
social. 

El derecho de recibir alimentos muchas veces 
corresponde a las personas que, por su propia cuenta, no 
pueden proveerse por sí mismas de medios para satisfacer 
sus necesidades de sobrevivencia; como son los casos de los 
nonatos, niños, niñas, adolescentes, algunos padres, cónyuges 
o concubinarios dedicados al hogar, así como los sujetos en 
estado de discapacidad y adultos mayores. 


1 Iniciativa en materia de reformas al código civil para el estado de Guanajuato 
presentada por el GPPAN el día 2 de junio de 2020. 
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La obligación de proporcionar alimentos tiene 
relevancia constitucional, dado que el artículo 4 de la Carta 
Magna contempla a la familia como núcleo fundamental en 
el desarrollo del acreedor de alimentos, en coherencia con el 
principio de solidaridad y responsabilidad. 

Por ello, el presente trabajo inicia con un análisis del 
concepto de alimentos, quiénes son los obligados a otorgarlos 
y quiénes tienen ese derecho, y la forma en que estos se 
garantizan. 

De esta manera, se aprecia que el registro de 
deudores alimentarios morosos constituye un eficiente 
sistema para asegurar el pago de alimentos con cimientos 
constitucionalmente legítimos. 

Para entender este concepto y medir la fuerza de 
sus alcances, se realiza un estudio de derecho comparado 
en países americanos como Argentina, Colombia, Perú, 
Uruguay, México y Estados Unidos de Norte América, 
especialmente en California. 

Lugares donde se advierte el impacto que genera contar 
con un registro de deudores alimentarios y, para el especifico 
caso de los Estados Unidos, poseer un departamento 
especializado de búsqueda de deudores alimentarios, así 
como de sus fuentes de empleo, agiliza el cumplimiento. 

Finalmente, se analiza el funcionamiento del registro 
estatal de deudores alimentarios morosos en el estado, 
definiendo su concepto, sus características, sus limitaciones y 
realizando algunas propuestas de mejoras. 
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I. Derecho a recibir alimentos 


esulta necesario la construcción de un marco teórico 

que justifique la creación de un registro de deudores 

limentarios morosos a fin de comprender el concepto 

de los alimentos para el mundo del derecho, quiénes son los 

obligados a proporcionarlos, así como quiénes tienen derecho 
a recibirlos. 

Para un mejor entendimiento, se analizará la 
incorporación de esta figura en otros países y en otros 
Estados. Finalmente, se estudiará su funcionamiento y se 
realizará una propuesta de mejora. 

Una de las problemáticas que se presentan día con día 
en los tribunales familiares, es el incumplimiento de las 
obligaciones alimentarias, ya sea que se hayan fijado como 
medida cautelar, en la sentencia, o en virtud de convenio, 
pero que son derivados de la desintegración de los cónyuges, 
por divorcio o en aquellas familias que viven separadas. 

El máximo tribunal de la república mexicana ha 
considerado que el derecho familiar debe ser visto como 
un conjunto de principios y valores procedentes de la 
Constitución, de los tratados internacionales, así como de 
las leyes e interpretaciones jurisprudenciales, dirigidos a 
proteger la estabilidad de la familia y a regular la conducta de 
los integrantes del grupo familiar entre sí. 

La finalidad también va enfocada a delimitar las 
relaciones conyugales y de parentesco, conformadas por un 
sistema especial de protección de derechos y obligaciones en 
lo que respectan a menores, incapacitados, mujeres, adultos 
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mayores, así como en lo relacionado a bienes materiales e 
inmateriales, poderes, facultades; así como deberes entre: 
consortes, padres con hijos, parientes, etc., cuya observancia 
alcanza el rango de orden público e interés social.* 

La familia es el pilar fundamental para la existencia de 
la sociedad y la conservación del Estado. En consecuencia, 
no es posible concebir una sociedad sin familia puesto que 
es considerado el grupo primario por excelencia, que surge 
debido a necesidades naturales: la reproducción por una parte 
y, por la otra, la sustitución de los integrantes de la sociedad. 
Esto forma parte de la estructura social, que es la única 
institución que tiene presencia en la vida humana a partir de 
las sociedades primitivas.* 

En materia familiar, la competencia para su regulación 
corresponde a cada uno de los estados de la federación, es 
decir, estamos ante una esfera de competencia local. 

En otras palabras, cada estado posee sus respectivos 
códigos de procedimientos civiles y su propio código civil. 
Además, en algunos Estados del país se han expedido 
códigos de familia, lo que debe entenderse como el inicio de 
una separación y especialización entre el derecho de familia 
y el derecho civil.* 


2 Suprema corte de justicia de la nación: Jurisprudencia l.50.C. J/11 Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, marzo de 2011, página 2133. 


3 Cfr. Nuñez Carpizo, Elsieé: La figura paterna en el proceso de socialización. En 
http://www.revistas. unam.mx/index.php/rfdm/article/view/65320/57324. Consultada 
el 5 de agosto de 2022. 


4 Cfr. Cantoral, Domínguez Karla: El derecho a recibir alimentos en México. Marco 
Normativo y Jurisprudencial. En actualidad Jurídica Iberoamericana ISSN 2386- 
4567, IBIDE, núm. 6, 2017; passim. 
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De igual forma, el poder judicial de la federación en 
México, ha considerado que los alimentos constituyen un 
derecho humano fundado en el principio de solidaridad 
familiar. Su fin es generar las mejores posibilidades para 
que el acreedor se desarrolle adecuadamente. Por tanto, este 
deber? corresponde a los padres, en relación con los hijos, en 
igual proporción. 


5 Cfr. Gutiérrez y González, Ernesto: Derecho civil para la familia. Porrúa. México 
2015; p. 517. 
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TI. Definición de alimentos 


a palabra alimento proviene del latín alimentum, 

que se asocia a la figura de comida, sustento. Dícese 

también de la asistencia que se da para el sustento. 
En el derecho civil, los alimentos no solo comprenden lo 
necesario para nutrir al cuerpo humano, sino que abarcan 
una serie de elementos indispensables para el sano desarrollo 
y armónica convivencia, respecto del entorno social y 
económico al que pertenece cada individuo. Comúnmente se 
dan mediante el apoyo y sustento económico cuantificado en 
dinero.* 

Alimentar proviene del verbo latino alere, del cual 
deriva alimento, cuyo significado abarca la idea de nutrir, 
sustentar, proveer alimentos.” 

Esta definición es más restringida que la voz latina 
victus, que tiene un significado similar a alimenta, aunque de 
modo más amplio: este último concepto comprende todo lo 
necesario para la vida, no solo la nutrición. 

La real academia de la lengua española define alimentos 
como el “conjunto de cosas que el hombre y los animales 
comen o beben para subsistir.” Luego, en plural y relativo 


6 Cfr. Palomar de Miguel, Juan: Diccionario para juristas. Tomo l. A-I. Porrúa. México 
D.F 2000; p.83. 


7 Cfr. Diccionario etimológico: Alimento. En http://etimologias.dechile.net/?alimento. 
Consultado el 5 de agosto de 2022. 
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al Derecho, el diccionario define la voz alimentos como la 
“prestación debida entre parientes próximos cuando quien la 
recibe no tiene la posibilidad de subvenir a sus necesidades.”* 

Ernesto Gutiérrez y González, define a los alimentos 
como: “los elementos que una persona requiere para su 
subsistencia, desarrollo moral, físico y mental, y para su vida 
dentro de la comunidad en que habita.”” 

Sin embargo, a nuestro parecer, la definición de 
alimentos, en un sentido general, es que son una institución 
jurídica, por la cual, determinadas personas tienen el derecho 
de exigir que otra les cubra sus necesidades básicas. En 
contrario sensu, refiere a algunas personas que tienen la 
obligación (frente a sus familiares) de cubrir las necesidades 
básicas de quienes lo requieren. 

En un sentido más estricto, y recogiendo nuestra 
realidad, los alimentos resultan ser una pensión dineraria que 
logre cubrir, en todo o en parte, las necesidades básicas de 
quien lo necesita. 

Estos alimentos comprenden la alimentación 
propiamente dicha, vestimenta, atenciones de salud, 
educación en todos sus niveles, recreación, e incluso los 
gastos que se irroguen en la etapa de embarazo. 

El legislador de Guanajuato no define el concepto de 
derecho de alimentos, únicamente nos dice que los alimentos 
comprenden: la comida, el vestido, la habitación, la 
asistencia en casos de enfermedad y las expensas necesarias 


8 Real academia española de la lengua española: Alimentos. Enhttp://dle.rae. 


es/?id=1rm36tt. Consultado el 5 de agosto de 2022. 


9 Gutiérrez y González Ernesto: Derecho civil para..., p. 517. 
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para la educación obligatoria del alimentista. Respecto de 
los hijos, los alimentos comprenden, además, los gastos para 
proporcionarle algún oficio, arte o profesión lícita que esté 
adecuado a sus circunstancias personales. Los alimentos para 
el concebido comprenden, además, los gastos de atención 
médica tanto para la mujer embarazada como para el 
concebido junto con los del parto. 

La ley general de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes, en su artículo 103, fracción l, párrafo segundo, 
establece que los derechos alimentarios comprenden, 
esencialmente, la satisfacción de las necesidades de 
alimentación y nutrición, habitación, educación, vestido, 
atención médica y psicológica preventiva integrada a la 
salud, asistencia médica y recreación. 

En el caso del Estado de Guanajuato, ya se comprenden 
alimentos para el concebido, estableciendo también que 
las personas con discapacidad, los sujetos a estado de 
interdicción, los adultos mayores y el cónyuge o concubinario 
que se dedique al hogar gozan de la presunción de necesitar 
alimentos. 

La suprema corte de justicia de la nación, refirió en 
jurisprudencia los elementos específicos del contenido 
material que componen los alimentos: considera que este va 
más allá del ámbito meramente alimenticio, pues también 
comprende educación, vestido, habitación, atención médica y 
demás necesidades básicas que una persona necesita para su 
subsistencia y manutención. 
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Lo anterior, pues si tenemos en cuenta que, el objeto 
de la obligación de alimentos, consiste en la efectivización 
del derecho fundamental a acceder a un nivel de vida 
adecuado, es indispensable que se encuentren cubiertas todas 
las necesidades básicas de los sujetos imposibilitados, y no 
solamente aquellas relativas en estricto sentido al ámbito 
alimenticio” 


10 Suprema corte de justicia de la nación: Tesis 1?./J. 35/2016. Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. Il, agosto de 2016, p. 601. 
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TI. Fuentes del derecho de los alimentos 


onsideramos que la fuente inmediata del deber de 

otorgar alimentos, sin lugar a dudas, es la ley; pues 

de ella emana el deber de los deudores alimentistas a 
proveerlos. 

Esta nace con la concepción de un ser humano, dado 
que, desde ese momento, él ya tiene derecho a ser alimentado 
por sus progenitores. Se extiende con el parentesco una 
vez nacido y, a falta de padres, también puede decirse que 
queda a cargo del Estado; pues al ser considerado un derecho 
humano, compete a tal institución otorgar los alimentos. 

Dice Leonel Leal Salinas que 


“(...) para Schmidt, el derecho de alimentos encuentra 
su fuente mediata en la procreación, que la ley sólo 
recoge; pues en definitiva, es una fuente que se origina 
en la naturaleza humana. Dice la mencionada autora 
que: el derecho alimentario encuentra su fuente en un 
hecho, la cual es la filiación biológica integrante del 
derecho esencial a la identidad personal que la ley 
recoge, protege y debiera efectivizar, toda vez que 
se trata de un derecho que atañe a la dignidad del ser 
humano (...). 


La doctrina comparada ha dicho que 


(...) la obligación de alimentar surge de la moral, la 
naturaleza de lo socialmente aceptable. En términos 
sociales, todos sabemos que la obligación de alimentar 
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a un niño es del padre y de la madre. La realidad 
legal no puede estar lejos de esta norma socialmente 
aceptada; de hecho, no lo está: las disposiciones legales 
reconocen que la obligación de alimentar a los niños es 
de sus padres, es decir, surge de la relación paterno filial 


(Jn 


La relación jurídica existente entre el deudor y el 
acreedor alimentistas surge normalmente del parentesco, 
concubinato, matrimonio, divorcio e inclusive, por la mera 
separación fisica de los cónyuges.'? 

Por lo tanto, son titulares del derecho a recibirlos los 
concebidos, hijos menores de edad, mayores de edad que 
estén estudiando o con alguna discapacidad, los sujetos 
a estado de interdicción, el cónyuge, la concubina o 
concubinario que se dedique al hogar, personas de la tercera 
edad, padres, y parientes colaterales dentro del cuarto grado. 

Respecto a los cónyuges, ambos están obligados a 
dar aportaciones para el sostenimiento del hogar y de la 
educación de los hijos, de conformidad con el artículo 357 de 
la ley civil del estado de Guanajuato. 


11 Leal Salinas, Leonel: Cumplimiento e incumplimiento de la obligación de alimentos. 


Expectativas de Reforma. Memoria para otorgar al grado de Licenciado en Ciencias 
Jurídicas y Sociales. Universidad de Chile. Santiago de Chile. 2015. pp. 22 y 23. 
En https://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/130270/Cumplimiento-e- 
Incumplimiento-de-la-Obligaci/.C3%B3n-de%20Alimentos. pdf?sequence=1. 
Consultado el 30 de julio de 2022. 


12 Cfr. De la Mata Pizaña, Felipe, y Garzón Jiménez, Roberto: Derecho Familiar. 
Porrúa. México. 7ma. edición. 2015; p. 68. 
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Las aportaciones pueden ser en dinero, de acuerdo 
al artículo 363 de la citada ley civil estatal, u otro bien que 
permita sufragar los gastos, tal como la incorporación a 
la familia, en armonía con el citado artículo de la ley civil. 
Asimismo, el otorgamiento de los alimentos también puede 
consistir en una actividad, o actividades tendientes al cuidado 
del hogar, tal como se desprende de la tesis de jurisprudencia 
la./J. 6/2013 (10a.) cuyo rubro es: 


“Alimentos entre cónyuges. La mujer que demanda 
su pago con el argumento de que se dedicó 
preponderantemente al trabajo del hogar o al cuidado y 
educación de los hijos, tiene a su favor la presunción de 
necesitarlos (legislación del estado de Veracruz) (...).”** 


En dicha tesis, se establece que la cónyuge que se 
dedique preponderantemente al cuidado del hogar tiene 
la presunción de necesitar los alimentos, equiparando la 
aportación económica del cónyuge trabajador, a la labor de 
la cónyuge que se dedica al cuidado de los hijos, dándoles 
el mismo valor a un nivel de fijación de la aportación 
alimentaria en relación con los hijos. 

Ante la ausencia de los padres, y de conformidad con 
los artículos 359 y 360 del código civil para el estado de 
Guanajuato, la obligación de dar alimentos recaerá en los 
abuelos, tíos y parientes hasta el cuarto grado. Asimismo, la 


13 Suprema corte de justicia de la nación: Décima época. 2003217. Primera Sala. 
Jurisprudencia. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIX, Abril 
de 2013, Tomo 1. Civil. 1a./J. 6/2013 (10a.) p. 619 
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obligación es recíproca, es decir, quien da alimentos, tiene 
derecho a su vez de pedirlos, de conformidad con el artículo 
355 de la misma ley sustantiva civil. 
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III. Forma de garantizar el derecho a recibir alimentos 


n Guanajuato, llanamente dicho, no es general la 

cultura de pagar alimentos. Al contrario, si se les 

embarga el sueldo, muchos de ellos renuncian a 
sus empleos, cambian sus empresas a nombre de personas 
distintas, se declaran en quiebra y hacen hasta lo imposible 
para incumplir con este deber. Lo anterior, sin importarles 
cómo van a sobrevivir sus dependientes económicos, 
especialmente sus hijos, pues la gran mayoría de juicios de 
pensiones alimenticias que se tramitan en la entidad, son para 
cubrir alimentos de menores de edad. 

El estado mexicano se esfuerza en proteger y garantizar 
jurídica y operativamente el derecho de recibir alimentos 
en sus legislaciones, estableciendo un esquema de quiénes 
están obligados a proporcionar alimentos. Sin embargo, en 
diversos casos resulta insuficiente, dado que, en la práctica, 
nos encontramos con una serie de imposibilidades para hacer 
cumplir este deber por la falta de un mecanismo eficiente. 

Para el caso de incumplimiento de la obligación 
alimentaria, el aseguramiento es la figura jurídica que busca 
se cumpla con el pago de estos, que para el caso de no 
otorgarlos o dejar de hacerlo, se hagan efectivas las garantías 
o los medios contemplados en la ley para exigir su pago de 
manera coactiva, siendo las personas facultadas para exigirlo, 
las siguientes: el acreedor alimentista, quien ejerce la patria 
potestad o el que tenga la guarda y custodia del menor, 
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tutor, hermanos y demás parientes colaterales dentro del 
cuarto grado, personas que tenga bajo su cuidado al acreedor 
alimentista, así como el ministerio público. '* 

Las legislaciones de las diversas entidades federativas 
son similares en sus normas jurídicas en relación a hacer 
cumplir el derecho de recibir alimentos. 

Guanajuato establece para tal efecto: el descuento del 
salario en un porcentaje, cuando el obligado cuenta con un 
trabajo formal por estar incorporado al mercado laboral, 
así como para garantizarlos en caso de incumplimiento con 
embargo de bienes de su propiedad, los cuales se pueden 
gravar, para posteriormente rematarlos, en el supuesto de que 
el obligado a proporcionar alimentos incumpla, con la medida 
decretada o con la sentencia, cubriendo así los adeudos, y de 
esta manera, hacer efectivo el derecho a recibir alimentos. 

También la ley prevé que, en caso de que el deudor 
alimentario no cuente con un salario en el comercio formal, 
sea porque tenga su propio negocio o bien porque por 
cualquier otra causa no puedan demostrarse ingresos fijos, 
la pensión alimenticia será fijada, tomando en cuenta el 
equivalente a por lo menos un salario mínimo. 

Para el supuesto de incumplimiento, se aplican los 
medios de apremio, consistentes en multa de uno a treinta 
días, a razón de una unidad de medida de actualización diaria 
14 Cfr. Camarena Valdez Jorge, Arenas, Valdés Raúl Horacio y Santacruz 

Lima Rafael: Análisis socio- jurídico de los efectos del certificado de deudor 
alimentario ante el Instituto de la Función Registral del Estado de México. En 
revista dilemas contemporáneos: educación, política y valores. En http://www. 
dilemascontemporaneoseducacionpoliticayvalores.com/ Año: VI Número: 2 Artículo 


no.:57 Período: 1ro de enero al 30 de abril del 2019. Consultada el 5 de agosto de 
2022. 
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vigente; y en caso de desacato, se dará vista al ministerio 
público para que inicie una carpeta de investigación por el 
delito a un desacato de mandato de autoridad. 

El código penal para el estado de Guanajuato, en su 
artículo 215, establece el delito de incumplimiento de las 
obligaciones de asistencia familiar, el cual define como el 
dejar de cumplir las obligaciones alimentarias de manera 
injustificada, de manera total o parcial. Asimismo, menciona 
que (...) El perdón procederá sólo cuando se hayan cubierto 
las obligaciones omitidas y se otorgue garantía para su futuro 
cumplimiento hasta cuando menos por un año (...). 

Esta es una forma de presión que, sin lugar a duda, es 
efectiva, dado que en la mayoría de los casos se obliga al 
progenitor deudor a pagar hasta la última cuota adeudada, 
con la finalidad de que el deudor alimentario continúe 
cumpliendo con sus deberes alimentarios de manera puntual. 

La ley de migración, publicada en el diario oficial de la 
federación el 21 de abril de 2016, establece en su artículo 48 
que: 


“(...) La salida de mexicanos y extranjeros del territorio 
nacional podrá realizarse libremente, excepto en los 
siguientes casos: 

e] 

VI. Las personas que, en su carácter de deudoras 
alimentarias, dejen de cumplir con las obligaciones que 
impone la legislación civil en materia de alimentos por 
un período mayor de sesenta días, previa solicitud de 
la autoridad judicial competente, sin perjuicio de las 
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excepciones previstas por la legislación civil aplicable, 
así como de aquellas conductas consideradas como 
delitos por las leyes penales correspondientes. 

Para efectos de esta fracción y tratándose de extranjeros, 
el Instituto definirá su situación migratoria y resolverá 
con base en lo que se establezca en otros ordenamientos 
y en el reglamento de esta Ley (...).”** 


Esta porción normativa ha sido avalada por un criterio 
federal.'* 

En tanto, la Constitución, por su parte, en el artículo 
primero, es clara al establecer que: 


“(...) En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. 


15 Diario Oficial de la Federación, Tomo DCCLI, No. 16, Ciudad de México, 21 de abril 
de 2016, Decreto por el que se adiciona una fracción VI al artículo 48 de la Ley de 
Migración. 


16 Tesis 1?. J.51 (11?*.) Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro 7, 
noviembre 2021, tomo ll, página 84. 
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En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley (...).” 


El artículo cuarto de la constitución federal establece 
que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará 
y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, 
garantizando de manera plena sus derechos. 

Dicha porción normativa establece que 


“(...) Los niños tienen derecho a la satisfacción de 
sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez. Los ascendientes, tutores y custodios tienen la 
obligación de preservar y exigir el cumplimiento de 
estos derechos y principios (...).” 


Hasta aquí, es evidente que los niños y demás deudores 
alimentarios deben gozar plenamente de su derecho de 
recibir alimentos, ya que dicha prerrogativa humana 
viene incorporada y garantizada tanto por la constitución 
federal como por los tratados internacionales, tales como la 
convención interamericana de obligaciones alimentarias, la 
convención sobre la obtención de alimentos en el extranjero, 
así como en el pacto internacional de derechos económicos, 
sociales y culturales; por lo que el registro de deudores 
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alimentarios morosos, viene a ser un medio más para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones alimentarias 
en el territorio de nuestro estado. 
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IV. Registro de deudores alimentarios morosos en el 
derecho comparado 


jurídica, en el derecho comparado, hará entender con más 

claridad lo benéfico que resulta la incorporación de un 
registro de deudores alimentarios morosos en esta entidad 
federativa. Para ello, analizaremos el funcionamiento que 
tiene en los países de Perú, Chile, Argentina, Colombia, 
Uruguay, Estados Unidos y México. 


[ ss: sobre la experiencia y efectividad de dicha figura 


Perú 


Mediante la Ley N.* 28970, el 27 de enero del 2007 se 
creó el registro de deudores alimentarios morosos (REDAM) 
en la república de Perú (Ley n.* 28970. 27 de enero de 2007) 
y el 2 de febrero de 2019, en virtud del derecho supremo N* 
008-2019-JUS, se aprueba el reglamento de la ley que crea el 
registro de deudores alimentarios morosos, siendo el órgano 
de gobierno del poder judicial quien tiene la administración 
de este sistema, el cual está dirigido para aquellas personas 
que adeudan tres cuotas sucesivas de sus obligaciones 
alimentarias. 

Para ello, según el artículo 5.5 de dicho reglamento, el 
registro de cada deudor alimentario moroso deberá contar 
con la siguiente información: nombre y apellidos completos, 
domicilio real, número del documento nacional de identidad 
u otro que haga sus veces, fotografía, cantidad de cuotas 
en mora parcial o total, monto de la obligación pendiente 
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e intereses hasta la fecha de la comunicación, así como los 
datos de identificación de la causa y del juzgado que ordena 
la inscripción.” 

Previo a la inscripción en dicho registro, se le da vista a 
la parte deudora, por el término de tres días, para que acredite 
que ha pagado lo que se le demanda; es decir, se le otorga el 
derecho de audiencia. 

La inscripción o cancelación de la inscripción en el 
registro de deudores alimentarios morosos sólo se produce 
por mandato judicial. El deudor alimentario moroso podrá 
solicitar la cancelación de la inscripción, según el artículo 
6 del citado reglamento, en cualquier momento, con el 
evidente requisito de haber cumplimentado sus obligaciones 
alimentarias. 

En estos casos, el juez resolverá la solicitud de 
levantamiento de la inscripción en un término de tres días 
hábiles. 

La norma, en su artículo 6.4, agrega que, dentro 
de los cinco días hábiles de realizada la cancelación de 
la inscripción, el órgano de gobierno del poder judicial 
deberá comunicar a la superintendencia de banca, seguros 
y administradoras privadas de fondos de pensiones y a las 
centrales de riesgo privadas con las que tenga convenios, para 
que se excluya del listado de deudores alimentarios morosos, 
de donde se colige que los deudores morosos estarán inscritos 
también en las listas de las instituciones anteriormente dichas. 
17 Cfr. Bayona Goicoechea, Martha Paola: el redam y su relación con el derecho 

alimentario beneficio de todos, privilegio de pocos. En Lex revista de la Facultad de 


Derecho y Ciencia Política de la Universidad Alas Peruanas, Vol. 9, N*. 8, 201; p. 
251. 
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El ministerio de trabajo y promoción del empleo, en 
virtud de requerimiento por parte del órgano de gobierno 
del poder judicial, está encargado de remitir información de 
la planilla electrónica que resulte pertinente de los contratos 
laborales vigentes, de las personas inscritas en el REDAM, 
con la finalidad de comunicar a los juzgados correspondientes, 
para que procedan conforme a sus atribuciones, todo ello con 
fundamento en el artículo 9 del reglamento antecitado. 

Esto tiene como finalidad más que evidente, el que el 
juzgado esté al tanto de la situación laboral del deudor, y 
sobre todo, de sus percepciones reales. 

La superintendencia nacional de los registros públicos, 
tiene la obligación de informar al órgano de gobierno del 
poder judicial, así como remitir las listas de transferencias 
de bienes muebles o inmuebles registrables, realizados por 
las personas inscritas en el REDAM, esto según el artículo 
10, con el fin de advertir una posible situación de fraude de 
acreedores, y de ahí, actuar en consecuencia. 

Asimismo, el banco central de reserva del Perú, en 
los casos que las pensiones alimenticias sean abonadas en 
cuentas administradas por dicha entidad, y en virtud de 
pedido del órgano de gobierno del poder judicial, deberá 
remitir el reporte de abonos realizados a las personas inscritas 
en el REDAM, según el artículo 11 del reglamento. 

El órgano de gobierno del poder judicial, al término de 
cada mes, según el artículo 3.4, debe remitir a las entidades 
antedichas, el listado de personas inscritas en el REDAM, 
con el fin de que estas estén enteradas de quién está inscrito, 
y actuar en consecuencia. 
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Por otra parte, en el mismo reglamento, se prevén 
mecanismos que, a nivel de recursos humanos y de 
administración empresarial, tratan de que el deudor moroso 
alimentario se ponga al corriente con sus obligaciones, tales 
como el hecho de que quien pretenda acceder a un puesto 
público, o contratar con el Estado, deberá decir si es deudor 
moroso, y si es el caso, decir cómo desea ponerse al corriente 
de sus obligaciones. No obstante, la oficina gubernamental 
deberá hacer la consulta respectiva en el REDAM, a efecto 
de tener certeza sobre lo dicho por el aspirante. 

A nivel privado, se le informará al trabajador sobre la 
importancia de cumplir con sus obligaciones alimentarias, 
pudiendo escoger cómo se va a realizar el descuento salarial 
para cumplir con su adeudo alimentario. 


Argentina (Provincia de Buenos Aires) 


El registro de deudores alimentarios en Buenos Aires 
fue creado por primera vez por la Ley 269 de fecha once 
de noviembre de 1999,' y esta ley de registro de deudores 
alimentarios morosos, se puede considerar un punto de 
partida para generar una herramienta hacia una efectiva 
obtención del derecho del pago de alimentos. 

Así como en la legislación peruana, se emprenden 
mecanismos legales para forzar al progenitor obligado a que 
cumpla con el pago de la cuota. 


18 Vid in extenso  https://www.buenosaires.gob.ar/justiciayseguridad/registro- 
deudores-alimentarios. Consultada el 5 de agosto de 2022. 
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No obstante, dicha ley fue derogada por la ley 13074, que 
es la vigente en esta materia, reformándose en dos ocasiones, 
en virtud de las leyes 14652 y 15078.'* Complementario a 
esta ley, surge el decreto 340/04, que delimita los alcances de 
la propia ley, llevando a cabo funciones reglamentarias. 

El entramado legal argentino pretende no sólo 
coaccionar al individuo desde un punto de vista puramente 
jurisdiccional, sino que intenta trascender hasta un punto 
tal, en donde la sociedad se torne en una colaboradora del 
acreedor alimentario, para obtener del deudor, los alimentos 
necesarios. Es decir, prácticamente se pone en estado de sitio 
al deudor para que pague. 

Sus funciones, según el artículo 2 de la ley 13074, son: 


“(...) a) Inscribirse en su Registro, dentro de las 
veinticuatro horas de recibido el oficio judicial que así 
lo ordene, los deudores alimentarios declarados tales en 
los Departamentos Judiciales de la Provincia. 

b) Proceder a la inscripción cuando por rogatoria 
llegare la misma solicitud de cualquier otra Provincia o 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

c) Anotar marginalmente en inscripción anterior, el 
oficio judicial por el cual se ordena levantamiento de la 
anotación. 

d) Responder los pedidos de informes según la base de 
datos registrados dentro del plazo de cinco (5) días de 
recibida la solicitud. 


19 Vid in extenso https://normas.gba.gob.ar/ar-b/ley/2003/13074/3780,. Consultada el 
5 de agosto de 2022. 
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e) Promover la incorporación de las instituciones 
privadas al cumplimiento del requisito previo que esta 
Ley establece (...)” 


Ahora bien, los efectos de estar en dicho registro, según 
la ley bonaerense, en su artículo 5, son: 

1. Negar solicitudes de apertura de cuentas corrientes y 
de otorgamiento o renovación de tarjetas de crédito, como 
también cualquier otro tipo de operaciones bancarias o 
bursátiles, 

2. Negar las habilitaciones para la apertura de comercios 
y/o industrias; 

3. Negar concesiones, permisos y/o licitaciones, y 

4. Conceder la solicitud de la licencia de conductor o su 
renovación por cuarenta y cinco días, con la obligación de 
regularizar la situación del deudor dentro de dicho plazo 
para obtener la definitiva. 

Las instituciones deberán solicitar el respectivo informe 
de libre deuda registrada. 

De la misma forma que en Perú, el registro sólo se 
puede dar en virtud de orden judicial, según el artículo 15 
del decreto 340/04 que reglamenta el registro de deudores 
alimentarios morosos. El registro deberá contener: 

a) Apellido y Nombre completos, no admitiéndose 
iniciales. 

b) Domicilio. Si fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 
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c) Número de Libreta de Enrolamiento, libreta Cívica o 
Documento Nacional de Identidad para los argentinos. 
Para los extranjeros residentes en el país, el Número de 
Documento Nacional de Identidad, o en su defecto el 
Número de la Cédula de Identidad, o en su caso el del 
Pasaporte. Para los extranjeros no residentes en el país, el 
Número de Documento que corresponda, según el país de 
su residencia y/o de origen. 

d) Nombre y Apellido de la Madre, si fuere desconocido se 
hará constar esa circunstancia. 

e) Nombre y Apellido del Padre, si fuere desconocido se 
hará constar esa circunstancia. 

f) Estado civil, y en caso de ser casado, nupcias, nombre y 
apellido del cónyuge, si fuere desconocido se hará constar 
esa circunstancia. 

g) Nacionalidad y profesión, si fuere desconocido se hará 
constar esa circunstancia. 

h) Fecha de nacimiento, si fuere desconocido se hará 
constar esa circunstancia. Diferente a lo establecido en 
la legislación peruana, no existe un mecanismo, en estas 
normas, que digan cómo es que el deudor puede salir de 
ese registro, previendo únicamente la prescripción del 
registro, después de 5 años de realizado este. 


Uruguay 


El registro de deudores alimentarios morosos es una 
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tutelar el bienestar de los beneficiarios esto es de los menores 
e incapaces (Ley 17.957). Se encuentra regulado en la Ley 
17.957, para ello se requiere que la madre o el padre deudor 
este obligado a dar una pensión alimenticia a un menor de 21 
años o mayor de 21 años si se trató de una persona incapaz 
que así haya sido designado por resolución Judicial. 

También se requiere que el deudor alimentario tenga un 
atraso de 3 meses en el pago de la pensión alimenticia por 
parte del padre o madre obligada al pago. Las consecuencias 
cuando una persona está en el registro de deudores 
alimentarios morosos es que los bancos, para otorgar una 
tarjeta de crédito antes de autorizarla o cuando quieren sacar 
un préstamo renovación se tiene que consultar si la persona 
está inscrita en el registro de deudores alimentarios, y en caso 
de que este se le niega el préstamo o la tarjeta de crédito. 

De igual forma para contratar a un proveedor, primero 
se revisa que no esté en el registro de deudores alimentarios 
morosos y esto deben hacerlo los organismos estatales, 
entendiéndose por tales como el estado, los gobiernos 
departamentales, los entes autónomos, los servicios 
descentralizados y las personas públicas no estatales. 

El registro dura cinco años salvo si el deudor paga la 
deuda y lo acredita al juzgado. El registro de deudores 
alimentarios es gratuito. 
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Colombia 


El registro de deudores alimentarios fue creado en virtud 
de la ley 2097 de 2021, identificado con la sigla REDAM, que 
viene ser como una especie de buró de crédito (datacrédito, 
en la legislación colombiana) para reportar a quienes no han 
cumplido con sus obligaciones alimentarias. 

Oscar Osuma, Leonardo Perdomo y Sandra Marcela 
Rojas, refieren en su artículo que: 


“(...) La madre o el padre que posea la custodia y el 
cuidado del menor y que ostente que por sentencia 
ejecutoriada o conciliación la fijación de la cuota 
alimentaria y esta haya sido incumplida por 3 veces 
consecutivas, se puede dirigir al Juez de conocimiento 
o a la Comisaría de Familia para solicitar el ingreso 
del deudor moroso de la obligación al REDAM, y este 
deberá notificar dicha solicitud al titular de la obligación 
y en la medida de que no haya pronunciamiento se 
procede a hacer el registro y posterior publicación 
ante las Centrales de Riesgos; este registro tiene 
varias consecuencias de tipo civil y comercial que 
generan coerción para que el deudor cumpla con dicha 
obligación y pueda ser eliminado del Registro (...).”% 


20 Vid in extenso https://hdl.handle.net/10901/20594. Consultado el 3 de agosto de 
2022. 
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Quien puede ordenar la inscripción de un deudor en el 
registro, no sólo es el juez, sino también el * (...) funcionario 
que conoce o conoció del proceso [..] de alimentos (...).”?' 

Es decir, desde el punto de vista legal, la obligación 
puede constar “(...) en título ejecutivo diferente a sentencia 
judicial (...)” en específico, en “(...) acuerdos de conciliación 
de alimentos (...).” 

Por lo que se advierte que, el funcionario conciliador 
puede ordenar también, aparte del juez, la inscripción de un 
deudor moroso en el registro. Quien puede solicitarle al juez 
o al conciliador la orden de inscripción son los acreedores 
alimentarios, los cuales son, según el código civil, en su 
artículo 411: 

a) El cónyuge. 

b) Los descendientes. 

c) Los ascendientes. 

d) El cónyuge inocente, en caso de divorcio o separación 
de cuerpos. 

e) Los hijos naturales, su posteridad y a los nietos 
naturales. 

f) Los Ascendientes Naturales. 

g) Los hijos adoptivos. 

h) Los padres adoptantes. 

1) Los hermanos legítimos. 


21 Congreso de la República de Colombia: Ley Estatutaria 2097 de 2021. En http:// 
www.secretariasenado. gov.co/senado/basedoc/ley_2097_2021.html.. Consultado 


el 3 de agosto de 2022. 


2 


N 


Congreso de la República de Colombia: Ley 84 de 1873. En http://www. 
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil.html+1. Consultado el 3 de 
agosto de 2022. 
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3) El que hizo una donación cuantiosa si no hubiere sido 
rescindida o revocada. 

Las consecuencias de estar el registro de Deudores 
Alimentarios Morosos en Colombia son, según el artículo 6 
de la citada ley, que: 

1. El deudor alimentario moroso solo podrá contratar 
con el Estado una vez se ponga a paz y salvo con sus 
obligaciones alimentarias. Esta inhabilidad también se 
predica del deudor alimentario moroso que actúe como 
representante legal de la persona jurídica que aspira a 
contratar con el Estado. 

2. No se podrá nombrar ni posesionar en cargos públicos ni 
de elección popular a las personas reportadas en el Registro 
de Deudores Alimentarios Morosos, hasta tanto no se 
pongan a paz y salvo con las obligaciones alimentarias. 

Si el deudor alimentario es servidor público al momento de 
su inscripción en el Redam, estará sujeto a la suspensión 
del ejercicio de sus funciones, hasta tanto no se ponga a 
paz y salvo con las obligaciones alimentarias. En todo 
caso, se garantizará al deudor alimentario los derechos de 
defensa y debido proceso. 

3. Cuando el deudor alimentario pretenda perfeccionar 
la enajenación de bienes muebles o inmuebles sujetos a 
registro, la notaría exigirá el certificado del Registro de 
Deudores Alimentarios Morosos. 

4, Cuando el deudor alimentario solicite un crédito o la 
renovación de un crédito ante una entidad bancaria o de 
financiamiento, se exigirá el certificado del Registro de 
Deudores Alimentarios Morosos. 
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5. Impedimento para salir del país y efectuar trámites 
migratorios ante Migración Colombia o la entidad que 
haga sus veces. 

6. No se requerirá la autorización del padre o madre 
inscrito en el Redam para salir del país. 

Asimismo, igual que en la provincia de Buenos Aires, 
Argentina, no existe una forma en concreto de cancelar la 
deuda, como en el Perú. 

El encargado de operar el registro será el ministerio de 
tecnologías de la información y las comunicaciones”, según 
el artículo 2.2.23.5. del decreto 1310 de 26 de julio de 2022. 


Estados Unidos (California) 


Se revisó su sistema de cobro y la forma de asegurarlos, 
así como el tratamiento que le dan a su incumplimiento y las 
formas que tienen de localizar a los deudores morosos y las 
penas que les imponen. 

Cuenta con oficinas de manutención de menores child 
support” para gestionar las pensiones alimenticias en materia 
de niños, niñas y adolescentes, que son las oficinas auxiliares 
en el cobro de pensiones alimenticias ya sea por qué exista 
una orden de carácter judicial o por qué se desea iniciar el 


23 Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones: Decreto 1310 de 
26 de julio de 2022. En https: //mintic.gov.co/portal/715/articles-238270_recurso_1. 
pdf. Consultado el 3 de agosto de 2022. 


24 Vid in extenso https://www.cdss.ca.gov/lettersnotices/entres/getinfo/acl/2014/14- 
75.pdf. Consultado el 5 de agosto de 2022. 
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trámite para obtener una pensión y lograr el aseguramiento 
de una pensión alimenticia para los hijos o bien si se desea 
obtener asesoría legal. 

Los trámites pueden hacerse en forma personal 
acudiendo a las oficinas que se encuentren más cercanas al 
domicilio del acreedor alimenticio o bien también se pueden 
realizar vía internet, pues estas dependencias cuentan con 
sitios web que proporcionan información general sobre 
cuál es el proceso, los pasos, documentación y requisitos 
necesarios para realizar el trámite para la obtención de una 
pensión y en caso de que se desconozca el paradero del 
deudor se pueden proporcionar los datos tales como nombre 
completo, descripción y de ser posible una fotografía, para 
que esta información sea alimentada a las agencias de child 
support para lograr la localización del deudor. 

Existe el programa denominado California parent 
locator service (CPLS) que autoriza a agencias para buscar y 
localizar a los deudores así como investigar los ingresos de los 
deudores para que se puedan ejercitar las acciones siguientes: 
Localización de padres, investigación de paternidad, 
modificación o ejecución de pensiones alimenticias 
modificación o ejecución para coberturas para aseguranzas en 
materia de salud, quienes se encargan de dar seguimiento a 
cada uno de los casos que le son asignados, dando atención 
a ambos padres para asegurar el cumplimiento de la pensión. 

Se cuenta con portales de internet con un enlace para 
que los patrones puedan dar de alta y proporcionar los 
nombres de nuevos trabajadores, proporcionar sus ingresos y 
cualquier ingreso extra como bonos, comisiones, vacaciones, 
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ahorros o liquidaciones entre otras, esta información puede 
ser proporcionada a través del portal, por correo electrónico o 
vía telefónica. 

Por este medio el patrón también podrá dar de baja e 
informar de aquellos trabajadores que han dejado de laborar 
en su empresa. Los Patrones juegan un papel muy importante 
en el tema de captación de las pensiones alimenticias pues el 
70% de la recaudación de pensiones alimenticias se hacen a 
través de descuentos vía nómina. 

Sanciones para deudores alimentarios morosos. además, 
el hecho de dejar de pagar la pensión alimenticia puede 
traer consecuencias del orden civil y penal que pueden 
variar de Estado a Estado y que se dan a través de un juicio 
y mediante una orden judicial entre los cuales se encuentran 
los siguientes: Embargo (garnirshment) de parte de la nómina 
(payroll) y dicha cantidad se le entregara al padre o madre 
que convive con el menor. Embargo de parte de lo que cobra 
por desempleo, Embargo de las cuentas bancarias. Embargo 
de la cantidad de devolución que se obtiene del gobierno 
federal o del estado por concepto de devolución de impuestos 
(tax returns); multas que pueden ser fijadas por la agencia 
Estatal que se ocupa de pensión de alimentos y que convierte 
la deuda en una cantidad mucho mayor a la adeudada 
originalmente por concepto de pensión. pena corporal, 
esto es cárcel, decretada por un tribunal por desacato a las 
órdenes de la corte (contempt), expulsión del ejército en el 
caso de militares, notificación al buró de crédito, expulsión 
del ejército, en el caso de militares, suspensión de la licencia 
de manejo, anulación del pasaporte estadounidense o no 
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entrega del mismo cuando sea solicitado (cuando la deuda 
sea superior a $2,500 dólares). En casos migratorios la no 
obtención de beneficios, pena de cárcel los padres que se 
mudan a otro Estado para evadir su obligación.” 


México (Estado de México) 


Eduardo Gómez Oliva establece en su artículo “El 
registro de deudores alimentarios morosos: Sus efectos y 
eficacia en el sistema jurídico mexicano” que 


“(... ) En 2011 apareció por primera vez en el sistema 
jurídico mexicano el Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos, por efectos del decreto de reforma que se hizo al 
Código Civil para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México. 
Su implementación constituye un nuevo mecanismo jurídico 
para el aseguramiento en el cumplimiento del pago de la 
obligación alimentaria (...). 


Refiere Jorge Valdés Camarena,” en cuyo análisis 
se basa este examen, que el artículo 5.43 del código de 
procedimientos civiles para el estado de México, señala que 
el Juez que conozca de un juicio en materia alimentaria, se 
25 Cfr. Rodriguez María: Castigos civiles, penales y migratorios por no pagar. En 


https: //www.thoughtco.  com/cuando-no-pagar-la-pension-de-alimentos1965504. 
Consultado 9 de mayo de 2019. 


26 Gómez Oliva, Eduardo: El registro de deudores alimentarios morosos. Sus efectos 
y eficacia en el sistema jurídico mexicano. En Diké revista de investigación en 
derecho, criminología y consultoría jurídica. N*. 26, 2019; p. 87. 


27 Cfr. Valdés Camarena, Jorge: Análisis socio-jurídico de los efectos de certificado de 
deudor alimentario ante el Instituto de la Función Registral del Estado de México. 
Universidad Autónoma del Estado de México. 2019; pp. 14 y 15. 
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determinará en el auto que admita la demanda -si es que se 
acredita la prestación reclamada-, de manera provisional, el 
monto de la pensión alimenticia que se reclama, mandando 
se lleven a cabo los descuentos a que haya lugar, girando 
oficios al lugar donde trabaje el deudor, así como al instituto 
de la función registral del Estado de México (IFREM); a los 
institutos de seguridad social o a la SHCP a efecto de que 
informen al juzgado sobre percepciones y/o bienes con que 
pueda contar el deudor alimentario. 

La orden de descuento, así como cualquier informe, 
de conformidad con el artículo citado de la legislación foral 
civil, se deben acatar de manera inmediata, por parte del 
centro de trabajo donde labore el deudor; y para el caso de no 
hacerlo, se le tendrá como responsable solidario del deudor 
alimentario. Además de lo anterior, al patrón que incumpla 
con esa obligación legal, se le impondrá como sanción su 
inscripción en el registro de deudores alimentarios morosos; 
independientemente de la multa correspondiente por no 
acatar el mandamiento jurisdiccional. 

Todo ello, con la finalidad de forzar a los centros de 
trabajo a que colaboren, desde un punto de vista social, con 
el pago de los alimentos. 

Además, cuando no se puedan corroborar los ingresos 
del deudor alimentario, y atendiendo a la particularidad del 
caso, la obligación de dar alimentos deberá ser fijada en 
unidades de medida y actualización, sin que esta pueda ser 
inferior a una unidad. 
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El propio artículo 5.43 establece, como última medida 
de cobro del adeudo alimentario, que “(...) se ordenará 
requerir al deudor alimentario sobre el pago inmediato de 
dicha pensión provisional, embargando, en su caso, bienes de 
su propiedad que garanticen su cumplimiento (...).” 

Por su parte, el artículo 5.64 del código de 
procedimientos civiles mexiquense, dictamina que cuando se 
dicte sentencia en la que se condene al pago de la obligación 
alimentaria; de manera simultánea, se ordene la inscripción 
en el registro, haciéndole saber al deudor los alcances y 
efectos de dicha inscripción para el caso en que incumpla con 
sus Obligaciones. 
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V. Registro de deudores alimentarios morosos en el estado 
de Guanajuato 


na vez que se ha definido el concepto de alimentos, 
| quienes son los obligados y a quienes corresponde 
este derecho, así como lo que ha definido el derecho 
comparado respecto al registro de deudores alimentarios 


morosos, se procederá al análisis de esta figura jurídica con 
la finalidad de conocer su funcionamiento y sus efectos. 


Análisis del registro de deudores alimentarios morosos 


El obligado a dar alimentos cumple con su deber de la 
forma establecida en el artículo 357 del código civil para el 
estado de Guanajuato. 

Los alimentos los fija el juez desde la presentación de 
la demanda de medida cautelar (art. 402 y 847-A del código 
civil del estado) o en sentencia (art. 849 del código civil del 
estado); también las partes pueden convenirlos ante el Juez o 
en el centro estatal de justicia alternativa (art. 831 del código 
civil del estado). 

Mediante reforma al código civil, se adicionaron al 
artículo 363 los párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto y 
sexto y artículo 363-A, publicada el 19 de julio de 2021 en 
el periódico oficial de gobierno del estado, en virtud de la 
cual, se creó el registro de deudores alimentarios morosos, 
cuyo objeto es garantizar el cumplimiento de las obligaciones 
alimentarias, como mecanismo de control al incumplimiento; 
ya que una problemática real que rebasa la normativa 
vigente, es el relativo al incumplimiento de las pensiones 
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alimenticias, bien las que tienen un origen de cumplimiento 
voluntario, bien las que son decretadas en los juicios de 
naturaleza familiar, en donde la obligación se pretende 
hacer exigible al deudor, con la concebida ineficacia de los 
medios de apremio, o lo inviable de las medidas de embargos 
provisionales y/o definitivos sobre bienes propiedad de los 
deudores alimentistas. 

Es decir, que, en muchas de las ocasiones, como lo 
señaló la diputada Martha Delgado Zárate, al presentar la 
iniciativa de reforma, 


“(...) la efectividad del derecho fundamental de un 
acreedor alimentario a recibir sus “alimentos” depende 
enteramente de la actitud que asuma el deudor fuera o 
dentro de un proceso familiar, lo cual, hace depender la 
exigencia y efectividad del derecho a recibir alimentos 
a que el deudor quiera o no cumplir con él, situación 
simple y sencillamente inaceptable (...).”2 


En la iniciativa de ley, se establece que 


“(...) hoy, cuando en un juicio se demanda el 
cumplimiento del pago de una pensión alimentaria, 
dicha prestación puede tener cierto grado de efectividad 
cuando el deudor alimentista es un asalariado, es decir, 
que por su trabajo, percibe un ingreso fijo determinado 
el cual permite se establezca la medida de aseguramiento 


28 Vid in extenso https://www.claroscuronoticias.com/articulo/presenta-pan-iniciativa- 
para-proteger-derecho-a-recibir-alimentos-11542/. Consultado el 4 de agosto de 
2022. 
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de un porcentaje de los prestaciones salariales; sin 
embargo, eso no ocurre cuando el deudor alimentario 
no tiene ingresos comprobables, o bien, los que dice 
tener, siempre son menores a la realidad percibida desde 
el nivel de vida de los deudores alimentarios, por lo 
que se dificulta la fijación del quantum de la pensión 
alimentaria. 

Por otra parte, es una constante en la vida real y diaria de 
las mujeres, amas de casa, cuya dependencia económica 
del esposo, concubino o pareja es absoluta o un gran 
porcentaje. 

Estos roles asignados (desde una perspectiva de género) 
coloca a las mujeres en un plano de desigualdad 
económica frente a su pareja, y es causa de relaciones 
asimétricas de poder que sitúan a la mujer y a los hijos 
e hijas en relaciones subordinadas, lo que conlleva la 
perpetuación de la violencia familiar en su modalidad 
económica. 

Por ello, proponemos la creación de un registro estatal 
de deudores alimentarios, mismo que tendría por objeto 
ser una herramienta más con la que se pretende hacer 
efectivo el derecho de los acreedores alimentarios. 
Así lo refirió la exposición de motivos y que sirvió de 
fundamento a la iniciativa de ley (...). 
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29 Exposición de motivos del Registro de Deudores Alimentarios Morosos, presentada 
por el GPPAN. En https://congresogto.s3.amazonaws.com/uploads/orden_archivo/ 
archivo/18028/04_ Iniciativa_ registro_de_deudores_alimentistas_del_GPPAN. 


pdf. Consultado el 4 de agosto de 2022. 


(to) 
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Sentado lo anterior, es necesario analizar esta 
novedosa figura jurídica, ello con la finalidad de conocer su 
funcionamiento y sus efectos: 


+ El registro de deudores alimentarios morosos es una 
institución de carácter administrativo,* que se encuentra 
a cargo de la dirección general de registros públicos de la 
propiedad y notarías, teniendo adscritas las oficinas del 
registro público de la propiedad. 

+ El registro público es definido en el considerando que 
estatuye su reglamento como “(...) una institución de la 
Secretaría de Gobierno, que tiene como fin dar publicidad 
a los actos que conforme a la ley lo requieran para surtir 
efectos contra terceros, en los términos que establezca 
este reglamento y sus lineamientos (...).” 

+ Asimismo, en el artículo 2 del reglamento del registro 
público de la propiedad se establece que “(...) en cada 
cabecera de partido judicial habrá una oficina de registro 
público de la Propiedad (...).” 

e La dirección general de registros públicos de la propiedad 
y notarías no cuenta con un registro de inmuebles a nivel 
estatal, pues no obstante que las oficinas registrales están 
adscritas a ella, cada uno inscribe los inmuebles que 
corresponden a su circunscripción. 
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30 Camarena, Jorge Valdés; Valdés, Arenas; Lima, Rafael Santacruz: Socio-legal 
analysis of the effects of the food debtor certificate before the Institute ofthe Registry 
Function of the State of Mexico. Dilemas Contemporáneos: Educación, Política y 
Valore. vol. 6, no 2. 2019; passim. 
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Por lo tanto, para conocer los inmuebles con que cuente 
un deudor alimentario, será necesario acudir a cada cabecera 
de partido judicial para obtener la información solicitada por 
el juez. 


Declaratoria de deudor alimentario moroso 


Es importante definir a quiénes se les considera deudor 
alimentario moroso, con la finalidad de poder entender el 
procedimiento para realizar tal declaración. 


Concepto de deudor alimentario moroso 


Se puede definir como el obligado, en virtud de medidas 
provisionales, sentencia o convenios judiciales, que incumple 
con la pensión o la ministración de alimentos sin causa 
justificada por un período de noventa días y que haya sido 
declarado así por el juez. 

De lo anterior se colige que, para realizar la declaratoria 
de deudor alimentario moroso, es necesario que se haya 
decretado una medida cautelar, o que exista una sentencia o 
un convenio elevado a la categoría de cosa juzgada, en el que 
se establezca el monto determinado de la pensión alimenticia, 
y que estas estén incumplidas sin causa justificada por un 
período de noventa días, razón por la cual, y garantizando 
el derecho de audiencia de la contraparte, será necesario 
que, una vez presentada la solicitud o bien, si el juzgador o 
juzgadora lo determina de oficio en algunos casos, se dará 
vista al deudor alimentario por el término de tres días para 
que alegue lo que a su derecho convenga. 
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Hecho lo anterior, el operador jurídico debe analizar: 
1. Si el incumplimiento se dio por causa justificada. 
2. Que el incumplimiento no abarca la temporalidad de 90 
días que prevé la norma. 
3. Que no se ha dado el incumplimiento que se imputa, 
acreditándolo en virtud de prueba documental. 

Bajo ese prisma, no procederá fijar la declaratoria. 

Ahora bien, para el caso de no actualizarse ninguno 
de los escenarios anteriores, el juez dictará resolución 
debidamente fundada y motivada, haciendo declaración 
formal de deudor alimentario moroso, ordenando su 
inscripción a la dirección general de registros públicos de la 
propiedad y notarías. La declaratoria deberá especificar el 
nombre completo del deudor y su clave única de registro de 
población, con el fin de evitar homonimias. 

En nuestra legislación, el único facultado para ordenar 
la inscripción o la cancelación en el registro de deudores 
alimentarios es el órgano jurisdiccional que haya decretado 
la medida, emitido la sentencia, sancionado el convenio, o 
bien, el competente para conocer sobre la ejecución de un 
convenio elevado a la categoría de cosa juzgada por el centro 
estatal de justicia alternativa. 

Esta inscripción se materializará a través de una 
plataforma, que sólo será utilizada por los jueces del poder 
judicial y por la dirección general de registros públicos de la 
propiedad y notarías. 

Es de resaltar que, en las legislaciones de los Estados 
de Oaxaca, Jalisco, Estado de México, Sinaloa y Ciudad de 
México, el encargado de llevar el registro de los deudores 
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alimentarios morosos es el registro civil, quien además en el 
caso de la legislación de Oaxaca, cuenta con una plataforma 
digital o portal electrónico. 


Inscripción en el registro de deudores 
alimentarios morosos 


La dirección general de registros públicos de la 
propiedad y notarías hará la inscripción en el registro de 
deudores alimentarios, previa orden jurisdiccional. 

Como ya se hizo referencia la dirección general de 
registros públicos de la propiedad y notarías y las oficinas del 
registro civil solo cuentan con registro de inmuebles, mas no 
de personas. 

En consecuencia, este registro de deudores morosos 
es de bienes inmuebles a diferencia de las demás entidades 
federativas que su registro es de personas. 

El registro público de la propiedad deberá verificar el 
sistema de folios reales a efecto de constatar en los casos 
en que el deudor alimentario pretenda transmitir, modificar, 
gravar, limitar o extinguir la propiedad de bienes raíces o 
cualquier derecho real, para informar al juez con el objeto de 
que resuelva lo que a su derecho corresponda y, en tanto no 
se decida, no podrá realizarse la inscripción. 

La inscripción se hará en el inmueble propiedad del 
deudor, para lo cual la dirección general de registros públicos 
de la propiedad y notarías, tendrá que solicitar a las oficinas 
registrales, le informen la situación del inmueble, ello con la 
finalidad de que estos se inmovilicen, pues esa institución no 
cuenta con registro estatal de inmuebles. 
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Lo mismo debe acontecer si el operador jurídico, le 
solicita informe si el padre o madre deudor moroso cuenta 
con algún inmueble registrado. 

Resaltando que la norma no menciona la palabra 
inmovilización, sin embargo, se deduce que se trata de 
esta figura jurídica, pues al realizar la inscripción en los 
inmuebles, es motivo para impedir que se transmitan, 
modifiquen, graven, limiten o extingan la propiedad de 
bienes raíces o cualquier derecho real, hasta en tanto el o la 
juzgadora autoricen o lo nieguen. 

La problemática que se puede suscitar es que el 
inmueble esté gravado, o se haya enajenado antes de que se 
realice la declaratoria de deudor alimentario moroso, entonces 
que pasara con los terceros de buena fe que adquieren el 
inmueble, cuando aún no se había realizado la declaratoria de 
deudor moroso o bien ignoraban que estaba inmovilizado por 
deuda alimentaria. Tomando en consideración que el registro 
de deudores alimentarios morosos, no cuenta con efectos 
publicitarios. 

Otra problemática serán las homonimias, pues los únicos 
requisitos para inscribir el inmueble son: nombre, CURP y 
opcional REC, por lo que consideramos que será difícil saber, 
si efectivamente los inmuebles son propiedad del deudor de 
la cuota de alimentos, tomando en consideración que en las 
escrituras públicas no siempre obran estos datos aunados a 
que algunos notarios públicos en muchas ocasiones omiten 
asentar generales, haciendo referencia que son de su 
conocimiento personal. 
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La norma señala que los deudores alimentarios podrán 
solicitar constancias sobre la situación de los inmuebles en 
cuanto a que no existen inscripciones o anotaciones relativas 
a la inscripción del deudor alimentario en el sistema de folios 
reales y el registro deberá entregarlas al interesado. De lo 
anterior se colige que esta información es privada. 

Tal parece que esta información no podrá ser comunicada 
al notario público o a cualquier persona que solicite un 
certificado de gravamen, en atención a que la propia porción 
normativa refiere que estos datos se darán a conocer sólo en 
el supuesto de que el progenitor deudor moroso pretenda 
transmitir, modificar, gravar, limitar, extinguir la propiedad 
de bienes inmuebles o cualquier derecho real y de lo cual 
solicitara al juzgador para que determine si se autoriza o no 
la transmisión de la propiedad. 

Otra de las interrogantes a resolver es, si un deudor 
alimentario moroso tiene diversos inmuebles, deberán 
inmovilizarse todos o solo algunos, al respecto el legislador 
deja una laguna al no prever específicamente esta situación. 

En primer lugar, debe decirse que los supuestos que 
se presenten expondrán al tribunal la cantidad adeudada 
tomando como base el adeudo, lo convenido, lo sentenciado 
o lo decretado en medida y podría ser que se inscriba 
únicamente uno o algunos que garanticen el adeudo. 

Pero, si partimos de que la finalidad de registrar a un 
deudor alimentario moroso es una forma de coaccionar el 
cumplimiento de su obligación, tomando como base que los 
alimentos son de orden público e interés social y además que 
es un derecho humano, lo correcto será que se analice cada 
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caso concreto, en atención a que no se trata de un gravamen, 
sino de una forma de hacer presión para que se cumpla con 
la obligación de ministrar alimentos, mismos que son vitales 
para la sobrevivencia de un ser humano que no puede hacerlo 
por sí mismos.*' 


Procedimiento para inscripción en el registro 


El Juez, sea civil ——pues aún existen asuntos de 
alimentos que se ventilan en estos tribunales— o bien, el 
especializado en materia familiar son los facultados para 
ordenar al registro público de la propiedad a efecto de que se 
anote, en el sistema de folios reales sobre aquellos bienes de 
los cuales sea titular el deudor moroso. 

Al respecto debe decirse que el procedimiento para 
realizar el registro de deudores alimentarios morosos se 
realiza a través de una plataforma que será utilizada por el 
poder judicial del estado y la dirección del registro público de 
la propiedad, mediante esta plataforma se realizará la gestión 
de inscripción de las órdenes judiciales relativas al deudor 
alimentario moroso. 

Existen 24 oficinas del registro público de la propiedad 
en donde se puede inscribir cualquier solicitud que gire la 
autoridad competente, pero, esto se realizará por conducto 
de la dirección del registro público de la propiedad y 
notarias, en esta plataforma podrá inscribir la declaratoria 


31 Cfr. De la Mata, Pizaña Roberto Felipe y Garzón, Jiménez Roberto: Derecho 
Familiar. Porrúa. México 2020; p. 64. 
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judicial del deudor alimentario moroso, las rectificaciones 
que eventualmente se requieran sobre la inscripción; y la 
cancelación de la inscripción de deudor alimentario moroso. 

Este sistema informático está operando desde el pasado 
23 de abril de la anualidad que transcurre,*? existiendo 3 
inscripciones en el registro de deudores alimentarios morosos 
a la fecha de la elaboración del presente artículo. 

El registro público de la propiedad deberá verificar 
los folios a fin de revisar y confirmar, en los casos en que 
un deudor de alimentos pretenda transmitir, modificar, 
gravar, limitar, extinguir la propiedad de bienes inmuebles o 
cualquier derecho real, con el objeto de informar al juez para 
que resuelva lo que corresponda a su derecho y, mientras no 
se resuelva, no se podrá realizar ninguna acción que afecte el 
inmueble o inmuebles. 

El juzgador, desde luego no podrá permitir que un 
inmueble se transmita, modifique, grave o extinga el dominio 
del bien o de cualquier derecho real sobre el mismo hasta en 
tanto no se haya cubierto el adeudo de los alimentos. 


Cancelación del registro 


El deudor alimentario declarado judicialmente como 
moroso, que acredite con posterioridad ante la misma 
autoridad que realizó la citada declaratoria, que han sido 
pagados en su totalidad los adeudos, podrá solicitar a dicha 


32 Cfr. Periódico el bajío: Formalizan el registro de deudores alimentarios. En https:// 
elbajio.mx/formalizan-el-registro-de-deudores-alimentarios/. Consultado el 1 de 
julio de 2022. 
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autoridad la cancelación de la inscripción, para decretar 
la cancelación será necesario que se de vista al acreedor 
alimentario, garantizando así su derecho de audiencia. 

El juez, en los casos que proceda, cancelará las 
inscripciones a que se refiere este artículo. No establece si la 
cancelación generara costo alguno, pues en el caso del Estado 
de Oaxaca donde su legislación establece que la inscripción, 
no genera costo, pero la cancelación sí. 

Otras legislaciones de la república mexicana prevén 
que, para cancelar el registro, no solo deben acreditar el 
pago adeudado sino también garantizar que continuara 
cumpliendo. 

Los deudores alimentarios podrán solicitar constancias 
sobre la situación de los inmuebles en cuanto a que no 
existen inscripciones o anotaciones relativas a la inscripción 
del deudor alimentario en el sistema de folios reales, y el 
Registro deberá entregarlas al interesado. 


Efectos del REDAM 


La dirección general de registros públicos de la 
propiedad y notarías para efectos del artículo anterior, 
deberá inscribir la declaratoria de deudor alimentario en los 
inmuebles, en que éste sea propietario. 

El registro público de la propiedad deberá verificar 
los folios a fin de revisar y confirmar, en los casos en que 
un deudor de alimentos pretenda transmitir, modificar, 
gravar, limitar, extinguir la propiedad de bienes inmuebles o 
cualquier derecho real, con el objeto de informar al juez para 
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que resuelva lo que corresponda a su derecho y, mientras no 
se resuelva, no se podrá realizar ninguna acción que afecte el 
inmueble o inmuebles. 

El juzgador, desde luego no podrá permitir que un 
inmueble se transmita, modifique, grave o extinga el dominio 
del bien o de cualquier derecho real sobre el mismo hasta en 
tanto no se haya cubierto el adeudo de los alimentos. 

Se inscribirá en dicho registro, a petición de la autoridad 
judicial competente, la demanda de pago de pensión 
alimenticia, la medida provisional del pago de pensión o la 
sentencia dictada especificando el monto adeudado. 

Por supuesto el derecho de recibir alimentos no debe 
pervertirse dejando en la ruina económica al obligado al pago 
de alimentos; por lo que el registro de inmuebles siempre 
deberá ser el necesario para cubrir el monto de lo adeudado. 
No más, pero tampoco menos. 

Piénsese hipotéticamente en el caso de un deudor 
alimentario que tiene varias propiedades y basta una para 
satisfacer su obligación. Entonces el registro de bienes no 
debe ser de todo lo que posee y, una postura en contrario, 
implicaría torcer la finalidad para lo que se creó esta 
institución. 
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Conclusión 


l registro de los deudores alimentarios. Concepto. 

Obligados. Funcionamiento y efectos. 

El registro de deudores alimentarios morosos es el 
listado de personas que han incumplido con sus obligaciones 
alimentarias y jurisdiccionalmente así se les ha calificado. 

Queda entendido entonces que el deudor alimentario 
moroso tiene en su contra decretada una medida provisional 
o una sentencia o un convenio incumplido y además hayan 
trascurrido noventa días. 

Las anotaciones en el registro de deudores alimentarios 
moroso, así como la cancelación, sólo podrán hacerse por 
orden judicial que aluda a la existencia previa de un juicio 
alimentario y que haya realizado la formal declaratoria. 

La anotación de deudor alimentario sólo se hace en el 
inmueble, dado que el registro público de la propiedad no 
cuenta con registro de personas. Sin que el citado registro 
tenga efectos publicitarios. 

Los efectos del registro de deudores alimentarios 
morosos materialmente implican la inmovilización de los 
inmuebles y en caso de que sean varios se atenderá al monto 
de lo adeudado y las circunstancias del caso. 

Ciertamente el registro de deudores alimentarios 
morosos es un avance en el derecho de familia al ser una 
herramienta suficiente y eficiente para legalmente coaccionar 
al cumplimiento de la ley, de la concreta obligación 
alimentaria. 
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Propuesta de mejora 


Atento a lo analizado es pertinente que el registro de 
deudores alimentarios morosos sea un mecanismo de control 
del incumplimiento de las obligaciones alimentarias para que 
de esta manera responda a la preocupación social, generada 
en las familias guanajuatenses, esto es, se tome como 
antecedente el derecho comparado y que el mismo tenga 
otras atribuciones, como que se le dote de publicidad para 
que diferentes instituciones, colaboren a garantizar de una 
forma coactiva el derecho humano a recibir alimentos de la 
siguiente manera: 


1.- Que el registro de deudores alimentarios morosos, 
quede a cargo del registro civil, quien lleve un listado de 
los padres deudores morosos y de los empleadores que 
incumplan con la orden del juez de retener los descuentos 
salariales y pueda celebrar convenios con instituciones 
públicas y privadas. 

2.- Que el registro de deudores alimentarios morosos se le 
dote de publicidad. 3.- Se les inscriban automáticamente al 
buró de crédito. 

4.- No se les otorguen créditos, o bien, si se otorgan se 
retenga el adeudo de pensión alimenticia y se entregue 
directamente al acreedor alimentario. 

5.- Se prohíba la salida del país. 

6.- En la devolución de impuestos, estos se destinen al 
pago de alimentos devengados. 

7.- No se otorguen permisos, licencias para apertura de un 
negocio. 
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8.- Los patrones se conviertan en terceros solidarios para 
la exigencia de la obligación alimentaria, para lo cual, cada 
mes se enviará una lista de los deudores morosos, de forma 
que sí uno de sus trabajadores se localiza en la misma, de 
manera inmediata proceda a retener el salario. 

9.- Impedimento para contraer matrimonio y para adoptar. 
10.- Que la inmovilización de inmuebles sea un gravamen 
con preferencia, para hacer efectivo el derecho de recibir 
alimentos. 
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La actuación oficiosa del juzgador en materia 
familiar. Una opinión 


Juez Mtra. Martha Georgina Robledo Ascencio 


be ( pres debe haber una actuación de oficio en un 
, proceso familiar? ¿Es una apreciación solamente 
subjetiva?. 

El tema de la actuación de oficio en la práctica resulta 
polémico. Es fácil de decir, pero difícil de aplicar, y puede 
implicar que el juez de primera instancia, el magistrado, y el 
juez de control constitucional tengan opiniones diferentes, 
todas basándose en argumentos tuitivos: creo que es necesario 
o no lo creo en este caso. 

Definitivamente, la decisión se toma con el caudal de 
conocimientos y experiencias que tiene cada juzgador, las 
que mayormente no son homogéneas, produciendo en la 
realidad una torre de Babel jurídica. 

Lo anterior hace necesario cuando menos, tener una 
pauta que controle la alta subjetividad a la que puede 
reconducir este tema, y que dicha volubilidad de opiniones, 
al final de cuentas, no termine por perjudicar a quienes se 
pretende custodiar. 
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Así que, de inicio debe considerarse, a manera de 
presunción, que en todo enjuiciamiento familiar, por lo 
delicado y trascedente de la célula básica de la sociedad, hay 
un potencial riesgo para los justiciables; por lo que se deben 
hacer, al menos 2 preguntas: ¿Qué riesgos de los miembros 
de la familia se involucran? y ¿los postulantes promovieron 
lo necesario para la protección de los riesgos que se advierten 
en el caso? 

El resultado de la primera pregunta implica listar los 
riesgos potenciales, y la segunda, analizar la idoneidad como 
pertinencia de la medida de protección incoada. Ambas 
respuestas condicionarán si debe existir una actuación 
oficiosa del juez, es decir, que actúe reuniendo pruebas para 
mejor proveer, decretar una medida de protección, etc, etc. 

Cierto es que es un examen ligero, apenas un escarceo, 
pero también cierto es, que implica un principio para 
controlar la desmedida subjetividad que se traduce en una 
mala praxis jurisdiccional. 


La importancia de la célula básica de la sociedad: La 
familia 


La familia, como núcleo y base de la sociedad, es de 
suma importancia para el Estado, a fin de que se mantenga 
en equilibrio; de ahí que el derecho familiar esté en constante 
cambio, con el objetivo de actualizarse conforme a las 
condiciones de la época. 


256 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El derecho de familia se encuentra en transformación, 
especialmente a raíz de la incorporación del derecho 
internacional de los derechos humanos, y de un desarrollo 
jurisprudencial que permea al derecho que regula las 
relaciones familiares. 

Es una rama que regula la creación y disolución de 
las relaciones jurídicas familiares, determinando además 
las facultades y responsabilidades legales derivadas de la 
situación familiar. Esto significa, que el derecho de familia 
decide quién cuenta como miembro legal de la familia y 
quién no, cómo se inician y terminan las relaciones jurídicas 
familiares, y qué significa (legalmente) ser un miembro de la 
familia.' 

En los conflictos familiares, la mayoría de las veces 
se involucran derechos de niñas, niños y adolescentes, 
siendo necesario, al constituir un grupo en condiciones de 
vulnerabilidad por su edad, y a fin de que sus derechos no 
se vean afectados, sino por el contrario, que en toda decisión 
jurisdiccional impere su beneficio, que el juzgador actúe de 
manera oficiosa para la protección de sus derechos, lo que 
permite así el ejercicio pleno de los mismos por la infancia y 
adolescencia. 

Es bien sabido que, para la toma de decisiones, el 
juzgador siempre debe atender al principio del interés 
superior de la niñez, lo que no se podría hacer si se dejara 
en manos de los adultos, ya sea sus mismos progenitores u 
otros miembros de la familia, las facultades para ejercerlos, 


1 Propuesta de definición de Jill Hasday que desarrolla en Hasday J.E.: Family Law 
Reimagined. Cambridge, Hardvard University Press. 2014. Vid in extenso. 
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ya que en ocasiones, los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes se contraponen con los derechos de los adultos; 
principalmente los padres. 

En casos de protección a la infancia y adolescencia, la 
actuación del juzgador para protegerla, no debe estar sujeta 
a la voluntad de otra persona, ni siquiera a la de los adultos 
afectados, sino que debe ir acorde a las reglas de acción 
descritas en el el artículo 30. de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, para que desde las primeras diligencias, 
el hacer del juez o jueza se norme exclusivamente por el 
principio del interés superior de la niñez, de acuerdo a lo 
establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en sus artículos 1%. y 4”. y la Convención sobre 
los Derechos del Niño. 

En los juicios familiares, las emociones de los padres de 
los menores de edad afectan sus decisiones, surgiendo a partir 
de ahí la dificultad para que los acuerdos que se toman sobre 
los derechos de los hijos, logren la protección y garantía de 
sus derechos; teniendo el juzgador qué supeditar su actuación 
a la objetividad e imparcialidad, priorizando el interés 
superior de la niñez, y teniendo el deber de actuar para que 
sus decisiones no los afecten; eso si se habla de un convenio 
elaborado por las partes que resuelva la controversia, y que 
previamente debe ser sancionado por el juzgador, resultando 
lo mismo cuando el conflicto se dirime en la sentencia que 
dicta el propio juez. 

Cada decisión que toma el juzgador en los conflictos 
familiares, impacta en el destino de una niña, niño o 
adolescente; de ahí lo delicado de la toma de decisiones, 
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donde cada actuación debe realizarse no únicamente a 
instancia de parte, sino por el deber que tiene el juez de la 
aplicación del principio del interés superior de la niñez, 
que le impone velar por los derechos de quienes no pueden 
actuar por sí mismos, sino siendo representados de manera 
originaria por sus padres, o en ocasiones con la intervención 
de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes, quien actúa en coadyuvancia para garantizar 
su interés superior, y que en los casos de conflicto de 
intereses entre quienes ejercen la representación originaria y 
los representados menores de edad, o por una representación 
deficiente o dolosa, dicha representación se suple por la 
Procuraduría, conforme lo establece el artículo 3 del Código 
Procesal Civil del Estado. 

En este tipo de procesos, además del deber que tiene 
el juzgador de la suplencia de la deficiencia de la queja 
que establece el artículo 796 del Código Procesal Civil del 
Estado, el juzgador puede ordenar el desahogo de cualquier 
medio de prueba, cuando sea en beneficio de niños, niñas y 
adolescentes o incapaces -llamados adecuadamente personas 
con discapacidad- y es en esta actuación donde el juzgador 
ejerce a plenitud sus facultades oficiosas, porque es bien 
sabido por quienes realizamos el quehacer jurisdiccional, 
que muchas veces las pruebas que las partes aportan para 
resolver el conflicto son insuficientes, o no son las adecuadas 
para resolverlo, no pudiéndose limitar el desahogo de las 
pruebas a las que las propias partes ofrecen, pues de ser 
así, no se tendrían los medios necesarios de aplicación del 
derecho para privilegiar el interés de la infancia, y se estaría 
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ante una sentencia que, aunque ponga fin al conflicto, no lo 
resolvería protegiendo y garantizando los derechos de los 
menores de edad. 


Las pruebas para mejor proveer 


En materia familiar, la facultad del juzgador para 
ordenar pruebas para mejor proveer, debe ser valorada 
en todos los casos en los que estén involucrados niños, 
niñas o adolescentes, ya que para resolver conflictos donde 
sus derechos se afectan, se debe conocer su situación en 
relación al ejercicio de sus derechos, y se tiene el deber de 
allegarse de la información que sea necesaria, dentro de la 
cual se considera la opinión y descripción que el mismo 
menor de edad hace de su propia circunstancia (derecho de 
participación), su estado psico-emocional (evaluaciones 
psicológicas), su desempeño académico y social en la escuela 
(reportes escolares) y cualquier otro dato que pueda servir 
para conocer el contexto del menor de edad. 

El juzgador debe tener la sensibilidad necesaria 
para advertir, desde que se recibe la demanda o solicitud 
de medidas de protección, de la posibilidad de riesgo, y 
actuar oficiosamente dictando las medidas adecuadas, pues 
basta advertir el riesgo para protegerlo inmediatamente, 
ya que se tiene la presunción de necesidad de la medida de 
protección en favor de niñas, niños y adolescentes o personas 
con discapacidad, bastando solamente la existencia de la 
duda razonable del riesgo en el que se encuentren, para 
implementar todo lo que sea necesario para tener la certeza 
razonable de su seguridad, y al momento de revisar las 
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medidas provisionales, el juzgador, de manera oficiosa, debe 
preparar el desahogo de las pruebas que permitan corroborar 
o no dicho riesgo para confirmar, modificar, o revocar dichas 
medidas de protección. 

Asimismo, en los procesos del orden familiar, las partes 
ofrecen pruebas, y cuando se involucran derechos de niñas, 
niños y adolescentes, aun cuando esas pruebas no reúnan los 
requisitos formales para su ofrecimiento, el juzgador tiene el 
deber de analizar, previo a su desechamiento, si su desahogo 
sería de beneficio para conocer la situación el menor de edad 
y resolver el conflicto conforme al interés superior del niño, 
y de ser dicha prueba relevante, admitirla, siendo la única 
limitante, para el caso de aquellas pruebas que puedan afectar 
a las niñas, niños o adolescentes, que dichos medios de 
convicción sean ilícitos o notoriamente improcedentes. 

Los derechos de la niñez y adolescencia son derechos 
humanos que, como tales, el juzgador está obligado a 
promover, respetar, proteger y garantizar; y el Estado debe 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones 
que se cometen en contra de sus derechos?, derivándose 
de lo anterior, que no habría otra forma de cumplir con el 
mandato constitucional, sino mediante la actuación oficiosa 
del juzgador, y más en una materia en la que se involucran 
derechos tan diversos como son los de los integrantes de una 
familia, donde todos deben quedar protegidos y garantizados 
ante la ruptura familiar, resolviendo lo más benéfico para las 
niñas, niños y adolescentes en cuanto a la guarda y custodia, 


2 Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, artículo 1%. Reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. ed. México, 
p. 91. 
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derecho de visitas y convivencias, así como lo relacionado 
con los alimentos, ya que aun cuando la familia se desintegre, 
los infantes y adolescentes deben poder ejercer sus derechos 
para alcanzar un pleno y armonioso desarrollo, hasta llegar a 
la adultez. 

En los procedimientos familiares, el juzgador 
desempeña un papel muy importante, porque para resolver el 
conflicto que se pone a su conocimiento debe proyectarse a 
futuro, visualizando cómo la aplicación de las normas legales 
y principios a cada niña, niño o adolescente afectará sus 
derechos, para posteriormente determinar lo que represente 
su mayor beneficio. Por ello, es tan amplia la facultad del juez 
o jueza de familia en los asuntos que resuelve, porque como 
se ha dicho, no es suficiente con lo que las pruebas que las 
partes aporten para la solución del conflicto, ya que muchas 
veces están sesgadas, y no permiten al juzgador analizar en 
toda su amplitud, además del conflicto, las soluciones al 
mismo que permitan proteger y garantizar los derechos de 
niñas, niños y adolescentes. 

Derivado de lo anterior, cuando en los procesos de esta 
naturaleza se afectan derechos de niñas, niños y adolescentes, 
es necesaria, de manera urgente y prioritaria, la actuación del 
juzgador, y no solamente para la protección de los derechos 
de aquellos, sino también para su restitución integral, 
ya que es evidente la dependencia del pleno ejercicio de 
esos derechos para que niños, niñas y adolescentes puedan 
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alcanzar un sano desarrollo. Para un menor de edad, toda 
afectación a sus derechos genera un impacto en su desarrollo 
de manera integral”. 

Por ello, es que para lograr la restitución de tales 
derechos, el juzgador debe actuar atendiendo, no solamente 
las afectaciones que se presentan en los menores de edad en 
los momentos en que se presentan los conflictos familiares 
en que se encuentran inmersos, sino que debe vislumbrar las 
posibles afectaciones que puedan tener, para implementar 
lo necesario en cuanto al cumplimiento de los deberes 
parentales para con los menores de edad, y en el caso de las 
mujeres, cuando están siendo afectadas por violencia dentro 
del entorno familiar ya sea de manera directa o indirecta, 
lo que no solamente afecta a los adultos sino también a los 
menores de edad, y se debe actuar oficiosamente para proveer 
lo necesario, a fin de romper en muchos casos el ciclo de 
violencia que se vive en el interior de la familia, lo que va 
desde medidas de protección reforzadas para los menores 
de edad y los adultos, así como los apoyos sicológicos 
adecuados para proteger a los hijos e hijas que se encuentran 
en el escenario de violencia. En casos de violencia, las 
víctimas, cuando se encuentran en un contexto de crisis, 
necesitan de la protección a los hijos, ya que la capacidad 
de las mujeres para la autoprotección se ve disminuida, y se 
requiere de la actuación del juzgador en toda su amplitud, al 
tener las obligaciones reforzadas en estos casos. 

3 Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren a 
niñas, niños y adolescentes. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Dirección 


General de Comunicación y Vinculación Social de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. 2a. ed. México. p. 91. 
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La necesidad de la actuación oficiosa 


El juez o jueza de familia tiene las facultades de 
implementar lo que sea necesario, para la protección y 
garantía de los derechos de los integran-tes de la familia, 
priorizando aquéllos que afecten a menores de edad, ya 
que son cuestiones de orden público e interés social todo 
lo que incida en ella, con la sensibilidad necesaria que le 
hace creativo para resolver los conflictos de esta naturaleza, 
atendiendo a cada caso en concreto, con la mirada puesta 
siempre en los derechos de la infancia y adolescencia para su 
ejercicio pleno a fin de llegar a la adultez donde alcanzarán su 
autonomía personal, recordando siempre que el niño hace en 
activo lo que vivió en pasivo y depende en gran medida de la 
labor del juzgador, donde su intervención no tiene más limite 
que el respeto a los derechos humanos de quienes integran 
una familia. 
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Conclusión 


os procedimientos de oralidad familiar exigen un 

examen sobre la intervención jurisdiccional oficiosa. 

En razón de los valores en riesgo debe presumirse la 
existencia del riesgo potencial de los justiciables involucrados 
en una contienda familiar; por lo que se debe realizar un 
examen que responda al menos a 2 preguntas: ¿Qué riesgos 
se involucran? y ¿los postulantes promovieron lo necesario 
para controlar el peligro?. 

Si las respuestas arrojan la existencia probable de 
riesgos, sumado a la omisión de solicitud de los postulantes 
para controlarlos, se traduce en la necesidad de una actuación 
jurisdiccional oficiosa acorde a cada caso concreto. 
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Conociendo la coordinación de correspondencia y 
archivos de trámite 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Introducción 


l artículo 21 de la Ley General de Archivos! y al 
artículo 23 de la Ley de Archivos del Estado de 
Guanajuato,* señalan que: 


[...] El Sistema Institucional de cada sujeto obligado 
deberá integrarse por: 
I. Un área coordinadora de archivos, y 
II. Las áreas operativas siguientes: 
a) De correspondencia; 
b) Archivo de trámite, por área o unidad; 
c) Archivo de concentración, y 


1 Web bibliografía: Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. México: 
Ley General de Archivos. Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
junio de 2018). En https://www.poderjudicial-gto.gob. mx/pdfs/Ley%20General%20 
de%20Archivos%2015%20junio%202018.pdf consultado el 14 de marzo de 2022 


2 Web bibliografía: H. Congreso del Estado de Guanajuato: Ley de Archivos del 
Estado de Guanajuato, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Guanajuato 
el 13 de julio de 202. En https://www.poderjudicial-gto.gob.mx/pdfs/Ley%20de%20 
Archivos%20del%20Estado%20de%20Guanajua-to%20%2013-07-2020.paf 
consultado el 14 de marzo de 2022 
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Oficinas del poder judicial 


d) Archivo histórico, en su caso, sujeto a la capacidad 
presupuestal y técnica del sujeto obligado... 


A principios de enero de 2021, la entonces Dirección del 
Archivo General inició las gestiones para la conformación 
de una nueva estructura de Archivos, que coadyuvará en 
la integración del Sistema Institucional de Archivos del 
Poder Judicial. En este contexto, en sesión del H. Consejo 
del Poder Judicial de 14 de enero de 2021, se acordó que 
a partir del 16 de enero del mismo año, la Dirección de 
Archivo General se denominara en lo subsecuente Dirección 
de Archivos del Poder Judicial del Estado, estando a cargo 
la licenciada Beatriz Ortega Sandoval, quien encabeza el 
Área Coordinadora de Archivos prevista en las leyes citadas 
anteriormente. 

Esta nueva estructura se integra por las áreas de 
Dirección, la Subdirección de Archivos de Concentración e 
Histórico, la Coordinación de Correspondencia y Archivos 
de Trámite y la Jefatura de Archivo Histórico. Así entonces, 
la parte normativa del Sistema Institucional corresponde 
a la Dirección de Archivos, que representa al Área 
Coordinadora de Archivos, y la parte operativa se conforma 
por las Unidades de Correspondencia y los Archivos de 
Trámite de cada una de las áreas administrativas y Órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial, así como del Archivo de 
Concentración de Guanajuato y sus Unidades de Resguardo 
de las Sedes de León y Villagrán, además del Archivo 
Histórico que se ubica en las instalaciones del Archivo de 
Concentración de Guanajuato. 
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En el caso de las Unidades de Correspondencia y 
los Archivos de Trámite, están vinculados entre sí y con el 
Área Coordinadora de Archivos mediante la Coordinación 
de Correspondencia y Archivos de Trámite, dependiente 
orgánicamente de la Dirección de Archivos. 

Por lo que el presente artículo aspira a dar a conocer, 
cuáles son sus funciones y actividades, así como presentar al 
personal de la misma. 
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I. Presentación del área 


a Coordinación de Correspondencia y Archivos de 

Trámite se creó como un área de vinculación entre 

las Unidades de Correspondencia y los Archivos 
de Trámite, y el Área Coordinadora de Archivos, debido 
a la cantidad de estas unidades, que tan solo en la parte 
jurisdiccional, son más de 200 órganos jurisdiccionales, 
además de las áreas administrativas. 

Esta Coordinación toca dos partes integrantes del 
Sistema Institucional de Archivos: la Correspondencia y 
los Archivos de Trámite. Las funciones de estas dos áreas 
están señaladas en la Ley de General de Archivos y en la 
Ley de Archivos del Estado de Guanajuato. En el caso de 
la Correspondencia, es responsable de la recepción, registro 
y turno de la documentación que ingresa a la institución 
pública para la integración de los expedientes de los archivos 
de trámite.* 

Las funciones de los Archivos de Trámite son: 


a. Integrar y organizar los expedientes que cada área o 
unidad produzca, use y reciba; 

b. Asegurar la localización y consulta de los expedientes 
mediante la elaboración de los inventarios 
documentales; 

c. Resguardar los archivos y la información que haya sido 
clasificada de acuerdo con la legislación en materia 
de transparencia y acceso a la información pública, en 
tanto conserve tal carácter; 

3 Vid. Nota 2 
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d. Colaborar con el área coordinadora de archivos en la 
elaboración de los instrumentos de control archivístico 
previstos en esta Ley y su reglamento; 

e. Trabajar de acuerdo con los criterios específicos y 
recomendaciones dictados por el área coordinadora de 
archivos; 

f. Realizar las transferencias primarias al archivo de 
concentración; 

g. Utilizar sistemas tecnológicos que sistematicen el ciclo 
vital del documento; y 

h. Capacitarse en materia de administración de 
documentos.* 

1.- En el área de correspondencia: 

a. Observar los procesos de recepción, registro y 
control de la correspondencia de entrada y salida 
que llevan a cabo las Oficialías de Partes Común, las 
áreas administrativas y los órganos jurisdiccionales 
para proponer, al Área Coordinadora de Archivos, 
lineamientos que homologuen dichos procesos. 

b. Asesorar sobre los procesos técnicos que deben llevar a 
cabo las Unidades de Correspondencia. 

2.- En el área de Archivos de Trámite: 

a. Supervisar que los Archivos de Trámite integren y 
organicen los expedientes que cada área o unidad 
produzca, use y reciba, conforme a las políticas, criterios 
y recomendaciones que emita el Área Coordinadora 
de Archivos, propuestas por la Coordinación de 
Correspondencia y Archivos de Trámite. 
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b. Verificar que la documentación que sea enviada por 
los archivos de trámite al archivo de concentración 
(transferencia primaria) se encuentre en óptimas 
condiciones de organización. 

c. Coadyuvar con los Archivos de Trámite en la 
elaboración de los inventarios documentales, para 
asegurar la localización y consulta de sus expedientes. 

d. Identificar, en conjunto con los Responsables de 
Archivo de Trámite, las series documentales de su 
área para la conformación del Cuadro General de 
Clasificación Archivística. 

e. Capacitar en materia de administración de documentos 
a los Responsables de Archivo de Trámite; y en 
materia de registro y control de la correspondencia, 
a las Unidades de Correspondencia de las áreas 
administrativas y órganos jurisdiccionales del Poder 
Judicial. 


213 


Oficinas del poder judicial 


Oficinas del poder judicial 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


276 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


TI. Actividades 


as actividades que realiza la Coordinación de 

Correspondencia y Archivos de Trámite derivan de las 

funciones descritas en la sección anterior del presente 
trabajo y son: 


1.- En la sección de área de correspondencia: 
a. Realizar visitas a las oficialías de partes común, las 
áreas administrativas y los órganos jurisdiccionales 
del Poder Judicial del Estado para recabar información 
sobre sus procesos de recepción, registro y control de 
la correspondencia de entrada y salida, y elaborar el 
diagnóstico correspondiente. 
b. Analizar la información recabada para homologar los 
procesos en las unidades de correspondencia, y proponer 
al Área Coordinadora de Archivos los lineamientos 
respectivos. 
c. Realizar capacitaciones o asesorías sobre los procesos 
técnicos que deben llevar a cabo las Unidades de 
Correspondencia, de acuerdo a los lineamientos y 
criterios establecidos por el Área Coordinadora de 
Archivos. 
d. Supervisar el control de la correspondencia de la 
Dirección de Archivos. 

2.- En el área de archivos de trámite: 
a. Realizar visitas periódicas a los archivos de trámite 
y asesorarles en la transferencia primaria, para asegurar 
que la documentación se encuentre en óptimas 
condiciones de organización. 
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b. Difundir al interior de la Institución los formatos 
requeridos por los responsables de archivo de trámite, 
para realizar los procesos de archivo, además de 
asesorarlos en su llenado. 

Cc. Realizar el dictamen para determinar la utilidad de la 
información, a efecto de elaborar los Instrumentos de 
Control y Consulta Archivística. 


. Integrantes 


En la Unidad de Correspondencia de la Dirección de 
Archivos, la persona asignada para atender el registro 
de la correspondencia de entrada y salida es Josefina 
Sauceda Gómez, secretaria mecanógrafa, quien cuenta 
con una antigúedad de 26 años laborando para el Poder 
Judicial. Inició su vida laboral como oficial judicial 
en el Juzgado Primero Civil de Partido de Silao; 
posteriormente se integró a la plantilla de la Octava 
Sala Penal, continuando en el Juzgado de Oralidad 
Penal de Guanajuato, y desde enero de 2015 colabora 
en el Archivo General del Poder Judicial. Su función 
principal es la de canalizar a las otras áreas dependientes 
de la Dirección de Archivos, tanto la correspondencia 
que ingresa a esta oficina como las solicitudes recibidas 
vía telefónica o por medio de los sistemas de gestión 
documental. 

Como apoyo a los Archivos de Trámite se asignó a 
Rafael Baltierra Chávez, especialista en archivística, 
quien desde noviembre del año 2002 forma parte del 
Archivo General. Su función principal es apoyar a los 
responsables de archivo de trámite en la ordenación y 
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organización de sus archivos, además de supervisar 
que las trasferencias primarias se lleven a cabo de una 
manera ágil y controlada. 
Esta Coordinación la encabeza Sandra Lorena 
Guevara López, licenciada en sistemas de información 
administrativa por la Universidad de Guanajuato, quien 
cuenta con una experiencia laboral en el Poder Judicial 
de 25 años. Inició funciones como oficial judicial en la 
Biblioteca del Poder Judicial, integrándose en febrero 
de 2012 a la plantilla del Archivo General como Jefa 
del Archivo de Concentración de Guanajuato, y a partir 
de enero del año 2021, se integra a la Coordinación 
de Correspondencia y Archivos de Trámite de la 
actual Dirección de Archivos, donde una de las 
funciones principales es trabajar, en conjunto con los 
Responsables de las Unidades de Correspondencia y 
con los Responsables de los Archivos de Trámite, en la 
operación de sus atribuciones en materia archivística. 
Los datos de contacto de la Coordinación de 
Correspondencia y Archivos de Trámite son los siguientes: 
Unidad de Correspondencia y Unidad de Apoyo a 
Archivos de Trámite: Teléfono directo 473 733 08 40, 
Conmutador 473 735 22 00, extensión 1134. E-mail: archivo. 
guanajuato(Apoderjudicial-gto. gob.mx 
Coordinación: Teléfono directo 473 733 08 40, Celular 
442 394 9572. E-mail: sandra.guevara(AWpoderjudicial-gto. 
gob.mx 
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La Dirección de Archivos cuenta con un área específica 
para coadyuvar con los Responsables de Correspondencia, 
y con los Responsables de Archivo de Trámite de las Áreas 
Administrativas y de los Órganos Jurisdiccionales del Poder 
Judicial en las funciones y responsabilidades archivísticas 
señaladas en la Ley General de Archivos, y en la Ley de 
Archivos del Estado de Guanajuato. Con la finalidad de 
vincular a estas áreas con la Coordinación de Archivos 
del Poder Judicial y aportar a la consolidación del Sistema 
Institucional de Archivos de este sujeto obligado. 
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La actuación oficiosa del juzgador en materia 
familiar. Una opinión. 


Jueza Mtra. Martha Georgina Robledo Ascencio 


Para la consulta de esta voz, remítase 
a la página 255 de este tomo 
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Artículo 3. El Ministerio Público, en todos los casos, 


en esta materia, procederá de oficio. 


El imperativo de la actuación oficiosa 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 3 estipula que, ante cualquier caso de 

delito de secuestro, es imperativo que el Ministerio 

Público (MP) actúe de oficio. Esto implica que el 
MP está obligado a iniciar las investigaciones y emprender 
las acciones legales pertinentes sin requerir que las partes 
afectadas presenten una denuncia o solicitud formalmente. 

La actuación de oficio' por parte del Ministerio Público 
significa que este organismo debe proceder automáticamente 
con las diligencias legales al tener conocimiento de la 
comisión de un delito de secuestro. Dada la naturaleza grave 
de estos delitos, la rapidez y eficacia en la actuación de las 
autoridades son fundamentales para la protección y seguridad 
de las víctimas. 

El propósito de este artículo es garantizar que las 
autoridades ministeriales respondan de manera ágil y 
efectiva ante los delitos de secuestro, asegurando la 
implementación inmediata de medidas legales sin depender 
de la formalización de una denuncia por parte de las víctimas 
o terceros. 


1 Vid. Martiñón Cano, Gilberto: El delito de secuestro. Colección Los delitos. Tirant lo 
Blanch. México. 2008. ISBN: 9788490044919. p. 142 
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Este procedimiento tiene como objetivos principales: 
salvaguardar a las víctimas, promover el acceso a la 
justicia, eliminar obstáculos o retrasos en el inicio de 
las investigaciones que podrían afectar la detención y 
procesamiento de los culpables, y reafirmar el compromiso 
del Estado con la protección de sus ciudadanos. 

Este artículo destaca la necesidad de una intervención 
proactiva por parte del Ministerio Público en los casos de 
secuestro, enfatizando la responsabilidad de las autoridades 
en la defensa de los derechos de las víctimas y en la 
prevención y castigo de estos delitos. 
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El olvido. Una opinión sobre este ladrón de la 
historia 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


el pasado, pero la neutraliza el olvido que, por un 

lado, sirve para superar el dolor de lo malo y por otro, 
tiene una fase oscura, diluir el recuerdo de algunos hechos 
importantes del ayer. 

Hay trascendentes eventos históricos que 
definitivamente no deben olvidarse, pues son el origen de 
lo que existe y su desvanecimiento en el tiempo llanamente 
implica una negligencia social que deja incompleta cualquier 
explicación del hoy. 

No existe la generación espontánea. Todo tiene un 
origen, una causa. Como lo tienen los tribunales que 
deciden el derecho buscando la justicia, pieza clave para el 
funcionamiento de la sociedad. 

El buen funcionamiento del poder judicial, en buena 
medida depende del diseño legal e institucional que es 
producto de su historia y concretamente en Guanajuato, 
México data desde el 28 de junio de 1824. 


| a memoria es una cualidad humana que permite evocar 
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Precisamente, dos años y nueve meses después 
del nacimiento de México independiente, el congreso 
constituyente del estado de Guanajuato fundó el supremo 
tribunal de justicia.' 

Se procedía de un sistema monárquico y, al devenir la 
independencia, no había tribunales formalmente establecidos 
por el Estado por lo que reinaba el absoluto caos. 

En ese ambiente convulso se tuvo que asumir una 
postura entre la monarquía y la república; luego entre 
centralistas y federalistas. Seguir como estaba antes o 
cambiar a un nuevo sistema jurídico. Se provenía de una 
tradición, usos y costumbres de 3 siglos de monarquía de los 
reyes de Castilla por cuyo centralismo jurídico? se imponían 
las decisiones y juzgaban con un sistema predominantemente 
inquisitivo.* A la par, en el mundo, estaba en boga un sistema 


1 Considerando que el acta constitutiva de la federación mexicana fue promulgada el 
31 de enero de 1824. Cfr. Diputados del congreso constituyente: acta constitutiva 
de la federación mexicana. Imprenta del supremo gobierno en palacio. En http:// 


www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/1824A.pdf. Consultado el 24 de mayo de 
2022. 


2 No se particulariza la diferenciación entre republica central y monarquía. Al final 
de cuentas el centralismo, caracteriza la república central, en la que la toma de 
decisiones de gobierno en un único lugar. Mientras la monarquía es una forma de 
gobierno ejercido por una sola persona. De tal suerte, para efectos prácticos de 
este texto al hablar de monarquía se hace alusión a la toma de determinaciones de 
gobierno de manera concentrada por un grupo o por una persona. Cfr. Universidad 
autónoma de México: Historia de México 1. Portal Académico del CCH, UNAM. 
2022. https://portalacademico.cch.unam.mx/alumno/historiademexico1. Consultado 
el 25 de mayo de 2022. 


3  Recuérdese que Agustín de Iturbide implementó una monarquía hasta 1823. Cfr. 
Instituto de investigaciones legislativas del senado de la república: El federalismo 
mexicano (Elementos para su estudio y análisis). Editado por la LVI legislatura del 
senado de la república. Tercera edición. México 1998; p. 30. 
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liberal inspirado en la revolución francesa que, entre sus 
ideologías, estaba el federalismo que delega, da libertad, a 
diversos órganos del estado para la toma de determinaciones.* 

Antes de adoptar un sistema jurídico; en el inter de la 
independencia y México emancipado, existieron tribunales 
de facto que no representaban a la Nueva España pues el 
rey Fernando VII era prisionero de los franceses. Tampoco 
actuaban en nombre de Francia ya que expresamente se había 
desconocido a las autoridades emanadas del rey español.* 

En esa época los juzgados hicieron y aplicaron lo que se 
les antojó sin estar investidos de formal jurisdicción. Lo que 
llamaron juicios y sentencias muchas veces fueron francas 
ejecuciones o ejercicio del poder del más fuerte con una 
pantomima de legalidad o legitimidad.* 

Adicionalmente la jungla geopolítica colocó al país en 
un entorno atractivo para lobos que cazaban la oportunidad de 
invadir a la débil nación que hacía esfuerzos para levantarse, 
sostenerse en pie y defenderse o al menos huir. 


4  “(...)Elfederalismo es una reacción contra una evolución observada: la proliferación 
casi ilimitada del Estado central, la aspiración a una paz orgánica, que no sea ni el 
reino tiránico de un imperio, ni el equilibrio inestable de fuerzas rivales (...)”. Beaud, 
Olivier: Federalismo y federación en Francia: ¿historia de un concepto impensable? 
Traducción de Javier Alcoriza. En Res Publica. Revista de historia de las ideas 
políticas. No. 3. Madrid España. 1999; p. 63. 


5 Acorde al decreto de fecha 4 de diciembre 1808 expedido por Napoleón Bonaparte 
en Chamartin de la Rosa dada la invasión francesa a España. Cfr. Comité 
conmemorativo del CCL aniversario de Don Miguel Hidalgo y Costilla. 1753-2003. 
Cámara de diputados LVIII legislatura. México, D.F. . 2003; p. Il. 


6 Por mencionar un ejemplo, un tribunal eclesiástico — militar procesó, juzgó, 
sentenció, fusiló y decapitó a Ignacio Allende el 26 de junio de 1811. Vid. in extenso 
Comité conmemorativo del..., passim. 
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Por lo que existía la urgencia de construir un nuevo 
sistema de gobierno. Primero se pronunció el acta constitutiva 
de la federación mexicana.” Luego, el constituyente federal 
dio el nombre de Estado Libre y Soberano de Guanajuato. 
Enseguida se designó al congreso local, conformado por 
3 diputados: Francisco Aniceto Palacios, Mariano Leal y 
Araujo y José Tiburcio Incapie, quienes emitieron el decreto 
número 10 que creó el supremo tribunal de justicia.* 

Se le asignó el nombre de supremo? tribunal de justicia 
y no tribunal superior!” de justicia y se nombraron ministros, 
no magistrados dadas las conceptualizaciones ideales de 


7 Enuna monarquía es explicable que se desconfié de los jueces ya que históricamente, 
fundamentalmente en Europa, tuvieron el carácter de servidor - empleado del 
Estado absolutista. Vid. in extenso Lomelí Garduño, Antonio: Sesión del 25 de 
marzo de 1824 Instalación del congreso. En actas del congreso constituyente del 
Estado libre de Guanajuato. Imprenta Madero. México 1974; pp.13 y 14. 


8 Vid. in extenso Martiñón Cano, Gilberto: Decreto No. 10 que crea el supremo 
tribunal de justicia de Guanajuato. Para evitar ladrones de la memoria. En gaceta 
judicial. Edición especial. Año l, No. Especial. Guanajuato — México. Junio 2019; pp. 
11 y ss. 


9 La palabra supremo, acorde a la real academia de la lengua española, en su 
segunda acepción lo define como: Que no tiene superior en su línea. Mientras en 
la cuarta acepción lo designa como tribunal supremo. Real academia de la lengua: 
Supremo. En diccionario de la real academia de la lengua española. En https://dle. 
rae.es/supremo. Consultado el 31 de mayo del 2022. 


1 


o 


Mientras la palabra superior en las 7 acepciones que le proporciona la real academia 
de la lengua española genéricamente indica la calidad de estar en un lugar alto, 
pero no lo equipara a supremo que se ubica como preeminente. Real academia 
de la lengua: Superior. En diccionario de la real academia de la lengua española. 
https://dle.rae.es/superior?m=form. Consultado el 31 de mayo del 2022. 
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una república liberal en que los estados son verdaderamente 
soberanos e independientes!! y no súbditos de un monarca o 
de un poder hegemónico central.'? 

Pues bien, el documento de creación del supremo 
tribunal de justicia contiene 14 apartados que incluyen 
aspectos procesales, orgánicos y operativos resultando ser el 
tatarabuelo de la codificación procesal y ley orgánica actual. 

Procesalmente consideró la competencia y las 
formalidades. Mientras en el tema orgánico se ocupó de 
determinar los cargos de los servidores públicos. Y en el 
aspecto operativo abordó su funcionamiento. 

La competencia se determinó por territorio, materia y 
grado. La primera abarcó toda la entonces llamada provincia 
de Guanajuato y previno que, en caso de polémica geográfica, 
el congreso determinaría quien debería conocer del proceso. 
Mientras, la competencia por materia abarcó 3 ramas: civil, 
criminal y de hacienda. 


11 El correcto funcionamiento del poder judicial se debe a la independencia de los 
jueces. *(...)¡El funcionamiento del Poder judicial es todo un milagro (...)porque 
funciona a pesar de que el Ejecutivo tiene injerencia en la selección de los jueces 
(...Jaunque el equipamiento técnico es lamentable (...) aunque la organización y 
el funcionamiento de los tribunales están en manos de la administración (Poder 
Ejecutivo) y no de los jueces (....) Y funciona (...) porque la independencia judicial 
(...) hace libres, soberanos y orgullosos a los jueces (...)”. Lósing, Norbert: 
Independencia y función del Poder Judicial en el Estado democrático de derecho. 
En Anuario de derecho constitucional latinoamericano. Año XVII. Montevideo 
Uruguay. 2011; pp. 422 y 423. 


12 Recuérdese que por dicha desconfianza para independizar al juez del monarca, 
según el ideal de Montesquieu, no debía interpretar la ley sino limitarse a proceso de 
subsunción de la ley con el hecho—“la bouche qui prononce les paroles de la loi”— 
y el Poder Judicial así “en quelque facon nulle”. Cfr. Lósing, Norbert: Independencia 
y función... , p. 417. 
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La iniciante normatividad determinó los siguientes 
actos:!* 

1.- Apelación en segunda instancia de resoluciones de 

los juzgados. 

2.- Apelación en tercera instancia de resoluciones de 

otra sala. 

3.- Recursos. 

4.- Nulidad de sentencias ejecutoriada de juez de 

primera instancia. 

5.- Nulidad de sentencias ejecutoriada de ministro de 

segunda instancia. 

6.- Primera instancia de causas civiles y criminales 

seguidas contra los ayuntamientos donde se ampliaban 

las facultades ordinarias de jueces con el derecho a pedir 

informes justificados y boletas efecto vivende.'* 

7.- Visitas carcelarias. 

Para la validez de esos actos, se debería cumplir con dos 
formalidades en el registro de actuaciones, que constara por 
escrito y sellado con un marbete aprobado por el congreso. 


13 Son 7 del cumulo de actos procesales que se reconocen en la actualidad y fueron 
suficientes para el inicio un procedimiento jurisdiccional en Guanajuato - México. 
Cfr. Real academia de la letra: Diccionario panhispánico. En acto procesal. 
Diccionario panhispánico del español jurídico En https://dpej.rae.es/lema/acto- 
procesal. Consultada el 24 de mayo de 2022. 


14 Es una locución latina que significa una solicitud de un expediente administrativo 
o judicial dirigida al juez de origen como prueba. Cfr. Real academia de la lengua 
española: ad effectum videndi. Diccionario panhispánico del español jurídico. En 
https: //dpej.rae.es/lema/ad-effectum-videndi. Consultado el 25 de mayo de 2022. 
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Orgánicamente el supremo tribunal de justicia contó con 
dos salas colegiadas formadas por 3 ministros nombrados por 
el gobernador del Estado entre personas mayores de 30 años, 
todos dirigidos por el ministro regente, acorde al siguiente 
organigrama:!* 

Para el eficaz funcionamiento se dispuso la organización 
del trabajo y los sueldos de los servidores públicos. 

El orden de los asuntos sería acorde a la presentación 
de las promociones salvo las del fiscal decano (el de mayor 
antigiedad) que debían ser atendidas de inmediato. Mientras 
el sueldo anual pactado para los servidores públicos fue: 


$3,500.00 $2,500 $600.00 $500.00 $300.00 


Hoy se conserva el nombre de supremo tribunal de 
justicia. Continua algo de la competencia territorial, las 
materias siguen siendo penal como civil, recientemente 
se agregó laboral y el rubro de hacienda pasó a ser de la 
federación. 

El nombre de supremo tribunal de justicia, por sus 
orígenes, es un símbolo de independencia no solo de otros 
poderes del estado sino además de cualquier sistema autócrata 
lidereado por un rey o un jefe que utilice cualquier nombre. '* 


15 En el decreto numero 10 no se utiliza el organigrama, solo se mencionan los cargos. 


16 Dicho sea de paso, una realidad universalmente reconocida, es que el sistema 
republicano, reconoce la separación de poderes, un poder judicial y jueces 
independientes. Cfr. Lósing, Norbert: Independencia y función... , p. 415. 
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Han trascurrido muchos años, muchos cambios, varias 
constituciones locales!” y normatividades internas del poder 
judicial. Su recinto ha cambiado en 3 ocasiones. Primero 
estuvo en la vieja casa del consistorio o del ayuntamiento 
local, luego en el hoy llamado palacio de los poderes y a la 
fecha en el conjunto administrativo Pozuelos. 

La organización debutante del supremo tribunal de 
justicia fue un buen inicio para asegurar jueces robustamente 
independientes y presupuesto histórico,'* actual'? y futuro 
para su adecuado desarrollo. 


17 Las constituciones de Guanajuato de la independencia a la fecha han sido: 1826, 
1861 y 1917. 


18 La independencia judicial frente a todo tipo de poder es la piedra final en el edificio 
de Estado democrático constitucional de derecho._Vid. in extenso Loewenstein, 
Karl: Teoría de la Constitución. Ariel editores. Barcelona España.1986; passim. 


19 Ejemplos recientes de la necesidad de cuidar y fortalecer la independencia judicial 
son las resoluciones del tribunal europeo de derechos humanos. 
En una de ellas multo, con un millón de euros al estado polaco, porque en aras 
de imponer disciplina se vulnero la independencia judicial. Vid. in extenso Abril, 
Guillermo: La justicia europea multa a Polonia con un millón de euros al día por 
vulnerar la independencia judicial. El Tribunal de Justicia de la UE reclama a 
Varsovia que suspenda la sala disciplinaria de su Supremo por posibles “perjuicios 
irreparables”. Es la sanción diaria más alta impuesta por el órgano judicial. En el 
periódico el país. https://elpais.com/internacional/2021-10-27/la-justicia-europea- 
multa-a-polonia-con-un-millon-de-euros-al-dia-por-vulnerar-la-independencia- 
judicial.html. Consultado el 31 de mayo de 2022. 
En otro caso, también polaco, se descubrió la falta a la independencia judicial por 
la designación de jueces que hizo el presidente del tribunal. Vid in extenso Kessler, 
Vincent: El Tribunal Europeo de Derechos Humanos condena a Polonia por falta de 
independencia judicial. La corte de Estrasburgo dictamina que el supremo revisó sin 
imparcialidad las peticiones de dos jueces polacos. En el periódico el país. https:// 
elpais.com/internacional/2021-11-08/el-tribunal-europeo-de-derechos-humanos- 
condena-a-polonia-por-falta-de-independencia-judicial.html. Consultado el 31 de 
mayo de 2022. 
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Perder la brújula, olvidar los primeros esfuerzos recrea 
un ambiente propicio para los lobos, dígase delincuentes, 
autócratas, países que aprovechan la oportunidad, etc, etc,. 

Se hace necesario tener presente que vendrán más 
cambios, más retos, más revoluciones, más caos y para tener 
éxito no se debe olvidar, el inicio apoteótico del supremo 
tribunal de justicia de Guanajuato que, con buena memoria, 
debe delinear su futuro. 
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Artículo 252. Una vez publicado el auto que señala fecha 
para la celebración de la audiencia preliminar y hasta 
el dictado de la sentencia definitiva, las promociones 
de las partes que se encuentren relacionadas con el 
procedimiento deberán formularse oralmente al inicio de 
la audiencia respectiva. Las peticiones que no impulsen 
el procedimiento se harán valer antes del cierre de 


la audiencia. Cualquier promoción o petición que se 
presente por escrito en dichas etapas, serán devueltas al 
interesado, sin necesidad de acuerdo. 

Las cuestiones debatidas en una audiencia deberán 
ser resueltas en ella. Las partes no podrán dar lectura a 
escritos o registros de forma íntegra, pero sí a sus notas o 
apuntes. 


Oralidad de las promociones 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


l artículo 252 trata sobre cómo deben presentarse las 

promociones de las partes durante el proceso, desde 

que se señala la audiencia preliminar hasta el dictado 
de la sentencia definitiva. 
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I- Promociones orales 


El artículo 252 establece que, una vez que se ha 
publicado el auto que señala la fecha de la audiencia 
preliminar, y hasta el dictado de la sentencia definitiva, las 
promociones de las partes deben ser presentadas oralmente al 
inicio de la audiencia respectiva. 

Los puntos clave son: 

1.- Presentación oral: El artículo especifica que estas 
promociones deben presentarse oralmente, o sea, que las 
partes deben expresar sus promociones en voz alta ante el 
juez, en lugar de presentarlas por escrito. 

2.- Inicio de la audiencia: La presentación de las 
promociones debe realizarse al inicio de la audiencia 
respectiva. Esto permite que el juez y las demás partes sean 
informados de inmediato sobre las promociones, asegurando 
que se tomen en cuenta desde el principio de la audiencia. 

3.- Objetivo de la disposición: La norma tiene como 
propósito agilizar el proceso, al evitar demoras asociadas 
con la presentación de promociones por escrito. Al exigir 
presentaciones orales al inicio de la audiencia, se facilita una 
comunicación más directa y efectiva entre las partes y el juez. 

Así, se establece que las promociones relacionadas con 
el procedimiento deben presentarse oralmente al inicio de 
la audiencia respectiva. Esto tiene como objetivo agilizar el 
proceso y fomentar una comunicación más directa y efectiva 
entre las partes y el juez. 
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T1.- Peticiones antes del cierre 


Este punto establece que las peticiones que no impulsen 
el procedimiento deben hacerse valer antes del cierre de la 
audiencia. 

Los puntos clave son: 

1.- Definición de peticiones que no impulsan el 
procedimiento: Se refiere a aquellas peticiones o solicitudes 
que no están directamente relacionadas con la resolución 
del proceso. Estas pueden ser peticiones adicionales o 
incidentales que no afecten directamente el desarrollo del 
procedimiento principal. 

2.- Momento para hacer valer las peticiones: Las 
partes deben presentar estas peticiones antes del cierre de la 
audiencia respectiva. Esto significa que las solicitudes deben 
hacerse durante el transcurso de la audiencia, pero antes de 
que esta finalice. 

3.- Control y orden en el proceso: Esta regla ayuda a 
mantener un orden en el procedimiento, al asegurar que todas 
las peticiones sean presentadas en el momento adecuado. Esto 
permite que el juez las considere a tiempo y en el contexto de 
la audiencia, evitando que se presenten de forma tardía y que 
interfieran con el flujo del proceso. 

4.- Responsabilidad de las partes: Las partes tienen la 
responsabilidad de presentar sus peticiones en el momento 
adecuado. Si no lo hacen antes del cierre de la audiencia, sus 
peticiones no serán consideradas. 
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TIL.- Devolución de promociones por escrito 


Se aborda que cualquier promoción o petición que se 
presente por escrito en las etapas de audiencia preliminar 
hasta antes del dictado de la sentencia definitiva será devuelta 
al interesado sin necesidad de acuerdo. 

Los puntos clave son: 

l.- Restricción a la presentación por escrito: La 
disposición establece que cualquier promoción o petición 
presentada por escrito, durante las etapas mencionada, será 
devuelta al interesado sin necesidad de acuerdo. Esto significa 
que el tribunal no dará trámite a los documentos escritos, sino 
que serán devueltos a quien los presentó. 

2.- Fomento a la oralidad en el proceso: Esta restricción 
a la presentación de promociones o peticiones por escrito 
fomenta la oralidad en el proceso. Al exigir presentaciones 
orales, el artículo busca agilizar el procedimiento, hacer que 
sea más dinámico y permitir una comunicación directa entre 
las partes y el juez. 

3.- Evitar dilaciones en el proceso: La devolución 
automática de promociones o peticiones por escrito evita 
dilaciones en el proceso. Las promociones o peticiones orales 
pueden resolverse de manera inmediata durante la audiencia, 
mientras que las presentadas por escrito podrían requerir más 
tiempo para ser revisadas. 
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4.- Facilitar la resolución en audiencia: Al requerir que 
las promociones o peticiones se presenten oralmente durante 
las audiencias, el juez puede resolverlas en ese momento, lo 
que facilita el avance del proceso, contribuyendo a una mayor 
eficiencia en la administración de justicia. 

6.- Implicaciones para las partes: Las partes deben ser 
conscientes de que las promociones o peticiones presentadas 
por escrito durante estas etapas serán devueltas. Esto las 
obliga a estar preparadas para presentar sus promociones o 
peticiones de manera oral durante las audiencias, lo que a su 
vez requiere una adecuada planificación. 


TIV.- Resolución de cuestiones en audiencia 


El artículo 252 establece que las cuestiones debatidas en 
una audiencia deben ser resueltas en ella. 

Los puntos clave son: 

1.- Resolución en la misma audiencia: Este punto 
establece que cualquier cuestión que surja durante una 
audiencia, incluyendo desacuerdos o controversias entre 
las partes, debe ser resuelta en esa misma audiencia. Esto 
significa que el juez debe tomar decisiones inmediatamente, 
sin posponer la resolución para una etapa posterior. 

2.- Eficiencia procesal: Al requerir que las cuestiones se 
resuelvan en la misma audiencia, se promueve la eficiencia 
del proceso. Las decisiones rápidas ayudan a evitar retrasos 
innecesarios, y permiten que el procedimiento avance con 
mayor agilidad. 
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3.- Impulso del procedimiento: Esta disposición 
contribuye a impulsar el procedimiento, ya que, al resolver 
las cuestiones en la misma audiencia, el juez facilita el avance 
del caso sin dilaciones. El proceso se mantiene encaminado 
hacia su conclusión, en lugar de estancarse en disputas o 
desacuerdos sin resolver. 

4.- Implicaciones para las partes: Las partes deben 
estar preparadas para presentar sus argumentos y pruebas 
de manera clara y concisa durante la audiencia, ya que las 
cuestiones debatidas serán resueltas en ese momento. Esto 
requiere una preparación cuidadosa y una estrategia clara 
para abordar los puntos clave de su caso. 


V.- Restricción de lectura íntegra 


La ley establece una restricción sobre la lectura de 
escritos o registros de forma íntegra durante las audiencias, 
permitiendo a las partes consultar solo sus notas o apuntes. 

Los puntos clave son: 

1.- Prohibición de lectura íntegra: Este punto establece 
que las partes no pueden dar lectura completa a escritos o 
registros durante las audiencias. Esto incluye la lectura de 
documentos, informes o pruebas de forma total, como si se 
estuviera presentando un texto extenso ante el juez. 

2.- Consulta de notas o apuntes: Aunque no se permite 
la lectura completa de escritos o registros, las partes sí 
pueden hacer uso de sus notas o apuntes personales durante 
la audiencia. Esto significa que pueden consultar información 
relevante para sus argumentos o defensas, pero sin leer textos 
completos. 
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3.- Propósito de la restricción: La limitación de la 
lectura de escritos o registros de forma íntegra tiene como 
objetivo mantener la agilidad de las audiencias. La lectura 
completa de documentos extensos puede ser tediosa y 
prolongar innecesariamente el tiempo de la audiencia, lo 
que podría entorpecer el desarrollo del proceso, así como la 
concentración del juez y la contraparte. 

4.- Eficiencia en la presentación de argumentos: Al 
restringir la lectura íntegra de escritos o registros, se fomenta 
la presentación de argumentos claros y concisos por parte de 
las partes. Las notas o apuntes permiten a las partes organizar 
y resaltar los puntos clave de su caso sin perder tiempo en la 
lectura de textos completos. 

5.- Enfoque en los puntos esenciales: Esta disposición 
ayuda a centrar la atención de las partes y del juez en los 
puntos más importantes y relevantes para el caso. Al evitar 
la lectura íntegra de documentos, se reducen las distracciones 
y se facilita el enfoque en los aspectos esenciales de la 
audiencia. 

6.- Implicaciones para las partes: Las partes deben 
estar preparadas para presentar sus argumentos de forma 
clara y concisa, utilizando sus notas o apuntes como apoyo. 
Esto requiere una preparación cuidadosa para resumir la 
información relevante y presentarla de manera efectiva 
durante la audiencia. 
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Capítulo XIII 
Auxilio entre Autoridades 
Artículo 44. Las autoridades de los distintos órdenes 


de gobierno deberán prestar el auxilio requerido por la 
autoridad competente conforme a lo dispuesto por esta 
Ley y las demás disposiciones aplicables. 


Cooperación entre los órdenes de gobierno 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


decir, federal, estatal y municipal, tienen el deber de 

colaborar y prestar el auxilio necesario a la autoridad 
competente cuando esta lo requiera. Esta colaboración debe 
llevarse a cabo conforme a lo establecido en la ley, así como 
en otras disposiciones legales aplicables. 

La mira de este artículo es asegurar una coordinación 
eficaz entre las diversas entidades gubernamentales para 
enfrentar de manera efectiva el delito de secuestro. La 
cooperación interinstitucional es esencial debido a la 
naturaleza compleja y grave de estos delitos, que a menudo 
requieren la intervención conjunta de múltiples jurisdicciones 
y niveles de gobierno. 


| as autoridades de los distintos órdenes de gobierno, es 
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I.- Obligación de auxilio entre autoridades 


La cláusula comentada establece una obligación clara 
y precisa para todas las autoridades gubernamentales, 
abarcando los niveles federal, estatal y municipal. Estas 
autoridades están legalmente obligadas a prestar auxilio 
cuando otra autoridad competente lo requiera, en el marco de 
lo estipulado por la ley y otras normativas aplicables. Este 
auxilio puede incluir la entrega de recursos, el compartir de 
información y la provisión de personal necesario. 

La cooperación interinstitucional se extiende a 
todas las entidades gubernamentales, eliminando barreras 
jurisdiccionales y promoviendo una acción conjunta. La 
autoridad competente, que puede ser cualquier entidad con 
facultades legales para intervenir en casos de secuestro, como 
fiscalías especializadas o cuerpos de seguridad pública, puede 
requerir este auxilio. 

La observancia de esta cooperación debe estar alineado 
con lo dispuesto por la ley general para prevenir y sancionar 
los delitos en materia de secuestro y otras leyes pertinentes, 
garantizando que todas las acciones sean legítimas y dentro 
del marco legal. 

Así, resulta evidente que la cooperación entre niveles 
de gobierno es crucial para enfrentar el secuestro, ya que su 
falta puede resultar en esfuerzos fragmentados e ineficientes. 
El artículo 44 promueve un frente unificado y coordinado, 
maximizando recursos y capacidades para combatir este 
delito grave de manera efectiva y legal. 
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Charlando con los investigadores: 
Doctora Rocío Corona Azanza Entrevista 


Por MJA Carlos Sosa Pinzón 


n Archivo que no es consultado, tarde o temprano 
termina por ser un archivo muerto, en el más 
amplio sentido de la expresión. En este orden de 
ideas, la Dirección de Archivos del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato ha preparado una serie de entrevistas 
con investigadores que han utilizado los expedientes y 
documentos que se tienen bajo resguardo del Archivo 
Histórico, para que, en voz de estos usuarios, se extienda una 
invitación para acudir al repositorio y hagan uso de la materia 
prima que encontrarán en los papeles que contienen la vida, 
procesos judiciales y parte de la historia de nuestra entidad. 
La primera entrega de esta sección corresponde a 
la entrevista que realizó el Subdirector de Archivo de 
Concentración e Histórico del Poder Judicial, maestro 
Carlos Sosa Pinzón, a la investigadora doctora Rocío 
Corona Azanza, quien ha sido usuaria de los expedientes 
resguardados en el Archivo Histórico del Poder Judicial para 
la hechura de algunas de sus investigaciones. 
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Corona Azanza, es Historiadora, habiendo cursado la 
licenciatura en la Universidad de Guanajuato; cuenta con 
una maestría en Historia por la Universidad de Guanajuato 
y doctorado en Historia en la UNAM, y actualmente 
forma parte del departamento de historia de la Universidad 
de Guanajuato. ...entonces, pues sí soy historiadora de 
corazón... nos comenta. Y así, empezamos con la entrevista. 

Carlos Sosa (En lo subsecuente CS).- ¿Cómo se da 
ese acercamiento de Corona Azanza al Archivo del Poder 
Judicial? 

Rocío Corona (En lo subsecuente RC).- Mi primer 
acercamiento fue justamente cuando estaba trabajando 
mi tesis de maestría. El tema que trabajé fue violencia en 
entornos domésticos y rurales. Específicamente, empecé 
en Dolores Hidalgo, y mi materia de estudio fueron los 
expedientes judiciales; es decir, las demandas que hacían 
generalmente las mujeres por cuestiones de violencia, de 
golpes, generalmente de sus parejas, pero podría ser también 
de cualquier miembro de sus familias, y así es como yo 
me acerco al Archivo del Poder Judicial. Tuve oportunidad 
de revisar, primero, el archivo municipal de Dolores y me 
di cuenta, por los mismos procesos que en el Archivo del 
Poder Judicial podría tener una veta mucha más amplia de 
investigación, siguiendo la pista de todos estos procesos, y 
fue así como me acerqué al Archivo del Poder Judicial. 

CS.- Y esa investigación ¿se puede consultar? 
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RC.- Sí, está en Valenciana!, que es la tesis de maestría; 
creo que está en digital, y recientemente tuve la fortuna de que 
la publicara el Instituto de Cultura del Estado de Guanajuato 
bajo el nombre: “Los Gritos de Dolores. Violencia y Género 
en Dolores durante el Porfiriato”. 

También el Archivo del Poder Judicial para mí fue 
muy importante en la tesis de doctorado, porque seguí con 
esa línea de violencia contra las mujeres. Pero también 
estuve analizando sobre mujeres que cometían delitos, no 
“criminalidad femenina”. El archivo ha sido para mí como 
una veta de oro. 

El Archivo Histórico Municipal de Dolores Hidalgo es 
un archivo al que le tengo especial aprecio, porque yo soy 
de ahí. Y cuando entré el Archivo estaba en una situación 
“dantesca”; entras y están ahí las palomas, las cucarachas 
muertas, y ese olor, así como del papel acumulado, que 
tiene un aroma muy, muy especial... me tocó estar viendo 
expediente por expediente a ver qué encontraba... y te 
encuentras que es como una caja de pandora. Esto fue en el 
año 2009, 2010, pero, lo que es la vida... justo ahora recibí la 
oportunidad de estar trabajando en ese archivo, ya como en 
un proyecto más amplio para el rescate; entonces para mí ha 
sido maravilloso, porque ver esos avances que ha tenido ese 
archivo y la oportunidad que he tenido ahora en la labor de 
rescate, entonces ha sido muy especial. 


1 Sede del Departamento de Historia de la Universidad de Guanajuato, Campus 
Guanajuato 
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CS.- Investigadora de toda la vida, ¿Qué es lo que 
la llevó a ser investigadora, y cuál consideraría que es su 
investigación hecha con documentos de archivo que sea la 
más relevante? 

RC.- Como historiadora, justo esa es una de nuestras 
características, la curiosidad, el siempre estar preguntando 
“¿qué pasó?”. Y a mí el tema de las mujeres, que es 
finalmente lo que yo ya llevo trabajando varios años, me 
llamó desde muy joven. En la licenciatura yo trabajé sobre 
educación femenina en Guanajuato, y ahí trabajé otro archivo 
que es el Archivo que resguarda la Universidad. Pero es otro 
tipo de expedientes, otro material. Cuando yo me acerco a la 
maestría, creo que el tema de la violencia finalmente es un 
tema que lo tenemos todos los días, y considero que nuestro 
propio contexto nos jala hacía ciertos temas, y yo ya traía 
por ahí esa espinita de las mujeres y el tema de la violencia; 
que cuando yo estaba por ahí del 2009-2010, ya estaba ahí, 
pero que ahora está exacerbado; entonces fue algo que se 
fue dando de manera muy natural. Además, cuando yo entro 
a los archivos a ver los expedientes Judiciales dije: “Es que 
esto viene de siglos, este tema es algo que no es de ahorita 
ni de hace diez años”. Y es como yo empiezo rascarle, y 
entonces de un archivo local, municipal, me doy cuenta de 
la importancia que tiene ya un archivo como el del Poder 
Judicial, que es finalmente donde se concentraban todos estos 
expedientes que iban con los jueces, y fue como que yo quise 
ir rastreando estos hilos de cómo funciona una institución 
y como podría explicar la violencia hacia las mujeres. Pero 
después también, cuando voy avanzando con la investigación, 
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me pude dar cuenta que no es que siempre las mujeres hayan 
estado sumisas y sometidas sino que también había un montón 
de mujeres violentas, o sea, delitos de heridas, de pleitos, de 
injurias, que son maravillosos y me dije: “Tengo que ampliar 
como este panorama para no quedarnos; efectivamente, la 
violencia hacia las mujeres es exponencialmente mayor, pero 
también tratar de explicar cómo la sociedad en sí era violenta, 
y que las mujeres también ejercían violencia.” Fue así como 
me fui acercando, y yo creo que el repositorio natural pues es 
el archivo judicial, finalmente es a donde llegan todos estos 
tipos de documentaciones, que son riquísimos. 

CS.- Temas sumamente vigentes a pesar de que tu 
investigación es del siglo XIX a la fecha, mujer y violencia 
sigue siendo tema diario y cotidiano. 

RC.- Claro, y yo pienso que eso es uno de los aportes 
que podemos hacer las historiadoras y los historiadores, el 
ver cómo es un problema estructural, un problema que hay 
que ir al pasado para tratar de entender por qué lo estamos 
viviendo como lo vivimos ahora, qué se ha hecho, de dónde 
viene, porqué sigue avalado; entonces, como todas estas 
preguntas que le podemos hacer al pasado, creo yo que las 
investigaciones históricas sirven para eso, para estar tomando 
decisiones en el momento que estamos viviendo y ver 
estos cambios. Yo me centré más en el siglo XIX, ya en mi 
investigación de doctorado si llego hasta 1933, y que tiene 
que ver mucho con la ley, por eso para mí la cuestión de la 
ley, de la justicia y los archivos judiciales pues son vitales. Te 
das cuenta del siglo XIX al 33 (1933) al 2021 que estamos, 
cómo hay cosas que permanecen, y claro que ha habido 
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cosas que han cambiado, y claro que ha habido momentos de 
ruptura y han habido avances, pero también la violencia ahí 
sigue. 

CS.- Nos platicabas que eres historiadora, investigadora 
de toda la vida, pero en términos más cronológicos, el tiempo 
que lleva una investigación de archivo, una jornada típica, el 
tiempo de investigación para hacer un artículo, para hacer un 
libro. 

RC.- Yo creo que es una cuestión ingrata porque en las 
instituciones, y mucho más estas instituciones que son las que 
nos evalúan, las que están que tienes que cumplir y cumplir, 
y cubrir estas expectativas no toman en cuenta todo este 
trabajo hormiga que necesitamos hacer. Y nos ponen a la par 
de otras disciplinas que, con todo respeto a esas disciplinas, 
que podríamos decir disciplinas de ciencias duras, tienen 
otra metodología, y al ponernos a la par quedamos en franca 
desventaja; porque para mí, una jornada de archivo, a veces 
puedes estar ocho horas en el archivo y no encuentras nada, 
es decir no tienes un resultado porque ese día los expedientes 
no te dan lo que buscabas. Y entonces es estar buscando. 
Además te encuentras a veces con situaciones de que no 
puedes tomar fotografías, tienes que transcribir. De manera 
personal, yo trabajo a lo mejor muy a la antigua, yo prefiero 
transcribir siempre, a mí no me gusta tomar fotografía 
porque cuando yo ya estoy en el proceso de transcripción, 
mi cabeza ya está trabajando sobre resultados, sobre posibles 
preguntas, entonces eso, si tú tienes un expediente judicial 
de cien fojas y quieres transcribirlo, pues ocho horas no 
son suficientes, entonces es un trabajo difícil, son muchas 
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horas sentada, muchas horas de invertirle al archivo, pero 
para mí es fascinante. Yo no considero otra manera de poder 
hacer investigación en historia si no es estar sentada frente 
a los documentos, pero esa es una visión mía, a lo mejor del 
siglo XIX, muy positivista; pero a mí es la que me resulta, 
porque yo sí encuentro; más allá de que, después de que uno 
como investigador se nutre de todo lo que han escrito otros 
investigadores desde otras posturas, desde sociólogos, desde 
filósofos, el hecho de acceder a tus fuentes primarias como es 
un expediente, en mi caso un expediente judicial, no te lo dan 
más que el hecho de ir al archivo, sentarte, transcribir, leer o 
tomar fotos si quieres, y eso claro que implica muchas horas, 
en tiempo. Yo tardé ocho años, el doble de tiempo de lo que 
debería haber sido, lo cual no está bien para hacer una tesis de 
doctorado, porque pues yo tengo en mis archivos personales 
alrededor de seiscientos expedientes, y cuando traduces 
seiscientos expedientes, tecleados, además el proceso de 
pensar qué voy hacer con todos esos, es mucho tiempo. No 
me quejo porque para mí es fascinante, pero pues es tiempo. 
Yo siempre diré que cuando uno entra al archivo es entrarle 
a un mundo fantástico; entonces a mí me pueden dejar ahí y 
viviría feliz. 

CS.- Efectivamente, es invertirle mucho tiempo, 
tal vez toda la vida al trabajo en archivo, y en ese sentido 
¿Qué recomendaciones podrías darles a los estudiantes 
investigadores para realizar una investigación así con 
documentos de archivo? 
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RC.- Yo les diría que debemos aprender de los viejos y 
de la vieja escuela de historia, que era detenerte y hacer las 
cosas con calma. Ante esta invasión que tenemos del tiempo 
y de rendir y de rendir y de correr todo el tiempo, yo sí sigo 
pensando que el trabajo del historiador implica paciencia, 
muchísima paciencia, y esa paciencia también implica que 
tengas toda la capacidad de sentarte durante horas en un 
archivo, y de confiar que algo bueno saldrá ahí, porque uno 
no siempre tiene éxito. Yo lo veo mucho con mis alumnos. 
Quizá en otra generación todavía nos enseñaron tener 
tolerancia al fracaso, pero la generación de chicos que vienen 
ahora es como que quieren todo rápido y hacer historia. 
Un trabajo de historia no se puede hacer rápido, si se hace 
rápido va a salir mal. Entonces, yo eso recomendaría; ver en 
el archivo el momento de estar casi como monje, y oliendo 
todo eso, y viendo esos papeles y dejar que te hablen; a mí 
eso me gusta mucho, esa relación que uno como historiador 
establece después con los documentos, de dejar que te digan 
cosas, de aprender de esos que ya no están, de quien escribió 
eso, palabras que ya no utilizamos, maneras de relacionarse 
que ya nosotros nos suenan totalmente ilegibles. Entonces, 
para traducir todo eso, y hacerlo legible, se necesita 
paciencia, invertirle tiempo y claro, yo no estoy diciendo a 
todos que quieran transcribir, y casi que a pluma o a lápiz, 
no. Claro que ahora hay muchas herramientas, y si te dejan 
tomar fotos en un archivo de expedientes, eso es bueno, que 
aprovechen esas herramientas; pero que tengan en cuenta 
que las herramientas tecnológicas, no te dan la habilidad para 
paleografiar un documento, que eso sólo te lo da las horas 
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que tienen sentado ahí, el traducir esas palabras que a veces 
están escritas de manera ilegible, entonces, paciencia, y claro 
que es entrega y vocación por lo que uno hace. 

CS.- No en balde ““El Mediterráneo” se escribió durante 
toda la Guerra Mundial y luego se fue a confrontar a archivos. 

RC.- ¡Claro! Imagínate a Braudel escribiendo el 
mediterráneo en seis meses, es imposible, entonces, escribir 
un artículo, aunque uno diga son veinte cuartillas, treinta 
cuartillas, te puede implicar un trabajo detrás de años. 
Escribir un libro, y más como nosotros, que trabajamos con 
tanta documentación, con tanta información, no podemos 
escribirlo así a lo de pronto. 

CS.- Tal pareciera que los historiadores locales estamos 
muy acostumbrados a la historia social, a lo mejor hay algunos 
devaneos con la historia cultural y la vida cotidiana, pero la 
historia jurídica, llamémosle así, como que ha quedado un 
poco a la zaga. Bajo esta perspectiva, ¿qué consideraciones 
se deberían tener para hacer una investigación histórica- 
jurídica con documentos de archivo? 

RC.- A mí, la experiencia, porque cuando uno entra 
también habrá que decirlo a los expedientes judiciales, 
la verdad es que entras siendo un ignorante. No tenemos 
las herramientas que tienen los abogados que entienden 
perfectamente todo ese universo, el argot, el proceso, de si va 
un juez, qué significa un defensor... entonces, tenemos que 
conocer la institución de manera muy clara, para entonces 
poder traducir todo lo que estamos viendo. Yo admiro eso 
de los abogados, que tienen como muy claros, no se andan 
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por las ramas; para ellos es A, B y C y así tiene que empezar 
un documento, un expediente judicial y seguimos hasta una 
sentencia. 

Yo pienso que los historiadores tenemos que acercarnos 
a la historia del derecho, acercarnos a los abogados y ellos 
también a nosotros, porque también nosotros aportamos 
mucho a la historia del derecho. Entonces, yo diría primero, 
conocer cómo funcionan las Instituciones, porque si no 
conocemos cómo funcionan las instituciones, nos vamos a 
tardar el doble del tiempo, en entender un sólo expediente 
judicial, en entender por qué un expediente que está en un 
Juzgado en Dolores aparece también en Guanajuato, por qué 
aparece en el Tribunal del Poder Judicial de Guanajuato; si 
no entendemos eso, pues no lo sabremos; entonces sí hay que 
leer mucho sobre los Códigos de Procedimientos, si hablamos 
de Penal o Civil, la organización de los tribunales, eso lo he 
aprendido a trompicones, o sea, ahí va uno medio ciegas y 
luego dice “¡Ay, si esto lo hubiera visto hace años, este 
expediente lo hubiera entendido muchísimo mejor y ahora 
ya no puedo regresar a ver ese expediente!”. Entonces es ir 
a la par de leer mucho sobre esta cultura jurídica, entender 
ese argot para poder trabajar, porque si no, también luego los 
historiadores cometemos muchas descontextualizaciones. 
Hay que, a veces, leer cosas que se nos pueden hacer áridas. 
Un Código Penal, que del artículo del 1 al 500, y tienes 
que entenderle. Claro que después uno se da sus mañas, 
porque tampoco es que los abogados se sepan el Código 
de memoria, pero conocer la Institución, cómo funciona; 
porque además eso te da ciertas herramientas. Por ejemplo, 
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para cerrar esta idea, a mí me pasó que estaba siguiendo 
un caso que ocurrió en 1889 en Guanajuato, y que fue muy 
sonado porque se trata de un asesinato, un crimen que se da 
a un minero administrador de la Mina del Nopal y fue muy 
sonado, fue un escándalo; y solo encontraba referencias de 
que estaba el expediente judicial, de que existía, por ahí 
había una foto en alguna publicación de los años 80”s; pero 
yo jamás encontré el expediente y decía “¿cómo le sigo el 
hilo a esto?”, y buscando en hemerografía, estando en los 
periódicos, me encontré una nota que decía “le negaron el 
amparo al asesino” y dije, “si le niegan amparo, eso significa 
que debe de estar en la Suprema Corte de Justicia; entonces 
tengo que ir al Archivo de la Casa de Cultura Jurídica; si se 
ampararon, ahí debe de haber algo”, ¡y que lo encuentro!, 
entonces encontré el proceso abreviado, pero eso me sirvió 
a mí para jalar todo eso que yo no entendía y que no hubiera 
comprendido cómo funciona eso, qué significa un amparo, 
quien da un amparo, como todos esos mecanismos de la 
administración de justicia, yo no podría haber respondido a 
eso, ni podría haber escrito ese artículo que además disfruté 
muchísimo. Por eso digo, tenemos que conocer la Institución 
a la que nos estamos enfrentando. 

CS.-Esas son las consideraciones para abordar una 
investigación de ese tipo pero, ¿para qué nos sirve la 
investigación histórica-jurídica? 

RC.- Obviamente, cuando uno se acerca como 
investigador a cualquier tema es porque tienes una 
preocupación personal, una preocupación de tu momento; o 
sea, somos sujetos de nuestro momento. A mí me preocupa 
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mucho esta cuestión de la violencia, sobre todo de la 
violencia hacia las mujeres; entonces yo pienso que eso es 
lo que nos otorga el acceder a este tipo de acervos, porque 
entonces yo ya les puedo encontrar sentido a este presente, 
pero no solo encontrarle sentido y decir “Ah, ya entendí, 
ya sé, por ahí va la violencia”, sino hacer cosas prácticas o 
sea, el incidir en este presente y decir “es que tendríamos 
que hacer esto, ya se ha legislado sobre tal asunto, no ha 
funcionado, tendríamos que ir sobre esta línea”, es decir, que 
a partir de estos documentos o este acceso que tengo yo al 
pasado, puedo incidir en el presente y no a manera de “voy a 
salvar al mundo” no, sino desde la trinchera y entonces decir 
“claro, sigue habiendo violencia en las mujeres porque no se 
ha hecho desde el siglo XIX y desde antes el ABC que yo veo 
aquí”, y para mí eso es el aporte. Y finalmente la Historia es 
una disciplina, es una ciencia de las humanidades, y tiene que 
incidir en hacer un mundo mejor, y los expedientes judiciales 
son duros; uno encuentra historias muy fuertes, encuentras 
dramas humanos que a veces te cimbran, entonces también 
yo siempre acudo ello con mucho respeto, y tratando de 
que la vida de esos que ya no están ahí, de esas mujeres que 
fueron golpeadas o de esos que se murieron por los golpes 
no haya sido en vano, es un poco darles ahí un tributo; ese es 
uno de los contras de los expedientes judiciales que, al tener 
relatos tan íntimos, tan personales, uno se pueda perder en las 
anécdotas y a mí me daría mucho miedo que yo pudiera caer 
en eso, porque estaría tratando sin respeto a esos que ya no 
están. 
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Claro que hay anécdotas que uno siempre encuentra, yo 
siempre utilizo cuando me pongo grosera, utilizo groserías 
que he encontrado en los expedientes judiciales que son 
maravillosas, pero yo pienso que ya en el terreno de la 
investigación, no hay que caer solamente en la anécdota, hay 
que tratar con respeto a todos esos, porque a veces hay casos 
terribles que hasta la lágrima te sacan. 

CS.- Como lo has planteado, y para redondear, ¿cuál 
consideras que sería el impacto que tienen las investigaciones 
históricas hechas con expedientes judiciales en la sociedad? 

RC.- Uno es entender lo complejo que somos los seres 
humanos. Los seres humanos, parece ser que vivimos en el 
conflicto; a mí eso me fascina, el ver que los seres humanos 
tenemos tantos matices, es decir, no somos ni ángeles ni 
demonios; sino estamos llenos como de estos matices, de 
estos grises, y que finalmente el acercarte a estos expedientes, 
pues nos habla de la necesidad que tenemos de regular, de 
normas, de leyes que nos hacen vivir en una sociedad, si 
no democrática, al menos civilizada. Eso es algo que yo 
aprendo mucho de estos expedientes, y cuando uno entra 
los expedientes judiciales, civiles o penales, como estás 
hablando de tantos conflictos, yo creo que nos sirven para 
ver cómo podemos mejorar como sociedad, cómo le hemos 
hecho desde el siglo XVII-XIX, qué ha resultado de eso, y 
qué podemos hacer ahora. El tema de la justicia es un tema es 
un tema crucial para los seres humanos; el obtener justicia, el 
ser tratado con derechos civiles, con derechos humanos. Yo 
pienso que ese es el impacto que pueden tener en la sociedad 
estos acervos, y más allá de entender que somos seres 
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humanos con múltiples conflictos, la capacidad que tenemos 
también para vivir de una manera democrática, una manera 
solidaria con derechos y con leyes finalmente. 

CS.- El eterno anhelo de justicia y el eterno conflicto que 
hay en los diversos intereses del ser humano... En términos 
amplios ¿Sobre qué se investiga en el ámbito de la historia 
judicial, qué recomendaciones nos podrías dar a curiosos 
investigadores en este ámbito, como para realizar una buena 
investigación? 

RC.- Yo tengo pendiente, por ejemplo, justo hablando de 
que hablamos de la justicia y los derechos humanos, que para 
eso también me ha servido este Archivo del Poder Judicial, he 
encontrado expedientes maravillosos; por ejemplo el tema de 
las cárceles. La historia de la justicia de las cárceles también 
es algo que me llama mucho la atención; estoy también 
trabajando un poco en eso, eso es una veta importantísima. 
La organización de tribunales, a Guanajuato yo creo que le 
falta una historia sobre esto, la organización de tribunales 
de Guanajuato no contemporáneos sino desde la historia, 
desde el siglo XIX, que generalmente hay como una lucha 
porque esto esté. También a mí me llama mucho la atención 
el papel de los abogados desde el Colegio del Estado, o 
sea la formación, la importancia que tuvo en la formación, 
de verdad una camada de abogados brillantes desde el 
siglo XIX, y luego te los encuentras como jueces, luego te 
los encuentras en la Ciudad de México, y te los encuentras 
escribiendo periódicos, y después te los encuentras en un 
proceso como jueces de un proceso de homicidio. Esa es 
otra veta, también como la historia de estos personajes que 
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han estado en administración de justicia; los jueces, los 
abogados defensores, que también es otro tema fascinante 
que también están ahí, y es como irles jalando a ser una 
historia de estos personajes que, finalmente han contribuido 
a la organización de la Justicia en este Estado, y quizá me 
gana el amor al terruño, porque yo creo que la Universidad 
de Guanajuato sigue siendo la cantera de los abogados, que 
tenemos ya ahora diseminados en distintos puntos del Poder 
Judicial o en distintos Órdenes de la judicatura. Entonces 
temas hay muchísimos, desde la justicia le puedes rascar, en 
algún momento yo estuve dirigiendo una tesis de menores 
infractores. Ahí el Archivo del Poder Judicial también 
fue vital, si bien no hay tanto información finalmente te 
encuentras luego estos expedientes que son como garbanzos 
de a libra que son los que te dan pistas. Yo creo que el tema 
de la historia de la justicia en Guanajuato es todavía un 
tema que tiene muchísimas vetas de investigación, y ojalá 
historiadores y siempre yo pugnaré porque entablemos una 
relación más cercana con los abogados porque de verdad 
podemos aprender mutuamente de estos temas; ellos 
nutrirse de nosotros y nosotros de ellos, eso también sería 
muy interesante. El tema de los Notarios también da por 
ahí algunas investigaciones, pero tampoco se ha trabajado 
tanto; entonces que hay pendiente este tema de la justicia, 
de la administración de la justicia, de los tribunales, está ahí 
pendiente y ojalá muchos investigadores se acerquen. 

CS.- Ya sabemos que hay algunas temáticas que están 
prácticamente intocadas del tema de la historia y la justicia, 
ya sabemos que tal vez es un poco largo y sinuoso el camino 
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para llegar a una investigación hecha con documentos de 
archivo, pero ¿cómo podríamos invitar a investigadores 
interesados en el tema para que se acerquen al archivo del 
poder judicial a hacer investigación? 

RC.- Ir ahí y pasar una mañana en el Archivo del Poder 
Judicial siempre sale uno ganando, es un tema impresionante, 
y además pensaba que he dado mi visión como historiadora. 
Finalmente es lo que llevo haciendo, pero cada que estoy 
en el Archivo del Poder Judicial o viendo un expediente 
judicial digo, si los literatos se acercaran aquí sacarían unos 
novelones tremendos, interesantísimos, y esto también es 
una veta que desde la literatura los expedientes judiciales, o 
este tipo de expedientes te da muchísima tela para cortar ya 
desde la ficción, desde la sociología puede ser. Si bien estos 
expedientes están hablando ya de gente que ya no está, el ir 
al pasado para entender qué está sucediendo, también nos da 
una visión muchísimo más amplia; los abogados, siempre 
que veo estos expedientes y los alegatos de los abogados 
del siglo XIX que de verdad parecían poesías y libros de 
literatura y demás, yo digo ahora que ha cambiado esto de 
los juicios orales y que tienen que utilizar tanto la palabra 
de los abogados, si la utilizaran y si supieran, y si leyeran 
estos expedientes o se nutrieran de esto que se nutrían éstos 
abogados, tendríamos unos tremendos juicios, que hasta 
serían dignos de ir a ver, los juicios famosos de algunos 
defensores cuando estaba este jurado popular en la Ciudad 
de México, podía durar la defensa de los abogados cinco 
horas y el abogado no paraba de hablar y citaba de todo y 
decía “¡son una maravilla!”, pero sí pueden nutrirse de eso, 
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y entonces no es nada más para los historiadores; y además 
como ciudadanos, todos los archivos históricos, todos los 
repositorios documentales, tenemos obligación sobre ellos, y 
finalmente ahí está nuestro pasado, ahí está mucho de lo que 
somos; y si no conocemos eso, es como andar a ciegas por 
el mundo; entonces es también una responsabilidad civil el 
conservar y el ver la importancia de estos acervos. 


FIN 
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Comentarios a los estereotipos sobre archivos y 
archivos en el cine 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Introducción 


l artículo Historias inquietantes: Archivos y archiveros 

en el cine, es una exposición oral que presentó 

la Doctora Esther Cruces Blanco en el año 2017, 
como requisito para ingresar a la Academia Malagueña de 
Ciencias y que posteriormente se publicó en https://dialnet. 
unirioja. es. En su disertación, la doctora habla de cómo el 
cine estereotipa los conceptos de archivos, y los papeles 
(funciones) que tiene el archivero dentro de la trama de 
diversas cintas cinematográficas de origen español, italiano 
y estadounidense, entre otros; así también, menciona los 
valores que el mismo cine le da a los documentos. 
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Estructura del artículo 


El discurso comienza con palabras de agradecimiento 
que la Doctora Esther Cruces dirige a los académicos don 
Alfonso Asensi Marfil, doña María Pepa Lara García y a 
doña Mercedes Vico Monteoliva, y a los miembros de aquella 
Junta de Gobierno de la academia. 

Posteriormente, trata cinco temas donde el asunto 
principal es cómo el cine describe a los archivos, y cómo 
define al personal que trabaja en estos recintos, los cuales 
son: Archivos, archiveros y el cine, Los archivos en el cine: el 
arcano, el misterio y el poder, El papel de los archiveros en el 
cine, Qué son, para qué sirven y qué se hace en los archivos 
en las películas, y Los valores de los documentos. 

Al final indica las referencias bibliográficas y recursos 
web consultados. 


Contenido 


En el primer tema Archivos, archiveros y el cine, la 
autora del artículo comenta que en las películas, los archivos 
son como lugares misteriosos, porque son relacionados con el 
arcano.' y que los archiveros son “seres algo extravagantes”, 
por ser los custodios de la información y de todos los secretos 
que guardan los documentos de los archivos. También habla 


1 Adj. Dicho especialmente de una cosa: Secreta, recóndita, reservada. 2. m. 
Secreto muy reservado y de importancia. 3. m. Misterio, cosa oculta y muy 
difícil de conocer. Web bibliografía: Real Academia de la Lengua: https://dle.rae. 
es/arcanoHf:-:text=Dicho%20especialmente%20de%20 una%20cosa,muy%20 
reservado%20y%20de%20importancia%20. Con-sultado el 28 de septiembre de 
2021) 


330 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


de que en la mayoría de las cintas cinematográficas, el papel 
de archivero es masculino y el de las bibliotecas es femenino, 
por lo que denota una clara falta de equidad de género, ya 
que, por medio de las películas, las personas se dan idea 
de cómo es tal o cual papel, y se puede pensar que en los 
archivos sólo trabajan personas del sexo masculino, cuando 
en la realidad, tanto en los archivos como en las bibliotecas, 
trabajan personas de ambos sexos. En este tema también es 
importante destacar la definición que se hace de archivo: 
“* ..los archivos registran decisiones, acciones y memoria. 
Constituyen un patrimonio único e irremplazable que se 
trasmite de generación en generación...”? y resguardan 
los documentos que son parte de la memoria individual y 
colectiva. Así pues, los archivos de las instituciones públicas 
son los responsables de la conservación del patrimonio 
documental de éstas. 

En Los archivos en el cine: el arcano, el misterio y el 
poder, la doctora Esther hace referencia a que la ubicación 
de los archivos son lugares oscuros, fríos y muchas veces 
instalados en los sótanos de los edificios. También dice 
que los archivos más representados en los filmes, son los 
archivos de la Administración Pública, pues son considerados 
las instituciones esenciales para buscar documentos de 
los organismos vinculados a ella, como los archivos de la 
policía, los archivos judiciales y los archivos nacionales, 
entre otros. Otro asunto de importancia que trata la autora es 
la seguridad que el séptimo arte representa en los archivos, 


2 Declaración Universal sobre los Archivos Web bibliografía: Consejo Internacional de 
los archivos: https://www.ica.org/sites/default/files/UDA_ June2012_press_SP.paf. 
Consultada el 28 de septiembre de 2021. 
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haciéndolos ver como lugares a la vez inaccesibles, pero 
también donde el protagonista o héroe de la trama puede 
localizar lo que busca en un abrir y cerrar de ojos. Dos cosas 
que resultan incoherentes porque, en primer lugar, siendo 
los archivos responsables de salvaguardar el patrimonio 
documental de las instituciones y de los individuos, debe 
haber ciertos protocolos de seguridad y de conservación de 
la documentación; y, en segundo lugar, sin los instrumentos 
de control y consulta adecuados, sería muy difícil, para 
las personas que no trabajan en un archivo, localizar algún 
documento. 

El papel de los archiveros en el cine, aquí la doctora 
Cruces denota las características que tienen los archiveros 
en las películas cinematográficas: son “...personajes un 
tanto chiflados, rodeados de montañas de documento...” 
desempeñando esta función “...como castigo y para expiar 
sus pecados, que suelen estar relacionados con ser alguien 
díscolo...” por lo que “...su lugar de trabajo no puede 
ser otro que un sótano...”. Y aunque no son personajes 
importantes, suelen ser los que facilitan el documento 
vital para el desenlace de la trama; ya que son las personas 
conocedoras del asunto o de la información que requiere el 
héroe para solucionar la trama de la película. Son mostrados 
como hábiles conocedores de su trabajo, inteligentes y bien 
informados. Lo que en la actualidad se traduce a que una 
persona responsable de un archivo, y sobre todo, de un 
archivo institucional, debe ser multidisciplinario, es decir, 
que además de conocer de archivos, debe tener conocimientos 
en el ámbito legal, tecnológico y administrativo. 
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En el penúltimo tema, Qué son, para qué sirven y qué 
se hace en los archivos en las películas, se hace referencia 
al ciclo vital de la documentación, donde la autora menciona 
que existen archivos de oficina (de trámite), archivos 
centrales (de concentración) y archivos históricos de muy 
diversos tipos. Y que en el cine los que más se mencionan son 
los de oficina. También identifica otro estereotipo que el cine 
hace de los archivos: “...la eliminación de los documentos 
para ocultar, borrar, eliminar pruebas, acciones, conductas e, 
incluso, pensamientos.” Aquí también se hace referencia a 
los principios y técnicas para la organización, clasificación, 
descripción, servicio, custodia y conservación de los 
documentos, y que los archiveros debemos implementar 
en nuestros archivos. Pero en los filmes se observa que 
los protagonistas también “...saben cómo se organiza la 
documentación que buscan, cómo está colocada y dónde, 
aparentar dominar las técnicas de la identificación y de la 
descripción,... que parece indicar que esto de los archivos 
es algo fácil...” Otro aspecto a recalcar en este tema, es que 
la doctora Cruces habla sobre la custodia y la conservación 
como pilares básicos de la gestión de archivos, que tiene 
que ver con el acceso, la confidencialidad, la protección de 
datos y la salvaguarda de los secretos oficiales; en el séptimo 
arte, describen a los archivos como lugares misteriosos 
cuidados por un guardián severo, incorruptible o de bruscos 
modales; pero a la vez, el protagonista es capaz de acceder 
al archivo sin ningún problema. En la actualidad, con las 
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leyes de transparencia y acceso a la información, esto último 
es posible, siempre procurando la protección de los datos 
personales. 

Y, por último, los valores de los documentos. 
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Reflexiones en torno a convivencias de los 
menores con su progenitor no custodio en tiempo 
de pandemia COVID-19. 


Juez Ma. Isabel Gómez Hernández. 
Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ind-Med de este compendio 
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Cláusula rebus sic stantibus. Aplicación en México 
por la pandemia generada por la covid-19. 


Juez Mtro. Francisco Jaramillo Mejía. 
Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ac-Cla de este compendio 
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Sobre el virus pandémico de nuestros días y un 
intento de homicidio. 


Mtro. Israel González Ramírez. 
Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ej-Inc de este compendio 
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Consecuencias del incumplimiento de la 
responsabilidad parental. Propuesta de 
modificación de los artículos 497 y 500 del código 
civil del Estado de Guanajuato. 


Magistrado Eloy Zavala Arredondo. 
Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ind-Med de este compendio 
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Guarda y custodia compartida de menores 
10 claves para su tutela judicial efectiva. 


Juez Dr. Karlos Alberto Soto García 


Introducción 


en los últimos 80 años frente a los matrimonios, 
generando disfunciones familiares y  muúltiples 
problemas sociales, económicos y culturales. 

De acuerdo al instituto nacional de estadística y 
geografía, la relación matrimonios- divorcios era 1.6 en 1930 
(100,724 matrimonios frente 1,626 divorcios), para 1970 ya 
era 8.7 (357,080 matrimonios; 31,181 divorcios), después de 
una ligera reducción en dicha relación (1980 en 4.4, 1990, a 
7.2 y 2000 en 7.4), en 2010 de nuevo aumentó a 9.8 (616,654 
matrimonios; 60, 641 divorcios) y en tres años duplicó, 
pues en 2013 alcanzó 18.6 (583,264 matrimonios; 108,727 
divorcios), es decir, más de cien mil separaciones oficiales, 
vía judicial, sin contar las de tipo informal. Incluso, para 


| y l divorcio en México ha aumentado significativamente 
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2013, la cantidad de matrimonios también disminuyó en más 
de cien mil, respecto el punto más alto en la década anterior 
(2000 en 707,422 matrimonios) pero la de divorció creció.' 

Asimismo, en octubre de 2008 se reformó, derogó y 
adicionó el código civil para el Distrito Federal, en materia 
del llamado divorcio incausado o exprés, llamado así por 
la rapidez con la que se concluye el trámite, captándose en 
el cuaderno judicial con la descripción de causa: voluntario 
unilateral (sin que se requiera señalar la causa por la cual se 
solicita, y siempre que haya transcurrido cuando menos un 
año desde la celebración del mismo), lo cual ha disparado la 
cantidad de divorcios registrados, pues en 2013 se observa 
un incremento de 56.8% de divorcios con respecto a 2007 
tan solo en el Distrito Federal. Gradualmente otras entidades 
federativas han adoptado estas modificaciones como Hidalgo 
en 2011, Guerrero, México y Yucatán en 2012 y en 2013 
Coahuila de Zaragoza. 

En consecuencia, esto impacta en el incremento de 
controversias familiares donde está de por medio la guarda 
y custodia de menores. La guarda y custodia de los menores 
constituye un derecho fundamental, que está implícito en la 
facultad que los padres ejercen en razón de la patria potestad, 
en virtud de que los hijos necesitan a ambos padres como 
figuras de referencia y, el ideal es que los padres tengan una 
vida en pareja. Sin embargo, cuando no es posible, una de 
las consecuencias es determinar la guarda y custodia a favor 
1 Vid. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (México): Estadística de divorcios, 

Marco Metodológico, México, (web bibliográfica: http://internet.contenidos.inegi. 


org.mx/contenidos/  Productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/ 
nueva_estruc/702825070847.pdf, Consulta: 24 de septiembre de 2022). 
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de alguno o ambos y, en su caso, el régimen de convivencias 
más adecuado a las circunstancias en particular. Según 
Cantón y Justicia? “(...) la cooperación, el apoyo mutuo y 
la no confrontación entre los progenitores que no sostienen 
una vida en común tiene unos efectos positivos en padres e 
hijos; sin embargo, sólo un 25% de los divorciados consigue 
establecer este tipo de relación. Entre un 15-20% de los 
divorciados con hijos tiene un elevado nivel de conflictos, 
incluso dos años después de la separación, siendo temas 
comunes de discusión la residencia de los hijos, el régimen de 
visitas y la manutención.(...)” Los niños cuyos padres están 
divorciados, o sólo separados, tienen mayores probabilidades 
de desarrollar conductas inapropiadas que aquellos que viven 
en un entorno relativamente estable y completo, pues dos 
padres pueden dar a sus hijos más protección, orientación 
y apoyo que sólo uno. Ante estas situaciones, el papel del 
juzgador adquiere notoria relevancia, pues comúnmente, los 
padres envuelven a los menores en un conflicto legal que no 
les corresponde. Los niños y niñas no tendrían por qué pasar 
por un procedimiento jurisdiccional, pues no es un ambiente 
adecuado para ellos. Sin embargo, dicha situación es más 
recurrente cada día. 


2 Cantón Duarte, José, Cortés Arboleda, Ma. del Rosario, y Justicia Díaz, Ma 
Dolores: Las consecuencias del divorcio en los hijos, en psicopatología clínica, legal 
y forense, vol. 2, no. 3. pp. 47 y ss. 
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I. Derecho al acceso a la justicia en juicios de amparo 
promovidos por menores de edad 


l acceso a la justicia comprende la posibilidad de 

toda persona, con independencia de su condición 

económica, edad, género u otra naturaleza, de acudir 
ante las instancias procesales para la resolución de conflictos, 
y defensa de los derechos de los cuales es titular. Es decir, 
el acceso a la justicia debe ser entendido en términos de 
igualdad, en el sentido de que, el justiciable pueda hacer 
valer sus derechos, en las mismas condiciones y términos 
que cualquier otra persona que se somete a la acción de 
los tribunales de justicia, con independencia de cualquier 
condición o status.? El derecho al acceso a la justicia es un 
derecho fundamental con doble funcionalidad: 1) como 
derecho humano sustantivo; y 2) como derecho humano 
procesal. En ambos perfiles, se le podría denominar como un 
derecho llave, debido a que el acceso a la justicia (derecho 
a la jurisdicción) como componente de aquel, permite la 
defensa de otros bienes constitucionales.* 

Este derecho fundamental se encuentra garantizado 
en los preceptos convencionales: 8 a 11 de la declaración 
universal de los derechos humanos; artículos 2.3 y 14 del 
pacto internacional de los derechos civiles y políticos; 
artículos 6 y 13 del convenio para la protección de los 


3 Galván Tello, María del Carmen: Juzgar con perspectiva de género. la. ed., Ciudad 
de México, Tirant lo Blanch. 2008. p. 43 


4 Maldonado Sánchez, Adán: La Tutela Judicial Efectiva, las Formalidades del 
Procedimiento y los Formalismos. No. 45. Revista del Instituto de la Judicatura 
Federal. 2018. p. 1. 
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derechos humanos y de las libertades fundamentales; título 
vi de la carta de los derechos fundamentales de la unión 
europea; XVIII de la declaración americana de los derechos y 
deberes del hombre; 8 y 25 de la convención americana sobre 
derechos humanos; 7 de la carta africana sobre derechos 
humanos y de los pueblos. a nivel nacional, el derecho 
fundamental de acceso a la justicia se encuentra contenido en 
el artículo 17 de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos, del cual se desprenden los siguientes principios: 
justicia pronta, completa, imparcial y gratuita. 

La primera sala de la suprema corte de justicia de la 
nación, definió el acceso a la justicia como el derecho público 
subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y 
términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita 
a tribunales independientes e imparciales, a plantear una 
pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través 
de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se 
decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute 
esa decisión; de ahí que este derecho comprenda tres etapas, 
a las que corresponden tres derechos: (1) una previa al juicio, 
a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, 
que parte del derecho de acción como una especie del de 
petición, dirigido a las autoridades jurisdiccionales, y que 
motiva un pronunciamiento por su parte; (2) una judicial, que 
va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación, 
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y a la que corresponden las garantías del debido proceso; y, 
(3) una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las 
resoluciones emitidas.* 

El reconocimiento de la condición de titulares de 
derechos a todos los niños y las niñas, quedó consagrado en 
1989, con la aprobación de la convención sobre los derechos 
del niño. en el artículo primero de dicho documento, los 
estados partes, entre ellos, el estado mexicano, se obligaron 
a respetar los derechos enunciados en la convención, 
asegurando su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, 
sin distinción alguna, independientemente de la raza, el 
color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de 
otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición 
económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o 
cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales. 

Por ende, el sistema de justicia, de ninguna manera 
es ajeno a los menores de edad, al contrario, en muchas 
ocasiones niños y niñas se ven obligados a someterse a 
conflictos o procedimientos jurisdiccionales, Ante ello, 
para garantizar debidamente un derecho a la tutela judicial 
efectiva, es necesario contar con jueces que verdaderamente 
atiendan a las necesidades de los menores, de manera 
integral, y no sólo aislada, que además sean pragmáticos, 
imparciales, humanos y solidarios acorde a las condiciones y 
circunstancias de todo menor de edad. 

5 Décima Época. Registro 2003018. Primera sala. Tesis aislada la. LXXIV/2013 (10a.) 
“DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. SUS ETAPAS”, Semanario Judicial de la 


Federación y su Gaceta. Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, Constitucional, página 
882. 
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Il. Interés superior del menor. 


l interés superior del menor es un concepto jurídico 

seguido por la comunidad nacional e internacional, de 

tal manera que, cuando se alcanza, se logra preservar 
la dignidad infantil. La dificultad radica en discernir, ante 
ciertas circunstancias y vivencias, difíciles para un niño, 
en qué modo se alcanza, y quién y de qué manera velará 
por decidir qué es lo mejor para él. El interés superior de la 
niñez, es una institución jurídica reconocida en los artículos 
4o., párrafo octavo, de la constitución política de los estados 
unidos mexicanos, 3 de la convención sobre los derechos del 
niño, ratificada por México y publicada en el diario oficial 
de la federación el veinticinco de enero de mil novecientos 
noventa y uno, y 3, 4, 6 y 7 de la ley para la protección de 
los derechos de niñas, niños y adolescentes. A partir de lo 
dispuesto en los enunciados normativos, el interés superior 
de la niñez debe ser considerado como un principio regulador 
de la normativa relativa a los derechos de las niñas y niños, 
que se funda en la dignidad misma del ser humano, a partir de 
tener como referente las características propias de quienes son 
infantes, así como en la necesidad de propiciar el desarrollo 
de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. 
Así pues, el interés superior del menor ordena la realización 
de una interpretación sistemática, que tome en cuenta 
los deberes de protección de los menores y los derechos 
especiales de éstos, previstos en la constitución, tratados 
internacionales y leyes de protección de la niñez. De este 
modo, el principio de interés superior del menor se consagra 
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como criterio orientador fundamental de la actuación judicial. 
Este principio, tal como lo estableció la suprema corte de 
justicia de la nación, implica que el desarrollo de la niñez, 
y el ejercicio pleno de sus derechos, deben ser considerados 
como criterios rectores para todas las autoridades del Estado 
en la elaboración de normas, y la aplicación de éstas en todos 
los órdenes relativos a la vida de los niños y de las niñas.' 

La corte interamericana de derechos humanos, al 
resolver el caso Atala Riffo y niñas, contra Chile (fondo, 
reparaciones y costas), el veinticuatro de febrero de dos 
mil doce, estableció que el objetivo general de proteger el 
principio del interés superior de la niñez es, por sí mismo, un 
fin legítimo, necesario e imperioso.” De tal forma, 


“(...) los Estados deben asegurarse que el interés 
superior de la niñez prevalezca, como mandato de 
optimización, en la mayor medida posible, por lo que 
los niños y las niñas deberán ser sujetos de cuidados 
especiales o medidas especiales de protección, según 
lo disponen tanto el preámbulo de la Convención sobre 


6 Décima época. Número de registro 159897, Primera Sala. Jurisprudencia. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XV, Diciembre de 2012, Tomo 1, página 
334. Constitucional, Civil. Número 1a./J. 25/2012. 


7 108. El objetivo general de proteger el principio del interés superior del niño es, en 
sí mismo, un fin legítimo y es, además, imperioso. En relación al interés superior del 
niño, la Corte reitera que este principio regulador de la normativa de los derechos 
de las niñas y los niños se funda en la dignidad misma del ser humano, en las 
características propias de los niños y las niñas, y en la necesidad de propiciar 
el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades Cfr. 
Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño Opinión Consultiva OC-17/02 de 
28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 56. En igual sentido, ver: Preámbulo de 
la Convención Americana.” 


354 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


los Derechos del Niño, el artículo 19 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia 
de los tribunales internacionales de derechos humanos 


(y 


Así, la mencionada obligación positiva, fundamento de 
las medidas de protección especial para la niñez a partir de 
sus circunstancias, les impone a las autoridades, como ocurre 
con los jueces, el deber de garantizar el ejercicio y el disfrute 
de los derechos de los individuos en relación con el poder 
del estado, y también en relación con actuaciones de terceros 
particulares. En palabras de Jean Zermatten, a través den su 
propuesta del concepto de interés superior del menor, asume 
la postura de que 


“(...) es un instrumento jurídico que tiende a asegurar el 
bienestar del niño en el plano físico, psíquico y social. 
Funda una obligación de las instancias y organizaciones 
públicas o privadas a examinar si este criterio está 
realizado en el momento en el que una decisión debe 
ser tomada con respecto un menor y que representa 
una garantía para éste de que su interés será tenido en 
cuenta. Debe servir de una unidad de medida cuando 
varios intereses entran en convergencia(...)”? 


8 Vid Décima época. Número de registro 24639. Primera Sala. Contradicción de tesis 
139/2013. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXV, 
Octubre de 2013, Tomo 2, página 953 


9  Zermatten, Jean: El interés superior del niño, del análisis literal al alcance filosófico. Institut 
International des Droits de 1"enfant. No. 3. 2003. p. 15. 
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III. Figuras de la guarda y custodia 


a influencia familiar, y la vinculación afectiva que 

el hijo obtiene de cada uno de sus progenitores con 

el transcurso del tiempo, constituye un elemento 
esencial para el adecuado desarrollo de su personalidad. 
La convención nacional de derechos del niño, además 
de establecer como criterio rector de actuación el interés 
superior de la niñez, en su artículo 3, también menciona 
dicho concepto en relación a las relaciones y convivencias 
con sus familiares, especialmente con sus padres. El artículo 
2, destaca una estrecha relación entre el niño y sus padres, de 
quienes recibe las mayores influencias. En este sentido, 


“(...) es un hecho que el contexto más apropiado para 
el óptimo desarrollo de estas relaciones paterno-filiales 
es aquel en el que los progenitores viven una vida en 
común, en donde ambos satisfacen conjuntamente 
las necesidades de afecto y cariño del menor”.'” Esta 
afirmación también es acorde con el preámbulo de 
la convención sobre los derechos del niño, que a la 
letra dice: “Reconociendo que el niño, para el pleno y 
armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en 
el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor 
y comprensión (...).”" 


10 Vid Décima época. Número de registro 24986. Primera Sala. Amparo directo en 
revisión 583/2013. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
5, Abril de 2014, Tomo l, página 425 


11 Organización de las naciones unidas: Web bibliográfica: https://www.un.org/es/ 
events/childrenday/pdf/derechos.pdf : consultado el 10 de octubre de 2022. 
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En este contexto, la suprema corte estableció que 


“(...) el derecho debe contemplar la posibilidad de que 
existan situaciones en donde desacuerdos personales 
hagan imposible la convivencia entre los padres; ante 
esta circunstancia, a pesar de que resulte físicamente 
imposible la continuidad de la convivencia simultánea 
entre los hijos menores de edad y ambos padres, el 
Estado debe encontrar mecanismos para garantizar 
el derecho de los menores a mantener relaciones 
personales y de trato directo con sus padres de forma 
regular, asegurando así la continuación de la convivencia 
familiar, salvo en aquellos casos extraordinarios en los 
que dicha convivencia sea contraria a sus intereses. 

El legislador, teniendo en consideración lo anterior, ha 
establecido diversas instituciones jurídicas tendientes a 
salvaguardar el derecho-deber de los progenitores a 
participar activamente en la crianza y educación de sus 
hijos menores de edad y, particularmente, asegurar la 
convivencia regular del menor con ambos progenitores; 
de forma que sea posible salvaguardar el desarrollo 
pleno e integral de su personalidad en un contexto 
de crisis intrafamiliar. Dentro de estas instituciones 
encontramos la fijación de la guarda y custodia (...)”? 


12 Vid Décima época. Número de registro 24986. Primera Sala. Amparo directo en revisión 
583/2013. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 
2014, Tomo |, página 425. 
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La convención sobre los derechos del niño, en su artículo 
18, establece que los estados partes pondrán el máximo 
empeño en garantizar el reconocimiento del principio de 
que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que 
respecta a la crianza y el desarrollo del niño; así como que su 
preocupación fundamental será el interés superior del niño. 
por su parte, el artículo 4” de la constitución federal señala 
de forma precisa que, los ascendientes tienen la obligación 
de preservar y exigir el cumplimiento de los derechos y 
principios relativos al interés superior de los menores; de 
lo que se puede inferir la obligación por parte de estos, de 
cumplir con el derecho de los menores a la guarda y custodia. 
Así, la guarda y custodia de los menores se encuentra 
reconocida como un derecho fundamental, que está implícito 
en la facultad que los padres ejercen en razón de la patria 
potestad. La custodia de menores, en el derecho familiar 
mexicano, tiene especial relevancia, pues está dirigida a la 
atención de los infantes, dado que el sentido que se otorga es 
la guarda de una persona con toda diligencia y cuidado. En 
otra resolución, la ahora extinta tercera sala de la suprema 
corte estableció que 


“(...) La guarda del menor hijo implica esencialmente la 
posesión, vigilancia, protección y cuidado del menor, y 
constituye una de las prerrogativas de la patria potestad; 
dicha guarda no puede entenderse desvinculada de la 
posesión material del infante, porque tal posesión es un 
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medio indiscutible para protegerlo y cultivarlo física y 
espiritualmente, así como procurarlo en la satisfacción 
de todas sus necesidades (...)”;'* 


por lo que otorgar la guarda y custodia a un progenitor, 
no significa que el otro pierda la patria potestad, la cual 
seguirá ejerciendo de otra manera. En el amparo directo 
en revisión número 583/2013, se dijo que “(...) el interés 
superior de los menores ha de guiar cualquier decisión sobre 
guarda y custodia ( ...)” esto es, 


“(...) el interés del menor constituye el límite y punto 
de referencia último de la institución de la guarda y 
custodia, así como de su propia operatividad y eficacia. 
[...] Todas las medidas sobre el cuidado y educación 
de los hijos deben ser adoptadas teniendo en cuenta el 
interés de éstos, y no el de los padres, pues no son las 
condiciones psicológicas o afectivas de los progenitores 
las que determinan las medidas a adoptar, sino 
exclusivamente el bien de los hijos (....)”** 


Lo anterior, obliga tanto a los impartidores de justicia 
como al resto de los poderes estatales, e incluso, a los 
padres y demás personas; de manera que han de adoptarse 
aquellas medidas que sean más adecuadas a la edad de los 


13 Vid. Séptima época. Número de registro 242512. Tercera Sala. Tesis Aislada. 
Semanario Judicial de la Federación. Volumen 2, Cuarta Parte, página 53. Materia 
Civil. 

14 Vid Décima época. Número de registro 24986. Primera Sala. Amparo directo en 


revisión 583/2013. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
5, Abril de 2014, Tomo |, página 425 
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menores, para ir construyendo, progresivamente, el control 
acerca de su situación personal y proyección de futuro, 
evitando siempre que el menor pueda ser susceptible de ser 
manipulado; buscando, por el contrario, su formación integral 
y su integración familiar y social. 


1. Guarda y custodia única 


La custodia única es, según la definición de María de 
Montserrat Pérez Contreras aquella en la que “...el cuidado 
de los hijos y el deber de velar por ellos es atribuido sólo 
a uno de los padres, y al otro se le establece y/o permite el 
régimen de vistas y los alimentos.”** Este tipo de custodia, 
según la misma autora, tiene dos elementos que determinan 
su forma de ser, y que confirman la guarda y custodia para 
uno de los padres: 

A. El primero de tales elementos es la llamada custodia 
legal, que engloba los derechos y obligaciones del padre o 
de la madre para hacer y tomar decisiones fundamentales 
que afectan todos los aspectos de la vida del menor. 
Esta cuestión recae sobre las áreas más importantes que 
implican la toma de decisiones, tales como educación, 
salud, cuidado médico, educación religiosa, residencia del 
menor, clases extracurriculares, métodos disciplinarios, 
entre otros. El padre que ostente la custodia legal, será 
el que posea plena autoridad para decidir en los asuntos 


15 Pérez Contreras, María de Montserrat: Reflexiones en torno a la custodia de los 
hijos. La custodia compartida y las reformas de 2004, en Boletín Mexicano de 
Derecho Comparado, vol.39 no.116 Ciudad de México mayo-agosto 2006, p. 508 
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relacionados al menor que se presenten en la vida diaria, 
independientemente de que se pueda o no contactar al otro 
padre. 

B. El segundo elemento, es el relativo a la custodia física, 
refiriéndose exclusivamente al tiempo que se dedica al 
menor directamente, mediante la participación de los 
padres en el cuidado del menor. En la misma, uno de los 
padres conserva esta custodia permanentemente, y el otro 
la ejercerá durante el tiempo de visitas que goce con el 
menor, en ejercicio del derecho de convivencia. Es decir, 
ésta es plena para uno de ellos y limitada para el otro, en 
virtud de una resolución judicial, o por acuerdo entre los 
padres.'* 

Esta custodia se debe considerar de manera excepcional, 
pues va en contra del principio del interés superior del menor 
y del principio de corresponsabilidad.'” 

2. Custodia indistinta, una nueva visión entre la 
custodia única y compartida que atiende al principio de 
corresponsabilidad 

La custodia unilateral se ha visto fuertemente 
modificada por el principio de corresponsabilidad, el cual 
se define como la promoción de una participación activa, 
equitativa y permanente de ambos padres en la formación de 


16 Cfr. Pérez Contreras, María de Montserrat: Reflexiones en torno... p. 508-509 


17 Cfr. Barcia, L.R.: La custodia indistinta, como concepto privilegiado, frente a la 
custodia exclusiva como forma de custodia unilateral. Revista Latinoamericana de 
Ciencias SOCIALES, Niñez y Juventud. No. 17. 2018. pp. 139-151. 
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los hijos. Países como España,'* Chile'? y Estados Unidos, 
contemplan este principio en sus legislaciones, e incluso, en 
planes estatales, como el Personal Responsibility and Work 
Opportunity Reconciliatiation Act (Ley de Reconciliación 
Responsabilidad Personal y Oportunidad de Trabajo». 
Siguiendo lo sostenido por Rodrigo Barcia-Lehmann, 
la corresponsabilidad comprende aspectos en relación a los 
cuales, ambos padres deben de ser tomados en cuenta, pues en 
el caso de la custodia indistinta, el padre no custodio no tiene 
mando absoluto para tomar decisiones referidas a la potestad, 
sino que sólo es responsable de su seguridad y cuidado, y 
de llevar a cabo acciones relativas a lo cotidiano, durante el 
periodo de guarda de su hijo o de convivencia habitual. Esta 
posición es muy cercana a la custodia compartida.” 
Prosiguiendo con el dicho autor, este afirma que 
antes de la concepción de la idea de corresponsabilidad, se 
pretendía entender que sólo el padre custodio podía otorgar 
estabilidad al niño, limitando al padre no custodio a una 
cooperación restrictiva del régimen de visitas. Esta tesis 


18 En el Derecho Español los deberes y facultades del padre no custodio se desprenden 
de los deberes de cuidado y velar por los hijos (arts. 154- 103-1?, 110 y 111 Código 
Civil Español). 


19 En el caso chileno, los deberes y facultades del padre no custodio se desprenden 
de los arts. 224 y 229.4 del Código Civil Chileno. 


20 Vid. Miller, Monica: Through the Eyes of a Father: How PRWORA Affects Non- 
Resident Fathers and Their Children. Vol. 20., No. 1, International Journal of Law 
Policy and the Family. 2006. pp. 55-73. 


21 Cfr. Barcia-Lehmanmn, Rodrigo: La custodia indistinta, como concepto privilegiando, 
frente a la custodia exclusiva como forma de custodia unilateral. Revista 
Latinoamericana de Ciencias Sociales, Niñez y Juventud, vol. 17, núm. 1. DOI 
https://doi.org/10.11600/1692715X.17108 
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planteada por Goldstein, Freud y Solnit, se denomina BBI 
(beyond the best intersts child- más allá del interés superior 
del niño). El BBI desarrolló el modelo de custodia exclusiva 
con visitas restringidas para el padre no custodio, la cual 
es una tesis fuertemente cuestionada. Batt hace un extenso 
análisis de varios estudios científicos, concluyendo que la 
custodia compartida es consistentemente mejor que la única 
o exclusiva. A iguales conclusiones llegan varios estudios 
empíricos. 

Este tipo de custodia puede ser alternativa y progresiva 
hacia una custodia compartida. Es entendible que, un menor 
que no ha convivido o ha convivido en menor grado con 
su padre no custodio, no quiera hacerlo. Sin embargo, de 
darse las circunstancias, la tarea del juzgador es decretar 
las medidas para que el menor comprenda que no sólo tiene 
un padre, sino que son dos, y que en ambos puede confiar, 
guiarse, apoyarse y desarrollarse. 

3. Guarda y custodia compartida. 

Otra de las modalidades de la guarda y custodia es la 
compartida. La custodia compartida es aquella en la que 
ambos padres tienen la custodia legal y física de sus hijos. 
Esto implica que comparten los derechos y responsabilidades 
en la educación, formación, manutención y toda actividad 
relacionada con la crianza de los hijos, de tal manera que 
gozan, por resolución judicial, de igualdad en todas las 
decisiones y acciones relativas a los menores, en igualdad 
de condiciones. El primer tribunal colegiado del segundo 
circuito, estableció que “(...) el interés superior de los 
menores se ve más protegido cuando la guarda y custodia se 
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comparte preservando una esfera de derechos más adecuada 
y completa para el menor y armonizando los legítimos 
derechos del padre y de la madre; todo ello sin menoscabo 
del bienestar de los menores y velando por el cumplimiento 
de sus deberes escolares y sus derechos (...)”, es decir que 
se considera como mejor status para el desarrollo de los 
menores que estén, aun en forma compartida, pero con ambos 
padres. En palabras de la citada autora María de Montserrat 
Pérez Contreras, dentro de los beneficios que representa 
para los infantes la guarda y custodia compartida, se tienen 
los siguientes: 
A) Provee a los hijos de una mejor calidad de vida, puesto 
que estarán dos padres para responder y satisfacer las 
necesidades de los menores, además de que los infantes 
establecen un fuerte lazo afectivo con ambos padres, 
reduciendo el sentimiento de pérdida que se da cuando se 
decreta la custodia única en los casos de divorcio, 
B) Otorga independencia a los padres para poder tomar 
acciones y decisiones en cuanto a las cuestiones que 
inciden en la vida de los hijos, en relación al desarrollo 
y vida diaria del menor, con la misma autoridad y en 
igualdad de condiciones y circunstancias, y 


22 Vid. Décima época. Número de registro digital 2007477. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo lll, página 2425. Materia: 
Constitucional, civil. Número de tesis: 1!.10.13 C (10a.) 


23 Pérez Contreras, María de Montserrat: Reflexiones en torno a la custodia de los 
hijos. La custodia compartida y las reformas de 2004, en Boletín Mexicano de 
Dererecho Comparado, vol.39 no.116 Ciudad de México mayo-agosto 2006, p. 526 
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C) Se eliminan los gastos de abogados y peritos que 
traen aparejados los juicios de custodia, incidiendo 
necesariamente en un beneficio para los hijos, en virtud de 
que el dinero que no se destine para una contienda judicial, 
se destina a los propios menores. 

En palabras de José Manuel Torres de Perea,* los 
críticos de la custodia compartida creen que ésta solo es 
dable cuando existe un entendimiento pleno entre los padres. 
No obstante, es evidente que en un divorcio siempre existirán 
tensiones, por lo que ese entendimiento perfecto que creen 
que es indispensable para que se dé la custodia compartida, 
simplemente jamás se dará. Sin embargo, las investigaciones 
han demostrado que la custodia compartida es un mecanismo 
completamente viable ante situaciones de pugna moderada 
entre los padres. Incluso, los estudios realizados demuestran 
que el nivel de antagonismo entre los progenitores que 
habitan en dos viviendas separadas, no difiere del de los 
padres que habitan una única casa. De la misma forma, se 
advierte que los niveles de conflicto no son diferentes entre 
los supuestos en los que se opta por una custodia unilateral 
con régimen de visitas. De la misma forma, los estudios 
demuestran que la custodia compartida puede ser una opción 
viable, aunque los padres no cooperen, siempre que cada uno 
busque el mejor y más sano ajuste del menor a la situación, 
teniendo en cuenta las necesidades del mismo, puesto que 
cada uno de los progenitores puede llegar a ser capaz de 
aceptar y apreciar la necesidad de su hijo de contar con su 


24 Cfr. Torres de Perea, José Manuel: Custodia compartida: Una alternativa exigida 
por la nueva realidad social. Disponible en https://www.raco.cat/index.php/InDret/ 
article/view/247778/331737, consultado el 12 de octubre de 2022. 
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otro progenitor. Apoyando lo sostenido en este trabajo, la 
autora Beatriz Morera Villar comenta que lo mejor en los 
casos de interrupción de la convivencia entre los padres, 
habiendo hijos menores en común, sería intentar, a pesar del 
rompimiento, una buena, o por lo menos, relación de respeto, 
que ayude a la persistencia de las relaciones familiares 
entre los menores para con sus padres. Para reimplantar el 
equilibrio familiar, y para facilitar el entendimiento, existen 
formas que pueden auxiliar al núcleo familiar a reorganizarse 
de la mejor manera posible para con sus hijos, y para los 
propios padres, como por ejemplo, la mediación familiar, el 
compromiso y el crear conciencia entre ellos para normalizar 
sus relaciones familiares, todo ello, en aras de conseguir lo 
más benéfico para los hijos.” 
Rocío Zafra Espinosa de los Monteros sostiene que 


“(...) la custodia compartida es la mejor opción, pero no 
la podemos considerar una verdad absoluta; es decir, no 
es la única solución viable, posible y más idónea, para 
la totalidad de los casos, pues depende de numerosos 
factores, entre ellos las aptitudes y actitudes de los 
progenitores frente a sus hijos menores. Es por ello que, 
el órgano jurisdiccional podrá recabar los informes que 
estime necesarios para llegar a la decisión que considere 
más acertada y fundada (...)”? 


25 Morera Villar, Beatriz.: Guardia y custodia compartida impuesta. Actualidad Jurídica 
Iberoamericana. No. 9. 2018, p. 434. 


26 Zafra Espinosa de los Monteros, Rocío: Nadie Pierde: La guardia y custodia 
compartida; Aspectos Jurídico- Procesales. la. ed., Madrid, Editorial Dykinson. 
2018. pp. 165-166. 
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En relación a ello, los jueces deben determinarla 
atendiendo a las circunstancias particulares del caso, 
tomando en cuenta los factores propios del mismo, para 
que se pronuncie respecto de la posibilidad de la custodia 
compartida, para que los hijos permanezcan, bajo esa figura, 
de manera plena e ilimitada con ambos padres. En ese 
sentido, la guarda y custodia compartida no constituye una 
regla general, sino una modalidad a la misma, pues como ya 
se dijo, los juzgadores deben determinarla, atendiendo a las 
circunstancias particulares de cada asunto, y a las pruebas 
desahogadas. 
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IV. Diez claves para una tutela judicial efectiva a cargo de 
los operadores jurídicos 


1. Acceso a la justicia 


a Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, dispone en su artículo 8 que, 
el menor de edad, la persona con discapacidad, o el sujeto 
mayor sometido a interdicción, podrá pedir amparo por sí o 
por cualquier persona en su nombre, sin la intervención de 
su legítimo representante, cuando éste se halle ausente, se 
ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. 
Asimismo, dispone que el órgano jurisdiccional, sin perjuicio 
de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará 
un representante especial para que intervenga en el juicio, 
debiendo preferir a un familiar cercano, salvo cuando 
haya conflicto de intereses o un motivo que justifique la 
designación de persona diversa. 

El tribunal colegiado en materias penal y de trabajo 
del décimo noveno circuito, concluyó que, en los juicios de 
amparo, en que un niño, niña o adolescente funja como parte, 
o la materia de debate lo constituyan sus derechos, el juez de 
distrito está obligado a verificar que tiene una representación 
adecuada y, en caso de no estar garantizada, asignarle un 
asesor jurídico del instituto de la defensoría pública, en 
aras de hacer efectiva su tutela. esto es así, indicó, porque 
es obligación de los jueces, para concretar la igualdad en el 
acceso a la justicia, constatar en los juicios de amparo que 
ante ellos se tramitan, que exista un patrocinio apropiado 
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del menor y, en caso de no estar asegurado, suplirlo con la 
designación de un abogado especializado que auxiliará al 
niño a lo largo del proceso.”” 

Interpretación que también se ha recogido en el 
protocolo de actuación para quienes imparten justicia en 
casos que afecten a niños, niñas y adolescentes, editado por 
la suprema corte de justicia de la nación, el cual es orientador 
para el juzgador, en el que se retoman tanto los derechos 
contenidos en tratados vinculantes para los estados que los 
han ratificado, como su interpretación en documentos de 
diferente naturaleza jurídica. 


2. Análisis integral de la demanda de amparo. Voluntad 
del menor de edad 


Por lo general, la mayoría de los operadores jurídicos, 
a nivel de justicia local, determinan la custodia única de los 
menores. En consecuencia, ante ello, el progenitor que no 
obtuvo en un sentido favorable, indudablemente promueve el 
medio extraordinario de defensa, que es el juicio de amparo. 
Las demandas de amparo promovidas por los progenitores, en 
representación de los menores de edad, establecen o reflejan 
los hechos y conflictos entre éstos, no así, la verdadera 
intención o petición del menor de edad. Ante ello, la primera 
sala de la suprema corte, en su tesis la. XCIX/2014 (10a.), 
establece que la labor del juzgador federal surge de 


27 Décima Época. Registro 2007526. Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada 
XIX.10.P.T.1 CS (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 10, 
Septiembre de 2014, Tomo II, página 2448. Materias: constitucional, común. 
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“(...) actuar con neutralidad en la aplicación de la 
norma jurídica en cada situación, toda vez que el Estado 
tiene el deber de velar porque en toda controversia 
jurisdiccional, donde se advierta una situación de 
violencia, discriminación o vulnerabilidad, ésta sea 
tomada en cuenta a fin de visualizar claramente la 
problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma 
efectiva (...).”2 


Por ello, el juez que conoce del amparo, debe conocer 
con certeza los antecedentes, hechos, entorno del menor, rol 
de vida, etc. como parte integral de la demanda de amparo, ya 
que la obligación de impartir justicia debe operar como regla 
general, y debe enfatizarse en aquellos casos donde se esté 
ante grupos de especial vulnerabilidad, tales como las niñas y 
niños. Es decir, debe considerar las situaciones de desventaja 
que tienen los niños y niñas, sobre todo cuando es factible que 
existan factores que potencialicen su discriminación, como lo 
pueden ser las condiciones de pobreza, violencia, ambientes 
no adecuados a su edad, omisión de cuidado por parte de sus 
padres, alienación parental, etcétera, porque el derecho a una 
tutela judicial efectiva implica hacer realidad el principio 
del interés superior del menor y, decretar que es lo mejor, 
no para las partes, ya sean los padres o los representantes, 
sino para el menor de edad. De tal manera, si se advierte que 
la demanda es oscura o imprecisa en dichos aspectos, con 
fundamento en el artículo 108, fracciones IV y V de la ley 
28 Vid. Décima Época. Registro 2005794. Primera Sala. Tesis de jurisprudencia ta. 


XCIX/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 4, Marzo 
de 2014, Tomo |, página 524. Materia: constitucional. 
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de amparo, en relación con el numeral 114 fracciones II y IV 
del mismo ordenamiento jurídico, antes de pronunciarse, se 
debe requerir al promovente, para que precise, a manera de 
ejemplo: 


+ Las circunstancias específicas del rol de vida de padres, y 
tiempo efectivo que cada uno tiene para convivencias con 
su menor hijo. 

+ Los hábitos del menor, es decir, circunstancias de su rol 
de vida. 

* Qué opciones o medidas específicas ha planteado a la 
responsable para el desarrollo de momentos de convivio 
entre el menor-padre, así como los lugares para tal 
efecto, con la finalidad de tener una menor afectación al 
desarrollo integral del menor; y qué respuesta ha obtenido 
por parte de la autoridad judicial. 

+ Cuál es el estado procesal que guarda el expediente del 
índice de la autoridad responsable. 


Mayormente, si existe petición de suspensión del 
acto reclamado, el juez de amparo debe realizar un análisis 
ponderado de la apariencia del buen derecho, la no afectación 
al interés social, y la no contravención de disposiciones de 
orden público, determinando de manera provisional medidas 
que sean adecuadas y benéficas para el menor quejoso, con 
los datos que hasta el momento cuenta. 
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3. Derecho del menor a ser escuchado y a intervenir 
acorde a su edad y madurez 


El quinto tribunal colegiado en materia civil del primer 
circuito, en la jurisprudencia publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IX, junio de 
2012, Tomo 2, Tesis: 1.50.C. J/39 (9a.), página 758 de rubro 
“RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. ANTES DE 
FIJARLO EL JUZGADOR DEBE LLAMAR AL MENOR 
PARA SER ESCUCHADO, INCLUSO DE MANERA 
OFICIOSA” dispone que, el juzgador se encuentra legalmente 
obligado a llamar al menor, para que sea escuchado antes de 
fijar el régimen de visitas y convivencias al que deberá estar 
sujeto con sus progenitores, pues con ello se garantiza que 
las visitas y convivencias sean resueltas conforme al interés 
superior del menor. 

Todo juzgador debe posibilitar el ejercicio de los niños a 
ser escuchados, y a expresar libremente su sentir respecto el 
conflicto en el cual está inmerso; ello, bajo los mecanismos, 
herramientas, ambientes y medidas acorde a su edad, con 
la finalidad de que el menor se identifique y se exprese 
libremente, sin injerencias o alienaciones, sensibilizándose 
en el sentido de que es una charla con un menor, no una 
entrevista a una persona adulta, por lo que de ninguna manera 
puede realizar preguntas directas y concretas, sino indirectas, 
valiéndose del uso de personajes, caricaturas, historias, 
cuentos o juegos, captando el interés del menor, llevando 
dicha charla en un ambiente adecuado, no en oficinas públicas 
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que, lejos de inspirar confianza al menor”, causan un cierto 
temor y angustia, pues de lo contrario, dicho derecho no se 
garantiza. 

Cabe asentar que la participación de los niños no 
constituye una regla irrestricta en todo procedimiento 
jurisdiccional, pues resulta fundamental que el ejercicio de 
este derecho se realice en sintonía con la plena protección del 
niño, atendiendo a las circunstancias del caso y a su interés 
superior, lo que necesariamente involucra una valoración de 
parte del juez. Así, la primera sala de la suprema corte ha 
establecido, en virtud de jurisprudencia, que 


“ ..el juez debe evitar la práctica desmedida o 
desconsiderada de este derecho de participación, lo que 
podría acontecer si los derechos del menor no forman 
parte de la litis, si el propio menor ha manifestado 
su deseo de no intervenir o hacerlo a través de sus 
representantes, si se pretende entrevistarlo más veces 
de las necesarias, o de si de cualquier manera pudiera 
ponerse en riesgo su integridad física o psíquica.” 
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29 Vid. Décima Época. Registro 2007526. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis aislada: XIX.10.P.T.1 CS (10a.), Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo lll, página 2448. Materia: 
Constitucional, común. 


30 Vid. Décima Época. Registro 2009010. Instancia: Primera Sala. Tesis de 
jurisprudencia: 1a./J. 12/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo l, página 38. Materia(s): Constitucional, 
Civil 
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Lineamientos que deben observarse para la participación de niñas y 
niños dentro de cualquier procedimiento jurisdiccional que pueda 
afectar su esfera jurídica, emitidos por la suprema corte de justicia 
de la nación 


A. Admisión de la prueba: Atender a la madurez del menor y 
su capacidad de comprender la situación y consecuencias; debe 
evitarse la práctica desconsiderada del ejercicio de este derecho; y, 
debe evitarse entrevistar a los niños en más ocasiones de las 
necesarias; 
B. Preparación de la entrevista: Explicar al menor en un 
lenguaje entendible y amigable, que va a participar en una plática, 
sólo si es su deseo. 
O: Desahogo de la prueba: 
a. Auxilio de un especialista ya sea psiquiatra o psicólogo, para 
llevar de mejor manera la charla. 
b. Ambiente amigable para los intereses del niño, donde pueda 
sentirse respetado y seguro para expresarse libremente. Ello, 
pues no es lo mismo expresarse en una oficina pública gris, que, 
en un espacio recreativo, lleno de colores, de juegos didácticos 
acorde a su edad, que le inspire confianza para charlar. 
c. Lenguaje comprensible y acorde a su madurez. Aun y 
cuando se trata de una diligencia judicial, no debe impactar hacia 
el menor de edad, pues lejos de sentirse interrogado, debe 
percibir la plática como una charla amigable. Una de las formas 
para abordar al menor, es a través de sus intereses, deportes, 
caricaturas, personajes animados, etcétera, para lograr entablar 
la plática y que no perciba que es en relación a la situación que 
enfrenta. 
d. Registro de la declaración o testimonio del menor a través 
de medios electrónicos que permitan su posterior reproducción. 
D. Intervención directa del menor, quien puede estar 
acompañado de un tutor o tercero 
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cercano a él, para proporcionarle mayor confianza. 

E. Debe consultarse a los niños sobre la confidencialidad de sus 
declaraciones, aunque la decisión final sea del juzgador, para 
evitarles algún conflicto que pueda afectar su salud mental o, en 
general, su bienestar. 


4. Medios probatorios en protección al menor 


Ante la tarea primordial de los órganos jurisdiccionales 
de decidir respecto de asuntos que involucren intereses 
superiores de algún menor, las facultades para ello no son 
limitativas, sino todo lo contrario, el juez del conocimiento 
tiene la facultad de allegarse, incluso de oficio, o solicitar 
colaboración, para dirimir la cuestión puesta a su 
jurisdicción, con todos los elementos que le sean posibles 
y estén a su alcance para mejor proveer en pro del interés 
superior del menor, pues un entorno familiar equilibrado 
emocionalmente es fundamental para aprender y desarrollar 
las habilidades de vida necesarias que le permitirán a las 
personas responder de manera adecuada a las situaciones de 
riesgo en su vida, así como formarse expectativas positivas 
sobre ellos mismos y adquirir las herramientas necesarias 
para alcanzarlas.*!* Incluso debe, de oficio, proveer medidas 
específicas y necesarias para que los progenitores dejen de 
lado sus conflictos, y adquieran el compromiso de realizar los 
mejor para el menor. Es decir, atendiendo a la directriz bajo 
la cual se han regido las convivencias del menor, donde la 
31 Cfr. García Guilarte, Fanny Tamar y García Calcurian, Yuraima del Carmen: Entorno 

familiar y drogadicción en adolescentes. Una cuestión cultural, en Revista Electrónica 


de PortalesMedicos. com, disponible en https://www.revista-portalesmedicos.com/ 
revista-medica/entorno-familiar- drogadiccion-adolescentes/ 
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constante es el incumplimiento de dicho régimen, derivado 
de las particularidades del caso, se considera que el juez de 
origen debe adoptar medidas más eficaces y benéficas para el 
desarrollo de éstas, en protección a los intereses y derechos 
de la menor. 

Por tanto, el juez, al momento de fijar una medida 
respecto la guarda y custodia del menor, debe tomar como 
base esos elementos como factores, positivos, neutrales O 
negativos, estableciendo las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar que considere más adecuadas, velando siempre por 
el bienestar del menor de edad en cuestión, lo que se hará 
apreciando las manifestaciones, sobre todo las pruebas 
allegadas por las partes y, de ser necesario, proveer de oficio 
las necesarias para determinar fehacientemente con qué 
progenitor le es mejor al menor permanecer. (Jurisprudencia 
la./J. 30/2012, “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR, PARA 
PRESERVARLO, EL JUZGADOR ESTÁ FACULTADO 
PARA RECABAR Y DESAHOGAR DE OFICIO LAS 
PRUEBAS QUE CONSIDERE NECESARIAS.”, Libro 
XVIII, Tomo 1, marzo 2013, p. 401). 


5. Factores positivos, negativos y neutrales a considerar 
para determinar un régimen de custodia. 


Cuando se trata de determinar sobre cuál de los padres 
tendrá que hacerse cargo del cuidado y custodia de un 
infante, se debe atender a que es mejor para el menor, 
en esta línea, la primera sala de la suprema corte de justicia 
de la nación, ha fijado los elementos que se deben tener en 
consideración al momento de determinarla, los cuales son 
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los elementos personales, familiares, materiales, sociales 
y culturales que concurren en una familia determinada, 
buscando lo que se entiende mejor para los hijos, para su 
desarrollo integral, su personalidad, su formación psíquica y 
física, teniendo presente los elementos individualizados como 
criterios orientadores, sopesando las necesidades de atención, 
de cariño, de alimentación, de educación y ayuda escolar, 
de desahogo material, de sosiego y clima de equilibrio para 
su desarrollo, las pautas de conducta de su entorno y sus 
progenitores, el buen ambiente social y familiar que pueden 
ofrecerles, sus afectos y relaciones con ellos, en especial 
si existe un rechazo o una especial identificación; la edad y 
capacidad de autoabastecerse de los menores, entre muchos 
otros elementos que se presenten en cada caso concreto.*? 
Martha Leza Blanco,* establece como criterios para 
la fijación de la custodia, los siguientes: Convivencia de la 
custodia compartida para los hijos, la edad, tiempo disponible 
de los padres atendiendo a la situación y obligaciones 
laborales de los progenitores, evitar la separación de los 
hermanos, los deseos manifestados por los menores, el 
resultado de los informes exigidos legalmente, relación 
existente entre los progenitores y relación de éstos con los 


32 Vid. Décima Época. Registro 2006226. Primera sala. Tesis Jurisprudencial 1a/J.23/2014 
“GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. ELEMENTOS A LOS QUE 
HA DE ATENDER EL JUEZ AL MOMENTO DE MOTIVAR SU DECISIÓN.”, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Constitucional 
civil, página 450. 


33 Cfr. Leza Blanco, Martha: Estudio de la custodia compartida. Especial 
consideración en situaciones de violencia familiar; Universidad de la Rioja, Servicio 
de Publicaciones. Trabajo de fin de grado, Curso académico 2015-2016. pp. 25-27. 
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hijos, lugar de residencia de los padres y, cualquier otro que 
permita a los menores una vida adecuada, criterio de difícil 
concreción en la práctica al vivir separados los progenitores. 

Factores que se esquematizan en el cuadro de la 
siguiente página, acorde a un caso concreto. 


379 


Patria potestad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Factores a considerar para determinar la custodia 


Factor Caso Negativ | Neutra | Positiv | Conclusión a su 
concreto | o 1 O observación 

Disponibilidad Ambos Xx Se considera un 

de tiempo padres aspecto neutral, 
tienen dado que si bien 
tiempo el quejoso 
para el refiere que la 
menor madre de la 


menor padece 
cáncer dicha 
situación no 
implica que no 
pueda dedicar 
tiempo al 
cuidado de la 
menor, sin que 
sea dable 
discriminar. El 
padre puede ser 
un apoyo al 
atender ciertos 
aspectos de la 
vida diaria de la 
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infante. 
Violencia De la | X La conducta 
intrafamiliar plática tomada por la 
que la tercera 
autorida interesada no es 
d apta, pues 
responsa cualquier 
ble muestra de 
sostuvo violencia afecta 
con la el desarrollo 
menor físico y 
en la que psicoemocional 
refirió de la menor y 
que se tiempo. 


encuentr 
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a mal 
viviendo 
con su 
progenit 
ora dado 
que la 
regaña y 
golpea. 
Estabilidad El padre El quejoso 
laboral de la refiere ser 
menor es panadero, por 
panadero lo que cuenta 
con las 
condiciones 
económicas 
para sufragar 
los gastos de la 
menor. 
Integración y | Integraci Este hecho es 
cuidado del | ón y un aspecto 
menor cuidado neutral, ya que 
del procura por su 
Menor sano desarrollo 
y su desarrollo 
psicoemocional 
, ya que se 
genera un 
ambiente que se 
logra cierta 
estabilidad 
respecto el 
entorno 
familiar. 
Edad del menor | 6 años No obstante la 


ruptura de los 
padres, éstos 
últimos son los 
que deben 
adecuar su vida 
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o roles al de su 
hija. 

Total 1 3 1 

Conclusión Ajustes para atender los aspectos negativos o dificultades para 


el desarrollo de las convivencias entre padres e hija. Posibilidad 
de custodia compartida y responsabilizarse de vida o transitar 
hacia su nuevo esquema de vida ante la ruptura patente y evitar 
la alineación de la hija o degradación de su desarrollo 
psicoemocional garantizando espacios familiares con ambos sin 
violencia. Preparara a la hija en el tema de salud de su madre y 
que pueda contar con ambos padres con apoyo y esfuerzo 
mutuo, aunque estén separados. 

Esquema 1 


6. Determinación de régimen de custodia 


El derecho a una tutela judicial efectiva, y el interés 
superior de los menores, se privilegia a partir de la premisa de 
qué es lo mejor para ellos. Atendiendo a las directrices bajo 
las cuales se rige cada caso en concreto, el juez debe adoptar 
medidas más eficaces y benéficas relación con la protección 
a los intereses y derechos del menor, de tal forma que, las 
decisiones asumidas por los padres, de ninguna forma deben 
afectar ni influir en su desarrollo y crecimiento. 

El punto es, entender que el menor necesita de ambos 
padres como referencia, y no es recomendable privarlo de la 
convivencia con ambos por un conflicto no resuelto por éstos. 
El menor no necesita padres perfectos, sino unos padres con 
los cuales compartir su desarrollo, formación y vivencias. Por 
ende, corresponde al juzgador la tarea primordial e importante 
de establecer las medidas y lineamientos para garantizar 
lo más viable, funcional, práctico, efectivo y benéfico en 
protección a los derechos e intereses del menor. Ante ello, 
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el juzgador, de ser posible una vez analizados todos los 
elementos concretos, debe optar por un régimen de custodia: 
De esta forma, el juzgador debe buscar las medidas idóneas, 
proporcionales, necesarias y graduales para que se logre 
una convivencia sana, tomando como base los principios de 
interés superior del menor y el de corresponsabilidad. 

Dentro de los esquemas a determinar, se enuncian los 
siguientes: 

A. Custodia única o exclusiva: El padre no custodio está 
limitado a hacerse cargo de aspectos cotidianos del menor, 
se limita al régimen de visitas establecido, ya sean libres o 
vigiladas. 

Inserte tabla 
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Régimen de convivencias 


convivencias entre la 


menor y su 
progenitor, a fin de 
que éstas se 
desarrollen de la 
mejor manera 
posible y en un 
entorno de 


Vigilado Libre 
CECOFAM 

Lugar CECOFAM-QRO Dentro de la 
(Centro de | jurisdicción del 
Convivencias Juzgado del 
Familiares del Poder | conocimiento. 
Judicial del Estado 
de Querétaro), con 
domicilio en 
Circuito Moisés 
Solana número 
1001, colonia Prados 
del Mirador. 

Horario 11:00 hrs a 14:00 | De las 10:00 hrs a las 
hrs. solo primer y | 17:00 hrs. El 
tercer sábado de | segundo domingo de 
cada mes. plazo: | cada mes 
cinco sesiones 

Observaciones En compañía una |El padre debe 

respecto a su | persona tercera | informar 

desahogo neutra designada | previamente al 
para que acuda al | juzgado el lugar y la 
verificativo de las | bitácora de 


actividades a realizar 
con el menor. 
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confianza, 
coadyuvando con 
profesional en 
psicología 


designado por el 
CECOFAM, para 
facilitar el convivió 
y reducir la conducta 


de rechazo, 
incentivando así 
actividades que 
distralgan 
sentimientos 
negativos hacia el 
progenitor no 
custodio. 


Asimismo, el padre 
del infante deberá 
aportar al desarrollo 
de las convivencias 
el uso de 
facilitadores de la 
interacción con su 
menor hijo, esto es, 
herramientas que 
pasatiempos y 
gustos ya expresados 
por el infante (el 
futbol, la música, la 
lectura, el canto, el 
patinaje, las 
caricaturas) 
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explotando al 
máximo los bienes y 
herramientas con 
que cuenta el Centro 
de Convivencias 
Familiares del 
Tribunal Superior de 
Justicia 
(CECOFAM), para 
el desarrollo de 
convivencias. 
Modificaciones Sin perjuicio de que tal autoridad lo mejore, 
adapte o modifique a propuesta de ambos 
progenitores, o de oficio, en congruencia 
con la evolución de los convivios, informes 
y elementos que sean aportados en su caso, 
al ser medidas flexibles y modificables. 


B. Custodia indistinta: Exige que haya un padre custodio 
(que se mantiene en la residencia principal) pero el padre no 
custodio tienen necesariamente que hacerse cargo de aspectos 
específicos del cuidado de los hijos. Implica un grado menor 
de corresponsabilidad en relación a la custodia compartida. 


386 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Medidas que involucran al padre en la vida cotidiana de los hijos 
adicionales al régimen de visitas. 

a) Una o dos veces a la semana deberá asumir la responsabilidad de 
llevar o recoger a la menor de la escuela, o bien, de alguna de sus 
actividades extraescolares deportivas, culturales, de 
entretenimiento en la que la menor se encuentre inmersa; o bien, 
introducirla a una. 

b) Una o dos veces a la semana deberá auxiliar en la compra directa 
e inmediata de materiales escolares para efectuar la tarea o actividad 
asignada en clases de la menor (cartulinas, monografías, plastilina, 
colores, maquetas, etcétera). 

c) Uno o dos veces al mes o bimestre deberá haber auxiliado a la 
menor directamente en la elaboración de algún proyecto escolar o 
actividad que tuviera que presentar durante su ciclo (ensayo de una 
presentación, canción, poema, baile, entrega de una maqueta, mural 
etcétera). 

Lo anterior, se insiste, para lograr que la menor asuma que tiene un 
padre y una madre que la apoyan en su proceso de aprendizaje, 
crecimiento y desarrollo. 


C. Custodia compartida. El régimen de custodia 
compartida exige tiempos de residencia altos, siendo el 
mínimo 30% para un padre, y también un grado importante 
de participación en la cotidianeidad del niño respecto de 
ambos padres en grado de igualdad. 

La custodia compartida se puede dividir en las siguientes 
formas: 
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34 


35 
36 


a) Por períodos amplios: Implica un régimen alto de 
alternancia por años o cursos académicos, al considerarse 
lo más adecuado para la estabilidad del niño,** lo que no 
implica una guarda conjunta ni compartida como tal, 
sino alternada o sucesiva. Sin embargo, esta posición ha 
sido dejada de lado, desde que la custodia compartida se 
presenta como la mejor forma de aplicar el interés superior 
del menor. 

b) Por períodos intermedios: Implica un régimen de 
distribución de tiempo menos amplios, trimestrales, 
bimestrales, mensuales, quincenales o semanales.** 

c) Presunción de tiempo igual: En algunos ordenamientos 
jurídicos se ha optado por establecer la presumption of 
equal time with each parents (presunción de tiempo igual 
con cada padre), aunque dada la experiencia se desechó la 
premisa dando paso a otras. 

d) Modelo procuidador primario o previo: Implica una 
distribución del tiempo correspondiente a la situación 
previa a la ruptura (primary caretaker o cotinuity or care). 
Presunción recomendada por el American Law Institute.** 
Este modelo implica una repartición gradual, pues no es 
sano cambiar abruptamente el rol de vida de los menores. 


Picontó Novales, Teresa: La Custodia Compartida a Debate. la. ed., Universidad 


Carlos lll de Madrid, Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de la Casas: 
Dykinson. 2012. 


Pinto Andrade, Cristóbal: La custodia compartida. 1a.ed., Barcelona, Bosch. 2009. 


Bix, Brian: The Oxford Introductions to U.S: Law: Family Law. 1a. ed., Nueva York, 
Oxford University Press. 2013. 
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e) Planes de parentabilidad: Instrumento a través de los 
cuales los padres que pretenden ejercer la responsabilidad 
parental, otorgan al juez información o acuerdos para que 
pueda decretar los tiempos de custodia más adecuados. 
Un ejemplo de custodia compartida se muestra en el 
siguiente esquema: 


Ejemplo de régimen de custodia compartida 


Períodos de | Lugar de | Días y | Especificaciones 
convivencia con los | entrega horario de 

padres entrega 

Propuesta 1:Periodo | En el | Cada viernes | Se deben 
comprendidos por | domicilio de | a las | establecer los 


domicilios de 
depósito de casa 


dieciocho 
horas, o bien 


una semana, con un 
padre, por cada dos o 


los padres 


tres con el otro, el que resulte | uno de los 
alternadamente, o 15 idóneo. padres y del 
días por ser un niño menor, así como 
de 15 años, las 
garantizando su consecuencias 
educación y legales ante su 
domicilio incumplimiento. 
preponderantemente 

en un lugar, 

Querétaro, de 


momento al ser donde 
tiene sus estudios. 


Propuesta 2 De 
manera alternada, el 
padre puede tener la 
custodia del menor 
entre semana, y de 
viernes a domingo la 
madre puede tener la 
custodia de dicho 
menor, ya sea con 
residencia  alternada 
entre la ciudad de 
México y Querétaro. 


389 


Patria potestad 


Patria potestad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


7. Terapia psicológica conjunta 


El juez puede decretar una terapia entre los padres, 
a efecto de resolver conflictos e intereses contrarios, que, 
finalmente, perjudican y dañan al menor, con la finalidad de 
identificar la crisis que se desenvuelve en el núcleo familiar; 
establecer claramente las necesidades específicas entre los 
padres, en relación al menor; dar sentido de responsabilidad a 
los padres sobre sus obligaciones mutuas, en pro del menor; 
adoptar las medidas necesarias que permitan a los padres 
atender los problemas y crisis familiares; y, crear estrategias, 
tareas y actividades individuales y conjuntas para procurar la 
sana convivencia en el núcleo. 

La terapia de familia es un método psicológico que ayuda 
a las familias en sus problemas derivados de las diferencias 
entre cada uno de los integrantes, para así proveer recursos 
a los propios integrantes, a efecto de que sean capaces 
de ayudarse entre sí. Permite a los miembros de la familia 
expresar y explorar pensamientos y emociones difíciles en un 
ambiente seguro, para que puedan entender las experiencias y 
puntos de vista de cada uno, apreciar las necesidades del otro, 
construir relaciones más sólidas, y hacer cambios útiles en 
sus vidas. Lo anterior son cuestiones que influyen de manera 
significativa en un menor, pues las problemáticas y conflictos 
no resueltos por los padres, pueden de cierta forma interferir 
en el desarrollo emocional del menor. 

Es decir, ante la tarea primordial de los órganos 
jurisdiccionales de decidir respecto de asuntos que involucren 
intereses superiores de algún menor, las facultades para ello 
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no son limitativas, todo lo contrario: el juez tiene la facultad 
de allegarse, incluso de oficio, de solicitar la colaboración 
para dirimir la cuestión puesta a su jurisdicción, con todos 
los elementos que le sean posibles y estén a su alcance para 
mejor proveer en pro del interés superior del menor, pues 


“(...) un entorno familiar equilibrado emocionalmente 
es fundamental para aprender y desarrollar las 
habilidades de vida necesarias que le permitirán a 
las personas responder de manera adecuada a las 
situaciones de riesgo en su vida, así como formarse 
expectativas positivas sobre ellos mismos y adquirir 
las herramientas necesarias para alcanzarlas. Pero este 
equilibrio, en condiciones desfavorables puede ser 
muy frágil y es común que llegue a romperse, pues la 
imagen que las familias crean de sus integrantes (hijos), 
es la imagen con la cuál éstos se proyectarán ante los 
demás. Por ello, una de las funciones más importantes 
que tienen las familias en las sociedades es transmitir y 
modelar tanto actitudes como repertorios conductuales 
que les permitan a sus miembros asumir posiciones 
responsables y saludables ante situaciones de riesgo a lo 
largo de su vida (...).”>” 


37 García Guilarte, Fanny Tamar y García Calcurian, Yuraima del Carmen: Entorno 
familiar y drogadicción en adolescentes. Una cuestión cultural, en Revista Electrónica 
de Portales Medicos. com, disponible en https://www.revista-portalesmedicos.com/ 
revista-medica/entorno-familiar- drogadiccion-adolescentes/ 
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Por ende, corresponde al juzgador la tarea primordial 
e importante de establecer las medidas y lineamientos para 
garantizar que el régimen de convivencias establecido sea 
el más viable, funcional, práctico, efectivo y benéfico en 
protección a los derechos e intereses del menor. 

Para lograr todo lo expuesto, y que la separación del 
divorcio tenga en los usuarios efectos terapéuticos y no 
antiterapéuticos, se requiere un cambio de paradigma, que 
humanice los aspectos legales, judiciales y psicológicos del 
divorcio. 


8. Gestión de la información. 


Otra medida para una protección y promoción integral 
el interés superior del menor, lo constituye la gestión de 
información hacia los progenitores, proporcionando material, 
como manuales, libros, revistas a fin de que comprendan 
y tengan conciencia de cuáles son las consecuencias que 
pueden traer los conflictos hacia el menor, o bien, de qué 
forma pueden afrontar y conllevar una relación a distancia 
sin que el menor se vea afectado. 

Formato de reporte de lectura. (máximo una cuartilla, 
letra de molde, debidamente firmada 
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EXPEDIENTE 
FECHA: 


Juzgado de primera instancia familiar del 

distrito judicial de Querétaro. 

Presente: 

Por este conducto, el/la que suscribe *****. hago 

entrega del reporte de la lectura (solo elegir una lectura 

de las citadas). 

l. Precise cinco estrategias obtenidas de la lectura que 

estima sirvan para mejorar la vida cotidiana de su menor 

hijo. 

2. Precise tres frases, cosas buenas, moralejas, 

experiencias o consejos que haya impactado en usted de 

la lectura del libro y, la página correspondiente. 

Lo anterior, para los efectos legales a que haya lugar. 
Atentamente 


Nombre de los Padres. 


9. Claridad de la Sentencia 


A pesar de que las sentencias, en todo momento, deben 
ser claras en términos del artículo 74 de la ley de amparo, 
en muchas ocasiones los padres no entienden de términos 
jurídicos, o bien, muchas veces ni siquiera son enterados por 
sus abogados del contenido total de la sentencia. Es de vital 
importancia que los progenitores comprendan los alcances 
de la resolución de amparo que fue emitida, atendiendo al 
interés superior del menor, para garantizar de manera efectiva 
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y eficaz, el derecho a la tutela judicial efectiva del menor 
y materializar los efectos para los cuales fue concedido el 
amparo. Una de esas medidas es a través de una sentencia de 
lectura fácil, mediante la cual los padres, de manera rápida 
y Clara, conozcan los alcances de la sentencia emitida en 
favor del menor, y lleven a cabo, en conjunto, las medidas 
promovidas a través de ésta. 


Sentencia federal 


Efectos de la sentencia de amparo. Lectura sencilla y 
amigable para que el menor comprenda los efectos de la 
sentencia. 

Querido niño (nombre). 

Hola, te envío un saludo y te explico rápido la decisión que 
tomé en tu caso. Mira, tus papis tuvieron un asunto que 
resolver sobre dónde deberías vivir. Una vez que vi el caso, 
la historia de vida de todos y, datos proporcionados, decidí: 
que podrías vivir con ambos en distintos días de la semana o 
el mes (custodia compartida). Tendrás no una casa, sino dos 
hogares, tus padres quieren lo mejor para ti; y, yo, como juez 
constitucional, consideré que podemos empezar con unas 
pláticas para tu mami y papi, para que dejen de discutir; y 
para ti, para que tengas quien te pueda oír cuando lo necesites 
(un amigo más). También, la decisión fue que tus papis 
lean unos libritos que puedan ayudar. Una carta donde se 
comprometen a hacer lo mejor para ti. 

Ordené al diverso juez familiar que lleve tu caso de inicio, 
que también te escuche un día, en forma amigable y donde 
puedas sentirte cómodo, para que expreses lo que tú sientes y 
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no lo que los demás te digan. Asimismo, te van a entrevistar 
otros especialistas para resolver lo mejor para ti. En fin, 
sé que la vida es dura y más cuando papá y mamá pelean 
mucho, pero sabes, esto no va a ser siempre, con tu sonrisa y 
amor podrás demostrarles que vale la pena ser feliz que pasar 
la vida discutiendo. No dejes de jugar y estudiar 


Atentamente: El Juez. Karlos Alberto Soto García. 


10. Vinculación/Compromiso 


Carta compromiso, a fin de que los progenitores dejen 
de lado sus conflictos, adquieran y ejecuten las medidas 
decretadas a través de la sentencia federal en beneficio del 
menor, que tomen conciencia que el conflicto familiar de 
ninguna forma debe afectar al menor involucrado y que 
tengan con claridad las acciones que deben ejercer en 
beneficio del menor. 


CARTA COMPROMISO, CON MI HIJO. (Individual). 
EXPEDIENTE 
FECHA: 


JUZGADO 


DE PRIMERA — INSTANCIA 
FAMILIAR DEL — DISTRITO 
JUDICIAL DE QUERÉTARO. 
PRESENTE: 
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Los que suscriben , bajo protesta de decir 
verdad, externamos que para ayudar y mejorar la 
felicidad y estabilidad de mi menor hijo , NOS 
comprometemos a procurar todas las acciones positivas 
que permitan su sano desarrollo y fortalecer su seguridad 
psicoemocional pese a la situación de separación y/o divorcio 
que prevalece entre sus padres. 

Asimismo, a evitar toda acción negativa u omisión que 
vulnere sus derechos como menor. 

Por ende, entre otras estrategias para atender inmediatamente 
la salud mental y emocional de mi hijo/a, atenderé y me 
comprometo por lo menos los siguientes aspectos: 


Animar a la niña a que exprese sus sentimientos; 

Tener en cuenta la opinión de la madre o padre 
respectivamente; 

Mantener comunicación sobre todo lo que afecte a la 
menor, para responder de una manera adecuada a sus 
necesidades; 

Contribuir a su mantenimiento, crianza y educación en 
forma proporcional a las necesidades de la menor. 

Deberá proporcionarse al menor la lactancia materna 
antes de cada visita Oo convivencia que tuviera con 
su padre, o bien, proporcionar al progenitor la leche 
materna preservada o bien acudir a la convivencia en el 
CECOFAMQRO, por si el menor requiere de ser lactado. 
Proporcionar los objetos personales necesarios para la 
atención del menor atendiendo a la edad con la que esta 
cuenta. 
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Respecto a las convivencias vigiladas, la quejosa o 
persona neutral, tendrán que cumplir con lo siguiente 
Estar presente en las convivencias a una distancia 
razonable donde el menor no la perciba y sin intervenir en 
la misma, es decir, pasar prácticamente por desapercibida, 
y sólo el caso de que el menor requiera de ser lactado 
durante la convivencia podrá acercarse en el área que 
destine el CECOFAMQRO, para que posteriormente se 
continúe con la convivencia. 
Los contactos básicos sólo se harán en la entrega y 
recepción de la menor, pero no será dable que este 
próxima y visible al menor en el lugar donde se realice la 
convivencia. 
Deberá permanecer afuera del local o del área periférica 
donde no haga contacto visual con el menor es decir, 
imperceptible. 
En caso de que el menor llore, debe esperar a que el padre 
haga todo lo posible para mitigar el llanto e intervendrá 
excepcionalmente hasta que personal capacitado lo 
requiera. 
Evitará conductas invasivas, se abstendrá de tomar nota 
puntual o excederse en fotografías de la convivencia; 
tomar en cuenta que su presencia no representa un órgano 
fiscalizador o de control de vigilancia de cada instante del 
convivio, sino específicamente para facilitar la entrega y 
recepción del menor. 

Aspectos a evitar: 
Conflictos y peleas delante de la menor; 
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Originar numerosos cambios familiares, residencia, 
hábitos, comidas, sueño, colegio, etcétera. 

Hablar mal del padre o la madre ausente frente a la menor. 
Evitar utilizar a los hijos como munición para dañar a la 
pareja. 

Ceder a posibles chantajes. 


Lo anterior, para los efectos legales a que haya lugar. 
Atentamente 


(Reitero mi compromiso, por mi hijo) 
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Conclusiones 


arantizar el derecho al acceso a la justicia 

jurisdiccional en un asunto donde están involucrados 

menores de edad no es una tarea sencilla. Al tratarse 
de un grupo vulnerable, las acciones para promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos fundamentales no deben 
limitarse a lo que es solicitado, manifestado o allegado por 
las partes, sino que debe ir más allá, rompiendo paradigmas 
y esquemas, y preguntarse verdaderamente qué es lo mejor, 
para el menor acorde a la verdadera situación que está 
viviendo. 

Es recurrente que los padres no puedan resolver los 
conflictos existentes entre sí, y tengan qué recurrir a los 
órganos jurisdiccionales para que determinen qué es lo 
mejor para sus hijos, aún y cuando se supone que ellos son 
los que conocen al menor, su rol de vida, de identidad, sus 
costumbres y sentimientos. Cuando dichos conflictos llegan 
a un juzgador Federal, éste tiene la tarea no sólo de dictar 
una sentencia que determine la guardia y custodia del menor, 
sino de emitir una resolución que verdaderamente atienda a 
la voluntad y a su interés superior. Por ello, las diez claves 
que se plantean, se encuentran orientadas a crear claridad, 
conciencia y compromiso en las medidas a considerar para la 
resolución de conflictos, en beneficio y desarrollo del menor; 
pues solo así se garantiza verdaderamente el derecho a una 
tutela judicial efectiva, a través de una sentencia integral 
que garantice y se rija con base en los principios de interés 
superior del menor y el principio de corresponsabilidad. 
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Los estándares de prueba en los supuestos de 
pérdida de la patria potestad 
Dos paradigmas probatorios 


Juez Mtro. Daniel Delgado Ávila 


Introducción 


n el marco del debate filosófico en torno a la 
E vusirias de que la verdad de los hechos pueda o 

deba ser buscada en el proceso, suele distinguirse entre 
procesos que facilitan la búsqueda de la verdad y los que la 
dificultan. 

Últimos en los que es especialmente difícil localizar la 
verdad de las aserciones de las partes por variadas razones que 
la complican: existencia de múltiples normas que establecen 
la exclusión de pruebas, las actividades probatorias de las 
partes, los poderes probatorios del juez; todo ello debe ser 
valorado por el juez acorde a su discrecionalidad racional.' 


1 Vid. in extenso Taruffo, M.: Páginas sobre justicia civil. 1ra. Ed. . Madrid, 2009; pp. 
416 y 417. 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación (en adelante 
“la Corte”), determinó que en el ámbito probatorio? el 
principio de interés superior de la niñez impone a los órganos 
jurisdiccionales el deber de recabar de oficio las pruebas que 
consideren necesarias, analizar todo el material probatorio 
que se encuentre en autos y no dejar de valorar algún 
elemento que pudiere resultar perjudicial para la infancia. 

Con ello, la Corte tomó la postura consistente en que 
los juicios en los cuales se determinen los derechos de niñas, 
niños y adolescentes (en adelante NNA), alcanzar la verdad 
es un valor fundamental del proceso. 

El problema se presenta cuando, una vez desahogadas 
las pruebas ofrecidas por las partes y las recabadas 
oficiosamente por el Juez, es necesario elegir cuál de las 
descripciones de los hechos narrados por las partes recibe 
de las pruebas un grado adecuado de confirmación lógica; es 
decir, las pruebas atribuyen a cada hipótesis posible un grado 
diferente de confirmación, y la elección racional conduce 
a privilegiar la hipótesis que adquiere un mayor grado de 
confirmación. 

Aquí es donde aparece la principal función de los 
estándares de prueba, como un elemento que auxilia 
al juzgador a determinar la adecuación del grado de 
confirmación que se debe tomar en cuenta al resolver un 
litigio, mismos que en ocasiones se encuentran establecidos 
por los sistemas procesales mediante norma expresa, o bien 
en precedentes judiciales. 


2 Décima Época, 2003069, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Libro XVII!, Marzo de 2013, Constitucional, 1a./J. 30/2013 (10a.), página 
401. 
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En el proceso civil mexicano usualmente no existen 
reglas que exijan un determinado umbral de confirmación 
probatoria de los enunciados sobre los hechos; sin embargo, 
la fijación de un estándar probatorio en materia de causales 
de pérdida de la patria potestad es una de esas excepciones 
que han ocupado especial atención de la Corte. Es por ello, 
que el presente trabajo tiene como finalidad describir la línea 
jurisprudencial que se ha seguido de la quinta a la décima 
época en el tema anotado y realizar un análisis crítico. 
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I. El concepto de estándar de prueba en la epistemología 
jurídica 


ara Larry Laudan,* la epistemología jurídica como área 
de estudio está comprendida medularmente por dos 
partes. Por un lado, el núcleo duro en el que el interés 
se centra en aminorar la probabilidad de un juicio erróneo, 
entendido este último como falso, y cómo hacer para que esos 
errores sean tan improbables como lo permita la evidencia. 
Por otro lado, existe un núcleo débil que, aunque 
también se centra en el control del error, sus motivos no 
derivan de su relación con la verdad ni con la reducción de 
éste, sino de una decisión política según la cual cierto tipo de 
errores son peores o menos aceptables que otros. Es en este 
último escenario donde entra la idea de un estándar de prueba, 
mismo que tiene como finalidad: “(...) indicar al investigador 
o a aquel que se está cuestionando, cuándo está autorizado 
a considerar algo como probado, esto es, cuando la relación 
entre la prueba o las premisas justifica la aceptación de la 
conclusión como probada para los propósitos pretendidos 


a 


3 Cfr. Laudan, L..: Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un 
estándar. En revista Doxa. Cuadernos de filosofía del derecho. No. 28. Alicante. 
2006; p. 102. 


4 Cfr. Laudan, L..: Por qué un..., p.104. 
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Para Marina Gascón: “(...) los estándares de prueba 
son los criterios que indican cuando se ha conseguido la 
prueba de un hecho; o sea, los criterios que indican cuando 
está justificado aceptar como verdadera la hipótesis que lo 
describe (...).”” 

Es importante destacar que la determinación del grado 
de probabilidad o de certeza que se requiere para que pueda 
darse por probado un hecho, dependerá de consideraciones 
epistemológicas, pero sobre todo de criterios de tipo político. 

Así, desde el punto de vista epistémico, se requiere un 
grado de probabilidad mínimo, y desde el enfoque político, 
el estándar de prueba: “(...) establece una determinada 
distribución del error, y una distribución del error que 
supone una determinada elección (político-valorativa) sobre 
la intensidad con que deben ser garantizados los derechos 
o intereses afectados por cada uno de los errores posibles 


(y 


5 Gascón, M.: Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba objetivos. En 
revista Doxa. cuadernos de filosofía del derecho. No. 28. Alicante. 2006; p.108. 


6 Gascón, M.: Sobre la posibilidad ..., p.130. 
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1. El concepto tradicional de pérdida de patria potestad 
y su estándar de prueba en la jurisprudencia 


n la contradicción de tesis número 21/2006, suscitada 

entre la Primera y la Segunda Sala de la Corte, fue 

fijado el principal precedente judicial en relación a la 
naturaleza jurídica de la patria potestad. 

En el citado procedimiento constitucional se definió 
a la patria potestad como una garantía institucional, que en 
su dimensión individual, es un derecho subjetivo público 
del paterfamilias frente a intromisiones injustificadas en 
la custodia, educación, formación y administración de los 
bienes de su descendencia. 

De ahí que la Corte sostuvo que la pérdida de la patria 
potestad tiene la naturaleza de una sanción o “pena de 
carácter civil”,” pues constituye un acto coercitivo que priva 
al destinatario de la norma de un bien, dado que no se le 
permitirá en lo sucesivo ejercer sus derechos derivados de 
ella, como el custodiar y educar a sus hijos, además de ser 
una consecuencia directa de una conducta de incumplimiento 
de obligaciones derivadas de la relación paterno filial. 

Por lo que toca al estándar de prueba, para decidir los 
casos en que se solicita la pérdida de la patria potestad, 
actualmente solo existe una tesis obligatoria integrada 
por reiteración de criterios que, según su genealogía, fue 
7 Vid. la tesis jurisprudencial identificada bajo el rubro: “Patria potestad. El supuesto 

normativo que impone su pérdida por abandono injustificado del hogar conyugal 
por más de 6 meses, es una sanción civil que transgrede el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano”, correspondiente a la Epoca 


novena. Registro: 1011785. Instancia: Pleno. Tipo de tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Apéndice 2011. Materia Constitucional - Civil. Número 493. Página 1573. 
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publicada como jurisprudencia en el apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación del año de 1985, aunque su primer 
precedente data de 1970. Por su importancia, a continuación, 
se transcribe el texto: 


“Patria potestad, pruebas para la pérdida de la. Como 
la condena a la pérdida de la patria potestad acarrea 
graves consecuencias, perjudiciales tanto para los hijos 
como para el progenitor, para decretarla, en los casos 
excepcionales previstos en la ley, se requiere de pruebas 
plenas e indiscutibles, que sin lugar a dudas hagan 
manifiesta la justificación de la privación.” 


Del anterior precedente judicial se advierten varios 
elementos que deben tomarse en consideración al momento 
de decidir un caso en que se solicita la pérdida de la patria 
potestad. 

El primero consiste en que las pruebas que sostienen 
la hipótesis del actor deben ser plenas e indiscutibles. La 
primera de estas propiedades obliga a descartar todas aquellas 
pruebas indirectas que por sí solas resultaran insuficientes 
para acreditar las causales*, tales como los indicios o las 
presunciones. La segunda cualidad, indica que los medios 
de prueba no pueden ser discrepantes o contradictorios 
entre sí para demostrar el hecho que se invoca como causa 
de pérdida de patria potestad, de tal suerte que si algunos de 


8 En este sentido, existen diversas tesis sostenidas por la Tercera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que señalan la imposibilidad de decretar la pérdida 
de la patria potestad únicamente con la confesión ficta o presunciones, inclusive en 
algunos casos se determinó insuficiente la prueba testimonial para tal efecto. 
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ellos apuntan hacia una versión diferente de la forma en que 
ocurrió el hecho, la conclusión obtenida sería discutible, con 
lo que no se colmaría el umbral probatorio requerido. 

En segundo lugar, la expresión: que sin lugar a dudas 
hagan manifiesta, denota que para la Corte las pruebas 
desahogadas deben generar un grado de confirmación 
absoluto, equivalente inclusive, a la certeza. 

En efecto, si este estándar de prueba se compara con 
otros existentes en el sistema jurídico mexicano desde el 
punto de vista de la probabilidad, tomando como referencia 
el binomio conocimiento/ignorancia de los hechos en un 
juicio, el más allá de toda duda razonable del derecho 
penal, equivaldría a 0,9 ; la prueba clara y convincente, que 
usualmente se utiliza en áreas como el derecho administrativo 
sancionador o ciertos supuestos del derecho laboral, al 0,75; 
y la probabilidad prevaleciente, que es el común al derecho 
civil patrimonial y mercantil, al 0,5. 

En este orden de ideas si representáramos 
numéricamente el grado de confirmación que requiere la 
hipótesis de quien demanda la pérdida de la patria potestad 
bajo el criterio actualmente obligatorio, este equivaldría a 
un 1.00, es decir, un estándar de prueba de certeza absoluta 
que inclusive supera el establecido en materia penal, pues 
no se exige únicamente que la versión de los hechos del 
actor se sostenga más allá de toda duda razonable, sino que 
inclusive, no exista duda alguna en el juzgador en relación a 
su ocurrencia. 
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Un tercer elemento a considerar, es que el estándar 
probatorio de certeza absoluta resulta aplicable a cualquier 
juicio en que se demanda la pérdida de la patria potestad, 
sin importar el tipo o la naturaleza de los hechos que 
se pretenden probar, pues la Corte no realizó distinción 
alguna en la tesis. De tal suerte que los hechos de un juicio 
en el que se ventilan abusos sexuales o violencia contra la 
infancia, serán valorados bajo el mismo umbral que otro en 
el que los enunciados a probar ser refirieran; por ejemplo, al 
incumplimiento en el pago de la pensión alimenticia. 

Finalmente, es importante destacar que en la propia 
jurisprudencia la Corte determinó que el estándar probatorio 
encontraba su justificación en las graves consecuencias 
perjudiciales que la pérdida de la patria potestad acarreaba 
no solo para los hijos, sino también a los padres, lo que 
hace patente que el elevar a certeza absoluta el grado de 
confirmación de la hipótesis de quien demanda la pérdida 
de la patria potestad, tuvo por objetivo proteger tanto los 
derechos del infante como los del progenitor demandado. 
Esto es acorde con la ideología imperante en aquella época 
en torno a la naturaleza y funciones de las causales de pérdida 
de la patria potestad, que la configuraban como una sanción 
o pena de carácter civil, cuya procedencia requería del más 
exigente de los estándares de prueba en el sistema jurídico 
mexicano, dado que traería como consecuencia graves 
afectaciones y pérdidas de derechos tanto a quien la ejerce 
como al NNA en cuestión. 
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De lo expuesto se advierte que la protección y defensa 
de los derechos de la infancia nunca tuvo un papel central 
para la Corte al momento de fijar el concepto, funciones y 
causas de pérdida de patria potestad, pues las interpretaciones 
tradicionales se orientaban a la protección de los derechos de 
las NNA en forma equivalente a los derechos de los padres, 
o bien conjuntamente otro tipo de valores como la familia 
entendida en un sentido tradicional o el orden público.? 


9 En este sentido véase, Cossio, J. Los tiempos de la familia. En periódico el país. 18 
de noviembre de 2015. Consultable en: https://elpais.com/internacional/2015/11/18/ 
mexico/1447876591_103189.html. Ultima consulta el 25 de febrero de 2019. 
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TIT. El nuevo concepto de pérdida de patria potestad y 
la permanencia del estándar de prueba tradicional. El 
amparo directo en revisión 348/2012 


a aplicación obligatoria del principio de interés 

superior de la niñez, así como la protección dentro 

del seno familiar a otros grupos en condiciones de 
vulnerabilidad en virtud de la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos de junio de 2011; además del 
control difuso de convencionalidad y constitucionalidad, 
obligaron a la Corte a revisar la doctrina jurisprudencial del 
derecho de familia sostenida hasta esa fecha, para incorporar 
nuevas instituciones y adaptar las tradicionales al novedoso 
paradigma constitucional. 

El punto de quiebre de la línea jurisprudencial que 
configuraba a la patria potestad como una sanción, lo 
constituye la sentencia pronunciada en el amparo directo en 
revisión 348/2012 radicado en la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.'% 

En la ejecutoria referida, la Corte determinó que con la 
introducción en el texto constitucional del interés superior 
del menor de edad, los tribunales debían abandonar la vieja 
concepción de la patria potestad como un poder omnímodo 
sobre los hijos, para configurarla no como un derecho del 
padre: “(...) sino como una función que se les encomienda 


10 Este precedente judicial finalmente integraría la jurisprudencia por reiteración 
de criterios 1a./J. 50/2016 (10a.), que apareció publicada en la página 398 del 
Semanario judicial de la Federación correspondiente al mes de octubre de 2016 
bajo el rubro: Privación de la patria potestad. su función como medida protectora del 
interés superior del menor. 
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a los padres en beneficio de los hijos y que está dirigida a la 
protección, educación y formación integral de los hijos, cuyo 
interés es siempre prevalente en la relación paterno filial 
ale 

De esto último, la Corte obtuvo como conclusión que, 
a la luz del interés superior de la infancia, la privación de la 
patria potestad ya había perdido el carácter sancionador que 
tradicionalmente se le había atribuido, para configurarse en 
la actualidad como una medida protectora de los intereses de 
las NNA que opera cuando los padres realizan conductas que 
puedan poner en peligro su integridad o formación. 

De igual manera, estableció que para determinar la 
privación de la patria potestad, los tribunales debían atender 
en forma preferente al interés superior del menor de edad, al 
que se encontraban subordinados los derechos que pudieran 
corresponder a sus padres, los que en ningún caso serían 
preponderantes. 

Si bien la Corte en el precedente en cita modificó 
sustancialmente el concepto y funciones de la privación 
de la patria potestad para ajustarlo al nuevo paradigma 
constitucional de protección de derechos de NNA, mantuvo 
el estándar de prueba tradicional de certeza absoluta, tal como 
se desprende de la siguiente cita de la ejecutoria en análisis: 


“(...) Asimismo, y ante una medida de tal gravedad, los 
órganos jurisdiccionales deben probar en forma plena 
y convincente que ha ocurrido un efectivo y voluntario 

11 Vid. la página 59 de la ejecutoria dictada dentro del amparo directo en revisión 


348/2012, consultable en: http://www2.scijn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/ 
DetallePub.aspx?AsuntolD=136071. Última consulta el 25 de febrero de 2019. 
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incumplimiento por parte de los padres, así como 
establecer el alcance y gravedad de los incumplimientos 
imputados y las circunstancias concurrentes como 
decisivas para poder atribuir las consecuencias negativas 
de las acciones y omisiones denunciadas (...).” 


De lo expuesto hasta aquí se concluye que en relación 
a la naturaleza y funciones de las causas de pérdida de la 
patria potestad, se produjo un quiebre sustancial en la línea 
jurisprudencial, pues se dejó de conceptualizarla como 
un poder o derecho subjetivo de padre y madre sobre su 
descendencia, para concebirla ahora como una función 
dirigida a la protección prevalente de los intereses del NNA y 
no de sus padres, sin carácter sancionador. 

A partir de su emisión, este criterio ha orientado todas 
las decisiones de la primera sala, a grado tal que en octubre 
de 2016 logró el número de precedentes necesarios para 
integrar jurisprudencia. 

Pese a este cambio radical en el entendimiento de las 
causales de pérdida de patria potestad, en ese momento la 
Corte no examinó el impacto que esto traería en el estándar 
probatorio necesario para dar por probadas las hipótesis 
de quien las invocaba, pues como ya se ha expuesto, 
básicamente reiteró el umbral de suficiencia probatoria que 
exigía la existencia de prueba plena, y con ello, de certeza 
absoluta. 
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El amparo directo en revisión 390/2013 es un precedente 
judicial en que la Corte expresamente se ocupó de fijar un 
estándar probatorio para las causas de privación de patria 
potestad. Fue fijado en la sentencia emitida por la Primera 
Sala en el amparo directo en revisión 390/2013. 

En esta sentencia, entre otras cosas, la Corte examinó 
el artículo 373 fracción VI del Código Civil del Estado de 
Veracruz, para determinar si era contrario a los principios de 
proporcionalidad, interés superior del menor, y protección 
a la familia, al establecer que la patria potestad se pierde 
cuando quien la ejerce sea condenado por la comisión de un 
delito doloso en el que la víctima sea el infante. 

Al respecto, la primera sala determinó que no era 
correcto interpretar la norma en el sentido de considerarla 
aplicable automáticamente ante la comisión de cualquier 
ilícito sin distinguir su naturaleza, por lo que se debía realizar 
una interpretación conforme al interés superior de la infancia: 


“(...) sí de las circunstancias en las que se comete 
el ilícito en cuestión al juzgador le surge una duda 
razonable respecto a si con la comisión de dicho 
ilícito se comprueba que el progenitor ha sido falto a 
su obligación de cuidado y búsqueda del bienestar del 
menor, entonces la sanción de pérdida de patria potestad 
no debe aplicarse (...).”"? 


Patria potestad, pérdida de 


12 Véase la página 23 de la ejecutoria dictada dentro del amparo directo en revisión 
390/2013, consultable en: http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/ 
DetallePub.aspx?AsuntolD=148198. Última consulta el 25 de febrero de 2019. 
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En nota a pie de página de la sentencia que se 
comenta, la propia Corte determinó que en este caso la duda 
razonable debe entenderse como un principio orientador 
para la valoración de pruebas en juicio, las cuales deben 
demostrar las mayores probabilidades a ser ciertas del hecho 
que imputan, por lo que, de no ser así, no demuestran la 
realización del hecho más allá de toda duda razonable. 

Finalmente, la Corte invocando la sentencia que 
contiene el criterio tradicional de estándar probatorio 
equivalente a certeza absoluta, señaló que para decretar la 
pérdida de la patria potestad: 


“(...) deben demostrarse pruebas plenas e indiscutibles 
para sancionar sólo en los casos excepcionales, por 
lo que si no existe esa prueba plena e indiscutible 
o de existir se tenga la duda razonable de que la 
misma en realidad no muestra de forma contundente 
el incumplimiento del progenitor, entonces no es 
procedente decretarla pues se pueden ocasionar mayores 
perjuicios que beneficios a los intereses y derechos de 
los menores involucrados (...).”* 


13 Vid. Página 23 de la ejecutoria..., 
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IV. El nuevo estándar probatorio en las causales 
de pérdida de patria potestad por violencia sexual. 
Importancia y trascendencia del caso 


a línea jurisprudencial que fijaba el umbral probatorio 

para decretar la pérdida de la patria potestad en 

“Certeza absoluta” fue interrumpida expresamente por 
la Corte en el amparo directo en revisión 3797/2014,'* para 
los casos en que se alegan abusos contra NNA. 

El trámite del citado proceso constitucional se originó 
en un juicio familiar en el que se demandó la pérdida de la 
patria potestad con motivo de agresiones sexuales cometidas 
por el padre en agravio de su hija menor de edad, por lo que 
al calificar si se cumplían los requisitos de importancia y 
trascendencia para admisión del recurso, la Corte estableció 
que el análisis del caso permitiría fijar criterios de relevancia 
para el orden jurídico nacional relacionados con la incidencia 
del interés superior del niño en el estándar de prueba, para 
declarar probada la existencia de conductas que involucran 
alguna clase de abusos sexuales en juicios por pérdida de 
patria potestad. 

La importancia del caso fue tal, que a pesar de que 
ordinariamente el amparo directo en revisión es improcedente 
en contra de la apreciación de las pruebas en juicios donde se 
involucren derechos de menores de edad por tratarse de un 
tema de mera legalidad, la Corte determinó que en el caso, se 


14 Vid. ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014 consultable en: http://www2. 
scin.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntolD=169559. 
Última consulta el 25 de febrero de 2019. 
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estaba en uno de los supuestos de excepción a esta directiva, 
pues las cuestiones probatorias que se ventilaban en el juicio 
si revestían un cariz constitucional. 

En la ejecutoria que se comenta, la Corte precisó que si 
la pérdida de la patria potestad es una medida protectora de 
la infancia en situaciones extremas, el deber de protección 
de la niñez contra toda forma de perjuicio o abuso físico o 
mental o sexual mientras el niño se encuentre bajo la custodia 
de sus padres, contenido en los artículos 12.2 y 19.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, también estará a 
cargo de las autoridades jurisdiccionales, con independencia 
de que el legislador hubiere cumplido con esas obligaciones 
en sus respectivos ámbitos de competencia. 

Por tanto, la ausencia de medidas legislativas que 
establezcan reglas específicas sobre el estándar para tomar 
decisiones probatorias en casos de niños que afirman haber 
sido víctimas de abusos sexuales: “(...) no debe ser un 
obstáculo para que los jueces protejan en la mayor medida 
posible los derechos fundamentales de los menores con 
apoyo en los poderes normativos y estrategias interpretativas 
que tengan a su alcance (...).”** 

Sí el lineamiento previamente anotado se lee en 
términos de las obligaciones dirigidas a los congresos locales, 
se concluye que la fijación en los códigos de uno o varios 
umbrales probatorios para decidir sobre la privación de la 
patria potestad en los casos que involucran abusos contra la 
infancia, es una medida que se alinea en la mejor protección 


15 Ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014..., p. 51. 
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de los derechos de este grupo, en especial, del contenido en 
los artículos 12.2 y 19.1 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño. 

Si la misma directiva se interpreta ahora a la luz de los 
deberes correspondientes a las autoridades jurisdiccionales, 
se sigue que al momento de decidir sobre la privación de 
la patria potestad, quien juzga deberá precisar el origen 
del estándar de prueba utilizado, ya sea que se encuentre 
establecido en ley, jurisprudencia o hubiere sido construido 
con base en las estrategias interpretativas a su alcance. 

Por otra parte, para el caso de que el legislador hubiere 
decidido establecer un determinado estándar probatorio para 
la procedencia de las causales de pérdida de patria potestad, 
en ejercicio del control difuso de constitucionalidad sobre los 
códigos locales, el tribunal se encuentra obligado a examinar 
y modular en el ámbito de sus respectivas competencias, la 
compatibilidad de tal parámetro con el interés superior de la 
niñez y de resultar contrario al mismo, inaplicar el estándar 
probatorio legalmente establecido y sustituirlo por uno que 
sea compatible con la protección y defensa de los derechos 
de la infancia. 

En el amparo directo en revisión 3797/2014, la Corte 
retoma la doctrina especializada en materia de razonamiento 
probatorio para establecer que en las decisiones probatorias 
existen dos tipos de errores: declarar como probada una 
hipótesis falsa (falsos positivos), o bien, declarar no probada 
una hipótesis verdadera (falsos negativos). 
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Así, la Corte señaló que la función de los estándares de 
prueba en un sistema jurídico consiste en distribuir el error en 
las decisiones probatorias para: 


“(...) incidir sobre la intensidad con la que se protegen 
los intereses o los derechos potencialmente afectados 
por esos errores al elevar por encima del mínimo 
exigido por la racionalidad epistemológica el nivel 
de confirmación que se requiere para dar por probado 
un hecho en función precisamente de los intereses o 
derechos en juego en cada tipo de proceso (...).”** 


Al trasladar este esquema a un proceso civil que tiene 
por objeto determinar si el padre de un NNA ha dado lugar 
a una causal de pérdida de patria potestad, la Corte estimó 
que bajo la visión tradicional de la privación de la patria 
potestad que se concebía como una pena civil, era congruente 
exigir un estándar de prueba clara y convincente conforme 
al cuál se decretaría solo cuando estuviere sólidamente 
confirmado que el padre realizó la conducta, pues con 
ello se disminuiría el riesgo de declarar probada la causal 
cuando en realidad el padre no hubiere realizado la conducta 
alegada (condenar a padres inocentes). No obstante, también 
aumentaría la probabilidad de cometer el error de no declarar 
probada la causal a pesar de que el padre haya realizado 
los comportamientos que le son imputados (absolver a 
culpables). En este sentido, la Corte concluyó que en lo que 


16 Ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014..., p. 57. 
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se refiere a la distribución del riesgo de cometer errores, este 
estándar probatorio considera que los intereses de los padres 
merecen mayor protección que los de NNA. 

Precisado lo anterior, la Corte determinó que bajo el 
nuevo entendimiento de la privación de la patria potestad 
como una medida protectora del interés superior de los NNA, 
se impone la exigencia de que: “(...) en los procesos civiles 
cuando se demanda la pérdida de la patria potestad que ejerce 
uno de los padres a partir de ciertos hechos que comportan 
algún tipo de abuso hacia el menor, se adopte el estándar 
de prueba de la probabilidad prevaleciente (...).”” A decir 
de la Corte, bajo este último estándar de prueba que no es 
particularmente exigente, basta que se establezca el nivel 
mínimo de confirmación racional para dar por probado un 
hecho, con lo que se ofrece igual grado de protección tanto 
a los derechos o intereses tanto de padres como de hijos, 
minimizando la probabilidad de absolver a padres culpables 
de abusos contra sus hijos. 

Con el criterio reseñado previamente, la Corte alteró 
sustancialmente la línea jurisprudencial que había sostenido 
hasta esa fecha en lo que respecta al estándar probatorio 
aplicable a las causales de pérdida de patria potestad. 

La primera modificación surge de la necesidad que 
tuvo la Corte de dar un tratamiento especial a las causas 
de privación de patria potestad que implican abuso físico 
o mental contra NNA, pues bajo el estándar de prueba 
tradicional, ciertamente resulta sumamente complicado 


17 Ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014..., p. 93. 
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probar conductas que usualmente se realizan en el ámbito de 
lo privado y que por tanto, no existen a la mano pruebas más 
allá del testimonio de las víctimas. 

Así, la línea jurisprudencial después de la resolución en 
cita, establece que la hipótesis expuesta por quien demanda 
la pérdida de la patria potestad, debe obtener de las pruebas 
un alto grado de confirmación, salvo que se trate de hechos 
constitutivos de abusos contra la infancia, en los que 
únicamente se requerirá un mínimo de confirmación racional 
bajo el estándar de la probabilidad prevaleciente. 

Un segundo punto parte de la distinción respecto al 
grado de protección que merecen los derechos o intereses en 
juego tanto de los padres, como de los NNA. En este sentido, 
la Corte invita a examinar los estándares de prueba exigidos 
para decretar la pérdida de la patria potestad, atendiendo a 
la conducta imputada y al tipo de interés o derecho que será 
afectado y no solo utilizar un mismo estándar probatorio, 
pues las conductas señaladas taxativamente por los códigos 
civiles o familiares de las entidades federativas como 
constitutivas de la pérdida de la patria potestad, pueden 
traer afectaciones diversas a los derechos e intereses de 
padres o hijos dependiendo de su gravedad. Tal es el caso 
del incumplimiento de pago de la obligación alimentaria que 
por sí misma no tiene como consecuencia la privación del 
contacto entre padres e hijos. 

Finalmente, cabe mencionar que en México los jueces 
y tribunales actualmente siguen utilizando el estándar de 
prueba clara y convincente, más allá de toda duda razonable 
y certeza absoluta, para examinar la procedencia de la 
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pérdida de la patria potestad para todo tipo de causales. Por 
lo que se hace necesaria no solo la difusión del precedente 
judicial examinado, sino también el análisis de los diversos 
estándares probatorios que actualmente existen, a fin de 
proporcionar elementos críticos a los jueces para determinar 
el estándar probatorio a utilizar para cada tipología de 
conducta, atendiendo a los derechos e intereses que serán 
afectados o desprotegidos con condenas o absoluciones, 
pues tradicionalmente nuestra cultura jurídica en el derecho 
privado ha sido ajena a tales discusiones. 
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Conclusiones 


coexisten dos estándares de prueba de creación judicial 
para decretar la privación de la patria potestad. 
El primero de ellos se fundamenta en la idea de que al ser la 
patria potestad un poder que se ejerce por el pater familias 
sobre los NNA, su pérdida constituye una sanción civil, y por 
tanto es necesario que los hechos se prueben plenamente y el 
estándar de prueba será de certeza absoluta. 

Mientras, el segundo estándar de prueba se basa en 
la nueva concepción de las causales de pérdida de patria 
potestad como función protectora de los derechos e intereses 
de la infancia, para tutelarlos es menos exigente, y se 
identifica como el de la probabilidad prevaleciente. 

Segunda.- Toda vez que la fijación de un estándar 
de prueba en materia de causas de privación de la patria 
potestad es un tema que puede ser analizado desde una 
perspectiva constitucional, todos los jueces y tribunales del 
país en los casos sometidos a su consideración, tienen la 
obligación de exponer el estándar de prueba que se utiliza al 
momento de absolver o condenar a la privación de la patria 
potestad, y en caso de que esté fijado legalmente, analizar su 
constitucionalidad a la luz del interés superior de NNA. 


Pus: En el sistema jurídico mexicano actualmente 
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El monumento a la paz, de Guanajuato, 
Guanajuato. 


Lic. Rafael Rosado Cabrera. 


no de los monumentos más ¡cónicos de la ciudad de 

Guanajuato es, sin lugar a dudas, el dedicado a la 

paz, ubicado en la plaza del mismo nombre —antaño 
conocida como plaza mayor—, donde se erige, desde el año 
1903, como una ofrenda del estado de Guanajuato a la paz — 
pax porfiriana, si se lee entre líneas. 

La ciudad de Guanajuato se vio particularmente 
engalanada por la obra pública porfiriana, dándose la ocasión 
para que, en 1903, la visita presidencial inaugurara, aparte 
del mencionado monumento, el teatro Juárez, y el palacio 
Legislativo —actual museo Palacio de los Poderes.' 


1 Martínez Delgado, Gerardo: La readaptación urbana de Guanajuato a finales del 
siglo XIX y los inicios del XX: grandes intervenciones, economía, tecnología y 
formas de financiamiento. Oficio. Revista de historia e interdisciplina, (11), 33-64. 
(2020). https://doi.org/10.15174/orhi.v0i11.139 


439 


Paz 


Paz 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El monumento a la paz, según lo descrito por Crispín 
Espinosa, fue inaugurado cuando Porfirio Díaz “(...) tocó 
[...] un botón eléctrico colocado de antemano en el balcón 
que en aquel momento ocupaba, y a que este toque cayó el 
velo que cubría la hermosa estatua de la Paz (...).”? 

El mismo autor detalla que el monumento está 
conformado por una estatua de la paz, un genio del trabajo, 
un genio de la ciencia, ramos de olivo, un trofeo decorativo y 
un pedestal y esfera de mármol. Se detalla que el costo de la 
obra ascendió a un total de $27,619.93.* 

De la autoría del escultor hidrocálido Jesús Fructuoso 
Contreras, la significación del monumento, es más compleja. 
Patricia Pérez Walters, citada por Rodrigo Gutiérrez 
Viñuales, señala que el conjunto escultórico refleja a “(...) 
Una mujer, la guerra, en actitud de descanso y con el rostro 
doliente, aparece dominada por dos niños: el trabajo y la 
ciencia, y completa la alegoría el siguiente trofeo guerrero 
que se ve detrás del artístico grupo: una cureña de cañón, rota 
y varias granadas abiertas adheridas al chapitel. En los cascos 
de dos de ellas anidan unas palomas, con lo cual se significa 
perfectamente que hace mucho que el estampido del cañón 


2 Espinosa, Crispín: Efemérides Guanajuatenses o sean nuevos datos para contribuir 
a la formación de la historia de la Ciudad de Guanajuato. Recurso digital disponible 
en http://simurg.bibliotecas.csic.es/view/990002499700204201_V2/efemerides- 
guanajuatenses-o-sean-nuevos-datos-para-contribuir-a-la-formacion-de-la- 
historia-de-la-ciudad-de-guanajuato-vol-2 consultado el 23 de enero de 2023. 


3 Espinosa, Crispín: Efemérides Guanajuatenses o sean nuevos datos para contribuir 
a la formación de la historia de la Ciudad de Guanajuato. Recurso digital disponible 
en http://simurg.bibliotecas.csic.es/view/990002499700204201_V2/efemerides- 
guanajuatenses-o-sean-nuevos-datos-para-contribuir-a-la-formacion-de-la- 
historia-de-la-ciudad-de-guanajuato-vol-2 consultado el 23 de enero de 2023. 
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guerrero, no suena, por ventura, en nuestro suelo. El remate 
del monumento lo forma una hermosa mujer vistiendo túnica 
y calzando coturno, que coronada de laureles lleva una palma 
en la mano y apoya su planta en una esfera de mármol que 
descansa sobre el grupo (...).”* 


4 Gutiérrez Viñuales, Rodrigo: Monumento conmemorativo y espacio público en 
Iberoamérica. Recurso digital disponible en https://www.ugr.es/—rgutierr/PDF2/ 
LIB%20011.paf consultado el 23 de enero de 2023. 

Cabe destacar que, el elemento que Pérez Walters señala como “la guerra”, otros 
lo señala como Marte, el dios de la guerra. 
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Algunas reflexiones en torno a los casos de “la 
manada y los porkis”. 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Cod-Dom de este compendio 
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Juzgar con perspectiva de género 


Juez Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ej-Inc de este compendio 


Perspectiva de género 
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Plazos del sistema penal acusatorio mexicano 
Los márgenes temporales de la actividad procesal 
penal. El principio dies quo 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


A manera de introducción 


n plazo, en términos legales es un lapso de tiempo 

dentro del que se debe realizar una actividad y, en 

materia procesal penal, su regulación inicia con el 
artículo 94 del código nacional de procedimientos penales. 

Para computar los plazos legales se cuentan días 
naturales si se trata de actos relativos a providencias 
precautorias, puesta del imputado a disposición del órgano 
jurisdiccional, resolver la legalidad de la detención, 
formulación de la imputación, resolver sobre la procedencia 
de las medidas cautelares en su caso y decidir sobre la 
procedencia de la vinculación a proceso. 

El resto de los actos se cuentan por días hábiles 
excluyendo los sábados, los domingos y los días que 
sean determinados como no laborables por los diversos 
ordenamientos legales aplicables. 


447 


Plazo 


Plazo 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los plazos señalados en días se contarán completos a 
partir del día en que surte efectos la notificación, en tanto los 
que se señalen por horas correrán de momento a momento.' 


1 Los plazos sujetos al arbitrio judicial serán determinados conforme a la naturaleza 

del procedimiento y a la importancia de la actividad que se deba de desarrollar, 
teniendo en cuenta los derechos de las partes. 
No se computarán los días sábados, los domingos ni los días que sean determinados 
inhábiles por los ordenamientos legales aplicables, salvo que se trate de los actos 
relativos a providencias precautorias, puesta del imputado a disposición del Órgano 
jurisdiccional, resolver la legalidad de la detención, formulación de la imputación, 
resolver sobre la procedencia de las medidas cautelares en su caso y decidir 
sobre la procedencia de su vinculación a proceso, para tal efecto todos los días se 
computarán como hábiles. Los demás plazos que venzan en día inhábil, se tendrán 
por prorrogados hasta el día hábil siguiente y los plazos establecidos en horas 
correrán de momento a momento y los establecidos en días a partir del día en que 
surte efectos la notificación. 
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Plazos del código nacional de procedimientos penales 


Artículo 


Objetivo 


Plazos 


27 


Procedencia de 
la declinatoria 


Se podrá promover por escrito o de 
forma oral, hasta antes del auto de 
apertura a juicio. 

Si la incompetencia es del Órgano 
jurisdiccional deberá promoverse 
dentro del plazo de tres días 
siguientes a que surta sus efectos la 
notificación de la resolución que fije 
la fecha para la realización de la 
audiencia de juicio. Ante el juez de 
control que fijo la competencia. 


28 


Procedencia de 
la inhibitoria 


Se podrá promover por escrito o de 
forma oral, ante el juez que se 
considere competente hasta antes del 
auto de apertura a juicio. Si la 
incompetencia es del Tribunal de 
enjuiciamiento deberá promoverse 
dentro del plazo de tres días 
siguientes a que surta sus efectos la 
notificación de la resolución que fije 
la fecha para la realización de la 
audiencia de juicio. Ante el Tribunal 
de enjuiciamiento que se considera 
competente. 


32 
ES 


Sustanciación de 
la acumulación 


El juez cita a las partes a las partes a 
una audiencia dentro de los tres días 
siguientes, y resolverá en la misma 
audiencia. Podrá decretarse hasta 
antes de que se dicte el auto de 
apertura a juicio. 
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35 


Separación de 
los procesos 


Se podrá promover hasta antes de la 
audiencia de juicio. El juez cita a las 
partes a las partes a una audiencia 
dentro de los tres días siguientes, y 
resolverá en la misma audiencia. 


40 


Tiempo y forma 
de recusar 


Interposición ante el propio Juez o 
Magistrado recusado, por escrito y 
dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a que se tuvo 
conocimiento del impedimento. Se 
interpondrá oralmente si se conoce en 
el curso de una audiencia y en ella se 
indicará, bajo pena de 
inadmisibilidad, la causa en que se 
justifica y los medios de prueba 
pertinentes. 


41 


Trámite 
de recusación 


El recusado remitirá el registro de lo 
actuado y los medios de prueba 
ofrecidos al Órgano jurisdiccional 
competente. Recibido el escrito, se 
pedirá informe al juzgador recusado, 
quien lo rendirá dentro del plazo de 
veinticuatro horas, señalándosele 
fecha y hora para realizar la audiencia 
dentro de los tres días siguientes a 
que se recibió el informe. 


48 


Temporalidad de 
actos procesales 


Los actos procesales podrán ser 
realizados en cualquier día y a 
cualquier hora, sin necesidad de 
previa habilitación. 


57 


Ausencia de las 
partes 


El Ministerio Público sustituto o el 
nuevo Defensor podrán solicitar al 
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Órgano jurisdiccional que aplace el 
inicio de la audiencia o suspenda la 
misma por un plazo que no podrá 
exceder de diez días para la adecuada 
preparación de su intervención en el 
juicio. 


69 


Aclaración 


En la misma audiencia, después de 
dictada la resolución y hasta dentro 
de los tres días posteriores a la 
notificación, las partes podrán 
solicitar su aclaración, la cual, si 
procede, deberá efectuarse dentro de 
las veinticuatro horas siguientes. 


ad 


Plazo para 
cumplimiento de 


exhortos 
requisitorias 


y 


Se  proveerán dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a su 
recepción y se despacharán dentro de 
los tres días siguientes, a no ser que 
las actuaciones que se hayan de 
practicar exijan necesariamente 
mayor tiempo, en cuyo caso, el Juez 
de control fijará el que crea 
conveniente y lo notificará al 
requirente. 


77 


Incompetencia 
en exhortos 


Si el asunto no resulta ser de su 
competencia o si tuviere dudas sobre 
su procedencia, podrá comunicarse 
con el Órgano jurisdiccional 
exhortante o requirente, oirá al 
Ministerio Público y resolverá dentro 
de los tres días siguientes. 
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77 


Remisión 
exhorto 


de 
para 


audiencia inicial 


Cuando se cumpla una orden de 
aprehensión, el  exhortado oO 
requerido pondrá al detenido, sin 
dilación alguna, a disposición del 
Órgano jurisdiccional. Si no fuere 
posible poner al detenido 
inmediatamente a disposición del 
exhortante o requirente, el requerido 
dará vista al Ministerio Público para 
que formule la imputación; se 
decidirá sobre las medidas cautelares 
que se le soliciten y resolverá su 
vinculación a proceso, remitirá las 
actuaciones y, en su caso, al detenido, 
al Órgano jurisdiccional que haya 
librado el exhorto dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la 
determinación de fondo que adopte. 

Si por hallarse en otra jurisdicción la 
persona o las cosas que sean objeto 
de la diligencia, lo remitirá al Juez de 
control del lugar en que aquélla o 
éstas se encuentren, y lo hará saber al 
exhortante o requirente dentro de las 
veinticuatro horas siguientes. 


82 


Formas 
notificación 


de 


De no encontrarse el interesado o su 
representante legal en la primera 
notificación, el notificador dejará 
citatorio con cualquier persona que se 
encuentre en el domicilio, para que el 
interesado espere a una hora fija del 
día hábil siguiente. 
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84 Regla general | Las resoluciones deberán notificarse 
sobre personalmente a quien corresponda, 
notificaciones dentro de las veinticuatro horas 

siguientes a que se hayan dictado. 

91 Plazo para ser | Cuando menos con cuarenta y ocho 
convocadas las | horas de anticipación a la celebración 
partes para | del acto. 
audiencia 

91 Justificación de | En caso de que las partes, estando 
ausencia de | obligadas a presentar a sus testigos o 
testigos en juicio | peritos, no cumplan con dicha 
oral comparecencia, se les tendrá por 

desistidos de la prueba, a menos que 
justifiquen la imposibilidad que se 
tuvo para presentarlos, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la 
fecha fijada. 

96 Reposición del Dentro de las veinticuatro horas 
plazo siguientes a aquel en que el 

perjudicado tenga conocimiento 
fehaciente del acto cuya reposición 
del plazo se pretenda. El Órgano 
jurisdiccional podrá ordenar la 
reposición “una vez que haya 
escuchado a las partes. 

98 Solicitud de | Por escrito dentro de los dos días 
declaración de | siguientes a aquel en que el 
nulidad de actos | perjudicado tenga conocimiento 
ejecutados en | fehaciente del acto. Si el vicio se 
contravención a | produjo en audiencia y el afectado 
las formalidades. | estuvo presente, deberá presentarse 
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verbalmente antes del término de la 
misma audiencia. 


99 


Saneamiento 


Plazo para corregir el acto, cual no 
será mayor de tres días. 


100 


Plazo 


Convalidación 


Dentro de las veinticuatro horas 
siguientes de haberse realizado el 
acto, la parte que no hubiere estado 
presente o participado en él no 
solicita. En caso de que no hubiera 
sido posible advertir en forma 
oportuna el defecto, el interesado 
deberá solicitar en forma justificada 
el saneamiento del acto, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a que 
haya tenido conocimiento del mismo. 
Quedarán convalidados los defectos 
de carácter procesal que no afecten 
derechos fundamentales del 
imputado, cuando éste o su Defensor 
no hayan solicitado su saneamiento 
dentro de las veinticuatro horas 
después de advertirlo. 


113 
fracción 
Xx 


Derechos del 
imputado a ser 
juzgado en 
audiencia por un 
Tribunal de 
enjuiciamiento 


Antes de cuatro meses si se tratare de 
delitos cuya pena máxima no exceda 
de dos años de prisión. 

Antes de un año si la pena excediere 
de ese tiempo, salvo que solicite 
mayor plazo para su defensa. 


121 


Garantía de la 
defensa técnica 


Inasistencia oO incompetencia del 
defensor, si se trata de un defensor 
privado, el imputado contará con tres 
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días para 
Defensor. 

Se otorgará un término que no 
excederá de diez días para que se 
desarrolle una defensa adecuada a 
partir del acto que suscitó el cambio. 


designar un nuevo 


129 


Resolución de 
petición para 
actos de 
investigación 


Solicitud a Ministerio público de 
actos de investigación por parte del 
imputado, defensor, víctima u 
ofendido, el ministerio público 
dentro del plazo de tres días 
resolverá. 


135 


La queja y su 
procedencia 


A partir de que se advierta la omisión 
del acto procesal, la queja podrá 
interponerse ante el Consejo. Éste 
deberá tramitarla y resolverla en un 
plazo no mayor a tres días. 

A partir de que se recibió la queja por 
el Órgano jurisdiccional, éste tiene un 
plazo de veinticuatro horas para 
subsanar dicha omisión, o bien, 
realizar un informe y remitir el 
recurso y dicho informe al Consejo. 
El Consejo tendrá cuarenta y ocho 
horas para resolver si dicha omisión 
se ha verificado. 


139 


Duración de las 
medidas de 
protección y 
providencias 
precautorias 


De sesenta días naturales, 
prorrogables hasta por treinta días. 
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143 Resolución Plazo máximo de veinticuatro horas 
sobre solicitud | siguientes a que se haya recibido la 
de orden de | solicitud. 
aprehensión o 
comparecencia 

144 Desistimiento de | En cualquier etapa del 
la acción penal | procedimiento, hasta antes de dictada 
Solicitud de | la resolución de segunda instancia. 
ministerio 
público 

144 Resolución de | La autoridad judicial resolverá de 
desistimiento de | manera inmediata. 
la acción penal 

148 Detención  en|Plazo para interponer querella, 
flagrancia por | ningún supuesto podrá ser mayor de 
delitos que | doce horas, contadas a partir de que 
requieran la víctima u ofendido fue notificado o 
querella. de veinticuatro horas a partir de su 
(Ministerio detención en caso de que no fuera 
público) posible su localización. 

En caso de que la víctima u ofendido 
tenga imposibilidad física de 
presentar su querella, se agotará el 
plazo legal de detención del 
imputado. 

154 Procedencia de | Las partes podrán ofrecer medios de 
medidas prueba para analizar la procedencia 
cautelares de la medida solicitada, siempre y 

cuando la misma sea susceptible de 
ser desahogada en las siguientes 
veinticuatro horas. 
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162 Audiencia de | Dentro de las cuarenta y ocho horas 
revisión de las | siguientes contadas a partir de la 
medidas presentación de la solicitud. 
cautelares 

165 Plazo de medida | No podrá exceder de dos años, salvo 
cautelar de | que su prolongación se deba al 
prisión ejercicio del derecho de defensa del 
preventiva imputado. 

174 Incumplimiento | El supervisor de la medida cautelar 
del imputado de | detecte un incumplimiento deberá 
las medidas | informar a las partes de forma 
cautelares inmediata. 

El Ministerio Público que reciba el 
reporte, deberá solicitar audiencia 
para revisión de la medida cautelar en 
el plazo más breve posible. 

174 Requerimiento a | En el caso de que al imputado se le 
garante para | haya impuesto como medida cautelar 
presentación de | una garantía económica y, exhibida 
imputado ésta sea citado para comparecer ante 

el juez e incumpla la cita, se requerirá 
al garante para que presente al 
imputado en un plazo no mayor a 
ocho días, advertidos, el garante y el 
imputado, de que si no lo hicieren o 
no justificaren la incomparecencia, se 
hará efectiva la garantía a favor del 
Fondo de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral. 

188 Procedencia de | Los acuerdos reparatorios procederán 
acuerdos desde la presentación de la denuncia 
reparatorios 


457 


Plazo 


Plazo 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


o querella hasta antes de decretarse el 
auto de apertura de juicio. 


188 Suspensión del |A petición de las partes, podrá 
proceso para | suspender el proceso penal hasta por 
acuerdos treinta días para que las partes puedan 
reparatorios concretar el acuerdo. 

189 Plazo para | En caso de señalar que el 
cumplimiento de | cumplimiento debe ser diferido y no 
acuerdo señalar plazo específico, se entenderá 
restaurativo que el plazo será por un año. 

190 Inconformidad | En la etapa de investigación inicial, 
de acuerdos | las partes tendrán derecho a acudir 
reparatorios ante el Juez de control, dentro de los 
en etapa de cinco días siguientes a que se haya 
investigación aprobado el acuerdo reparatorio, 
inicial cuando estimen que el mecanismo 

alternativo de solución de 
controversias no se desarrolló 
conforme a las disposiciones 
previstas en la ley de la materia. 

191 Suspensión Quedan exceptuados de suspensión 
condicional del | condicional del proceso los casos en 
proceso en caso | que el imputado en forma previa haya 
de haberse | incumplido una suspensión 
decretado una | condicional del proceso, salvo que 
suspensión con | hayan transcurrido cinco años desde 
antelación el cumplimiento de la resolución a la 

primera suspensión condicional del 
proceso. 

193 Oportunidad de | Dictado el auto de vinculación a 


la suspensión 
condicional 


proceso, y hasta antes de acordarse la 
apertura de juicio. 
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195 Periodo para | No podrá ser inferior a seis meses ni 
cumplir superior a tres años. 
suspensión 
condicional del 
proceso 

196 Audiencia para | La audiencia tendrá verificativo en la 
peticionar fecha que señale el Juez de control. 
suspensión 
condicional del 
proceso 

198 Audiencia para | El Juez de control, previa petición del 
la revocación de | agente del Ministerio Público o de la 
la suspensión | víctima u ofendido, convocará a las 
condicional partes a una audiencia. Libre arbitrio 

del Juez. 

202 Oportunidad El Ministerio Público podrá solicitar 
procedimiento la apertura del procedimiento 
abreviado abreviado después de que se dicte el 

auto de vinculación a proceso y hasta 
antes de la emisión del auto de 
apertura a juicio oral. 

A la audiencia se deberá citar a todas 
las partes. Libre arbitrio del Juez. 

206 Sentencia en el | Concluido el debate, el Juez de 
procedimiento control emitirá su fallo en la misma 
abreviado audiencia, para lo cual deberá dar 

lectura y explicación pública a la 
sentencia, dentro del plazo de 
cuarenta y ocho horas. 

216 Solicitud de | La solicitud deberá resolverse en un 
actos de | plazo máximo de tres días siguientes 
investigación. 
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a la fecha en que se haya formulado 
la petición al Ministerio Público. 


231 


Notificación del 
aseguramiento y 
abandono. (plazo 
ministerio 
público) 


El MP deberá notificar al interesado 
o a su representante legal el 
aseguramiento del objeto, 
instrumento o producto del delito, 
dentro de los sesenta días naturales 
siguientes a su ejecución. 


Cuando se desconozca la identidad o 
domicilio del interesado, la 
notificación se hará por dos edictos 
que se publicarán en el Diario Oficial 
de la Federación o su equivalente, en 
el medio de difusión oficial en la 
Entidad federativa que corresponda y 
en un periódico de circulación 
nacional O estatal, según 
corresponda, con un intervalo de diez 
días hábiles entre cada publicación. 
En la notificación se apercibirá al 
interesado o a su representante legal 
para que se abstenga de ejercer actos 
de dominio sobre los bienes 
asegurados y se le apercibirá que de 
no manifestar lo que a su derecho 
convenga, en un término de noventa 
días naturales siguientes al de la 
notificación, los bienes causarán 
abandono a favor del Gobierno 
Federal o de la Entidad federativa de 
que se trate, según corresponda. 
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Transcurrido dicho plazo sin que 
ninguna persona se haya presentado a 
deducir derechos, el Ministerio 
Público solicitará al Juez de control 
que declare el abandono de los bienes 
y éste citará al interesado, a la víctima 
u ofendido y al Ministerio Público a 
una audiencia dentro de los diez días 
siguientes a la solicitud a que se 
refiere el párrafo anterior. 


246 


Entrega 
bienes 


de 


Inmediatamente después de realizar 
las diligencias conducentes. Dentro 
de los treinta días siguientes a la 
notificación del acuerdo de 
devolución, la autoridad judicial o el 
Ministerio Público notificarán su 
resolución al interesado o al 
representante legal, para que dentro 
de los diez días siguientes a dicha 
notificación se presente a recogerlos, 
bajo el apercibimiento que de no 
hacerlo, los bienes causarán 
abandono a favor del Gobierno 
Federal o de la Entidad federativa de 
que se trate, según corresponda y se 
procederá en los términos previstos 
en este Código. 


256 


Casos en que 


Podrán ordenarse en cualquier 


operan los | momento y hasta antes de que se 
criterios de | dicte el auto de apertura a juicio. 
oportunidad 
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258 


Notificaciones y 
control judicial 


Las determinaciones del Ministerio 
Público sobre la abstención de 
investigar, el archivo temporal, la 
aplicación de un criterio de 
oportunidad y el no ejercicio de la 
acción penal deberán ser notificadas 
a la víctima u ofendido quienes las 
podrán impugnar ante el Juez de 
control dentro de los diez días 
posteriores a que sean notificadas de 
dicha resolución. 


270 


Toma de 
muestras cuando 
la persona 
requerida se 
niegue a 
proporcionarlas 


El Ministerio Público podrá solicitar 
al Órgano jurisdiccional, por 
cualquier medio, la inmediata 
autorización de la práctica de dicho 
acto de investigación, justificando la 
necesidad de la medida y expresando 
la persona o personas en quienes haya 
de practicarse, el tipo y extensión de 
muestra o imagen a obtener. 

El Órgano jurisdiccional deberá 
autorizar inmediatamente la práctica 
del acto de investigación, siempre 
que se cumpla con las condiciones. 


283 


Petición de cateo 


La petición de orden de cateo deberá 
ser resuelta por la autoridad judicial 
de manera inmediata por cualquier 
medio que garantice su autenticidad, 
o en audiencia privada, en un plazo 
que no exceda de las seis horas 
siguientes a que se haya recibido. 
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284 Negativa de la La apelación debe ser resuelta en un 
orden de cateo plazo no mayor de doce horas a partir 

de que se interponga. 

290 Ingreso de una | La autoridad que practique el ingreso 
autoridad a lugar | deberá informarlo dentro de los cinco 
sin autorización | días siguientes, ante el Órgano 
judicial jurisdiccional. 

290 Audiencia para | A dicha audiencia deberá asistir la 
ratificación de | persona que otorgó su 
ingreso a | consentimiento a efectos de 
domicilio ratificarla. Libre arbitrio del Juez. 

291 Intervención de | La solicitud deberá ser resuelta por la 
las autoridad judicial de manera 
comunicaciones | inmediata, por cualquier medio que 
privadas (plazo | garantice su autenticidad, o en 
para autoridad | audiencia privada con la sola 
federal) comparecencia del Ministerio 

Público, en un plazo que no exceda 
de las seis horas siguientes a que la 
haya recibido. 

292 Requisitos de El plazo de la intervención, 
la solicitud de | incluyendo sus prórrogas, no podrá 
Intervención de | exceder de seis meses. 
las 
comunicaciones 
privada. (plazo 
para autoridad 
federal) 

304 Solicitud de | La solicitud de desahogo de prueba 
prueba anticipada, desde que se presenta la 
anticipada denuncia, querella o equivalente y 
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hasta antes de que dé inicio la 
audiencia de juicio oral. 

305 Control de | Inmediatamente después de que el 
legalidad de la | imputado detenido en flagrancia o 
detención caso urgente sea puesto a disposición 

del Juez de control, se citará a la 
audiencia inicial. 

308 Ausencia de | En caso de que al inicio de la 
ministerio audiencia el Ministerio Público no 
público en | esté presente, el Juez de control 
audiencia de | declarará en receso hasta por una 
control de | hora y ordenará a la administración 
detención del Poder Judicial para que se 

comunique con el superior jerárquico 
de aquél, con el propósito de que lo 
haga comparecer o lo sustituya. 
Concluido el receso sin obtener 
respuesta, se procederá a la inmediata 
liberación del detenido. 

310 Audiencia para | La audiencia se llevará a cabo dentro 
formular la | de los quince días siguientes a la 
imputación a | presentación de la solicitud. 
personas en 
libertad 

313 Celebración de | La audiencia de vinculación a 
la audiencia en | proceso deberá celebrarse, según sea 
caso de personas | el caso, dentro de las setenta y dos o 
detenidas ciento cuarenta y cuatro horas 

siguientes a que el imputado detenido 
fue puesto a su disposición o que el 
imputado compareció a la audiencia 
de formulación de la imputación. 
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313 Plazo para que el | Si transcurrido el plazo 
CERESO reciba | constitucional el Juez de control no 
resolutivos informa a la autoridad responsable, se 

deberá llamar su atención sobre dicho 
particular en el acto mismo de 
concluir el plazo y, si no recibe la 
constancia mencionada dentro de las 
tres horas siguientes, deberá poner al 
imputado en libertad. 

315 Continuación de | En casos de extrema complejidad, el 
la audiencia | Juez de control podrá decretar un 
inicial receso que no podrá exceder de dos 

horas, antes de resolver sobre la 
situación jurídica del imputado. 

321 Plazo para la | No podrá ser mayor a dos meses si se 
investigación tratare de delitos cuya pena máxima 
complementaria | no exceda los dos años de prisión, ni 

de seis meses si la pena máxima 
excediera ese tiempo o podrá agotar 
dicha investigación antes de su 
vencimiento. 

324 Consecuencias Plazo para formular acusación quince 
de la conclusión | días. 
del plazo de la 
investigación 
complementaria 

325 Requerimiento Cuando el Ministerio Público no 
de cumpla con la obligación de 
incumplimiento | presentar la acusación dentro del 
del plazo para | plazo de quince días, el Juez de 
presentar control pondrá el hecho en 
acusación. conocimiento del Procurador, para 
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que se pronuncie en el plazo de 
quince días. Incumple se ordena 
sobreseimiento. 


327 Audiencia El Órgano jurisdiccional la notificará 
para solicitar | a las partes y citará, dentro de las 
sobreseimiento | veinticuatro horas siguientes, a una 

audiencia donde se resolverá lo 
conducente. 

329 Reapertura de la | Audiencia libre arbitrio del Juez. 
investigación 

336 Notificación a la | Una vez presentada la acusación, el 
víctima u | Juez de control ordenará su 
ofendido de la | notificación a las partes al día 
acusación siguiente. 

337 Descubrimiento | El Ministerio Público deberá efectuar 
probatorio en favor de la defensa su 

descubrimiento en un plazo de cinco 
días. 

338 Coadyuvancia El MP, a más tardar dentro del plazo 


en la acusación 


de veinticuatro horas a partir de que 
haya recibido el ofrecimiento de 
medios de prueba de la víctima, 
deberá comunicarlo al imputado o a 
su Defensor para que comparezcan 
ante su presencia en un plazo que no 
deberá exceder de cuarenta y ocho 
horas contadas a partir del día 
siguiente de haberse efectuado la 
notificación, a tomar conocimiento 
de ello y, en su caso, para que de así 
convenir a sus intereses, soliciten la 
expedición de copia de los mismos 
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y/o su acceso según lo que proceda. 
La entrega de las copias respectivas y 
del acceso en su caso a las evidencias 
materiales, deberá hacerse 
inmediatamente así sea solicitado por 
la defensa. Una vez que el Ministerio 
Público entregue copia al imputado o 
a su defensa de dichos registros y/o 
les dé acceso a ellos y, siempre y 
cuando la defensa no haya solicitado 
dentro de los tres días siguientes a 
que ello aconteciere que se dé acceso 
a sus peritos para la toma de 
fotografías, videos o práctica de 
alguna pericial y notificará a la 
defensa el cierre del descubrimiento 
probatorio. En caso que la defensa 
haya solicitado el acceso con peritos 
a los medios probatorios ofrecidos 
por la víctima u ofendido dentro del 
plazo señalado, contará con un nuevo 
plazo de tres días contados a partir 
del día siguiente de su solicitud para 
presentarlos ante el Ministerio 
Público, a fin de que en presencia del 
mismo lleven a cabo la toma de 
fotografías o videos o muestras en su 
caso, O la práctica de pericia 
respectiva, hecho lo cual, el 
Ministerio Público hará constar en la 
carpeta de investigación el cierre del 
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descubrimiento probatorio a su cargo 
notificándolo a la defensa. 

340 Actuación del | Plazo para actuar del inculpado y su 
imputado en la | defensor en relación a la solicitud de 
fase escrita de la | coadyuvancia 10 días siguientes a la 
etapa intermedia | solicitud de coadyuvancia. 

(Descubrimiento probatorio etc). 

340 Notificación del | Se notificará al Ministerio Público y 
escrito del [| al coadyuvante dentro de las 
acusado O su | veinticuatro horas siguientes a su 
Defensor presentación. 
contestando 
acusación 

341 Citación a la | No podrá ser menor a diez ni exceder 

O audiencia de veinte días a partir de que fenezca 
N intermedia el plazo para el descubrimiento 

E probatorio de la defensa. 

A 341 Diferimiento de | Previa celebración de la audiencia 
audiencia intermedia, el Juez de control podrá, 
intermedia por una sola ocasión y a solicitud de 

la defensa, diferir, hasta por diez días, 
la celebración de la audiencia 
intermedia. 

347 Auto de apertura | Antes de finalizar la audiencia, el 
a juicio Juez de control dictará el auto de 

apertura de juicio. 

347 Remisión del | El Juez de control hará llegar el 
auto de apertura | mismo al Tribunal de enjuiciamiento 
a juicio competente dentro de los cinco días 

siguientes de haberse dictado. 
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349 Citación a | La audiencia de debate, deberá tener 
audiencia de | lugar no antes de veinte ni después de 
juicio oral sesenta días naturales contados a 

partir de su emisión. 

349 Citación de | El acusado deberá ser citado, por lo 
testigo a | menos con siete días de anticipación 
audiencia de | al comienzo de la audiencia. 
juicio oral 

sol Suspensión de|La audiencia de juicio podrá 
audiencia de | suspenderse en forma excepcional 
juicio oral por un plazo máximo de diez días. 

392 Nulidad de juicio | Si la audiencia de debate de juicio no 
oral se reanuda a más tardar al undécimo 

día después de ordenada la 
suspensión, se considerará 
interrumpido y deberá ser reiniciado 
ante un Tribunal de enjuiciamiento 
distinto y lo actuado será nulo. 

400 Deliberación No podrá exceder de veinticuatro 

horas ni suspenderse, salvo en caso 
de enfermedad grave del Juez o 
miembro del Tribunal. 

400 Suspensión de la | La suspensión de la deliberación no 
deliberación por | podrá ampliarse por más de diez días 
enfermedad hábiles. 
grave del juez o 
miembro del 
tribunal 

401 Audiencia  de|Se señalará la fecha en que se 
emisión de fallo | celebrará la audiencia de 

individualización de las sanciones y 
reparación del daño, dentro de un 
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plazo que no podrá exceder de cinco 
días. 

401 Audiencia para | En caso de absolución, el Tribunal de 
explicar enjuiciamiento podrá aplazar la 
sentencia redacción de la sentencia hasta por un 
absolutoria plazo de cinco días, la que será 

comunicada a las partes. 

413 Remisión de la Dentro de los tres días siguientes a 
sentencia aquél en que la sentencia 
condenatoria a | condenatoria quede firme, deberá 
juez de | remitir copia autorizada de la misma 
ejecución. al Juez de ejecución que le 

corresponda. 

431 Audiencia para | De no cumplirse con alguno de los 
verificar requisitos formales exigidos, el Juez 
requisitos para | de control prevendrá al particular 
admisión de | para su cumplimiento dentro de la 
acusación por | misma audiencia y de no ser posible, 
particulares dentro de los tres días siguientes. 

431 Citación a | El imputado deberá ser citado a la 
inculpado para | audiencia inicial a más tardar dentro 
audiencia inicial | de las cuarenta y ocho horas 
por acusación de | siguientes a aquella en la que se fije 
particulares. la fecha de celebración de la misma. 

431 Audiencia inicial | La audiencia inicial deberá celebrarse 
para acusación | dentro de los cinco a diez días 
por particulares | siguientes a aquel en que se tenga 

admitida la acción penal. 

466 Recurso de | Si el recurso contra las resoluciones 
revocación pronunciadas durante audiencia, 

deberá promoverse antes de que 
termine la misma verbalmente, de 
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inmediato y de la misma manera se 
pronunciará el fallo. 


Resoluciones dictadas fuera de 
audiencia, deberá interponerse por 
escrito en un plazo de dos días 
siguientes a la notificación de la 
resolución impugnada. El Órgano 
jurisdiccional se pronunciará de 
plano, pero podrá oír previamente a 
las demás partes dentro del plazo de 
dos días de interpuesto el recurso, si 


se tratara de un asunto cuya 
complejidad así lo amerite. 

471 Trámite de la | Interposición por escrito ante el 
apelación mismo Juez que dictó la resolución, 

dentro de los tres días contados a 
partir de aquel en el que surta efectos 
la notificación si se tratare de auto o 
cualquier otra providencia y de cinco 
días si se tratare de sentencia 
definitiva. 

471 Apelación sobre | Se interpondrá ante el Tribunal de 
desistimiento de | enjuiciamiento que dictó la 
la acción penal | resolución dentro de los tres días 
por ministerio | contados a partir de que surte efectos 
público la notificación. 

471 El recurso de | Se interpondrá ante el Tribunal que 
apelación en | conoció del juicio, dentro de los diez 
contra de las | días siguientes a la notificación de la 
sentencias resolución impugnada. 
definitivas 


471 


Plazo 


Plazo 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


dictadas por el 
Tribunal de 
enjuiciamiento. 
471 Plazo para | Requerimiento para exhibir copias 
presentar copias | veinticuatro horas. 
471 Traslado a las | En un plazo de tres días. 
partes para que 
se  pronuncien 
respecto de los 
agravios 
expuestos. 
473 Derecho a  la| Dentro del término de tres días 
adhesión contados a partir de recibido el 
traslado, Sobre la adhesión se correrá 
traslado a las demás partes en un 
término de tres días. 
476 Audiencia de |El Tribunal de alzada lo estime 
apelación pertinente, decretará lugar y fecha 
para la celebración de la audiencia, la 
que deberá tener lugar dentro de los 
cinco y quince días después de que 
fenezca el término para la adhesión. 
476 Citación de | En caso de considerarlo pertinente, 
audiencia de | citará a audiencia de alegatos para la 
alegatos celebración de la audiencia para que 
las partes expongan oralmente sus 
alegatos aclaratorios sobre agravios, 
la que deberá tener lugar dentro de 
los cinco días después de admitido el 
recurso. 
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de inocencia 


478 Resolución de La sentencia que resuelva el recurso 
recurso de | al que se refiere esta sección, podrá 
apelación ser dictada de plano, en audiencia o 
por escrito dentro de los tres días 
siguientes a la celebración de la 
misma. 
489 Trámite del | Recepción de pruebas diez días, 
reconocimiento | celebración de audiencia de 


formulación de alegatos dentro de los 
cinco días siguientes a la recepción 
de los registros y de las pruebas. 


Dentro de los cinco días siguientes a 
la formulación de los alegatos y a la 
conclusión de la audiencia, el 
Tribunal de alzada dictará sentencia. 
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Plazo cumplido' 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


| cumplirse el periodo constitucional en el desempeño 

de las funciones a cargo de los integrantes del 

Supremo Tribunal de Justicia, en los términos del 
artículo 87 de la Constitución Política del Estado, podemos 
apreciar que el principal problema que se tuvo que afrontar, 
consistió en el gran incremento de la demanda de servicios 
judiciales. 

Tomando en cuenta los tres niveles de Juzgados 
Menores, Primera Instancia y Segunda Instancia, durante 
los seis años que hoy culminan hubo un ingreso de 280,782 
asuntos más la carga de trabajo recibida en 1979, que fue de 
14,496 negocios. 

Al inicio del periodo 1979-1980, ocho salas del 
Supremo Tribunal de Justicia tuvieron un ingreso de 2097 
asuntos; mientras que en el periodo 1984-1985 ingresaron 
4,441, 2,344 negocios más. Lo anterior significa que la 
demanda se incrementó en más de 100%, correspondiendo el 
mayor porcentaje a las Salas Civiles. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 35. Agosto— Septiembre 1985; pp. 319-323. 
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No obstante que solamente se aumentaron 2 Salas 
durante el periodo, pudo evitase el rezago y así vemos que 
las salidas correspondientes al último año de ejercicio 
suman 4,531 negocios. Quedan en trámite solamente 291 
expedientes, menos de 30 por Sala. Consideramos que estos 
datos permiten estimar el esfuerzo desarrollado para la mejor 
atención de los intereses de los litigantes. 

Hubo necesidad de resolver 21.07 asuntos por día 
laborable, poco más de 2 diarios por Sala la mayor parte de 
los negocios se resolvieron dentro del término legal. 

En los Juzgados de Primera Instancia al inicio del 
periodo 1979-1980 el ingreso fue de 22,445 negocios. Al 
final del periodo ese ingreso se elevó a 31,801 casos, o sea 
una diferencia de 9,356 asuntos, 41 % más. Las salidas en 
el actual periodo superaron a las entradas pues ascendieron a 
32,035 casos. 

Por lo que ve a los Juzgados Menores, al inicio del 
periodo las entradas sumaron 10,261 casos; mientras 
que al final del mismo ascendieron a 16,811, por lo que el 
incremento fue de 6,550 asuntos, 64% más. Las salidas en 
el actual periodo superaron a las entradas pues ascendieron a 
17,367 casos. 

Oportunamente se previó la necesidad de mayor número 
de tribunales en el Estado. Las cifras anteriores demuestran 
que la medida fue acertada. Se crearon 13 Juzgados de 
Primera Instancia y 4 Menores. Como puede verse, el 
aumento de personal fue proporcionalmente muy inferior al 
incremento en el volumen de asuntos. Sin embargo se pudo 
hacer frente a este exceso de trabajo y, proporcionalmente, 
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quedan en trámite menos expedientes de los que hubiese 
habido de no intensificarse labores. (Solamente 13,528 
negocios en todo el Estado). 

Se publican en este número del boletín estadísticas 
detalladas para una mejor información. 

El aspecto cuantitativo nos parece muy importante, pero 
no tanto como el aspecto cualitativo. Procuramos inculcar en 
jueces y personal el mayor interés por sus tareas, tomando 
en cuenta que administrar justicia requiere mantener viva la 
conciencia sobre la alta jerarquía social de dicha función. 
Tradicionalmente el Poder Judicial del Estado de Guanajuato 
ha disfrutado de un merecido prestigio, sobre todo por la 
actuación honesta de los juzgadores. Nos parece que fue 
posible mantener los motivos de este prestigio y que, en 
términos generales, la probidad ha sido y sigue siendo 
una característica de nuestros tribunales. La supervisión 
de actividades se llevó a cabo con todo celo y cuidado, 
habiéndose creado, incluso, plazas de visitadores para una 
mejor inspección e información. En los últimos años las 
visitas de supervisión a los juzgados alcanzaron un promedio 
de 3.8 por semana. Con todo empeño se combatió también el 
burocratismo y las formalidades innecesarias. 

El Supremo Tribunal de Justicia pudo intervenir en el 
estudio y producción de muchas reformas legales que en la 
práctica han dado buen resultado y que ahorran tramites. 

Se puede decir que se tuvieron resultados positivos 
en todas aquellas gestiones encaminadas a mejorar el 
presupuesto del Poder Judicial. El vigente al principio 
de sexenio aumento en 21 tantos y si bien es cierto que 
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la inflación redujo la importancia de este mejoramiento 
sustancial, de todas maneras las prestaciones actuales 
de juzgadores y empleados superan la tasa inflacionaria. 
Presupuestalmente los Juzgados Menores que antes 
dependían de los Ayuntamientos, se incorporaron al Estado, 
con notorio beneficio económico y administrativo para todos 
los empleados, incluyendo las prestaciones y servicios de la 
Seguridad Social. 

Se puso la mayor atención en los aspectos materiales 
e instalaciones de oficinas. En este renglón había y sigue 
habiendo muchas necesidades. Se doto a todos los juzgados 
de los elementos de trabajo necesarios tanto en mobiliario 
como en equipo. Por lo que ve a los locales, no fue posible 
avanzar en la medida que las circunstancias ameritaban. 
Sin embargo debe hacerse constar que en las ciudades de 
León e Irapuato se construyeron edificios adecuados para la 
concentración de los tribunales en locales modernos. Para el 
Supremo Tribunal de Justicia el señor Gobernador Agustín 
Téllez Cruces autorizó la construcción de un palacio amplio, 
digno y funcional, que viene a satisfacer un viejo anhelo en 
este orden de necesidades, para el mayor decoro y buena 
imagen de la justicia. 

Durante el periodo se mantuvo con toda regularidad la 
publicación del boletín de información, en el que se publican 
las principales resoluciones de Sala y Tesis de Pleno, así 
como también reformas legales y colaboración de juristas. 
Vimos que en la práctica este Boletín ha sido de una gran 
utilidad. 
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Se mantuvieron relaciones internas armoniosas tanto 
en el Supremo Tribunal de Justicia como en los partidos 
judiciales. Igualmente se mantuvieron buenas relaciones con 
los otros poderes y con los Colegios de Abogados del Estado. 
Procuramos siempre atender aquellas sugerencias tendentes 
al mejoramiento de los servicios y ninguna queja se quedó 
sin investigar o resolver. 

La dificultad y notoriedad de ciertos asuntos dio 
lugar, durante el periodo que se analiza; a especulaciones y 
opiniones de diversa índole, inclusive” algunas cuya ligereza 
o poca buena fe eran manifiestas. Consideramos que la 
administración no debe tomar en cuenta estos riesgos y que 
la única preocupación valida debe motivarse por el afán de 
pronunciar resoluciones justas y oportunas. La concesión de 
amparo contra resoluciones de segunda instancia fue siempre 
algo excepcional. 

Protestamos públicamente que siempre se actuó con 
independencia y autoforma, al margen de cualquier otro 
factor y sin temor ninguno a las especulaciones infundadas. 

El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia expresa 
su reconocimiento a todas aquellas personas, autoridades, 
jueces, empleados y litigantes que durante el sexenio y en un 
clima de orden y legalidad permitieron el buen desarrollo y 
mejoramiento de la administración de justicia. 
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El irredento centralismo judicial' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 
Sumario 


1.- Federalismo Balbuceante. 2.- Las Siete Leyes. 3.- La 
Aportación de Otero. 4.- La Constitución de 1857. 5.- El 
Artículo 14, La Interpretación Extensiva y el Criterio 
Juarista. 6.- La Fuerza de la Tradición. 7.- El Amparo 
como Remedio contra el Federalismo. 8.- La Constitución 
de 1917. 9.- El Abuso, el Rezago y la Denegación de 
Justicia. 10.- La Purificación de la Corte. 11.- El Fariseísmo 
Centralista. 12.- Buenos Jueces, Buena Justicia. 


l accidentado proceso formativo de nuestro juicio de 
E sia es bien conocido y abundan los textos que lo 

exponen. Sin embargo, trataremos de señalar algunos 
de los puntos esenciales de ese proceso como algo necesario 
a la valuación que nos proponemos hacer sobre su estado 
actual. 


1 Publicado en revista del Poder Judicial de Guanajuato. No. 14. Agosto 1998; pp. 
77-112. 
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1.- Federalismo Balbuceante. 


l federalismo impuso límites de la más diversa 

naturaleza al centralismo colonial, congruente con 

sus propios principios. Los Poderes Judiciales de los 
Estados sujetos al pacto fueron respetados en sus comienzos, 
según aquellos principios. Así, la Constitución de 1824 decía 
en su artículo 160: 

“El Poder Judicial de cada Estado se ejercerá por 
los tribunales que establezca o designe la Constitución; 
y todas las causas civiles o criminales que pertenezcan al 
conocimiento de estos tribunales serán fenecidas en ellos 
hasta su última instancia y ejecución de la última sentencia.” 

Muchos años habrían de transcurrir después de 1824 
para que se sentaran las bases del juicio de amparo. Nuestro 
país vivió a raíz de la independencia largas y azarosas etapas 
de luchas internas. La pugna entre conservadores y liberales 
fue enconada y trascendió más de una vez a enfrentamientos 
armados. Ambos bandos, al ocuparse del cuadro jurídico 
adoptable, buscaban una fórmula adecuada para preservar la 
prevalencia de las normas básicas, así como su incolumidad. 

El artículo 137 del Código de 24 atribuía a la Suprema 
Corte facultades para “conocer de las infracciones a la 
Constitución y leyes generales.” El 165 autorizaba al 
Congreso a “resolver las dudas que ocurran sobre la 
inteligencia de esta Constitución y del acta constitutiva.” 

Las facultades de la Corte no operaron en la práctica 
porque carecieron de reglamentación y porque los gobiernos 
que se sucedieron se hallaban siempre comprometidos 
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en la solución de problemas más urgentes, tanto de tipo 
político como económico y armado. No había coyuntura 
para el estudio sereno de las nueve vertientes jurídicas 
que las diversas tendencias, abrían. Los separatismos que 
indirectamente estimulaban, amenazaban con una severa 
disgregación. Texas empezaba a ser dominada por los 
colonos extranjeros, se separaba de Coahuila y emitía sus 
propias leyes y Yucatán quería revocar el pacto. 
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2.- Las Siete Leyes. 


obrevino el régimen centralista con su Constitución 

de las Siete Leyes, y el desconocimiento consecuente 

de los Estados, reducidos a departamentos. Se creó 
el Supremo Poder Conservador, como árbitro máximo 
encargado de vigilar que ninguno de los otros poderes 
rebasara el límite de sus atribuciones. El artículo 12 de la 
Ley Segunda lo facultaba para declarar la nulidad de toda ley 
o decreto que fuese contrario a la Constitución. Igualmente 
podía decretar la nulidad de los actos del Ejecutivo y de la 
Corte bajo el mismo supuesto. Según el artículo 12 de la 
Ley Quinta, la Corte Suprema de Justicia podía conocer los 
recursos de nulidad que se interpusiesen contra las sentencias 
de última instancia de los tribunales superiores de los 
departamentos. (Felipe Tena Ramírez, “Leyes fundamentales 
de México”. Ed. Porrúa. Mex., 1967. El resto de las citas de 
estas leyes se basan en la misma edición.) 

Opina Alfonso Noriega Cantú, contra el juicio 
desdeñoso de Rabasa, que la Constitución centralista tiene el 
mérito de contener la primera institución que en la historia de 
nuestro derecho tiende a garantizar la constitucionalidad de 
las leyes secundarias. 

La Constitución de 1936 no fue bien recibida por 
los federalistas y su hostilidad no tardó en aparecer. Los 
constantes pronunciamientos militares, la guerra de Texas, los 
conflictos con Francia y otras muchas vicisitudes estorbaban 
igualmente su vigencia. Se hacía indispensable reformarla. 
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Durante los trabajos de la comisión revisora el diputado 
José Fernando Ramírez propuso en voto particular, que 
fuera la Suprema Corte la que conociera y fallara sobre la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, sin 
incluir las resoluciones judiciales. 

Igual criterio sostiene Manuel Crescencio Rejón, quien 
además estaba familiarizado con las ideas de Tocqueville 
sobre la democracia norteamericana. En su proyecto para la 
Constitución de Yucatán quiere que sea la Suprema Corte la 
que ampare en el goce de sus derechos a cualquier persona 
que lo pida cuando se trate de leyes, decretos o providencias 
del Poder Ejecutivo contrarios al código fundamental, 
limitándose a reparar el agravio. El ilustre precursor del 
juicio de amparo no hablaba de providencias emanadas de la 
actividad jurisdiccional. 
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3.- La Aportación de Otero. 


as reformas propuestas por una minoría de la comisión 
revisora, de la cual formaba parte muy destacada Don 


Mariano Otero, autorizaban igualmente a la Corte 
para conocer de aquellos actos de los Poderes Legislativos 
y Ejecutivos de los estados que privasen a una persona del 
goce de las garantías otorgadas por la Constitución, mismas 
que se enumeraban en la sección segunda del título primero 
como derechos del hombre. Las Leyes del Congreso Federal 
tachadas de inconstitucionales podrían ser objeto de revisión 
por el propio Congreso (artículo 81). No se preveía la 
posibilidad de conocer de resoluciones judiciales. 

La paternidad del acta de reforma de 1847 se atribuye 
a Otero. Este documento se produce en circunstancias muy 
dolorosas para el país, debido a la invasión norteamericana. 

Santa Ana había vuelto a México y se había declarado 
partidario del federalismo. 

Se trató entonces de restablecer la vigencia de la 
Constitución de 1824, pero con las modificaciones que 
proponía el grupo de Otero. El texto del artículo 25 del acta, 
decía: 

“Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier 
habitante de la república en el ejercicio y conservación 
de los derechos que le conceda contra todo ataque de los 
poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya 
de los Estados, limitándose dichos tribunales a impartir su 


487 


Poder Judicial 


Poder Judicial 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


protección en el caso particular sobre el que verse el proceso, 
sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del 
acto que lo motivare.” 

Comenta Don Alfonso Noriega Cantú que: 

“Si fuere posible, en sentido metafórico, extender el 
acta de nacimiento de nuestro juicio de amparo, podríamos 
decir que ésta institución nació el día 21 de abril de 1847 en 
el acta de Reformas que se aprobó en esa fecha y que fue 
su padre el insigne Mariano Otero.” (Alfonso Noriega Cantú, 
“El juicio de amparo”, trabajo incluido en “Obra Mexicana”, 
Procuraduría General de la República, Méx., 1985, Tomo 
Segundo, P. 1642.) 

De acuerdo con la fórmula magistral del artículo 25 (19 
en el texto del voto particular de Otero), nunca se pensó en 
extender el amparo contra sentencias judiciales. 

Don Antonio Carrillo Flores, después de un concienzudo 
estudio sobre los diversos capítulos relativos al nacimiento 
de la institución, dice: 

““Afirmo, pues, con profunda convicción, que el 
amparo, al nacer, fue concebido fundamentalmente como 
un mecanismo definitivo frente al Poder Legislativo y, 
apenas en forma subordinada, frente al Ejecutivo, pero no, 
definitivamente no, frente al Judicial.” (Antonio Carrillo 
Flores, “La Constitución, la Suprema Corte y los Derechos 
Humanos”. Ed. Porrúa, Méx., 1981. P.115.) 
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4.- La Constitución de 1857. 


iguiendo el criterio del distinguido maestro, se concluye 

igualmente que la Constitución de 1857 no ensanchó 

el alcance del amparo y que Ponciano Arriaga, alma y 
motor del constituyente, tuvo la misma concepción de Otero 
y se basó también en el sistema norteamericano difundido 
por Tocqueville, al cual citaba en sus intervenciones. 

El artículo 101 prescribía que los tribunales de la 
federación resolverían toda controversia que se suscitare “por 
leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías 
individuales” (fracción ]). 

Dado el contenido de este artículo 101 y considerando 
el texto del artículo 14 al que después nos referimos, 
podría pensarse que se había abierto la puerta a la acción 
controladora de los tribunales federales en todas las áreas, 
incluida la judicial. Sin embargo, los antecedentes doctrinales 
de la Constitución de 57 y las ideas sustentadas por Arriaga, 
llevan a la conclusión de que en ningún momento se tuvo 
el propósito de someter las sentencias de los tribunales 
judiciales al procedimiento restaurador de las garantías 
individuales. 

Carrillo Flores nos llama la atención sobre el artículo 
102 del mismo Código fundamental, el cual señalaba que en 
los procedimientos a que se refiere el 101 no se haría ninguna 
declaración general respecto de la ley o acto que los motivare, 
supuesto innecesario tratándose de sentencias judiciales, las 
cuales, de suyo, jamás admiten aplicación general, lo que 
indica que no se pensaba en este tipo de pronunciamientos. 
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No se pretende sostener que al constituyente no le 
importaba que los jueces violaran o no la Constitución. Lo 
que aseguran los tratadistas es que no los sujetaban a lo 
establecido en el artículo 101, sino a otras formas originarias 
de recursos. Tan es así, que el artículo 100 establecía que la 
Corte podía ser tribunal de apelación en ciertos casos (varios 
de los comprendidos en el artículo 97), no tribunal de amparo. 
(Ibid, pp. 116 y 117). 

El artículo 97 fracción I, confiaba a los tribunales 
federales conocer de “todas las controversias que susciten 
sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales, no 
sobre leyes locales, lo cual según Carrillo Flores, significaba 
que la interpretación y tutela de estas últimas se consideraba 
privilegio exclusivo de la soberanía local, y que “nada, 
absolutamente nada, autorizaba a pensar que en 1857 se 
hubiesen derogado”. (Ibid., p. 127). 
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5.- El artículo 14, la interpretación extensiva y el criterio 
Juarista. 


I denominado “Los derechos del hombre.” Su texto, 
bien conocido, decía: 
“No se podrá expedir ninguna ley retroactiva... Nadie 
puede ser juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas con 
anterioridad al hecho y exactamente aplicables a él, por el 
tribunal que previamente haya establecido la ley.” 

Fue objeto de numerosas críticas por su mala redacción 
y por aquello de las leyes “exactamente aplicables” al caso. 
Destaca el estudio famoso de Don Emilio Rabasa. 

El precepto fue invocado durante la vigencia de la 
Constitución de 1857 por los litigantes, considerándolo como 
garantía individual cuya observancia obligaba a todo tribunal 
y cuya violación hacía posible el juicio de amparo. 

Las circunstancias históricas no estimularon avances 
dignos de consideración en cuanto a aquellos puntos 
constitucionales que demandaban adecuada reglamentación. 

Concluida la cruenta guerra de tres años, Juárez pudo 
entrar a la ciudad de México en 1860 y trató de consolidar 
su gobierno, pero tuvo que afrontar de nuevo la lucha 
contra las fuerzas francesas y contra el segundo imperio, 
que termina con los fusilamientos de Querétaro hasta 1867. 
Expide entonces varias leyes y entre ellas la que, según su 
mensaje de 21 de enero de 1869, podía ser la más importante 
de todas las leyes orgánicas, porque “serviría de garantía a 
todas las garantías de la Constitución”. En el punto que nos 


E artículo 14 quedó incluido en la Sección I del Título 
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interesa cabe señalar el contenido del artículo 8, el cual 
categóricamente establecía: “No es admisible el recurso de 
amparo en negocios judiciales”. 

Esta clara disposición Juarista encajaba perfectamente 
bien en la tradición que arrancaba desde 1824. 

Poco después de emitida la ley de 1869, la Corte declaró 
implícitamente la inconstitucionalidad del artículo 8 en una 
resolución que Carrillo Flores califica de ligera, pero que 
tuvo gran trascendencia. 

Sucedió que el Tribunal Superior de Sinaloa al revisar 
una sentencia del Juez Miguel Vega, la revocó por estimar que 
se había dictado contra texto expreso de ley, suspendiendo al 
funcionario, además, en su ejercicio. Vega recurrió al amparo 
y el Juez de Distrito se negó a tramitarlo con fundamento en 
el artículo 8 de la Ley de Juárez. 

Pasó el asunto a la Corte y ésta amparó a Vega por 
considerar que dicho artículo era contrario al 101 de la 
Constitución. 

Comenta Don Antonio Carrillo Flores que con ello la 
Suprema Corte cambió para siempre el curso de su propia 
historia. (Tbid., p 120). 

Esta vez sí que se habían abierto las puertas del aluvión 
de casos por inobservancia a la legalidad, incluidos los actos 
de los Poderes Judiciales. La sensatez de algunos funcionarios 
y juristas trataron de cerrarlas o de entrecerrarlas, como lo 
intentaron, por ejemplo José María Lozano e Ignacio Vallarta. 

Este último, uno de los más doctos Presidentes que ha 
tenido la corte, distinguía entre la violación de los derechos 
del hombre y la violación a los derechos secundarios y se 
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unió al criterio de Lozano en la interpretación del artículo 
14, considerando que la “exacta aplicación de la Ley” regía, 
s1 mucho, en materia penal. La tesis, no muy sólida, motivó 
refutaciones y largos debates. 
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6.- La fuerza de la Tradición. 


as causas que hicieron del amparo un verdadero 

recurso y que dieron a los litigantes la oportunidad 

de agotar una instancia más en materia judicial, no 
se encuentran sólo en la interpretación que se dio al artículo 
14. Son mucho más complejas y enraízan en la tradición 
centralista de tres siglos de Colonia. Estimamos de sumo 
interés las argumentaciones en este sentido de Don Alfonso 
Noriega Cantú. 

Sostiene el conocido maestro que el sistema federal 
sobrevino como algo exótico para varios aspectos de 
nuestra realidad. La Colonia mantuvo en lo judicial y en 
lo administrativo una organización centralista desde la 
instauración de la primera audiencia. Se mantuvo uniforme 
hasta el siglo XVIII en que empiezan a regir las Ordenanzas 
de Intendentes. La justicia ordinaria o de fuero común era 
dispensada por alcaldes, jueces legos, alcaldes mayores y 
regidores, casi siempre sin suficiente preparación. Por arriba 
de ellos se encontraba la audiencia de la ciudad de México y 
la de Guadalajara, que conocían de las apelaciones en toda 
clase de negocios, aunque también ventilaban en primera 
instancia asuntos de interés mayor. El Consejo de Indias era 
la autoridad máxima y conocía de causas graves en toda clase 
de conflictos y en última instancia. 

Se han investigado los antecedentes coloniales 
de nuestro juicio de amparo. El sistema de fueros, tan 
interesante desde varios puntos de vista, permitían formular 
reclamaciones contra atentados a los derechos fundamentales. 
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La Figura de Justicia en Aragón como moderador del poder 
tuvo incuestionable influencia en el resto del mundo hispano 
y pasó a las audiencias como una especie de recurso de 
apelación contra actos de los virreyes, los cuales incluso, 
podían ser suspendidos mientras se resolvía el fondo del 
problema. El llamado recurso de fuerza podía ser ejercitado 
por una persona contra actos de juez eclesiástico ante un 
juez secular, a fin de que “alzar la fuerza” o violencia que se 
hacía al agraviado. Hay una acuciosa investigación de Don 
Andrés Lira González sobre lo que llama el amparo colonial 
mexicano, a la cual Noriega Cantú le concede pleno crédito. 

Ciertas o no las analogías de algunos procedimientos 
protectores de Nueva España con nuestro amparo, de todas 
maneras eran generalmente del conocimiento de la audiencia, 
como tribunal central. 

En la mayoría de las poblaciones se carecía de 
experiencia para el manejo de asuntos jurídicos de 
importancia. No había cultura foral y si exceptuamos los 
casos de México y de Guadalajara, se daba el fenómeno 
de la carencia de abogados o peritos a quienes confiar el 
tratamiento competente de un negocio (recordemos aquí 
que, por lo que ve al Estado de Guanajuato, los estudios de 
abogacía se implementan en nuestra casa de estudios hasta 
por el año de 1828). 

Concluye Noriega Cantú: 

“El sistema federalista, de acuerdo con la lógica de 
sus principios, creó los estados autónomos, provistos de 
Poderes independientes y soberanos. La suprema autoridad 
administrativa fue el Gobernador del Estado y la judicial, 
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el Tribunal Superior de Justicia. ¿Qué sucedió entonces?. 
Que por una parte, nuestra tradición era una poderosa 
causa psicológica que impelía a repudiar el sistema federal 
y aconsejaba tratar de burlarlo; y, por otra, como he 
indicado, carecíamos de foro, no existían abogados y surgió 
el problema de quienes serían los que fueran a constituir 
los flamantes Tribunales Superiores. Y ahí debieron ir los 
antiguos tinterillos que litigaban ante los viejos alcaldes 
y corregidores, ya que ellos eran las únicas personas que 
conocían los trámites judiciales. Se improvisaron abogados 
y se echó mano de sacerdotes que conocían por lo menos 
el derecho canónico. La incultura de esos tribunales 
superiores fue manifiesta. Agregándose a todo esto que las 
arbitrariedades y el abuso constante de los caciques locales, 
verdadero cáncer de nuestra vida política que ha lacerado a 
nuestra nación, quedaron impunes en absoluto. La institución 
exótica del federalismo viene a crear ese gravísimo problema 
de verdadera trascendencia social y política.” (Alfonso 
Noriega Cantú, obra citada, pp. 1619 y 1620) 
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7.- El Amparo como Remedio Contra el Federalismo. 


> ( Do era el remedio? Lo fue el amparo. Se vio en 
l, este juicio un medio eficaz para dejar en manos de 
los tribunales federales los problemas. La Corte 
vino a ser el sucedáneo de la audiencia. Esto explica que el 
amparo se haya desarrollado con tanto vigor. Se constituyó en 
instrumento de nuestra costumbre jurídico-política, en arma 
utilísima de nuestro centralismo tradicional. En este juego, la 
deformación del juicio como medio de control de la legalidad 
tuvo un papel de importancia. Los abogados lo esgrimieron 
alegando que la exacta aplicación de la ley era una garantía, 
la Corte lo adoptó como jurisprudencia y finalmente lo 
adoptó nuestra legislación constitucional. (Ibid., p. 1620.) 

El federalismo suponía como algo sustancial la soberanía 
de los estados y, consecuentemente, la independencia 
de los Poderes Judiciales. Los Tribunales Superiores de 
Justicia deberían decir la última palabra en asuntos de su 
competencia. Pero dada la tradición secular, la incultura 
jurídica y el caciquismo, se buscó la manera de escamotear 
sus atribuciones, es decir, de burlar al federalismo mismo 
como se burló y se sigue burlando en otros muchos aspectos. 
Los errores de la Constitución de 57 y particularmente 
del artículo 14 facilitaron la maniobra y echaron sobre los 
tribunales federales y especialmente sobre la Suprema Corte, 
una carga enorme de trabajo que con justa razón alarmó a 
todo el mundo, pero que no por eso se dio marcha atrás. 
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Don Emilio Rabasa nunca perdonó la maniobra y 
reprobó con energía la falta de congruencia entre la práctica y 
la teoría: 

“Si un artículo constitucional establece subordinaciones 
o restricciones contrarias a estos principios esenciales, por 
sabio que el artículo sea, y aun suponiendo que baste para 
fundar la felicidad del pueblo; será sin embargo destructor del 
sistema federal y significará la implantación de un sistema de 
gobierno distinto. “(Emilio Rabasa, “El artículo 14”, Porrúa, 
Méx., 1935, P. 81.) 

Proclamado el federalismo, después de tantas luchas y 
derramamiento de sangre, debió haberse respetado. Así como 
las leyes de un estado no están sujetas a censura ni revisión 
del Congreso Federal. 

“*... Toda causa del conocimiento de los tribunales de los 
Estados debe fenecer en ellos, sin intervención, sin tutela del 
Poder Judicial del centro o tendremos la integridad del estado 
rota, puesto que uno de los tres elementos que la constituyen 
está bajo el dominio del poder central”. (Ibid., p. 83.) 
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8. - La Constitución de 1917. 


n la exposición de los motivos del proyecto de Don 
Venustiano Carranza para la Constitución de 1917 


se reconoce que el amparo se desnaturalizó y que se 
convirtió “en un medio apropiado para acabar con la soberanía 
de los Estados”. Sin embargo, no se adoptó la reforma 
consecuente a tal reconocimiento y el amparo judicial, sin 
discriminación de ningún género, quedó confirmado. No 
quiso tomarse en cuenta que las circunstancias históricas, 
sociales y culturales ya habían cambiado. Ciertamente se 
reglamentó mejor el procedimiento, pero la reforma que 
hubiese erradicado el vicio no surgió. 

Cuando se discutía el texto del artículo 107, Don Hilario 
Medina y Heriberto Jara pugnaron por la abolición del 
centralismo judicial, pero no fueron oídos. En la sesión del 
día 22 de enero de 1917, Medina decía: 

“El dictamen de la comisión que está de acuerdo con el 
proyecto del primer jefe concede el amparo contra sentencias 
definitivas que pronuncien los tribunales, esto es, se conserva 
la pésima tradición que nulifica la justicia local ( ...) La 
justicia común de los estados, de esta manera, nunca ha 
existido ni nunca existirá si van a seguir las cosas como están 
en materia de litigios. (“Los derechos del pueblo mexicano”, 
compilación y análisis del Congreso de la Unión, Ed. Porrúa, 
Tomo VIII, p.34.) 

Combate el prejuicio de que en los Estados no se puede 
impartir buena justicia y censura el monopolio del foro de 
la ciudad de México, donde reside la Corte. Asegura que 
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en los estados hay personalidades conspicuas y bastantes 
conocedoras del derecho y de buena fe, capaces de fallar los 
asuntos.(Ibid., p. 34.) Alude a la excesiva concentración de 
negocios en la Corte, la cual sólo debe conocer de cuestiones 
meramente constitucionales: 

“Defendemos la justicia local, el prestigio de los 
tribunales locales; queremos que haya perfecta división entre 
las materias civiles y penales y las materias constitucionales 
de que debe conocer la Corte.”(Ibid., p. 35) 

Jara respaldó el criterio de Medina e igualmente 
defendió el prestigio de los Estados: 

“¿Porque hemos de tener nosotros el prejuicio constante 
de que en los Estados de la Federación, en los tribunales de 
los Estados se va a proceder con menos honradez que en 
la Suprema Corte de Justicia? Y si esto llegare a suceder, 
si realmente los tribunales de los Estados se prestan a 
mayor corrupción, los estados serán los responsables de los 
perjuicios que reciban por haber hecho una mala selección 
de magistrados. Pero por otra parte ¿Qué garantía tendrá un 
tribunal compuesto de personas honorables si después de 
haber pronunciado un fallo concienzudo, ese fallo, a fuerza 
de maquinaciones, a fuerza de dinero es destruido allá en la 
Corte?”((Ibid., pp. 55 y 56). 
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9.- El Abuso, el Rezago y la Denegación de Justicia. 


omo se había previsto, el ensanchamiento del amparo, 

aparte de invadir la soberanía de los Estados, originó 

el gravísimo problema del rezago en la Corte. Ya 
a principios del siglo en 1904, había una acumulación de 
4567 juicios. Veinticinco años después el rezago adquiriría 
proporciones gigantescas, de 10,000 asuntos pendientes 
de resolución. Quince años más tarde se había duplicado 
esta última cantidad, correspondiendo a la Sala Civil el 
mayor número de expedientes. El centralismo patentizó el 
alcance del error y la denegación de justicia fue una de sus 
más penosas consecuencias. Los afectados directos en los 
negocios desesperaban y aún los casos más claros y más bien 
resueltos por la justicia local, tenían que soportar demoras de 
años. El amparo se convirtió no en un medio de defensa y 
salvaguarda de la Constitución, sino en recurso más del que 
se echaba mano sin ningún escrúpulo. Fue también el arma 
preferida de chicaneros y leguleyos. 

Era urgente poner remedio a esa situación y se pensó 
entonces en aliviar el trabajo de la Corte. Consigna Don 
Antonio Carrillo Flores que durante el gobierno de Manuel 
Ávila Camacho y conforme a un planteamiento del licenciado 
José Aguilar y Maya, Procurador General de Justicia, se quiso 
modificar la competencia de tan alto tribunal definiendo 
aquellos casos en que los asuntos deberían tener su término 
en tribunales federales inferiores. 
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La oposición de Don Salvador Urbina, Presidente de la 
Corte, evitó que prosperara el proyecto de Aguilar y Maya. 
La idea de este era dejar a la Corte el conocimiento exclusivo 
de problemas constitucionales en estricto sentido. (Antonio 
Carrillo Flores., Opus Cit. Supra Nota 4., pp. 166 y 167). 

Como puede verse, el jurista guanajuatense se adelantó 
en más de cuarenta años a la solución que se ha adoptado en 
las más recientes reformas, pero sin desconocer que, de todas 
maneras, mantenía el centralismo. 

El problema continuó y el rezago siguió creciendo, hasta 
que en febrero de 1951 se crearon los Tribunales Colegiados 
de Circuito, los cuales vinieron a auxiliar a la Corte mediante 
una adecuada distribución de competencias. Fue un alivio, 
pero no un remedio. Una nueva reforma se promulgó en 
1968, ampliándose la competencia de los Colegidos, en cuyos 
detalles no nos detendremos por ser bien conocidos. 

Vamos a considerar, finalmente, la etapa actual. Nos 
ocupamos de las reformas a la Constitución y a la Ley de 
Amparo que entraron en vigor el 15 de enero de 1988. 
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10.- La Purificación de la Corte. 


espués de más de un siglo de vivir en error y después 
de más de cuarenta y cinco años del proyecto Aguilar 


y Maya, se ha venido a caer en la cuenta que la Corte 
no debe ocuparse del control de la legalidad y que debe 
sujetarse a ventilar cuestiones de estricta constitucionalidad. 

En la exposición de motivos de la iniciativa de 6 de abril 
de 1987 se dice entre otras cosas: 

“Ha llegado el momento histórico, que constituye 
una permanente aspiración jurídica, de perfeccionar para 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación la función de 
supremo intérprete de la Constitución y de asignar a los 
Tribunales Colegiados de Circuito el control total de la 
legalidad, pues con ello se avanza en el fortalecimiento y 
vigencia del principio de división de poderes, se consagra 
nuestro más alto tribunal a la salvaguarda de las libertades 
de los individuos y de la norma fundamental, se culmina el 
proceso de descentralización de la función jurisdiccional y se 
acaba en definitiva con el problema de rezago en asuntos de 
la competencia de la Suprema Corte de Justicia.” 

En nuestra opinión el “momento histórico” no llegó en 
fecha tan reciente. La verdad es que se había dejado pasar y 
que se le dio esquinazo desde que se tuvo por inconstitucional 
el artículo 8 de la ley juarista, error confirmado por la Ley de 
Amparo de diciembre de 1882. 
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Tampoco vemos por qué la reforma representa un avance 
en la división de poderes, pues el conocimiento del amparo 
siempre ha estado en manos de los tribunales federales, 
independientemente de los criterios seguidos respecto de sus 
competencias. 

No es exacto, por otra parte, que con estas 
modificaciones culmine el proceso de descentralización 
de la función jurisdiccional, puesto que los Tribunales 
Colegiados siguen siendo federales, es decir, centrales, 
independientemente de su ubicación. Cuando mucho podría 
hablarse de desconcentración en beneficio de las labores de 
la Corte y, en cierta forma, en beneficio de los litigantes por 
la cercanía de los Colegiados al lugar en que se produzca el 
conflicto. El rezago en la Corte, problema que ha subsistido, 
disminuirá ciertamente, pero no es difícil que aumente en los 
Colegiados, los cuales tendrán que multiplicar su número. 

Se dice también que “la presente iniciativa respeta 
y ratifica todos los principios que rigen nuestro juicio de 
amparo.” No es posible aceptar esta consideración puesto 
que, según hemos visto, los principios originales y auténticos 
tendían claramente a respetar la soberanía de los Estados. 
Fueron las circunstancias extrajurídicas, la condescendencia 
y los vicios lo que motivaron el centralismo prevaleciente. 
Lejos de corregirse esta situación, la reforma la consolida con 
más desventajas que ventajas, como adelante se verá. 

En la exposición de motivos para las modificaciones a la 
Ley de Amparo de 10 de noviembre de 1987, a fin de ajustarla 
a los cambios introducidos a la Constitución, se abunda en 
los mismos razonamientos. Se reserva a la Corte todo lo que 
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se ve a las leyes federales y locales, tratados internacionales 
y reglamentos federales y locales. A los Colegiados se dejan 
los reglamentos autónomos y municipales y el control, en 
general, de la legalidad. 

Debemos tomar en cuenta que hay muchos actos de 
autoridad que sin constituir leyes ni reglamentos, pueden 
significar un serio problema de constitucionalidad y no de 
mera legalidad, en cuyo caso no conocerá la Corte, sino los 
Colegiados, lo que no está de acuerdo con la exposición de 
motivos. Recordemos aquí que Don Salvador Urbina, siendo 
Presidente de la Corte, al oponerse al proyecto Aguilar 
y Maya, decía que era “distinción absurda en el Derecho 
Mexicano entre el control de la Constitución y control de 
la legalidad”. (sic) (Ibid; p. 166). Agregó, que la Corte se 
quedaría sin trabajo. 
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11.- El fariseísmo Centralista. 


I problema de fondo no se ha resuelto ni la 

solución depende solo de una mejor distribución de 

competencias ni de un mayor número de Tribunales 
Colegiados. 
Nadie podrá negar que un aspecto esencial lo represente el 
factor humano, es decir, la capacidad y honorabilidad, por 
encima del término medio, de los juzgadores. En este punto 
en que los Estados integrantes de la Federación han sido 
tratados con menosprecio, pues al negarles soberanía, como 
se les niega, se sigue actuando como si las circunstancias del 
siglo pasado no hubiesen cambiado. Se sigue pensando que 
en “provincia” no hay profesionistas con suficientes méritos 
para que nuestros tribunales conozcan de los juicios hasta ser 
fenecidos, como decía la Constitución de 24. Se trata de un 
prejuicio grave, como lo señalaba Don Hilario Medina. Por 
su parte, más recientemente, Don Antonio Carrillo Flores 
decía: 

“Me resisto a creer que falten abogados honorables y 
competentes para decidir las controversias penales, civiles, 
laborales o administrativas que surjan en la provincia 
mexicana y que sean competencia local”. (Ibid., p. 1.3). 

Consideramos también que a medida que se han 
ido ampliando las atribuciones de los Colegiados y su 
número (tendrá que haber cuando menos uno de estos 
tribunales en cada Estado y dos o más donde se amerite), los 
requerimientos de personal de excelente nivel serán mayores. 
No nos atrevemos a decir que será imposible satisfacer tales 
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exigencias en forma adecuada, siempre que la Corte ponga 
en ello sumo cuidado, pero esto no significa que, en caso de 
suprimirse el centralismo, los estados no pudieran proveer 
a nuestros Tribunales Superiores de Justicia con personal 
igualmente excelente. ¿Por qué solo los funcionarios 
judiciales que seleccione el centro han de ser los únicos 
aptos, profesional y moralmente hablando? 
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12.- Buenos Jueces, Buena Justicia. 


n una ponencia que hace varios años presentamos 

dentro de un foro de consulta al que convocó la 

Procuraduría General de Justicia, decíamos que 
es imposible desconocer la falibilidad humana y que en 
las resoluciones de amparo también se puede faltar a la 
Constitución y a la ley. Pero no hay amparo contra el amparo, 
todo lo cual pone de manifiesto que es la calidad de la 
función, más que los sistemas y las reglamentaciones, lo que 
ha de cuidarse por arriba de todo. 

Sería temerario afirmar que el carácter federal de un 
cargo es garantía infalible de superioridad respecto el carácter 
local de ese mismo cargo. No desconocemos la buena fama 
del Poder Judicial Federal en cuanto a la rectitud de la gran 
mayoría de sus integrantes, a quienes no les es imputable el 
eterno problema del diferimiento de los fallos por el exceso 
de asuntos, pero tampoco desconocemos la buena fama de 
la mayoría de nuestros Tribunales Superiores de Justicia, 
que incluso se han visto fortalecidos por el nuevo texto del 
artículo 116 Constitucional. 

Creemos también que la calidad de los tribunales 
locales podría optimizarse con el rescate de sus facultades 
porque esto motivaría en sus integrantes un mayor sentido de 
responsabilidad bajo la conciencia de que sus resoluciones 
serían de verdadera y última instancia. Los gobiernos locales 
usarían de los mayores escrúpulos en la designación de los 
altos funcionarios judiciales. 
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Contra todo esto podrá alegarse que los litigantes 
prefieren que haya una tercera instancia y que esta se ventile 
con la confianza de que no habrá influencias de tipo local 
u otros factores capaces de desviar una recta actuación. 
Esta razón no es de fondo. Los perdidosos en un asunto 
no solo querrían que hubiera tres instancias, sino cuatro 
o cinco; en cambio, el que obtiene desea que su negocio 
termine pronto. En cuanto a las influencias, advirtamos que 
éstas desgraciadamente pueden darse dentro de cualquier 
campo, incluido el federal, máxime que, por su ubicación, 
los juzgadores federales no están a salvo tampoco de 
intervenciones surgidas del propio medio en que actúan. 

Reiteramos que el problema relativo a la selección 
de juzgadores es fundamental y sumamente delicado. Era 
seguramente mucho más fácil para el gobierno federal 
seleccionar a unos pocos Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, de notable trayectoria profesional, de insospechada 
rectitud y de amplio prestigio como jurisconsultos, aunque 
de hecho no siempre se hayan tomado en cuenta esas 
virtudes. Hoy no será fácil escoger a cien; mucho más de cien 
integrantes de los Tribunales Colegiados con los mismos e 
indispensables méritos. 

Reconozcamos, finalmente, que hay asuntos de tal 
entidad y de tal trascendencia que ameritarán siempre la 
intervención del pacto federal por el interés social que 
representan. Lo mismo sucederá cuando se quebranten 
leyes de carácter federal. Bien podría idearse para tales 
casos el recurso adecuado, como en cierta forma lo 
constituye ya la facultad de atracción de la Suprema Corte 
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de Justicia. No hay razón, en cambio, para que todo negocio, 
indiscriminadamente, tenga que ir a parar en los tribunales 
federales. 

Don Antonio Carrillo Flores, a cuya memoria hemos 
dedicado estas notas, decía: 

“Ojalá que no termine la década de los ochenta sin que 
se corrija esta anomalía, sobre todo ahora que se pretende 
vigorizar nuestro sistema federal y descentralizar la vida 
nacional”. (Ibid. P.13). 

Los pasos dados hasta ahora, lejos de satisfacer los 
anhelos del ilustre jurista, hacen más remota la corrección. La 
justicia local parece que seguirá sujeta a la tutela centralista 
indefinidamente. 

El amparo abierto en estos últimos sesenta y cinco años 
se ha consolidado, pero no necesariamente probado todas las 
bondades que se le atribuyen. 
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Decreto No. 10 que crea el Supremo Tribunal de 
Justicia de Guanajuato. Para evitar ladrones de la 
memoria 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


os años y nueve meses después del nacimiento de 
¡DS independiente, el 28 de junio de 1824, el 

Congreso Constituyente del Estado de Guanajuato 
fundó el Supremo Tribunal de Justicia, representante del 
Poder Judicial estatal que se sumó al ejecutivo y al legislativo 
en un nuevo orden republicano. 

La construcción del Supremo Tribunal de Justicia 
fue prácticamente de cero. Se procedía de un sistema 
monárquico, previo al México independiente hubo tribunales 
que no representaban ningún Estado formalmente constituido 
y reinaba el caos social. 

En efecto, la herencia de la conquista, entre otras cosas, 
fueron 3 siglos de monarquía de los reyes de Castilla y un 
sistema de procesamiento inquisitivo del santo oficio. 

Además en el proceso de la revolución de independencia 
y antes del México emancipado, existieron tribunales de facto 
que no representaban a la Nueva España pues el rey Felipe VII 
era prisionero de los franceses; tampoco actuaba en nombre 
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de Francia ya que expresamente se había desconocido a las 
autoridades emanadas del rey español.' Pese a ello y solo por 
mencionar un ejemplo, un tribunal procesó, juzgó, sentenció, 
fusiló y decapitó a Ignacio Allende el 26 de junio de 1811.* 

Había la urgencia de la construcción de un sistema de 
gobierno, pues además del recién nacimiento, el país estaba 
amenazado por lobos que cazaban la oportunidad de invadir a 
la sociedad mexicana en desorden. 

La construcción del nuevo orden nacional se apuntaló 
en 1824, cuando el Congreso Constituyente de México dió 
el nombre de Estado Libre y Soberano de Guanajuato quien 
a su vez, por medio de su Congreso Constituyente Local, 
conformado por 3 diputados: Francisco Aniceto Palacios, 
Mariano Leal y Araujo y José Tiburcio Incapié, emitieron 
el Decreto número 10 fraguando el Supremo Tribunal de 
Justicia. 

Dicho decreto marca la primera revolución del sistema 
jurídico local en el México independiente. Se seleccionó 
el nombre de Supremo Tribunal de Justicia y no Tribunal 
Superior de Justicia, en razón de asunción de posturas 
libertarias y republicanas como se escribieron 14 apartados 
que abordan aspectos procesales, orgánicos y operativos, 
siendo la primera normatividad del poder judicial, el 
antecedente original, de lo que ahora es la ley orgánica. 


1 Acorde al decreto de fecha 4 de diciembre 1808 expedido por Napoleón Bonaparte 
lll en Chamartín de la Rosa dada la invasión francesa a España. Cfr. Comité 
conmemorativo del CCL aniversario de Don Miguel Hidalgo y Costilla. 1753-2003. 
Cámara de diputados LVI!I! legislatura. México, D.F. 2003; p.lI. 


2 Vid. in extenso Comité conmemorativo del..., passim. 
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Aspectos procesales 


Procesalmente se atendieron los temas de la competencia 
y se estableció una formalidad procesal. 

La competencia se consideró por territorio, por materia 
y grado. 

Por territorio abarcaba lo que en época colonial se 
identificó como provincia de Guanajuato y se asumió que, en 


caso de conflicto competencial con otro estado, el encargado 
de resolverlo, sería el Congreso. 

En tanto, la competencia la dividió en civil, criminal y 
de hacienda, en las cuales competía al Supremo Tribunal de 
Justicia, realizar los siguientes actos: 

1. Apelación en segunda instancia de resoluciones de los 

juzgados. 

2. Apelación en tercera instancia de resoluciones de otra 

sala. 

3. Recursos. 

4. Nulidad de sentencias ejecutoriada de juez de primera 

instancia. 


5. Nulidad de sentencias ejecutoriada de ministro de 
segunda instancia. 
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6. Primera instancia de causas civiles y criminales 

seguidas contra los ayuntamientos donde se ampliaban 

las facultades ordinarias de jueces con el derecho a pedir 

informes justificados y boletas efecto vivende.* 

7. Visitas carcelarias. 

De igual forma se ordenaba una formalidad procesal 
consistente en que las actuaciones deberían llevar un sello 
previamente aprobado por el congreso. 


Aspectos orgánicos 


3  Erauna solicitud de un expediente administrativo o judicial dirigida al juez de origen 
ad effectum videndi et probando es decir como prueba. 


518 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Orgánicamente se dividió al Tribunal en dos salas 
colegiadas formadas por 3 ministros nombrados por el 
Gobernador del Estado entre personas mayores de 30 años, 
todos dirigidos por el ministro regente, acorde al siguiente 
organigrama: 


Aspectos operativos 


Operativamente el decreto dispuso la forma gestión de 
los asuntos y los sueldos de los servidores públicos. 

La gestión de los asuntos daba preferencia a las 
peticiones, en orden de antigúedad, priorizando las del fiscal 
decano (el que tuviera más antigúedad en el cargo). 

Por otro lado, se estableció como sueldo anual de los 
servidores públicos, los siguientes: 


Han transcurrido 195 años de la constitución del 
Supremo Tribunal de Justicia en Guanajuato continuando con 
el nombre, la competencia territorial, la división entre penal y 
civil, como la apelación de segunda instancia. 
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Desapareció, por mandato constitucional, la tercera 
instancia. Y no se conocen de asuntos de hacienda pues la 
competencia fiscal paso a ser federal. Actualmente hay 10 
salas penales, 10 civiles unitarias y 3 salas colegiadas que 
atienden impugnación contra juicios penales orales; todas 
formadas por magistrados ya no de ministros y el Supremo 
Tribunal lo representa la presidencia cuya titularidad es 
seleccionada entre pares, por los magistrados, no como en 
antaño cuyo nombramiento se daba con la designación, por el 
gobernador, del ministro regente. 

Han acontecido muchos cambios y pasado varias 
constituciones locales? y  normatividades internas del 
Poder Judicial. como ha cambiado en 3 ocasiones su 


4 Las constituciones de Guanajuato de la independencia a la fecha han sido: 1826, 
1861 y 1917. 
En estas líneas se agradece a Diego Saúl Torres Solano, director del diario de los 
debates y archivo general del Congreso del Estado de Guanajuato por la remisión 
de la información sobre las constituciones y leyes que han regido el poder judicial 
desde su creación. 


5 De su creación a la fecha las normatividades internas que han regido al Poder 
Judicial han sido: 
- Decreto para llevar a su debido efecto el arreglo y buen orden de los tribunales 
establecidos en la constitución del Estado y que la justicia se administre pronta y 
cumplidamente de1827. 
- Reglamento provisional para el régimen interior del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado de 1850. 
- Reglamento para el gobierno interino del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
de Guanajuato de 1856. 
- Dictamen sobre el reglamento que formó el Supremo Tribunal de Justicia de 1856. 
- Reglamento para el gobierno interior del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
de Guanajuato de 1856. 
- Reglamento para el gobierno interior del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
de Guanajuato de 1889 
- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 1967. 
- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 1974, 
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sede, primeramente en la vieja casa del consistorio o del 
ayuntamiento local, luego en el primer Congreso del Estado 
en la plaza de la Paz Guanajuato y ahora en su actual recinto 
ubicado en la colonia Pozuelos. 

Aumentó la cantidad de jueces, la creación de 
subsistemas de justicia oralidad penal, oralidad familiar, 
oralidad mercantil, civil tradicional, extinción de dominio, 
justicia alternativa y en próximas fechas se incorporará 
la justicia laboral y lo que las necesidades del progreso 
demanden. 

Como ha habido cambios en la forma de registro de 
las actuaciones, de las actas escritas a mano con pluma de 
manguillo y tinta china, pasando por las máquinas de escribir 
y actualmente se utilizan los registros electrónicos de audio 
y video como demás tecnologías que avanzan- corren 
rápidamente avizorando un futuro próximo con la inteligencia 
artificial aplicada al sistema de justicia. 

Además de los cambios ordinarios, el devenir histórico 
provocó otra revolución - evolución, ahora no violenta, a 
diferencia de la primera, pero igual que aquella implicó un 
cambio radical. 

Precisamente en el 2008, en los primeros años de un 
nuevo siglo, como lo fue en la la. y 2a. revolución mexicana, 
se gestó en materia penal un giro coperniquiano de sistema 
jurídico procesal de tendencia inquisitiva al acusatorio 
adversativo. 


- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 1997. 
- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 2012. 
- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 2018 (Vigente) 
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Vendrán más cambios y es imperativo tener presente 
el inicio apoteótico del Supremo Tribunal ahuyentando el 
olvido, ladrón de la memoria del pasado y mismo que pasa 
por alto que la historia del futuro se está escribiendo ahora. 
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En los 195 años del Poder Judicial de Guanajuato! 


Dr. Mariano González Leal? 


eñores.... 

La celebración de un aniversario, sobre todo de un 

aniversario poco menos que bisecular, impone una 
profunda reflexión y un análisis honesto y concienzudo sobre 
el cumplimiento de los objetivos planteados por quienes 
sentaron las bases de esta noble institución, que pervive hoy, 
a través de los años, engarzada firmemente al carro de la 
historia. 

El Supremo Tribunal de Justicia de Guanajuato 
cumple apenas —apenas— ciento noventa y cinco años de 
su fundación. Una celebración de esta naturaleza no puede 
pasar desapercibida cuando la línea de conducta de quienes 
la integran sigue siendo, por fortuna, a pesar de los tiempos 
que corren y de los vientos que soplan, mayoritariamente 


1 Discurso pronunciado el 28 de junio del 2019 en el 195 aniversario del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato en el auditorio Miguel Hidalgo, de 
esta Institución. 


2 Magistrado en retiro del Poder Judicial de Guanajuato. Notario público No. 1 en 
la ciudad de León, Guanajuato. Licenciado en derecho por la Universidad de 
Guanajuato. Doctor en derecho penal y criminología por la Universidad de Roma en 
Italia. 
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vertical y ejemplar para otras regiones y comarcas del País, 
no menos que profundamente comprometedora y vinculante 
para quienes tienen el honor de integrarlo. 

La impartición de justicia es la función más alta que el 
ser humano puede desempeñar, porque —como numerosas 
veces lo señalé en el ejercicio de la función pública y en 
el aula bien amada de nuestra Universidad-, no obstante 
que en las profundidades de mi entraña -lo digo con plena 
sinceridad—, nunca me sentí digno de tales encomiendas; 
porque, decía, es el ejercicio de una función que constituye 
nada menos que un atributo divino. Juzgar a nuestros 
semejantes, es, sin duda, la mayor responsabilidad y el más 
trascendente compromiso que se puede tener en la existencia. 

Del correcto ejercicio de la función jurisdiccional 
depende la convivencia justa, pacífica y respetuosa de la 
persona humana dentro de las normas sociales elevadas 
a preceptos jurídicos. Por lo tanto, el conocimiento de la 
técnica del derecho, pero nunca aislado, sino invariablemente 
fundamentado en la ética, en los principios y los valores 
humanos, se torna una prioridad absolutamente trascendental. 

No obstante el torrente de ideas pragmáticas y 
disolventes que hoy destruyen al mundo, en Guanajuato no 
hemos olvidado que hemos recibido de nuestros mayores un 
poder judicial mayoritariamente sano, noble y fuerte en un 
Estado consciente de sus tradiciones, pero a la vez maduro 
y moderno. Guanajuato es un Estado que valora plenamente 
la herencia de bien que supieron legarnos nuestros padres y 
nuestros maestros, y de ella, una de las partes más valiosas 
es, sin duda, una administración de justicia que sirve a 
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la ciudadanía y que no se sirve de ella; una impartición de 
justicia capaz de salvar su propia responsabilidad histórica 
trasmitida a través de los valores éticos y axiológicos 
fundamentales frente al embate del utilitarismo, de la 
apetencia estrictamente material y del relativismo corrosivo, 
ayunos de todo valor espiritual. 

Esta noble institución ha logrado, gracias a la 
labor conjunta de sus integrantes, su plena evolución y 
actualización tecnológica, sin sacrificar su esencia ni su 
axlología. Con verdadero orgullo y satisfacción hemos sido 
día a día, en nuestro caso desde el ejercicio de la función 
notarial, testigos presenciales de la altura técnica y jurídica, 
pero sobre todo moral, con que se conducen habitualmente 
nuestros juzgadores. 

La Patria atraviesa tiempos difíciles, y Guanajuato 
es parte de la Patria. No puede substraerse a los tiempos 
procelosos que por doquier nos acosan. Pero la manera 
como el Poder Judicial los ha enfrentado reafirma nuestra 
convicción de que la función jurisdiccional guanajuatense 
ha sido un elemento fundamental para construir una Patria 
más noble y más rica, a pesar de los pesimismos que no sin 
lamentable razón, todavía sobreviven en quienes se niegan a 
sí mismos la esperanza de la redención. 

La trascendencia de los ideales de la administración de 
justicia en nuestra hora debe basarse en ofrecer soluciones 
cristianas, eficaces y justas, que admitan parangón, con 
ventaja, con los sistemas más modernos en la tecnología y 
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en el orden social, pero que conserven los bienes espirituales 
y morales heredados de las nobles civilizaciones de las que 
procedemos. 

La vocación de nuestros jueces debe seguir, como 
hasta hoy, procurando una estructura robusta y actual; unos 
instrumentos de acción eficaces y una fe capaz de responder 
firmemente y con verdad al prevaricato, al utilitarismo y a 
la traición. Queremos todo ello para salvar, de verdad, las 
esencias de la convivencia social, que debe tender a la rectitud 
plena e indubitable, por encima de intereses inconfesables. 

Queremos seguir teniendo un Poder Judicial compuesto 
por hombres que, como decía el inconmensurable ideólogo 
don Juan Vázquez de Mella, tengan cada uno de ellos su 
propio poder judicial: el poder judicial de la insobornable 
conciencia. 

La función jurisdiccional es presente y es futuro con el 
recuerdo y la incorruptible exigencia del pasado, en el que 
revolotean incansablemente los ejemplos y las palabras de 
nuestros maestros inolvidables. Se ha forjado golpe a golpe 
sobre el yunque de la insensibilidad y del indiferentismo. 
Jamás ha olvidado el repertorio axiológico que se hereda y 
que no se improvisa, ni el ansia imperativa de no traicionar 
jamás la esencia de lo que constituye uno de los tesoros más 
apreciables que nos han sido legados. 

Una figura política de la España de hoy ha dicho, con 
profunda sensibilidad, palabras más, palabras menos: Así 
como cuidamos los afectos, las amistades, los amores, 
tenemos qué cuidar las instituciones, porque las instituciones 
son la estructura de paz que permiten la vida social. 
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Y otra figura española, sombra luminosa de la nueva 
Castilla de la Mancha, dictó hace siglos la norma de conducta: 
“S1 la vara de la justicia tiembla en tu mano, que sea por el 
peso de la misericordia, pero nunca por el de la dádiva”. 

Agradezco profundamente a la señora magistrada 
Claudia Barrera Rangel, Presidenta del Supremo Tribunal de 
Justicia y del Consejo Jurisdiccional, su generosa gentileza 
al hacerme el honor de invitarme a dirigir estas palabras a 
los integrantes del amado y admirado Poder Judicial de 
Guanajuato. Evoco hoy, con profunda emoción, una parte 
entrañable de mi vida, y me reencuentro con tantos y tantos 
rostros que siempre respeté porque siempre supieron ser 
respetables, y porque han sabido hacer valer invariablemente 
los principios que nutren y han nutrido su existencia. 

Conservar impoluta y digna la imagen de la función 
jurisdiccional guanajuatense es el reto, pero es también la 
piedra angular de la esperanza. 

Y sobre todo, es el irrenunciable compromiso con 
nuestros mayores y las generaciones que habrán de 
sucedernos. 

Muchas gracias. 
Guanajuato, 28 de junio de 2019. 
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“Las poquianchis” 
LCC. Nancy Elizabeth Hurtado Castro 


66 aría de Jesús, es conocida en el negocio de 
blancas como La Poquianchis.”' 
Así comienza esta relatoría que hace más de 
55 años causó terror en el Estado de Guanajuato y que, desde 
el análisis del expediente, se revisa uno de los casos más 
emblemáticos de trata de personas en la historia de nuestro 
país.? 

María de Jesús, Delfina y María Luisa, mejor conocidas 
como “Las Poquianchis”, operaban el negocio de trata de 
personas, en el cual cometieron un sinfín de atrocidades. 
Originarias del Salto, Jalisco, infundieron terror, odio y 
miedo en la entidad; pero no solo eso, también despertaron 
lujuria, avaricia y demás excesos, que eran parte de su día a 
día. 


1 Exp. página 4 (repetida). Volumen 1 


2  Intencionalmente el texto es breve a fin de destacar las actuaciones del expediente 
y que el lector descubra, como lo hizo el juez, lo que aconteció. 
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Su niñez estuvo llena de violencia y con una 
adolescencia precoz, forjaron un imperio de prostitución 
en el Estado de Jalisco y posteriormente en el Estado de 
Guanajuato. 

A continuación se conocerán fragmentos de la sentencia 
a través de la cual se hizo justicia a algunas de las jóvenes 
que fueron objeto de trata confines de explotación sexual. 

El 17 de enero de 1964 en el expediente de actuaciones, 
tomo 1, ubicado en el archivo regional del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato, la menor de edad en aquellos años, de 
nombre María, describió como fue convencida para salir de 
su ciudad natal, Ocotlán, Jalisco: (...) “cuando una señora que 
se puso Berta y a quien no conocía, ni puede proporcionar 
más datos para su filiación, la engañó diciendole que le iba 
a conseguir un trabajo de sirvienta, viniendose en el camion 
toda la noche hasta Leon, Gto., y de Leon hasta un lugar que 
dice San Angel no sabiendo precisar en que otros lugares la 
llevarían porque le cubrían la cara con una cobija y seian 
que se acostara en el piso del carro y que era maneja por el 
chofer de nombre Pancho; que tampoco recuerda el tiempo 
que pasaria en esta situación; lo unico que recuerda es que los 
lugares donde las llevaban eran encerradas, incomunicadasy 
golpeadas por Odulia y Pilar, juntamente con Guadalupe y 
Maria de Jesus Gonzalez hermana de Delfina, diciéndole a la 
primera la Poquianchis que tambien la golpeaban con zapatos 
y la castigaban con ladrillos sosteniendolos con las manos y 
se le caian le daban con un garrote”. (sic) 
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Así como María, una situación similar vivió la menor de 
12 años, llamada Gloria quien fue secuestrada en la siguiente 
fotografía extraída del expediente en mención entre la página 
dos y tres, donde se puede leer un extracto de su declaración. 

En condiciones similares vivió una guanajuatense 
que fue engañada bajo la promesa de un buen trabajo, 
para después secuestrarla y forzarla a la prostitución en el 
lenocinio que manejaban “Las Poquianchis”, fragmento que 
puede ser leído en la página 6 del expediente aludud 

Aunado a estos tres casos se pudieron constatar 
una veintena más, en donde mujeres de diversas edades, 
originarias de: Michoacán, Jalisco, Veracruz, Nayarit, 
entre otros, eran maltratadas, obligadas a vender su cuerpo, 
viviendo en condiciones infrahumanas, de donde pocas 
corrieron con la suerte de sobrevivir. 

Crear todo ese sistema de trata de personas, no fue 
sencillo, para ello, utilizaron a hombres y mujeres que se 
dejaban manipular o comprar por unos cuantos pesos. 

Para controlar a las jóvenes, contaban con mujeres que 
eran conocidas como Las Verdugos”, quienes se encargaban 
de golpear, someter, y desaparecer a todas las muchachas 
que se salieran de control o bien, ya no fueran útiles para el 
negocio. 

El instinto de supervivencia de cada una de las jóvenes 
las llevo a obedecer y cumplir las órdenes. 


3 Descripción extraída del Exp. Vol. 1, Pág. 2 
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Adela duró 15 años trabajando en la prostitución con las 
hermanas y en las actuaciones del volumen 1, entre la página 
20 y 21, se puede ver en la siguiente fotografía parte de lo 
que vivió: 

Por nueve meses estuvieron recluidas en la llamada 
“casa Allende”, donde eran apaleadas por cuestiones 
insignificantes, castigadas sin alimento hasta por ocho 
días, y quienes sí recibían alimento o escasas porciones se 
les racionaba dos veces al día un plato de frijoles con seis 
tortillas, sin agua. 

Las jóvenes habitaban en el cuarto de la segunda planta, 
dormían en el suelo, sin abrigo y con sus deposiciones 
cerca. Al poco tiempo la muerte se hizo presente debido a la 
suciedad, malos tratos y crueldad a la que eran sometidas. 

Durante el tiempo que permaneció el lenocinio, “Las 
Poquianchis” tenían una banda con diferentes personas; 
uno de ellos era Hermenegildo, Teniente de Caballería del 
Ejército, quien organizaba redadas de mujeres, algunas de 
ellas menores de edad, que una vez secuestradas eran violadas 
por él y sus secuaces; además, se encargaba de trasladar a las 
jóvenes, para ello se uniformaba debidamente a su rango para 
no ser detenido en las revisiones, lo cual le permitía el libre 
tránsito; por cada viaje recibía el pago de $20 pesos. 

Otro ayudante que se convirtió en pieza clave para 
el funcionamiento del negocio de trata de personas, fue 
Salvador quien era originario de El Salto Juanacatlán, 
Jalisco. Fue detenido a los 45 años de edad, quien además de 
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cumplir su función de jardinero, se encargaba de enterrar los 
cuerpos de las mujeres, así como de los fetos que abortaban 
clandestinamente. 

Uno más fue Francisco, al momento de su detención 
contaba con 27 años de edad, también originario del El 
Salto, Jalisco, quien fungía como chofer y además tenía la 
encomienda de deshonrar a las jovencitas que reclutaban y 
llegaban sin experiencia sexual. 

Las desapariciones, los secuestros, las mentiras y las 
muertes de jóvenes inocentes que ocurrieron durante años, 
crearon desesperanza y desolación en las familias. Pero esto 
no quedó impune. 

El 15 de octubre de 1964, el Juez de Primera Instancia 
de lo Penal de San Francisco del Rincón, Lic. Timoteo 
Lozano Martínez, dictó sentencia: 

Sin embargo, las y los sentenciados buscaron un recurso 
de apelación, por lo cual el 29 de octubre de 1964 se turnó 
el caso al Magistrado Propietario de la Segunda Sala Penal 
Colegiada, presidida por el licenciado Jesús Luna Guzmán. 

Las 1029 fojas útiles que correspondientes al Toca No. 
134/1964, fueron analizadas y el 2 de agosto de 1966 se les 
resolvió: 

Dos años después del inicio de la apelación se les 
notificó la sentencia. “Las Poquianchis” y sus colaboradores 
se negaron a firmar, y no desistieron en su lucha por quedar 
en libertad, situación que no lograron. 
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A lo largo del tiempo, se ha dicho, se ha escrito y se 
ha interpretado sobre este caso que hizo cimbrar a las y los 
guanajuatenses, ahora, por primera vez se descubren las 
páginas del expediente. 

Actualmente el juzgado tradicional de San Francisco 
del Rincón ha cerrado sus puertas para dar paso al sistema 
acusatorio adversativo y con él se lleva uno de los casos 
paradigmáticos de nuestro estado. Pero sobrevive, como 
perenne recuerdo, que se hizo justicia. 
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La etapa postulatoria 
Dra. Rosa Reyes Nicasio 
Preliminares 
I. La demanda y sus requisitos 
ara Arellano García, la demanda 


“(...) es el acto procesal, verbal o escrito, por el cual 

una persona física o moral, denominada actor, acude 
ante un órgano jurisdiccional a ejercitar su derecho 
de acción en contra de otra persona física o moral, 
denominada demandado o reo, con el objeto de reclamar 
las prestaciones que pretende (...)”.' 

En el capítulo I , denominado “De la demanda” 
que abarca los artículos 235 al 240 del código nacional 
de procedimientos civiles y familiares, encontraremos 
los requisitos que el accionante deben cumplir para la 
presentación de la demanda, entre los que destaco la 
autoridad ante quien se promueve, nombre, denominación o 
razón social de la actora o de quien promueve a su nombre, 


1 Arellano García, Carlos: Práctica forense civil y familiar. Ed. Porrúa, 29* ed. México. 
2005. p. 151 
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y cuando proceda, revelar si el promovente pertenece a 
algún grupo en condiciones de vulnerabilidad.? Además de 
lo anterior, deberá añadir el nombre, denominación o razón 
social del demandado, las pretensiones que reclama junto 
con sus accesorios, la exposición clara de los hechos en el 
que se funda la demanda, que los hechos se relacionen a su 
vez con el título de las acciones ejercitadas, así como el valor 
de lo demandado, a efecto de determinar la competencia por 
cuantía, y la firma del actor o de su representante. En caso 
de que el promovente no pudiera o no supiera firmar, podrá 
estampar su huella dactilar o firmará otra persona a su nombre 
y ruego, indicando esta circunstancia. Además de exhibir las 
documentales físicas o electrónicas que tenga en su poder, o 
el acuse de recibo mediante el cual haya solicitado las que no 
tenga en su poder y demás requisitos que señala el código.' 
En caso de que la demanda sea oscura o irregular, o 
no cumpliera cabalmente con alguno de los requisitos del 
artículo 235 del Código, el tribunal tiene facultades para 


Postulatoria 


2 La comisión nacional de derechos humanos en México considera como grupos 
vulnerables aquellos sectores de la sociedad que debido a determinadas 
condiciones o características son más afectas a sufrir violaciones a sus 
derechos humanos. Entre ese ellos encontramos a los migrantes, a las víctimas 
del delito, personas desaparecidas, niñez y familia, trata de personas, personas 
con discapacidad, mujeres, comunidades indígenas, personas con distinta 
orientación sexual, identidad y expresión de género, adultos mayores, entre 
otras. 

Comisión nacional de derechos humanos: Informe de actividades. Recurso 
digital disponible en https: //informe.cndh.org.mx/menu.aspx?id=23, consultado 
11 de febrero del 2024. 


3 Ver la tesis de jurisprudencia: Undécima Época. Registro digital: 2025270. 
Instancia: Pleno. Materia(s): Común. Tesis: P./J. 10/222 (113). Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 17, Septiembre 
de 2022, Tomo l, página 5 
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prevenir al actor para que, en un lapso de tres días contados 
a partir de que surta efectos la notificación que se le haga, 
sea desahogada en tiempo y forma. Transcurrido dicho plazo, 
el tribunal, de nueva cuenta, revisará exhaustivamente la 
demanda, y si encuentra que la prevención fue satisfecha 
o que lo que motivó el requerimiento no es realmente 
indispensable para los fines de la ley o la naturaleza del 
proceso, admitirá la demanda, pese a que el promovente no 
haya cumplido con lo que se le impuso. 

No obstante, si se determina que lo que motivó la 
prevención es realmente importante, o va en contra de los 
fines o de la naturaleza del proceso, el juez procederá a 
desechar de plano la demanda, salvo cuando se trate de grupos 
vulnerables, en cuyo caso, suplirá de oficio las deficiencias 
en sus planteamientos. En el caso de desechamiento de 
la demanda, procederá el recurso de queja para que el 
tribunal de segunda instancia competente dicte la resolución 
correspondiente. Contra el auto que admite la demanda no 
procede recurso alguno. 

Conforme al artículo 237 del código, en contra de la 
determinación de no admitir una demanda o cualquier otra 
por la que no se dé curso, se podrá impugnar mediante el 
recurso de queja, y en contra de dicha resolución no procede 
recurso ordinario alguno. 
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11.- El emplazamiento 


Una vez que el tribunal admita la demanda, se ordenará 
emplazar al demandado, corriendo traslado con la misma 
y demás anexos exhibidos por el actor, y en su caso, la 
propuesta de convenio o formulario, a fin de dar contestación 
dentro de los quince días.* 

La palabra emplazar significa “(...) comunicar al 
demandado o al interesado de la existencia de un juicio en 
su contra, concediéndole un plazo para que comparezca ante 
el Tribunal a defender sus derechos e intereses legítimos 
(...)% Con el emplazamiento bien realizado, conforme a 
las formalidades que marca la ley, se cumple con el derecho 
fundamental de audiencia contemplada en los artículos 
14 y 16 de la constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la cual va de la mano con la garantía del debido 
proceso legal. En el emplazamiento ocurren dos actos: a) 
una notificación por medio de la cual se le hace saber al 
demandado que existe una demanda en su contra, misma 
que fue admitida por el juzgador, y b) un emplazamiento en 
sentido estricto, por el cual se le concede al demandado un 
plazo para que en su caso conteste la demanda.* 


4 Vid.: Décima Época. Registro digital: 2022118. Instancia: Primera Sala. 
Materia(s): Civil. Tesis: 1a./J. 39/2020 (10a.). Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 78, Septiembre de 2020, 
Tomo l, página 204 


5 Real Academia española: Emplazamiento, en Diccionario panhispánico del 
español jurídico. Recurso digital disponible en https: //dpej.rae.es/lema/emplazar 
consultado el 14 de mayo de 2024. 


6 Ovalle Favela, José: Teoría General del Proceso. Ed. Oxford, Gta ed. México. 
2005, p. 301-302. 
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TIL- Los efectos del emplazamiento 


Los efectos de emplazar al demandado o llamarlo a 
juicio son los siguientes: 


l 


od 


Prevenir el juicio en favor de la autoridad 
jurisdiccional que lo hace; 

Sujetar al demandado a juicio ante la autoridad 
jurisdiccional, siendo competente en el tiempo de la 
citación, aunque después deje de serlo; 


. Obligar a la parte demandada a contestar ante la 


autoridad jurisdiccional que lo emplazó, dejando 
a salvo su derecho de promover en su caso, la 
incompetencia. 


. Producir las consecuencias de la interpelación 


judicial, si por otros medios no se hubiere constituido 
ya en mora el obligado, y 


. Originar el interés legal en las obligaciones 


pecuniarias sin causa de réditos. 


IV.- El emplazamiento como acto procesal más importante 


El código contempla varios requisitos para garantizar 
al demandado su derecho de audiencia y debido proceso, 
de conformidad con los ya mencionados artículos 14 y 
16 de la constitución política federal. La suprema corte 
de justicia de la nación ha destacado la importancia y 
trascendencia que revisten los emplazamientos en los 
procedimientos jurisdiccionales, pues la falta del mismo, o 
un emplazamiento defectuoso, se traducen en una violación 
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procesal de mayor magnitud. La finalidad del emplazamiento 
es que el demandado tenga conocimiento cierto y completo 
de las prestaciones que se le reclaman y de los documentos 
anexados a la demanda, con los cuales el actor sustentó su 
acción, a fin de que el demandado este en posibilidad de 
ejercer eficazmente su derecho de defensa.” 


7 Ver Tesis: Undécima Época. Registro digital: 2024582. Instancia: Plenos de Circuito. 
Materia(s): Civil. Tesis: PC.VII.C. J/2 C (11a.). Tipo: Jurisprudencia Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 13, Mayo de 2022, Tomo IV, página 
3854. 
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Artículo 374. La solicitud de exhibición interrumpe 
la prescripción de la acción, siempre que se presente 
la demanda correspondiente dentro de los cinco días 


siguientes al que se efectúo la exhibición, o dentro de 
los cinco días siguientes al que judicialmente conste que 
aquella no puede efectuarse. 


Interrupción de la prescripción 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
en la prescripción de la acción, estableciendo 


condiciones específicas bajo las cuales dicha solicitud 
interrumpe el período de prescripción. 


| a norma regula el efecto de la solicitud de exhibición 


Interrupción de la prescripción 


La solicitud de exhibición tiene el efecto de interrumpir 
la prescripción de la acción, lo que significa que el tiempo 
que ha transcurrido en el período de prescripción se detiene, 
garantizando que el derecho del solicitante no se extinga 
debido al transcurso del tiempo mientras se prepara para 
ejercer su acción. 


Condiciones para la interrupción de la prescripción 


Para que la solicitud de exhibición interrumpa la 
prescripción, deben cumplirse ciertas condiciones específicas: 
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Presentación de la demanda dentro de los cinco días 
siguientes 


La prescripción se interrumpe siempre que la demanda 
correspondiente se presente dentro de los cinco días siguientes 
a la fecha en que se efectúe la exhibición. Esto implica que, 
una vez que la solicitud de exhibición ha sido cumplida y 
los documentos o bienes han sido exhibidos, el solicitante 
tiene un plazo de cinco días para presentar formalmente su 
demanda ante la autoridad jurisdiccional competente. 


Presentación de la demanda dentro de los cinco días 
siguientes a la constancia judicial 


Dado el caso de que la exhibición no pueda efectuarse, 
la prescripción también se interrumpe siempre que la 
demanda correspondiente se proponga dentro de los cinco 
días siguientes a la fecha en que judicialmente conste que la 
exhibición no puede efectuarse. Esto puede ocurrir cuando, 
por diversas razones, la persona requerida no puede cumplir 
con la solicitud de exhibición, y esta imposibilidad queda 
registrada oficialmente en los documentos judiciales. En este 
caso, el plazo de cinco días comienza a contar a partir de la 
fecha en que se emite esta constancia judicial. 


Conclusión 


Luego entonces, el artículo 374 establece que la 
solicitud de exhibición interrumpe la prescripción de la 
acción, siempre que se presente la demanda correspondiente 
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dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que se 
efectúe la exhibición o se constate judicialmente que esta 
no puede efectuarse. Esta disposición protege los derechos 
del solicitante al asegurar que la preparación de su caso no 
se vea afectada negativamente por el transcurso del tiempo, 
proporcionando un contexto para la interrupción de la 
prescripción en el contexto de los medios preparatorios a 
juicio. 
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Artículo 245. La presentación de documentos cuando 
sean públicos, podrá hacerse por copia simple, si la parte 
interesada manifestare, bajo protesta de decir verdad, 
que carece de otra fehaciente; pero no producirá aquélla 
ningún efecto si durante el desarrollo de la audiencia 
respectiva, no se presentare una copia del documento 


con los requisitos necesarios para que haga fe en juicio, 
o se cotejen las copias simples con sus originales por la 
persona secretaria judicial y a costa de la parte interesada, 
pudiendo asistir a la diligencia de cotejo la contraparte, 
para que en su caso haga las observaciones que considere 
pertinentes. 


Presentación de documentos en copia simple 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


para la presentación de documentos públicos en juicio. 

Su propósito es garantizar la autenticidad y validez 
de los documentos presentados como pruebas durante el 
proceso. 


E artículo 245 establece los requisitos y procedimientos 


Presentación de documentos 
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I- Sobre la presentación de documentos públicos por 
copia simple bajo ciertas condiciones 


Aquí se especifica que la parte interesada puede 
presentar una copia simple de un documento público siempre 
y cuando manifieste, bajo protesta de decir verdad, que no 
cuenta con otra copia auténtica del mismo. 

Este punto reconoce que en algunos casos puede ser 
difícil obtener una copia auténtica de un documento público, 
por lo que se otorga la posibilidad de utilizar una copia simple 
en su lugar, siempre y cuando se cumplan con las condiciones 
mencionadas. Sin embargo, es importante destacar que esta 
copia simple solo será válida bajo estas circunstancias, y no 
producirá ningún efecto legal si no se cumplen los requisitos 
establecidos en el artículo. 


K.- Condiciones para que la copia simple produzca efecto 
durante el desarrollo de la audiencia. 


En esta parte del artículo se establece que la copia 
simple presentada por la parte interesada no tendrá ningún 
efecto legal durante la audiencia si no se presenta una 
copia del documento con los requisitos necesarios para que 
sea considerada válida como prueba en el juicio. En otras 
palabras, la copia simple no surtirá efecto durante el proceso 
a menos que se presente una copia del documento que cumpla 
con los requisitos legales para ser aceptada como evidencia 
en el juicio. 
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Esto significa que la presentación de la copia simple 
es sólo un paso preliminar y provisional. Para que esta 
copia tenga validez y pueda ser considerada como prueba 
en el juicio, es necesario que se cumplan los requisitos 
legales establecidos para los documentos presentados como 
evidencia. Esto garantiza que sólo se admitan como pruebas 
documentos que sean auténticos y cumplan con los requisitos 
legales pertinentes. 


TIIL.- Procedimiento alternativo para validar las copias 
simples mediante el cotejo con los originales. 


En esta parte del artículo se menciona que, si durante 
el desarrollo de la audiencia respectiva no se presenta una 
copia del documento con los requisitos necesarios para que 
sea considerada como prueba en el juicio, entonces se puede 
recurrir al cotejo de las copias simples con sus originales. 
Este cotejo debe ser realizado por el secretario judicial y a 
costa de la parte interesada. 

El cotejo implica comparar la copia simple del 
documento con el original para verificar su autenticidad y 
concordancia. Si el documento original coincide con la copia 
presentada, esto puede validar la autenticidad de la copia 
simple, y permitir que sea considerada como prueba en el 
juicio. 

Este procedimiento ofrece una manera alternativa para 
validar las copias simples de documentos públicos, en el caso 
de que no se pueda presentar una copia del documento con los 
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requisitos necesarios durante la audiencia. Ayuda a garantizar 
que las pruebas presentadas en el juicio sean fidedignas y 
cumplan con los estándares legales pertinentes. 


IV.- Posibilidad de asistencia de la contraparte durante el 
cotejo para realizar observaciones pertinentes. 


En este punto, se establece que la contraparte tiene 
el derecho de asistir a la diligencia de cotejo. Durante esta 
diligencia, puede observar el proceso de comparación entre 
las copias simples y los originales realizada por el secretario 
judicial. 

Además, se especifica que la contraparte tiene la 
oportunidad de hacer observaciones pertinentes durante 
el cotejo. Esto significa que puede presentar comentarios, 
objeciones o aclaraciones sobre el proceso de cotejo, o sobre 
cualquier aspecto relacionado con la autenticidad de las 
copias y los documentos originales. 

En resumen, pretende asegurar el derecho de la 
contraparte a participar en el proceso de cotejo de las copias 
simples y los originales, así como a hacer observaciones 
que consideren relevantes para el caso. Esto promueve la 
transparencia y la equidad en el procedimiento, al permitir 
que ambas partes tengan la oportunidad de estar presentes y 
participar en la verificación de la autenticidad de las pruebas 
presentadas. 
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Artículo 246. Después de la demanda y contestación, no 
se admitirán a las partes, otros documentos que los que se 
hallen en alguno de los casos siguientes: 

I. Ser de fecha posterior a dichos escritos; 

Il. Los anteriores respecto de los cuales, protestando 
decir verdad, asevere la parte que los presente no haber 
tenido antes conocimiento de su existencia; 

TIL. Los que no haya sido posible adquirir con 
anterioridad por causas que no sean imputables a la parte 


interesada, y siempre que haya hecho oportunamente la 
designación expresa en los términos de lo dispuesto en el 
presente Código Nacional; 

IV. Los documentos que sirvan de pruebas contra 
excepciones alegadas o contra acciones en lo principal o 
reconvencional, y 

V. Los que se ofrezcan para la impugnación de 


pruebas de la contraria. 


Admisión de documentos después de la 
contestación de la demanda 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


se pueden admitir documentos después de presentada 

la demanda y la contestación en un proceso. Su 
propósito es regular y limitar la presentación de nuevos 
documentos en etapas avanzadas del proceso. 


E artículo 246 establece las condiciones bajo las cuales 
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I.- Restricción basada en la fecha de los documentos 
presentados después de la demanda y la contestación. 


Se especifica que los documentos que se presenten 
después de la demanda y la contestación deben ser de fecha 
posterior a la presentación de dichos escritos iniciales. 

El propósito de esta restricción es evitar que las partes 
presenten documentos que hayan sido preparados con 
anticipación, o que hayan estado en su poder antes de que se 
inicie el proceso. 


11.- Excepción que permite la presentación de documentos 
anteriores si la parte afirma no haber tenido conocimiento 
previo de su existencia. 


En este punto, se contempla la posibilidad de admitir 
documentos que son anteriores a la demanda y la contestación 
si la parte que los presenta afirma, bajo protesta de decir 
verdad, que no tenía conocimiento previo de su existencia. 
Esto implica que si una parte descubre la existencia de 
un documento anterior, después de haberse presentado la 
demanda y la contestación, puede presentarlo como prueba, 
siempre y cuando proteste no haber tenido conocimiento de 
su existencia antes. 

El propósito de esta excepción es permitir que las partes 
presenten documentos relevantes para el caso, incluso si 
fueron descubiertos después de la etapa inicial del proceso, 
sobre todo cuando la parte no tuvo acceso o conocimiento 
de la existencia del documento en cuestión hasta después de 
haber presentado la demanda y la contestación. 
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TIIL.- Condiciones para admitir documentos que no se 
pudieron adquirir previamente por causas no imputables 
a la parte interesada. 


En este punto, se contempla la admisión de documentos 
que no hayan sido posible adquirir con anterioridad debido 
a Causas que no sean imputables a la parte interesada. Sin 
embargo, para que estos documentos sean admitidos, la 
parte interesada debe haber hecho una designación expresa 
y oportuna en los términos establecidos en el mismo código. 

Esta disposición reconoce que pueden existir 
circunstancias fuera del control de las partes que les impidan 
adquirir ciertos documentos antes de la demanda y la 
contestación, como dificultades logísticas, problemas de 
acceso a la información, entre otros. Por lo tanto, se permite 
la admisión de documentos que no hayan sido adquiridos 
previamente debido a estas causas. 

Sin embargo, para evitar abusos o manipulaciones del 
proceso, se exige que la parte interesada haga una designación 
expresa y oportuna de estos documentos en los términos 
establecidos en el código. Esto garantiza que la admisión 
de estos documentos esté sujeta a ciertas condiciones y 
procedimientos, preservando así la integridad del proceso y 
el derecho a una defensa adecuada de las partes involucradas. 
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IV.- Admisión de documentos que funcionen como 
pruebas contra excepciones o acciones presentadas por la 
contraparte. 


En este punto, se permite la admisión de documentos 
que sirvan como pruebas contra excepciones alegadas o 
contra acciones en lo principal o reconvencional. Esto 
significa que si una de las partes presenta excepciones o 
acciones adicionales durante el proceso, puede ofrecer 
documentos como pruebas para respaldar sus argumentos. 

Por ejemplo, si una parte presenta una excepción o 
defensa adicional durante el proceso, como la prescripción 
de la acción o la existencia de un acuerdo entre las partes, 
puede ofrecer documentos que respalden sus afirmaciones. 
Del mismo modo, si una parte presenta una acción 
reconvencional, también puede ofrecer documentos como 
pruebas en apoyo a su reclamación. 

El propósito de esta disposición es garantizar que 
las partes tengan la oportunidad de presentar todos los 
documentos relevantes para su caso, incluso después de 
la demanda y la contestación, siempre y cuando estén 
relacionados con las excepciones alegadas o las acciones 
adicionales presentadas durante el proceso. 


V.- Admisión de documentos presentados para impugnar 
las pruebas presentadas por la contraparte. 


En este punto, se permite la admisión de documentos 
que se presenten específicamente para impugnar las pruebas 
presentadas por la contraparte. Esto significa que si una 
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parte considera que las pruebas presentadas por la otra parte 
son incorrectas, incompletas o insuficientes, puede ofrecer 
documentos adicionales para impugnar esas pruebas y 
respaldar su posición. 

Por ejemplo, si una parte presenta documentos 
como prueba de un contrato, la otra parte puede ofrecer 
documentos adicionales que contradigan o refuten la 
validez de ese contrato. De esta manera, se permite que 
las partes presenten una variedad de pruebas para apoyar o 
impugnar las afirmaciones de la otra parte, contribuyendo 
así a la clarificación de los hechos y al esclarecimiento de la 
controversia en el proceso. 

El propósito de esta disposición es garantizar la igualdad 
de armas entre las partes y promover un proceso justo y 
equitativo. Permite que cada parte tenga la oportunidad 
de cuestionar y refutar las pruebas presentadas por la otra 
parte, asegurando así que el juicio se base en una evaluación 
completa de todas las pruebas pertinentes disponibles. 
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Naturaleza y alcances de la ausencia y presunción 
de muerte. Especial referencia al Estado 
de Guanajuato, sobre el procedimiento de 
declaración especial de ausencia. 


Magistrado Roberto Ávila García. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ac-Cla de este compendio 
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Prevención 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


a prevención en materia laboral es una figura que 
pretende salvaguardar los derechos de los trabajadores 


dentro del juicio laboral, en atención al principio de 

tutela procesal; sin que tal situación rompa la imparcialidad 
jurisdiccional, pues aquella se debe acotar a señalar los 
puntos respecto de los cuales no existe claridad en la 
demanda, ya sea por contradicciones o por omisiones, para 
que sea el propio trabajador quien regularice su demanda. 

Cabe señalar que la tarea de prevenir al trabajador se 
confiere al secretario instructor, al ser éste el encargado de 
tramitar la fase escrita del procedimiento. 

Esta figura se encuentra contemplada en el artículo 
873 de la ley federal del trabajo, la cual concede un plazo 
de tres días al trabajador para que subsane las irregularidades 
advertidas por el tribunal, siempre que se trate de las 
prestaciones o hechos en los cuales el trabajador pretende 
sustentar su demanda. 

El citado artículo apercibe al trabajador de que, en caso 
de no subsanar su demanda, esta se subsanará de oficio por 
el tribunal, con base en el material probatorio que hubiere 
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acompañado a su demanda y de conformidad con las normas 
del trabajo. No obstante, existen cuestiones que son material 
o jurídicamente imposibles de subsanarse, siendo el caso de 
la documentación indispensable para la tramitación de un 
juicio, como lo es la constancia de no conciliación, la cual, 
a raíz de la reforma en materia laboral del año 2019, es un 
requisito indispensable para acudir a juicio (salvedad de 
los casos exentos que establece el artículo 685 ter de la ley 
federal del trabajo). 

Es entonces que la prevención en materia laboral reviste 
una importancia preponderante, al grado que su omisión 
puede constituir una violación procesal que afecte las 
defensas del quejoso y trascienda al resultado del fallo. Un 
ejemplo de ello se da cuando se reclama un riesgo de trabajo, 
pues en caso de que no se establezcan con precisión, en el 
escrito de demanda, los hechos en que el trabajador sostiene 
su acción, o bien lo hace de forma deficiente, el tribunal se 
encuentra obligado a prevenirlo, de lo contrario, se actualiza 


una violación procesal que puede trascender al resultado del 
fallo.' 


1 Jurisprudencia 2a./J. 59/2007, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, visible en la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, página 894, con registro digital 
172526, derubro “ENFERMEDAD PROFESIONAL.LAOMISIÓNDE LAAUTORIDAD 
DE REQUERIR AL TRABAJADOR PARA QUE PRECISE EN SU DEMANDA 
LAS ACTIVIDADES DESEMPEÑADAS, LA EMPRESA O ESTABLECIMIENTO 
Y EL TIEMPO EN QUE LAS DESARROLLÓ, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
PROCESAL QUE DA LUGAR A LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.” 
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Prevención 
Artículo 21. Las instituciones de seguridad pública de 
los tres órdenes de gobierno se coordinarán a través 
del Centro Nacional de Prevención y Participación 
Ciudadana del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública para: 

Realizar estudios sobre las causas estructurales, 
distribución  geodelictiva, estadísticas, tendencias 
históricas y patrones de comportamiento que permitan 
actualizar y perfeccionar la investigación para la 
prevención de los delitos sancionados en esta Ley; 

Obtener, procesar e interpretar la información 
geodelictiva por medio del análisis de los factores que 
generan las conductas antisociales previstas en esta Ley 
con la finalidad de identificar las zonas, sectores y grupos 


de alto riesgo, así como sus correlativos factores de 
protección; 
Suministrar e intercambiar la información obtenida 


mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos 
respectivos; 

Llevar a cabo campañas orientadas a prevenir y 
evitar los factores y causas que originan el fenómeno 
delictivo sancionado en esta Ley, así como difundir su 
contenido; 

Establecer relaciones de colaboración con las 
autoridades competentes, así como con las organizaciones 
sociales privadas con el objetivo de orientar a la sociedad 
en las medidas que debe adoptar para prevenir los delitos 
establecidos en esta Ley; 
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Establecer y, en su caso, conforme a la legislación 
correspondiente, colaborar con el registro e identificación 
ante los órganos de seguridad pública, de escoltas 


privadas o personales que no pertenezcan a ninguna 
empresa privada de seguridad, y 

Observar las demás obligaciones establecidas en 
otros ordenamientos. 


La prevención del secuestro. De la formación 
de un banco de información hasta las medidas 
anticrimen 
Comentarios 


Juez Dr. Gilberto Martiñón Cano 
L- La planeación y ejecución de las medidas antisecuestro 
Los encargados 


os obligados de planificar y ejecutar las medidas 

políticas antisecuestro son el personal de las 

instituciones de seguridad pública de los tres órdenes 
de gobierno y, para su armonía como sintonía operativa, 
existe el centro nacional de prevención y participación 
ciudadana del secretariado ejecutivo del sistema nacional de 
seguridad pública. 
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La autoridad concentradora 


Dicho centro tiene, entre sus funciones, la de 
concentrar la política criminal antisecuestro, que en 
individual deben realizar las autoridades de la federación, 
estados y municipios. ' 


La política criminal antisecuestro 


La prevención es la primera barrera contra el delito y, 
acorde al diccionario panhispánico, significa preparar o 
disponer para un fin, precaver o defender de un daño, prever 
un daño, advertir con antelación a alguien de algo y dicho 
de un reglamento, establecer u ordenar? 


1 El centro nacional de prevención y participación ciudadana del secretariado 
ejecutivo del sistema nacional de seguridad nacional es un órgano administrativo 
desconcentrado de la secretaría de gobernación, con autonomía técnica, de gestión 
y presupuestal, regulado por la ley general del sistema nacional de seguridad 
pública a fin de diseñar las estrategias de seguridad ciudadana, cohesión social y 
ciudades seguras. Su organización se estructura con la siguientes dependencias: 
centro nacional de información, centro nacional de prevención del delito y 
participación ciudadana, centro nacional de certificación y acreditación; oficina del 
secretario ejecutivo, secretaría ejecutiva adjunta, centro nacional de información, 
centro nacional de prevención del delito y participación ciudadana, centro nacional 
de certificación y acreditación, dirección general de vinculación y seguimiento, 
dirección general de planeación, dirección general de apoyo técnico, dirección 
general de coordinación operativa, dirección general del registro público vehicular, 
dirección general de asuntos jurídicos, dirección general de administración y 
órgano interno de control. Vid. in extenso https://www.dof.gob.mx/nota_detalle _ 
popup.php?codigo=5256877+:-:text=QueY%20el%20Centro%20Nacional%20 
de,implementados%20por%20las%20Instituciones%20de, Consultado el día 28 de 
mayo de 2024. 


2 Real academia de la lengua española: Prevenir(se). En Diccionario panhispánico 
de dudas. En https://www.rae.es/dpd/prevenir. Consultado el 27 de mayo de 2024. 
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Así que la prevención del secuestro implica instar las 
medidas necesarias para evitarlo o al menos reducirlo, lo 
que involucra un tema de política criminal, entendida como 
el conjunto de estrategias y medidas que los Estados deben 
desarrollar para prevenir y controlar el delito. 

Para llegar a ellas, el primer escalón, es la construcción 
de un banco de datos con información veraz y útil, que 
explique el hecho delictivo. 
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M.- La construcción de una base de datos como 
presupuesto de las medidas antidelito 


ara estar en posibilidad de diseñar medidas contra 

cualquier delito, racionalmente se debe: Recaudar 

información, analizar los datos recopilados y, como 
penúltimo paso previo a la ejecución, diseñar las estrategias 
específicas para combatir la conducta antisocial. 

Seis pasos que contienen varias acciones a fin de 
construir una metodología ordenada y ordenadora eficaz para 
la construcción de un banco de información.? 


3 Cfr. Ratcliffe, Jerry H.: Intelligence-Led Policing. Willan Publishing. Reino Unido. 
2008; p. 12. Clarke, Ronald V.: Situational Crime Prevention: Successful Case 
Studies. Harrow and Heston. Estados Unidos. 1997; p. 5. Goldstein, Herman: 
Problem-Oriented Policing. McGraw-Hill. Estados Unidos. 1990; p. 45. National 
Highway Traffic Safety Administration (NHTSA) y Bureau of Justice Assistance 
(BJA): Data-Driven Approaches to Crime and Traffic Safety Operational Guidelines. 
NHTSA. Estados Unidos. 2009; p. 22. Cornish, Derek B.: The Procedural Analysis 
of Offending and its Relevance for Situational Prevention. Crime Prevention Studies, 
Vol. 3. Criminal Justice Press. Estados Unidos. 1994; p. 16. Cohen, Lawrence E. € 
Felson, Marcus: Social Change and Crime Rate Trends: A Routine Activity Approach. 
American Sociological Review, Vol. 44, No. 4. American Sociological Association. 
Estados Unidos. 1979; p. 593. 
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2.- Centralización 
y almacenamiento. 


Este proceso inicia con la 
obtención de datos de 
diversas fuentes, incluyendo 
causas judiciales, 
investigaciones fiscales, 
reportes de agencias de 
seguridad e indagaciones 
policiales. 


Los datos recabados se 
organizan meticulosamente 
para facilitar su acceso y 
consulta, incluyendo detalles 
del delito, perfiles de 
delincuentes y víctimas, 
modus operandi, ubicación 


geográfica y resultados de 
los casos. 


La información se centraliza 
en una base de datos 
nacional, administrada por 
el centro nacional de 
información, parte del 
secretariado ejecutivo del 
sistema nacional de 
seguridad pública. 


Esta base de datos se 
caracteriza por su alta 
seguridad y 
confidencialidad, 
implementando medidas de 
protección robustas para 
salvaguardar la información 
y prevenir accesos no 
autorizados. 


3.- Análisis de 
datos. 


4.- Desarrollo 
de políticas. 


Mediante el uso de técnicas 
avanzadas de análisis 
estadístico, minería de 
datos, análisis geoespacial y 
modelado predictivo, se 
identifican patrones y 
tendencias en la actividad 
delictiva. Esto permite la 
creación de perfiles 
criminológicos detallados y 
la identificación de factores 
de riesgo y vulnerabilidad. 


Los datos obtenidos se 
traducen en estrategias y 
políticas enfocadas en la 
prevención, investigación, 
persecución y sanción del 
delito, complementadas con 
programas de capacitación 
para las fuerzas de 
seguridad y otras 
autoridades involucradas, 
fortaleciendo así la 
colaboración 
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5.- Evaluación y 
retroalimentación. 


El banco de información se 
mantiene actualizado con 
datos de casos recientes, 
mientras que las políticas 
implementadas son 
monitoreadas continuamente 
para evaluar su efectividad y 
realizar los ajustes 
necesarios. 
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6.- Participación 
ciudadana y 
transparencia. 


El banco de información se 
mantiene actualizado con 
datos de casos recientes, 
mientras que las políticas 
implementadas son 
monitoreadas continuamente 
para evaluar su efectividad y 
realizar los ajustes 
necesarios. 
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TI.- La recolección de información descifradora del 
secuestro 


l camino que se recorre, al menos uno con metodología 

que aspira al éxito y que se separa de las puntadas, 

inicia con la construcción de un banco de información 
como insumo necesario para el paso definitivo que es la 
implementación de las medidas efectivas antisecuestro.* 


1.- El objeto de la búsqueda: El modus operandi, 
los protagonistas y la estructura de las bandas de 
secuestradores. 


La ley precisa la manera de armar el banco de 
información  antisecuestro, descubriendo sus causas 
estructurales, su distribución geodelictiva, las estadísticas, las 
tendencias históricas y los patrones de comportamiento. 

Mas, esos rubros, vistos en términos genéricos, implican 
una amplia información que pueden contener muchos datos 
que resulte en una revoltura que puede conducir a medidas 
ineficaces. 


4 Las medidas antisecuestro deben seguir el método científico de lo contrario, como 
lo precisa Ripolles para el contexto del legislador español, pero es válido para todos 
los supuestos de improvisación o feria de las ocurrencias. “(...) La política criminal 
(...) se construye hoy en día, a salvo algunas excepciones, sobre una amalgama de 
intereses coyunturales y oportunismo político, emociones pertinaces, protagonismos 
indebidos, percepciones sociales irreales, desconfianza interinstitucional, descrédito 
del conocimiento experto y desconsideración satisfecha de aproximaciones 
empíricas, y progresivo abandono de principios y valores de salvaguardia de los 
derechos individuales (...).” Díez Ripollés, José Luis: Prologo. Del libro la toma de 
decisiones en política criminal de Becerra Muñoz, José. Tirant lo Blanch. Valencia, 
España. 2012; p. 13. 
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Adicionalmente las medidas deben ser ad hoc para el 
delito que se pretende controlar; pues es ineficaz sostener 
causas genéricas tal como afirmar que las causas estructurales 
del secuestro son la desigualdad económica, pobreza, 
desempleo, falta de oportunidades, desigualdad social, 
exclusión social, violencia, inseguridad, desintegración 
familiar y social, etc., etc. . Y claro que son causas que 
influyen para que existan secuestros, pero también lo son de 
otros delitos por no decir que son comunes a todos. 

De ahí que sea necesario evitar la desviación de efecto 
mariposa y llegar a extremos como afirmar que el daño en 
la capa de ozono y la falta de paz mundial son causales del 
secuestro. 

Para poder diseñar políticas antisecuestro eficaces 
se debe atender a sus causas concretas e información 
particularizada de las entrañas de este delito, por lo que, 
a fin de ordenar las ideas se seleccionan tres elementos 
organizadores: el modus operandi, los protagonistas del 
delito y la estructura criminal de las bandas. 


El modus operandi de los secuestradores 


Una aproximación de la forma de operar de los 
secuestradores es:? 


5 Cfr. Martiñón Cano, Gilberto: El delito de secuestro Tirant Lo Blanch, Valencia, 
España. 2010; pp. 42 y 43. 
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1.- Selección de la víctima. El secuestro inicia con la 
búsqueda de dos personas. Un rehén o persona adecuada 
por su facilidad de ser privada de su libertad y, otra, persona 
capaz de cumplir la condición requerida para la liberación 
del primero. 

2.- El acecho. Una vez localizada a la víctima, los 
secuestradores estudian cómo, cuándo y dónde detener al 
rehén, haciendo un cálculo de riesgos con el que definen su 
plan criminal. 

3.- La aprehensión. Asumido el riesgo que implica 
la captura del rehén y decididos a cometer el delito, los 
secuestradores proceden a privar de la libertad a la víctima. 

4.- El claustro. Detenido el rehén y vencida su 
resistencia, se le enclaustra en un sitio pretendidamente 
seguro, que no sea visto y que no pueda escapar. 

5.- La extorsión. Una vez enclaustrado el rehén, los 
secuestradores, hacen contacto con quien van a extorsionar, 
imponiéndole sus condiciones, a cambio de la libertad del 
secuestrado. 

6.- La negociación. Es la etapa en la que se busca 
un arreglo entre lo que aspiran los secuestradores y lo que 
pueden dar o hacer los extorsionados. 

7.- El cumplimiento de la condición. Una vez que 
los secuestradores convienen con los extorsionados, se da 
cumplimiento a la condición. 

S.- La liberación del rehén. Satisfecha la condición 
exigida por los secuestradores, en ocasiones, proceden a 
liberar al prisionero. 


569 


Prevención 


Prevención 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los protagonistas de los secuestros 


En los secuestros intervienen: El (los) extorsionador 
(es), el (los) rehén (es) y el (los) extorsionado (s). 

1.- Él (los) rehén(es). Es la persona privada de su 
libertad utilizada como mercancía, con la finalidad de obtener 
una contraprestación. 

2.- El (los) extorsionador (es). Se refiere a la persona 
que, dentro del grupo de secuestradores, se encarga de exigir 
el cumplimiento de una condición a fin de la liberación del 
rehén. 

3.- El (los) extorsionado (s). Es la persona que tiene un 
vínculo con el rehén y a quien los secuestradores le exigen 
que satisfaga la condición a cambio de la liberación del rehén. 


Estructura criminal de las 
bandas de secuestradores 


Cuando el secuestro se comete en grupo, lo que 
acontece en la mayoría de los casos al grado que es un 
delito prototípico que cometen las bandas delincuenciales y 
en muchas ocasiones tiene una organización comparable al 
juego de ajedrez; lo que auxilia en la diferenciación del autor 
con el resto de los partícipes.* 

1.- El rey. Generalmente recae en una sola persona, que 
dirige las acciones diseñando el plan delictivo y haciendo las 
negociaciones. 

2.- Los caballos. Usualmente se trata de varias personas 
que tienen la función de aprehender al rehén. 


6 Cfr. Martiñón Cano, Gilberto: El delito de secuestro..., p. 44. 
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3.- Los peones. Es la persona o grupo de personas 
que se encargan de custodiar y vigilan al rehén, cuando se 
encuentra en el claustro. 

4.- La torre. Recae en la persona que cuida al rehén en 
los casos de niños (as). 


2.- Causas estructurales. 


Las causas estructurales del delito son los factores 
subyacentes y sistemáticos dentro de una sociedad que crean 
condiciones propicias para la criminalidad.” 

Dentro de esos factores subyacentes hay diferentes 
teorías sobre las causas del delito y que, entre otras, se pueden 
agrupar en dos grandes enfoques: biológicos y sociológicos 
y, afines a ellos existen varias subteorías. * 

Las posturas biológicas, con algunas variantes, en 
general precisan que existe un determinismo por lo que el 
hombre no tiene libre albedrio, sino que nace delincuente. 
Mientras la postura sociológica señala que existe el libre 
albedrio y que las personas delinquen a razón de determinadas 
causas estructurales. 


7 Cfr. Merton, Robert K.: Social Theory and Social Structure. The Free Press. 
Estados Unidos. 1968; p. 185. 


8 Cfr. Scottish Centre for Crime and Justice Research (SCCJR): Causes of Crime. 
En SCCJR-Causes-of-Crime.pdf. Scottish Centre for Crime and Justice Research. 
Reino Unido. Glasgow. 2024; pp. 1-ss. Chávez Bermúdez, Brenda Fabiola; Flores 
Fernández, Zitlally: Riesgos para las mujeres en los procesos migratorios. En la 
voz de las mujeres científicas. Coordinadores: Beatriz Gutiérrez Mueller, Angélica 
Mendieta Ramírez Tirant lo Blanch. México. 2023; pp. 1 y ss. Haciendo la precisión 
de que, salvo el primer autor, el análisis realizado fue para la migración clandestina. 
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La última tesis aparece con más y mejores argumentos 
sencillamente porque a la fecha está superado (o debe 
estar) el tema de la existencia del libre albedrio y, 
consecuentemente, afiliados a esa concepción, a fin de crear 
un banco de información, cada secuestro que se descubra 
debe identificarse el móvil y clasificarlo en: 


Tipo de secuestro 


Obtención de un Secuestro financiero 
beneficio económico 


Venganza Secuestro por vindicta 
Conseguir un beneficio Secuestro político 
no directamente económico 


3.- Distribución geodelictiva 


La distribución geodelictiva es la ubicación y dispersión 
territorial del secuestro en una determinada área. 

Implica ubicar los lugares donde se comete la privación 
de libertad del rehén, los sitios por donde lo trasladan al lugar 
del claustro, el sitio del encierro, el espacio donde se hace la 
extorsión y el lugar donde se entrega el rescate (en caso de 
que no se haga por métodos digitales).? 


9 La distribución geodelictiva se refiere al estudio de cómo se distribuyen los delitos 
en el espacio y en el tiempo. Este análisis utiliza herramientas como los Sistemas 
de Información Geográfica (SIG) para mapear y analizar los patrones espaciales de 
los delitos. En el texto Spatial distribution and developmental trajectories of crime 
versus crime severity se analiza cómo se distribuyen espacialmente los delitos y 
su severidad en Toronto, utilizando índices de severidad delictiva y datos de la 
policía local para identificar y comparar puntos críticos de delitos y de daño. Cfr. 
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Identificados estos puntos, la distribución geodelictiva 
permite planificar estrategias de prevención y controles 
efectivos. 


4.- Estadísticas y tendencias históricas. 


La estadística es una rama de las matemáticas que 
se ocupa de la recopilación, análisis, interpretación, 
presentación y organización de datos, que se utiliza para 
describir y entender fenómenos observados en la realidad a 
través de datos cuantitativos. 

En el contexto del secuestro la estadística permite 
identificar patrones del modus operandi de los protagonistas 
y la estructura de la banda criminal. 

Mientras, las tendencias históricas, se refieren a los 
cambios y patrones que ocurren a lo largo del tiempo en 
un conjunto de datos, permitiendo identificar aumentos, 
disminuciones o periodos de estabilidad. 


Harinam, V., Bavcevic, Z., 8 Ariel, B. (2022). Spatial distribution and developmental 
trajectories of crime versus crime severity: Do not abandon the count-based model 
just yet. Crime Science, 11(14). https://doi.org/10.1186/540163-022-00176-x. 

De forma similar en la publicación A systematic review on spatial crime forecasting, 
se hizo una revisión sistemática evalúa el estado actual de la predicción del crimen 
con un enfoque en el análisis espacial y temporal. Se destacan métodos como la 
regresión espacial y la estimación de densidad de Kernel (KDE), que son cruciales 
para la predicción y análisis de puntos críticos de delitos. Cfr. Kounadi, Ourania; 
Ristea, Alina; Araujo Jr, Adelson; Leitner, Michael: A systematic review on spatial 
crime forecasting. En Crime Science. BMC. Austria. 2020; p. 2. 
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5.- Patrones de comportamiento. 


Estudiar los patrones de comportamiento de los 
delincuentes permite identificar métodos comunes de 
operación, perfiles de los secuestradores, y las circunstancias 
bajo las cuales se cometen estos delitos.!% 

Los jugadores de ajedrez, cuando conocen a su rival, 
predicen sus movimientos a fin de ganar la partida. Algo 
similar acontece con los patrones de conocimiento pues 
permite identificar quien cometió el secuestro, pronosticar 
como actuarán y prever su futura operación.'' 


10 “(...) Puedo adivinar en un momento lo que se oculta detrás de las posiciones y que 
es lo que puede ocurrir o lo que va a ocurrir. Otros maestros tienen que hacer análisis 
para obtener algunos resultados, mientras a mí me bastan unos instantes (...).” 
Capablanca, José Raúl: Frases célebres. https://www.ajedrezeureka.com/frases- 
celebres-jose-raul-capablanca/HH:-:text=%C2%ABPuedo%20adivinar%20en%20 
un%20momento,m%C3%AD%20me%20bastan%20unos%20instantes%C2%BB. 
Consultado el 6 de junio de 2024. 


1 


_ 


Ejemplos de estadísticas y tendencias históricas del delito de secuestro constan, a 
manera de ejemplos, en los textos: 
— Ochoa (2012) que analiza las tendencias del secuestro en la Ciudad de México, 
— Wilson (1994) que discute los secuestros históricos de negros libres en Estados 
Unidos entre 1780 y 1865. 
— Newton (2002) que proporciona una visión general del secuestro a lo largo de la 
historia. 
Como también hay plataformas como: 
— Cambridge Core donde se examina las políticas británicas sobre el secuestro, 
enfocándose en la respuesta del estado y las negociaciones con terroristas. 
— SpringerLink en cuya base de datos se pueden encontrar estudios específicos 
sobre secuestros en diversas regiones y periodos. Entre ellos el análisis de los 
secuestros en Londres entre 2006 y 2011 detallando la naturaleza de estos delitos, 
incluyendo información sobre los delincuentes, las víctimas, los motivos, y los 
niveles de violencia utilizados. 
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6.- Actualización y perfeccionamiento de la investigación. 


El fenómeno criminal cambia periódicamente, de 
donde se sigue que la estrategia antisecuestro debe ser 
actual para combatir modalidades presentes, lo que exige un 
perfeccionamiento constante. 

Dicha actualización implica utilizar nuevas tecnologías 
que también envejecen rápidamente, lo que evidencia que 
se trata de una carrera en la que el esfuerzo debe ser para 
alcanzar lo mejor y lo más efectivo.'? 

De tal suerte, el banco de información antisecuestros, 
por cuestión de método, debe prever fechas concretas de 
revisión sumado a la obligación de incorporar los temas 
novedosos de forma inmediata, una vez que se tenga la 
información. 


— JSTOR que tiene una sección sobre el secuestro en perspectiva histórica (1970- 
2013) proporciona un análisis detallado de la frecuencia de los secuestros 
perpetrados por organizaciones terroristas durante este periodo. Este recurso es 
útil para entender cómo ha cambiado el número de incidentes a lo largo del tiempo 
y qué factores han influido en estas tendencias. 

— Australian Institute of Criminology que es una fuente que ofrece datos específicos 
sobre el secuestro en Australia, detallando cómo las tasas de secuestro/abducción 
han variado entre 1995 y 2004. Este tipo de análisis puede proporcionar un contexto 
comparativo útil para entender las tendencias globales del secuestro. 

En dichos textos y plataformas digitales constan estadísticas y tendencias históricas 
del delito de secuestro, permitiendo comprender mejor cómo ha evolucionado este 
delito y qué factores pueden estar influyendo en sus patrones actuales. 


12 Al día de hoy, entre otras tecnologías, se utiliza: análisis de big data e inteligencia 
artificial, drones y vigilancia aérea, reconocimiento facial y biométrico, rastreo y 
localización GPS, forense digital y ciberseguridad Vid in extenso Purdue Global: 
“The Growing Role of Technology in the Criminal Justice Field”. Purdue Global, 
Estados Unidos, 2018. TechEconomy.ng: “Leveraging Technology to Combat 
the Kidnapping Epidemic in Nigeria”. TechEconomy, Nigeria, 2024. PLOS ONE: 
“Operations research and analytics to combat human trafficking: A systematic 
review of academic literature”. PLOS ONE, Estados Unidos, 2022. 
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1. Información general 


Nombre del responsable de la elaboración 


Fecha de elaboración 


Fecha de la última actualización 


Región analizada 


2. Modus Operandi de los secuestradores 


Selección de la Perfil 
víctima Método de 
selección 
Acecho Duración 
Ubicaciones 
comunes 
Aprehensión Lugares frecuentes 
Método 
Claustro Sitios de detención 
Condiciones 
Extorsión Métodos de 
contacto 
Demandas 
comunes 
Negociación Duración 
Estrategias 
Cumplimiento de la Procedimientos 
condición 
Liberación del rehén Métodos 
3. Protagonistas del secuestro 
Rehén(es) Perfil 
Extorsionador(es) Perfil 
Número 
Extorsionado(s) Perfil 
4. Estructura Criminal 
Organización y roles El rey Función 
Los caballos Función 
Los peones Función 
La torre Función 
5. Distribución geo delictiva 
Áreas de alta Municipios Características Tendencia 
Incidencia geográficas 
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6. Medidas preventiva concreta para evitar la repetición del delito 
Adopción de | Tecnologías Drones 
tecnologías utilizadas Software de 

análisis de datos 
Equipos de 
intercepción de 
comunicaciones 
Mejora de técnicas Métodos de Análisis forense 
de investigación investigación Inteligencia 
actualizados artificial 
Perfilación 
criminal 
Capacitación 
continua 
Colaboración Alianzas Con otras agencias 
interinstitucional estratégicas de seguridad 
Con 
organizaciones 
internacionales 
Intercambio de 
información 
Monitoreo y | Indicadores clave | Tasa de rescate de 
evaluación de | de desempeño | víctimas 
resultados (KPI) Reducción de 
incidencias de 
secuestro 
Eficiencia en las 
negociaciones 
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TIL- Centralización, almacenamiento, análisis de datos y 
diseño de política criminal antisecuestro. 


a fuente primaria de información, son las sentencias 

definitivas de los juzgados penales, que por su esencia 

jurídica tiene la declaración formal de existencia del 
delito. 

Sin descartar otras informaciones como denuncias, notas 
periodísticas o cualquier otra más. En cuyo caso, se deberá 
considerar probables secuestros con fuerza secundaria, a las 
que se generen del secuestro probado, para construir medidas 
de política criminal. 

Luego de obtener información, se procesa y clasifica; 
lo que permite ubicar los patrones de riesgo que a su vez 
sirven para realizar una prognosis de potenciales rehenes, 
lugares donde se pueda dar la privación de libertad y lugar 
del claustro del rehén. 

Los datos deben arrojar información que permitan 
visualizar la distribución del delito de secuestro en zonas 
concretas, como analizar las tendencias en un determinado 
tiempo. 

La identificación de dichas zonas permitirá enfocar los 
esfuerzos de prevención de manera efectiva, implementando 
medidas de seguridad específicas y adaptadas a las 
necesidades de cada área. 

Construido el banco de datos, su información servirá 
de base para la toma de decisiones que idealmente debe 
ser aplicando una metodología conforme a las teorías tanto 
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de organización como de la administración y las materias 
relacionadas con el gerencialismo científico, que lleve a un 
modelo decisor racional.'* 


Prevención 


13 Cfr. Becerra Muñoz, José: La toma de decisiones en política criminal. Tirant lo 
Blanch. Valencia España. 2012; p. 263. 
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IV.- Compartir información 


a Información recaudada y analizada como las 

políticas criminales diseñadas, salgan de donde salgan, 

se deben compartir al resto de las autoridades para que 
las buenas prácticas que produzcan resultados eficientes, se 
implementen en todos lados. 

La ley no dice en qué momento se debe compartir la 
información, ni que información se debe compartir; más 
lógicamente lo que se debe compartir son los resultados de 
la investigación, es decir las políticas criminales específicas. 
Una postura en contrario implica remitir trabajos incompletos 
y potencialmente inútiles para efectos preventivos. '* 


14 Vid. in extenso cometarios al articulo 22 de la ley para prevenir y erradicar los 
delitos de secuestro. 
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V.- Campañas de prevención. 


a cultura de la prevención del delito en general y en 

particular sobre los riesgos del secuestro sumado 

a la colaboración social, fortalecen la estrategia de 
seguridad. 

Fomentar la cultura de apoyo social contra el delito, 
definitivamente lo controla y crea una atmosfera de seguridad 
en la colectividad. 

Cabe citar que hace algunos ayeres, una joven fue 
privada de su libertad subiéndola a un vehículo, contra su 
voluntad, afuera de su escuela. Lo que fue advertido por 
sus compañeros quienes de inmediato acudieron a su apoyo 
mientras otro coche se cruzó en el camino de los atracantes, 
frustrando su proyecto criminal.'* 

Evidencia de que la sociedad cooperativa auxilia a la 
campaña antisecuestro, lo que debe publicitarse evidenciando 
un triunfo educativo de la solidaridad social. 


15 Caso acontecido en los ochentas, en Salvatierra Guanajuato, México. Cito de 
memoria. 
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VI.- Colaboración multisectorial: Un enfoque integral 
contra el secuestro 


na estrategia esencial antisecuestro es la colaboración 
multisectorial entre instituciones de seguridad pública 
y particulares como ONGs, asociaciones vecinales, 
grupos de apoyo a víctimas, empresas etc. 
Lo que implica que la sociedad tiene la facultad de 
supervisar las medidas de política criminal procediendo a 
calificarlas, aprobándolas o desechándolas. 
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VI1.- Regulación de escoltas privadas 


a ley federal de seguridad privada regula la prestación 

de ese tipo de servicios cuando estos se presten en 

dos o más entidades federativas, su infraestructura, su 
equipo y sus instalaciones. 

Adicionalmente, la ley antisecuestro impone la 
obligación a escoltas privadas a que estén registrados e 
identificados ante los órganos de seguridad pública. 

Este sistema de registro ubica a quienes están 
acostumbrados a las armas y al ambiente de riesgo, 
materialmente funcionando tanto como control de membresía 
de personas que pueden ser apoyo antisecuestro como para 
ubicar a potenciales secuestradores.'* 


16 Existen varios ejemplos en periódicos que informan de personas que fueron 
escoltas privados que además eran secuestradores. Solo por mencionar dos casos 
el de los escoltas de un gobernador en Michoacán Vid. in extenso Infobae: Dieron 
50 años de prisión a exescoltas de Silvano Aureoles por secuestro de un joven. En 
https://www.infobae.com/america/mexico/2022/12/28/dieron-50-anos-de-prision- 
a-exescoltas-de-silvano-aureoles-por-secuestro-de-un-joven/. Consultado el 5 de 
junio de 2024. O el caso de las escoltas de una precandidata a la gobernatura 
de Veracruz. Vid. in extenso Excelsior: Capturan a escolta de Margarita Arellanes 
por secuestro. En https://www.excelsior.com.mx/nacional/2015/01/18/1003216. 
Consultado el 5 de junio de 2024. 
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VIHL.- Adherencia a obligaciones legales complementarias 


a ley establece una norma pleonasmo, pues dispone 

que las autoridades encargadas de la seguridad, además 

de cumplir con la ley antisecuestro, deben cumplir con 
todas la gama de leyes que los involucre. 

Es un pronunciamiento ocioso pues, aunque no lo dijera 
existe la obligación ya que toda autoridad debe estar ceñida 
al sistema jurídico completo, no solo a una ley. 

Un tema que no toca la ley es la manera de solventar 
potenciales problemas de colisión de normas, dado el 
complejo entramado legal en el que se involucran como el 
código de procedimientos penales, legislaciones en las áreas 
de protección de derechos humanos, protección de datos 
personales, secreto bancario, administración de justicia y 
seguridad pública por mencionar algunas. 

Esa convivencia legal acarrea la posibilidad de que 
todas las leyes caminen en el mismo sentido, pero también 
que choquen. 

Colisión que es probable pues la recaudación de 
información antisecuestro puede invadir esferas de derechos 
que protegen otras leyes, por decir, algo a manera de ejemplo, 
intervenciones telefónicas o invadir temas de secreto 
profesional o protección de datos personales. 

Las preguntas ¿qué tipo de información debe contener el 
banco de datos de la política criminal antisecuestro? y ¿puede 
haber medidas intrusivas no autorizadas por la ley?. 
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Es un tema definitivamente polémico, pero hay que 
asumir posturas y concretamente si el banco de información 
puede contener datos de materia prohibida u obtenidos 
ilegalmente o recabados por persona no autorizada. 

La respuesta, que definitivamente será discutible, es que 
si se puede y debe contar con un banco de información con 
todos los datos posibles incluyendo los ilícitos. Lo que se 
sostiene con dos argumentos. 

Primero, a efecto de prevención efectiva, se debe 
contar con información verídica, eso es lo importante y para 
ello hay que utilizar los medios al alcance. Por supuesto 
que no es una apología a la ilegalidad, sino a la realidad y 
como materialmente se hace, solo la candidez e ingenuidad 
sostendrán que las medidas de inteligencia policiaca 
consideran los medios lícitos. 

Hay un punto de quiebre en que se vale lo necesario 
para contar con información necesaria para el banco e 
información antisecuestro y eso es un tema real obligado 
por las circunstancias, ciertamente una flexibilización ética, 
dígase lo que se diga. 

El segundo argumento a favor de un banco de 
información con todo lo recaudado, es que no se trata de 
datos de prueba o prueba que se puedan utilizar en un proceso 
penal, eso es otra cosa. 

Definitivamente no se debe procesar ni sentenciar 
a una persona con información ilegal, eso es claro. Mas la 
investigación, que no debe llegar a ser prueba, puede hacerse 
de cualquier forma y paradójicamente puede darse el caso de 
una ilicitud legalizada. 
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Coherente con esto, el artículo 11 de la ley contra la 
delincuencia organizada faculta las operaciones encubiertas 
por agente infiltrado como una medida de guerra contra las 
bandas de delincuentes. 

Un agente infiltrado es un miembro de las fuerzas 
de seguridad, generalmente un policía, que se introduce 
de manera encubierta en una organización criminal con el 
objetivo de reunir información, obtener pruebas y ayudar a 
desmantelar la red delictiva desde su interior. 

Operan bajo una identidad falsa, la cual es proporcionada 
y protegida por las autoridades correspondientes, para evitar 
ser detectados y poder llevar a cabo sus actividades de 
manera efectiva. 

El propósito principal de un agente infiltrado es recopilar 
evidencias que permitan procesar, mediante la traición a la 
confianza, a los miembros de la organización criminal. *” 

Todo un tema polémico del que se deben asumir 
diversas posturas, pero hasta aquí queda dicho análisis por no 
ser un tema principal, a la interpretación del articulo 21de la 
ley antisecuestro. 


17 Cfr. Quintanar Diez, Manuel: El agente encubierto. En letras jurídicas. Revista 
electrónica de derecho. ISSN 1870-2155. Número 1, 2005. https://cuci.udg.mx/ 
sites/default/files/mgqdO5.paf; p. 4. 
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Control jurisdiccional de acuerdos probatorios en 
el proceso penal acusatorio. 


Juez Mtro. Eduardo Villagómez Amézquita. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ac-Cla de este compendio 
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Análisis de las excepciones a la prueba de 
referencia 


Mtra. Rocío Laura Torón Hernández 


Introducción 


n la práctica se está utilizando demasiado lo que se 
denomina evidencia de referencia en el Common 

Law, pero sin conocer su origen, ni el porqué de sus 
excepciones. Este tema es uno de los más difíciles en la 
legislación, doctrina y práctica en las cortes de los países 
anglosajones. Sin embargo, y no obstante que nuestro país 
tiene un sistema penal de corte acusatorio-adversarial hace no 
poco tiempo, se desconoce en qué casos se podría alegar una 
exclusión de pruebas por estar en el supuesto de la regla de 
referencia, y en qué casos se podría argumentar su excepción. 
En el sistema procesal acusatorio  adversarial 
mexicano, hay diversos dispositivos que permitirían 
construir la exclusión de evidencia de referencia desde un 
nivel constitucional, tomando como bases los principios 
de inmediación y contradicción. Pero también a nivel del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, hay diversos 
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artículos que también lo permitirían; sin embargo, en cuanto 
a sus excepciones solamente podemos encontrar el 386 en 
sus distintas fracciones; sin entrar al análisis de lo previsto 
constitucionalmente para Delincuencia Organizada, en 
donde considero que aplican reglas especiales propias de un 
Derecho Penal del Enemigo. 

Resultan pues, cuestionables las excepciones a la regla 
de exclusión de prueba de referencia, puesto que nuestro 
máximo ordenamiento establece que sólo se considerarán 
como prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la 
audiencia de juicio, salvo el caso de la prueba anticipada, 
sin hacer ninguna otra excepción, por lo que parecería que 
nos aplica la regla de exclusión a la prueba de referencia sin 
excepciones, lo que resultaría demasiado radical. 

En este trabajo daré una breve explicación del contenido 
del artículo 386 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en relación a la regla de prueba de referencia desde 
el punto de vista del Common law, previa explicación de 
sus antecedentes, comparación con el sistema inquisitivo, 
además de analizar las justificaciones para excluir la prueba 
de referencia en base a los riesgos y peligros que ésta 
implica; así mismo y a contrario sensu, el razonamiento para 
las excepciones a la regla de prueba de referencia en base a 
garantías circunstanciales de confiabilidad y la necesidad; 
así como las excepciones a la exclusión de la prueba de 
referencia que reconoce el ya mencionado numeral 386. 

La idea general es que la evidencia de referencia no 
debe ser admitida, por no ser confiable desde hace siglos, 
aproximadamente a finales del siglo XVI se construyó esa 
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regla. Sin embargo, al construirse la regla también se fueron 
creando las excepciones con el paso de tiempo, al verse los 
casos concretos. 

Cada excepción tiene su razón de ser, algunas tal 
vez una razón débil o fuerte de la misma. La doctrina 
norteamericana ha señalado que detrás de cada excepción 
existe una necesidad de uso y una garantía circunstancial 
de confiabilidad y ello ha tenido influencia en la forma de 
regular las reglas federales de evidencia. 

La evidencia de referencia es un tema muy debatido 
en las cortes anglosajonas, y hasta la Corte Suprema de 
EUA regularmente se ocupa del tema, teniendo criterios 
controvertidos y cambiantes a lo largo del tiempo. 

No obstante, lamento señalar que en la práctica 
mexicana existe un desconocimiento casi total del tema, 
existen testimonios de referencia que testifican lo que oyeron 
decir al testigo directo que percibió los hechos (testigos de 
oídas) y testimonios de referencia que declaran sobre lo 
que leyeron de entrevistas de testigos, prueba documental e 
informes periciales (testimonios de lectura de constancias de 
investigación). 

Desde mi punto de vista, la lucha en el litigio de 
los abogados defensores será tratar de argumentar la no 
confiabilidad que tiene un testimonio de referencia, que viola 
los principios de inmediación y contradicción. Por su parte, 
los Ministerios Públicos y, en su caso, los asesores de las 
víctimas, será el sostener las razones de una excepción de 
necesidad y confiabilidad. 
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I.- La prueba de referencia 


1.- La prueba de referencia en el sistema adversarial 


Il sistema adversarial, tiene como una de sus 
E csi principales el control de las partes 
respecto a la presentación de los medios probatorios y 
desahogo de pruebas, ya que son quienes tienen a su cargo 
el deber sobre el descubrimiento, ofrecimiento, admisión, 
así como la preparación e interrogatorio de los testigos 
en el juicio. Las normas procesales suponen que son las 
partes quienes deben sentar las bases, preparar los testigos 
y formular las objeciones procedentes a las pruebas del 
adversario. De tal manera, que la intervención del juez está 
reducida a la división de labores que caracteriza al sistema 
adversativo, es decir, estamos hablando de un control de 
partes. Así, se cumpliría con el objetivo del proceso penal de 
esclarecer los hechos, absolver al inocente, que el culpable 
no quede impune y que los daños causados por el delito se 
reparen (artículo 20, A, fracción I de la CPEUM), en pocas 
palabras la búsqueda de la verdad. Con lo cual, desde luego, 
la sujeción que tienen los medios probatorios en el sistema 
acusatorio-adversarial al principio de racionalidad, ya que 
aspira a una adjudicación certera, justa y correcta de parte del 
juzgador, pero que debe ser controlado por las partes. 
La prueba de referencia está estrechamente vinculada 
a la tradición del Common law, se dice que es un producto 
histórico del sistema anglo-americano de adjudicación de 
disputas, el cual se ha desarrollado y persistido, en donde su 
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utilización como norma de exclusión o rechazo de medios 
probatorios es una característica paradigmática de dicho 
sistema. 

En su origen en el derecho inglés, se caracterizó a 
la prueba de referencia como “cuento de un cuento”, es 
decir, como una historia que proviene de la boca de otro; 
características que permiten entrever la principal razón para 
la desconfianza que la prueba de referencia generaba, ya 
que un testigo o documento pretende transmitir al juzgador 
la declaración extrajudicial hecha por diversa persona. 
Desde su origen se ha considerado a la prueba de referencia 
particularmente sospechosa, en la medida que su proponente 
pretende descansar en la declaración de ese otro, que se 
encuentra ausente del juicio, donde debería estar sentado en 
la silla testifical. 

Es así como la falta de confrontación en la prueba de 
referencia pone en manifiesto su falta de confiabilidad. Por tal 
motivo, su invocación en el contexto de un proceso supone 
un planteamiento respecto a que lo que debe proceder es su 
exclusión, ante una posible apreciación errónea de la prueba 
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un por parte del juzgador. De tal suerte, que se considera que las 

] a restricciones sobre la prueba de referencia son necesarias, ya 
Q, que el juzgador podría dejarse impresionar por declaraciones 
" O extrajudiciales o bien, no saber manejar problemas de 
CÍ percepción, memoria, narración y sinceridad inherentes a 
hs ella.! 


1 Cfr. Carlson Michie R.: Evidence. Estados Unidos de Norteamérica. 1997. pp. 3 y 7. 
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Me explico, la doctrina anglosajona ha sintetizado las 
posibles áreas donde un testimonio podría ser no fiable. Esas 
áreas son la percepción, la memoria, narración y sinceridad. 
Si uno analiza las formas de impugnar el testimonio del 
testigo laico se ocupan de alguna de estas áreas que pudieran 
resultar afectadas por el contrainterrogatorio. Y así se puede 
obtener una clasificación de las formas de impugnación. 

La doctrina anglosajona ha representado gráficamente 
los problemas del testimonio de referencia (testigo de oídas), 
de las existentes seleccionamos la de Graham por ser la que 
mejor refleja la problemática. 


(2) (3) 
> EA SS 
Evento X Declaración fuera Testimonio en 
de Juicio Juicio 


Los números representan las áreas de conflicto: 
(1) Percepción 

(2) Memoria 

(3) Narración 

(4) Sinceridad. 
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Claramente de la gráfica podemos evidenciar que el 
testimonio de referencia impide el test de fiabilidad del 
testigo que presenció los hechos. Pero antes tenemos que 
explicar lo anterior, en el Common Law para hacer fiables 
los testimonios en juicio ha diseñado un test que implica 
varias cosas: a) El juramento de decir la verdad; b) Que el 
testimonio sea rendido ante la presencia de la persona que se 
acusa; c) El contrainterrogatorio del testigo, y d) En presencia 
del juzgador. El testigo origen de la referencia no puede 
pasar ninguno de estos test, ya que su declaración fue sin la 
protesta de decir verdad, sin la presencia de quien acusa, sin 
contrainterrogatorio y sin la presencia del juzgador. De ahí 
que se ha sostenido que no puede ser fiable el testimonio de 
referencia, o como se decía al principio de la creación de la 
regla un cuento de un cuento. 

Esta regla de exclusión de evidencia de referencia en 
el Common Law tiene varias exenciones y excepciones, 
algunos autores señalan que no tiene sentido tener una regla 
que tiene tantas exenciones y excepciones. Las exenciones 
aplican cuando se estima que no entra dentro de la definición 
de evidencia de referencia y las excepciones responden a lo 
que Wigmore señaló tratando de entender las razones de cada 
una de ellas de garantías circunstanciales de fiabilidad y de 
necesidad. Se ha criticado dicha postura pero en términos 
generales se sigue como una forma de subrayar las razones 
que pueden ser leves o ilusas con las que si pueden sostenerse 
normalmente en un juicio racional. 
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2.- La prueba de referencia en México 


La definición de prueba dentro del proceso penal 
mexicano, dentro del orden Constitucional, se encuentra 
prevista a partir de lo que dispone la fracción Ill, del numeral 
20, Apartado “A” de la norma en cita que señala: «Para los 
efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba 
aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia de 
juicio. La ley establecerá las excepciones y los requisitos para 
admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza 
requiera desahogo previo», de donde resulta el legislador 
ser muy enfático y preciso, en el hecho de que sólo aquello 
que haya sido desahogado en juicio, con las excepciones 
previstas en la ley para el desahogo previo de la anticipada, 
será considerada como prueba, luego entonces remitiéndonos 
al análisis de la norma reglamentaria, nos dice el Código 
Nacional de Procedimientos Penales en su artículo 261, en lo 
conducente establece: 


«...Se denomina prueba a todo conocimiento cierto 
o probable sobre un hecho, que ingresando al proceso 
como medio de prueba en una audiencia y desahogada 
bajo los principios de inmediación y contradicción, sirve 
al tribunal de enjuiciamiento como elemento de juicio 
para llegar a una conclusión cierta sobre los hechos 
materia de la acusación.»? 


2 Cfr. Alcántara Vázquez, l.: Aspectos generales y sistemas de valoración de la 
prueba. La Prueba en el Sistema Procesal Penal Acusatorio. Revista Nova lustitia 
Digital de la Reforma Penal. México, V, No. 19, Mayo 2017; pp. 9-22 y 55. 
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Luego entonces, el artículo es coincidente con el orden 
constitucional, en que prueba es aquella que, ingresada al 
proceso bajo los principios de inmediación y contradicción, 
sirve al Tribunal de Enjuiciamiento como elemento de juicio 
para llegar a una conclusión cierta sobre los hechos materia 
de la acusación. 

Queda claro que prueba sólo es la de juicio, o bien, la que 
se desahoga con anterioridad a éste bajo ciertas circunstancias 
y requisitos expresamente previstos en la norma adjetiva, 
sin embargo, uno de los problemas que se presenta, cuando 
no obstante que la norma constitucional como se señaló, 
alude como única excepción a la prueba de juicio, aquella 
que se denomina como anticipada, prevista en los artículos 
304 a 306 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
de donde se desprende que se reglamenta su pertinencia y 
desahogo antes de la audiencia de juicio, delante de un Juez 
de Control, ante quien debe demostrar el oferente o solicitante 
lo indispensable de su desahogo, en razón de existir alta 
probabilidad de no ser desahogada en aquella etapa procesal, 
en atención a no poder ocurrir el testigo a audiencia por 
motivos de vivir en el extranjero, por razones que hicieran 
temer su muerte o por su estado de salud o incapacidad física 
o mental que le impidiese declarar en un futuro, situación 
que habrá de plantearse desde la denuncia o querella hasta 
antes de la audiencia de juicio y que habrá de desahogarse 
bajo las reglas de esta última etapa y conservarse el registro 
de la misma, es decir, respetándose y aplicándose en todo 
momento los principios rectores del proceso penal, que son 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 
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inmediación.? Sin embargo, al margen de dicha excepción 
expresamente contemplada en el mandato constitucional, de 
que pruebas solo son las de juicio con su correspondiente 
citada excepción, el dispositivo 386 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, señala: 


Artículo 386. Excepción para la incorporación por 
lectura de declaraciones anteriores. Podrán incorporarse 
al juicio, previa lectura o reproducción, los registros 
en que consten anteriores declaraciones o informes 
de testigos, peritos o acusados, únicamente en los 
siguientes casos: 

I. El testigo o coimputado haya fallecido, presente un 
trastorno mental transitorio o permanente o haya perdido 
la capacidad para declarar en juicio y, por esa razón, no 
hubiese sido posible solicitar su desahogo anticipado, o 
II. Cuando la incomparecencia de los testigos, peritos o 
coimputados, fuere atribuible al acusado. 

Cualquiera de estas circunstancias deberá ser 
debidamente acreditada. 


Lo que indudablemente es cuestionable, ya que trastoca 
el orden constitucional, esto es, fundamentalmente a los 
principios previstos en éste, para el desarrollo del proceso, 
a saber el de contradicción e inmediación, puesto que se 
interpreta de dicho dispositivo que otorga de un alcance 
probatorio y de convicción para una sentencia de juicio, al 
registro de investigación en muchas ocasiones obtenido por 


3 Cfr. Alcántara Vázquez, !.: Aspectos generales y sistemas de valoración de la 
prueba..., pp. 9-22. 
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una persecución penal sin presencia de la parte contraria 
a quien afecta, pero sobre todo al margen del marco 
Fundamental, lo que resulta abiertamente cuestionable. 


A.-Sistema Inquisitivo en México, “testigo de oídas” 


Los testimonios de referencia a la mexicana fueron 
permitidos por el sistema preponderantemente inquisitivo que 
nos regía hasta hace pocos años, el criterio que prevalecía en 
el anterior sistema de admisión y valoración de este tipo de 
testigos siempre que fueran corroborados por otros medios de 
convicción, para nuestros tribunales esto era lo que les daba 
confiabilidad. Lo anterior, permitió a los ministerios públicos 
fabricar acusaciones porque se buscaba sólo corroborar con 
otros testimonios otros indicios que sostenían testigos de 
referencia. 


PRUEBA TESTIMONIAL EN EL PROCESO PENAL 
CUANDO LOS HECHOS SE CONOCEN POR 
REFERENCIA DE TERCEROS. SU VALORACIÓN. 

El artículo 289 del Código Federal de Procedimientos 
Penales establece que para apreciar la prueba 
testimonial, el juzgador debe considerar que el testigo: 
a) tenga el criterio necesario para juzgar el acto; b) tenga 
completa imparcialidad; c) atestigúe respecto a un hecho 
susceptible de conocerse por medio de los sentidos, 
y que lo conozca por sí mismo y no por inducciones o 
referencias de otro sujeto; d) efectúe la declaración de 
forma clara y precisa, sin dudas ni reticencias sobre 
la sustancia del hecho ni sobre las circunstancias 
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esenciales; y, e) no haya sido obligado por fuerza o 
miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que cuando en 
una declaración testimonial se aportan datos relevantes 
para el proceso penal, unos que son conocidos directa o 
sensorialmente por el deponente y otros por referencia 
de terceros -y que, en consecuencia, no le constan-, 
el relato de los primeros, en caso de cumplir con los 
demás requisitos legalmente establecidos, tendrá valor 
indiciario, y podrá constituir prueba plena derivado 
de la valoración del juzgador, cuando se encuentren 
reforzados con otros medios de convicción, mientras 
que la declaración de los segundos carecerá de eficacia 
probatoria, por no satisfacer el requisito referente al 
conocimiento directo que prevé el citado numeral.* 


Resulta evidente que en países con sistema de Common 
law ningún fiscal presentaría su caso con base en testimonio 
de referencia, salvo que tuviera una excepción bien sostenida 
en la ley y jurisprudencia. 

Desafortunadamente para todos, el litigio mexicano por 
una costumbre adquirida de muchos siglos, el debate se está 
dando a la letra textual de la ley, y no en argumentos basados 
en principios y razones. En el Common law el debate se da 
exactamente al revés. 


4 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.: Novena Época. Registro: 173487. 
Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia Enero de 2006. Tomo XXV. 
Materia(s): Penal. Numero de tesis: 1*./J. 81/2006. Página: 356. 
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Se dice por quienes operaban el anterior sistema 
preponderantemente inquisitivo en México, que la aceptación 
de la evidencia de referencia fue un eslabón fuerte de su 
núcleo central de composición, puesto que incluso en su 
origen permitía la tortura del acusado y hasta de los testigos; 
y la etapa de juicio era sólo repetición de lo que había 
acontecido en las anteriores etapas con una contradicción 
muy débil, de ahí nació un principio de inmediatez (que 
establecía que las primeras declaraciones tenían mayor valor 
que las posteriores), ese principio fue muy utilizado hasta 
antes de la entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal. 


CONFESION. PRIMERAS DECLARACIONES DEL 
REO. 
De acuerdo con el principio de inmediatez procesal y 
salvo la legal procedencia de la retractación confesional, 
las primeras declaraciones del acusado, producidas sin 
tiempo suficiente de aleccionamiento o reflexiones 
defensivas, deben prevalecer sobre las posteriores.* 
Nota: Reitera tesis de jurisprudencia número 70, 
Apéndice de jurisprudencia 1917-1985, Segunda Parte, 
página 157. 
INMEDIATEZ, VALIDEZ ABSOLUTA PARA TODAS 
LAS PRUEBAS DEL PRINCIPIO DE. 
No es exacta la afirmación en el sentido de que el 
principio de inmediatez procesal tenga vigencia única 
y exclusivamente en tratándose de las declaraciones de 
5 Semanario Judicial de la Federación.: Época: Séptima Época. Registro: 245172. 


Instancia: Sala Auxiliar. Tipo de Tesis: Aislada.. Volumen 205-216, Séptima Parte. 
Materia(s): Penal. Página: 333. 


608 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


los inculpados, pues ese principio tiene validez absoluta 
y relación con todos los elementos probatorios que 
se allegan al proceso, pues es lógico que las pruebas 
aportadas inmediatamente después de sucedidos los 
hechos, por su espontaneidad y falta de preparación, 
tengan un mayor valor probatorio que otros diversos 
elementos que expresamente se ofrezcan en el proceso 
para acreditar la inocencia de los inculpados.* 


Esto es, el uso de evidencia de referencia era de lo más 
normal y común en la mayoría de los casos. Por ejemplo, 
en el sistema anterior los testigos o el inculpado empezaban 
su testimonio leyéndoles sus declaraciones anteriores 
para su ratificación o no, lo que hoy en día nos resultaría 
completamente descabellado, pero era una tendencia del 
proceso penal continental europeo. 


B.- La prueba de referencia en la actualidad y su 
problemática 


En el Common law la Reina María introdujo una 
legislación que permitía el uso de declaraciones anteriores 
de testigos en las cortes, que eran introducidas por lectura, 
aproximadamente a mediados del siglo XV, eso originó en 
el siglo XVI varios casos que se convirtieron en escándalos, 


6 Semanario Judicial de la Federación.: Séptima Época. Registro: 236269. Instancia: 
Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Volumen 50, Segunda Parte. Materia(s): Penal. 
Tesis: Tesis 284 página 563 y 78 página 171, de rubro “TESTIGOS, RETRACTACION 
DE”. Tesis 79, página 173, de rubro “CONFESION, RETRACTACION DE LA”. 
Página: 19. Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917- 1965, 
Segunda Parte, Primera Sala: 
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generalmente políticos. En Inglaterra, el caso más sonado 
es el de Sir. Walter Raleigh, que fue juzgado con base a la 
legislación de la Reina María y condenado a muerte en 1618. 
El caso pronto fue reconocido como una evidencia, pero el 
movimiento por la exclusión de la evidencia de referencia 
comenzó a sentarse en la doctrina y en las cortes inglesas 
aproximadamente en 1670. Ahí fue donde la esencia del 
proceso inquisitivo fue totalmente excluido del sistema 
anglosajón.” 

Es nuestra costumbre y añoranza al sistema inquisitorial 
que nos permite utilizar la evidencia de referencia sin límite 
ni cuestionamiento, lo cual no tiene ningún sustento, salvo 
el antes citado artículo 386 en análisis, por lo que cuando se 
llegue a comprender será totalmente excluido comprendiendo 
la evidencia de referencia; mientras no lo entendamos, la 
regla de exclusión a la prueba de referencia y las excepciones, 
permaneceremos con un espíritu inquisitorial. Pero también 
su comprensión nos permitirá llevar a los juicios medios 
probatorios confiables a los juzgadores la evidencia de 
referencia es una evidencia que ha probado no ser confiable 
en muchos casos. Si un testigo que ha percibido directamente 
los hechos está sujeto a mucho cuestionamiento actualmente 
(psicología del testimonio, problemas de percepción o 
credibilidad) un testigo de referencia tiene el doble de 
cuestionamientos y problemas. 


7 Cfr. Pérez Bustamante, C.: El Conde de Gondomar y su intervención en el 
proceso de prisión y muerte de Sir Walter Raleigh. Discurso leído en la Solemne 
inauguración del Curso Académico de 1928 a 1929 en la Universidad de Santiago 
de Compostela, España. 1929; p. 47. 
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A la fecha, el recuerdo y tradición inquisitorial 
permite tener por válido el testimonio de referencia sin 
cuestionamiento alguno. Resulta por ello indispensable para 
todos los abogados cualquiera que sea el papel que tengan en 
el sistema, introducirse al estudio del tema de evidencia de 
referencia. 

Una situación muy común, por experiencia propia y de 
otros colegas penalistas, es que los ministerios públicos, no 
en pocas ocasiones hacen montajes sobre las detenciones y 
construyen las narrativas de los hechos con un testigo falso, 
en donde generalmente dependen de ese testigo. Lo que hacen 
es tratar de no presentarlo para incorporar su testimonio 
por lectura o por testigo de referencia. El 386, fracción II 
del Código Nacional de Procedimientos Penales permite 
la incorporación por lectura cuando por causa atribuible al 
imputado el testigo, coacusado o perito no se presenta. Y más 
aún, tratándose de delincuencia organizada, tienen además 
otra oportunidad de incorporar por lectura la entrevista 
ministerial al inicio del juicio, conforme al artículo 20, 
apartado B, fracción V, segundo párrafo de la Constitución. 

De no funcionar los dos anteriores, ya en el desfile 
probatorio, la fiscalía ha intentado como prueba nueva 
presentar testimonio de referencia, esto es el fiscal o 
ministerio público que ha tomado la entrevista del testigo, 
para que éste declare sobre el contenido de la entrevista del 
testigo no disponible; usando el 390 del Código Nacional. 

Desde mi punto de vista para aplicar cualquier 
excepción, se debe realizar una interpretación sistemática del 
386, no gramatical, a efecto de respetar los principios que 
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rigen nuestro sistema procesal, luego entonces, deberíamos 
entender que son dos testimonios, primero el que testifica 
dando cuenta de la indisponibilidad, es decir de la ausencia 
del testigo, perito o acusado se debió a que ha fallecido, se 
encuentra con un trastorno mental o incapacidad para poder 
declarar en juicio, o en razón de que una conducta dolosa del 
acusado impidió la comparecencia en juicio de un testigo. Y 
después, el testimonio de la persona que tomó la entrevista 
del testigo o coacusado ausente, o el que recibió el informe 
pericial. Claramente son dos pasos y no solamente como 
lo señala el primer párrafo del multicitado artículo 386 del 
código adjetivo, al establecer: “podrán incorporarse al 
juicio, previa lectura o reproducción, los registros en que 
consten anteriores declaraciones o informes de testigos, 
peritos o acusados”. Es decir, no basta con la simple lectura 
o reproducción instantánea del registro, sino que tendrán 
que desahogarse, previo a la lectura o reproducción, los dos 
testigos a los que se acaba de hacer mención. Por ejemplo, 
en el caso que el testigo estrella de la fiscalía haya fallecido, 
antes de que se incorpore su entrevista a través de la simple 
lectura del fiscal, éste tendrá que presentar a un testigo al 
que le conste el fallecimiento y a través del cual se pueda 
incorporar el acta de defunción y, posteriormente, diverso 
testigo quien es el que en su momento le tomó la entrevista al 
difunto. 

Existe una interpretación muy formalista de la ley, 
como en la Constitución que permite en caso de delincuencia 
organizada que las actuaciones realizadas en la fase de 
investigación tengan valor probatorio cuando no puedan 
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ser reproducidas en juicio o exista riesgo para testigos o 
víctimas, lo que en la práctica revela un criterio autoritario y 
no razones, con lo cual los posibles o supuestos integrantes 
de las organizaciones criminales se les pueden violar los 
principios de inmediación y contradicción por el simple 
hecho de ser juzgados por este delito (derecho penal del 
enemigo). Al menos en el Common law se otorgan razones 
para hacerlo en determinados casos, siempre y cuando éstos 
supuestos queden plenamente probados ante el tribunal 
de enjuiciamiento. A diferencia de lo que aquí ocurre por 
permitirlo la Constitución, en términos muy amplios, se 
puede pedir y si el juez lo admite se desahoga. 

El problema que veo es que en nuestro sistema a veces 
se copiaron dispositivos de otros sistemas, pero nunca se 
explicaron las razones que soportaban estos dispositivos; eso 
es lo que debemos rescatar en el litigio. 


3.- El razonamiento para rechazar la prueba de referencia 


De acuerdo con la doctrina norteamericana, para entrar 
al debate sobre la exclusión de la prueba de referencia, se 
deben analizar tres condiciones ideales que tradicionalmente 
han existido en el sistema probatorio anglo-americano 
para avalar la credibilidad de un testigo, que son: el 
juramento, la presencia del juzgador al declarar el testigo y 
la disponibilidad de este para ser contrainterrogado por las 
partes en el proceso, dando vida con ello a una manifestación 
más plena de los principios de inmediación, contracción 
y oralidad que rigen en el sistema acusatorio adversarial; 
ya que su ausencia priva a la parte contra la cual se ofrece 
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la declaración, la posibilidad de exponer las flaquezas y 
debilidades testimoniales en el declarante. En particular en 
la figura del contrainterrogatorio, pues esta condición está en 
el sistema anglo-americano, ya que se considera una cuestión 
medular de su naturaleza adversativa. 

El fundamento para la exclusión de medios probatorios 
de referencia, es evitar que se admitan pruebas en las cuales 
está ausente el factor de fiabilidad del testimonio. De tal 
suerte, que por ejemplo el Tribunal Supremo de Puerto 
Rico ha caracterizado la interacción entre la regla de prueba 
de referencia y los riesgos o peligros en cuatro áreas: 1) 
narración del evento, 2) percepción del evento, 3) recuerdo 
del evento, 4) sinceridad del declarante. Pues la posibilidad 
de que el declarante consciente o inconscientemente, falte a 
la verdad en alguna de dichas áreas, impone al juzgador la 
obligación de tomar esta prueba con cautela.* 


Riesgos o peligros de la prueba de referencia: 
Percepción: 


Las personas al comparecer a juicio en calidad de 
testigos, llevan consigo su propia condición de seres 
humanos, con las ventajas y desventajas que ello implica, 
puesto que todos estamos en la posibilidad de cometer 
errores. Lo que incluye obviamente la capacidad para percibir 
en sus diferentes facetas (ver, oír, palpar, oler), en donde por 


8 Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones. Editorial InterJuris. 
Puerto Rico. 2010. pp. 5 
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su naturaleza humana existen limitaciones o problemas que 
enfrentan las personas en la percepción que pueden ser de 
diversa índole. 

Algunas limitaciones pueden ser atribuibles al propio 
sujeto, otras más objetivas le conciernen a la propia 
percepción. Puede afirmarse que la capacidad de percepción 
de un testigo sobre un determinado asunto queda sujeta 
a diversos factores, tales como la oscuridad, tiempo de 
observación, distancia, problemas visuales, de alcoholismo o 
drogas. 

Por ello, el ordenamiento evidenciario prevé como 
medio de impugnación el grado de capacidad del testigo 
para percibir, corroborando de esta manera la tesis respecto 
a los riesgos de la prueba de referencia; uno de los 
principales riesgos es la imposibilidad de ejercer tal medio 
de impugnación con el objeto de atacar la credibilidad de un 
testigo, lo cual no es posible en tratándose de una prueba de 
referencia, al no estar presente el declarante”. 


Memoria: 


Son varias las razones que pudieran afectar el recuerdo 
de un testigo respecto al asunto objeto de su testimonio, tales 
como el pasar del tiempo, el estado o condición del testigo 
al momento que percibió los hechos, causas orgánicas y la 
poca percepción que pudo haber tenido del hecho, lo cual 
puede ocasionar fallas en la memoria de un testigo, lo cual 
no sería posible evidenciar ante la permisión de la prueba de 
referencia. 


9 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones..., p. 12 
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Ambigúedad en la narración: 


Las imprecisiones o errores dentro de la narración verbal 
o escrita del testigo, así como expresiones en doble sentido, 
realizadas metafóricamente o con ironía, pueden resultar 
confusas o incomprensibles por diversos factores que serían 
muy difíciles de interpretar ante la permisión de prueba de 
referencia. 


Sinceridad: 


La insinceridad es el más subjetivo de los riesgos ante 
la permisión de la prueba de referencia y por tanto, el más 
difícil de revelar, riesgo que se pretende evitar mediante la 
exigencia del juramento cuando el testigo se siente en la silla 
testifical en juicio. 

El mundo de posibilidades para la insinceridad es tan 
amplio como la conducta humana, por ejemplo: lazos de 
parentesco o amistad, intereses económicos, lealtad, gratitud, 
oferta de inmunidad, temor, intimidación, etc. 

La insinceridad de los testigos puede considerarse como 
una consecuencia del propio sistema adversativo, pero que 
sin embargo, la parte afectada puede evidenciar mediante 
el ejercicio del contrainterrogatorio, particularmente con 
la impugnación por parcialidad, cosa que con la prueba de 
referencia resultaría imposible. 
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4.- Concepto de declaración extrajudicial como prueba de 
referencia 


Prueba de referencia: es una declaración que hace una 
persona distinta a quien percibió directamente el hecho y 
que se realiza en juicio por un declarante, que se ofrece en 
evidencia para probar la verdad de lo aseverado. 

Es así, que la declaración de la prueba de referencia 
se caracteriza por ser extrajudicial, que como su nombre 
lo indica, es distinta a la que la persona declarante hace en 
juicio, derivado de la situación en la cual se produce, ya que 
el proponente ofrece como prueba una declaración que fue 
realizada en sede extrajudicial, como la realizada o bien por 
otro declarante, o por el propio declarante ante la autoridad 
ministerial o de policía de investigación, como entrevista en 
actos de investigación.'” 

Podría decirse que en la prueba de referencia, están 
envueltos dos testigos, en donde el primero cumple con las 
tres condiciones ideales para la presentación de testimonios, 
pero netamente informa sobre lo que un segundo testigo 
le dijo. El segundo testigo es el declarante extrajudicial, 
cuya declaración no fue prestada de conformidad con las 
condiciones ideales pero contiene la información esencial. 
Lo que resulta determinante es que el segundo testigo y 
quien presentó la declaración extrajudicial, no ocupa la silla 
testifical en juicio. Luego entonces, tal ausencia del testigo 
en la silla testifical en juicio, hace imposible que pueda estar 
sujeto a las condiciones ideales. Con lo cual se le priva al 


10 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones..., p.256. 
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juzgador de poder valorar debidamente la credibilidad que 
merece el declarante, y por ende su declaración, haciendo 
evidente el grave problema que presupone la prueba de 
referencia.'' 

No obstante los graves problemas que implica la 
prueba de referencia, por no ser confiable, en ocasiones su 
exclusión tiene como consecuencia que no se tome en cuenta 
una prueba con alto valor probatorio, haciendo evidente el 
conflicto con el principio general de búsqueda de la verdad o 
esclarecimiento de los hechos. 

Por otra parte, la doctrina norteamericana hace 
perfectamente admisible la prueba de referencia en dos 
circunstancias que no están relacionadas con la verdad o 
falsedad del hecho, sino para: 1) acreditar el efecto de la 
declaración en quien la escuchó y 2) para acreditar el estado 
mental de quien la hizo, lo cual es perfectamente válido. 
Me explico, en el primer supuesto, el proponente puede 
ofrecer la declaración para probar el efecto que éste tuvo 
sobre quien la escuchó, para lo cual no es pertinente que la 
aseveración haya sido verdadera o falsa. Frecuentemente, 
el efecto de la declaración es pertinente para explicar la 
conducta subsiguiente de quien la escuchó. Es decir, para 
el proponente, la declaración y su contenido, posee valor 
probatorio que es independiente de su verdad o falsedad. Así, 
prueba respecto al contenido de la declaración constituye 
prueba circunstancial del efecto que tuvo sobre quien la 
escuchó o la leyó, razón por la cual al proponente no le 
interesa probar que la declaración es cierta o falsa. 


11 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones...,p. 19. 
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El efecto en quien escuchó: 


En este sentido, la declaración tiene valor probatorio 
independiente, por el solo hecho de haberse proferido. 
Tal y como pudiera ocurrir, por ejemplo, en el caso de que 
un agente de la policía declare que recibió una llamada de 
una mujer, quien le dijo que se encontraba en peligro por 
agresiones de su esposo Juan Pérez, razón por la cual el 
agente de la policía se trasladó al lugar a donde le dijo la 
mujer que se encontraba. En este sentido, la declaración tiene 
valor probatorio independiente, por el solo hecho de haberse 
realizado. El argumento sería en el sentido de que el agente 
hubiera ido al lugar a investigar, independientemente de la 
verdad o falsedad de que la mujer sufría agresiones por parte 
de Juan Pérez, por tanto el proponente ofrece la declaración, 
con el propósito de que se infiera de la misma, la razón por la 
cual el agente fue al lugar de los hechos, y no de que la mujer 
era agredida por Juan Pérez. 


El estado mental del declarante: 


En sentido análogo, una declaración extrajudicial puede 
emplearse con el propósito circunstancial de probar el estado 
mental de quien la hizo. El contenido de una declaración 
permite al juzgador inferir determinado aspecto del estado 
mental del declarante como por ejemplo, el conocimiento 
de un hecho, razón para incurrir en determinada conducta 
y el temor, la cordura o la falta de ésta. Al igual que en la 
modalidad antes discutida, el proponente no ofrece la 
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declaración con el propósito impermisible de probar su 
verdad o falsedad, sino con el propósito de probar el estado 
mental del declarante. 

El profesor Chiesa cita el tradicional ejemplo del 
declarante que afirma ser Napoleón. Tal aseveración se 
ofrece mediante el testimonio de alguien que la escuchó, con 
el propósito de permitir al juzgador inferir un aspecto del 
estado mental del declarante: su falta de cordura. Tal estado, 
indica el citado autor, “puede ser pertinente para muchos 
fines jurídicos.”*? 


12 Cfr. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho Probatorio. Tomo Il. Publicaciones JTS, Luiggi 
Abraham-Editor. Estados Unidos de Norte América. 2005. p. 623. 


620 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


T1.- Excepciones a la prueba de referencia 


1.- El razonamiento para las excepciones a la regla 
de prueba de referencia: la garantía circunstancia de 
fiabilidad y la necesidad'* 


13 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones..., pp. 47y ss. 
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la normativa jurisprudencial de una manera gradual. 

En su desarrollo, las excepciones ponen de manifiesto 
un aspecto de la metodología asociada con el Common law: 
los pronunciamientos de tribunales apelativos constituyen la 
base original de la doctrina. En gran medida, las excepciones 
han tenido como base, o bien las consideraciones en torno 
a las circunstancias en las cuales la declaración se prestó, 
o respecto al estado o condición mental del declarante al 
momento de prestarla. Sobre estos dos elementos, por tanto, 
es que la doctrina ha razonado el criterio de las garantías 
circunstanciales de fiabilidad. 

Consideraciones de praxis han estado presentes en la 
configuración de las excepciones. La aplicación absoluta de 
un principio conduciría a la exclusión de prueba confiable 
y, eventualmente, al empobrecimiento del cometido de 
juzgamiento, ya que reduciría el universo de prueba para 
poder ser valorado. 

Además, téngase en cuenta el supuesto de necesidad en 
el cual se colocaría al proponente para poder esclarecer los 
hechos. 

Estas consideraciones de praxis han llevado a los 
tribunales apelativos en el Common law a reflexionar 
respecto de lo oneroso del efecto excluyente de la regla de 
prueba de referencia que, en principio, afecta no sólo al 
proponente sino, en última instancia, al fin último del derecho 
probatorio: la búsqueda de la verdad. Es con motivo de la 
dicha práctica procesal que la doctrina desarrolla dos criterios 


| 4 sencialmente, las excepciones se han desarrollado en 
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fundamentales de confiabilidad y necesidad, en torno a los 
cuales se ha razonado las excepciones a la regla de prueba de 
referencia. 

Así, en primer lugar, la confiabilidad de una declaración 
puede ser avalada a través de factores denominados garantías 
circunstanciales de confiabilidad que en una declaración, 
si faltan, constituyen por lógica la razón de su falta de 
confiabilidad; sin embargo, en determinadas categorías de 
excepciones, la doctrina considera que la confiabilidad no es 
suficiente por sí sola para justificar la admisibilidad de una 
declaración extrajudicial, sino que además el proponente 
tendrá que demostrar la necesidad que tiene de recurrir a la 
prueba de referencia. 

Así en el derecho probatorio, el concepto de necesidad 
es un referente a las situaciones de índole fáctico que 
impiden al proponente presentar la prueba testifical, la cual 
posee valor para probar la cuestión de hecho prevista. Con 
frecuencia las razones de impedimento son de naturaleza 
física, tal es el caso del declarante que no comparece a juicio 
por razón de enfermedad, tratamiento, reclusión, distancia o, 
en su caso más radical, por fallecimiento. 

El motivo de necesidad que con mayor frecuencia se 
invoca es el referente a la no disponibilidad del declarante 
para prestar su testimonio. La indisponibilidad de éste obliga 
al proponente a acudir como vía de excepción a la prueba de 
referencia, como forma de sustituir su testimonio. 


A.- La confiabilidad de la aseveración: Criterio de 
garantías circunstanciales 
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Tienen garantías circunstanciales de confiabilidad 
declaraciones que por la forma o circunstancias en las que 
se producen, entrañan una relativa ausencia de uno o más 
de los riesgos asociados con la prueba de referencia; esto es, 
percepción, memoria, narración y sinceridad. 

Si se considera la premisa para el efecto excluyente de 
la regla de prueba de referencia -su falta de confiabilidad- 
tiene sentido plantear la inaplicabilidad de la regla y de su 
efecto, cuando los riesgos asociados con dicha prueba se 
han reducido. Tal es el caso, por ejemplo, de la excepción 
de declaración en peligro de muerte. En ella, según el 
razonamiento en la doctrina, las circunstancias que rodean la 
declaración inducen al declarante a ser veraz y, con ello, a 
reducir el riesgo de la falta de sinceridad. 

De igual forma, también resulta indicativo de la 
confiabilidad de una declaración la presencia de una o más de 
las condiciones ideales que tradicionalmente se han exigido 
para la prestación del testimonio en el sistema de adversarios: 
el juramento, la confrontación (contrainterrogatorio) y la 
observación directa del comportamiento por el juzgador. 

La excepción del testimonio anterior sirve de ejemplo. 
Esta excepción contempla la admisibilidad de un testimonio 
prestado en otro juicio, vista o deposición en el cual la parte 
contra quien se ofrece tuvo la oportunidad de examinar al 
testigo. Se cumple así con la presencia de las condiciones del 
juramento y la confrontación, aunque también a destiempo, 
ya que el juzgador ante quien se ofrece no tiene ante sí al 
declarante, quien por exigencia de la propia excepción debe 
encontrarse indisponible. 
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B.- La necesidad del proponente: el criterio de la 
indisponibilidad 


En el derecho probatorio norteamericano, el criterio de 
necesidad se suele plantear en función de la perspectiva de 
la parte proponente. El proponente del medio probatorio, se 
dice, recurre a la prueba de referencia, ante la imposibilidad 
de producir otra prueba más confiable, esto es, al declarante 
como testigo en el juicio. Dicha parte desearía poder 
presentar al declarante como testigo, pero la indisponibilidad 
de éste lo hace imposible, por lo que debe recurrir a la prueba 
de referencia. En pocas palabras, el proponente se encuentra 
en un dilema, por un lado se trata de escoger entre prueba 
que no es la mejor, contra la ausencia de prueba. En donde 
obviamente la respuesta sería la prueba de referencia, puesto 
que de los males, el menor. 

Los litigantes, al organizar y planificar su prueba, tienen 
como una de sus consideraciones la realidad inexorable de lo 
que ocurre en la realidad de la vida diaria, particularmente el 
pasar del tiempo. Las personas -en concreto, los declarantes 
y testigos- desaparecen, se enferman, pierden la memoria, 
envejecen y mueren; para un litigante, sin embargo, el 
proceso judicial, al igual que el espectáculo de Broadway, 
sigue su marcha. 

El derecho probatorio en el Common law ha desarrollado 
a lo largo de muchos años principios que sirven de atenuante 
a la necesidad del proponente de producir alguna prueba 
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para establecer el hecho deseado, claro está, eliminando el 
supuesto en el que el proponente haya sido quien gestó o 
causó la necesidad. 

En materia de prueba de referencia una modalidad 
común del criterio de necesidad suele manifestarse en 
función de la indisponibilidad del declarante/testigo. Mueller 
y Kirkpatrick señalan cómo la indisponibilidad representa un 
tipo de necesidad, la cual es una de las dos bases tradicionales 
para las excepciones a la regla de prueba de referencia.'* 

En el esquema de prueba de referencia, y en el contexto 
de indisponibilidad, el mismo testigo indisponible es a su 
vez, declarante en función de su declaración extrajudicial 
que se pretende ofrecer. El proponente, quien tenía previsto 
presentar el testimonio del ahora testigo indisponible, puede 
ofrecer la declaración extrajudicial de este, en el supuesto de 
que pueda cumplir lo dispuesto en alguna de las excepciones 
pertinentes. 

No se entenderá que una persona declarante está no 
disponible como testigo, si ello ha sido motivado por la 
gestión o conducta de quien propone la declaración con el 
propósito de evitar que la persona declarante comparezca o 
testifique. 

Este tipo de excepciones en el derecho norteamericano, 
representan una modalidad particular de estudio de prueba 
de referencia; ya que constituyen la única categoría de 
excepciones en la cual es necesario realizar una demostración 
respecto a la indisponibilidad del declarante para que éste 


14 Cfr. Muller K. B. 8 Kirkpatrick, L. C.: Evidence. Aspen Publishers. Quinta Edición. 
Estados Unidos de Norte América. 2012. p. 899. 
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preste de viva voz su testimonio en juicio, como condición 
precedente a la admisibilidad. El peso de la prueba para 
demostrar dicho criterio, descansa en la parte proponente, 
es decir, la que pretende que se incorpore la declaración 
extrajudicial del declarante bajo esta excepción [García 
Martínez $ City and Country of Dember]. No obstante, es de 
destacarse la posibilidad de que el proponente de la prueba 
sea quien haya motivado la indisponibilidad del declarante, 
como por ejemplo el supuesto no muy alejado de nuestra 
realidad, en donde el agente del Ministerio Público ha librado 
una orden de aprehensión en contra del testigo estrella de 
un caso, supuesto en el que evidentemente el testigo no 
se presentará por temor a ser aprehendido. Este es uno los 
problemas más graves de la prueba de referencia, ante la 
indisponibilidad del testigo, que tiene como consecuencia 
la anulación de la confrontación o contradicción, uno de 
los principios más importantes de nuestro sistema penal, 
plasmado en la Constitución en su artículo 20 ya mencionado. 
2.- Causas de indisponibilidad 
La doctrina norteamericana prevé diversas causas para 
la indisponibilidad del declarante a efecto de que rinda su 
testimonio en juicio, teniendo en cuenta que se considera 
como “indisponibilidad” todo lo que no sea culpa del 
proponente, que como cuestión práctica impida al testigo 
presentarse a juicio y declarar, por lo que solamente cuando 
el proponente ha causado la indisponibilidad del testigo, o 
cuando no ha realizado los esfuerzos suficientes para citarlo a 
comparecer, es que no se le va a permitir aprovecharse de las 
excepciones a la regla de prueba de referencia. 


627 


del derecho procesal penal 


INCIPIOS 


Pr 


del derecho procesal penal 


INCIpIOS 


Pr 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


+ El declarante está exento de testificar por razón de un 
privilegio reconocido por el tribunal. 

+ El declarante rehúsa testificar. Insiste en no testificar en 
relación con el asunto u objeto de su declaración a pesar 
de la orden del tribunal para que lo haga, y la amenaza de 
la aplicación de una sanción por desacato. 

+ El declarante manifiesta no recordar nada sobre el asunto 
u objeto de su declaración, no obstante se le aplique en 
varias ocasiones el ejercicio de apoyo o refresco de 
memoria, si el declarante insiste en no recordar.'* 

+ El declarante ha fallecido o está imposibilitado a poder 
comparecer por razón de enfermedad, impedimento 
mental o incapacidad para declarar en juicio, esto es no 
disponibilidad de la persona testigo. 

+ El declarante está fuera de la vista, requiere que el 
proponente de la declaración haya desplegado diligencias 
para conseguir su comparecencia mediante citación del 
tribunal. 

+ El declarante no está disponible por conducta indebida de 
la parte contraria. 


En razón del tema que se analiza, me limitaré a analizar 
únicamente las dos últimas causales de excepción a la regla 
de prueba de referencia, al ser éstas las que contempla el ya 
mencionado artículo 386 del Código Adjetivo. 


15 Cfr. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho Probatorio ...,p. 725. 
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A.- El declarante ha fallecido o está imposibilitado a poder 
comparecer por razón de enfermedad o impedimento 
mental o incapacidad para declarar en juicio, (no 
disponibilidad de la persona testigo). 


En este caso son dos los supuestos que motivan la 
indisponibilidad del declarante. El primero es el fallecimiento, 
que es la forma más radical de indisponibilidad y por tanto, la 
forma más sencilla para el proponente de acreditar la misma 
ante el tribunal. 

En los supuestos de impedimento mental o incapacidad 
para declarar en juicio, el tribunal tendría que analizar 
rigurosamente la situación en la cual los criterios de duración, 
condición y gravedad de la enfermedad o incapacidad del 
testigo, resultaran ser determinantes para la procedencia de la 
indisponibilidad, y por tanto para de dicha causal sea aplicada 
como excepción. 


B.- El declarante esta fuera de la vista 


Requiere que el proponente de la declaración haya 
desplegado diligencias para conseguir su comparecencia 
mediante citación del tribunal. 

Si bien este caso no se encuentra contemplado dentro 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haré un 
breve análisis al respecto en virtud de que antes de la entrada 
en vigor del Código Nacional, algunos códigos procesales 
contemplaban este supuesto, como lo fue el caso del artículo 
374 del Estado de México. 
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Incorporación de registros de actuaciones anteriores. 
“Artículo 374. Podrán incorporarse al juicio oral, previa 
su lectura o reproducción, los registros en que consten 
diligencias anteriores, cuando: 

I. Existan testimonios y dictámenes de peritos que se 
hayan recibido conforme a las reglas de la prueba 
anticipada, sin perjuicio de que las partes exijan la 
comparecencia personal del testigo o perito, cuando sea 
posible; y 

II. Las partes lo soliciten y el juez lo estime procedente, 
por lectura o reproducción del registro respectivo, en la 
parte conducente: 

a) ... 

[57 

5] 

d) Las declaraciones de coimputados, testigos o 
peritos que hayan fallecido, perdido la razón o 
la capacidad para declarar en juicio, estén fuera 
del país, se ignore su residencia actual y por eso 
no hubiese sido posible solicitar su desahogo 
anticipado.:” 


El supuesto no exige al proponente explicar o demostrar 
la razón para la indisponibilidad del declarante, ya que se 
reconoce la dificultad que engendra para el proponente poder 
explicar la motivación o razonamiento del declarante para no 
comparecer. La razón para la incomparecencia del declarante 
puede ser tan válida como la propia conducta humana, por 
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ejemplo, que se encuentre en tratamiento médico, recluido 
en un penal, haya salido de viaje, etc; lo que esta modalidad 
exige en comparación con otras es que el proponente debe 
demostrar que ha desplegado las diligencias suficientes 
para conseguir la comparecencia del declarante a juicio, 
ya que con ello podrá demostrar que la incomparecencia 
del testigo no fue por su culpa o negligencia. Es decir, se 
requiere cuando menos que demuestre que ha realizado un 
esfuerzo de buena fe para lograr la comparecencia, puesto 
que se trata de una excepción cuya base se encuentra en el 
criterio de necesidad; a diferencia de los demás supuestos, 
en los cuales la razón para la indisponibilidad es manifiesta, 
y en el supuesto que se analiza solamente hay que acreditar 
la ausencia del declarante, no obstante haberlo llamado y 
buscado en diferentes lugares y con diferentes métodos; es 
decir, el tipo de gestión que se realice, dependerá del contexto 
particular del caso, que satisfagan el acreditar las diligencias 
desplegadas respecto a la citación.'' 

Indica en este sentido el profesor Chiesa que el criterio 
rector será la razonabilidad de las medidas tomadas por el 
gobierno para lograr la comparecencia del declarante. Por 
ejemplo, en Pueblo £ Pelloot Pérez, el tribunal supremo 
entendió que el ministerio público satisfizo dicho criterio, al 
señalar que el testimonio ausente fue debidamente citado por 
el tribunal para el día del juicio y, al no comparecer, el juez 
ordenó su arresto por desacato en dos ocasiones. El fiscal 
también presentó pruebas sobre las cuestiones infructuosas 


16 Cfr. Weinsteins J.B, Berger M.A.: Matthew Bender. Weinstein's Evidence Manual. 
Sec 17.01. Estados Unidos de Norte América. 1997.p. 26. 
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realizadas por el alguacil del tribunal y la policía para 
localizar al testigo. Quedó demostrado que la comparecencia 
del testigo no se pudo lograr por medio de citación del 
tribunal u otros medios racionales, y el pueblo, realizó un 
esfuerzo de buena fe para lograr su comparecencia. 

S1 bien es cierto, que esta excepción a la regla de prueba 
de referencia que anteriormente contemplaban algunos 
códigos procesales de corte acusatorio en el país, (antes de 
la entrada en vigor del código nacional) era permitida. En 
la práctica generó graves problemas, en virtud de que el 
ministerio público, faltando a su deber de lealtad y buena 
fe, en realidad no hacía el menor esfuerzo en buscar y 
presentar a los testigos, o bien, por causas atribuibles a éste 
las personas no comparecían y se escondían, tal es el caso 
de intimidaciones o porque en realidad el testigo había 
sido manipulado para falsear sus declaraciones y prefería 
desaparecer. Por lo tanto, considero que fue adecuado no 
incluir este supuesto de excepción dentro de nuestro código 
nacional, en virtud de que a nuestro ministerio público le 
falta mucho para tener un comportamiento ético y conducirse 
con lealtad y buena fe. 


C.- Declaración en peligro de muerte 


Este supuesto hno se encuentra expresamente 
contemplado en el código nacional, pero se entiende que 
se aplica la excepción a la regla de exclusión, y por tanto 
se da por admitido un testimonio de referencia en estas 
circunstancias en caso de que ocurriese, siempre y cuando el 
testigo haya fallecido. 
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Cuando el declarante no está disponible como testigo, 
es admisible a la excepción de regla de exclusión de prueba 
de referencia, siendo su declaración admisible cuando creía 
estar en peligro de muerte inminente, si la declaración se 
relaciona con la causa o las circunstancias de los que creyó 
era una muerte inminente. 

Esta excepción está fundada en motivos de confiabilidad 
y necesidad, es decir, la excepción tiene como premisa el alto 
grado de confiabilidad que supone una reducción respecto 
al riesgo asociado con la falta de sinceridad. El argumento 
en sus orígenes, conforme al derecho norteamericano, está 
basado en consideraciones religiosas y metafísicas, teniendo 
como premisa la idea que una persona no va a morir con 
una mentira en su boca, estas consideraciones metafísicas 
y religiosas se han plasmado incluso en jurisprudencia 
norteamericana; por ejemplo en 1934, el Supremo Tribunal 
de Puerto Rico, hizo referencia a la condición de articulo 
mortis, como un momento tan solemne como si estuviera 
listo de responder de sus actos ante Dios [Pueblo $ Mejias], 
atribuyendo algunos doctrinarios el fundamento de esta 
excepción a la tradición judeo-cristiana de la culpa y el 
perdón, ya que se supone que el momento de la muerte, es 
la última oportunidad de pedir perdón por los pecados, por 
lo que, dentro de este concepto religioso, las personas que se 
encuentran en ese trance, es muy probable que no mientan, lo 
que evidentemente es solo una creencia carente de toda base 
científica.'” 


17 Emmanuelli Jiménez, R.: Prontuario de Derecho Probatorio Puertorriqueño.. 
Ediciones Situm 3rd. Puerto Rico. 2010. p. 533. 
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Así, la admisibilidad de declaración de un moribundo 
a través de otra persona, tiene además el aval del criterio 
de necesidad, ya que la muerte del declarante priva al 
promovente, no solo de practicarle al declarante directamente 
el acto de investigación de la entrevista, sino de tener acceso 
a otra prueba respecto a los hechos relacionados con la causa 
y las circunstancias de la muerte del declarante, por ejemplo: 
en el caso en que la víctima exprese lo que sucedió y quien 
se lo hizo al paramédico en el lugar de los hechos, al médico 
o sacerdote en el hospital o a cualquier otra persona antes de 
morir, sin tener la oportunidad de acudir ante la autoridad 
ministerial a presentar su entrevista, y mucho menos a la 
posibilidad de desahogar prueba anticipada, en términos 
del artículo 304 de Código Nacional de Procedimientos 
Penales. Se trata de cuestiones fácticas respecto a las cuales 
el proponente difícilmente pueda obtener prueba de igual o 
mayor valor probatorio, ya que de no admitirse por la regla 
de referencia, la declaración que a otra persona alcanzó a 
manifestarle el moribundo, se estaría privando al promovente 
de prueba, la cual al ser excluida sería inexistente, y muchas 
veces se trata de la prueba más importante del caso, se trata 
básicamente de supuestos en que se impute alguna variante 
de homicidio, en las cuales en caso de que se excluyera la 
prueba de referencia, implica la pérdida de prueba valiosa o 
esencial para obtener un fallo condenatorio. 
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No obstante lo anterior, la propia condición del 
moribundo podría acarrear el riesgo de problemas asociados 
con percepción y narración, que tendrá que ser argumentado 
por la parte de la defensa, y por lo tanto desvirtuado en la 
medida de lo posible por el proponente.'* 


D.- El declarante no está disponible por conducta 
indebida de la parte contraria 


Una declaración ofrecida contra una parte, será 
admitida como excepción a la regla de prueba de referencia, 
siempre y cuando se haya demostrado mediante prueba 
clara, robusta y convincente que la contraparte participó o 
consintió una conducta indebida con la intención de producir 
la indisponibilidad de la persona declarante como testigo 
en el juicio. Su fundamento no descansa en razones de 
confiabilidad, sino en un principio de equidad. 

La excepción tiene como propósito desincentivar a 
las partes de incurrir en conductas indebidas encaminadas 
a causar la incomparecencia del testigo adverso, ya que la 
conducta de la partea quien perjudica el testimonio justifica 
la admisibilidad de la declaración, inclusive aunque dicha 
prueba de referencia carezca de garantías circunstanciales de 
confiabilidad, ya que la contraparte con su conducta indebida, 
ha justificado la confiscación de su facultad de invocar la 
regla de prueba de referencia. Por ejemplo, en el caso de 
diversos asuntos de delincuencia organizada, en que se ha 
tenido conocimiento de que los integrantes de dichos grupos 


18 Cfr. Jaffee, L.:The Constitution and Proof by Dead. El autor cuestiona las garantías 
circunstanciales de confiabilidad de las declaraciones del moribundo. 
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delictivos han privado de la vida al testigo estrella de la 
fiscalía horas previas a su comparecencia en juicio, por lo que 
en dichos casos queda plenamente justificado el argumento 
del fiscal de que como el imputado había ordenado asesinar 
al testigo, la declaración era admisible, bajo la excepción de 
confiscación por conducta. Otro ejemplo es, en el derecho 
norteamericano la decisión Reynolds v. United States, a una 
situación de hechos en la cual se alegaba que el imputado, 
en un caso de bigamia, indujo a error a una empleada que 
intentaba localizar a su esposa para entregarle la notificación 
judicial de citación a audiencia de juicio, en donde el 
planteamiento fundamental de la doctrina adoptada, según se 
expone en el mencionado precedente, es en el sentido de que 
la Constitución no garantiza a una persona acusada contra las 
consecuencias de sus propios actos indebidos, haciendo con 
ello nugatorio la aplicación de los principios de contradicción 
e inmediación en su perjuicio.!” 

Se pueden englobar tres requisitos para la procedencia 
de ésta excepción, que son: acto ilegal, intención y causa. 
Esto es, en primer lugar, que la parte a quien perjudica el 
testimonio debe haber participado o consentido en un acto o 
conducta ilegal (no necesariamente delictiva, como podría ser 
la cohesión psicológica, dar información falsa al notificador 
para que no encuentre al testigo o inducir al error al testigo 
sobre la fecha o lugar del juicio) respecto al declarante, y 
que podrían ser desde el asesinato del declarante, tentativa, 
lesiones, extorsión, amenazas, engaños. En segundo lugar, 


19 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La prueba de referencia y las reglas de evidencia..., 
pp.294-304. 
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dicho acto debe haberse realizado con la intención de causar 
la indisponibilidad del declarante y; en tercer lugar, el acto o 
conducta ilegal debe ser la causa de la ausencia del declarante 
en el juicio.” 

El fin de esta regla de excepción no es hacer admisibles 
declaraciones con suficientes garantías de confiabilidad, 
sino más bien impedir que se salga con la suya la parte que 
provoca que un potencial testigo no testifique, especialmente 
los que intimidan con amenazas o violencia, puesto que 
nadie debe beneficiarse con una conducta indebida, por lo 
que es comprensible que se vea sacrificado el respeto a los 
principios de contradicción y mediación, que le asisten.” 

El profesor Chiesa lo explica claramente al decir que la 
utilidad de la regla es en relación con declaraciones prestadas 
en la etapa de investigación del caso, que serían admisibles 
bajo esta excepción, cuando la no disponibilidad del 
declarante es el resultado de las gestiones de la parte contra 
quien se ofrece la declaración, tal es el caso de declaraciones 
o entrevistas hechas ante agentes de la policía, fiscales, 
amigos, conocidos o terceras personas.” Es importante 
destacar, que la doctrina requiere una demostración de 
que la conducta indebida tenía el propósito de causar 
indisponibilidad del declarante en la silla testifical, si la 
intención que tuvo el acusado al realizar la conducta indebida 


20 Vid. in extenso Giles € California. 


21 Vid. Tribunal Supremo de Puerto Rico.: Informe de las reglas de derecho probatorio, 
Secretariado del a Conferencia Judicial y Notarial Comité Asesor Permanente de 
Reglas de Evidencia, 12 de marzo de 2007. 


22 Crf. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho Probatorio... p.761. 
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era distinta de la de causar indisponibilidad en el juicio (como 
disputa doméstica o celos), no se estaría cumpliendo con el 
requisito de intención necesario para activar la excepción 
de confiscación por conducta; por tanto, de admitirse la 
prueba de referencia, se estarían violando los principio de 
contradicción e inmediación, que son derechos de acusado 
para un debido proceso. 


Conclusiones 


rimera: En el sistema procesal acusatorio adversarial 

mexicano, se puede construir la exclusión de evidencia 

de referencia a un nivel constitucional con el principio 
de inmediación y contradicción. A nivel de Código Nacional 
de Procedimientos Penales, también hay diversos artículos 
que lo permiten; sin embargo, en cuanto a sus excepciones 
solamente podemos encontrar el artículo 386 en sus distintas 
fracciones. 

Segunda: Para poder dar una interpretación y 
aplicación adecuada del artículo 386 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, no basta con la simple lectura o 
reproducción instantánea del registro, sino que tendrán que 
desahogarse, previo a la lectura o reproducción dos testigos, 
uno para probar la razón de la indisponibilidad, y otro 
propiamente de quien haya tomado la declaración de ahora 
no disponible. 
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Tercera: En el debate sobre la exclusión de la prueba 
de referencia, se deben analizar tres condiciones ideales 
para avalar la credibilidad de un testigo, que son: el 
juramento, la presencia del juzgador al declarar el testigo y 
la disponibilidad de este para ser contrainterrogado por las 
partes en el proceso. 

Cuarta: Son los criterios de confiabilidad y necesidad, 
en torno a los cuales se razonan las excepciones a la regla 
de prueba de referencia. En casos como la no disponibilidad 
de la persona testigo por conducta indebida de la parte 
contraria, no trata de que el testimonio de referencia sea 
confiable, sino más bien de una sanción a la parte que causo 
la indisponibilidad; siempre y cuando se demuestre mediante 
prueba clara, robusta y convincente tres requisitos que son: 
acto illegal, intención y causa. 

Para efectos prácticos las conclusiones del presente 
artículo pueden citarse en el proceso penal, de la siguiente 
forma: 

Excepciones a la admisión de testigo de referencia en el 
sistema procesal penal mexicano. 

Los principios constitucionales y procesales de 
inmediación y contradicción, construyen las reglas de 
exclusión probatoria como los casos de excepción en que 
debe admitirse el testigo de referencia y el valor probatorio 
que este puede alcanzar. 

Para la admisión probatoria del testigo de referencia debe 
justificarse el principio de necesidad ante la imposibilidad 
material de que se presente en juicio el testigo — fuente 
original; para lo cual tendrán que desahogarse al menos dos 
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pruebas, una para probar la razón de la indisponibilidad y 
otra de la persona que escucho a quien conoció los hechos de 
forma directa. 

Admitida la prueba de referencia deben analizarse, el 
principio de confiabilidad del testigo indirecto con el resto 
de las pruebas que deben estar en el mismo sentido para que 
tenga efectos probatorios. 

Actuar en contrario, implicaría un acto ilegal y su 
desahogo debe resultara estéril el cuento del cuento no sirve 
de prueba. 
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El Principio de Inmediación en la Audiencia 
Intermedia. Interpretación del Artículo 342 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Introducción 


e ebe asistir el acusado a la audiencia intermedia 
( si el artículo 342 del CNPP expresamente no lo 
señala? pregunta que se responde adecuadamente 


solo después de realizar íntegramente el análisis de dicho 
precepto legal.' 


1 Para estar en aptitud de afirmar y firmar conclusiones debe asumirse un método 
de estudio que valide los resultados; pues no basta la literalidad de la ley ni la 
intuición del más sagaz intérprete para la cabal comprensión de los dispositivos 
procesales penales. La orfandad metodológica, se puede traducir en el riesgo de 
asumir conclusiones tuitivas, lejanas al fin de la norma. A razón de que “(...) sin 
una consideración sistemático-conceptual del derecho, no es posible la ciencia 
del derecho como disciplina racional (...). Alexy, R.: Teoría de los derechos 
fundamentales. Centro de estudios constitucionales. Madrid España. 1993; p. 
45. Empero, poco o prácticamente nada se ha escrito sobre un método propio de 
interpretación del derecho procesal penal, a diferencia del sustantivo, donde la 
dogmática se ha consolidado. 
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De ahí que el propósito del presente artículo sea 
argumentar-interpretar el principio de inmediación en la 
audiencia intermedia. 


La ausencia de método para el análisis del derecho adjetivo penal no puede ni 
debe orillar al abandono de un método ad hoc o resignarse a utilizar las pautas de 
interpretación general para textos legales, ya que equivaldría a que las conclusiones 
sean solo opiniones, quizá razonables, pero ciertamente acientíficas y por eso, 
endebles. 

Ante ese panorama, en esta investigación, se utiliza un método combinando 3 
sistemas de interpretación, la tesis de los derechos fundamentales, la dogmática 
procesal penal y la interpretación teleológica. 

La interpretación principalista diferencia los principios de las reglas jurídicas acorde 
a un esquema de cumplimiento. Los principios, a diferencia de las reglas, no se 
pueden cumplir directamente. Son normas que ordenan que algo se realice de 
acuerdo a las posibilidades fácticas y jurídicas. Consecuentemente, son mandatos 
de optimización que pueden ser satisfechos en diferentes grados. Para analizar 
las posibilidades fácticas se atiende a los principios de idoneidad y necesidad. 
Mientras, para las posibilidades jurídicas, opera la ponderación o proporcionalidad. 
Por otro lado, las reglas son las normas concretas que disponen una específica 
actuación y en las que cabe un proceso de subsunción entre la ley y el caso 
concreto. La interpretación principalista implica descubrir el principio consagrado 
en la ley y luego, la regla, de forma que la interpretación de las últimas debe ser 
siguiendo al principio. 

El análisis dogmático procesal consistente en identificar los temas que aborda el 
precepto legal y desarrollarlos para construir una disertación racional. 

Mientras la interpretación teleológica, en el caso, implica ensayar, poner a prueba, 
las conclusiones revisando si hay coherencia entre el derecho que se encuentra 
incito con el trámite propuesto en la ley, de forma que asegure ser una herramienta 
de concreción del derecho protegido. Cfr Alexy, R.: Teoría de los ..., p. 45. Y del 
mismo autor en: Tres escritos sobre los derechos fundamentales y la teoría de los 
principios. Traducción de Carlos Bernal Pulido. Bogotá. Universidad del externado 
de Colombia. 2009; p. 94. 

La combinación de los métodos expuestos sintéticamente implican: 

1.- Extraer el principio y los derechos que se contienen en el precepto legal sometido 
a análisis. 

2.- Separar los supuestos normativos contenidos en la ley, e 

3.- Interpretar los supuestos normativos a fin con el principio que pretende 
concretizar. 
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La hipótesis de la que se parte es que la inmediación 
tiene excepciones y una de ellas está prevista a favor del 
acusado como su derecho a renunciar a estar presente en la 
audiencia, aunque para ello debe pedir autorización, lo que 
implica que si debe acudir al juzgado y esperar que el juez le 
autorice retirarse y estar en una sala contigua. 

Para comprobar la hipótesis planteada se utiliza la 
interpretación principalista, la dogmática procesal penal y la 
teleológica. Por cuya combinación de métodos es obligado, 
primero ubicar el derecho humano que se encuentra implícito 
en el texto legal sujeto a su análisis. Luego, como paso 
número dos, extraer las hipótesis normativas contenidas en la 
ley, y por último, examinar los supuestos legales atendiendo 
a su fin, el telos del precepto legal. 

Así, se desarrollan VI apartados. 

En el primero, se expone como eje neurálgico de toda la 
disertación o el principio de inmediación, del que se expurga 
su significado etimológico, para posteriormente abordar su 
connotación procesal penal, sus vertientes y alcances. 

El segundo punto, se ocupa de los actos que implican 
la dirección del debate como las posturas principales que 
existen, la activa y la pasiva, asumiéndose una intermedia. 

Llegado al tema Ill, se aborda la oralidad y la 
inmediación, cuya combinación de principios crean uno 
diverso a lo que abarcan en individual. 

Para el punto IV, se tratan los requisitos de validez de 
la audiencia intermedia, focalizando el derecho del acusado 
a solicitar permiso para no estar en la sala al verificarse la 
audiencia. 
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Posteriormente, en el penúltimo rubro, el V, se atienden 
las consecuencias en los casos en que la víctima y el asesor 
jurídico no acuden a la audiencia intermedia. 

Finalmente, en el rubro VI se anota un resumen donde 
se da respuesta a la pregunta inicial: el acusado si debe asistir 
O, a la audiencia intermedia, mas puede solicitar autorización 
para retirarse. 


enal 
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S Así, se tienen los elementos indispensables, apenas 
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I. El principio de inmediación en la audiencia intermedia 
Concepto etimológico 


a palabra inmediación tal cual no está reconocida 
en el diccionario de la real academia de la lengua 
española, al ser una palabra compuesta que se forma 
con la proposición in que significa sin? y mediación, del 
latín mediatio-onis, que se refiere a mediador.* De ahí que 
integrada en una sola palabra gramaticalmente se traduzca 
como sin intermediarios. 
Sin intermediarios implica proximidad, contigiidad 
o cercanía física con un objeto y conlleva un método de 
conocimiento por medio de la interacción que se da entre el 
observador y el objeto observado.* 


2 Cfr. Real academia de la lengua española: In. Segunda acepción. http://dle.rae. 
es/?id=L9vLorj|L9vXSzQ. Consultado el 1 de agosto de 2018. 


3 Cfr. Real academia de la lengua española: Mediación. En http://dle.rae. 
es/?id=OjnsTUN. Consultado el 1 de agosto del 2018. 


4 Cfr. Del Arco Blanco, M. A. y Del Arco Blanco, A. |. (Coordinación): Inmediación, 
principio de. En diccionario básico Cfr. jurídico. Novena edición. Editorial Comares. 
Granada España. 2016; p. 323. Cabezudo Rodríguez, N.: Aproximación a la 
teoría general sobre el principio de inmediación procesal de la comprensión de su 
trascendencia a la expansión del concepto. En https://www.uv.es/coloquio/coloquio/ 
comunicaciones/cp4cab.pdf. Consultado el 1 de agosto del 2018. Decap Fernández, 
M.: El juicio oral y los principios de inmediación y contradicción. https://www.ijf.cjf. 
gob.mx/publicaciones/revista/36/MauricioY/20Decap%20Fern%C3%A1ndez.paf. 
Consultado el 1 de agosto de 2018. 
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Concepto procesal penal 


Trasladándolo a materia procesal, constriñe a que el 
juez y magistrado conozcan directamente las posturas de 
las partes?, lo que se consigue conociendo y resolviendo 
personalmente. 

Por ello, debe ser un imperativo metodológico de 
actuación;? que implica el no delegar en un proyectista 
la conducción de las audiencias, ni la elaboración de 
resoluciones. 


5 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia que literalmente: Principio de inmediación 
como regla procesal. Requiere la necesaria presencia del juez en el desarrollo de la 
audiencia. En el procedimiento penal acusatorio, adversativo y oral, el mecanismo 
institucional que permite a los jueces emitir sus decisiones es la realización de 
una audiencia, en la cual las partes —cara a cara— presentan verbalmente sus 
argumentos, la evidencia que apoya su posición y cuentan, además, con la 
oportunidad de controvertir oralmente las afirmaciones de su contraparte. Acorde 
con esa lógica operativa, el artículo 20, apartado A, fracción Il, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, dispone que “toda audiencia se 
desarrollará en presencia del juez”, lo que implica que el principio de inmediación 
en esta vertiente busca como objetivos: garantizar la corrección formal del proceso 
y velar por el debido respeto de los derechos de las partes, al asegurar la presencia 
del juez en las actuaciones judiciales, así como evitar una de las prácticas más 
comunes que llevaron al agotamiento del procedimiento penal tradicional, en el que 
la mayoría de las audiencias no se dirigían por un juez, sino que su realización se 
delegó al secretario del juzgado y, en esa misma proporción, también se delegaron 
el desahogo y la valoración de las pruebas. señala: Época: Décima Época 
Registro: 2017074 .Instancia: Primera sala. Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta 
del semanario judicial de la federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo Il . Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: la. LIV/2018 (10a.). Página: 971. 


6 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia mexicana: Principio de inmediación como 
herramienta metodológica para la formación de la prueba. Exige el contacto directo 
y personal del juez con los sujetos y el objeto del proceso durante la audiencia de 
juicio. Del proceso legislativo que culminó con la instauración del Nuevo Sistema de 
Justicia Penal, se advierte que para el Poder Reformador de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, el principio de inmediación presupone 
que todos los elementos de prueba vertidos en un proceso y que servirán para 
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Dicho conocimiento directo, en la actualidad, no se 
limita a la presencia física del juez y las partes en la sala 
de audiencia, como era antaño. Hoy en día los medios 
tecnológicos han abierto nuevas posibilidades de interacción 
a partir del uso de herramientas como la telemediación” a 
través de videoconferencia. 

Es cierto que no es igual la telemediación que la 
inmediación material, pero a la fecha, es la forma más 
próxima a la presencia física y resuelve problemas prácticos 
como traslados innecesarios o complicados como aconteció 
con la videoconferencia por la que se desahogó la testifical de 
un perito, que días previos al juicio oral, sufrió un accidente 
que lo postró a la hospitalización.? 


decidir sobre la responsabilidad penal de una persona, deben ser presenciados sin 
mediaciones o intermediarios por el juez en una audiencia. Los alcances de dicho 
propósito implican reconocer que es en la etapa de juicio donde la inmediación cobra 
plena aplicación, porque en esta vertiente configura una herramienta metodológica 
para la formación de la prueba, la cual exige el contacto directo y personal que 
el juez debe tener con los sujetos y el objeto del proceso durante la realización 
de la audiencia de juicio, porque de esa manera se coloca al juez en las mejores 
condiciones posibles para percibir —sin intermediarios— toda la información que 
surja de las pruebas personales, es decir, no sólo la de contenido verbal, sino que 
la inmediación también lo ubica en óptimas condiciones para constatar una serie de 
elementos que acompañan a las palabras del declarante, habilitados para transmitir 
y recepcionar de mejor manera el mensaje que se quiere entregar, como el manejo 
del tono, volumen o cadencia de la voz, pausas, titubeos, disposición del cuerpo, 
dirección de la mirada, muecas o sonrojo, que la doctrina denomina componentes 
paralingúísticos. Época: Décima Época. Registro: 2017073. Instancia: Primera sala. 
Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del semanario judicial de la federación. Libro 
55, Junio de 2018, Tomo ll. Materia(s): Constitucional, Penal. Tesis: la. LV/2018 
(10a.). Página: 970. 


7 Cfr. Montoya Melgar, A. (director): Inmediación (principio de). En diccionario jurídico. 
Thomson Reuters Aranzadi. Pamplona España. 2016; p. 621. 


8 Cfr. causa 1P3212-5 verificada en San José Iturbide, Guanajuato. 
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Vertientes del principio de inmediación 


Tradicionalmente se exponen dos vertientes del principio 
de inmediación: 1.- La subjetiva o formal, consistente en 
la obligación jurisdiccional de relacionarse directamente 
con los medios de prueba? y, 2.- La objetiva o material, que 
implica la obligación de utilizar los medios de prueba que se 
encuentran en directa relación con el hecho a probar!” como 
sostiene el latinajo iudex debet iudicare secundum allegata et 
probata (el juez debe decidir de acuerdo con las alegaciones y 
la prueba). 


9 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia mexicana: Principio de inmediación como 
regla procesal. Requiere la necesaria presencia del juez en el desarrollo de la 
audiencia. En el procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral, el mecanismo 
institucional que permite a los jueces emitir sus decisiones es la realización de 
una audiencia, en la cual las partes —cara a cara— presentan verbalmente sus 
argumentos, la evidencia que apoya su posición y cuentan, además, con la 
oportunidad de controvertir oralmente las afirmaciones de su contraparte. Acorde 
con esa lógica operativa, el artículo 20, apartado A, fracción Il, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, dispone que “toda audiencia se 
desarrollará en presencia del juez”, lo que implica que el principio de inmediación 
en esta vertiente busca como objetivos: garantizar la corrección formal del proceso 
y velar por el debido respeto de los derechos de las partes, al asegurar la presencia 
del juez en las actuaciones judiciales, así como evitar una de las prácticas más 
comunes que llevaron al agotamiento del procedimiento penal tradicional, en el que 
la mayoría de las audiencias no se dirigían por un juez, sino que su realización se 
delegó al secretario del juzgado y, en esa misma proporción, también se delegaron 
el desahogo y la valoración de las pruebas. Vid. In extenso: Época: Décima Época. 
Registro: 2017074. Instancia: Primera sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta 
del semanario judicial de la federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll. Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: la. LIV/2018 (10a.). Página: 971. 
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10 Cfr. Goldschmiat, J.: Problemas jurídicos y políticos del proceso penal. Barcelona, 
España. 1935; pp. 90 y ss. Gómez Colomer, J. L.:. el proceso penal alemán. 
Editorial Bosch. Barcelona. 1985; passim. Armenta Deu, T.: Lecciones de derecho 
procesal penal. Marcial Pons. España. 2009; passim. 
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El principio de inmediación en el proceso penal 
mexicano está enunciado en los artículos 20 de la CPFM 
y 4 del CNPP. Mientras en el ordinal 6 de la última ley 
indicada, se define como la obligación del juez de percibir 
directamente, sin intermediarios!'' y permanentemente los 
debates de las partes, las pruebas y los argumentos que 
expongan a fin de que resolver de la manera más adecuada.'” 


La bilateralidad en el principio de inmediación 


Dicho principio, como todos los nucleares del sistema 
procesal mexicano, se caracteriza por la bilateralidad al 
contener una obligación y un derecho.'* 

Como obligación, implica el deber del juez o magistrado 
de presenciar íntegramente el desahogo probatorio'* y 
escuchar los alegatos de las partes de forma que solo el juez 
cognoscente puede decidir el litigio.'* 


11 Cfr. González Obregón, D.C.: La aplicación del código nacional de procedimientos 
penales. Bajo un sistema acusatorio adversarial México evoluciona en su proceso 
de implementación para un nuevo sistema de justicia penal. 2? edición. Tirant Lo 
Blanch. Ciudad México, México. 2017; p. 54. 


12 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio y 
juicio oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá Colombia. 2012; p. 450. 


13 Cfr. Rodríguez Gurruchaga, O.J.E.: Inmediación. En enciclopedia jurídica omeba. 
Tomo XV impo-insa. Driskill S.A. Buenos Aires Argentina. 1979; p. 887. 


14 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio y 
juicio oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá Colombia. 2012; p. 452. Roxin, 
C.: Derecho procesal penal..., p 394. 


15 Cfr. Bacigalupo Zapater, E.: La noción de un proceso penal con todas las garantías. 
En Derechos procesales fundamentales. Manuales de formación continuada de la 
escuela judicial. CGPJ. Madrid, España. 2005; pp. 523 y 524. 
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En tanto la inmediación como derecho, es la otra cara 
de la moneda. Este deber del juzgador, es una facultad de las 
partes de ser escuchados y de aportar sus pruebas. 

Resulta un derecho sui generis porque es una facultad 
que paradójicamente, para concretizarla, es necesario cumplir 
una obligación. Escrito en otras palabras, la inmediación 
implica el derecho de las partes de que el juez los escuche y 
para lograrlo tienen el deber de acudir a las audiencias. 

La dicotomía derecho-obligación se traduce en que las 
partes deben asistir a las audiencias salvo, en los supuestos 
de excepción previstos en la misma ley: 

1. Cuando el juez resuelve escuchando solo a una parte 
de las partes como en la solicitud de orden de aprehensión. 
2. Algunas de las partes pueden faltar a la audiencia vr.gr. la 
víctima menor de edad en algunas actuaciones se le dispensa 
que no esté presente. 3. Alguna de las partes puede renunciar 
a su derecho a estar presente en la audiencia, como el acusado 
que puede solicitar autorización de no estar físicamente en la 
sala de audiencias en la preparación al juicio oral. 

Concretamente la inmediación en la audiencia 
intermedia presenta dos excepciones, una para el caso de 
la víctima u ofendido y el asesor jurídico. Ello para que 
puedan faltar a la audiencia y otra para que el acusado pueda 
renunciar a su derecho a estar presente. 

Congruente con lo anterior, el ordinal 56 de la ley 
adjetiva de la materia, precisa que el imputado no debe 
retirarse de las audiencias sin autorización judicial y, en 
caso de concedérsele, debe estar en una sala próxima donde 
presencie el desarrollo de la audiencia. 
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Dicho dispositivo completa el ordinal 342 del CNPP 
que no menciona como obligatoria la presencia del acusado 
en la audiencia intermedia, de donde se sigue que se puede 
autorizar se retire. No obstante, lógicamente debe acudir a la 
audiencia para realizar la solicitud. 


Alcances del principio de inmediación 
en la audiencia intermedia 


Producto de lo anterior, el principio de inmediación 
en la audiencia intermedia implica la obligación del juez 
de control, el ministerio público y el defensor, de estar 
fisicamente en la sala de audiencias. Al mismo tiempo el 
derecho de la víctima y asesor victimal de no asistir, como la 
obligación del acusado de concurrir a la audiencia, en la cual 
puede autorizársele renunciar a estar presente. 
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II. La dirección de la audiencia 


omo se escribió, el principio de inmediación, en su 

faceta de obligación, lía que el juez debe estar presente 

durante toda la actuación y lo está precisamente 
para dirigir la audiencia. Dirección que acorde al ordinal 
52 del CNPP le corresponde al órgano jurisdiccional 
(dígase magistrado, juez de control, juez de enjuiciamiento, 
tribunal de enjuiciamiento, juez de adolescentes o juez de 
ejecución). En el caso específico de la audiencia intermedia 
le corresponde al juez de control. 


Actos que implican la dirección del debate 


La dirección de toda audiencia implica gobernar el 
debate entre las partes y resolver todos sus planteamientos.'* 
En la intermedia además de la conducción del debate, lleva la 
finalidad implícita de concluir el proceso mediante una salida 
alterna o el procedimiento abreviado y si esto no es posible 
dictar el auto de apertura a juicio oral, en cuyo caso, como 
lo dispone el arábigo 334 del CNPP, previamente se debe 
resolver sobre la admisión probatoria y la depuración de los 
hechos controvertidos. 


16 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio y 
juicio oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá Colombia. 2012; p. 542. 
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Posturas sobre la dirección del debate 


Existen dos posturas principales que riñen sobre la forma 
en la que el juez debe dirigir el debate, una de forma pasiva 
siendo un juez arbitro solo atendiendo a lo que las partes le 
formulen; otra de forma activa juez y parte introduciendo 
más elementos de los que aportan los litigantes. 

Ambas posturas presentan parciales argumentos válidos. 
El planteamiento de que la dirección del debate implica 
un juez árbitro, encuentra solidez precisamente porque el 
sistema acusatorio es de corte rogado y el juez debe atender 
las propuestas de las partes, estando prohibido que incorpore 
información. 

La segunda postura, por otro lado, parcialmente tiene 
razón cuando sostiene que el juez no puede permanecer 
inactivo en todos los casos. 

Ante el dilema es pertinente una postura intermedia 
en la que el juez, como regla general, atienda lo que le 
soliciten las partes sin incorporar información a excepción 
de dos supuestos y falle el control horizontal: cuando exista 
violación de derechos fundamentales y para realizar acciones 
de eficacia del proceso para que no se paralice.'” 


del derecho procesal penal 


17 Como “(...) Declarar oficiosamente nulidad de actos ejecutados en contravención 
a las formalidades previstas en el Código Nacional (artículos 97, último párrafo, 98 
y 101). Imponer providencias precautorias diversas a las solicitadas, siempre que 
no sean más graves (138). Convocar oficiosamente a audiencias de revisión de 
medidas cautelares, cuando por hecho notorio advierta que han variado de manera 
objetiva las condiciones que justificaron su imposición, con el objeto de revocarlas, 
sustituirlas o modificarlas (161), o bien cuando exista incumplimiento de las medidas 
impuestas (174). No imposición de prisión preventiva oficiosa y sustitución por otra 
medida cautelar, por no resultar proporcional para neutralizar los riesgos procesales 
de sustracción, obstaculización o protección a terceros (167, último párrafo). 
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Debe ser una excepción, de otra manera, truquear la 
ley con cualquier pretexto, pues implica la regresión al 
paternalismo, al sistema de tendencia inquisitiva, que no se 
sostiene con argumentos válidos sino con una convicción 
justiciera de ajustar lo que entienden como justicia. 


Solicitar oficiosamente aclaraciones o precisiones en imputación (311). Convocar 
oficiosamente a audiencia de sobreseimiento (327) (...).“. González Segovia, C. 
O.: Generalidades. En código nacional de procedimientos penales, en perspectiva 
reflexiones desde la judicatura. Reflexiones desde la judicatura. Christian Omar 
González Segovia coordinador. Poder judicial de la federación. Consejo de la 
judicatura federal. Instituto de la judicatura federal. Ciudad de México. 2016; p. 43. 
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TIT. Oralidad de la audiencia 


a oralidad como característica del sistema procesal 

acusatorio mexicano, previsto en el los arts. 20 de 

la CPFM y 4 del CNPP, involucra que el desarrollo 
del proceso principalmente debe ser verbal y, como dice el 
ordinal 45 del referido cuerpo legal, en español. 


La oralidad y la inmediación 


La oralidad y la inmediación forman una dupla 
conformante de las instrucciones sobre la manera en la que 
se debe introducir la información procesal probatoria!* y 
repercute directamente en los temas de: exclusión general 
de declaraciones escritas como fundamento de sentencia, 
exclusión de otras fuentes de conocimiento fuera del 
juicio oral, prohibición de lectura después de la abstención 
de declarar testimonialmente, análisis casuístico de los 
testimonios de oídas, análisis casuístico de copias de 
documentos sin cotejo con los originales, reducción de la 
capacidad de observación del juez.” 


18 Cfr. Roxin, C.: Derecho procesal penal. Editores del puerto. 25? edición. Traducción 
de Gabriela E. Córdoba y Daniel R. Pastor revisada por Julio B. J. Maier. Buenos 
Aires, Argentina. 2003; pp. 394 y ss. 


19 Temas a los que no se hace mayor abundamiento, pues corresponde analizarlos 
en diferente apartado como la admisión probatoria, incorporación de información 
probatoria y valoración. 
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TV. Requisitos de validez de la audiencia intermedia 


os requisitos de validez tradicionalmente han sido 

desarrollados para el tema del acto jurídico y, como es 

sabido, son: la libre voluntad, la capacidad para tratar, 
el objeto, el fin y la forma. 

Los requisitos de validez de la audiencia no encajan 
en el concepto de acto jurídico, ya que no es la acción de 
un particular para crear, modificar, transferir, conservar 
o extinguir derechos que pueden estar determinados o 
indeterminados por la ley. 

Sin embargo, se habla de requisitos de validez 
metafóricamente, como vocablo similar, cuyos elementos 
son: la oralidad y la presencia de quienes deben acudir a la 
actuación. 


Validez de la audiencia intermedia 


Para la validez de la audiencia intermedia deben estar 
presentes el juez, el ministerio público, el defensor y el 
acusado.” 

Recuérdese que la víctima y el asesor jurídico tienen 
derecho a faltar a la audiencia, pero el acusado desde luego 
debe asistir y en ella puede pedir autorización para no estar 
presente. 


20 Cfr. García Villegas, J. H.: Derecho procesal penal. Guía para el código nacional de 
procedimientos penales. Tirant Lo Blanch. Ciudad México, México. 2016; p. 115. 
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Derecho a renunciar a estar presente en la audiencia 


Hay que distinguir entre — derecho a no asistir a la 
audiencia — y el — derecho a solicitar permiso para retirarse 
de la audiencia; conceptos diferentes y considerados en los 
arts. 56 y 342 del CNPP. 

El acusado tiene que asistir a la audiencia y, en ella, le 
asiste el derecho a solicitar autorización para retirarse. 

Tiene la obligación de asistir a todas las audiencias, 
entre ellas, a la intermedia pero en esta su validez no 
depende de la presencia física del acusado en la sala. Ergo 
la audiencia intermedia es de aquellas que el acusado puede 
pedir autorización para retirarse. 

No tiene derecho de faltar, necesariamente debe acudir 
a la audiencia intermedia ya sea citado cuando está libre, 
o conducido cuando esté encarcelado por alguna medida 
cautelar o se encuentre compurgando otra causa y en la sala 
de audiencias se pida permiso. 

Significa que es un derecho a renunciar a la audiencia 
intermedia, a solicitar la renuncia a estar en ella, lo que es 
similar pero no igual al derecho a no asistir. 

Ahora bien, al acusado se le puede negar la autorización 
de retirarse de la audiencia en caso estar en pugna otro 
derecho más importante al de la defensa. Aunque la regla 
general debe ser conceder la autorización ya que la ley no 
indica causales de autorización ni de negación. 
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Si el juez de control autoriza que el acusado deje la 
audiencia, se le conducirá a una sala contigua donde se 
materialice el derecho a conocer lo que vaya aconteciendo 
del proceso por medio de la teleinmediación. 

El tema no está libre de controversia, ya que hay 
quienes sostienen que no es necesaria la presencia del 
acusado en la audiencia intermedia? esgrimiendo diversas 
argumentaciones” versus la postura que precisa que el 
acusado si debe asistir a la audiencia intermedia y en ella 
puede renunciar a su derecho a estar presente.” 

De la contienda aparece con más sólidos argumentos 
la segunda postura que condice con una interpretación 
teleológica y sistemática de los arts. 56 y 342 del CNNP, 
como se resume una lógica procesal penal obtenida de 
las conclusiones del conversatorio del poder Judicial de 
Guanajuato que sostiene: 


21 En este sentido se pronunciaron los jueces José de Jesús Alcantar, José Juan 
Villagómez Amezquita, Berenice González Pérez y Jorge Alberto Servín Manrique, 
en el conversatorio verificado el 6 de julio del 2018 en el salón bicentenario del 
poder judicial de Guanajuato, México. 


22 Algunas argumentaciones en el sentido de que no es necesaria la presencia del 
acusado en la intermedia son: 1.- Interpretación gramatical restrictiva del art. 342 
del CNPP. 2.- El art. 342 del CNPP que reconoce el principio de inmediación no 
precisa literalmente al acusado. 3.- La ley menciona que el acusado puede actuar, 
en la intermedia, por conducto de su defensor. 4.- La contradicción puede hacerla el 
acusado en la audiencia de debate de juicio oral. 5.- No es obligación del acusado 
de exponer su teoría del caso. 6.- Su derecho lo ejercita desde la fase escrita. 7.- Es 
una fase técnica que corresponde al acusado. 


23 En este sentido fue aprobada por los miembros del semipleno penal y por mayoría 
de jueces 32 a favor y 7 en contra, la ponencia presentada por el juez Daniel Gerardo 
López Rivera quien sucintamente concluyó que es indispensable la presencia del 
acusado en la audiencia intermedia para efectos de cumplir con sus obligaciones 
procesales y respetar sus derechos de audiencia y de adecuada defensa. 
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La presencia del acusado en la audiencia intermedia 
es un requisito de validez de la actuación, mas puede 
renunciar a estar presente. 

Es obligación, regla general y requisito de validez 
de la actuación que el imputado esté presente en las 
audiencias una vez apersonado al proceso jurisdiccional, 
como lo dispone regla contenida en el artículo 56 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Pero es derecho del imputado, como se desprende 
del precepto antes citado y a los que se suman el 4 y 
6 del mismo cuerpo normativo, que puede renunciar 
a su derecho a estar, retirándose con aprobación 
jurisdiccional de ciertas audiencias en las que la ley no 
disponga su presencia inexcusable. 

Resulta que en audiencia intermedia acorde al ordinal 
342 de la ley de la materia no es forzosa su presencia 
ya que no se precisa expresamente ergo es de aquellas 
audiencias en las que puede renunciar con autorización 
del juez y ser custodiado a una sala próxima donde 
pueda seguir la actuación. 

Conclúyase que el derecho de inmediación del acusado 
en la audiencia intermedia implica el deber del acusado 
de presentarse a la actuación donde puede pedir la 
autorización de no estar en la sala sino en un área donde 
pueda custodiar lo que acontezca y ser llamado cuando 
su presencia sea imprescindible.” 


Resolución asumida por mayoría de los jueces del sistema acusatorio y oral así 
como los magistrados del semipleno penal en el conversatorio verificado el 6 de 


julio del 2018 en el salón bicentenario del poder judicial de Guanajuato, México. 
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Derecho a faltar a la audiencia 


Por otra parte, la víctima y el asesor victimal pueden 
sencillamente decidir no asistir a la audiencia intermedia, 
aunque hay consecuencias formales por su desinterés. Por 
un lado, les impone la obligación de asistir y por otro, los 
dispensa, al señalar que no es un requisito su presencia. 

Esta ambivalencia legal equivale materialmente 
al derecho de la víctima y su asesor, de no asistir a la 
audiencia intermedia, aunque dicho desinterés tendrá como 
consecuencia que se les tenga por notificados del resultado de 
la misma” y que pierdan el carácter de coadyuvante. 


25 En este sentido consta la tesis de jurisprudencia que literalmente dice: Resoluciones 
emitidas en el proceso penal acusatorio y oral. Surten efectos inmediatamente, 
sin necesidad de formalidad alguna a las partes intervinientes y quienes estaban 
obligados a asistir a ellas formalmente. Del artículo 63 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, se advierte que las partes que asistan a las audiencias 
orales deben tenerse por notificadas en ese acto, sin necesidad de alguna 
formalidad, atento a los principios que rigen a los juicios orales, particularmente, 
los de inmediación, continuidad y concentración. En ese sentido, no se deja en 
estado de indefensión al imputado cuando, a pesar de haber asistido a la audiencia, 
pretenda que con posterioridad se le notifique personalmente el auto de vinculación 
a proceso, ya que las resoluciones emitidas en el proceso penal acusatorio y oral, 
surten efectos inmediatamente, sin necesidad de formalidad alguna a las partes 
intervinientes y quienes estaban obligados a asistir a ellas formalmente; máxime si 
en dicho auto se le hicieron saber los hechos que se le imputan, los antecedentes 
de la investigación expuestos por el Ministerio Público, de la que se adviertan 
datos de prueba que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señala 
como delito y que exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó 
en su comisión. Época: Décima Época. Registro: 2013436. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del semanario 
judicial de la federación. Libro 38. Enero de 2017. Tomo IV. Materia(s): Penal. Tesis: 
VI.20.P.39 P (10a.). Página: 2703. 
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V. Renuncia tácita a la pretensión del coadyuvante 


l coadyuvante, según la segunda acepción de la Real 

Academia de la Lengua Española, es la persona que 

interviene en un proceso sosteniendo la pretensión de 
una de las partes.? 

Esta institución ha sufrido modificaciones en el sistema 
procesal penal mexicano. En el pretérito aún no lejano, en 
México como en algunos otros países, aplicaba el principio 
de separación por el que había una estricta distinción de 
funciones entre el derecho penal y el civil de donde se 
establecía que el castigo penal era responsabilidad exclusiva 
del estado, no de los particulares.” 

Coherente con lo anterior, en el sistema procesal de 
tendencia inquisitiva la víctima no era parte y, a lo más, podía 
el mismo o una persona que designara, fungir como auxiliares 
del ministerio público. 

Empero, en la actualidad la víctima es parte en el 
proceso, como lo reconocen los art. 105 fracción I del CNPP 
y 14 de la LGV, por lo que pueden ejercer sus derechos de 


26 Cfr. Real Academia de la Lengua Española: Coadyuvante. http://dle.rae. 
es/?id=9WB3rjl. Consultado el 1 de agosto del 2018. 


2 


Y 


Describe Roxin, acorde al derecho vigente Alemán, que en los inicios de la pena 
fue considerada reparación y que fue por la influencia de Binding en Die Normen 
und ihre Ubertretung de 1916 cuando se hizo la separación de las funciones en 
el derecho civil y el penal, por el que se afirmaba que el núcleo de la diferencia 
consiste en que el derecho penal cumple con aplicar una pena y el derecho civil 
determina a favor de los particulares. Fundamentos político criminales del derecho 
penal. Coordinación general: Gabriela E. Córdoba -Daniel R. Pastor. Hammurabi. 
Buenos Aires. 2008; p. 212. 
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forma directa, incluso sin estar sometidos al ministerio 
público y más aún, tiene el derecho a contar con un asistente 
victimal según el art. 12 fracción IV de la LGV. 

Ya no aes el proceso penal que si se expresa con una 
figura geometría sería un triángulo estando en cada uno de 
sus vértices juez, -ministerio público y acusado. Ahora la 
representación del proceso en una figura geométrica es un 
cuadrado juez-ministerio público, víctima y acusado.* 

Así las cosas, aunque no existan razones prácticas para 
conservar la coadyuvancia,” sigue vigente como añoranza de 
otros tiempos y otros sistemas. 


28 Cfr. García Ramírez, S.: El ofendido en el proceso penal. En boletín mexicano de 
derecho comparado. Número 85. Versión electrónica. En https://revistas.juridicas. 
unam.mx/index.php/derecho-comparado/article/view/3407/3977. Consultado el 12 
de septiembre del 2018. 


29 Vid. In extenso: Murillo Hidalgo, D.: Catorce errores para la coadyuvancia. Instituto 
de investigaciones jurídicas. Universidad autónoma de Chiapas. En https:// 
iustopico.com/2015/03/24/catorce-errores-para-la-coadyuvancia/. Consultado el 12 
de septiembre del 2018. 


30 No se pasa por alto interpretaciones diversas que, con el argumentos válidos para 
el “sistema tradicional” pretenden aplicarse en el presente limitando los derechos 
de las victimas tal como el que sostiene la tesis de jurisprudencia que a la letra dice: 
Recurso de apelación contra el auto de no vinculación a proceso. Es inadmisible — 
por falta de legitimación- el interpuesto por la víctima u ofendido, si no se constituyó 
en coadyuvante del ministerio público. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
estableció que entre las hipótesis de intervención directa y activa de la víctima u 
ofendido del delito, destaca la constitución de la coadyuvancia con el Ministerio 
Público, que le permite exigir que se le reciban todos los datos o elementos de 
prueba con los que cuente, y que no están limitados a la demostración del importe 
de la reparación del daño, sino al acreditamiento de los presupuestos de su 
condena, como son el delito y la responsabilidad penal del acusado, considerando 
la intervención de la víctima en un sentido trascendente en las etapas preliminares 
al juicio y en el proceso penal propiamente dicho; luego, el obtener un carácter 
protagónico con el representante social, es lo que le da facultad de formar parte en 
el juicio, y para interponer los recursos correspondientes, a decisiones diversas a 
la reparación del daño, lo cual se encuentra regulado por la Constitución Política 
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Incluso, el art. 459 del CNPP da un ejemplo de la 
inutilidad de la coadyuvancia al establecer que pese a que 
la víctima u ofendido, aunque no se haya constituido como 
coadyuvante, podrá impugnar por sí mismo o a través del 
ministerio público. 

Pese a lo desheredado de contenido, legalmente la 
coadyuvancia está consagrada como un derecho para la 
víctima u ofendido en el art. 338 fracción I del CNPP y sus 
reglas establecidas en el diverso 339 de la ley de la materia, 
implica los siguientes derechos: 


l. Se le otorgan las mismas facultades que el ministerio 
público. 

2. Que se le corra traslado de la solicitud de coadyuvancia 
al resto de las partes. 

3. No modificación de obligaciones del ministerio público. 


de los Estados Unidos Mexicanos y por el Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en sus artículos 339, 340 y 459. Por otra parte, los artículos 459 y 470, 
fracción Il, del código referido, establecen que la víctima u ofendido, aunque no 
se haya constituido como coadyuvante, podrá impugnar por sí o por el Ministerio 
Público las resoluciones que versen sobre la reparación del daño, cuando considere 
que resultó perjudicado; las que pongan fin al proceso y las que se produzcan 
en la audiencia de juicio; en este último caso, sólo si participó en ella; así como 
que el tribunal de alzada declarará inadmisible el recurso cuando lo interponga 
una persona no legitimada para ello. En estas condiciones, si la víctima u ofendido 
interpone el recurso de apelación contra el auto de no vinculación a proceso, ese 
medio de impugnación es inadmisible por falta de legitimación del recurrente, si 
no se constituyó como coadyuvante del Ministerio Público, al no encontrarse ese 
auto dentro de las hipótesis previstas en el artículo 459 indicado, y afectar sólo 
indirectamente la reparación del daño. Registro: 2017502. Época: Décima Época. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Publicación: viernes 03 de agosto de 2018 
10:11 h. Materia(s): (Penal). Tesis: XVII.10.P.A.64 P (10a.). 
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4. Derecho a nombrar un representante común, siempre 
que no exista conflicto de intereses. 


En este sentido una de las consecuencias de la 
inasistencia de la víctima u ofendido a la audiencia intermedia 
es que no se le reconozca el carácter de coadyuvante, lo que 
prácticamente es solo formal sin repercusiones prácticas, tal 
como lo estipula la siguiente tesis: 


“(...) Víctima u ofendido del delito. al tener reconocido 
el carácter de parte activa dentro del procedimiento 
penal, el juez, a fin de respetarle sus derechos de 
defensa y acceso a la justicia, debe llamarlo a éste 
para que intervenga directamente en todas sus etapas. 
Del análisis de los artículos 20, apartado C, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 173, fracción XIX, de la Ley de Amparo, se advierte 
el derecho de defensa en favor de la víctima u ofendido 
del delito, el cual comprende el derecho a recibir 
asesoría jurídica, ser informado de los derechos que en 
su favor establece la Constitución; y cuando lo solicite, 
del desarrollo del procedimiento penal, de coadyuvar 
con el agente del Ministerio Público, a ofrecer pruebas, 
tanto en la averiguación previa como en el proceso, a 
que se desahoguen las diligencias que correspondan, así 
como a intervenir en el juicio e interponer los recursos 
en los términos previstos en la ley. Lo anterior con el 
fin de acreditar tanto el delito como la responsabilidad 
penal del inculpado y, por ende, que se le garantice su 
derecho a la reparación del daño; es decir, el legislador 
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le reconoció a la víctima u ofendido la calidad de parte 
activa dentro del procedimiento penal, el cual incluye 
la etapa de averiguación previa, como la del proceso 
judicial. En ese sentido, acorde con los preceptos 
mencionados, en relación con los artículos 8, numeral 1, 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y 14, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, interpretados bajo el principio pro 
persona, reconocido en el párrafo segundo del artículo 
lo. de la Constitución Federal, el reconocimiento de 
la víctima u ofendido del delito como parte, no es 
simplemente en atención a que es uno de los sujetos que 
interviene en el proceso penal, sino por la posición que 
guarda frente a todas las etapas procedimentales, lo que 
de suyo implica que debe reconocérsele y garantizársele 
su derecho a ser oído durante todas las etapas del proceso 
penal respectivo; de ahí que tiene derecho a que se le 
dé intervención directa y activa durante todas las etapas 
del procedimiento, puesto que ello ha sido elevado 
a la categoría de derecho fundamental por el Poder 
Revisor de la Constitución, así como por los tratados 
internacionales suscritos por el Estado Mexicano. En 
consecuencia, si el legislador, atento a los principios 
y derechos humanos reconocidos constitucional y 
convencionalmente, otorgó a la víctima u ofendido 
del delito el carácter de parte, tanto en la averiguación 
previa, como en el proceso penal, quien tiene la 
oportunidad de comparecer a todas las audiencias a 
fin de defender sus intereses, es evidente que existe la 
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obligación del juzgador para llamarlo al procedimiento 
penal, puesto que ese carácter lo tiene reconocido desde 
la etapa de averiguación previa y, solamente de esa 
manera, se le garantiza el derecho a intervenir dentro del 
proceso, ya sea para ofrecer pruebas en coadyuvancia 
con el agente del Ministerio Público, objetar las 
ofrecidas por la defensa del inculpado, formular alegatos 
e, inclusive, a interponer los recursos que establece la 
ley adjetiva de la materia, además de garantizársele su 
derecho a ser informado de las prerrogativas que en 
su favor establece la Constitución, y del desarrollo del 
procedimiento penal, lo que es acorde con los derechos 
de defensa y acceso a la justicia, contenidos en los 
artículos 17 y 20, apartado B, constitucionales. Época: 
Décima época. Registro: 2014860. Instancia: Tribunales 
colegiados de circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Gaceta del semanario judicial de la federación. Libro 45, 
Agosto de 2017, Tomo IV. Materia(s): Constitucional. 
Tesis: XX.1lo.P.C.5 P (10a.). Página: 3229, 
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31 Cfr. Pérez Daza, A.: Código nacional de procedimientos penales. Teoría y prácticas 
del proceso penal acusatorio. Tirant Lo Blanch. Ciudad México, México. 2016; p. 
668. 
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VI. En resumen 


intermedia implica su deber de presentarse a la 

actuación donde puede pedir la autorización de no 
estar en la sala, sino en un área donde pueda custodiar 
lo que acontezca y ser llamado cuando su presencia sea 
imprescindible. 

Por otro lado, la víctima y el asistente jurídico tienen 
derecho a faltar a la audiencia trayendo como consecuencia 
el que se les tenga por notificados de lo que ahí aconteció y 
pierdan el carácter formal de coadyuvante aunque continúan 
con todos sus derechos de parte. 

Finalmente, es imperativo para el juez, ministerio 
público y defensor, acudir y permanecer en la audiencia 
intermedia para que la misma tenga validez. 


| ! l derecho de inmediación del acusado en la audiencia 
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Del arduo camino en México de los derechos 


humanos. 
qu) 
Mtro. José Carlos Guerra Aguilera. gq 
Ó 
Para la consulta de esta voz, remítase al tomo e 
de las letras Cod-Dom de este compendio O 
a, 
Ó 
== 
a, 
O 
> mua 
a, 
> mua 
9) 
E 
> pu 
i= 
a, 


679 


INCIpi0 pro persona 


Pr 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


680 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Comentarios a los juicios críticos sobre la pena de 
prisión! 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


n el libro primer libro, título segundo, ley V del Fuero 

de Juzgo se dice: “Esta fue la razón porque fue hecha 

la ley, que la maldad de los hombres fuese refrenada, 
por miedo de ella, y que los buenos viviesen seguramente 
entre los malos; y que los malos fuesen penados por la ley y 
dejasen de hacer mal por miedo a la pena” 

Concepción tan sencilla y maniquea no deja de tener 
significados que hasta la fecha siguen siendo válidos. Expresa 
la convivencia de la sanción como elemento operativo 
que reprime y refrena. Se pone el acento en la finalidad 
íntimamente mejor que en la reparatoria, pues en tan corto 
texto dos veces se alude al miedo. 

Suponemos que el legislador visigodo no usó la palabra 
pena en un sentido específicamente criminal, puesto que la 
nota coercible no tenía entonces compartimientos matices, 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 17. Agosto-Septiembre 1982; pp. 332-344. 
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aunque el amplio catálogo de sanciones que contiene la 
complicación es de tan rigor que bien pueden considerarse 
penas en su más estrecha y conservadora acepción. 

El miedo de que hablamos es una de las caras de la 
pena. Aparte su carácter retributivo, expiatorio, correctivo, 
etc., se pretende también amedrentar a malhechores futuros, 
probables y posibles. Sin embargo, parece que el miedo está 
perdiendo importancia, juntamente con el descredito general 
de la prisión. A tal consideración nos conduce un estudio que 
sobre el tema elaboró el distinguido penalista e investigador 
doctor Luis Marco Del Pont, de la Universidad Autónoma 
Metropolitana, publicado en el número 29 de la Revista 
Jurídica Veracruzana correspondiente a los meses de marzo, 
abril y mayo de 1982. 

La privación de la libertad todavía impera como la 
pena más usual en los Códigos. La prisión, dice el doctor 
Marco Del Pont, apareció como la gran esperanza de los 
juristas como sustituto de la pena de muerte porque permitía 
la conservación de la vida y evitaba la irreparable. Por 
otra parte, es una pena elástica, lo cual se estimó como un 
gran adelanto. No obstante estas características, la pena de 
prisión hace tiempo que pasa por una seria crisis. El examen 
detenido sobre sus numerosos inconvenientes lleva a muchos 
autores a considerarla ineficaz y odiosa, según el estudio que 
comentamos. 

Los tratadistas dicen que la privación de la libertad 
lesiona gravemente los intereses de quienes la sufren. Frente 
al fenómeno tan obvio e innegable, el escándalo del crítico 
termina, naturalmente, en franco sentimiento de repulsión. 
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No podemos reprochárselo. En nuestro país la enorme 
mayoría de las cárceles no significan solo prisión, sino el 
padecimiento de otras muchas penalidades no previstas en 
el delito como el ocio, la mugre, la subalimentación, etc. 
imposible no dolerse ante estos espectáculos carcelarios 
donde el proceso sufre castigos que no obran en la sentencia. 
Son realidades, más que las doctas objeciones, las que a veces 
nos llevan a renegar del derecho penal mismo. 

Pero cabe detenernos un poco en los juicios críticos 
sobre la pena de prisión sentada hace tiempo en el banquillo 
de los acusados, según la exposición del doctor de Pont. 

1.- Se dice que no se obtienen los fines de rehabilitación 
y readaptación que los tratadistas primero y los legisladores 
después le adjudicaron, en justo rechazo de los meramente 
vindicatorios. 

Bajo el supuesto de que así sea, evidentemente la pena 
de prisión no es culpable de este cargo porque en todo caso 
el mismo que ahora la censuran fueron quienes vieron en 
ella una propiedad que no se desprende su naturaleza. Por 
otra parte, la aseveración es tan general que no permanece 
plena adhesión. Tal vez no rehabilita ni readapta a todos los 
criminales, pero muchos delincuentes que han estado en la 
cárcel y que viven, aunque sea por poco tiempo todo su 
rigor escarmientan y tratan de no volver a presidio. Si el 
escarmiento es o no una vía rehabilitadora es algo que no 
vale la pena dilucidar pero en todo caso el resultado es 
satisfactorio. 
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En el prólogo a la segunda parte de Don Quijote, 
Cervantes, gran conocedor de corazón humano narra la 
historia de un pobre loco que tenía por costumbre descargar 
una losa sobre cualquier perro que encontraba a su paso, 
dejándolo mal herido, hasta que una vez lo soltó sobre un 
podenco, cuya dueña vapuleó al loco hasta no dejar hueso 
sano. En adelante cada vez que topaba con un perro se 
abstenía de descargar el canto alegando que era podenco, así 
se tratase de un gozque o alano. 

No todos los delincuentes son recalcitrantes y sombríos. 
La enorme mayoría son primerizos y circunstanciales. Se 
procura para ellos prisión mínima. De todas maneras su 
paso por la cárcel, el verse en aquel clima detestable, físico 
y humano, aunque sea por unos meses o por unos días, 
determina en ellos una voluntad de conducta más positiva. 

Nuestra experiencia de cerca de quince años en la 
defensoría de oficio, tanto en lo común como en lo federal, 
confirma lo anterior. Muchos responsables de delitos de 
poca, mediana y alta gravedad abandonaban la prisión y, 
salvo unos cuantos casos, no recordamos que hayan vuelto 
a delinquir. Es probable que mucho haya tenido que ver su 
encarcelamiento y que ante la tentación de arrojar de nuevo 
el canto, hayan recordado sus nefastos días de presidiarios y 
parado su acción. 

2.- Sin embargo, se dice en el estudio que comentamos 
que la prisión no disminuye la reincidencia, para lo cual se 
invocan investigaciones realizadas en Estados Unidos y 
en particular la opinión de Ramsey Clark, exprocurador de 
ese país. Asegura que más de la mitad de los excarcelados 
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vuelven al crimen y que la reincidencia en delitos “serios” es 
hasta de un ochenta por ciento. A nuestro modo de ver tales 
apreciaciones son exageradas y el propio doctor Del Pont 
advierte que las investigaciones son insuficientes, aunque 
agrega que según datos obtenidos en las cárceles de Santa 
Martha Acatitla y en Almoloya de Juárez, el 43 por ciento de 
los reos son reincidentes. 

A reserva de completar nuestra propia investigación en 
el Estado, conviene consignar aquí las siguientes muestras 
altamente indicadoras: 

En las resoluciones dictadas en el Juzgado Tercero 
Penal de León, Gto., seleccionado al azar, entre el 1 de 
enero de 1980 y el 31 de junio de 1981 no encontramos un 
solo caso de reincidencia. Las causas consignadas a dicho 
Juzgado en tal periodo representan un promedio cercano a 
23 por mes. En las 347 resoluciones dictadas por la Primera 
Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado en 
asuntos provenientes de diversos municipios, durante el año 
de 1981 solo encontramos 11 casos de reincidencia, apenas 
un poco más del 3 por ciento. En la Segunda Sala y por igual 
periodo, se detectaron solo 12 reincidentes. Es claro que las 
circunstancias sociales de nuestro Estado no son iguales a las 
del Distrito Federal ni a las del extranjero, pero las diferencias 
son tan grandes que necesariamente llaman la atención. Si 
cada cien personas procesadas y condenadas la mitad o el 43 
por ciento reincidiesen, según nos dice el doctor Del Pont, 
el incremento de la criminalidad adquiriría en poco tiempo 
proporciones semigeométricas catastróficas. En nuestro 
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Estado las principales causas del aumento de criminalidad 
se localizan en el aumento de la población y concentración 
urbana, no en la reincidencia. 

3.- Otro juicio crítico se hace consistir en que las 
personas privadas de su libertad no solo están aisladas de 
la sociedad, sino que a veces también lo están dentro de la 
misma cárcel. Se considera que esto está muy mal porque 
el delincuente debe prepararse para su mayor sociabilidad 
y no debe ser aislado de la comunidad ni geográfica ni 
psicológicamente. Tal fenómeno no se ha corregido ni con el 
trabajo penitenciario ni con ayuda clínica. Siempre habrá un 
abismo entre la sociedad carcelaria y la libre. 

¿Quién puede negar que, efectivamente, la cárcel aísla? 
Justamente de eso se trata, de aislar. A este argumento parece 
que le falta, pues, lo principal, a saber: ¿debe o no aislarse al 
delincuente? Si la respuesta es afirmativa, la crítica carece de 
toda razón. Si la respuesta es negativa, es decir, si no debe 
aislarse al delincuente, el problema, de tan grande, desborda 
el tema concreto de la prisión, Llegara a todos los confines 
de la problemática criminal. Habrá necesidad de una nueva 
enoseología penal, pues se cuestionaría el concepto mismo 
del derecho punitivo. Es deseable que desaparezca el Derecho 
Penal, es deseable que desaparezcan todas las cárceles del 
mundo, todos los campos de trabajos forzados, todos los 
separos, todo lo que aflija a la persona, pero es evidente que 
no tiene sentido bordar sobre hipótesis utópicas. 

Para suprimir las penas, sanciones necesariamente 
aflictivas (aunque en variado grado), y elemento distintivo 
del ilícito civil, habrá que esperar que cambien radicalmente 
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los hombres. Se ha dicho que las soluciones utópicas son 
más perniciosas que las simplemente injustas. Estas llaman 
la atención y se corrigen. Aquellas son engañosas, ejercen 
cierta fascinación y perduran. En su perduración inoperante 
muestran su mayor debilidad. Lo malo no está en soñar con 
instituciones perfectas, sino con hombres perfectos. 

La crítica a la pena de prisión tiene un trasfondo piadoso. 
Los tratadistas piensan en la suerte de esos desdichados 
delincuentes que pueblan nuestras cárceles y que pertenecen 
en su inmensa mayoría a las clases sociales más desvalidas 
económica y culturalmente hablando. Pero no son los únicos 
infractores ni los más peligrosos. Nuestros peores criminales 
gozan de impunidad, de bienestar y hasta de prestigio. Si 
sobre ellos cayera todo el peso de la ley como cae sobre los 
indigentes -no por culpa de las instituciones, sino de quienes 
las aplican- ¿formularíamos las mismas críticas piadosas? 
Podemos lamentar el aislamiento carcelario del analfabeta 
desocupado que roba, pero ¿lloraremos el aislamiento del 
hambreado, del traficante millonario de heroína, del que usa 
el poder para enriquecerse pronto y en forma insultante? Esta 
parte del cuadro casi siempre queda fuera del marco y ello 
puede viciar nuestro juicio. 

Antes de promulgarse el nuevo Código Penal del Estado 
de Guanajuato tuvimos oportunidad de analizar el proyecto 
detenidamente en unión de los principales integrantes 
de la comisión redactora. En todo momento expresamos 
nuestra conformidad por una penalización benigna en 
cuanto a la privación de la libertad. Después promovimos 
reformas tendientes a facilitar la libertad condicional y la 
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anticipada, suprimiendo el inútil requisito de la fianza. Lo 
hicimos pensando en nuestra realidad aplicativa de la ley y, 
naturalmente, en la sordidez de nuestras cárceles. De ella no 
podrá desprenderse, empero, una objeción de fondo a la pena 
que se comenta y a la cual escapan, quizás, los más terribles 
depredadores del orden social, aquellos a los que todo el 
mundo quisiera ver aislados geográfica y psicológicamente. 

4.- En otro punto se dice que la prisión es una institución 
anormal, poco agradable, hostil y por lo menos diferente. 
El interno se convierte en un número, lleva una vida 
reglamentada, sujeta a horarios, hasta para los momentos 
íntimos. Al individuo se le arranca bruscamente de la 
sociedad y se le introduce a otro mundo, entre extravíos, con 
frecuencia los internos son objeto de exacciones y abusos, 
por parte de autoridades y líderes. 

Todo lo anterior es cierto. La cárcel es, efectivamente, 
desagradable y hostil. Nunca se ha pretendido lo contrario ni 
es bueno que goce de buena fama. 

5.- Se dice en el artículo que comentamos que la cárcel 
es un factor criminógeno, como lo prueba el alto índice de 
reincidencia y los numerosos delitos que se cometen dentro de 
la misma, sin excluir a que los que incurren son funcionarios. 
El caso más frecuente es el del tráfico de drogas, que a veces 
se dirige desde la prisión. 

Por lo que ve al alto índice de reincidencia ya dejamos 
probado lo contrario. 

No negamos la existencia de malas influencias y 
mafiosos contactos penitenciarios, capaces de acelerar 
inclinaciones antisociales o de acentuar rencores. Pero 
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pensamos más bien que la cárcel actúa en los internos en 
forma sumamente variable y que si bien es cierto que existen 
grandes riesgos de contaminación, no podemos negar que 
sus muchos inconvenientes tienen aptitud natural para 
inducir a la corrección por la vía del miedo; esto sin tomar 
en cuenta todavía los efectos de ese temor en los delincuentes 
potenciales, que es tal vez lo más importante. 

Por lo que ve a la conducta de los malos funcionarios 
de las penitenciarías, se trata de algo que no es directamente 
imputable al instituto. La cárcel figura aquí como una víctima 
más de la corrupción. Si en nuestro País se suprimieran 
todas aquellas instituciones que constituyen ocasión de mala 
conducta, ¿qué quedaría? 

6.- Se dice también que la cárcel provoca enfermedades 
físicas y psíquicas, depresiones, angustias, ansiedad, crisis 
emotivas. 

Es cierto, la privación de libertad puede afectar de muy 
diversas maneras al interno. Si no hay manera de evitarlo. 
¿Debería entonces desaparecer? ¿Estamos realmente 
decididos a ahorrarle las crisis emotivas al homicida, al 
violador, al asaltante, al terrorista? 

7.- “¿Qué hacer con la pena de prisión? “, Se preguntan 
los penalistas. El doctor Luis Marco Del Pont propone 
que debe quedar reducida “a aquellos sujetos de muy alta 
peligrosidad”. La proposición es demasiado imprecisa y los 
elementos de juicio sobre peligrosidad no pueden obtenerse 
sin la instauración del proceso. Podría pensarse en aparejar 
la peligrosidad con la gravedad del hecho, sirviendo de 
referencia el tamaño de la pena. A mayor prisión mayor 
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peligrosidad. Aparte lo erróneo de este recurso, quedaría por 
averiguar a partir de qué nivel habremos de despenalizar los 
delitos. ¿Sería quizás pertinente suprimir la prisión para todos 
aquellos que conforme a la legislación actual tienen promedio 
máximo de tres años? Del Código Penal de Guanajuato 
quitaríamos 62 tipos. 

Tal vez hemos empleado la palabra despenalizar 
indebidamente, pues solo se propone suprimir la pena de 
prisión, no otras. En su lugar se sugieren “prisiones abiertas”, 
arresto nocturno o de fin de semana, es decir, reducir las 
horas efectivas de encarcelamiento, aparte los beneficios de la 
condena condicional y dela libertad anticipada. Como quiera 
que sea, la tendencia es reducir al máximo el tiempo de la 
prisión o suprimirlo del todo. También se habla de imponer 
al culpable la obligación de desempeñar ciertos servicios de 
interés público, como una especie de gravamen laboral, en 
vez de la internación. 

Desaparecida de la mayoría de los códigos la pena de 
muerte y las infamantes, el Derecho Penal tiene todavía su 
expresión, casi total y definitoria en la pena privativa de 
libertad. Entonces no resulta tan erróneo hablar simple y 
sencillamente de una tendencia a la despenalización en 
general. Los sucedáneos se parecerán cada vez más a las 
sanciones civiles. (Ya la reparación del daño tiene en realidad 
ese carácter, aunque no formalmente). Quizás se resuciten 
prácticas olvidadas y se tase una cuchillada para que el 
culpable la pague, como quien cubre un crédito, en vez de ir 
a la cárcel a sufrir aislamientos y crisis emotivas. 
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Todos queremos que la ejecución de la pena privativa de 
libertad se lleve a cabo teniendo siempre en cuenta la dignidad 
de la persona, en instalaciones modernas, higiénicas, dentro 
de los mejores marcos educativos y reeducativos, facilitando 
al interno su actividad productiva. Lo que se avance en este 
sentido y puede avanzarse mucho es plausible. 

Mejor todavía si se multiplican las vertientes 
individualizadoras de la pena, así como sus modalidades. 
De todas suertes, no parece que este proceso pueda concluir 
en su próxima desaparición, la razón fundamental de esta 
opinión realista es la misma que destaca el Fuero Juzgo. 
Debe mantenerse como algo indeseable, temido. 

Se hace necesario colocar al lado de todos los 
inconvenientes de la prisión, aquello que podría considerarse 
como una cualidad. Cualidad de tal importancia que puede 
inclinar a su favor el platillo de la balanza y mantener por 
tiempo indefinido su supervivencia. Mientras la cárcel 
intimide, como ciertamente intimida, puede ser que tenga 
que subsistir. No es fácil hallarle sustituto, desgraciadamente. 
Seguirá siendo algo tan lamentable como lo es la persistencia 
de las conductas criminales. 

Nunca hemos confiado en aquellas opiniones que 
nieguen a la pena de prisión su valor preventivo. En el 
estudio que comentamos, el autor se muestra partidario de su 
ineficiencia ejemplificante. Argumenta que siendo un mito 
que todo mundo conozca las leyes y sus sanciones, el valor 
preventivo que se le asigna cae por su base. El argumento 
no puede ser más débil, pues si bien es cierto que la gente 
no conoce en detalle los mandatos penales, una extensa 
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conciencia del acto criminal es algo absolutamente cierto 
y comprobable. Esta gran ventaja tiene el penal sobre otras 
ramas del derecho. Goza de verdadera promulgación en 
cuanto que la noción del suceso seriamente antisocial es 
extensa y popular, sin desconocer que puede haber figuras 
delictivas -de hecho las hay- tan sofisticadas que deberían 
suprimirse. El catálogo de los delitos se ha reducido a medida 
que ha evolucionado el Derecho Penal, aunque no en todos 
los países debido a la dañada intención de mantener la 
ambigúedad más que nada por razones políticas. 

El autor reconoce que en una investigación realizada en 
la cárcel de Santa Martha Acatitla para saber si los internos 
habían modificado su comportamiento, muchos manifestaron 
que una vez libres no querían volver a la prisión por miedo 
a la misma, por considerarla algo terrible. Es decir, su 
enmienda se presentó como una contrapartida de la dura 
experiencia carcelaria. 

Para la sociedad este temor del que ha sufrido la prisión 
y de muchísimos que no la han sufrido pero que saben 
muy bien lo que es, resulta bastante. Cuanto mejor sería 
encontrar en todo mundo una adhesión sincera a la norma, 
pero que grave seria que ni siquiera el temor nos frenara. Los 
moralistas antiguos decían que el “miedo servil” a la sanción 
quita buena parte de su mérito al acto recto. El jurista piensa 
lo mismo, pero se conforma con los resultados externos. 

El análisis unilateral de la problemática de la pena 
privativa de libertad no arroja buenos resultados. No basta 
ponerse de parte del infractor para calificarla. Las víctimas 
de los delitos también cuentan, tanto las que concretamente 
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han resultado dañadas en una determinada acción, como el 
grupo. Es doloroso contemplar la vida de los internos, pero 
lo es más contemplar los estragos muchas veces irreparables 
en lo material y en lo moral que el delito genera en una 
determinada persona, en una familia, en un país. Mucho se ha 
dicho que la “colectividad” tiene parte de culpa en cualquier 
acontecimiento criminal, pero la tesis de que ella obliga al 
perdón automático en un alarde suicida de solidaridad, 
no es digna de considerarse. El término “colectividad” es 
sumamente vago y las condiciones sociales injustas que 
generan al criminal no son creadas por la mayoría, sino por la 
minoría. A la larga la mayoría resultaría doblemente víctima, 
como clase explotada y como ofendida, en sus miembros, por 
el acto concreto delictuoso. 

El problema de la prisión exige una observación 
bilateral, desde dentro y desde fuera de la prisión. Es 
necesario primero mejorar la sociedad. 

Por ahora el pronóstico tiene que ser pesimista, nunca el 
hombre ha sido tan perseguido y vejado fuera de las cárceles. 
Nunca ha habido tantas simulaciones. Se suprime de los 
códigos la pena de muerte, las de infamia, las trascendentes, 
los tormentos, pero nunca antes se ha matado tanto sin 
defensa y sin juicio; nunca antes se ha torturado tanto ni se ha 
despojado tanto a la persona de sus cosas y de sus derechos 
fundamentales y nunca antes ha habido tanta trascendencia 
en las represiones. Faltarían cárceles para castigar a los 
responsables de tanta iniquidad. 
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De la nueva condena al estado mexicano, por 
el nefasto arraigo y la ilegal prisión preventiva 
oficiosa. 


José Carlos Guerra Aguilera. 


“Pero cuando un Estado ha ratificado (...) la 
Convención Americana, sus jueces, como parte del 
aparato del Estado, también están sometidos a ella, 
lo que les obliga a velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermadas 
por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, 
y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. ” 


arte del párrafo 124 de la sentencia del Caso Almonacid 

Arellano vs Chile. 

1.- En el año de 1981, México, país soberano, en el 
período de José López Portillo, se adhirió a la convención 
americana sobre derechos humanos. Este es un tribunal 
internacional cuya sede está en San José, Costa Rica. Al 
hacerlo, sus sentencias condenatorias obligan al estado 
mexicano a acatarlas. muchos países del continente americano 
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reconocen ello al haberse sometido a esa jurisdicción 
internacional. Los Estados Unidos de Norteamérica no están 
vinculados. 

2.- En el año 2001, Chile recibió una sentencia muy 
especial, ya que la aludida convención americana sobre 
derechos humanos, la condenó a modificar su constitución, en 
lo que se llamó el caso Olmedo Bustos y otros contra Chile, 
por “La última tentación de Cristo”, que es una película de 
producción estadounidense-canadiense, dirigida por Martin 
Scorsese y escrita por Paul Schrader. 

3.- Son varios los casos que ha conocido la corte 
interamericana de derechos humanos de San José, Costa 
Rica, contra México. Quizás los más notables son: 

3.1.- El caso Castañeda Gutman vs. México. El caso se 
refirió a la responsabilidad internacional del estado mexicano, 
por la inexistencia de un recurso adecuado y efectivo, en 
relación con el impedimento de Jorge Castañeda Gutman, 
para inscribir su candidatura independiente a la presidencia 
de México.' 

3.2.- El caso González y otras (“Campo Algodonero”) 
vs. México.? El caso se refirió a la responsabilidad del 
Estado Mexicano, por la falta de diligencia en su actuar, y la 
desaparición de tres personas del sexo femenino. En realidad, 


1 Corte Interamericana de Derechos Humanos: Ficha Técnica: Castañeda Gutman Vs. 
México. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/cf/jurisprudencia2/ 
ficha_tecnica.cim?nld_Ficha=298 consultado el 9 de marzo de 2023. 


2 Corte Interamericana de Derechos Humanos: Ficha técnica: González y otras 
(Campo Algodonero”) Vs. México. Recurso digital disponible en https://www. 
corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nld_Ficha=3478lang 
consultado el 9 de marzo de 2023 
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fueron más de tres mujeres, las llamadas “Muertas de Juárez”, 
precisamente en Ciudad Juárez en el estado de Chihuahua, 
pero el caso se llevó por familiares de sólo tres mujeres. En el 
párrafo 295 de la sentencia, es notable lo siguiente: 


“(...) El Tribunal analizará la controversia entre las 
partes sobre alegadas irregularidades relacionadas con 
1) la custodia de la escena del crimen, recolección y 
manejo de evidencias, elaboración de las autopsias y en 
la identificación y entrega de los restos de las víctimas; 
2) actuación seguida contra presuntos responsables 
y legada de fabricación culpables; 3) demora 
injustificada e inexistencia de avances sustanciales 
en las investigaciones; 4) fragmentación de las 
investigaciones; 5) falta de sanción a los funcionarios 
públicos involucrados con irregularidades, y 6) negación 
de acceso al expediente y demoras o negación de copias 
del mismo. (...)” 


La indebida parálisis, y la lenta inercia de los agentes 
del ministerio público, la falta de sensibilidad, y la abulia 
burocrática, común, aun hoy. 

3.3.- El famoso —y poco conocido— caso Rosendo 
Radilla Pacheco vs. México. Hay este texto elocuente que 
copio: 


“(...) Rosendo Radilla Pacheco nació el 1 de marzo 
de 1914 en Las Clavellinas, un pequeño rancho a tres 
kilómetros de Atoyac de Álvarez, Guerrero. Cuando 
tenía 28 años se casó con Victoria Martínez Neri, con 
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quien tuvo once hijas y un hijo. Fue campesino, pero 
sobre todo fue un líder social ejemplar. Gran parte de 
su vida la dedicó al cafetal, al cultivo y venta del café 
cereza. Hombre de congruencia con cada acto apuntaló 
ideales y acciones solidarias. Cantautor, sus corridos 
—sobre la realidad de México, Lucio Cabañas, Genaro 
Vázquez o el Partido de los Pobres, entre más— 
comenzaron a pasar de boca en boca, de guitarrero a 
guitarrero, de casa en casa: las personas encontraban 
en su palabra hecha canto y ritmo ecos de su realidad, 
motivos para su luchar, su organizarse para la defensa 
de sus derechos humanos. 

A Rosendo, el cantar la cabal memoria histórica, 
los abusos, la indignación ante la injusticia, y las 
condiciones de su pueblo lo llevó a la presidencia 
municipal de Atoyac, ocupó esa función entre 1955 y 
1956. Durante su gestión construyó los primeros cuatro 
puestos del mercado municipal, adquirió el primer 
recolector de basura e irónicamente construyó el primer 
cuartel militar en Atoyac. Cuentan que ha sido el único 
presidente municipal que ha salido más pobre de cómo 
entró, pues en muchas ocasiones tuvo que poner de su 
dinero para terminar las obras que se había propuesto. 
También participó en la organización del Congreso 
Campesino en Atoyac, con la Liga Agraria del Sur 
“Emiliano Zapata”, promoviendo la autonomía colectiva 
y cuestionando la tenencia y repartición de la tierra. 
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Sus acciones y cuestionamientos lo colocaron en la 
mira del Gobierno, y el 25 de agosto de 1974 fue 
desaparecido por los militares. Eran los tiempos de la 
Guerra Sucia. Rosendo viajaba en autobús con su hijo, 
desde Chilpancingo hacia Atoyac. Entre Cacalutla 
y Alcholoa, un retén militar de la Secretaría de la 
Defensa Nacional (SEDENA) detuvo al camión. Uno 
de los militares lo reconoció y no le permitió continuar 
su viaje. Cuando Rosendo les preguntó de qué se le 
acusaba, los militares le respondieron “De componer 
corridos a Lucio Cabañas”. Se lo llevaron preso al ex 
Cuartel Militar de Atoyac de Álvarez... donde fue visto 
por última vez. Víctima de desaparición forzada, nada 
se sabe aún de su paradero (....).”* 


3.3.1.- Cuando lo detuvieron cerca de un campo 
militar, le expresó a su pequeño hijo, que les dijera a sus 
hermanas dónde estaba. Sus hijas peregrinaron para tratar 
de encontrarlo, y por supuesto, las autoridades callaron. Por 
fortuna, sus hijas pudieron acudieron a la corte de Costa 
Rica, la que dictó la sentencia del caso “Radilla Pacheco vs. 
México”* por la responsabilidad del estado mexicano, por la 


3 Comisión nacional de derechos humanos: Rosendo Radilla Pacheco-Desaparición 
forzada. Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/noticia/rosendo- 
radilla-pacheco-desaparicion-forzada consultado el 9 de marzo de 2023. 


4 Comisión nacional de derechos humanos: Rosendo Radilla Pacheco-Desaparición 
forzada. Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/noticia/rosendo- 
radilla-pacheco-desaparicion-forzada consultado el 9 de marzo de 2023. 
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desaparición forzada de Rosendo Radilla Pacheco por parte 
de las fuerzas armadas mexicanas, así como por la falta de 
investigación y sanción de los responsables. 

3.3.2.- Por ser parte del Estado, la suprema corte de 
justicia de México, ejemplarmente, históricamente, creó el 
expediente “Varios 912/2010”, cuando era presidente de 
dicho tribunal el ministro Juan N. Silva, en donde estableció 
las medidas a adoptar por el poder judicial federal de 
México, para el debido cumplimiento de la sentencia contra 
el estado mexicano, que posteriormente fue justipreciada 
muy positivamente por la corte interamericana, señalándola 
como de gran trascendencia para la región, y como un buen 
precedente para otras resoluciones. 

3.3.3.- Varios tratadistas abordaron el tema, y me llama 
poderosamente la atención lo escrito por Javier Dondé, en 
su ensayo “Comentarios al expediente 912/2010”, en donde 
resalto el epígrafe de este trabajo: 


“(...) Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado 
internacional como la Convención Americana, sus 
jueces, como parte del aparato del Estado, también 
están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque 
los efectos de las disposiciones de la Convención no se 
vean mermados por la aplicación de leyes contrarias a 
su objeto y fin, que desde un inicio carecen de efectos 


5 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Seguimiento de Asuntos Resueltos 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Varios 912/2010. 
“Caso Rosendo Radilla Pacheco”. Recurso digital disponible en https://www2. 
scin.gob.mx/AsuntosRelevantes/pagina/SeguimientoAsuntosRelevantesPub. 
aspx?ID=1215898.SeguimientolD=225 consultado el 9 de marzo de 2023. 
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jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe 
ejercer un “control de convencionalidad” ex officio 
entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe 
tener en cuenta no solamente el tratado, sino también 
la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. 

Este párrafo -así lo refirió- fue determinante para 
entender la importancia del expediente Varios porque 
provocó que el entonces presidente de la SCJN se 
preguntara cuál era el alcance de la sentencia del tribunal 
regional con relación al Poder Judicial de la Federación 


(2 


3.3.4.- Es decir, la corte mexicana, empezó a utilizar 
el, ahora famoso, párrafo que hace nacer el control de la 
convencionalidad, que se atribuye a Don Sergio Garcia 
Ramírez, en la sentencia del caso Almonacid Arellano vs. 
Chile. Ver Cuadernillo de la Corte de Costa Rica al respecto.” 


6 Cfr. Dondé, Javier: Comentarios al expediente Varios 912/2010, en Salazar Ugarte, 
Pedro, Niembro Ortega, Roberto y Alonso Beltrán, Carlos Ernesto: Diez sentencias 
emblemáticas de la suprema corte. Universidad Nacional Autónoma de México. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas. México, 2019. pp. 52-53. Recurso digital 
disponible en  https://archivos.juridicas. unam.mx/www/bjv/libros/12/5539/5.pdf 
consultado el 9 de marzo de 2023. 


7 Vid. in extenso Corte Interamericana de Derechos Humanos: Cuadernillo de Jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos No. 7: Control de Convencionalidad. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José, Costa Rica. 2021. Recurso digital 
disponible en https:/1www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/cuadermnillo7 2021 .paf. 
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3.4.- Y el caso Digna Ochoa y familiares contra México.* 
Por sentencia de 25 de noviembre de 2021, en el tristemente 
célebre caso “Digna Ochoa y familiares vs. México”, la corte 
interamericana de derechos humanos, con sede en Costa 
Rica, ordenó entre otras cosas, que: 


+ El estado mexicano, deberá, en un plazo razonable, 
promover y continuar las investigaciones que sean 
necesarias para determinar las circunstancias de la muerte 
de la señora Digna Ochoa y Plácido, y en su caso juzgar, 
y eventualmente sancionar, a la persona o personas 
responsables de su muerte, en los términos del párrafo 159 
de la sentencia. 

+ El estado mexicano, realizará un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad internacional, en los 
términos del párrafo 170 de la Sentencia. 

+ El estado mexicano creará un reconocimiento en materia 
de defensa de derechos humanos, que llevará el nombre 
“Digna Ochoa y Plácido”, en los términos del párrafo 
177.1 de la Sentencia. 

+ El estado mexicano, diseñará e implementará una 
campaña para reconocer la labor de los defensores de 
derechos humanos, en los términos del párrafo 177.2 de la 
Sentencia. 


8 Vid in extenso Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Digna Ochoa 
y familiares vs. México. Sentencia de 25 de noviembre de 2021. Recurso digital 
disponible en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_447_esp.paf. 
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+ El estado mexicano, elaborará un plan de fortalecimiento 
calendarizado del “Mecanismo de Protección para 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas”, 
en los términos del párrafo 177.4 de la Sentencia. 

+ El estado creará e implementará un “Mecanismo de 
Protección de Testigos que intervengan en el Procedimiento 
Penal”, en los términos del párrafo 177.5 de la sentencia. 

+ El estado mexicano, elaborará, presentará e impulsará 
una iniciativa de reforma constitucional, para dotar de 
autonomía e independencia a los Servicios Periciales, en 
los términos del párrafo 177.6 de la sentencia. 

* El estado mexicano, elaborará, presentará e impulsará una 
iniciativa de reforma a la “Ley Federal Para la Protección a 
Personas que intervienen en el Procedimiento Penal” para 
que “incluya los parámetros y estándares internacionales 
sobre la materia para la creación y operación efectiva de 
un Mecanismo de Protección a Testigos”, en los términos 
del párrafo 177.7 de la sentencia. 

+ El estado mexicano, creará e implementará a nivel 
federal, un protocolo específico y especializado, para la 
investigación de ataques contra los defensores de derechos 
humanos, en los términos del párrafo 178 de la sentencia. 

+ El Estado mexicano, dentro del plazo de un año contado a 
partir de la notificación de la sentencia, rendirá al tribunal 
un informe sobre las medidas adoptadas para cumplir con 
la misma. 
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3.4.1.- “(...) El caso de Digna es emblemático por 
varias razones, no sólo porque su crimen fue cometido contra 
una defensora y mujer, sino por el papel de las autoridades. 
Tenemos una investigación plagada de estereotipos de 
género, que no es objetiva, es una “sobre investigación” de 40 
mil hojas no útiles que hizo la procuraduría para fortalecer 
un perfil de Digna (...).”? Ello lo refirió Karla Michel Salas, 
abogada defensora en el caso de Digna Ochoa y Placido. 

3.4,2.- La abogada Digna Ochoa y Plácido, fue 
encontrada sin vida en su despacho ubicado en colonia 
Roma, el 19 de octubre de 2001 por la tarde, en la ahora 
ciudad de México. Digna Ochoa fue una sobresaliente 
abogada defensora de los derechos humanos, galardonada 
con numerosos premios internacionales en reconocimiento 
por su trabajo. Durante varios años, trabajó en casos en 
los que funcionarios públicos, entre ellos, miembros de 
la procuraduría general del D.F. y de las fuerzas armadas, 
estaban involucrados en graves violaciones de derechos 
humanos. 

3.4.3.- Después de casi dos años, la Corte interamericana 
de derechos humanos, dio por concluidas las medidas 
provisionales otorgadas a Digna Ochoa y demás integrantes 
del Centro PRODH. “(...) El papel de las autoridades del 
entonces Distrito Federal, se dice que fue una investigación 
plagada de estereotipos de género, una “investigación” de 40 
mil hojas no útiles (...)”, según su defensora. 

9 El financiero: Digna Ochoa: A 21 años del asesinato de la abogada y defensora 
de derechos humanos, recurso digital disponible en https://www.elfinanciero.com. 


mx/nacional/2022/10/19/digna-ochoa-a-21-anos-del-asesinato-de-la-abogada-y- 
defensora-de-derechos-humanos/ consultado el 9 de marzo de 2023 


704 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


4.- El Estado Mexicano debe verificar reformas legales 
necesarísimas. A veces, esas muertes y esos casos dan fruto: 
el caso Rosendo Radilla Pacheco es un ejemplo. Otros 
casos graves como este, se archivan a pesar de la vergúenza 
internacional por desacato. 

5.- Para el suscrito, el precedente más memorable, es el 
caso Almonacid Arellano vs Chile. Pero de muy particular 
importancia, también es que tres jueces mexicanos; el Doctor 
Héctor Fix-Zamudio, el Doctor Sergio García Ramírez, y 
el Doctor Eduardo Ferrer Mac-Gregor, han sido los tres, 
presidentes de la Corte de San Jose, Costa Rica. ¡Como 
hubiera deseado que los dos últimos fueren sido ministros de 
la Corte Mexicana! 

6.- Pues hace poco la Corte de San José, Costa Rica, 
resolvió el caso “Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México”, 
donde se estableció que 


“(...) El presente caso se refiere a la detención ilegal y 
arbitraria en enero de 2006 de Jorge Marcial Tzompaxtle 
Tecpile, Gerardo Tzompaxtle Tecpile y Gustavo Robles 
López por parte de agentes policiales en una carretera 
entre las ciudades de Veracruz y Ciudad de México, así 
como la aplicación de la figura del arraigo y la falta de 
garantías judiciales en el proceso penal que se siguió 
en su contra. En su Informe de Fondo la Comisión 
concluyó que las víctimas fueron retenidas y requisadas 
por agentes policiales sin orden judicial y que tampoco 
se evidenció que fuera posible percibir una situación de 
flagrancia. Asimismo, consideró que la retención resultó 
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ilegal y arbitraria. Agregó que la posterior requisa del 
vehículo constituyó una afectación al derecho a la vida 
privada, así como que las víctimas no fueron informadas 
sobre las razones de su detención ni que fueron llevadas 
sin demora ante una autoridad judicial. Por otra parte, 
analizó la figura del arraigo y su aplicación al presente 
caso, estableciendo que la aplicación de la figura del 
arraigo constituyó una medida de carácter punitivo 
y no cautelar, señalando que la dicha figura resulta 
contraria a la Convención Americana y, en el presente 
caso, constituyó una detención arbitraria. Finalmente, 
consideró que el Estado violó el derecho a la notificación 
previa y detallada de los cargos a la defensa técnica en 
los primeros días posteriores a la detención, puesto que 
durante ese tiempo tuvieron lugar diligencias relevantes 
en donde se recabo prueba en su contra y se dispuso de 
su arraigo (...).” 


Y 


isión preven 


7.- Conocimos por los medios periodísticos, el año 


Pr 


pasado, que Daniel García, de 56 años y Reyes Alpízar, de 
54, pisaron la prisión, y jamás imaginaron que pasarían casi 
veinte años encerrados, ya que estuvieron 17 años con el 
castigo preventivo, llamado jurídicamente prisión preventiva. 


10 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Tzompaxtle Tecpile y 
otros vs. México. Información del caso. Recurso digital disponible en https://www. 
corteidh.or.cr/docs/tramite/tzompaxtle_tecpile_y_otros.pdf. 
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Ambos, recluidos por el probable homicidio de la regidora 
María de los Ángeles Tamés, ocurrido en el año de 2001. Ya 
fueron liberados, en agosto de 2019.'' 

7.1.- Es posible la condena a México por su prisión 
preventiva. Y leo y copio el ensayo de Simón Hernández 
León, abogado de los citados. 


“(...) México está en la antesala de una condena 
internacional con implicaciones estructurales para el 
sistema de justicia penal y el derecho constitucional. 
El caso de Daniel García y Reyes Alpízar, quienes 
permanecieron 17 años y medio en prisión preventiva sin 
una sentencia, será analizado en la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos el 26 de agosto y es altamente 
probable que se ordene eliminar de la Constitución la 
prisión preventiva de carácter oficioso, para que subsista 
únicamente en una modalidad justificada. 

El caso revela las peores prácticas de las instituciones de 
investigación del delito: detenciones arbitrarias, tortura, 
fabricación de pruebas, sustracción de evidencia, el 
uso de arraigo y del aparato de Estado, incluyendo a la 
policía, fiscales y jueces para favorecer los intereses de 
los actores políticos sobre el legítimo reclamo de verdad 
y justicia. 

De todo esto, lo que llama la atención de la Corte 
Interamericana es que México —un país supuestamente 
democrático-, "mantenga figuras consideradas 

11 Ver en revista Lex del mes de agosto de 2022, ensayo de mi autoría Del vergonzoso 


castigo preventivo, la medida cautelar de la prisión preventiva, pagina 35 y 
siguientes. 
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violatorias de derechos humanos como la prisión 
preventiva oficiosa y el arraigo. Detener sin elementos 
para intentar conseguir pruebas y posteriormente 
solicitar una investigación o ser detenido únicamente 
bajo el criterio del delito sin ninguna alternativa a la 
prisión, nulificando la presunción de inocencia y el 
control judicial sobre el riesgo para la víctima, las 
pruebas o el desarrollo del juicio, constituyen prácticas 
profundamente autoritarias. 

Resulta más grave que estas figuras fueron 
constitucionalizadas para garantizar su aplicación 
y brindarles eficacia jurídica. Cuando en 2005 la 
Suprema Corte señaló que el arraigo local carecía de 
base constitucional, indirectamente generó un efecto 
pedagógico perverso para los poderes públicos: en 
2008 el arraigo y la prisión preventiva oficiosa se 
constitucionalizaron y en 2019 se amplió el catálogo de 
delitos en la Constitución. 

Los tres Poderes de la Unión son responsables de esta 
condena inminente: El Legislativo por constitucionalizar 
la prisión preventiva oficiosa y ampliarla en 2019 —en 
contra de los llamados de Naciones Unidas a través 
de varios órganos de tratado, el Alto Comisionado de 
Derechos Humanos y la Comisión Interamericana— 
, administraciones federales de distintos partidos 
que desde el Ejecutivo han impulsado un política de 
populismo punitivo y la propia Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación que estableció que las restricciones 
constitucionales expresas de derechos prevalecen sobre 
los tratados internacionales (....).”*? 


7.2.- Realmente, es vergonzoso que el sumiso poder 
legislativo federal, obedezca iniciativas contra los derechos 
humanos, y legisle, aparentemente “constitucionalizando”, 
el arraigo y la inconvencional prisión preventiva. Es 
necesaria la anulación del artículo 167 del código nacional de 
procedimientos penales, que prevé un catálogo de 45 delitos 
que también ameritan prisión preventiva. 

7.3.- El segundo párrafo del artículo 165 del código 
nacional de procedimientos penales establecía: 


“(...) La prisión preventiva no podrá exceder de un 
año, salvo que su prolongación se deba al ejercicio del 
derecho de defensa del imputado. Si cumplido este 
término no se ha dictado sentencia, el imputado será 
puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el 
proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas 
cautelares (...).” 


7.4.- Ahora establece: 


“(...) La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo 
que como máximo de pena fije la ley al delito que 
motivare el proceso y en ningún caso será superior a 


12 Hernández León, Simón: Prisión preventiva oficiosa: La condena internacional 
inevitable, en “El Universal” 20 de agosto de 2022. Recurso digital disponible en 
https://www. eluniversal.com.mx/opinion/simon-hernandez-leon/prision-preventiva- 
oficiosa-la-condena-internacional-inevitable consultado el 9 de marzo de 2023 
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dos años, salvo que su prolongación se deba al ejercicio 
del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este 
término no se ha pronunciado sentencia, el imputado 
será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el 
proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas 
cautelares (...).” 


7.5.- El artículo 112, fracción X, del código nacional 
de procedimientos penales, establece -y no se cumple- como 
derecho del inculpado: 


“(...) A ser juzgado en audiencia por un Tribunal de 
enjuiciamiento, antes de cuatro meses si se tratare de 
delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de 
prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese 
tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa 


ej” 


8.- Evidentemente, eso no liberaría la muy probable 
condena internacional, prevista para resolverse este viernes 
26 de agosto, en el caso “Daniel García Rodríguez y otro 
contra México”, en donde la Corte de San Jose Costa Rica, 
informa: 


“(...) El caso se relaciona con la responsabilidad 
internacional de México por las torturas, violaciones 
al debido proceso y a la libertad personal en contra de 
Daniel García Rodríguez y Reyes Alpízar Ortíz, quienes 
permanecieron detenidos en prisión preventiva por 
más de 17 años. En su Informe de Fondo la Comisión 
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observó que las víctimas fueron detenidas sin que se les 
presentara una orden judicial expedida con anterioridad 
a su detención y sin cumplir con las condiciones 
establecidas en el Código de Procedimientos Penales. Al 
respecto, la Comisión concluyó que los señores Daniel 
García y Reyes Alpízar solo conocieron formalmente 
las razones de la detención y los cargos formulados 
cuando fueron puestos a disposición de un juez, 45 
y 34 días luego de su privación de libertad, lapso que 
estuvieron detenidos bajo arraigo. En el presente caso, 
la Comisión estableció que la aplicación de la figura del 
arraigo constituyó una medida de carácter punitivo y 
no cautelar, y por lo tanto una privación de la libertad 
arbitraria y violatoria del principio de presunción de 
inocencia. Asimismo, concluyó que la prisión preventiva 
posterior al arraigo, la cual se extendió por diecisiete 
años, resultó arbitraria. Concluyó, además, que se violó 
el derecho de defensa dado que, entre otros, las víctimas 
en el proceso penal no lograron presentar las pruebas de 
descargo ofrecidas como esenciales y el juez de la causa 
no tomó medidas para asegurar el envío de información 


(Jn 


9.- Por otra parte, sería una ocasión magnifica, para 
que el poder judicial estableciera que los derechos humanos 
sí se respetan en México. La corte mexicana crecería en su 
prestigio, hoy por algunos, dubitado. Necesitamos que la 
13 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso García Rodríguez y otros 


vs. México. Información del caso. Recurso digital disponible en https://www.corteidh. 
or.cr/docs/tramite/garcia_rodriguez_y_otro.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 
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corte nacional crezca. Necesitamos, como escribiera el jurista 
Diego Valadez Ríos, a la corte de justicia más que nunca; 
Necesitamos, en el camino de las libertades, ir cuesta arriba 
siempre, sin freno, no hacia atrás.'* 

10.- Es interesante lo escrito sobre el tema por Arturo 
Zaldívar, ministro de la corte mexicana en el periódico 
Milenio, el 2 de agosto de 2022, 


“(....) El arraigo y la prisión preventiva oficiosa 
son medidas que, aunque están previstas en nuestra 
Constitución, resultan indudablemente contrarias a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues 
restringen desproporcionadamente la libertad personal 
sin que exista una sentencia condenatoria y desconocen 
la presunción de inocencia (...).”** 


11.- Don Sergio García Ramírez indica al respecto: 


“(...) Hace unos días, la Corte Interamericana acaba de 
resolver que el arraigo y la preventiva oficiosa violan 
derechos humanos. Esta decisión se tomó dentro de una 
línea bien conocida de la jurisprudencia de aquel tribunal 
(por eso digo que fue una condena esperada). México 
está obligado a cumplir la sentencia, que es inapelable. 


14 Chorny, Vladimir: Una amenaza y otra defensa a los derechos humanos, en 
Animal Político. 10 de enero de 2013. Recurso digital disponible en https://www. 
animalpolitico.com/blog-invitado/una-amenaza-y-otra-defensa-a-los-derechos- 
humanos/ consultado el 22 de mayo de 2021. 


1 


al 


Zaldívar, Arturo: Arraigo y prisión preventiva oficiosa son inconvencionales, en 
Milenio. 2 de agosto de 2022. Recurso digital disponible en: https://www.milenio. 
com/opinion/arturo-zaldivar/los-derechos-hoy/arraigo-y-prision-preventiva-oficiosa- 
son-inconvencionales consultado el 9 de marzo de 2023. 
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Pero el cumplimiento implica reformas constitucionales, 
legales e institucionales de gran fondo. En otros casos, 
diferentes países también condenados por la Corte a 
raíz de distintas violaciones, han reformado sus leyes, 
incluso preceptos constitucionales. 

La resistencia de algunos opinantes frente a las 
decisiones de la Corte Interamericana deriva 
probablemente (quiero entenderlo así) de que ignoran 
cómo se creó la Corte (con participación de México), 
qué competencia se le confirió (con aprobación de 
México) y cómo se ha sostenido el carácter vinculante 
de sus sentencias (con apoyo en la jurisprudencia de 
México) (...) e 


12.- Es importante conocer parte de la sentencia: 


“(...) Sobre la figura del arraigo. Con respecto a esta 
figura, la Corte indicó que por tratarse de una medida 
restrictiva a la libertad de naturaleza pre-procesal con 
fines investigativos, resultaba contraria al contenido de la 
Convención, en particular vulneraba per se los derechos 
a la libertad personal y la presunción de inocencia de la 
persona arraigada. Sobre el artículo 12 de la Ley Federal 
contra la Delincuencia de 1996 así como en el artículo 
133 bis al Código Federal Procesal Penal de 1999 indicó 
que: a) no permitían que la persona arraigada fuera oída 


García Ramírez, Sergio: Una condena anunciada (y merecida), en El Universal. 11 
de febrero de 2023. Recurso digital disponible en https://www. eluniversal.com.mx/ 
opinion/sergio-garcia-ramirez/una-condena-anunciada-y-merecida consultado el 9 


de marzo de 2023 
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por una autoridad judicial antes de que fuese decretada 
la medida; b) restringían la libertad de una persona 
sin contar con elementos suficientes para vincularla 
formalmente a un delito concreto; c) no se referían a los 
supuestos materiales que se debían cumplir para aplicar 
esa medida; d) establecían una finalidad para la medida 
restrictiva a la libertad que no resultaba compatible con 
las finalidades legítimas para la restricción a la libertad 
personal, y e) afectaban el derecho a no declarar contra 
sí mismo de la persona arraigada. En ese sentido, 
la concluyó que el Estado vulneró su obligación de 
adoptar disposiciones de derecho interno contenida en el 
artículo 2 de la Convención Americana en relación con 
el derecho a no ser privado de la libertad arbitrariamente 
(art. 7.3), al control judicial de la privación de la libertad 
y la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva (art. 
7.5), a ser oído (art. 8.1), a la presunción de inocencia 
(art. 8.2) y a no declarar contra sí mismo (art.8.2.g), 
en perjuicio de Jorge Marcial y Gerardo Tzompaxtle 
Tecpile, y Gustavo Robles López. 

Sobre la prisión preventiva. La Corte encontró que 
el artículo 161 del Código Federal Procesal Penal de 
1999, el cual establece la prisión preventiva, y que fue 
aplicado en el caso, no hace referencia a las finalidades 
de la prisión preventiva, ni a los peligros procesales 
que buscaría precaver, ni tampoco a la exigencia de 
hacer un análisis de la necesidad de la medida frente 
a otras menos lesivas para los derechos de la persona 
procesada, como lo serían las medidas alternativas a 
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la privación a la libertad. Además, el referido artículo 
establece preceptivamente la aplicación de la prisión 
preventiva para los delitos que revisten cierta gravedad 
una vez establecidos los presupuestos materiales, sin 
que se lleva a cabo un análisis de la necesidad de la 
cautela frente a las circunstancias particulares del caso. 
En esa medida, la Corte concluye que el Estado vulneró 
su obligación de adoptar disposiciones de derecho 
interno contenida en el artículo 2 de la Convención en 
relación con los derechos el derecho a no ser privado de 
la libertad arbitrariamente (art. 7.3), al control judicial 
de la privación de la libertad (art. 7.5), y a la presunción 
de inocencia (art. 8.2) en perjuicio de las víctimas (...).” 


13.- La pregunta, ¿será cumplirá por el estado 
mexicano? ¿Cumplirán los jueces mexicanos, la condena? 

14.- Siempre hemos sostenido que el nefasto arraigo 
es inconstitucional; ahora, ésta sentencia considera que el 
arraigo y la prisión preventiva son contrarios a la convención 
americana sobre derechos humanos. La que en su artículo 1, 
indica con toda claridad conceptual: 


“(...) Parte I - Deberes de los estados y derechos 
protegidos. 

Capítulo I. Enumeración de deberes. 

Artículo 1. Obligación de respetar los derechos 

1.Los estados partes en esta convención se comprometen 
a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y 
a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna 
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por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social. (...)” 


15.- Y el repetido párrafo 124 de la sentencia del caso 


Almonacid Arellano contra Chile, es también harto elocuente: 


“(...) La Corte es consciente que los jueces y tribunales 
internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, 
están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en 
el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha 
ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del 
Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga 
a velar porque los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermadas por la aplicación 
de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un 
inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el 
Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de 
convencionalidad” entre las normas jurídicas internas 
que aplican en los casos concretos y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, 
el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha 
hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana (...).” 
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16.- Ojalá se cumpla la sentencia de condena a México, 
por todos los que están obligados. ¿Podría haber condenado 
la Corte de Costa Rica a México, para que modifique la 
Constitución en donde “constitucionaliza” el arraigo y la 
prisión preventiva? 
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scjn.gob.mx/ AsuntosRelevantes/pagina/ 
SeguimientoAsuntosRelevantesPub. 
aspx?ID=1215898.SeguimientolD=225 

Zaldívar, Arturo: Arraigo y prisión preventiva oficiosa son 
inconvencionales, en Milenio. 2 de agosto de 2022. 
Recurso digital disponible en: https://www.milenio. 
com/opinion/arturo-zaldivar/los-derechos-hoy/arraigo- 
y-prision-preventiva-oficiosa-son-inconvencionales 
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5 días de contrarréplica 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


l derecho a la contrarréplica, se encuentra reconocido 

en el artículo 873-c de la ley federal del trabajo. En el 

referido numeral se concede un plazo al demandado de 
5 cinco días hábiles para su ejercicio. 

Este derecho, tal y como se refirió previamente, no 
se encontraba reconocido como tal previo a la reforma a la 
ley federal del trabajo del 1 uno de mayo de 2019 dos mil 
diecinueve. 

Y aún y cuando ya se hicieron precisiones al respecto en 
los párrafos tocantes al derecho de réplica, resulta importante 
puntualizar que, en caso de que el demandado ofrezca 
pruebas en su escrito de contrarréplica, se concederá un plazo 
de 3 tres días al actor para que manifieste lo que a su interés 
convenga. 

La contrarréplica es un derecho que en la práctica no es 
muy común que sea ejercitado. No obstante, es importante 
que el secretario instructor al que le corresponda, certifique 
su ejercicio u omisión dentro del plazo concedido y, de ser 
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al caso, al concluir la tramitación escrita e instrucción del 
asunto, fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia 
preliminar. 
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5 días de emplazamiento 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


l legislador, en una lucha por combatir el rezago de 

asuntos, así como los largos juicios que se daban en 

material laboral, adicionó a la ley federal del trabajo, 
entre diversos artículos, el numeral 873-a, en el cual se 
estableció que se concede un plazo de 5 cinco días posteriores 
al auto admisorio, para emplazar al demandado. 

Este plazo pretende cristalizar uno de los principios 
contenidos en el artículo 685 de la ley federal del trabajo, 
consistente en la celeridad. 

En ese sentido, cabe señalar que previo al decreto 
publicado en el diario oficial de la federación el 1 uno 
de marzo de 2019 dos mil diecinueve, únicamente se 
encontraba contemplado el numeral 873, en el cual se 
establecía, cuando menos en la norma, un término similar 
al de los actuales numerales respecto de la “notificación” al 
1 Secretaría de Gobernación: Diario Oficial de la Federación. DECRETO por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Tra- 
bajo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley Federal 
de la Defensoría Pública, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de Justicia Laboral, 


Libertad Sindical y Negociación Colectiva, disponible en https://www.dof.gob.mx/ 
nota_detalle.php?codigo=55591308fecha=01/05/2019Hgsc.tab=0 
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demandado? se hace la aclaración que la ley no denominaba 
como emplazamiento a la notificación de la demanda que se 
hacía al patrón. 

Por su parte, la suprema corte de justicia de la nación, 
si bien no ha tenido un pronunciamiento particular respecto 
de los días que median o puedan mediar entre las prácticas 
de los emplazamientos laborales, sí ha fijado criterios 
respecto a dilaciones genéricas, haciendo alusión a un “plazo 
razonable” que no se traduzca en una auténtica paralización 
al procedimiento, y fije un estándar mínimo objetivo que dote 
de seguridad jurídica a las partes.* 

Tal “plazo razonable”, debe entenderse como el tiempo 
ligeramente superior al de la práctica de la ejecución de 
la sentencia o bien, aplicándolo por mayoría de razón al 
emplazamiento en un juicio laboral. 


2 Artículo 873. La Junta, dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a 
partir del momento en que reciba el escrito de demanda, dictará acuerdo, en el que 
señalará día y hora para la celebración de la audiencia de conciliación, demanda 
y excepciones, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a 
aquél en que se haya recibido el escrito de demanda. Dicho acuerdo se notificará 
personalmente a las partes, con diez días de anticipación a la audiencia cuando 
menos, entregando al demandado copia cotejada de la demanda y del acuerdo 
admisorio, apercibiéndolas de lo dispuesto en el artículo 879 de esta Ley. 


3 Undécima Época. Jurisprudencia 2a./J. 12/2022 (11a.), con número de registro 
digital 2024318, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, visible en la de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 
11, Marzo de 2022, Tomo lll, página 1927, de materia laboral, rubro “DILACIÓN 
EXCESIVA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA EN MATERIA 
LABORAL. PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE UN AMPARO INDIRECTO 
EN SU CONTRA, NO ES APLICABLE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.), 
EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIADE LA 
NACION.” 
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Ahora bien, en la práctica, existen en ocasiones 
situaciones que impiden o dificultan que los emplazamientos 
pueden llevarse a cabo dentro de los 5 cinco días que 
establece el artículo 873-a aludido. 

Tal es el caso cuando, por las distancias y recursos 
humanos con los que cuenta un tribunal, éste se debe auxiliar 
de algún otro órgano jurisdiccional para la práctica de los 
emplazamientos. En ese sentido, el tribunal laboral ya no 
dependerá únicamente de sí mismo, sino de los diversos 
Órganos que lo auxilien para el cumplimento de sus funciones, 
lo que implica en muchas ocasiones, el retraso en la práctica 
de diligencias. 

Máxime que el emplazamiento al demandado debe ser 
en el domicilio o datos de ubicación proporcionados por 
la parte actora según lo dispuesto por la fracción III, del 
apartado a del artículo 872 de la ley federal del trabajo. 

De ahí que, dada la imposibilidad material de los 
tribunales laborales para emplazar a todos quienes obren 
como parte de demandas en los juicios de su conocimiento, 
por conducto de los actuarios adscritos a su propio órgano 
debiendo auxiliarse de distintos Órganos, los emplazamientos 
puedan dilatarse a más de los 5 cinco días establecido en la 
ya citado artículo. 
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8 días de réplica 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


a réplica es un derecho que tiene la parte actora para 

realizar manifestaciones y planteamientos relacionados 

con la contestación de la demanda, así como para 
objetar las pruebas ofrecidas por el demandado y, en su caso, 
ofrecer pruebas relacionadas con las manifestaciones o bien 
respecto de las objeciones de prueba planteadas. 

Este derecho se encuentra reconocido en el artículo 
873-b de la ley federal del trabajo, el cual prevé un plazo 
de 8 ocho días hábiles' una vez contestada la demanda, para 
ejercitarlo. 

Cabe señalar que, tratándose del supuesto en el cual el 
demandado haga ofrecimiento de trabajo, el citado artículo 
prevé que la réplica es el momento procesal oportuno para 
que el trabajador se pronuncie al respecto. 

En este sentido, resulta menester señalar que en el 
decreto publicado en el diario oficial de la federación el 1 uno 
de marzo de 2019 dos mil diecinueve las figuras tanto de la 
réplica como de la contrarréplica, se plasmaron por primera 


1 De conformidad con la fracción V del Artículo 3o Ter de la Ley Federal del Trabajo. 
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vez como un derecho real de manifestaciones y objeciones, 
para controvertir lo expuesto por el demandado en su 
contestación de demanda, y lo manifestado en la réplica. 

Ello, pues si bien, antes de la reforma a la ley federal 
del trabajo contenida en el citado decreto, existía el derecho 
de réplica y contrarréplica, tal derecho se limitaba a meros 
alegatos, donde incluso la propia ley las acotaba a que tales 
manifestaciones se plantearan “brevemente”.? 

En este sentido, el derecho de réplica cobró mayor 
relevancia y sentido a raíz de la reforma, reconociendo un 
derecho real a la contención. 

Por su parte, la jurisprudencia no ha explorado el 
alcance de este nuevo derecho. No obstante, sí es factible que 
de forma analógica se apliquen los límites que estableció la 
suprema corte de justicia de la nación,* respecto a que tanto la 
réplica como la contrarréplica no pueden modificar la materia 
del juicio, sino únicamente acotar la litis, pues, por su parte, 
la réplica se debe ceñir a lo plasmado en la contestación a la 


2 Artículo 878.- La etapa de demanda y excepciones, se desarrollará conforme a las 
normas siguientes: 


VI. Las partes podrán por una sola vez, replicar y contrarreplicar brevemente, asen- 
tándose en actas sus alegaciones si lo solicitaren; 


3 Quien en la Décima época, por conducto de su Segunda Sala, emitió la jurisprudencia 
laboral 2a./J. 69/2019 (10a.), con registro digital 2019924, visible del Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 66, Mayo de 2019, Tomo !l, página 1488, 
de rubro “RÉPLICA Y CONTRARRÉPLICA EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. 
A TRAVÉS DE ESAS FIGURAS NO PUEDE VARIARSE EL CONTENIDO DE LA 
DEMANDA, SUS MODIFICACIONES O ADICIONES Y LA CONTESTACIÓN A 
ESTAS.” 


730 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


demanda, mientras que la contrarréplica se deberá ceñir a lo 
manifestado en el escrito de réplica, sin que puedan variar la 
contención del juicio. 

En la práctica, sí ha sido ejercido este derecho a mayor 
cabalidad, pues es recurrente que la parte actora objete 
realmente las pruebas ofrecidas por la parte demandada, 
ofreciendo en muchos casos, pruebas que sí se llegan a 
traducir en el desechamiento o la nula valoración de las 
pruebas ofrecidas en la contestación a la demanda. 

No obstante, también es habitual que el actor no ejerza 
su derecho de réplica, lo que acota las actuaciones para 
efecto de la fijación de la litis en el escrito de demanda y 
su contestación respectiva, puesto que en caso de no haber 
réplica, resulta ocioso conceder el plazo para la contrarréplica, 
pues esta segunda está encaminada únicamente a controvertir 
lo planteado en la réplica. 
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10 días para programación de audiencia 
preliminar 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


ranscurridos los plazos a que se refieren los preceptos 
que prevén la réplica, contrarréplica y vista respecto 
de las pruebas ofrecidas vía contrarréplica, el tribunal 
debe citar a las partes para la celebración a audiencia 
preliminar, la cual se verificará dentro de los 10 días, pues 
así lo establece el último párrafo del artículo 873-c de la ley 
federal del trabajo. 
Cabe recordar que, de acuerdo al artículo 873-e.- la 
audiencia preliminar tiene por objeto: 


1. Depurar el procedimiento y resolver las excepciones 
dilatorias planteadas por las partes; 

2. Establecer los hechos no controvertidos; 

3. Admitir o desechar las pruebas ofrecidas por las 
partes, según sea el caso; 

4. Citar para audiencia de juicio; 

5. Resolver el recurso de reconsideración contra los 
actos u omisiones del secretario instructor. 
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En ese tenor, también establece la ley federal del trabajo, 
en su artículo 873-f, que todas las partes deberán contar con 
asesoría jurídica, por lo que el tribunal les debe hacer de su 
conocimiento que es indispensable de que, si acuden en lo 
individual, cuenten con la asistencia que asegure su defensa. 

La jurisprudencia no ha aunado en el tema de la fijación 
de la fecha para la celebración de la audiencia preliminar, 
de ahí que por ahora el criterio generalizado haya sido la 
citación una vez que se encuentre debidamente integrado el 
juicio, sin embargo, ya integrado, sí se ha venido celebrando 
dentro de los 10 diez días establecidos en la ley. 

En la práctica, suele suceder que, aún y cuando 
hayan trascurrido los plazos concernientes a la réplica y 
contrarréplica, no sea posible citar para la celebración de 
la audiencia preliminar, ello toda vez que en ocasiones 
falta información necesaria para la integración de la etapa 
escrita de instrucción, como pueden ser, informes respecto 
de estados de cuenta de la administradora de fondos para 
el retiro,' o bien, que se encuentre el juicio en proceso de 
llamamiento a terceros interesados, que se hayan llamado 
con posterioridad a la admisión de la contestación de la 
demanda, en cuyo caso, será menester que se encuentre 
debidamente integrado por todas las partes, y que estas 
hayan tenido oportunidad de ejercer sus derechos de réplica y 
contrarréplica correspondientes, para estar en aptitud de fijar 
fecha y hora para la celebración de la audiencia preliminar. 


1 Enlos casos donde se demande su devolución aunado a prestaciones ordinarias. 
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15 días para la contestación / reconvención 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


egún lo dispuesto por la ley federal del trabajo, en su 

artículo 873-a, en el acto del emplazamiento; se informa 

al demandado que cuenta con un plazo de 15 quince 
días siguientes a la fecha del emplazamiento para que este 
pueda válidamente contestar la demanda, ofrecer pruebas y 
objetar las presentadas por la parte contraria, si a su interés 
conviene pero, en caso de omitir dar contestación dentro del 
plazo referido, la consecuencia para el demandado es tener 
por admitidas las peticiones de la parte actora, salvo aquéllas 
que sean contrarias a lo dispuesto por la ley, así como por 
perdido su derecho a ofrecer pruebas y en su caso a formular 
reconvención. 

Se puntualiza que, se hizo referencia a que la 
contestación tenga validez, en virtud de que el mismo artículo 
apercibe a la parte demandada de que si omite contestar la 
demanda en el término referido, la consecuencia es que se 
tengan por admitidas las peticiones de la parte actora, salvo 
aquellas que sean contrarias a la ley, así como por perdido su 
derecho a ofrecer pruebas, a objetar las de la contraria. 
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También existe la posibilidad de que el demandado se 
allane! a la demanda y pretensiones del actor. 

En caso de que la demandada conteste la demanda 
deberá, como se refirió con antelación, ofrecer todas las 
pruebas con las que cuente el demandado. No se recibirán 
pruebas adicionales, a menos que: 


1. Se refieran a hechos relacionados con la contrarréplica 
(siempre que se trate de aquellos que el demandado no haya 
conocido al contestar la demanda). 

2. Las que se ofrezcan para sustentar objeciones. 

3. Objeción de testigos. 

4. Las que se refieren a hechos supervenientes.? 


Cabe precisar que, dentro del escrito de contestación 
a la demanda, la parte demandada está obligada a señalar 
domicilio para oír y recibir notificaciones dentro del lugar 


1 “Acto procesal mediante el cual, el demandado admite expresamente la procedencia 
de la acción intentada en su contra, reconociendo los hechos y derecho en que se 
fundó la petición el actor.” 

“Artículo 774 Bis. En cualquier estado del procedimiento, las partes podrán, 
mediante la conciliación, celebrar un convenio que ponga fin al juicio; asimismo, el 
demandado podrá allanarse en todo o en parte a lo reclamado. En el primer supuesto, 
se dará por terminado el juicio; en el segundo, se continuará el procedimiento por lo 
pendiente.” 

“Artículo 873-A. 

(...) 

En caso de que el demandado se allane a la demanda el Tribunal citará a las partes 
a la audiencia de juicio, que tendrá verificativo en un plazo no mayor de diez días, 
en la que se dictará la sentencia respectiva.” 


2 Siendo aplicable la tesis aislada de la Quinta época, con registro digital 366013, 
emitida por la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo CXXXII, página 234, de 
rubro “HECHOS SUPERVENIENTES, CONCEPTO DE” 
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de residencia del tribunal respectivo, puesto que en caso 
contrario, las posteriores notificaciones y aún las de carácter 
personal se le harán por boletín o estrados, según sea el caso. 
Lo anterior conforme a lo dispuesto por el artículo 739 primer 
párrafo de la ley federal del trabajo. 

Asimismo, en el multicitado artículo 873-a, la ley 
federal del trabajo establece la figura de la reconvención, 
misma que se trata de un medio por el cual el demandado 
deduce en contra del actor una acción propia, misma que 
puede ser independiente o conexa con la principal que es 
materia de la demanda. 

En ese sentido, el octavo tribunal colegiado en 
materia civil del primer circuito? ha sostenido que la acción 
reconvencional es autónoma e independiente de la principal; 
es decir, tiene vida jurídica propia independiente a la acción. 

Bajo tal tenor, la reconvención tiene sus requisitos y 
procedimiento, pues se debe formular dentro del término para 
contestar demanda ya sea en el mismo escrito o por separado. 

Formulada la reconvención, se da vista a la parte 
actora principal para que conteste en 15 quince días, en 
donde deberá ofrecer pruebas y objetar las de su contraria; 
sin embargo aquí la ley hizo una distinción a la omisión 
de no dar contestación a la demanda, en virtud de que, las 
consecuencias de no dar contestación a la reconvención, 
es tener por contestada negando los hechos aducidos en la 
reconvención y por perdido el derecho para ofrecer pruebas. 

3  Emitió la tesis jurisprudencial de la Novena Época 1.80.C. J/23, con registro digital 
171937 del octavo tribunal colegiado en materia civil del primer circuito visible en 


del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Julio de 2007, 
página 2386, de rubro “RECONVENCIÓN. NATURALEZA DE LA” 
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En la práctica, es poco usual que se presenten 
reconvenciones. Sin embargo, dado que se trata de un 
procedimiento “derivado” de uno previo, existe mayor 
facilidad respecto de los domicilios y emplazamientos, pues, 
salvo que en la demanda inicial se hayan señalado estrados o 
buzón electrónico como medio de notificación, el domicilio 
físico será uno dentro del lugar de residencia del órgano que 
se trate, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 739 de 
la ley federal del trabajo, lo que facilita los emplazamientos y 
diligencias que se deriven dentro del proceso. 


738 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


20 días para verificación de audiencia de juicio 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia 

de juicio, misma que deberá tener verificativo dentro 
del plazo de 20 veinte días posteriores, pues así lo establece 
la fracción v del artículo 873-f de la ley federal del trabajo. 

Siguiendo tal tenor, la ley federal del trabajo ha 
establecido que, si se admiten pruebas que deban desahogarse 
fuera de las instalaciones del tribunal, éste señalará la fecha y 
hora en que se desarrollarán las diligencias, proveyendo en 
relación a las mismas. 

De igual forma, la ley obliga al tribunal laboral a que 
la preparación de las pruebas será ordenada por el tribunal, 
salvo aquellas que queden a cargo de las partes, por lo que 
la audiencia de juicio no se diferirá por falta de preparación, 
salvo caso fortuito o fuerza mayor. 

De igual forma, se faculta y obliga al tribunal para girar 
los oficios y exhortos necesarios para recabar los informes o 
copias que deba expedir alguna autoridad, o exhibir terceros 
ajenos al juicio, que haya solicitado el oferente, con los 


| ! n la celebración de la audiencia preliminar, se deberá 
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apercibimientos señalados en la ley; asimismo dictará las 
medidas necesarias a fin de que el día de la audiencia se 
desahoguen las pruebas admitidas. 

Al respecto, se debe señalar que, en la práctica suelen 
diferirse audiencias por falta de preparación de pruebas, 
desahogando así las posibles en la primera audiencia de 
juicio, y postergando las demás. 

Ello es comúnmente derivado de informes que se 
solicitan a autoridades que tardan en contestar o bien, 
contestan de forma incompleta, obligando al tribunal a 
requerir de diversa o diversas ocasiones, situación que deriva 
en el diferimiento de las audiencias de juicio. 

Sin embargo, también es preciso apuntar que tales 
diferimientos no son el común denominador en los juicios 
laborales, pues en su amplia mayoría, es factible celebrar a 
plenitud y cabalidad la audiencia de juicio dentro de los 20 
veinte días que establece el artículo 873-f de la ley federal 
del trabajo. 
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Admisión (Demanda laboral) 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Jue-Ley de este compendio 
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Asunto conciliable y asunto de excepción del 
artículo 685 ter. 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Jue-Ley de este compendio 
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Cumplimiento e incumplimiento de convenio 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


os convenios en material laboral pueden celebrarse en 
cualquier estado del procedimiento, incluso una vez 
emitida la sentencia, de conformidad con lo dispuesto 


en los artículos 774 bis' y 873-k?, ambos de la ley federal del 
trabajo. 


El convenio al que lleguen las partes, debe ser 


sancionado por el juez, en términos del artículo 33 de la ley 
federal del trabajo, quien deberá analizar que se encuentren 


1 


Artículo 774 Bis. En cualquier estado del procedimiento, las partes podrán, mediante 
la conciliación, celebrar un convenio que ponga fin al juicio; asimismo, el demandado 
podrá allanarse en todo o en parte a lo reclamado. En el primer supuesto, se 
dará por terminado el juicio; en el segundo, se continuará el procedimiento por lo 
pendiente. 


Artículo 873-K.- Contra las resoluciones pronunciadas en el procedimiento ordinario 
laboral, no procederá recurso alguno, salvo el recurso de reconsideración contra 
los actos del secretario instructor establecido en el artículo 871, de esta Ley. No 
obstante, ya sea de oficio o a petición de parte, el juez podrá subsanar las omisiones 
O errores en que hubiere incurrido, o bien podrá precisar algún punto, hasta antes 
de dictar sentencia; asimismo, podrá aclarar ésta una vez que se haya emitido. 
Atendiendo a la naturaleza y fines del derecho laboral, el juez deberá asumir un 
desempeño proactivo, en el que impulse permanentemente el procedimiento, 
evitando que las deficiencias o inconsistencias formales cometidas durante su 
desarrollo trasciendan en perjuicio de las partes provocando su dilación a futuro, 
por lo que de advertirlas podrá subsanarlas. En todo momento se fomentará la 
conciliación como la vía privilegiada para la solución del conflicto. 
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satisfechas las formalidades y exigencias requeridas por 
dicho dispositivo, es decir, que sea plasmado por escrito, 
aceptado y ratificado por la parte actora, quien deberá estar 
debidamente asistido o asistida por su apoderado legal, quien 
explicará al trabajador el alcance y consecuencias del arreglo 
conciliatorio; de igual forma deberá estar presente y de 
acuerdo con el convenio el apoderado legal de la demandada, 
y en este convenio, deberán ambas partes expresar su voluntad 
de concluir el respectivo juicio de manera autocompositiva. 

Deberá también analizar el tribunal que las cantidades 
convenidas no contengan renuncia de derechos, estableciendo 
su monto a partir del salario convenido, y las sumas de 
los montos proporcionales de las prestaciones pactadas. 
Al respecto, existen tribunales que consideran que en los 
convenios los derechos “irrenunciables” serían aquellos que 
el trabajador ya devengó, sin que pueda incluirse los demás 
respecto de los que hace su reclamo en juicio, pues éstos 
son meras expectativas de derecho, en tanto no exista una 
sentencia que los reconozca como tal. 

Cabe señalar que, en los convenios laborales, también 
es factible establecer una cláusula penal en términos de lo 
dispuesto en el último párrafo del artículo 684-e, de la ley 
de la materia, es decir, una sanción económica en caso de 
incumplimiento o retraso en pagos, para lo cual, la cantidad 
que debe servir de parámetro no debe ser menor al salario 
diario del trabajador por cada día que transcurra sin que se dé 
cumplimiento al convenio. 
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Una vez celebrado el convenio, éste adquiere el rango de 
sentencia ejecutoriada y, por tanto, si tal convenio no llegase 
a cumplimentarse, se da inicio al procedimiento de ejecución 
al que refiere el título quince de la ley de laboral. 
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La sentencia en el nuevo sistema de justicia 
laboral 


Juez Lic. Herlinda Escamilla Orozco 


Introducción 


ara entender el nuevo paradigma de la emisión de 

una sentencia por los tribunales del poder judicial 

federal o locales, es importante consultar la exposición 
de motivos que dio la pauta a la reforma constitucional 
publicada en el diario oficial de la federación el 24 de 
febrero de 2017', con la que se dotó de jurisdicción a los 
mencionados tribunales en materia de justicia laboral, la 
cual antes era impartida por órganos de formación tripartita, 
con una naturaleza distinta a la que actualmente impera 
por mandato constitucional, dispuesta en la división de los 
poderes ejecutivo, legislativo y judicial. 


1 Vid. Secretaría de Gobernación: Diario Oficial de la Federación de fecha 24 de 
febrero de 2017; consultable en http://www.dof.gob.mx/nota_detalle. php?codi- 
go=54729658fecha=24/02/2017+gsc.tab=0; consultado: 02 de junio de 2022. 
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En dicha exposición de motivos”, se estableció que se 
requerían transformaciones cualitativas para que la justicia 
laboral cumpliera su propósito, esto es, que desde finales de 
la década de 1920, prácticamente la estructura y procesos de 
las instituciones de impartición de justicia laboral, se habían 
mantenido intactas frente al cambio abismal de la realidad 
económica y laboral del país. 

En el caso que nos ocupa, no escapa la emisión de 
una sentencia, —que ya no laudo— que era emitido por los 
mencionados órganos tripartitos que, a decir de Ovalle 
Favela*, en el caso de las juntas locales de conciliación y 
arbitraje, además de los representantes de los patrones y 
trabajadores, el ejecutivo local era el que designaba a los 
representantes gubernamentales y establecía una o más juntas 
en la entidad de que se tratara (artículos 621-623 de la ley 
federal del trabajo antes de la reforma del 1% de mayo de 
2019); lo que era motivo de continuo cuestionamiento sobre 
la aplicación de los principios de inmediación, imparcialidad 
e independencia de sus resoluciones. 

Tema anterior que en el desarrollo del presente 
documento se abordará, con la finalidad de reflexionar 
sobre la epistemología que exige actualmente el dictado de 
las sentencias en materia de justicia laboral, así como sus 
consecuencias jurídicas. 


2 Vid. Poder Judicial de la Federación: El poder judicial de la federación en el de- 
venir constitucional en México; consultable en: https://www.constitucion1917-2017. 
pjf.gob.mx/sites/default/files/CPEUM_1917_CC/procLeg/231%20-%2024%20 
FEB%202017.pdf; consultado el 02 de junio de 2022. 


3 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del Proceso. 7?. Ed. México. 2015; pp. 255 
y 256. 
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I. ¿Qué es una sentencia? 


decir de Ovalle Favela, las resoluciones judiciales, 

como actos procedimentales por medio de los cuales 

l órgano jurisdiccional toma las decisiones atinentes 

a las peticiones y las actuaciones de las partes intervinientes 

en el proceso. Dichas decisiones, en las que encontramos, 

entre otras, la más importante, esto es, la sentencia, en la que 

las personas juzgadoras deciden sobre el conflicto sometido a 
su jurisdicción.?* 

Etimológicamente, la palabra sentencia: del latín 
sententia, se encuentra compuesta por un sufijo: entia 
(cualidad de algo) y la raíz: sent (tomar una dirección tras 
haberse orientado). 

Concepto y definición que permite reflexionar sobre lo 
que conlleva la labor jurisdiccional al dictar una resolución 
de esta índole, en la que, de acuerdo a su etimología, desde 
mi opinión, efectivamente el dictado de una sentencia se 
corresponde con la decisión de la dirección decantada por 
una persona juzgadora. 

Claro está que no se asume dicha decisión, sino hasta 
el momento en que concluyó su deliberación a razón del 
desahogo del cúmulo probatorio existente en el proceso, lo 
que en el caso de la materia laboral, no es únicamente con 
el caudal de pruebas aportado por las partes, sino también, 
en ocasiones, con las que para mejor proveer y bajo las 
facultades indagatorias de la persona juzgadora, se ha 


4 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del... p. 314. 
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allegado para dictar una sentencia lo más apegada a la 
realidad e igualdad social, siempre y cuando se respete el 
principio de paridad procesal. 
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Il. Partes de una sentencia. 


s claro que toda resolución judicial, como acto de 

autoridad, debe satisfacer los requisitos de motivación 

y fundamentación establecidos en los artículos 
14 y 16 de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos; deben ser documentados por la autoridad 
competente de forma escrita, justificando su contenido de 
forma fáctica, en atención a las consideraciones de hechos y 
los medios probatorios con que se llegó a su conocimiento 
(motivación); además, es preciso exponer los preceptos de 
derecho (fundamentación) en que se sostiene la decisión 
jurisdiccional.* 

Asimismo, se cuenta con la obligación legal de dictar 
las sentencias cumpliendo los requisitos establecidos en 
el artículo 840 de la ley federal del trabajo y que son los 
siguientes: 


I. Lugar, fecha y tribunal que lo pronuncie; 

Il. Nombres y domicilios de las partes y de sus 
representantes; 

III. Extracto de la demanda y su contestación; réplica 
y contrarréplica y, en su caso, de la reconvención y 
contestación a la misma, que deberá contener con claridad 
y concisión las peticiones de las partes y los hechos 
controvertidos; 

IV. Enumeración de las pruebas admitidas y desahogadas 
y su apreciación en conciencia, señalando los hechos que 
deban considerarse probados; 


5 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del... p. 315. 
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V, Extracto de los alegatos; 

VI. Las razones legales o de equidad, la jurisprudencia y 
doctrina que les sirva de fundamento; y 

VII. Los puntos resolutivos. 


Es evidente que esta emisión formal de la sentencia 
se debe cumplir en atención al principio de legalidad, 
establecido dentro de la debida actuación de los jueces y 
juezas; sin embargo, existen dispensas que, por interpretación 
jurisprudencial, se han establecido a efecto de que el dictado 
de dichas resoluciones, no conlleve una transcripción 
innecesaria de contenido que ya obra en el expediente, y que 
de hacer un cumplimiento estricto de la disposición antes 
aludida, resultaría en un atraso innecesario en su emisión, 
derivado de la inversión de tiempo valioso que pudiese ser 
ocupado precisamente en el cumplimiento de la función 
judicial; siempre y cuando no sea en trasgresión al debido 
proceso, en su vertiente de exhaustividad en las decisiones 
jurisdiccionales. 
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KI. Epistemología en la realización y dictado de una 
sentencia 


a legislación laboral, establece diversos parámetros de 

actuación de los funcionarios judiciales, mismos que 

soportan o sirven de base propiamente de las reglas o 
disposiciones legales e incluso constitucionales; los que son 
denominados principios y que, para limitarnos a la materia 
laboral, se encuentran en los artículos 604 y 685 de la ley 
federal del trabajo. 


“artículo 604.- corresponden a los tribunales del poder 
judicial de la federación o de los tribunales de las 
entidades federativas, el conocimiento y la resolución 
de los conflictos de trabajo que se susciten entre 
trabajadores y patrones, sólo entre aquellos o sólo entre 
éstos, derivado de las relaciones de trabajo o de hechos 
relacionados con ellas. 

En su actuación, los jueces y secretarios instructores 
deberán observar los principios de legalidad, 
imparcialidad, transparencia, autonomía e 
independencia.” 

“artículo 685.- el proceso del derecho del trabajo se 
rige bajo los principios de inmediación, inmediatez, 
continuidad, celeridad, veracidad, concentración, 
economía y sencillez procesal. Asimismo, será público, 
gratuito, predominantemente oral y conciliatorio. 

Los tribunales deben garantizar el cumplimiento de los 
principios y condiciones citados. El juez deberá atender 
al principio de realidad sobre los elementos formales que 
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lo contradigan. Asimismo, se privilegiará la solución 
del conflicto sobre los formalismos procedimentales, 
sin afectar el debido proceso y los fines del derecho del 
trabajo. [...]” 


Para no abundar en lo que conlleva cada uno de estos 
principios, por no ser el tema de estudio, resulta importante 
destacar que las sentencias deben emitirse en observancia de 
cada uno ellos, al ser los que rigen la función jurisdiccional 
y, por ende, los que deben privilegiarse en el dictado de la 
actuación más importante de una persona juzgadora, pues es 
propiamente la decisión que va a impactar en la esfera jurídica 
y en la mayoría de las ocasiones, en la esfera patrimonial de 
los justiciables. 

Además, se destaca la epistemología que establece la 
legislación laboral para el dictado de las sentencias, misma 
que se encuentra en el artículo 841 de la ley de la materia, 
que dispone: “las sentencias se dictarán a verdad sabida y 
buena fe guardada, y apreciando los hechos en conciencia, 
sin necesidad de sujetarse a reglas o formulismos sobre 
estimación de las pruebas, pero los tribunales están obligados 
a estudiar pormenorizadamente las rendidas, haciendo la 
valoración de las mismas. Asimismo, expresarán los motivos 
y fundamentos legales en que se apoyan”. 

Enunciado anterior que merece profundizar respecto a 
lo que significa la primera parte de su contenido, pues cabe 
resaltar que por técnica y método y al ya haber abordado 
anteriormente lo que significa, -de fin a inicio, esto es, 
fundamentación y motivación- así como las partes formales 
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de dicha sentencia que, entre otros, dispone la obligación 
legal de la persona juzgadora en cuanto a enumerar las 
pruebas admitidas y desahogadas, y su apreciación en 
conciencia, señalando los hechos que deban considerarse 
probados. 

Y, además, lo que por mandato constitucional en su 
artículo 17 que dispone: “siempre que no se afecte la igualdad 
entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los 
juicios O procedimientos seguidos en forma de juicio, las 
autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre 
los formalismos procedimentales”; lo que conlleva al soporte 
constitucional de aquella disposición legal, que abona lo que 
es el principio de la primacía de la realidad, que igualmente 
rige el sistema laboral. 

Empero, ¿a qué se debe el dictar las sentencias a verdad 
sabida y buena fe guardada, y apreciando los hechos en 
conciencia? pues bien, tomo como referencia lo abordado 
por González Lagier%, con quien coincido en esta crítica, 
pues aborda la perspectiva de cuestionar a la teoría del 
conocimiento que se encuentra en la doctrina de la íntima 
convicción —como suele llamarse también a la apreciación 
en conciencia; puntualizando que, cuando las sentencias 
eran dictadas incluso por jueces legos, se aceptaba la íntima 
convicción, bastando ese fuero interno del juzgador para 
emitir sus sentencias. Actualmente, considero que se trata de 
libre convicción, pues como adelanté, las sentencias deben 
estar debidamente fundadas y motivadas. 


6 Cfr. González Lagier, Daniel: Argumentación y Prueba Judicial, en: Estudios sobre 
la prueba. 3*. Ed. México. 2016; pp. 125 a 127. 
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Con la precisión propia anterior, explica González 
Lagier, explica que la íntima convicción estaría justificada 
cuando se base en una teoría cognoscitiva de la verdad; lo 
que difiere mucho de lo que encontramos en los procesos 
judiciales, ya que se ha dicho en diversas críticas a esta 
doctrina, que lo que realmente acontece en un proceso 
judicial es la llamada racionalidad epistemológica, pues en 
nuestro sistema se busca dictar una sentencia justa -entendida 
como una sentencia correcta; que cumpla con “las reglas del 
juego” o debido proceso, alejadas en la mayoría de ocasiones 
en la actividad de búsqueda de la verdad. 

Corolario a lo anterior, asumo que esta disposición 
legal, tiene su génesis en la concepción de que las 
personas juzgadoras deben realizar libremente -en íntima 
convicción- o con la acepción considerada por la suscrita 
como más acoplada, libre convicción, una valoración 
del material probatorio aportado y desahogado, para el 
convencimiento de que en la materia laboral, existe la 
prevalencia de la probabilidad de alguna de las hipótesis 
fácticas de las partes, o bien, con la omisión de dicho aporte 
pertinente; su consecuencia jurídica; por tanto, la sentencia 
es la interpretación legal de lo que, bajo el principio de 
probabilidad prevaleciente, sucedió, y que respalda la 
petición de la parte que logró el convencimiento de la persona 
juzgadora en cuanto a sus pretensiones o defensas. 
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IV. Consecuencias jurídicas 


inalmente, toda sentencia conlleva una dicotomía, esto 

es, debe ser absolutoria o condenatoria. Si se absuelve 

a la parte demandada, evidente es que en su esfera 
jurídica no acontece mayor impacto, pues en su órbita ya nada 
conlleva esta decisión. Sin embargo, al dictarse una sentencia 
condenatoria, debe aplicarse lo que se denomina la ejecución 
de sentencia, siempre y cuando, de manera voluntaria, la parte 
perdidosa no haya cumplido voluntariamente los términos de 
la misma. 

Corolario a lo anterior, la ley federal del trabajo dispuso 
un título dedicado a las consecuencias jurídicas de tan 
trascendente decisión jurisdiccional, mismo que se encuentra 
dividido en capítulos, y que orienta a la parte que logró una 
sentencia favorable sobre la obtención de las condenas que 
fueron dictadas en la sentencia. 

Disposiciones legales que se encuentran en los 
numerales 939 hasta el 981 de la mencionada legislación, 
que permiten ir pasando desde las disposiciones generales 
para instar al órgano jurisdiccional a que dicte el auto de 
requerimiento y pago de las condenas, así como, en su caso, 
el embargo y aseguramiento de bienes de la parte perdidosa 
y, finalmente, el remate de los mismos; todo lo anterior, que 
permite la materialización en la esfera de las partes, no nada 
más jurídica, sino en la mayoría de los casos patrimonial. 
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Conclusiones 


fectivamente, después de la reflexión anterior, 

concuerdo en que la actividad jurisdiccional más 

trascendente en el campo del proceso laboral, 
es el dictado de una sentencia, que conlleva el estudio 
concienzudo por parte de las personas juzgadoras, sobre la 
actuación jurídica de las partes dentro del conflicto sometido 
a la decisión del estado, por conducto de quien -idealmente- 
imparte justicia. 
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Procedimiento de ejecución y cumplimiento 
voluntario 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


e encuentra contenido en el título quince de la ley 

federal del trabajo. Dicho procedimiento inicia una vez 

concluido el plazo de quince días para el cumplimiento 
voluntario que se establece en el artículo 945 de la ley de la 
materia, termino que, una vez trascurrido, y en caso de no 
haber sido combatida a través de un juicio de amparo, se 
declara ejecutoriada la sentencia. 

Cabe puntualizar que, si bien el procedimiento laboral se 
sigue de oficio, el procedimiento previsto para la ejecución, 
relativo al auto de requerimiento de pago y embargo, requiere 
que sea instado por las partes, pues así lo dispone el artículo 
950 de la ley federal del trabajo. La ley prevé un término 
prescriptivo para la ejecución de las sentencias, el cual es de 
dos años, de conformidad con los artículos 519 y 945, tercer 
párrafo, de la ley laboral. 

Entonces, las partes tienen dos años para solicitar la 
ejecución de una sentencia, ya que, en caso contrario, como 
se adelantó, podría operar la prescripción. Sin que escape 
que, al igual que el inicio de la ejecución de las sentencias, la 
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prescripción no opera de oficio, es decir, esta debe plantarse 
por alguna de las partes para que sea posible su estudio por 
parte del tribunal. ' 

Sin embargo, una vez iniciado el procedimiento de 
ejecución, corresponde a los tribunales su continuación, para 
cuyo fin dictarán las medidas necesarias para que la ejecución 
sea pronta y expedita, tal y como dispone el artículo 940 de la 
ley federal del trabajo. 

También se debe puntualizar que el juez se encuentra 
facultado para, en caso de considerar que existe riesgo de no 
ejecutar la sentencia, o si el patrón realiza actos tendientes al 
incumplimiento de esta, tomar las medidas necesarias a fin 
de lograr el cumplimiento eficaz de la sentencia. Para este 
propósito, puede decretar el embargo de cuentas bancarias 
y/o bienes inmuebles, según establece el numeral 945 de la 
ley de la materia. 

En ese tenor, se puede solicitar como medio de 
preparación de la ejecución, solicitar la información de 
las cuentas bancarias de la parte perdedora del juicio a la 
comisión nacional bancaria y de valores, de conformidad con 
lo dispuesto en el diverso artículo 958 de la ley federal del 
trabajo. 

Derivado del apoyo que brinda a los tribunales laborales 
la comisión nacional bancaria y de valores a través del 
sistema de atención a requerimientos de información de 
autoridad (siara), de conformidad con lo dispuesto en el 
1 Lo que ya ha sido reiterado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

jurisprudencia 2a./J. 16/2011 (10a.), visible en la Décima Epoca del Semanario 


Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 1!l, Diciembre de 2011, Tomo 4, página 
2772, con registro digital 2000025, de rubro “PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN 
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artículo 966 bis de la ley federal del trabajo, las resoluciones 
judiciales han tenido una mayor agilidad en su cumplimiento, 
cuando se trata de condena, ya que es una herramienta 
sumamente veloz y eficaz que, a solicitud del titular del 
tribunal puede congelar cuentas bancarias para garantizar la 
ejecución de la sentencia. Dicha herramienta, al menos en mi 
experiencia, ha incentivado a que una vez firme la sentencia, 
ésta se cumpla dentro del plazo voluntario que establece la 
ley, en la mayor parte de los casos. 
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Artículo 7. Sólo podrá suspenderse el proceso penal 
iniciado por el delito de secuestro o delitos por 
hechos conexos o derivados del mismo, en los casos 
aplicables a que se refiere el Código Nacional o 
cuando sea puesto a disposición de otro juez que lo 


reclame en el extranjero. 

El imputado por delito de secuestro podrá optar 
por el procedimiento abreviado en términos del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 


Suspensión del proceso penal 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 7 detalla las circunstancias bajo las cuales 

se puede suspender el proceso penal iniciado por 

secuestro o delitos relacionados. Esta norma indica 
que la suspensión del proceso es viable sólo bajo condiciones 
específicas, como las mencionadas en el código nacional, 
o cuando el caso se transfiera a la jurisdicción de un juez 
de otro país que lo solicite. Adicionalmente, brinda a 
los acusados de secuestro la alternativa de acogerse a un 
procedimiento abreviado conforme al Código Nacional de 
Procedimientos Penales, posibilitando así un juicio más ágil 
y eficaz en determinadas situaciones. 

Este artículo tiene un propósito dual. Por un lado, 
procura preservar la coherencia y progresión del proceso 
legal contra los implicados en secuestro, asegurando que la 
interrupción o modificación de los casos se limite a escenarios 
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estrictamente definidos. Esto evidencia el compromiso del 
sistema judicial con el combate al secuestro, subrayando la 
relevancia de proceder con los juicios de forma continua para 
asegurar justicia para las víctimas y sus allegados. 

Por otro lado, la inclusión del procedimiento abreviado 
reconoce la importancia de la eficiencia judicial. Esta opción 
ofrece la posibilidad de agilizar la resolución de casos cuando 
se satisfacen ciertos requisitos, beneficiando tanto a las 
víctimas, que pueden obtener resoluciones sin las dilaciones 
típicas de un juicio ordinario, como al aparato judicial, que 
puede gestionar sus recursos con mayor efectividad. 

En esencia, el artículo 7 propone un equilibrio entre 
el mantenimiento de un proceso judicial continuo y 
riguroso para los delitos de secuestro, y la optimización 
del procedimiento judicial. Al implementarlo, se subraya la 
gravedad con que estos crímenes son tratados en el ámbito 
judicial, al tiempo que se promueve una estrategia pragmática 
que puede mejorar la administración de justicia en situaciones 
apropiadas. 


I.- Condiciones para la suspensión 


El primer apartado del artículo 7 define las circunstancias 
bajo las cuales se puede suspender el proceso penal por 
secuestro o delitos asociados. Esta norma restringe las 
condiciones de suspensión a situaciones específicas, como 
las mencionadas en el código nacional, o cuando un juez 
extranjero solicita la transferencia del caso. Este enfoque 
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busca asegurar la continuidad en la prosecución de estos 
delitos, a menos que existan razones legales fundamentadas 
para pausar el proceso. 

Esta disposición pretende que los juicios contra 
los acusados de secuestro se realicen sin interrupciones, 
subrayando el compromiso del sistema judicial con la 
resolución de estos casos. Al delimitar las condiciones para la 
suspensión del proceso penal, el artículo busca evitar retrasos 
que puedan favorecer al acusado o afectar la justicia para las 
víctimas y sus familias. 

Limitar las condiciones para suspender el proceso 
penal enfatiza la seriedad con la que se aborda el secuestro 
en el marco legal, destacando la necesidad de que el sistema 
judicial persiga y sancione a los responsables, salvo que 
existan motivos legítimos y bien fundamentados para una 
pausa. 

La vinculación de la suspensión a criterios específicos 
del código nacional o a requisitos de cooperación 
internacional muestra la importancia de la coherencia y 
colaboración en el sistema judicial. Esto asegura la integridad 
del proceso, y subraya la importancia de reconocer la 
jurisdicción y competencia legal en contextos más amplios, 
favoreciendo la eficiencia en el enjuiciamiento de delitos que 
requieren cooperación internacional. 

El primer apartado tiene la intención del sistema de 
justicia penal de tratar los delitos de secuestro con seriedad, 
permitiendo suspensiones solo bajo circunstancias limitadas 
y justificadas, lo cual refuerza el compromiso con la justicia 
y el estado de derecho. 
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11.- Opción del procedimiento abreviado 


El segundo apartado del artículo 7 ofrece a los acusados 
de secuestro la posibilidad de acogerse a un procedimiento 
abreviado, conforme al Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 

Esta vía procesal acelera la resolución del caso en 
comparación con el juicio ordinario, sujeto a condiciones 
consensuadas entre la defensa y la fiscalía, contando con 
el aval judicial. La inclusión de esta alternativa para casos 
de secuestro adopta un enfoque pragmático en el sistema 
judicial, proporcionando un mecanismo que pretende 
promover una gestión judicial eficaz. 

La opción de procedimiento abreviado reconoce la carga 
que los casos de secuestro imponen al sistema judicial y a las 
partes implicadas. Este enfoque procesal beneficia a todos al 
reducir los tiempos de espera y los recursos para un juicio 
completo, preservando la justicia y el debido proceso. 

Para los acusados, significa una oportunidad de 
reducción de la pena por su cooperación y la admisión de su 
responsabilidad; para las víctimas y sus familias, representa 
un cierre más rápido del caso, evitando el estrés de un juicio 
largo. 

Este procedimiento destaca la capacidad del sistema 
judicial de ajustarse a las particularidades de cada caso, 
considerando las circunstancias específicas, y alcanzando 
acuerdos que equilibran los derechos del acusado, las 
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necesidades de las víctimas y el interés público en resolver 
el delito de secuestro de manera eficaz. Así, el sistema 
demuestra eficiencia y compromiso con la justicia. 

En virtud de ello, se introduce una opción procesal con 
el fin de efectividad y consideración del sistema judicial ante 
delitos de secuestro, beneficiando tanto la administración de 
justicia como a los afectados por estos casos. 

Al habilitar el procedimiento abreviado, se facilita un 
enjuiciamiento que pueda concluir en resoluciones justas 
de forma más ágil, mostrando un tratamiento equilibrado y 
cuidadoso de delitos de gran complejidad. 
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Una postura para el juez de ejecución en México. 
Juez Mtro. Efraín Frausto Pérez. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Cod-Dom de este compendio 
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El 


a acusación en el proceso penal mexicano. 


Juez Mtro. Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ac-Cla de este compendio 
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La minuta penal. 


Lic. Cecilia Cervantes 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ac-Cla de este compendio 
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Plazos del sistema penal acusatorio mexicano. Los 
márgenes temporales de la actividad procesal. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñon Cano. 


Para la consulta de esta voz, remítase 
a la página 447 de este tomo 
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El aparente conflicto entre el Código Penal del 
Estado de Guanajuato y el Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 


Mtro. Israel González Ramírez. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Cod-Dom de este compendio 
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La importancia de la invitación en los mecanismos 
alternativos de solución de controversias. 


Lic. Guillermo Solorio Bracamonte. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ind-Med de este compendio 
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El sistema de enjuiciamiento criminal propio de 
un Estado de Derecho. 


Mtro. Jorge Arturo Gutiérrez Muñoz. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Cod-Dom de este compendio 
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Comentarios al art. 322, del CNPP. La solicitud 
de prórroga del plazo de cierre de investigación 
complementaria. 


Juez Mtra. Ma. de los Ángeles Camacho Trejo Luna. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo 
de las letras Ind-Med de este compendio 
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De la Protección al Consumidor. Legislación y 
Prácticas' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


s muy probable que se hayan producido ya 

algunos competentes estudios sobre la Ley Federal 

de Protección al Consumidor, así como sobre 
el funcionamiento del Instituto y la Procuraduría del 
Consumidor. De todas maneras haremos aquí algunos 
comentarios que tal vez resulten de interés. 


La política y las leyes 


1.- Es sabido que en determinados momentos de crisis 
el estado suele intensificar su función legislativa tratando de 
atajar procesos más o menos generales de descomposición 
social y, sobre todo, para mostrar su preocupación por 
un bienestar colectivo dañado en cuyo afán las medidas 
adoptadas adquieren un matiz político que no cala a fondo en 
los problemas y que a la larga se traduce en deformaciones 
del poder. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 9. Abril-Mayo 1981; pp. 165-197. 
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2.- No aseguramos que este sea el caso de la Ley Federal 
de Protección al Consumidor, pero debe tomarse en cuenta 
que se emite a fines de 1975, es decir, cuando la inflación 
ya era galopante y la devaluación de nuestra moneda un 
hecho grave en el seno de la economía nacional. El alza de 
precios en los últimos tres años que precedieron a la ley 
que nos ocupa había registrado un índice según el Banco 
de México de 15.5 por ciento. El déficit acumulado de los 
últimos seis años se elevaba a quinientos cinco mil millones 
y, por lo que ve a la balanza de pagos, el déficit había dado 
un brinco mortal de mil ciento setenta y cinco millones de 
dólares en 1973 a tres mil seiscientos cuarenta y tres en 1975, 
Nuestra deuda externa había subido a ciento treinta y siete 
mil millones de pesos, la cual aumentó en 58.4 por ciento con 
la devaluación (Banco de México). 

Todo mundo puede recordar momentos de inseguridad 
vividos entonces y la baja de producción de bienes, 
particularmente en el renglón agrícola, de la cual el país no 
se ha recuperado del todo a pesar de las medidas de que ha 
tenido que echar mano el actual régimen, como el Sistema 
Alimentario Mexicano y la Ley Agropecuaria. 


El control oficial de precios 


3.- Haciendo uso de las facultades que el Ejecutivo 
Federal tiene en materia de precios se habían venido fijando 
topes obligatorios a productos de primera necesidad y a otros 
muchos. En la época en que se origina la Ley de Protección al 
Consumidor el control no había dado los resultados que eran 
de esperarse. El tope provoca muchas veces el desaliento 
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de la producción como se prueba con el hecho de que la 
Secretaría de Industria y Comercio, a pesar de sus sanos 
propósitos, tiene que revisar periódicamente los precios 
fijados y autorizar nuevas alzas. (En forma clara el ministro 
De la Vega Domínguez lo confirmó recientemente, en su 
comparecencia ante la Cámara de Diputados en diciembre de 
1980). 

4.- El control de precios es, pues, una acción 
gubernamental auxiliar, no fundamental. Tan es así que el 
gobierno de López Portillo adoptó como filosofía esencial 
de su régimen lo que llamó “alianza para la producción”. 
Centenares de veces ha repetido que si no se produce más 
nada se remediara. 


La Ley Pro-Consumidor 


5.- Dentro de aquel cuadro de baja productividad y gasto 
excesivo, dentro de aquel clima inflacionario, se recurrió a 
muchas leyes, planes y proyectos como posibles soluciones. 
Entre este abigarrado conjunto se halla la Ley Federal de 
Protección al Consumidor. El presidente Echeverría dijo en la 
exposición de motivos, entre otras cosas: “Esta ley es parte 
fundamental de una política destinada a la protección de las 
mayorías, pero también un instrumento para corregir vicios 
y deformaciones en el aparato distributivo e impulsar la 
actividad productiva por la ampliación del mercado interno”. 
Es obvio que esa modesta ley no ha contribuido a la obtención 
de niveles productivos dignos de tomarse en cuenta. 
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6.- También se puede asegurar que en nada ha 
contribuido a “mejorar el aparato distributivo”, pues lejos de 
ello los productores y la CONASUPO se enfrentan a cada 
paso con el problema creciente del acaparamiento y de la 
multiplicación de intermediarios que ocultan, acumulan y 
encarecen. 

7.- Se agrega en la exposición de motivos que “es 
indiscutible que el consumidor se encuentra desprotegido 
ante las practicas que le impone la relación comercial y que 
implican tanto la renuncia de derechos como la aceptación 
de condiciones inequitativas”. Se trata de una consideración 
que no concuerda con el hecho innegable de la vigencia de 
un conjunto de estatutos, códigos y normas muy anteriores 
a esta ley. Se parte, por lo demás, de un dudoso supuesto: de 
que el que compra (llamado consumidor) es necesariamente 
víctima y parte débil de la relación. (El acaparador y los 
intermediarios son compradores y no son parte débil, sino 
fuerte y nefasta). Pero admitiendo que esto sea verdad, el 
texto de la ley, con todo y su buena intención, deja sin tocar 
multitud de sistemas que sería necesario revisar para corregir 
prácticas comerciales. Dado su gigantismo y arraigo, la ley 
que comentamos jamás podrá herirlos. La verdad es que 
dentro del panorama improductivo e inflacionario que se ha 
venido combatiendo el estatuto en cuestión no corresponde a 
la escala del problema. 

Esto no significa que menospreciemos aquellas 
actividades positivas que al amparo de esa ley se hayan 
llevado a la práctica. 
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Aspectos Constitucionales 


8.- Dos cosas llaman la atención desde que se hace la 
primera lectura de la Ley de Protección al Consumidor: sus 
posibles aspectos inconstitucionales y su poco rigor técnico. 

La ley fue expedida por el Congreso de la Unión y su 
artículo primero dice que será aplicable en toda la República. 

Lo anterior será correcto si sus disposiciones se adecuan 
a la materia federal, puesto que el Congreso de la Unión no 
puede legislar en las reservadas a los Estados. Este principio 
está consagrado por el artículo 124 de la Constitución del 
país, que dice que las facultades que no están expresamente 
concedidas a los funcionarios federales se entienden 
concedidas a los Estados. 

9.- En el artículo 20 de la ley se dice que están 
obligados a su cumplimiento “los comerciantes, industriales, 
prestadores de servicios, así como empresas de participación 
estatal, organismos descentralizados y órganos del Estado en 
cuanto desarrollen actividades de producción, distribución 
o comercialización de bienes o prestaciones de servicios a 
consumidores”. 

El artículo 73 de la Constitución Federal, en su 
fracción X faculta al Congreso de la Unión para legislar 
en toda la república sobre comercio, entre otras cosas; 
consecuentemente, en esta materia la ley es inobjetable. Lo 
mismo puede decirse en lo que respecta a industriales cuya 
actividad se estima mercantil de acuerdo con el artículo 75 
del Código de Comercio. 
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10.- Por lo que respecta a prestadores de servicios, 
empresas de participación estatal, organismos 
descentralizados y órganos del Estado, habría que distinguir: 

a).- Entre prestadores de servicios con carácter 
de comerciantes, como por ejemplo, los que pueden 
proporcionar las empresas turísticas (artículo 75 fracción 
VIII del Código de Comercio) y prestadores de servicio no 
comerciantes, como puede ser un carpintero, un plomero, un 
albañil, un pintor, un taxista. 

b).- Entre organismos descentralizados federales y 
organismos descentralizados no federales, sino locales. 

c).- Entre órganos del estado federal y órganos del 
estado miembro de la unión. 

Los prestadores y organismos mencionados en primer 
término en cada uno de los incisos caen dentro del campo de 
aplicación de la ley, no así los segundos. 

11.- Sin embargo, no parece que el criterio anterior sea 
el del legislador, pues según el texto del artículo segundo, 
la ley es aplicable a todos, independientemente del carácter 
mercantil de los sujetos o de los actos. Por eso menciona en 
forma específica a los prestadores de servicio, al lado de los 
comerciantes. Si se hubiese querido referir solo a los que 
persiguen lucro, nota distintiva de lo mercantil, no tendría 
caso sustraerlos del concepto global. El artículo tercero crea 
un nuevo tipo mucho más amplio que el de comerciante, a 
saber: el proveedor. Cubre a los que no lo son ni habitual ni 
accidentalmente. En efecto, dice que son proveedores todas 
las personas enumeradas en el artículo segundo que ya hemos 
transcrito, para definir en seguida y en forma especial a los 
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comerciantes, usando aproximadamente las viejas ideas 
del Código de Comercio, principalmente en sus artículos 3 
fracción l y 75. 

Hay, pues, claros visos de inconstitucionalidad. En 
la práctica, las autoridades aplicadoras de la ley no paran 
mientes en cuestión tan importante y sujetan a sus funciones 
a toda clase de personas y de actos, comerciantes o no, 
organismos federales o locales. 

12.- En las últimas décadas se han multiplicado 
las leyes administrativas con imperdonables fallas de 
constitucionalidad. No parece que ello se deba a ignorancia 
ni incompetencia, sino más bien a un “criterio nuevo” sobre 
lo que es el federalismo y el cual viene a modificar una 
sólida tradición doctrinal. Acusa al mismo tiempo cierto 
desprecio por un orden fácil de alterar o destruir sin más 
razón que la mera prepotencia. Hay también un desajuste 
entre lo que se dice y lo que se hace. Muchos no le dan 
importancia al fenómeno arguyendo que al fin y al cabo el 
centralismo ha sido una fuerza más real, histórica y tangible 
que el federalismo; pero no darle importancia a la contumaz 
incongruencia es algo que viene a agravar el problema, pues 
contribuye en forma decisiva a la deformación del ciudadano, 
que suele generalizar y ver en los actos de gobierno una 
mentira. El juego de las simulaciones y “los valores 
entendidos” se acentúa y el mexicano, de quien los filósofos 
han dicho que es inseguro, tardara más en ubicarse y en hallar 
la identidad que, según Octavio Paz, tanta falta le hace. 


795 


Protección al consumidor 


Protección al consumidor 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


13.- Otro aspecto inconstitucional aparece en el tercer 
párrafo del artículo primero, cuando se dice que serán 
órganos auxiliares de la Secretaría de Industria y Comercio 
para la vigilancia y cumplimiento de la ley toda clase de 
autoridades federales, estatales y municipales. No creemos 
que el Congreso de la Unión tenga facultades para señalarle 
obligaciones, así sean auxiliares, a los estados y a los 
Ayuntamientos, a menos que ello se desprenda directamente 
de la Constitución, lo cual no es el caso. 

14.- La ley del Consumidor no se aplica a relaciones 
laborales ni a servicios profesionales (artículo 3 parte final). 

Por lo que ve a servicios profesionales tal vez se pensó, 
con toda razón, que sería invadir las facultades legislativas 
de los Estados, pero no creemos que se haya tenido ese 
escrúpulo. Dentro del criterio general y dentro de la lógica 
empleada por la ley no deja de extrañar que una persona 
pueda ir a quejarse ante la Procuraduría del Consumidor 
de los malos servicios de un mecánico o de un plomero 
y en cambio no pueda hacerlo respecto de un médico, un 
ingeniero, o un abogado. 

15.- Hay otras materias respecto de las cuales no puede 
dudarse que la ley las abarca, habida cuenta de los términos 
del artículo 53 constitucional, como las relacionadas con la 
minería, educación, energía eléctrica, etc. 


De la publicidad 


16.- El artículo 5 del capítulo segundo obliga a todo 
proveedor a informar veraz y suficientemente al consumidor, 
prohibiendo toda publicidad, indicaciones o leyendas que 
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induzcan a error sobre las características del producto. 
El artículo 8 advierte que la falta de veracidad motiva 
responsabilidad civil (pago de daños y perjuicios). 

Cuando el proveedor así lo quiera podrá solicitar de 
la Secretaría de Industria y Comercio “opinión o dictamen 
sobre la publicidad que pretenda realizar”. Si obtiene opinión 
o dictamen favorable queda liberado de la responsabilidad 
señalada en el artículo 8. Pero si se proporcionan datos falsos, 
la aprobación otorgada se considerara como no emitida e 
inexistente (tercer párrafo del artículo 5). 

Consecuentemente lo único importante es que el 
proveedor sea veraz en su publicidad. La opción que se le da 
para solicitar su aprobación no tiene caso y suponemos que 
a nadie le interesa hacer uso de ella. Por otra parte, se puede 
ser veraz en el momento de pedir la autorización y después 
alterar el producto. En este caso tampoco opera la excepción 
a su responsabilidad a pesar de contar con un dictamen que 
en su momento fue correcto, según se desprende del artículo 
19 del mismo capítulo, todo lo cual convierte en inútiles los 
trámites burocráticos del artículo $. 

El artículo 15 define la “promoción” como el 
ofrecimiento de un objeto o servicio adicional a los adquiridos 
directamente. El 17 dice que se requiere previo permiso de la 
autoridad para cualquier promoción. No encontramos razones 
justificativas de este requisito burocrático, pues basta vigilar 
que se cumplan las condiciones de la promoción. 
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S1 bien es cierto que las transacciones mercantiles deben 
ser serías y que ameritan vigilancia estatal, todo aquello 
que innecesariamente las enerve o estorbe es conveniente 
evitarlo. 

Este punto, aunque de poca monta, nos puede servir 
de pretexto para hacer una observación de carácter general, 
en el sentido de que la ley acusa tendencias favorables a un 
proceso de burocratización que urge dosificar y no desbocar. 
Es un error suponer que el estado tiene que identificarse con 
burocracia. En su crítica a la filosofía del Derecho de Hegel, 
el propio Marx reprochaba tal suposición. El teórico Plejanov 
y Lenin siempre manifestaron gran temor por el hecho de que 
se pudiera confundir un sistema de dominación estatal con el 
llanamente burocrático. 

Este último se distingue por abandonar el servicio que 
debe a la sociedad invirtiendo los términos, es decir, poniendo 
la sociedad al servicio de la burocracia. 

17.- Se incluye en este capítulo sobre publicidad un 
artículo, el 19, relativo a los casos de error en los contratos 
de compraventa. El error puede ser de derecho o de hecho. 
La ley no hace distinción o podría interpretarse que hasta 
el error de derecho motiva la nulidad del contrato. También 
da a entender que aunque el error de hecho no haya sido 
determinante de la voluntad el contrato puede anularse. 
Dice: “en caso de que el consumidor o el proveedor incurran 
en error tratándose de la compraventa de un bien, uno 
y otro tendrán derecho dentro de los 3 días siguientes a la 
celebración del contrato, al cambio (sic) o a la bonificación 
del valor de la cosa por la compra de otra”. 
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18.- Es difícil desentrañar el galimatías. ¿A cuál 
“cambio” se tiene derecho? ¿A cuál bonificación puede 
aspirar el proveedor mencionado como uno de los dos 
titulares de las facultades consignadas en el dispositivo?. 

También nos preguntamos cuales son las consecuencias 
que se siguen si no se hace uso del derecho dentro de los tres 
días siguientes al de la celebración del contrato. Si caduca 
la acción de las partes resulta que, por lo que al consumidor 
toca, la ley resulta menos protectora que la mercantil y que 
la civil en las cuales una acción de nulidad o de rescisión se 
extingue en plazos más grandes. 


Ventas al fiado 


19.- El capítulo tercero se refiere a las operaciones a 
crédito. Su artículo 20 establece la obligación del proveedor 
de informar al consumidor sobre las condiciones del contrato, 
plazos, intereses, etc... Aquí la ley confunde obligación con 
supuesto jurídico y no tiene objeto que se meta a normar 
conductas que ya están ampliamente tratadas con más acierto 
y conocimiento en las leyes comunes. 

El supuesto jurídico llamado consentimiento puede 
estar viciado por dolo o por mala fe (inducción al error o 
simulación del mismo). Este vicio anula los contratos. 

Agrega la disposición que se comenta que los requisitos 
que exige se deberán “señalar” con toda claridad en los 
contratos respectivos. Esto hace pensar que el legislador 
supuso que todas las ventas al fiado se deben formular por 
escrito, lo cual no es exacto. 
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20.- El artículo 22 constituye una negación de los sanos 
propósitos de la ley, pues permite que en las operaciones a 
crédito se estipulen “cargos máximos adiciónales” (aparte 
de las tasas de interés) en contra del consumidor por “gastos 
de investigación, cobranza, quebrantos derivados de cuentas 
incobrables y de administración de créditos”. Es decir, esta 
ley vino a sancionar costumbres notoriamente injustas, 
permitiendo adicionar a los precios gastos propios del 
comerciante. 

Es tan injusto como la repercusión de los impuestos 
en forma individualizada y concreta. Por otra parte, el 
dispositivo en cuestión es incongruente, pues al mismo 
tiempo que autoriza los cargos adicionales, previene en 
su segundo párrafo que la Secretaría tomará las “medidas 
necesarias” para que dichos cargos y los intereses no 
repercutan en el precio de los bienes o servicios. ¿Le parecerá 
poca repercusión el cargarlos a la cuenta del consumidor 
independientemente del nombre que se les ponga?. 

21.- El artículo 29 comienza por considerar los derechos 
del vendedor cuando hay incumplimiento de las obligaciones 
del comprador; más en el caso de que este haya cubierto 
más de la mitad del precio, aquellos derechos desaparecen. 
Aunque el vendedor haya ejercitado acción de rescisión 
o de cumplimiento, el demandado incumplido es el que 
queda facultado para optar entre una cosa y otra. El espíritu 
proteccionista hacia el consumidor destruye toda técnica y se 
torna excesivo sin que lo informe un recto sentido de justicia. 
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Más correcto sería prohibir simplemente la acción rescisoria 
al vendedor en toda la operación al fiado, como lo prohibía 
en su artículo 2858 el Código Civil de 1884. 


Responsabilidades por incumplimiento 


22.- El cuarto capítulo de la ley acusa en general buenos 
propósitos proteccionistas, pero no puede dejar de lamentarse 
su poca claridad y algunos graves errores. 

El artículo 31 concede un plazo de seis meses al 
consumidor para pedir rescisión o reducción de precio por 
defectos o vicios ocultos de la cosa objeto del contrato que 
la hagan impropia para los usos a que “habitualmente se 
destine” o que disminuyan su calidad o “posibilidad de uso”. 
Parece que su texto alude a bienes no fungibles. El propio 
artículo previene que en los casos mencionados se podrá 
reclamar igualmente indemnización por daños y perjuicios. 

El artículo 32 que establece para el proveedor la 
obligación de reponer el producto, bonificación o devolución 
de parte del precio cuando la cosa no reúna las condiciones 
de cantidad por defectos de envase o medida (no se incluye 
peso), alude muy probablemente solo a bienes fungibles. 

El propio artículo 32 previene que la reclamación 
“deberá presentarse al proveedor dentro de los diez días 
siguientes a la fecha de haberse recibido el producto y que 
si el proveedor no satisface la reclamación en quince días 
incurrirá en mora”. 

23.- Reglamentar reclamaciones extrajudiciales carece 
de objeto si no se establecen como requisito de procedibilidad. 
En virtud de que el artículo 32 no nos dice cuáles pueden 
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ser las consecuencias en caso de que el consumidor omita 
esa reclamación, deducimos que no las hay. Si las hubiese 
y esa falta de reclamación extinguiese el derecho subjetivo, 
es obvio que la ley más que un beneficio agregaría riesgos y 
cargas para el consumidor. 

24.- El artículo 34 previene que las reclamaciones a 
que se refiere el 33 por inobservancia de las leyes o de los 
contratos, se formularan ante el proveedor dentro de los 
dos meses siguientes a la fecha en que se haya recibido 
el producto. Cabe hacer aquí los mismos comentarios 
expresados sobre el 32, en el sentido de que es ocioso normar 
las acciones frente a particulares cuando al mismo tiempo 
no se señalen las consecuencias. Por otra parte, siendo el 
contenido del artículo 33 análogo al del 32, no hay razón para 
que en un caso el plazo dentro del cual se puede formular la 
reclamación sea de diez días y en otro de dos meses. 

25.- El artículo 35 sujeta la comprobación de “calidad, 
especificaciones de las cosas sujetas a Operación o cualquier 
otra característica” a las “normas oficiales mexicanas O 
a falta de estas, a las normas, métodos o procedimientos 
que determine la Secretaría de Industria y Comercio o la 
dependencia competente del Ejecutivo Federal, previa 
audiencia de los interesados”. 

La mayoría de los innumerables productos de mercado 
no están sujetos a normas oficiales. Es imposible que las 
dependencias del Ejecutivo suplan tal falta cada vez que 
alguien presente una reclamación, lo cual viene a cancelar en 
buena parte la operatividad de todo el capítulo. 
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Nos preguntamos igualmente bajo que procedimiento y 
ante que autoridad han de ventilarse los conflictos que puedan 
dar lugar a la actualización de las normas de este capítulo 
cuarto. Podría contestarse que corresponde intervenir en todo 
caso a la Procuraduría del Consumidor, de la que se hablara 
más adelante, conforme al procedimiento conciliatorio o 
arbitral del cual también nos ocuparemos luego. De inmediato 
se advierte que no es posible aceptar esta respuesta porque la 
función conciliatoria o de arbitraje no puede sujetarse a reglas 
rígidas ni predeterminadas. Además debe considerarse que el 
proveedor puede lícitamente negarse a conciliar y también a 
someterse a un arbitraje. En este último supuesto el asunto 
pasará al conocimiento de los tribunales comunes, como lo 
previene el artículo 59. 

26.- Una vez radicado el conflicto en los tribunales 
judiciales es probable que éstos tengan que aplicar en los 
puntos conducentes la Ley del Consumidor siempre que se 
trate de conflictos mercantiles o de naturaleza netamente 
federal. En estos casos los interesados van a tropezar con 
serias dificultades de prueba. En efecto, el consumidor 
tendrá que basar sus reclamaciones en las normas oficiales de 
calidad. Pero si estas normas no están preestablecidas, tendrá 
que llevar a cabo gestiones previas por la vía administrativa, 
ante la Secretaría de Comercio o “dependencia competente 
del Ejecutivo”, oyéndose al futuro demandado, para que se 
fijen esas normas. Todo esto exige el artículo 35 del capítulo 
que se comenta y como puede verse más que proteger 
al consumidor preserva al proveedor. Y el burocratismo 
innecesario a que aludimos en el punto 16 aparece de nuevo. 
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De los servicios 


27.- Ya antes hablamos de los posibles aspectos 
inconstitucionales de la ley en lo que respecta a servicios. 
El capítulo quinto se ocupa de precisar los derechos del 
consumidor frente a los prestadores de servicios y en él no se 
hace ninguna distinción entre servicios sujetos a legislación 
local y los sujetos a legislación federal. También se dijo que 
en la práctica las autoridades no discriminan. La amplitud 
de los textos de los artículos 39, 40, 41, 42, 43, 44 y 45 del 
capítulo quinto confirman los argumentos expresados en los 
números 8, 9 y 10 principalmente. 


Ventas a domicilio 


28.- El capítulo sexto trata de las ventas a domicilio. 
Se aplica solo a las personas físicas (artículo 46). No es fácil 
imaginar las razones que hubo para excluir a las personas 
colectivas que, al igual que las físicas, suelen comprar cosas 
en su domicilio. 

29.- El artículo 47 exige que en general las ventas a 
domicilio se hagan por escrito, especificándose las partes, el 
registro federal de causantes del proveedor, el precio y los 
demás requisitos del artículo 20 (operaciones de crédito), 
las facultades del consumidor para revocar el contrato, las 
condiciones de ejecución del contrato, la designación precisa 
de la naturaleza y características de los bienes o servicios 
prestados, etc. 
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Sorprende en este artículo la exigencia de una 
formalidad escrita para cualquier caso de venta o prestación 
de un servicio y que evidentemente en la práctica raras veces 
se observará. No está destinada a tener facticidad. 

30.- El artículo 48 da derecho al consumidor a revocar 
su consentimiento dentro de los cinco días hábiles siguientes 
a la firma del contrato. Por este motivo se dice que el contrato 
no se perfecciona hasta el transcurso de esos cinco días. El 
aviso de revocación puede entregarse personalmente, por 
correo certificado o por cualquier otro medio fehaciente, 
pero nada se dice sobre la devolución de la cosa y precio 
que en muchos casos se entregan en el momento de cerrarse 
la operación. Tal vez se omiten las consecuencias de la 
revocación por considerar que el contrato no existe en cuanto 
no se ha perfeccionado. En realidad se trata de un error 
más de carácter técnico. La revocación que autoriza la ley 
resuelve un contrato que ya es perfecto. De lo contrario, nada 
habría que rescindir. 


Disposiciones generales 


El capítulo séptimo se denomina “Disposiciones 
Generales” y el artículo 50 autoriza a la Secretaría de 
Industria y Comercio a sancionar a quien haciendo uso de los 
medios masivos de difusión pretenda cobrar alguna deuda a 
un consumidor. Nos preguntamos porque la Secretaría tiene 
que sancionar actos que no tienen naturaleza mercantil. 
Recordemos que conforme el artículo 1050 del Código de 
Comercio toda contienda o conflicto se considera civil cuando 
el deudor no es comerciante y el consumidor no lo es según 
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la ley que lo protege. Asoma aquí otro ribete inconstitucional. 
Por lo demás, el cobro público y difamatorio es un delito del 
orden común según el artículo 258 de nuestro Código Penal. 

32.- El artículo 52 de este capítulo dice que todo 
proveedor está obligado a respetar y cumplir las condiciones, 
términos, etc., de los convenios o contratos que haya 
celebrado con un consumidor. Obviamente sale sobrando esta 
disposición, pero queda la duda de si el legislador no quiso 
excusar del cumplimiento de sus obligaciones al consumidor 
en cuanto ni siquiera lo menciona. 

33.- En la segunda parte el artículo 54 faculta a los 
proveedores a detener al consumidor sorprendido en flagrante 
delito y ponerlo luego a disposición de la autoridad. Si 
el proveedor se excede en esta acción, se dice que serán 
aplicables las sanciones del artículo 53 (multa, clausura, 
suspensión, etc.). Hace tiempo que el artículo 16 de la 
Constitución Federal previene cómo debe de obrarse en los 
casos de flagrante delito y en este sentido el artículo 54 de 
la ley carece de objeto. Lo que si es novedoso e inesperado 
es que se establezca que cuando se detiene a una persona sin 
estarse en los supuestos del 16 Constitucional se apliquen 
las sanciones mencionadas. Quien priva a otra persona 
indebidamente de su libertad comete un delito (en el Código 
Penal de Guanajuato se encuentra previsto en artículo 236). 
En este caso la ley del consumidor vuelve a olvidar facultades 
legislativas locales y disposiciones ya existentes. 
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La Procuraduría del Consumidor 


34.- El capítulo octavo de la ley se refiere a la 
Procuraduría Federal del Consumidor. Dice su artículo 57 
que es un “organismo descentralizado de servicio social, 
con funciones de autoridad, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio para promover y proteger los derechos e 
intereses de la población consumidora”. 

Es ardua tarea tratar de comprender el sentido y 
alcance de esta disposición legal. Siempre hemos pensado 
que los organismos descentralizados de servicio no pueden 
desempeñar ninguna función de autoridad. La Constitución 
del país divide el poder de la Federación en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial (artículo 49). Los estados miembros 
tienen como base de su organización política y administrativa 
al municipio libre (artículo 115). En el estado de Guanajuato 
esta forma de organización del poder se corrobora por 
los textos de los artículos 34, 35, 36, 45, 46,47, 48 y 49 
principalmente de la Constitución del Estado. 

No hay manera de ajustar ninguna descentralización 
de la autoridad a las bases constitucionales y doctrinales. 
Funcionan en el país muchos organismos descentralizados 
por servicio y entre ellos se pueden citar la Comisión Federal 
de Electricidad, Petróleos Mexicanos, la gran mayoría de 
las Universidades, etc., ninguno de los cuales desempeña 
funciones de autoridad como atribución de derecho público. 

El artículo 57 de la Ley del Consumidor encierra, pues, 
una contradicción difícil de conciliar, pues una de dos: o la 
Procuraduría es un organismo descentralizado por servicio 
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y entonces no tiene carácter de autoridad, o es autoridad 
con atribuciones de poder y entonces no es organismo 
descentralizado. 

35.- Hay otra contradicción entre el referido artículo 
57 y el 1” de la propia ley. En efecto, este último ordena 
que la aplicación y vigilancia en la esfera administrativa de 
sus disposiciones corresponde a la Secretaría de Industria y 
Comercio “a falta de competencia específica de determinada 
dependencia del Ejecutivo Federal. Serán órganos auxiliares 
de la expresada Secretaría para la vigilancia del cumplimiento 
de esta Ley, en los términos que disponga el reglamento 
respectivo, toda clase de autoridades federales, estatales y 
municipales”. 

¿Cómo es entonces que el 57 concede a la Procuraduría 
del Consumidor “funciones de autoridad””?. 

Podría quizás contestarse que la Procuraduría del 
Consumidor es una dependencia del Ejecutivo Federal 
creada precisamente para ver por la aplicación de la ley; 
pero esta respuesta sería inaceptable ya que si se tratase 
de una dependencia del Ejecutivo no tendría objeto 
constituirla en organismo descentralizado. Recuérdese que 
una nota fundamental de la descentralización consiste en la 
desaparición formal de la relación jerárquica (Gabino Fraga) 
y tan es así que a tales organismos se les dota de personalidad 
y patrimonio propios. Tal vez debemos concluir de todo este 
embrollo que la Procuraduría del Consumidor no es autoridad 
en el sentido estricto del concepto. 
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36.- Como ya antes se hizo notar, el artículo lo. de la 
ley convierte a todas las autoridades en “órganos auxiliares” 
de la Secretaría de Industria y Comercio. Los gobernadores, 
los integrantes de los Poderes Judiciales de las Entidades 
Federativas y los Ayuntamientos, a más de ser depositarios de 
la republicana soberanía, en un momento dado son auxiliares 
de una secretaría federal en virtud de una ley secundaría. 

¿Quién duda que en efecto así es? el Centro está tan 
identificado con su fuerza y con las prácticas irregulares que 
parece que ya ni siquiera se advierte cuando las consagra en 
leyes viciosas. 

Y no es que no se quiera prestar auxilio a la noble labor 
de proteger a los consumidores (cuando les asiste la razón); 
no, lo que alarma es la demoledora facilidad con que se 
rompen los principios. 

37.- Por si lo anterior no fuese suficiente, el artículo 
58 del capítulo octavo previene que “serán coadyuvantes de 
la Procuraduría (del consumidor) toda clase de autoridades 
federales, estatales y municipales...” 

Así pues, además de órganos auxiliares de una secretaría 
federal, todas las autoridades resultan ahora “coadyuvantes” 
de un organismo descentralizado, en pleno derroche 
legislativo. 

38.- Veamos ahora cuales son las facultades de la 
Procuraduría del Consumidor. 


809 


Protección al consumidor 


Protección al consumidor 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La fracción I del artículo 59 le concede carácter de 
representante de la población consumidora ante toda clase de 
autoridades, mediante el ejercicio de las acciones, recursos, 
trámites o gestiones que procedan, encaminados a proteger 
sus intereses. 

La fracción II asigna a la Procuraduría la facultad 
de “representar colectivamente” a los consumidores en 
cuanto tales. Seguramente se quiso decir: representar a una 
colectividad de consumidores. 

La fracción III le concede también facultades 
representativas, “previo el mandato correspondiente” de los 
consumidores cuando el problema pueda trascender o afectar 
intereses colectivos. Suponemos que esa trascendencia queda 
a juicio de la misma Procuraduría. 


La función conciliadora y arbitral 


39.- La fracción VIII alude a una de las principales 
funciones de la Procuraduría, a saber la del papel 
de conciliador -como amigable componedor- entre 
consumidores y comerciantes, industriales, prestadores de 
servicios, empresas de participación estatal, organismos 
descentralizados y órganos del estado. 

Conviene aquí recordar nuestros comentarios al artículo 
2 (números 8 y 9). Si queremos reconocer en el Congreso de 
la Unión una actitud respetuosa de la constitucionalidad de 
la que tanto hemos dudado a lo largo de estos comentarios, 
debemos aclarar que este papel conciliador de la Procuraduría 
se tendrá que reducir a aquellos casos en que los actos 
jurídicos motivo del conflicto caen bajo la esfera federal 
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(como por ejemplo, actos de comercio). Quedarían excluidos 
una enorme gama de supuestos relativos a contratos, 
transacciones y servicios mantenidos hasta hoy en la esfera 
de las legislaciones locales. 

40.- Debemos admitir que no es esta la pauta que en la 
práctica ha seguido la Procuraduría y sus delegaciones, pues 
interviene en toda clase de asuntos sin importar su régimen 
legal. 

41.- Hay que anotar que no resulta explicable 
encomendar la función conciliadora al procurador de una de 
las partes en conflicto. Si la Procuraduría tiene como misión 
proteger los derechos e intereses del consumidor (artículo 
57) y es además su representante (fracciones l, II, III, V, etc. 
del 59) no parece prudente encomendarle al mismo tiempo 
el papel conciliatorio. Este papel lo desempeña, según la 
fracción VIII que se analiza, en una diligencia en la que 
reúne a las partes en conflicto, si no fuere posible un arreglo 
se les exhortara a que nombren voluntariamente como árbitro 
a la propia Procuraduría. Suponemos que esa designación 
voluntaria de parte del proveedor no será fácil que se dé, pues 
nadie razonablemente designara arbitro al procurador de su 
contra parte y en caso de que tal cosa suceda podrá decirse 
con toda verdad que la Procuraduría del Consumidor se 
convierte en juez y parte. 

En la práctica la Procuraduría y sus delegaciones logran 
muchas conciliaciones y tal vez suele actuar como árbitro, 
pero dadas las razones expuestas no aceptamos que esas 
conciliaciones o esos arbitrajes se ajusten a la ley. 
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En esta parte el legislador pecó de ingenuo. ¿Cómo pudo 
suponer que los proveedores iban a aceptar conciliaciones 
o arbitrajes encomendadas al consumidor con el cual entró 
en conflicto? esto es desconocer la naturaleza humana. 
Entonces ¿Cómo ha sido posible lograr tantos arreglos y 
conciliaciones?. 

Debe echarse mano de otros medios, pues tampoco se 
puede creer que los encargados de la función tengan dotes 
persuasivas extraordinarias. 

42.- En la misma fracción VIII se previene que cuando 
no haya sido posible la conciliación ni se haya designado 
árbitro a la Procuraduría, el interesado podrá hacer valer 
sus derechos ante los tribunales competentes, pero “estos 
exigirán como requisito para su intervención una constancia 
de que se agotó el procedimiento conciliatorio”. 

He aquí de nuevo al Congreso de la Unión poniéndole 
condiciones para el ejercicio de sus funciones a toda clase 
de tribunales, inclusive los comunes estatales. Es claro 
que estos últimos no tienen por qué hacerle ningún caso 
a esta exigencia, excepto cuando actúan con competencia 
concurrente con los tribunales federales. 


Los contratos de adhesión 


43.- Dentro del mismo capítulo es digno de comentario 
el artículo 63 que se refiere a los contratos de adhesión y, en 
general, a aquellos que formula unilateralmente el proveedor, 
cuyo contenido tiende a proteger al consumidor de cuya 
buena fe o ignorancia suele abusarse. Se le encomienda a 
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la Procuraduría gestionar ante el proveedor de que se trate 
o ante el Ejecutivo Federal la modificación de las clausulas 
Inequitativas. 

Parece ser que corresponde a la misma Procuraduría 
valorar el clausulado y condiciones de los contratos y decidir 
si son o no aceptables y justos. 

Ya las leyes mercantiles y civiles anteriores a la del 
consumidor especifican los requisitos de validez de un 
contrato delimitando el campo de libertad de los particulares. 
Recordemos que cualquiera que sea el objeto de los contratos 
tiene que ser no solo posible, sino licito. Ninguna prestación 
es exigible si contradice las normas jurídicas vigentes. En 
otras palabras, no somos libres de fijar el contenido de los 
contratos en forma absoluta. La lesión, por ejemplo, puede 
anularlos. En materia mercantil las causas que invalidan un 
contrato son en términos generales las mismas que rigen en 
materia civil (artículo 81 del Código de Comercio). 

No deja de extrañar que el requisito de equidad y de 
proporcionalidad quede a juicio de la Procuraduría por arriba 
de las bases legisladas y vigentes. 

44.- En la disposición 63 se dice que cuando los 
contratos hayan sido autorizados o aprobados por autoridad 
distinta a la Procuraduría, dicha autoridad previa audiencia 
del proveedor tomará las medidas pertinentes para la 
modificación de su clausulado si en ellos se faltase a la 
equidad. Probablemente la ley se refiere aquí a las “formas” o 
“*machotes” que se usan para ciertas operaciones comerciales. 
No puede aludir a los contratos mismos, que solo los hay 
cuando el consentimiento de las partes ya se ha dado. En 
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este último supuesto es obvio que ninguna autoridad puede 
“tomar medidas pertinentes” para modificarlos ni en todo 
ni en parte, a menos que mediante un juicio se alcance tal 
propósito. Además, es difícil de entender que la autoridad 
que ha aprobado un contrato lo pueda luego modificar. 

Agrega el mismo artículo que cuando los contratos que 
juzgue inequitativos no sean de aquellos que otra autoridad 
deba aprobar o autorizar, la Procuraduría en un plazo no 
mayor de 5 días gestionará la modificación de clausurado. Si 
esto no se obtiene en un término de 30 días, dará a conocer 
al público su opinión sobre el particular y podrá demandar 
judicialmente la nulidad de las clausulas poco equitativas. 

Resulta harto difícil entender este curioso mecanismo y 
nos resistimos a creer que el artículo hable de contratos ya 
celebrados y con efectos legales. Es probable, repetimos, que 
más bien se haya querido referir a los textos de machote. 


Los medios de apremio 


45.- El artículo 66 expresa textualmente que “la 
Procuraduría para el desempeño de las funciones que 
le atribuye la ley podrá emplear los siguientes medio 
de apremio: [.- Multa hasta por veinte mil pesos; II.- El 
auxilio de la fuerza pública. Si fuere insuficiente el apremio 
procederá contra el rebelde por el delito en contra de la 
autoridad”. 

Advertimos en este artículo, como en muchos otros, 
incongruencia con el lo. de la ley. Este encomienda su 
aplicación a la Secretaría de Industria y Comercio, “a falta de 
determinada dependencia del Ejecutivo Federal”. 
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Como se ha visto, la Procuraduría del Consumidor es 
un organismo descentralizado de servicio (artículo 57), con 
personalidad jurídica propia, con “funciones de autoridad”. 
Estas características le vienen del Poder Legislativo y no se 
presenta como una dependencia del Ejecutivo. Entonces no 
vemos por qué motivo tiene facultades aplicativas hasta el 
extremo de poder imponer multas, contrariando lo dicho en 
el artículo primero. 

Por lo demás, es del todo inusitado que un organismo 
descentralizado pueda usar medios coercitivos, como lo es la 
multa y el uso de la fuerza pública. 

46.- El supuesto en que deben aplicarse los medios 
de apremio es poco claro: los usara la Procuraduría para el 
desempeño de sus funciones. Es evidente que la única que 
puede cumplir o no sus funciones es la propia Procuraduría, 
o mejor dicho el procurador y sus auxiliares. Entonces ¿los 
medios de apremio del artículo 66 los aplicará la Procuraduría 
contra sí misma y contra sus propios servidores?. 

Ante esta imposible conclusión consideramos que 
el legislador quiso decir otra cosa: que los medios de 
apremio se aplicaran a los particulares que incumplan 
las determinaciones legales o acuerdos fundados de la 
Procuraduría o que de alguna manera impidan o estoven su 
recto funcionamiento. 

47.- Hecha la anterior consideración y tomando 
en cuenta las facultades que otorga el artículo 59 a 
la Procuraduría, vemos que estos medios de apremio 
prácticamente nunca tendrán ocasión de aplicarse en los 
casos de las fracciones I a VII y IX a XIII, pues basta leerlas 
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para comprender que las posibilidades de que algún particular 
obstaculice las funciones de la Procuraduría o desacate 
alguno de sus acuerdos, son nulas. 

Quedaría por analizar solo una fracción, la VIII. En esta 
se señala la función conciliadora de la Procuraduría. Para que 
esta misión se lleve a cabo, es necesario que los proveedores 
acudan a la junta a que se refiere el inciso b) de la fracción 
que comentamos, previa cita, y en la cual la Procuraduría 
trataría de desempeñar su función componedora. Si el 
proveedor no acude es posible que opere el artículo 66 y que 
se le imponga una multa hasta de veinte mil pesos o que se 
use la fuerza pública, o que se consigne al rebelde por delito 
de desobediencia. ¿Hasta veinte mil pesos de multa por no 
asistir a la junta de posible conciliación cuando además se 
puede usar la fuerza para hacer comparecer al negligente? 
Salta a la vista que se trata de una multa excesiva y que viola 
gravemente el artículo 22 de la Constitución Federal el cual 
ennumera entre las sanciones prohibidas precisamente las 
multas excesivas. 

En materia penal la multa como medio de apremio es de 
$200.00 y en caso necesario el auxilio de la fuerza pública 
(artículo 42 del Código de Procedimientos Penales). En 
materia civil la multa por igual concepto es cuando mucho 
de $1,000.00 y si se hace necesario se usará la fuerza 
pública. La experiencia muestra que estos medios de apremio 
son suficientes y eficaces y es raro que no se consiga la 
comparecencia de todas aquellas personas cuya declaración 
se requiere. 
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48.- Fuera del caso que nos ocupa —desobediencia de 
un citatorio para acudir a la junta de posible conciliación— 
no encontramos ningún otro digno de mencionarse en el cual 
pueda emplearse el apremio. 

En efecto, el no aceptar las exhortaciones para una 
conciliación no puede estimarse como actitud obstaculizadora 
de las funciones de la Procuraduría. Mucho menos lo será el 
negarse a designarla como árbitro. Tan es así que cuando no 
se consigue la conciliación ni el arbitraje, las partes quedan 
en libertad de acudir a la jurisdicción ordinaría, según el 
inciso f) de la misma fracción. 


Competencia territorial 


49.- Por último, no es posible dejar de señalar en relación 
con este capítulo octavo la inseguridad en cuanto a las reglas 
de lo que podríamos llamar “competencia territorial” de la 
Procuraduría y de sus delegaciones. 

El artículo 58 señala como domicilio de la Procuraduría 
la ciudad de México y agrega que se establecerán 
delegaciones “en todos y cada uno de los estados, así como 
en los lugares en que se considere necesario”. Aparte de la 
mala redacción, cabe preguntarnos hasta donde llega el 
ámbito de competencia territorial de la oficina principal 
ubicada en la ciudad de México. ¿Podrá citar a un proveedor 
que reside en Mérida o en Tijuana para que acuda al Distrito 
Federal a un trámite conciliatorio?. Se contestara que no, que 
para eso están las delegaciones estatales, pero ciertamente 
esta respuesta no se deriva del texto de la ley. También 
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podríamos preguntarnos hasta dónde llega la jurisdicción de 
una delegación ubicada en un determinado Estado. La ley no 
da respuesta. 

Pero aceptando que cada delegación actúe dentro de 
los límites del estado en que se encuentra, las molestias 
inferidas a consumidores y proveedores que no residen en 
la ciudad o municipio donde se encuentre la delegación son 
evidentes y constituyen de suyo una sanción en pérdida de 
tiempo, traslado, alimentos, etc... No parece justo que el 
consumidor o proveedor de Acámbaro o de San Luis de la 
Paz tenga que ir a León a ventilar los asuntos de esta ley. 
Pensemos ahora en estados tan extensos como Chihuahua o 
Sonora. Posiblemente el día de mañana se multipliquen las 
delegaciones y se cree al mismo tiempo y necesariamente un 
monstruoso aparato burocrático para aplicar la ley. La verdad 
es que este panorama no se ofrece como muy atractivo. 


El Instituto del Consumidor 


S0.- El capítulo noveno se refiere al Instituto Nacional 
del Consumidor, que al igual que la Procuraduría, se crea 
como organismo descentralizado con personalidad jurídica y 
patrimonio propio. Los fines de dicho Instituto, señalados en 
el artículo 68, pueden resumirse en una actividad orientadora 
y capacitadora del consumidor. Son encomiables. 

Los medios de que el Instituto puede valerse para lograr 
sus fines se señalan en el artículo 69 que tiene seis fracciones. 
Es claro que estos medios deben entenderse solo en sentido 
enunciativo y no limitativo. 
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El resto de este capítulo noveno se ocupa de detallar 
la organización y condiciones de trabajo del Instituto, sobre 
lo cual nada tenemos que comentar, a no ser que prueba 
una vez más la irrefrenable tendencia hacia el crecimiento 
burocrático. 

51.- El artículo 75 que se ocupa del patrimonio del 
Instituto, cuestión sin duda de importancia y que no se tomó 
en cuenta en el capítulo relativo a la Procuraduría. Es hasta el 
artículo 4o. transitorio donde encontramos que la Secretaría 
de Hacienda ministrará directamente a la Procuraduría los 
fondos necesarios para su organización y actividades. 

El 75 dice que, el patrimonio del Instituto se integrara 
con “los bienes y recursos que otorguen el gobierno federal, 
lo gobiernos de las entidades federativas y demás organismos 
del sector público, así como particulares para el cumplimiento 
de sus fines...”. 

Constitucionalmente no es posible que una entidad 
federativa destine ni un peso de sus recursos a organismos 
descentralizados federales. El Congreso de la Unión vuelve a 
exhibir en este dispositivo su desaprensión. 


Situación jurídica del personal 


52.- El capítulo décimo habla de la situación jurídica del 
personal que trabaje en la Procuraduría del Consumidor y en 
el Instituto. El artículo 76 dice que las relaciones de trabajo 
se rigen por el apartado B del artículo 123 de la Constitución 
del país y que, por lo tanto, les es aplicable la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado. Pero es el caso que 
el apartado B solo cubre y reglamenta relaciones entre los 
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Poderes de la Unión, el gobierno del Distrito Federal y sus 
trabajadores. Hay muchos organismos descentralizados, de 
gran importancia, que regulan sus relaciones laborales por el 
apartado A y no por el B del 123, como Petróleos Mexicanos, 
Comisión Federal de Electricidad, Ferrocarriles, etc. ¿Cuáles 
serán las razones de estas diferencias? Es imposible saberlo. 


Inspección y vigilancia 


53.- El capítulo décimo primero se refiere a los servicios 
de inspección y vigilancia, para lo cual las personas físicas 
y morales permitirán que se les practiquen visitas a sus 
establecimientos y proporcionaran a las autoridades toda 
clase de informes para que se puedan cumplir los fines de la 
ley. Los artículos 80 a 85 se ocupan de detallar la forma en 
que se practicaran las visitas de inspección. 

Todas estas disposiciones son abiertamente 
inconstitucionales, pues el Congreso olvidó que el artículo 
16 de la Carta Magna prohíbe terminantemente a la autoridad 
administrativa practicar visitas, excepto cuando se trate de 
averiguar si se han cumplido los reglamentos sanitarios y 
policiacos o de examinar libros y papeles sobre cumplimiento 
de normas fiscales. Y aun en este caso deben observarse las 
reglas relativas al cateo, contenidas en la garantía del 16 
mencionado y de las cuales también se olvida la Ley del 
Consumidor. 
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Sanciones 


54.- El capitulo décimo segundo se ocupa de las 
sanciones por infracciones a la ley que comentamos. 
Consisten en multas de cien a cien mil pesos, clausura (al 
parecer del establecimiento industrial o comercial) hasta por 
60 días, arresto administrativo hasta por 36 horas, más las 
que ya comentamos de los artículos 53 y 54. 

El 87 dice que las sanciones serán impuestas con base 
en “las actas levantadas por la autoridad o con motivo de 
los datos que aporten las denuncias de los consumidores”. 
Agrega que en todo caso las sanciones deberán ser fundadas 
y motivadas. Cuando hay reincidencia en la falta, la sanción 
pecuniaria puede triplicarse. 

Lo que resulta sorprendente, es que la autoridad pueda 
imponer multas hasta de cien mil pesos “con motivo de los 
datos que aporten las denuncias de los consumidores”. ¿Sin 
que la veracidad de estos datos o denuncias se verifiquen? 
¿Sin que la otra parte sea oída? El artículo 87 no lo aclara. 

55.- Nos preguntamos qué autoridad está facultada 
para imponer estas sanciones. El artículo 86 dice que será la 
competente. ¿Y cuál es la competente? Tenemos que volver 
al artículo 1* de la ley que dice que a falta de la “competencia 
específica de determinada dependencia del Ejecutivo 
Federal”, la aplicación de la ley corresponde a la Secretaria 
de Industria y Comercio. No podrá, pues, aplicar estas 
sanciones ni la Procuraduría del Consumidor ni el Instituto 
Nacional del Consumidor. 
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Recursos 


S6.- El capítulo décimo tercero y último habla de los 
recursos. El artículo 91 dice que todo persona afectada por 
las resoluciones dictadas con fundamento en la Ley del 
Consumidor “podrán recurrirlas en revisión, por escrito 
que presentará ante la inmediata autoridad superior de la 
responsable dentro del término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha de notificación de la resolución”. 

La expresión “inmediata autoridad superior” es 
muy vaga y en el momento dado difícil de averiguar. Si la 
Secretaría se toma como una unidad, la única autoridad 
superior será la Presidencia de la Republica. 

Los artículos 93 y 94 dan al inconforme la oportunidad 
de ofrecer toda clase de pruebas, excepto la confesional, 
para lo cual se le puede conceder un plazo de 8 a 30 días. 
Es curioso que esta posibilidad de ofrecer pruebas y de 
disfrutar de un plazo para ello no se conceda antes de dictarse 
la resolución o de aplicar la sanción, sino hasta después, al 
ventilarse el recurso. Se invierte, pues, la lógica procesal más 
elemental y se establece la posibilidad de que la autoridad 
revisora examine la resolución recurrida utilizando elementos 
que nunca se presentaron ante el inferior. 

Las resoluciones de la Procuraduría no son recurribles 
conforme a este capítulo decimo, pues es el artículo 59 el que 
señala que son revocables las que dicte durante su función 
conciliadora. El laudo arbitral solo admite aclaración. Debe 
hacerse notar que en ninguno de estos casos la ley señala 
plazos y procedimientos para el trámite. 
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De la aplicación de la ley 


57.- La que más se manifiesta al público entre las 
actividades que derivan de la Ley del Consumidor es la que 
lleva a cabo la Procuraduría del Consumidor. En el estado 
de Guanajuato existe una delegación en León, la cual ha 
venido desempeñando una intensa labor. Según una nota 
aparecida en el diario A.M. el 3 de enero del presente año, 
los asuntos atendidos en 1980 superaron en un 700 por ciento 
a los ventilados en 1976. Sumados hacen un total de 17,326 
en cinco años. No son muy buenas noticias, pues lo deseable 
sería que la conducta ilícita motivadora de tantos conflictos 
se hubiese reducido, no incrementado. 

Otra nota de “El Heraldo” de 3 de marzo de 1981 
informa que en el mes de febrero del mismo año atendieron 
330 quejas (más de 11 por día) y que después de celebrarse 
621 audiencias de conciliación se resolvieron favorablemente 
a los consumidores 293 casos (casi el 89 por ciento). 

Atentas las consideraciones hechas al comentar el 
capítulo octavo y particularmente la fracción VIII del artículo 
59, así como el 66, no es fácil comprender cómo se puede 
llegar a tan alto porcentaje. La Ley, según hemos visto, no da 
medios idóneos para ello. 

58.- La delegación de León se encuentra en manos 
competentes y honestas, pero no cabe duda que ha recibido 
instrucciones de la Procuraduría de México de arreglar 
los conflictos que se le plantean a toda cosa. Se advierte el 
prurito. 
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¿Qué se hace en la práctica para que el proveedor 
reconozca sus faltas en el 89 por ciento de los casos ante una 
ley llena de buenas intenciones pero ingenua en el aspecto 
que analizamos?. 

Ya vimos que si el proveedor no acude a la cita para la 
junta de conciliación se le puede imponer una multa hasta 
de veinte mil pesos. Tenemos a la vista un citatorio impreso 
que contiene el apercibimiento de la sanción hasta por esa 
suma. Bajo el supuesto de que el proveedor comparezca, 
una vez discutido el asunto puede suceder que se niegue a 
toda conciliación o que los términos de su proposición 
no sean aceptados por el consumidor. En este caso el paso 
siguiente e inmediato consistirá en exhortar a las partes para 
que nombren árbitro a la Procuraduría y como seguramente 
no será atendida tal exhortación, en ese momento tendrá que 
concluir su intervención. 

59.- En la práctica no sucede eso. Tenemos a la vista 
copia de una acta de una junta de conciliación, expediente 
número 4308/980, en la que se dice que en virtud de que no 
fue posible de que las partes conciliaran sus intereses, se cita 
a otra reunión, apercibiéndose otra vez al proveedor de que 
en caso de que no acuda se le multara. Como en esta segunda 
junta tampoco hubo arreglo, se cita a una tercera. Y así 
sucesivamente. En el expediente mencionado se celebraron 
siete audiencias de conciliación y se le impuso al proveedor 
una multa de veinte mil pesos que luego fue rebajada a dos 
mil, más gastos de ejecución. 
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60.- Es explicable que la Procuraduría y sus delegaciones 
tengan que obrar así, pues si se apegasen a la ley su actividad 
sería prácticamente nula. 

Pero es claro que la seguridad jurídica y quizás la 
justicia quedan con frecuencia mal paradas. La ineficacia 
de una ley no autoriza a ejercer presiones más o menos 
disimuladas mediante citatorios reiterados, repetición de 
diligencias, multas, etc. 

61.- Por lo que ve a la naturaleza de los asuntos se ha 
dicho antes que la Procuraduría conoce de todos, aunque los 
conflictos de que se trate no estén regidos por leyes propias 
de la esfera federal, únicos en los que podría válidamente 
intervenir. El particular parece que soporta esta práctica, 
tomando en cuenta que le resulta más caro y molesto 
combatirla. Ya se sabe que la incosteabilidad de la defensa 
en tiempo y dinero, origina la pasividad del afectado, como 
el menor de los males, ante leyes enrevesadas y ante ciertos 
actos de autoridad infundados. Todo esto, a la larga, creara 
mayores problemas. El comerciante -téngase por seguro- 
repercutirá en sus precios multas y demás. Los platos rotos a 
fin de cuentas los pagará el consumidor. 

62.- En varias ocasiones habíamos aplaudido la exitosa 
labor de la Procuraduría del Consumidor, no obstante la gran 
división de opiniones que hay sobre el tema. No nos disgusta 
incluso la imagen del viejo juez salomónico que al tiempo 
que exhorta blande el garrote sobre los pleiteantes. Por eso, 
en el fondo, vemos con simpatía aspectos sustanciales de la 
ley y la actividad de la Procuraduría. 
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Algo muy importante se desprende también de todo esto, 
a saber: que las formas lentas, tradicionales y complicadas de 
administrar justicia tienen que revisarse, pues aparte de todos 
esos defectos resultan muy onerosas. El pobre no puede 
litigar. La abogacía tendrá que modernizarse también y poner 
sus miras en acciones más expeditas, de más buena fe, menos 
técnicas y más justas. El desempeño de la Procuraduría del 
Consumidor es, a pesar de todo, una advertencia que no 
puede pasarse por alto. 

Procede corregir no solo la Ley del Consumidor, sino 
otras muchas, federales y locales, aunque más urgente es 
corregir hábitos de conducta. 
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Capítulo VII 
Protección de Personas 
Artículo 26. En el ámbito de sus respectivas competencias, 
los titulares del ministerio público de la Federación y de 
las entidades federativas expedirán los correspondientes 
programas para la protección de personas. 

El ministerio público incorporará a dichos 
programas a las personas cuya vida o integridad corporal 
pueda estar en peligro por su intervención en la fase de 
investigación o el proceso penal seguido por las conductas 
previstas en la presente Ley. 

El juez que conozca del procedimiento penal, 
tomando en consideración al menos lo señalado en el 
párrafo anterior, podrá ordenar como parte de las 
medidas cautelares de protección de personas, que éstas 
sean incorporadas a dichos programas. 


Protección de personas 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


a ley general para prevenir y sancionar los delitos 

en materia de secuestro, en su artículo 26, establece 

un marco normativo para la creación y ejecución 
de programas de protección, dirigidos a individuos que 
se encuentran en riesgo debido a su participación en 
investigaciones o procesos penales relacionados con el delito 
de secuestro. 
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La norma, en primer lugar, confiere a los titulares 
del ministerio público, tanto a nivel federal como en 
las entidades federativas, la responsabilidad de expedir 
programas específicos destinados a la protección de personas. 
Estos programas deben ser diseñados con el objetivo de 
salvaguardar la vida y la integridad física de aquellos que, 
debido a su intervención en la fase de investigación o en 
el proceso penal por delitos de secuestro, puedan estar en 
peligro. 

La intención de esta disposición es asegurar la existencia 
de un marco que ofrezca la protección necesaria a las 
personas involucradas en casos de secuestro, permitiéndoles 
colaborar con la justicia sin temor a represalias. 

La representación social juega un papel importante 
en este contexto, ya que tiene la facultad de incorporar a 
los programas de protección a aquellas personas cuya vida 
o integridad esté en riesgo. Esta incorporación se basa en 
una evaluación detallada de los peligros que enfrentan las 
personas debido a su participación en la fase de investigación 
o en el proceso penal. 

La finalidad de esta medida es garantizar que quienes 
colaboren con la justicia en casos de secuestro, reciban la 
protección adecuada, minimizando el riesgo de represalias o 
amenazas que puedan comprometer su seguridad. 

Además de las acciones del ministerio público, el 
artículo 26 permite que el juez del procedimiento penal ordene 
la incorporación de personas a los programas de protección, 
como parte de las medidas cautelares de protección. Esta 
facultad judicial se fundamenta en la evaluación de los 
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riesgos previamente mencionados, proporcionando un 
mecanismo legal adicional para reforzar la protección de las 
personas involucradas en procesos penales de secuestro. 

El objetivo de esta disposición es asegurar que la 
protección de las personas en riesgo se efectúe de manera 
efectiva y oportuna, mediante el uso de órdenes judiciales que 
fortalezcan las medidas adoptadas por el ministerio público. 


I.- Competencia y programas de protección 


Dentro del ámbito del derecho penal, la definición clara 
de las competencias y responsabilidades de las autoridades 
es fundamental, especialmente en lo que concierne a la 
protección de personas involucradas en procesos judiciales. 

La expresión ámbito de competencias se refiere a 
las áreas específicas en las que las autoridades tienen la 
responsabilidad y la autoridad para actuar. En el contexto 
penal, es crucial que tanto los titulares del ministerio público 
de la Federación como los de las entidades federativas tengan 
roles claramente definidos por la ley, particularmente en lo 
que respecta a la creación y administración de programas de 
protección de personas. Esta delimitación de competencias 
garantiza que cada nivel de gobierno entienda sus 
responsabilidades y actúe de manera efectiva, adaptándose a 
las necesidades específicas de cada jurisdicción. Además, es 
fundamental que estas autoridades colaboren estrechamente 
para evitar redundancias o lagunas en la protección ofrecida. 

Los programas de protección de personas deben 
ajustarse a las necesidades y riesgos particulares de cada 
jurisdicción. El ministerio público tienen la autoridad 
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para diseñar, implementar y supervisar estos programas, 
asegurando que cumplan con los estándares legales y de 
seguridad requeridos. 

La Federación y las entidades federativas poseen 
competencias propias que deben estar coordinadas para 
asegurar una implementación efectiva de los programas de 
protección. Aunque cada entidad opera dentro de su propio 
ámbito de actuación, es esencial que exista una colaboración 
efectiva entre ellas. Así, esta coordinación garantiza que 
los programas de protección sean coherentes y efectivos, 
proporcionando una red de seguridad robusta tanto a nivel 
nacional como local. 

La técnica de expedir estos programas implica la 
creación, desarrollo y formalización de medidas específicas 
destinadas a la protección de personas en riesgo debido a 
su participación en procesos penales. El objetivo principal 
de estos programas es asegurar la seguridad y protección de 
las personas involucradas, permitiendo su participación en 
el sistema de justicia sin temor a represalias. Por lo tanto, 
la implementación efectiva de estos programas es vital para 
mantener la integridad del sistema judicial y proteger los 
derechos humanos. 

La disposición que establece la obligación de los 
titulares del ministerio público de expedir programas de 
protección es fundamental por varias razones. Primeramente, 
proporciona la autoridad legal necesaria a estos titulares 
para actuar dentro de sus competencias, asegurando que sus 
acciones estén respaldadas por la ley. También garantiza que 
existan mecanismos formales para proteger a las personas 
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en riesgo, lo cual es fundamental en casos de delitos graves 
como el secuestro. Además, fomenta la colaboración entre 
diferentes niveles de gobierno para una protección más 
amplia y efectiva, evitando conflictos de competencia y 
asegurando una respuesta coordinada. Al garantizar la 
protección de las personas involucradas en procesos penales, 
se fortalece la confianza en el sistema de justicia, lo que 
es esencial para animar a más personas a colaborar con las 
autoridades sin temor a represalias, fortaleciendo así la lucha 
contra el crimen. 

Se advierte pues, que esta norma es clave para 
estructurar y legitimar la implementación de programas de 
protección de personas en el contexto del derecho penal. 
Asigna responsabilidades claras a los titulares del ministerio 
público y asegura una protección coordinada a nivel federal y 
estatal. 


M.- Incorporación al programa de protección 


La ley subraya una faceta esencial de la protección en el 
ámbito del derecho penal, especialmente en la lucha contra 
delitos tan graves como el secuestro. 

Siendo el ministerio público la institución encargada 
de representar a la sociedad en la persecución de delitos 
y la protección de los derechos de las víctimas, tiene la 
responsabilidad de identificar y proteger a las personas cuya 
seguridad esté en riesgo, debido a su participación en la 
investigación o en el proceso penal de delitos de secuestro. 
Esta labor implica la incorporación de individuos en los 
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programas de protección establecidos, lo que conlleva un 
proceso formal de evaluación y decisión sobre quién necesita 
protección y cómo se les proporcionará. 

La pauta de inclusión en estos programas está 
claramente definida: la vida o integridad corporal de las 
personas debe estar en peligro. Esto puede incluir amenazas 
directas, represalias potenciales o cualquier situación que 
ponga en riesgo su seguridad. La causa de este riesgo es su 
intervención en la fase de investigación o en el proceso penal 
de delitos de secuestro. 

Al garantizar la protección de quienes colaboran con la 
justicia, se fomenta una mayor disposición de las personas a 
participar en la investigación y en el proceso penal, sabiendo 
que no estarán en riesgo. Esto aumenta la confianza en el 
sistema judicial, alentando a más individuos a denunciar 
delitos y cooperar con las autoridades. La eficacia de la 
lucha contra el secuestro también se ve fortalecida, ya que 
la protección de personas clave es esencial para la efectiva 
investigación y procesamiento de estos delitos, asegurando 
que los testigos y víctimas puedan proporcionar información 
crítica sin temor a represalias. 

La fiscalía puede utilizar diversos mecanismos para 
garantizar la protección de las personas en riesgo, incluyendo 
medidas de seguridad como custodia personal, cambios de 
domicilio y uso de tecnología de seguridad; además de la 
protección anónima, manteniendo de incógnito la identidad 
de las personas protegidas durante el proceso; y asistencia 
psicológica y legal, proveyendo apoyo psicológico y asesoría 
legal para las personas protegidas y sus familias. 
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Como conclusión, la disposición sobre la incorporación 
al programa de protección destaca el papel fundamental del 
ministerio público en asegurar que quienes colaboran en la 
lucha contra el secuestro estén debidamente protegidos. 


TIL.- Orden judicial para medidas cautelares 


Partiendo de la premisa de que es el juez la autoridad 
encargada de conducir y supervisar el proceso, es evidente 
que tiene la competencia para tomar decisiones importantes, 
incluyendo la imposición de medidas cautelares destinadas a 
proteger a las personas involucradas en el proceso. Además, 
es el propio juez quien debe considerar los riesgos para los 
involucrados en procesos que tienen relación con el delito de 
secuestro. 

Las medidas cautelares de protección son acciones 
preventivas ordenadas por el juez para proteger a las personas 
involucradas en el proceso penal antes de que se dicte una 
sentencia definitiva. Estas medidas tienen como propósito 
prevenir cualquier daño a la persona protegida durante 
el transcurso del proceso penal, asegurando su seguridad 
y bienestar. La facultad del juez para emitir Órdenes que 
instruyan la incorporación de personas a los programas 
de protección es un elemento esencial de este mecanismo, 
debiendo ser cumplidas por las autoridades correspondientes, 
asegurando que se tomen las medidas necesarias para 
salvaguardar la seguridad de las personas en riesgo. 

La incorporación a los programas de protección implica 
que, tras la orden judicial, las personas en riesgo sean 
incluidas formalmente en los programas establecidos por el 
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ministerio público. Este proceso requiere una coordinación 
efectiva entre el juez y los responsables de dichos programas 
para asegurar que las medidas de protección se implementen 
adecuadamente. 

Consecuentemente, esta disposición legal es de 
suma importancia por varias razones. Primero, refuerza la 
protección legal proporcionando un respaldo formal a las 
medidas de seguridad para personas en riesgo. Esto no solo 
garantiza que las decisiones de protección sean reconocidas 
y ejecutadas formalmente, sino que también aumenta la 
confianza en el sistema de justicia al mostrar un compromiso 
claro con la seguridad de los involucrados. Además, las 
medidas cautelares permiten una protección inmediata 
y proactiva, previniendo daños antes de que ocurran y 
asegurando que las personas puedan participar en el proceso 
sin temor a represalias. 

Así, la disposición en comento permite al juez emitir 
órdenes formales para la protección de personas en riesgo, 
asegurando su incorporación a programas de protección y 
garantizando así su seguridad durante el proceso penal. Este 
mecanismo fomenta la cooperación de los testigos y víctimas, 
y pretende proporcionar una respuesta ante las amenazas que 
puedan surgir durante la investigación y el juicio de delitos 
de secuestro. 
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Artículo 27. La información y la documentación 
relacionada con las personas protegidas se mantendrán 


en estricta reserva en términos de las disposiciones 
aplicables. 


Confidencialidad de los programas de protección 
Comentarios 
Mtro. Israel González Ramírez 


a norma aborda la confidencialidad de la información y 

documentación relacionada con las personas que están 

bajo protección debido a su participación en casos de 
secuestro. Este artículo es pretende garantizar la seguridad y 
el bienestar de las personas involucradas en estos procesos. 

La ley determina que “(...) La información y la 
documentación relacionada con las personas protegidas 
se mantendrán en estricta reserva en términos de las 
disposiciones aplicables (...).”, lo que implica que todos los 
datos personales, detalles del caso, ubicaciones y medidas de 
protección de las personas protegidas deben ser manejados 
con la máxima confidencialidad. Esta confidencialidad 
significa que solo las personas autorizadas pueden acceder 
a esta información y solo bajo circunstancias estrictamente 
necesarias. 

La conservación de esta información en estricta reserva 
es esencial para proteger a las personas involucradas. 
La confidencialidad evita que los datos de las personas 
protegidas lleguen a manos de individuos o grupos que 
podrían poner en peligro su vida o integridad física. Además, 
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fortalece la confianza de las personas protegidas en el sistema 
de justicia, asegurándoles que su información personal está 
segura y que su participación en el proceso no comprometerá 
su seguridad. 

Finalmente, el artículo 27 es esencial para la protección 
efectiva de las personas involucradas en casos de secuestro. 
Al asegurar que la información y documentación relacionada 
se mantenga en estricta reserva, este artículo protege 
la seguridad y la integridad de las personas, fomenta la 
confianza en el sistema de justicia y garantiza la adherencia a 
las disposiciones legales aplicables. 
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Artículo 28. Los programas serán reservados y, en su 
caso, confidenciales, de conformidad con las disposiciones 
aplicables; tales programas deberán comprender, 
además de lo dispuesto en este Capítulo, lo relativo a 
los requisitos de ingreso, niveles de protección, tiempo 
de duración de la protección, obligaciones de la persona 
protegida, causas de revocación y demás características 
y condiciones necesarias para cumplir eficazmente con 
dicha protección. 

El cumplimiento del programa federal de protección 
a personas quedará a cargo de la unidad especializada 
que determine el titular del ministerio público de la 
Federación y demás autoridades cuya intervención 
sea necesaria de conformidad con lo dispuesto en 
este Capítulo, otras disposiciones aplicables y las 
disponibilidades presupuestarias. 

El cumplimiento de los programas de protección 
a personas de las entidades federativas quedará a 
cargo del titular del ministerio público o el servidor 
público inmediato inferior en quien éste delegue esta 
responsabilidad, en coordinación con las autoridades 
cuya intervención sea necesaria de conformidad con lo 
dispuesto en este Capítulo, otras disposiciones aplicables 
y las disponibilidades presupuestarias. 
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Contenido de los programas de protección 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


a norma comentada aborda la naturaleza, contenido y 

ejecución de los programas de protección a personas 

involucradas en investigaciones O procesos penales 
relacionados con el secuestro. 

Se establece que los programas de protección deben 
ser tratados con reserva y confidencialidad, de conformidad 
con las disposiciones legales aplicables. Esto asegura que 
toda la información relacionada con las personas protegidas 
sea manejada con la máxima discreción para proteger su 
seguridad. El contenido de los programas incluye requisitos 
de ingreso, niveles de protección, duración de la protección, 
obligaciones de la persona protegida, causas de revocación, y 
otras características necesarias para garantizar una protección 
eficaz. Estos elementos son esenciales para estructurar 
los programas de manera que se ajusten a las necesidades 
específicas de cada caso, proporcionando una protección 
robusta y adaptada a las circunstancias individuales. 

El cumplimiento del programa federal de protección 
a personas queda a cargo de una unidad especializada 
determinada por el titular del ministerio público de la 
Federación, en coordinación con otras autoridades necesarias 
y dentro de los límites presupuestarios. Esto asegura que 
haya un organismo dedicado y capacitado para gestionar 
el programa, garantizando una implementación efectiva y 
coordinada. A nivel estatal, el cumplimiento de los programas 
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de protección queda a cargo del titular del ministerio público 
de cada entidad federativa o de un delegado designado, 
también en coordinación con otras autoridades necesarias 
y dentro de los límites presupuestarios. Esta distribución 
de responsabilidades facilita la implementación de los 
programas de protección en todo el país, asegurando que 
tanto a nivel federal como a nivel estatal se cuente con los 
recursos y la coordinación necesarios para proteger a las 
personas involucradas en procesos de secuestro. 

Por lo anterior, es evidente que el propósito del 
artículo 28 es establecer la confidencialidad y reserva en 
el manejo de los programas de protección, asegurando que 
la información sensible de las personas protegidas esté 
debidamente protegida. Esto es fundamental para garantizar 
la seguridad de las personas involucradas y para fomentar su 
confianza en el sistema de justicia. Además, el artículo define 
claramente el contenido de los programas, estableciendo 
requisitos de ingreso, niveles de protección, duración de la 
protección, obligaciones de las personas protegidas y causas 
de revocación. 

La asignación de responsabilidades es otro aspecto 
importante del artículo 28. Al designar a una unidad 
especializada para gestionar el programa federal de 
protección y establecer responsabilidades claras a nivel 
estatal, se garantiza que haya una implementación integral y 
efectiva de los programas de protección. La coordinación con 
otras autoridades necesarias y la consideración de los límites 
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presupuestarios aseguran que los recursos disponibles sean 
manejados de manera adecuada y suficiente para cumplir con 
los objetivos de protección. 

La coordinación entre el nivel federal y estatal es 
esencial para la implementación efectiva de los programas 
de protección. El artículo facilita esta coordinación al 
establecer responsabilidades claras y permitir la delegación 
de responsabilidades a servidores públicos inmediatos 
inferiores. Esto proporciona flexibilidad y eficiencia en 
la ejecución de los programas, asegurando que se puedan 
adaptar rápidamente a las necesidades cambiantes y a las 
circunstancias específicas de cada caso. 


L- Confidencialidad y contenido de los programas de 
protección 


La ley establece que los programas de protección serán 
manejados con reserva y confidencialidad, de acuerdo con 
las disposiciones legales aplicables. Además, detalla los 
elementos que deben incluir estos programas para garantizar 
una protección eficaz. 

Los programas de protección deben ser tratados con 
la máxima discreción, asegurando que toda la información 
relacionada se mantenga confidencial. Esto implica que solo 
las personas autorizadas, bajo circunstancias estrictamente 
necesarias, pueden acceder a esta información. La 
confidencialidad es fundamental para proteger la seguridad 
de las personas involucradas en los programas de protección, 
evitando que su información sensible sea divulgada y 
potencialmente utilizada en su contra. 
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Estos programas deben cumplir con todas las leyes y 
regulaciones vigentes que rigen el manejo de información 
confidencial, lo que asegura que el tratamiento de la 
información se realice dentro de un marco legal sólido, 
proporcionando una estructura clara y segura para la 
protección de los datos sensibles. 

El contenido de los programas de protección incluye una 
serie de elementos esenciales para su eficacia. Primero, deben 
establecerse requisitos de ingreso claros que determinen las 
condiciones y criterios que una persona debe cumplir para ser 
admitida en el programa. Además, deben definir los niveles 
de protección, que varían según el grado de riesgo y las 
necesidades específicas de cada persona protegida. 

También es crucial especificar la duración de la 
protección, es decir, el período durante el cual se brindarán 
las medidas de seguridad necesarias. Este tiempo puede 
variar según la situación y las amenazas a la seguridad de la 
persona protegida. Las obligaciones de la persona protegida 
son otro componente importante, detallando los deberes y 
responsabilidades que deben cumplirse mientras se esté bajo 
el programa de protección. 

Además, deben incluirse las causas de revocación de la 
protección, y considerar otras características y condiciones 
necesarias para garantizar la eficacia del programa, 
asegurando que todas las posibles necesidades y situaciones 
estén contempladas. 
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11.- Responsabilidad del programa federal de protección a 
personas 


La ley establece que el cumplimiento del programa 
federal de protección a personas queda a cargo de la unidad 
especializada que determine el titular del ministerio público 
de la Federación y demás autoridades cuya intervención sea 
necesaria. 

La norma asigna la responsabilidad principal de la 
implementación y gestión del programa federal de protección 
a personas a una unidad especializada dentro del ministerio 
público de la Federación, siendo el titular de esta institución 
el encargado de designar esta unidad, asegurando que 
el personal encargado esté adecuadamente capacitado y 
equipado para manejar las complejidades y exigencias de la 
protección de personas involucradas en procesos relacionados 
con el secuestro. 

La coordinación con otras autoridades es un componente 
importante de esta responsabilidad. Lo anterior implica 
que, además de la unidad especializada, otras entidades 
gubernamentales y organismos pertinentes deben colaborar 
para garantizar la efectividad del programa. Esta coordinación 
asegura una respuesta integral y coherente, maximizando la 
seguridad de las personas protegidas, y asegurando que todas 
las áreas de riesgo sean adecuadamente cubiertas. 

La cumplimentación del programa también debe 
realizarse dentro de los límites presupuestarios disponibles, 
debiendo considerar los recursos financieros asignados al 
programa, asegurando una gestión eficiente y adecuada del 
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presupuesto. La disponibilidad presupuestaria garantiza que 
los fondos necesarios estén disponibles para implementar las 
medidas de protección sin comprometer la calidad y eficacia 
del programa. Así, la gestión adecuada de los recursos 
financieros asegura que el programa sea sostenible a largo 
plazo y capaz de proporcionar protección continua a las 
personas en riesgo. 

Por lo tanto, la norma establece una estructura para 
la gestión del programa federal de protección a personas, 
asignando la responsabilidad a una unidad especializada 
dentro del ministerio público de la Federación, y resaltando la 
importancia de la coordinación interinstitucional y la gestión 
presupuestaria adecuada. Estos elementos son fundamentales 
para asegurar una protección efectiva y sostenible de las 
personas involucradas en procesos por secuestro. 


TIL.- Responsabilidad de los programas de protección en 
las entidades federativas 


La fiscalía, o el servidor público inmediato inferior 
que el titular de la misma designe, tienen a su cargo el 
cumplimiento de los programas de protección a personas de 
las entidades federativas, en coordinación con las autoridades 
cuya intervención sea necesarla. 

Así, este titular tiene la autoridad para garantizar que 
las medidas de protección se apliquen de manera efectiva, 
siguiendo los procedimientos y estándares establecidos por la 
ley. La posibilidad de delegar el mandato conferido al fiscal 
general de las entidades federativas, permite una gestión 
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más dinámica y adaptable, asegurando que siempre haya un 
responsable claro y capacitado para manejar las tareas de 
protección. 

La coordinación con otras autoridades necesarias es 
esencial para la implementación efectiva de los programas 
de protección a nivel estatal. Esto implica que, además 
del ministerio público, otras entidades gubernamentales y 
organismos pertinentes deben colaborar para asegurar la 
eficacia del programa. 

Se destaca entonces, que la norma establece una 
estructura para la gestión de los programas de protección 
a personas en las entidades federativas, asignando la 
responsabilidad a los titulares del ministerio público o a 
sus delegados, resaltando la importancia de la coordinación 
interinstitucional. Estos elementos pretenden asegurar una 
protección efectiva y sostenible de las personas involucradas 
en procesos penales por secuestro a nivel estatal. 
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Artículo 29. La incorporación al programa federal de 
protección a personas, durante la fase de investigación 
será autorizada por el fiscal general de la República o el 
servidor público inmediato inferior en quien éste delegue 
la facultad. 

Para tal efecto, se deberán analizar las condiciones 
de cada persona, si éstas se encuentran en el supuesto 
que señala el artículo 26 de esta Ley y si cumplen con los 
requisitos que señale el programa. 

La misma regla aplicará respecto de la incorporación 
de personas a los programas de protección de personas de 
las entidades federativas. 

El titular del ministerio público o el servidor público 
que se designe para tal efecto, determinará la duración de 
ésta, tomando en cuenta, como mínimo: 

a) La persistencia del riesgo; 

b) La necesidad de la protección; 

c) La petición de la persona protegida, y 

d) Otras circunstancias que a su criterio justifiquen 
la medida. 

La revocación de la protección deberá ser resuelta 
por el ministerio público previo acuerdo con el titular de 
la institución de procuración de justicia que corresponda, 
o por el juez, en los supuestos en que éste la haya 
ordenado durante el proceso. Para lo que se deberá tomar 
en cuenta, en su caso, además de lo señalado en el párrafo 
anterior y lo subsecuente: 

I. La extinción de los supuestos que señala el segundo 
párrafo del artículo 26 de esta Ley; 
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ll. Que el testigo se haya conducido con falta de 
veracidad; 

TIL. Que haya ejecutado un delito grave durante la 
vigencia de la medida; 

IV. Que el protegido no cumpla con las medidas de 
seguridad correspondientes, o 


V. Que el testigo se niegue a declarar. 

En tanto se autoriza la incorporación de una persona 
al Programa, el agente del ministerio público responsable 
de la indagatoria, con el auxilio de la policía que actúe 
bajo su conducción y mando, tomará providencias, dadas 
las características y condiciones personales del sujeto, 
para salvaguardar su vida e integridad corporal. 


Requisitos para ingresar al programa de 
protección 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


a ley establece los procedimientos y criterios para la 
incorporación de personas al programa federal de 


protección a personas durante la fase de investigación, 
así como las condiciones para la revocación de dicha 
protección. 

La incorporación al programa federal de protección a 
personas durante la fase de investigación será autorizada 
por el fiscal general de la República o el servidor público 
inmediato inferior en quien éste delegue la facultad. Para 
llevar a cabo esta autorización, se deben analizar las 
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condiciones de cada persona, verificando si se encuentran en 
el supuesto señalado en el artículo 26 de la ley, y si cumplen 
con los requisitos que el programa establece. Esto asegura 
que solo las personas que realmente necesiten protección y 
que cumplan con los criterios específicos sean incorporadas 
al programa. 

La misma regla aplica para la incorporación de personas 
a los programas de protección en las entidades federativas, 
asegurando así una uniformidad en los procedimientos de 
protección a nivel nacional. Esta uniformidad es fundamental 
para proporcionar un marco coherente y consistente para la 
protección de personas, sin importar la jurisdicción en la que 
se encuentren. 

La máxima autoridad de la fiscalía, o el servidor público 
designado, determinará la duración de la protección, tomando 
en cuenta varios factores clave: la persistencia del riesgo, 
la necesidad de la protección, la petición de la persona 
protegida y otras circunstancias que a su criterio justifiquen 
la medida. Esta evaluación asegura que la protección se 
mantenga mientras sea necesaria y se ajuste a las necesidades 
cambiantes de la persona protegida. 

La revocación de la protección deberá ser resuelta por 
el ministerio público, previo acuerdo con el titular de la 
institución de procuración de justicia correspondiente, o por 
el juez en los casos en que éste haya ordenado la protección 
durante el proceso. Para decidir sobre la revocación, se 
considerarán varios factores adicionales: la extinción de 
los supuestos que justificaron la protección inicial, la falta 
de veracidad del testigo, la comisión de un delito grave 
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durante la vigencia de la protección, el incumplimiento de las 
medidas de seguridad establecidas y la negativa del testigo a 
declarar. Estos criterios garantizan que la protección solo se 
revoque cuando ya no sea necesaria o cuando el protegido no 
cumpla con sus obligaciones. 

Mientras se autoriza la incorporación de una persona al 
programa, el agente del ministerio público responsable de la 
indagatoria, con el auxilio de la policía bajo su conducción 
y mando, tomará medidas provisionales para salvaguardar 
la vida e integridad corporal de la persona, considerando 
sus características y condiciones personales. Esto asegura 
una protección inmediata y continua, incluso antes de la 
incorporación formal al programa. 

Así, es evidente que el propósito general de este artículo 
es establecer un procedimiento para la incorporación de 
personas al programa federal de protección a personas, 
garantizando que esta incorporación se realice de manera 
justa y adecuada. Además, uniforma el proceso de 
incorporación a nivel federal y estatal, proporcionando 
un marco legal coherente para todas las jurisdicciones. 
La duración de la protección está sujeta a una evaluación 
continua basada en la persistencia del riesgo, la necesidad 
de protección, las solicitudes de la persona protegida y otras 
circunstancias relevantes. Asimismo, define claramente los 
criterios para la revocación de la protección, asegurando que 
estas medidas se mantengan mientras sean necesarias y que 
los beneficiarios cumplan con las condiciones establecidas. 
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Las medidas provisionales tomadas por el ministerio público 
mientras se autoriza la incorporación formal garantizan la 
seguridad inmediata de las personas en riesgo. 


I.- Autorización de la incorporación al programa federal 
de protección a personas 


La normatividad establece que la incorporación al 
programa federal de protección a personas durante la fase 
de investigación será autorizada por el fiscal general de la 
República o el servidor público inmediato inferior en quien 
éste delegue la facultad. 

La porción comentada establece claramente quién tiene 
la autoridad para aprobar la inclusión de individuos en el 
programa federal de protección a personas durante la fase de 
investigación. La responsabilidad recae en el fiscal general 
de la República, quien es responsable de dirigir la política 
de persecución penal y protección de testigos y víctimas 
en casos de secuestro. La delegación de esta facultad a un 
servidor público inmediato inferior asegura que, en ausencia 
del fiscal general, exista un mecanismo ágil y eficiente para 
tomar decisiones cruciales sobre la protección de personas en 
riesgo. 

La importancia de esta disposición radica en garantizar 
que la decisión de incorporar a una persona al programa 
de protección sea tomada por una autoridad de alto nivel, 
asegurando así que se realice un análisis exhaustivo y 
cuidadoso de cada caso. Esta medida busca proporcionar 
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una protección inmediata y adecuada a las personas cuya 
vida o integridad física puedan estar en peligro, debido a su 
participación en la investigación de delitos de secuestro. 

De forma conclusiva, la autorización de la incorporación 
al programa federal de protección a personas durante la 
fase de investigación, tal como lo establece el artículo 29, 
garantiza que las decisiones sobre la protección de personas 
en riesgo sean tomadas por las más altas autoridades del 
ministerio público. Esto asegura un enfoque riguroso 
y uniforme en la aplicación de medidas de protección, 
fundamental para la eficacia del sistema de justicia penal en 
la lucha contra el secuestro. 


T.- Análisis de las condiciones para la incorporación 


La cláusula 29 establece que, para autorizar la 
incorporación al programa federal de protección a personas, 
se deberán analizar las condiciones de cada persona, si éstas 
se encuentran en el supuesto que señala el artículo 26 de la 
ley y si cumplen con los requisitos que señale el programa. 

Dicha disposición especifica el procedimiento y los 
criterios que deben seguirse para evaluar la incorporación de 
una persona al programa de protección. Primero, se requiere 
un análisis exhaustivo de las condiciones particulares de 
cada individuo, lo que implica una revisión detallada de su 
situación personal, el nivel de riesgo al que está expuesto y 
cualquier circunstancia específica que pueda influir en la 
necesidad de su protección. 
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La idea de este análisis detallado es garantizar que las 
decisiones de incorporación sean fundadas y motivadas, 
basadas en una evaluación precisa de las necesidades de 
protección de cada persona, lo que pretende asegurar que los 
recursos del programa de protección se utilicen de manera 
efectiva, proporcionando seguridad a quienes realmente lo 
necesitan. 


TIL- Aplicación de la regla en entidades federativas 


La porción normativa analizada establece además que 
la misma regla aplicará respecto de la incorporación de 
personas a los programas de protección de personas de las 
entidades federativas. 

Dicho dispositivo asegura que los procedimientos y 
criterios establecidos para la incorporación al programa de 
protección federal sean igualmente aplicables a los programas 
de protección administrados por las entidades federativas, 
lo que redunda en que, tanto a nivel federal como estatal, 
se seguirán los mismos estándares y procesos para evaluar 
y autorizar la inclusión de individuos en los programas de 
protección. 

La uniformidad en la aplicación de las reglas garantiza 
una protección coherente en todo el país. Al aplicar las 
mismas normas en todas las entidades federativas, se asegura 
que las personas en riesgo reciban un tratamiento equitativo, 
y que las decisiones sobre su protección se basen en criterios 
uniformes, independientemente de la jurisdicción en la 
que se encuentren. Esto también facilita la coordinación y 
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colaboración entre las diferentes autoridades involucradas 
en la protección de personas, permitiendo una respuesta más 
integrada y eficiente. 

Además, esta uniformidad fortalece la confianza en 
el sistema de protección, ya que las personas saben que las 
medidas de protección son consistentes y se aplican de igual 
manera en todo el territorio nacional. 


IV.- Determinación de la duración de la protección 


La ley establece que el titular del ministerio público o el 
servidor público que se designe para tal efecto, determinará la 
duración de la protección, tomando en cuenta la persistencia 
del riesgo; la necesidad de la protección; la petición de la 
persona protegida, y otras circunstancias que a su criterio 
justifiquen la medida, como mínimo. 

La duración de la protección no es arbitraria, sino que 
debe basarse en una evaluación detallada de varios factores 
importantes, a saber: 

Primero, la persistencia del riesgo, que se refiere a 
la evaluación continua del peligro al que está expuesta la 
persona protegida. Si el riesgo disminuye o desaparece, la 
necesidad de protección puede ser reevaluada. 

Segundo, la necesidad de la protección, que se centra en 
la evaluación de las circunstancias específicas que justifican 
la continuación de las medidas de protección. Esto incluye 
cualquier amenaza directa o indirecta a la seguridad de la 
persona. 
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Tercero, la petición de la persona protegida es 
considerada para asegurar que sus deseos y preocupaciones 
sean tenidos en cuenta en la determinación de la duración de 
la protección. Esta consideración garantiza que la persona 
protegida tenga voz en el proceso y que sus necesidades 
específicas sean atendidas. 

Finalmente, se deben ponderar las otras circunstancias 
que a criterio del responsable justifiquen la medida. Esto 
permite una flexibilidad adicional para considerar factores 
únicos O inesperados que puedan influir en la necesidad y 
duración de la protección. 

Consecuentemente, esta parte en particular del artículo 
29 establece un procedimiento para determinar la duración 
de la protección de las personas incorporadas al programa. 
Basado en la evaluación de la persistencia del riesgo, la 
necesidad de la protección, la petición de la persona protegida 
y otras circunstancias relevantes, este procedimiento asegura 
que la protección se mantenga mientras sea necesaria y se 
ajuste a las necesidades específicas de cada caso. 


V.- Revocación de la protección por el ministerio público 
o el juez 


Otra parte del artículo comentado establece que la 
revocación de la protección deberá ser resuelta por el 
ministerio público, previo acuerdo con el titular de la 
institución de procuración de justicia que corresponda, o por 
el juez, en los supuestos en que éste la haya ordenado durante 
el proceso. 
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Dicha disposición asigna la autoridad para revocar 
la protección tanto al ministerio público como al juez, 
dependiendo de quién haya ordenado la medida inicialmente. 
La revocación de la protección es pues, un proceso delicado, 
que debe llevarse a cabo con el máximo cuidado para 
garantizar que las personas protegidas no queden expuestas a 
riesgos innecesarios. 

Cuando la protección ha sido otorgada por el ministerio 
público, la decisión de revocarla debe ser tomada en 
acuerdo con el titular de la institución de procuración de 
justicia correspondiente, lo que asegura que la revocación 
sea resultado de una evaluación conjunta y detallada de las 
circunstancias que justificaron la protección inicialmente. 
Por lo tanto, este procedimiento refuerza la responsabilidad 
compartida y la supervisión en la toma de decisiones críticas 
que afecten la seguridad de las personas protegidas. 

Para los casos en que la protección haya sido ordenada 
por un juez durante el proceso penal, es este mismo juez 
quien debe decidir sobre su revocación, lo que asegura que 
la decisión esté basada en criterios legales claros y en una 
evaluación objetiva de los hechos presentados durante el 
proceso. 

La posibilidad de revocar la protección permite una 
gestión dinámica y adaptable de las medidas de protección, 
ajustándose a los cambios en las circunstancias y necesidades 
de las personas protegidas. Sin embargo, esta revocación debe 
estar fundamentada en razones sólidas y bien documentadas 
para garantizar que se mantenga la seguridad y el bienestar 
de las personas involucradas. 
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VI.- Criterios para la revocación de la protección 


La ley establece los criterios que deben tomarse en 
cuenta para la revocación de la protección. Específicamente, 
se debe considerar la extinción de los supuestos que señala el 
segundo párrafo del artículo 26, así como la falta de veracidad 
del testigo, la comisión de un delito grave durante la vigencia 
de la medida, el incumplimiento de las medidas de seguridad 
correspondientes, o la negativa del testigo a declarar. 

La disposición proporciona un marco para evaluar 
cuándo es apropiado revocar la protección otorgada a una 
persona. Los criterios detallados aseguran que la decisión 
de revocación se base en razones objetivas y bien definidas, 
protegiendo así tanto la integridad del proceso de protección 
como la seguridad pública. Todo ello tiene las siguientes 
consecuencias: 

Primero, la extinción de los supuestos del segundo 
párrafo del artículo 26 implica que si las condiciones iniciales 
que justificaron la protección ya no existen, la medida puede 
ser revocada, lo que asegura que la protección no se mantenga 
innecesariamente cuando ya no hay un riesgo justificado. 

Segundo, la falta de veracidad del testigo significa que 
si se descubre que el testigo ha mentido o proporcionado 
información falsa, su protección puede ser revocada, lo que 
es evidentemente necesario para mantener la integridad y 
la credibilidad del sistema de justicia, asegurando que solo 
aquellos que cooperan honestamente con las autoridades 
reciban protección. 
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Tercero, la comisión de un delito grave por parte 
del protegido durante la vigencia de la medida es otro 
motivo para revocar la protección, lo que garantiza que el 
programa de protección no se utilice para encubrir o permitir 
comportamientos delictivos adicionales por parte de los 
beneficiarios. 

Cuarto, el incumplimiento de las medidas de seguridad 
correspondientes significa que si la persona protegida no 
sigue las reglas y procedimientos establecidos para su 
seguridad, su protección puede ser retirada. Esto refuerza 
la importancia del cumplimiento de las condiciones del 
programa por parte de los protegidos. 

Finalmente, la negativa del testigo a declarar es un 
criterio que asegura que la protección se otorgue solo a 
aquellos dispuestos a cooperar plenamente con la justicia. 
Si un testigo se niega a declarar, la justificación para su 
protección puede desaparecer, permitiendo la revocación de 
la medida. 


VI.- Medidas provisionales para salvaguardar la vida e 
integridad corporal 


La norma establece que, en tanto se autoriza la 
incorporación de una persona al programa, el agente del 
ministerio público responsable de la indagatoria tomará 
providencias, dadas las características y condiciones 
personales del sujeto, para salvaguardar su vida e integridad 
corporal. 
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La fiscalía, como responsable de la investigación, debe 
evaluar las características y condiciones personales del sujeto 
para determinar las medidas provisionales más adecuadas. 
Esto implica considerar factores como la naturaleza y el nivel 
de la amenaza, el entorno en el que se encuentra la persona, 
y cualquier otra circunstancia relevante que pueda afectar su 
seguridad. 

La intención de esta disposición es asegurar que no 
haya lagunas en la protección de las personas en riesgo. 
Al establecer que el agente del ministerio público y la 
policía deben tomar medidas provisionales inmediatas, se 
garantiza que la seguridad de la persona se mantenga en todo 
momento, incluso antes de que se formalice su incorporación 
al programa de protección. 
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Artículo 30. Los programas establecerán, cuando menos, 
los requisitos de ingreso, protección física o electrónica 
para la víctima o testigo; apoyos para solventar 
sus necesidades personales básicas, cuando por su 
intervención en el procedimiento penal así se requiera. 
En casos necesarios, las medidas se podrán extender a 


familiares o personas cercanas. 

Las erogaciones por concepto de otorgamiento de 
apoyo estarán sujetas a la normativa aplicable y a los 
presupuestos autorizados de las dependencias que los 
proporcionen. 


Elementos mínimos de los programas de 


protección 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


a ley, en su artículo 30, establece los elementos 

mínimos que deben incluir los programas de protección 

a víctimas o testigos, especificando los requisitos 
de ingreso, tipos de protección, y apoyos para necesidades 
personales básicas. Además, en casos necesarios, extiende 
las medidas de protección a familiares o personas cercanas y 
regula las erogaciones por apoyo financiero. 

Los programas de protección deben establecer, 
como mínimo, los requisitos de ingreso y las medidas de 
protección, que pueden ser físicas o electrónicas, para la 
víctima o testigo. Esto significa que los programas deben 
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definir claramente las condiciones y criterios que una persona 
debe cumplir para ser admitida. Además, deben especificar 
las formas de protección disponibles, que pueden incluir 
vigilancia, escoltas, monitoreo electrónico y otras medidas 
destinadas a garantizar la seguridad física de las personas 
protegidas. 

Del mismo modo, también deben proporcionar 
apoyos para solventar las necesidades personales básicas 
de las víctimas o testigos cuando su intervención en 
el procedimiento penal lo requiera. Esto puede incluir 
asistencia financiera para cubrir gastos de subsistencia, 
vivienda, alimentación y otras necesidades esenciales. El 
propósito es asegurar que las personas protegidas no sufran 
económicamente debido a su participación en el proceso 
penal, permitiéndoles mantenerse a salvo y concentrarse en 
colaborar con las autoridades sin preocupaciones financieras 
adicionales. 

Para los casos que sean necesarios, las medidas de 
protección pueden extenderse a familiares o personas 
cercanas a la víctima o testigo. La ley reconoce que el riesgo 
no siempre se limita a la persona directamente involucrada en 
el procedimiento penal, sino que también puede afectar a sus 
seres queridos. Al incluir a familiares y personas cercanas en 
las medidas de protección, se garantiza una red de seguridad 
más amplia y efectiva. 

Las erogaciones por concepto de otorgamiento de apoyo 
estarán sujetas a la normativa aplicable y a los presupuestos 
autorizados de las dependencias que los proporcionen, lo 
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que asegura que los fondos destinados a los programas de 
protección se manejen de manera transparente y conforme a 
las leyes y regulaciones financieras. 

La idea es, pues, establecer un marco obligatorio para 
los programas de protección, asegurando que incluyan 
elementos esenciales para la seguridad y bienestar de las 
víctimas o testigos. Al definir los requisitos de ingreso y los 
tipos de protección disponibles, el artículo proporciona una 
base para la implementación de los programas de protección. 
La provisión de apoyos para necesidades personales básicas 
busca eliminar las barreras económicas que podrían impedir 
la participación de las víctimas o testigos en el proceso penal. 

La posibilidad de extender las medidas de protección 
a familiares Oo personas cercanas amplía la cobertura de 
seguridad, reconociendo que el riesgo puede afectar a todo el 
entorno cercano de la persona protegida. 
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Artículo 31. Las entidades federativas y la Federación 
celebrarán convenios de colaboración para establecer los 


mecanismos para incorporar a los programas a personas 
que deban ser sujetas de protección. 


Convenios de colaboración para la incorporación 
al programa de protección 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


a norma 31 establece que las entidades federativas y la 

Federación celebrarán convenios de colaboración para 

establecer los mecanismos necesarios para incorporar 
a los programas de protección a las personas que deban ser 
sujetas de protección. 

La idea de este artículo es enfocarse en la cooperación 
y coordinación entre los diferentes niveles de gobierno en 
México. La celebración de convenios de colaboración implica 
que todos los niveles de gobierno trabajarán conjuntamente 
a efecto de desarrollar y definir los mecanismos necesarios 
para incorporar a los programas de protección a las personas 
que lo requieran. 

Así, se pretende fomentar una colaboración estrecha y 
estructurada entre las entidades federativas y la Federación 
para garantizar una protección efectiva y uniforme a las 
personas en riesgo, especialmente en el contexto de delitos 
de secuestro. Esta colaboración es crucial porque permite 


863 


Protección de personas 


Protección de personas 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


que las autoridades estatales y federales compartan recursos, 
información y mejores prácticas, optimizando así la eficacia 
de los programas de protección. 

Al celebrar convenios de colaboración, se busca evitar 
duplicidades y lagunas en la protección, asegurando que 
todas las personas que necesiten protección puedan acceder a 
ella de manera oportuna y adecuada. Estos convenios también 
pueden incluir la definición de roles y responsabilidades 
específicas para cada nivel de gobierno, la asignación de 
recursos y la implementación de procedimientos estándar 
para la evaluación e incorporación de personas a los 
programas de protección. 
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Comentarios al artículo 259 del código nacional de 
procedimientos penales 
Generalidades de la prueba en el sistema 
acusatorio mexicano 


Magistrado Mtro. Francisco Aguilera Troncoso (director) 
Lic. Christian Ramón Campuzano Mendoza 

(asistente de investigación) y 

Lic. Román Antonio Alejandro Vélez González 

(asistente de investigación) 


Código Nacional de Procedimientos Penales, segmento 

que regula el procedimiento penal y, concretamente, 
al título IV, que normaliza los datos de prueba, medios de 
prueba y pruebas. 

En primer momento, es importante destacar que los 
preceptos jurídicos materia del presente estudio fueron 
temas que abordó en su momento la reforma constitucional 
del 18 de junio del 2008, que, si bien es cierto, previo a esta 
trascendente reestructuración adjetiva, si se regulaban las 
pruebas en la materia; no se tenían contemplados una serie 
de principios que al día de hoy son rectores de la prueba 


E artículo 259 está ubicado en el libro segundo del 
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en sus diversos momentos procesales; dígase: obtención, 
investigación, ofrecimiento, admisión, preparación y 
desahogo de la prueba. 

En la reforma estructural de la que se habla, se fijó 
como objetivo pasar de un sistema inquisitivo, a un sistema 
acusatorio adversativo, sustentado en la reforma del artículo 
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos;' en concreto, en la adición de los principios 
procesales de publicidad, inmediación, contradicción, 
continuidad y concentración, que además, tiene como base 
toral, el predominio de los derechos fundamentales tanto de 
las víctimas u ofendidos, así como de las personas que tienen 
el carácter de imputadas dentro del proceso penal. 

A partir de la reforma constitucional de dos mil ocho, 
y con el predominio de los derechos fundamentales durante 
las distintas etapas del procedimiento, además, ha traído 
consigo garantías para incorporar los elementos de prueba, 
por medio de los cuales, los distintos personajes involucrados 
en el procedimiento podrán aportar los medios idóneos para 
acreditar los hechos materia de la litis; un ejemplo claro de 
ello, es durante el desarrollo de la etapa de investigación, 
donde tanto el Ministerio Público, el imputado, su Defensor, 
la víctima y/u ofendido, así como su asesor jurídico? 
están facultados para realizar las diligencias para hacerse 
de las fuentes de prueba, mismas que una vez que sean 
debidamente admitidas durante la etapa intermedia, podrán 


1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación, del 18 de junio de 2008. 


2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 20, Apartados A, B 
y C. 
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ser desahogadas en la audiencia final de juicio; lo anterior 
tiene trascendencia dado que sienta las bases para el correcto 
desarrollo del procedimiento, así como del instante que 
guarda la prueba durante el mismo. 

Dado el momento histórico que guarda el procedimiento 
penal en la actualidad, no se vislumbra de manera correcta 
el alcance legal de la introducción de los derechos 
fundamentales a la incorporación de los medios de prueba. 
Para mayor abundamiento, previo a la reforma constitucional 
de 2008, las diligencias realizadas por el Ministerio Público 
(como autoridad administrativa) ya eran consideradas como 
medios probatorios, ello, sin necesidad de ratificar en una 
audiencia de juicio o ante una autoridad jurisdiccional”; de lo 
anterior se advierte una arbitrariedad y una seria contradicción 
a los principios regidores de la prueba, lo anterior, con base 
en los lineamientos que señala la Constitución Política 
Federal en su artículo 20, párrafo primero. 

Dada la importancia que tiene la prueba en cualquier 
procedimiento jurisdiccional, más aún en un proceso de 
naturaleza penal, como medio idóneo para acreditar o 
desvirtuar un ilícito, necesario resulta que su valoración se 
realice bajo los principios de la lógica y la sana crítica, con 
el objeto de traer mayor certeza jurídica en las resoluciones 
judiciales. 

Resultando necesario recordar, que la prueba es la 
esencia de todo procedimiento penal, con ella, se justifican 
todas las etapas del procedimiento, su inicio, investigación, 


3 Cfr. Dagdug Kalife, A.: Manual de derecho procesal penal. Teoría y práctica. 1ra 
Edición. INACIPE Ubijus. México D.F. . 2016; p. 497. 
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ejercicio de la acción penal y el sustento de la misma, la 
acreditación de las afirmaciones y el contenido esencial de 
una sentencia, por ello, resultaría impensable concebir el 
procedimiento sin la prueba. 

Ahora bien, el Código Nacional de Procedimientos 
Penales estila en su artículo 259, las generalidades bajo las 
cuales han de observarse los datos de prueba, los medios de 
prueba y las pruebas. 

En su párrafo primero, deja sentado la amplia gama 
de posibilidades y medios a los que las partes tienen acceso 
para acreditar un hecho; con la salvedad que debe guardar 
ese medio aportado a juicio, a saber, el que sea obtenido por 
medios ilícitos o contrarios a derecho; asimismo, es dable 
afirmar que a través de los distintas probanzas que se hagan 
llegar al Juzgador, éste a través de un ejercicio lógico jurídico 
creará una reconstrucción mental de los hechos, mediante la 
comparación de los distintos elementos probatorios aportados 
por las partes durante el procedimiento. 

Por lo que respecta al párrafo segundo del presente 
numeral, este hace referencia a la valoración de los elementos 
probatorios por el órgano jurisdiccional del conocimiento; 
que hace alusión tanto al principio de inmediación, así 
como al principio universal de la prueba; en cuanto hace 
al principio de inmediación, este señala que todas las 
audiencias desahogadas durante un procedimiento judicial, 
se desarrollaran en presencia del órgano jurisdiccional del 
conocimiento, dejando cimentada la relación humana que 
entablaran las partes con el Juzgador, quien no sólo será la 
persona encargada de presidir esas diligencias, sino que tiene 
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la obligación de explicar a las partes con palabras claras y 
concisas el objeto de cada una de las audiencias*. Por lo que 
hace al principio de universalidad de la prueba, este tendrá 
por objeto, que el Juzgador se pueda acercar a la verdad por 
medio de razonamientos lógico jurídicos, ello, en la medida 
de lo humanamente posible. 

En cuanto al tercer y cuarto párrafo del artículo 259, 
este hace hincapié en dejar de lado el efecto corruptor de la 
prueba. Explico, en el sistema tradicional de justicia penal, 
todo lo recabado en averiguación previa por el Ministerio 
Público como autoridad administrativa, a la postre tenía pleno 
valor probatorio; ahora por lo que hace al nuevo sistema de 
justicia penal, todas las pruebas que sean admitidas en la 
etapa intermedia, y desahogadas en audiencia final de juicio, 
tendrán pleno valor probatorio. 

Con ello, no sólo se agilizan las diligencias de 
investigación para al Ministerio Público y las demás partes, 
sino que trae aparejada una garantía de seguridad a los 
intervinientes en el procedimiento. 

Para mayor entendimiento de lo anterior, resulta 
necesario esquematizar los momentos procesales y los 
estadios por los que atraviesa la prueba durante el desarrollo 
del éste: 


I. Etapa de investigación: Durante esta primera etapa, 
tanto el agente investigador, como las demás partes 
procesales, realizarán las diligencias necesarias para 

4  Consultable en: https: //www.gob.mx/segob/articulos/que-es-el-principio- 


constitucional-de-inmediacion-en-el-nuevo-sistema-de-justicia-penal. Consultada 
el 4 cuatro de enero del año 2019. 
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allegarse de las fuentes de prueba; una vez que se 
encuentren integradas en la carpeta de investigación, 
llevarán el nombre de datos de prueba. 

II. Etapa intermedia: Es la introducción al procedimiento 
de la fuente de prueba o dato de prueba; en este 
momento procesal se le nombrará como “medio de 
prueba. 

Il. Etapa de juicio oral: Por lo que hace a los medios de 
prueba que hayan sido admitidos en la etapa previa, en 
esta tendrá lugar la develación o el desahogo de esos 
medios previamente admitidos; en este estadio procesal, 
se le conoce como “prueba”. 

IV. Valoración de la prueba: Este no es como tal un 
momento procesal en el que tengan intervención las 
partes, sino que es el periodo en el cual el juzgador 
sabedor de las pruebas desahogadas en audiencia de 
juicio, se hará de la verdad por medio de la razón, 
emitiendo finalmente un fallo conforme a derecho. 


Por lo que hace a las excepciones de prueba que señala 
en su último párrafo el artículo 259; este se refiere a las 
pruebas anticipada, irrepetible y preconstituida, mismas que 
encuentran su fundamento legal en el artículo 20, apartado A, 
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

La prueba anticipada puede desahogarse en 
audiencias previas a la de juicio oral, en los casos donde 
por su naturaleza, esta pueda ser destruida, degradada, que 
desaparezca, y en el caso de una testimonial, la muerte del 
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deponente. En el caso en comento, el desahogo de dichas 
pruebas se hará en presencia del juez de control y en todo 
momento atendiendo a los principios rectores de la prueba.* 

La prueba irrepetible es aquella declaración o entrevista 
que se haya realizado a algún testigo, acusado o perito, en 
diligencia previa a la audiencia de juicio oral, inclusive 
durante la etapa de investigación, que consten o se tenga 
registro de ella por algún medio, y que por alguna razón se 
torne irrepetible su desahogo en audiencia de juicio oral, 
por muerte, trastorno mental transitorio o permanente, o 
pérdida de capacidad para poder declarar en juicio, ello, sin 
que se haya realizado previamente prueba anticipada. En ese 
supuesto, para su correcto desahogo, se podrá dar lectura 
al registro que contiene dicha diligencia, mismo que tendrá 
pleno valor probatorio.! 


5 Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 304. Prueba anticipada Hasta 
antes de la celebración de la audiencia de juicio se podrá desahogar anticipadamente 
cualquier medio de prueba pertinente, siempre que se satisfagan los siguientes 
requisitos: |. Que sea practicada ante el Juez de control; ll. Que sea solicitada 
por alguna de las partes, quienes deberán expresar las razones por las cuales el 
acto se debe realizar con anticipación a la audiencia de juicio a la que se pretende 
desahogar y se torna indispensable en virtud de que se estime probable que algún 
testigo no podrá concurrir a la audiencia de juicio, por vivir en el extranjero, por 
existir motivo que hiciere temer su muerte, o por su estado de salud o incapacidad 
física o mental que le impidiese declarar; 11l. Que sea por motivos fundados y de 
extrema necesidad y para evitar la pérdida o alteración del medio probatorio, y IV. 
Que se practique en audiencia y en cumplimiento de las reglas previstas para la 
práctica de pruebas en el juicio. 


6 Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 386. Excepción para la 
incorporación por lectura de declaraciones anteriores Podrán incorporarse al juicio, 
previa lectura o reproducción, los registros en que consten anteriores declaraciones 
o informes de testigos, peritos o acusados, únicamente en los siguientes casos: 
I. El testigo o computado haya fallecido, presente un trastorno mental transitorio 
o permanente o haya perdido la capacidad para declarar en juicio y, por esa 
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Finalmente, se entiende por prueba preconstituida, como 
aquella que por razón de urgencia para ser practicada, se debe 
llevar a cabo de forma inmediata en presencia de la autoridad 
competente (policía, Ministerio Público, médico legista, etc.), 
pero sin la presencia de todos los que deben intervenir en el 
desahogo de una prueba. Por ello, es importante destacar 
que dichas diligencias deben ser desahogadas con el mayor 
rigor posible, ello, con la finalidad de garantizar el correcto 
ejercicio del derecho de defensa al inculpado.” 


Prueba 


razón, no hubiese sido posible solicitar su desahogo anticipado, o ll. Cuando la 
incomparecencia de los testigos, peritos o coimputados, fuere atribuible al acusado. 
Cualquiera de estas circunstancias deberá ser debidamente acreditada. 


7 Cfr. Dagdug Kalife, . A.: Manual de derecho..., pp. 517 y ss. 
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Artículo 250. En los escritos de demanda, contestación, 
reconvención, contestación a la reconvención y desahogo 
de vista, las partes ofrecerán sus pruebas, exhibirán las 
documentales físicas o electrónicas que tengan en su poder 
o el acuse de recibo mediante el cual hayan solicitado las 
que no tuvieren en su poder. 

En el caso de documentos físicos o electrónicos 
que hayan sido anunciados y no se tenga la posibilidad 
de exhibir, deberá presentarse el acuse de recibo de la 
solicitud de los mismos ante la oficina o archivo en que 
se encuentren, la parte interesada deberá continuar con 
las gestiones necesarias para recabar la prueba a fin 
de exhibirla en la etapa de admisión de pruebas de la 
audiencia preliminar. Sin embargo, cuando se manifieste 
bajo protesta de decir verdad la imposibilidad para 
exhibir las documentales físicas o electrónicas ofrecidas 
como prueba, por causa justificada la autoridad 
jurisdiccional desde la admisión de la demanda, 
contestación o desahogo de vista de excepciones, auxiliará 
al oferente girando las órdenes correspondientes para que 
sean remitidas a más tardar en la audiencia preliminar, 
con los apercibimientos de las medidas de apremio que 
considere pertinente. 

Dicha medida sólo se hará efectiva si la prueba 
resulta admisible y conforme a las disposiciones aplicables 
de las leyes vigentes en materia de transparencia, acceso 
a la información pública y datos personales, según 
corresponda. 
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Si se trata de documentos físicos o electrónicos 
a disposición de la contraparte, se le requerirán en el 
acuerdo que recaiga al ofrecimiento y anuncio de la 
prueba, quien deberá exhibirlo en el escrito subsecuente 
referido en el primer párrafo de este artículo o en la etapa 
de admisión de pruebas de la audiencia preliminar, según 
corresponda. En este caso, de ser admisible la prueba y 
no se presente oportunamente, se presumirán ciertos los 
hechos, salvo causa justificada y previo apercibimiento. 

En el supuesto de pruebas documentales o de informe 
a cargo de personas ajenas al juicio y que legalmente 
no estén obligados a su expedición, la autoridad 
jurisdiccional sin perjuicio de decidir su admisión en 
el momento oportuno, autorizará los requerimientos 
respectivos en el acuerdo que recaiga al anuncio y 
ofrecimiento de la prueba. 


Ofrecimiento de prueba 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


l artículo 250 establece las reglas y procedimientos 

para la presentación y ofrecimiento de pruebas 

por parte de las partes en escritos de demanda, 
contestación, reconvención, contestación a la reconvención y 
desahogo de vista en un proceso. El artículo detalla cómo se 
deben ofrecer las pruebas, qué documentos se deben exhibir 
y cómo manejar la solicitud de pruebas que no estén en 
posesión de la parte que las ofrece. 
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El propósito de este artículo es garantizar que las partes 
ofrezcan las pruebas de manera oportuna. Esto incluye el 
auxilio judicial para la obtención de pruebas que no estén en 
posesión de la parte que las ofrece. 


I.- Ofrecimiento de pruebas y exhibición de documentales 


El artículo 250 establece las obligaciones de las partes 
en un proceso en relación con el ofrecimiento de pruebas 
en los escritos de demanda, contestación, reconvención, 
contestación a la reconvención y desahogo de vista. 

Los puntos clave son: 

1.- Ofrecimiento de pruebas: Las partes tienen la 
obligación de ofrecer las pruebas que consideren pertinentes 
para sustentar sus argumentos en los escritos de demanda, 
contestación, reconvención, contestación a la reconvención 
y desahogo de vista. Esto permite que las pruebas sean 
presentadas de manera temprana en el proceso. 

2.- Exhibición de documentales: Las partes deben 
exhibir las documentales físicas o electrónicas que tengan en 
su poder en el momento de ofrecer sus pruebas. Esto incluye 
cualquier tipo de documentación relevante para el caso, ya 
sea en formato físico o digital. 

3.- Acuse de recibo de pruebas solicitadas: Si una parte 
no tiene en su poder ciertos documentos necesarios para 
sus pruebas, puede solicitar esos documentos a la oficina 
o archivo donde se encuentren. En lugar de la documental, 
la parte debe presentar el acuse de recibo de la solicitud de 
los documentos. Esto demuestra que la parte está haciendo 
esfuerzos para obtener la prueba. 
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4.- Cumplimiento de plazos: El ofrecimiento de pruebas, 
así como la exhibición de documentales, debe realizarse en 
tiempo oportuno para que el tribunal pueda considerar las 
pruebas al momento de resolver el caso. La puntualidad en 
la presentación de las pruebas es crucial para el correcto 
desarrollo del proceso. 

En resumen, el artículo comentado establece cómo las 
partes deben ofrecer sus pruebas y exhibir las documentales 
correspondientes en los escritos de demanda, contestación, 
reconvención, contestación a la reconvención y desahogo 
de vista. Además, garantiza que las partes acrediten que no 
tienen en su posesión la prueba ofrecida mediante el acuse de 
recibo. 


II-. Acuse de recibo y gestiones para recabar pruebas 


El artículo establece además las normas para la situación 
en la que una parte anuncia documentos físicos o electrónicos 
como pruebas, pero no tiene la posibilidad de exhibirlos en el 
momento de su ofrecimiento. 

Los puntos clave son: 

1.- Acuse de recibo de la solicitud: Cuando una parte 
anuncia la existencia de documentos físicos o electrónicos 
como pruebas, pero no tiene la posibilidad de exhibirlos en 
el momento de ofrecerlos, debe presentar el acuse de recibo 
de la solicitud de dichos documentos. Este acuse de recibo 
debe provenir de la oficina o archivo donde se encuentren los 
documentos, demostrando que ha solicitado los documentos. 
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2.- Gestiones para recabar la prueba: Además de 
presentar el acuse de recibo de la solicitud, la parte interesada 
debe continuar con las gestiones necesarias para recabar 
la prueba. Esto significa que tiene la responsabilidad de 
tomar las medidas apropiadas para obtener los documentos 
solicitados y presentarlos en el proceso. 

3.- Exhibición de la prueba en la audiencia preliminar: 
Se establece que la parte interesada debe exhibir la prueba 
recabada durante la audiencia preliminar, lo que permite que 
el tribunal considere la prueba en el momento adecuado. 

4.- Garantía de continuidad en el proceso: Al requerir 
que la parte presente el acuse de recibo de la solicitud de 
los documentos, y continúe con las gestiones para recabar 
la prueba, se asegura que no se interrumpa el proceso con 
retrasos innecesarios debido a la falta de pruebas. 

5.- Responsabilidad de las partes: Este punto impone 
una responsabilidad a las partes para hacer un esfuerzo 
diligente con el fin de obtener las pruebas que necesitan y 
presentarlas en la etapa de admisión de pruebas. 

En resumen, la ley establece un procedimiento para 
manejar los casos en los que una parte anuncia documentos 
físicos o electrónicos como pruebas, pero no puede exhibirlos 
de inmediato. Al requerir el acuse de recibo de la solicitud y 
gestiones continuas para recabar la prueba, se garantiza que 
las pruebas sean presentadas en el momento adecuado. 
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TIL- Auxilio de la autoridad jurisdiccional para exhibir 
pruebas 


El artículo 250 establece un mecanismo que permite a las 
partes obtener la ayuda de la autoridad jurisdiccional cuando 
enfrenten dificultades para exhibir pruebas documentales 
físicas o electrónicas. 

Los puntos clave son: 

l.- Manifiesto bajo protesta de decir verdad: Se 
comienza con la situación en la que una parte manifiesta, 
bajo protesta de decir verdad, la imposibilidad de exhibir 
documentales físicas o electrónicas como prueba debido a 
una causa justificada. La declaración bajo protesta de decir 
verdad implica que la parte está diciendo la verdad sobre su 
situación. 

2.- Causa justificada: La causa justificada es una 
situación objetiva que impide a la parte presentar las pruebas 
documentales de manera oportuna. Puede tratarse de diversos 
motivos, como la falta de acceso a los documentos, la 
imposibilidad de obtenerlos o la existencia de circunstancias 
excepcionales. 

3.- Auxilio de la autoridad jurisdiccional: Cuando la 
parte manifiesta la imposibilidad de exhibir las pruebas por 
causa justificada, la autoridad jurisdiccional puede intervenir 
para auxiliar al oferente. Esto significa que el tribunal puede 
girar órdenes o tomar medidas para ayudar a la parte a 
obtener las pruebas necesarias. 
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4.- Plazo límite para la remisión de pruebas: El tribunal 
debe girar las órdenes correspondientes para que las pruebas 
sean remitidas a más tardar en la audiencia preliminar. 


Prueba 
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El derecho constitucional a la prueba en el 
proceso penal 


Mtro. Jorge Arturo Porras Gutiérrez 
Introducción 


n virtud de la reforma constitucional de junio de 
2011, el proceso penal, y en particular la actividad 
probatoria, se redimensiona más allá de la sola 
persecución de la verdad. Así, el proceso penal, debe partir 
del artículo 1”. constitucional, con el propósito de considerar 
que la actividad probatoria, tiene como principal finalidad 
salvaguardar el derecho humano de acceso a la jurisdicción. 
De esta guisa, en el marco del compromiso por el 
respeto a los derechos humanos, en este trabajo se pretende 
proporcionar herramientas legales y hermenéuticas útiles 
a las personas juzgadoras, a fin de promover un enfoque 
garantista, que se signifique en primar el derecho a la prueba 
en la energía motriz del debido proceso; lo anterior, pues 
la adecuada impartición de justicia, perfila la necesidad 
de considerar a la “prueba” como un derecho que asegura 
la efectividad del proceso, y la protección de los derechos 
humanos de las personas intervinientes en el proceso penal; 
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de suerte que el derecho a la prueba, permite erradicar el 
vicio consistente en que los conflictos penales se resuelvan al 
arbitrio de la autoridad judicial. 


Prueba 
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I. El derecho constitucional a la prueba. 


omo un aspecto de orden preferente, explicaremos 

los principios del derecho constitucional a la prueba, 

que le dan validez y legitimación a la resolución 
definitiva de responsabilidad penal en un procedimiento 
penal acusatorio.? 

El derecho fundamental a la prueba, que opera en 
el juicio penal acusatorio, no comprende un hipotético 
derecho a llevar a cabo una actividad probatoria ilimitada, 
pues las partes no están facultadas para exigir cualesquiera 
pruebas que tengan a bien proponer”; ergo, este derecho se 
traduce en la recepción y práctica únicamente de las pruebas 
pertinentes. Entendiéndose la pertinencia probatoria, como la 
relación entre los hechos que se pretenden probar y el thema 
decidendi.* 


1 Sobre el particular, Lluch, Xabier Abel, Picó i Junoy, Joan y González, Manuel 
Richard: La prueba judicial. Desafíos en las jurisdicciones civil, penal, laboral y 
contencioso-administrativa. 1?. edición. Madrid. 2011. Editorial La Ley, p. 325 a 339. 


2 Alrespecto, recordemos que el artículo 12 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales contempla el principio de juicio previo y debido proceso. 


3  Recuérdese que el artículo 346 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece restrictivamente la metodología que ha de observar el juzgador, para 
excluir medios de prueba para la audiencia del debate. 


4  “(...)Si bien los hechos son el objeto de la prueba, no cualquiera de los múltiples 
hechos involucrados en la relación o situación jurídica debatida en la litis podrá 
constituirse en thema de la misma, y, por añadidura, en thema decidendum en 
el proceso, sino y por lo general sólo aquellos que hubiesen sido alegados o 
articulados por las partes (...)” Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba y los 
medios probatorios. 2*. edición actualizada. Argentina. 2001. Rubinzal-Culzoni 
Editores. p. 48. “(...) Ahora bien, el ordenamiento procesal exige que el hecho, a la 
par de controvertido, sea conducente para constituirse en objeto de prueba, pues 
en rigor de verdad el hecho inconducente no podría ni debería ser materia de la 
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En el procedimiento probatorio del proceso penal 
acusatorio, corresponde al juez de control (véase nota 3), el 
examen sobre la pertinencia y legalidad de las pruebas que 
ofrecen las partes; de suerte, que su actividad debe ceñirse a 
lo siguiente: 

Deberán admitirse las pruebas que: 


+ Estén reconocidas por el código nacional de 
procedimientos penales —artículo 360 (prueba testimonial); 
artículo 368 (prueba pericial); artículo 377 (declaración 
del acusado); artículo 380 (prueba documental y material); 
y artículo 388 (otras pruebas); ya que el artículo 356 
del código nacional de procedimientos penales señala: 
“(...) todos los hechos y circunstancias aportados para 
la adecuada solución del caso sometido a juicio, podrán 
ser probados por cualquier medio pertinente producido e 
incorporado de conformidad con este código.(...)”, 

+ Sean pertinentes —esto es, que resulten relevantes para 
la decisión final, al versar sobre los hechos litigiosos. 
Recuérdese que el primer párrafo del artículo 346 señala 
que “(...) el juez de control ordenará fundadamente que 
se excluyan de ser rendidos en la audiencia de juicio, 
aquellos medios de prueba que no se refieran directa o 


actividad probatoria (frustra probatur quod probatum non relevat), aun cuando — 
debemos reconocer— en la práctica ello no se observa, parte por inadvertencia de 
los litigantes, parte por el explicable temor de éstos de dejar sin prueba hechos 
que deberían haberlo sido, parte por el cierto prejuzgamiento que para algunos 
magistrados esa desestimación podría implicar (...)”. Kielmanovich. Jorge L: Teoría 
de la prueba.... p. 51. 


886 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


indirectamente al objeto de la investigación y sean útiles 
para el esclarecimiento de los hechos (...)”; (lo subrayado 
es nuestro) y, 

+ Resulten lícitas y regulares, por haberse practicado 
conforme a las formalidades constitucionales y legales que 
para cada prueba establezca el ordenamiento aplicable. al 
respecto, considérese el artículo 357 del código nacional 
de procedimientos penales, que dice: “la prueba no tendrá 
valor si ha sido obtenida por medio de actos violatorios 
de derechos fundamentales, o si no fue incorporada al 
proceso conforme a las disposiciones de este código.” 
precepto que se correlaciona con las reglas de exclusión 
probatoria, previstas en las fracciones Il a IV del artículo 
346 del propio código.* 


Es contrario al derecho al debido proceso y garantía 
de defensa, aquel procedimiento penal en el que, la falta 
de actividad probatoria se haya traducido en una auténtica 
indefensión del imputado, porque el juez de control le 
impidió a éste probar los hechos que quiso demostrar, o no 
aplicó las reglas de exclusión probatoria. 


5 Más adelante se estudiará lo concerniente a la prueba irregular y la prueba ilícita. 
Al respecto, conviene adelantar que un sector de la doctrina comparte la regla 
de exclusión de la prueba ilícita, como lo evidencia la siguiente reflexión: “(...) la 
prueba ilícita carece de toda eficacia probatoria inmediata y mediata, en tanto la 
exclusión aprehende también a cualesquiera otras fuentes (prueba 'derivada'), si se 
quiere intrínsecamente inobjetables, descubiertas a consecuencia de la producción 
de aquella, por aplicación de la máxima nullum est, nullum producit effectum (...)” 
Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 144. 
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IN. Obligaciones impuestas al juez de control, en virtud del 
derecho constitucional a la prueba, en la fase de admisión. 


ajo esta línea argumentativa, el juez de control debe 
atender las siguientes obligaciones en garantía del 


derecho constitucional a la prueba: 
1. Principio pro probatione o favor probationis. 


El principio pro probatione, o favor probationis, parte 
de la idea de que en casos de dudas o dificultades probatorias 
(difficilioris probationes) se deberá estar, aunque no 
necesariamente sujeto a estándares excesivamente rígidos, 
en favor de que la prueba sea susceptible de ser admisible 
en el juicio, sobre su idoneidad para demostrar un hecho, 
es decir, su conducencia, y ajustando el criterio que rige la 
admisibilidad y eficacia de la prueba. 

Por tal motivo, debe advertirse que, si la prueba que se 
intenta incorporar al juicio no es notoriamente improcedente, 
en caso de duda, se debe recibir; evidentemente, sin soslayar 
la valoración que se haga de las pruebas aportadas al proceso, 
cuando se dicte sentencia. 

En esta tesitura, dado que el derecho a la prueba es 
un derecho humano (perdón la perogrullada), el juez de 
control debe interpretar la regulación al derecho a la prueba 
en el sentido más favorable a su efectividad (principio 
que se armoniza con el diverso pro homine). por ello, 
en el caso de duda, el juez de control deberá inclinar su 
decisión a admitir la prueba propuesta; recuérdese que los 
artículos 17 constitucional y 8.1.2. c) y f) de la convención 
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americana sobre derechos humanos, consagran el derecho a 
la protección judicial o tutela judicial efectiva, conforme al 
cual, las autoridades que dirijan un juicio o un procedimiento 
en forma de juicio, deben hacerlo de modo tal, que eviten 
dilaciones y entorpecimientos indebidos, esto es, deberán 
evitar las trampas procesales en perjuicio del imputado; 
y habrán de privilegiar la solución del conflicto sobre los 
formalismos judiciales. 

Luego, la admisión de pruebas deberá hacerse con 
arreglo en la simple pertinencia de las pruebas ofrecidas y no 
con base en un vaticinio de relevancia, porque de lo contrario, 
podrían eliminarse pruebas que a la postre serían relevantes. 
Además la inadmisión de pruebas podría significarse en una 
inadecuada predeterminación al thema decidendi, pues la 
prueba desechada podría haber estado orientada, justamente, 
a la definición y demostración de éste. 

En dicho sentido, es necesario destacar que el principio 
comentado no implica ignorar la regla de exclusión de la 
sobreabundancia (fracción Í, inciso a, del artículo 346 del 
código nacional de procedimientos penales); que se significa 
en que el juez de control, en caso de estar frente a un medio 
de prueba sobreabundante, dispondrá que la parte oferente de 
la prueba “reduzca el número de testigos o de documentos, 
cuando mediante ellos desee acreditar los mismos hechos o 
circunstancias con la materia que se someterá a juicio.” 
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2. En materia de prueba, el juez de control debe 
actuar —dentro de los límites del debido proceso, 
el derecho de igualdad de armas y el equilibrio 
procesal-, bajo los principios de antiformalismo, 
razonabilidad y veda a la arbitrariedad. 


Los principios enunciados tienen su génesis en la tutela 


judicial efectiva; luego, lo que debe evitar el juez es: 


por 


La exigencia de la forma por la forma, prescindiendo 
de la finalidad; 

Realizar aseveraciones  apodícticas  denegatorias 
de pruebas, por estimarse dogmáticamente (sin 
motivación) que la práctica de la prueba es 
intrascendente e irrelevante; y, 

Emitir una decisión desestimatoria de la defensa del 
imputado, porque no acreditó su defensa; cuando 
precisamente ello obedeció, a un desechamiento 
apriorístico e injustificado de las pruebas ofrecidas. 


A. En la fase práctica, el juez está obligado a velar 
el respeto del principio de igualdad de las partes y de 


contradicción. 


La igualdad impone al juez evitar que la fiscalía tenga 


privilegios frente al imputado; mientras que, para respetar 
el principio de contradicción, no basta con la posibilidad 
de proponer prueba frente a la ofrecida por la autoridad 
investigadora, sino que es menester asegurar el derecho a 
intervenir contradictoriamente en la prueba de la autoridad 
investigadora. 
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“(...) El principio de contradicción de la prueba, de 
raigambre eminentemente constitucional... implica que 
la misma, para ser válida o por lo menos eficaz, debió 
haber sido producida con audiencia o con intervención 
de la parte contraria, de modo que ésta pudiese haber 
fiscalizado su ordenada asunción y haber contado con la 
posibilidad de ofrecer prueba en descargo. 

El derecho de defensa en juicio no es pues una 
estéril garantía que se agota en un puro ejercicio de 
contradicción a la pretensión invocando defensas oO 
excepciones, o que se acuerda para la impugnación de 
los actos procesales, sino que se extiende naturalmente a 
la materia de la prueba, particularmente por la dramática 
incidencia que los hechos y su acendrada comprobación 
tienen para la existencia de los derechos sustantivos y la 
efectividad de los procedimientos judiciales (...).”* 


Recordemos, en relación con este tópico, que el derecho 
al debido proceso reconocido a favor de los gobernados en el 
artículo 14 constitucional (y refrendado en el artículo 12 del 
código nacional de procedimientos penales), lleva implícita 
la necesidad de que en el proceso penal rijan en la materia 
probatoria, entre otros, los principios de contradicción, 
legalidad, oportunidad, igualdad de armas, probidad, 
lealtad y buena fe, apreciación legal de la prueba, economía 
procesal e inmutabilidad de las resoluciones judiciales; cuyo 
contenido está encaminado a garantizar que el imputado, en 


6  Kielmanovich. Jorge L.: Teoría de la prueba.... p. 64. 
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un juicio penal, tenga el derecho de ser escuchado, de ofrecer 
pruebas, alegar y recurrir las resoluciones que no les resulten 
favorables. 

De los anteriores principios destacan el de contradicción 
y el de igualdad de armas, reconocidos, respectivamente, en 
los artículos 14, numerales 1 y 3, incisos b, c, d y e, del pacto 
internacional de derechos civiles y políticos; y 8, numerales 1 
y 2, incisos c y f, de la convención americana sobre derechos 
humanos. 

El principio de contradicción tiene aplicación en la 
materia probatoria. se encuentra recogido en el último párrafo 
del artículo 261 del código nacional de procedimientos 
penales; y su principal objetivo es permitir la refutación, ya 
que por medio de aquél se posibilita debatir sobre la prueba 
de la parte contraria, de manera que constituye un examen 
de veracidad al que son sometidos los medios de convicción, 
porque a través de este principio, se establece que tiene razón 
o una parte u otra, pero no las dos en el mismo tiempo y en el 
mismo proceso. 

El principio de contradicción, no huelga mencionar, es 
de particular relevancia en lo que concierne a la eficacia de la 
prueba producida en otros autos; pues: 


“(...) En cuanto a la eficacia de la prueba producida 
en un expediente judicial tramitado entre las mismas 
partes, ella, como regla, es plenamente eficaz en tanto 
ambos litigantes hayan tenido la oportunidad de ejercer 
su control con las garantías del debido proceso legal, en 
el caso, de ofrecer toda la prueba contraria que hubiesen 
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estimado conveniente, y de fiscalizar la producida, 
no siendo por ello indispensable su ratificación en el 
segundo proceso. 

Así nada impide hacer mérito de las pruebas arrimadas 
a causas de otra índole, siempre que se refieran a 
los mismos hechos, sin perjuicio de las distintas 
consecuencias que de ellos puedan emanar, máxime 
cuando nada se invoca ni se advierte, que impida la 
apreciación de las aludidas pruebas por razones que se 
vinculan con la defensa en juicio o el debido proceso 
adjetivo. 

En este contexto señala Devis Echandía que dada 
la unidad de la jurisdicción, no obstante la división 
y especialización que para su ejercicio se haga. 
“es jurídicamente igual que la prueba trasladada se 
haya recibido en un proceso anterior civil o penal o 
contencioso-administrativo, etcétera, siempre que haya 
sido pública y controvertida por la parte contra quien se 
aduce en el nuevo proceso” [Devis Echandía, ob. cit., t. 
L.p. 3731 

De igual forma, es eficaz la prueba producida en otro 
expediente —civil o penal- seguido no entre las mismas 
partes, sino entre un tercero y una de las partes contra 
quien se la pretende oponer, en tanto, claro está, ésta 
haya tenido la oportunidad de intervenir y controlar su 
producción [Devis Echandía, ob. cit., t. I., p. 367] (...).” 


7 Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 150. 
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A modo de corolario, la eficacia de las pruebas 
producidas en otros autos, está condicionada básicamente a la 
observancia de una formalidad esencial en el procedimiento, 
a saber: 

La eficacia de las pruebas que se incorporan a diverso 
juicio, depende de que se hayan practicado respetando la 
audiencia de la persona o parte a la que se pretenden oponer, 
esto es, sólo si se salvaguardó el derecho de contradicción de 
la parte en el desahogo de las pruebas que se busca incorporar 
a causa de otra índole, ya sea que haya identidad de partes en 
el juicio previo; o que dicho juicio haya sido entre un tercero 
y la parte contra quien se invocan las pruebas. 

En otro orden, el principio de igualdad de armas tiene 
una connotación más amplia, pues exige el reconocimiento 
a la igualdad probatoria; derecho que cobra especial 
trascendencia cuando, como se ha sostenido en la 
jurisprudencia mexicana, “(...) en el proceso existe una 
situación disímil entre las partes, ya sea por su condición 
económica, social o por el carácter de autoridad con que se 
actúa, que se refleja en una desigualdad en la posibilidad de 
defensa (...).”* 

Así, en lo que concierne al procedimiento penal, 
el principio de igualdad de armas implica equilibrio en 
las posiciones de las partes procesales, equivalencia de 
oportunidades, homogeneidad razonable de medios, e 
identidad de facultades para el desempeño de sus respectivos 
8 Décima época. Registro digital: 2001157. Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito. Tesis: 1.150.A.2 K (10a.). Materia(s): Constitucional, Común. Tipo: Aislada. 


Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro X, Julio de 2012, 
Tomo 3, página 2035 
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roles; todo ello con la finalidad constitucional de zanjar 
cualquier eventual desventaja del imputado, frente a la 
posición privilegiada del ente acusador; garantía que se 
concreta en el derecho de la defensa a tener las mismas 
posibilidades de la acusación, a ser oída y a evacuar la 
prueba, en las mismas condiciones.” 

En el plano puramente normativo, la igualdad de armas 
es uno de los principios inherentes a la persona humana, un 
valor superior, una garantía de los justiciables, un derecho 
prevalente que lleva ínsita la eliminación de la arbitrariedad, 
y un mandato antidiscriminatorio, que no puede quedar en el 
terreno de la especulación teórica.'” 


3. El principio de verdad material y su correlación 
con el principio de presunción de inocencia. 


Recordemos que uno de los principios generales 
del proceso penal acusatorio, es tener por objeto el 
“esclarecimiento de los hechos”, que se traduce en el 
principio de “verdad material” (artículo 20, apartado A, 
fracción I, de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos). 


9 Recordemos que en la etapa de investigación los actos de ésta tendrán el carácter 
de reservados, en términos del artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 


10 Al respecto, el artículo 10 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
salvaguarda la igualdad procesal entre las partes; y la prohibición de discriminación. 
El artículo 262 del propio Código protege el derecho de las partes a ofrecer medios 
de prueba. 
El artículo 356 del citado Código prevé la libertad probatoria. 
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La búsqueda de la verdad material, supone que se 
deseche la prevalencia de criterios que acepten como 
verdadero algo que no lo es o que nieguen la veracidad de 
lo que sí lo es. entonces, los operadores del proceso penal, 
contemplados en el artículo 105 del código nacional de 
procedimientos penales, deben descartar la “verdad formal”, 
que implica la adecuación entre la idea que se tiene de una 
conducta, de acuerdo al material convictivo presentado por 
la autoridad investigadora, y lo que ésta parece ser en la 
realidad. 


“(...) Indudablemente que, en términos de verdad, 
“el resultado de la búsqueda jurídicamente limitada 
o regulada no es, pues la verdad material o, como 
diríamos mediante una eficaz redundancia, la verdad 
verdadera, sino una verdad convencional [...] o judicial, 
porque se la busca mediante leyes jurídicas y no sólo 
mediante leyes lógicas, y únicamente en virtud de esas 
leyes jurídicas reemplaza a la verdad material (...).” 


En efecto, la sentencia que admite el progreso de la 
demanda, la defensa o la excepción no presupone que el 
hecho sea necesariamente verdadero según la realidad, sino, 
en todo caso, “verdadero” según normas jurídicas, en grado de 
intensidad —en cuanto a la convicción del juez— suficiente de 
acuerdo a las exigencias que el propio ordenamiento señala. 

El principio de la “verdad material”, en cambio, supone 
ya apriorísticamente que el proceso puede acceder, sin más, 
al conocimiento de los hechos tal cual real y materialmente 
sucedieron, puede descifrar el “estado objetivo de las cosas” 
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(los hechos comprobables), o alcanzar, lisa y llanamente, la 
verdad verdadera... a pesar de las limitaciones establecidas, 
tanto en y para el proceso civil dispositivo como para el 
inquisitivo (...).”" 

El proceso penal acusatorio, entonces, debe adaptarse, 
para superar las restricciones cognoscitivas que puedan 
derivar de la verdad jurídica meramente formal, presentada 
por la autoridad investigadora. 

De esta suerte, las reglas vinculadas a la prueba deben 
ser apreciadas de acuerdo con el principio de “verdad 
material”; principio que da primacía a la verdad jurídica 
objetiva, de forma que su aclaración no se vea afectada por 
un excesivo rigor formal. 

En el proceso penal no se podrá, por ende, aplicar 
ritualmente la regla que reza: nemo tenetur edere contra se 
(nadie está obligado a suministrar prueba a su adversario).'” 

De esta guisa, si la prueba es el único medio seguro de 
lograr la reconstrucción conceptual de los hechos, de modo 
comprobable y demostrable; ello conduce a que la sentencia, 
en el proceso penal, en absoluto podrá desconocer el principio 
de presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13 del 
código nacional de procedimientos penales. 

Para explicar la importancia del principio de 
presunción de inocencia, en relación con el tema del derecho 
constitucional a la prueba; citamos la jurisprudencia la./J. 
28/2016 (10a.), de la primera sala de la suprema corte de 
11 Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 61. 


12 Recuérdese que el artículo 337 Código Nacional de Procedimientos Penales dispone 
que las partes tienen la obligación de darse a conocer entre ellas, el descubrimiento 
probatorio. 
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justicia de la nación, consultable en la Décima Época de la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 31, 
Junio de 2016, Tomo l, página 546, de texto: 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR 
DE PRUEBA. CONDICIONES PARA ESTIMAR QUE 
EXISTE PRUEBA DE CARGO SUFICIENTE PARA 
DESVIRTUARLA. Para poder considerar que hay prueba de 
cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia, el 
juez debe cerciorarse de que las pruebas de cargo desvirtúen 
la hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la defensa 
en el juicio y, al mismo tiempo, en el caso de que existan, 
debe descartarse que las pruebas de descargo o contraindicios 
den lugar a una duda razonable sobre la hipótesis de 
culpabilidad sustentada por la parte acusadora.” 

Bajo esa línea argumentativa, el principio de verdad 
material se erige como la piedra angular del derecho humano 
al debido proceso del imputado, pues tal principio debe ser 
celosamente custodiado por el juzgador, en virtud de que 
el objeto del proceso penal acusatorio no es castigar, sino 
encontrar la verdad, a través del esclarecimiento de los 
hechos. 


A. Excepción organizativa al principio de presunción de 
inocencia, en la etapa de investigación. 


El código nacional de procedimientos penales prevé en 
sus artículos 132, fracción VII, y 212, que la policía tiene la 
obligación de investigar y reportar sus resultados al ministerio 
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público; y el deber de éste, cuando tenga conocimiento de 
la existencia de un hecho que la ley señale como delito, de 
dirigir la investigación penal. 

Respecto de estas disposiciones, se presenta una 
excepción “organizativa” a la presunción de inocencia, pues 


“(...) un policía en la etapa de investigación, se me 
permite la expresión, es “juez” y parte. Por mucho que 
las actuaciones policiales vengan propiciadas por una 
denuncia, si se investigan los hechos denunciados 
es porque se les da crédito, aunque sea mínimo, y 
se produce una efectiva implicación en los mismos 
de la policía al investigarlos, puesto que se analiza 
exclusivamente la hipótesis del denunciante. Y esa es 
la única guía de la investigación, la culpabilidad, al 
contrario de lo que sucede durante el juicio oral, en el 
que la inocencia es la guía. Aunque se atiendan en dicho 
juicio a las posiciones de ambas partes y, con ello, se 
ponga en cuestión la inocencia, ello no obsta, como ya 
vimos, a que la inocencia siga realizando esa labor de 
guía. 

Por el contrario, la policía investiga porque los hechos 
denunciados no son considerados manifiestamente 
falsos... Y en esa consideración, insisto, no se tiene en 
cuenta en ningún momento la inocencia del investigado, 
puesto que, de lo contrario, no se le investigaría, y hasta 
llegaría a advertírsele, en todo caso, de que existe una 
denuncia, o una sospecha, contra él, cosa que no siempre 
se hace para no frustrar el éxito de la investigación. 
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Pero fijgmonos en que si partimos de la base de que el 
investigado puede frustrar el éxito de la investigación 
es porque, aunque sea provisionalmente, prima facie si 
se quiere, le estamos considerando responsable de los 
hechos. 

Por consiguiente, la presunción de inocencia es ajena 
a la actuación policial, y de hecho así debe serlo para 
que la misma tenga la eficacia deseada, tanto en cuanto 
a la prevención como a la asistencia judicial en la 
investigación (...).'* 


Sin embargo, dicha excepción “organizativa” tiene 
remedio en el código nacional de procedimientos penales, 
toda vez que el estándar de valoración para el dictado del auto 
de vinculación a proceso, no puede rebasar el de los datos de 
prueba.!* Me explico: 

El juez de control, al resolver, según sea el caso, 
sobre la vinculación o no a proceso del imputado, no debe 
estudiar los datos de la carpeta de investigación, sino valorar 
la razonabilidad de las manifestaciones expuestas por la 
fiscalía y, en su caso, la contra-argumentación o refutación 
del imputado o su defensor, considerando ambas hipótesis o 
teorías del caso, 


13 Nieva Fenoll, Jordi: La duda en el proceso penal, (Colección: Proceso y derecho). 
Sin edición. Madrid. 2013. Marcial Pons. p. 97. 


14 No debe perderse de vista el primer párrafo del artículo 261 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 
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“(...) respaldadas en datos provenientes de la carpeta 
de investigación del Ministerio Público o de la 
investigación de la defensa, y aun en caso de haber 
desahogado medios de prueba en la etapa inicial el 
imputado o su defensor, deben valorarse con el mismo 
rango que los datos de prueba del Ministerio Público, 
pues sólo sirven, las pruebas, en esta etapa, para integrar 
datos de prueba, por lo que darle un mayor valor a 
la prueba en ese momento, rebasaría las directrices 
constitucionales, además de que originaría desigualdad 
de la defensa con el Ministerio Público y la víctima u 
ofendido (...).”** 


Así, el test que procede aplicar para el estudio de los 
datos de prueba, a partir de los cuales puede establecerse que 
se ha cometido un hecho imputado como delito —el cual tiene 
como objetivo diferenciar el nivel de exigencia probatoria, 
que es aplicable en las resoluciones susceptibles de ser 
dictadas en la audiencia inicial, frente a la sentencia definitiva 
dictada en el juicio oral—; requiere: !* 


15 Precedente de la Décima Época. Registro digital: 28016. Asunto: AMPARO EN 


REVISIÓN 60/2017. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 2018, Tomo lll, página 
2355 


16 Décima Época. Registro digital: 2017728. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVI!.10.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 2018, 
Tomo l!l, página 2388. 
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Una hipótesis (teoría del caso): Es una proposición que 
tiene como sustento un hecho captado por medio de los 
sentidos. 

Los enunciados que integran la hipótesis; razonamientos 
con cierta probabilidad o verosimilitud. 

La verificabilidad de los enunciados, mediante la 
existencia de datos que establezcan que se ha cometido un 
hecho que la ley señala como delito y la probabilidad de 
que el imputado lo cometió o participó en su comisión. 
Luego, la valoración del juez debe ser racional, es decir, 
ha de emplear elementos o reglas racionales, lógicas, 
máximas de experiencia, método científico y pensar 
reflexivo, para valorar e interpretar los resultados de 
la aportación de datos de prueba en conjunción con lo 
alegado, para determinar qué puede dar o considerar 
como probado; en otras palabras, el juez debe evaluar el 
grado de probabilidad, con fundamento en los medios 
disponibles, a efecto de considerar como verdadera una 
hipótesis sobre los hechos. 

La aceptación o rechazo de la hipótesis, mediante la 
argumentación de la hipótesis aceptada y la refutación, 
por contrastabilidad, de la rechazada. La aceptabilidad 
de una hipótesis es un juicio sobre su confirmación y no 
refutación. 
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Una vez confirmada debe someterse aún a la refutación 
examinando los posibles hechos que -de existir- invalidarán 
o reducirán el grado de probabilidad de la hipótesis, es decir, 
el Juez contrasta unas afirmaciones -hipótesis- poniendo a 
prueba su valor explicativo. 

Una hipótesis se considera confirmada por un dato 
o medio de prueba si existe un nexo causal o lógico 
entre ambas, de modo que se configure una razón para su 
aceptación. La confirmación corresponde a una inferencia en 
virtud de la cual, a partir de unos datos de prueba y de una 
regla que conecta a esos datos de prueba con la hipótesis, se 
concluye aceptando la veracidad de esta última. 

En esta tesitura, de acuerdo con los principios del 
código nacional de procedimientos penales, el único que 
puede desahogar prueba durante el plazo constitucional, o 
su ampliación, es el imputado; y esa prueba debe valorarse 
con el mismo estándar del dato de prueba; con el propósito 
de no colocar al imputado en una situación invariablemente 
privilegiada, violando el principio de igualdad de las partes. 

Lo anterior, no obstante que la fiscalía en la carpeta de 
investigación reúna pruebas y no datos necesariamente, pues 
al igual que los de la defensa, deben valorarse en la etapa 
inicial como datos, en atención al principio de igualdad 
previsto en el artículo 10 del código mencionado.'” 


17 Décima Época. Registro digital: 2015953. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVIl.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 50, Enero de 2018, Tomo IV, 
página 2082 
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De esta guisa, al decidir sobre la procedencia del auto de 
vinculación a proceso, el juez de control no debe imponerse 
de los datos que integran la carpeta de investigación, sino 
que, en observancia al derecho de defensa contradictoria 
de las partes contendientes, ha de resolver conforme a las 
cuestiones efectivamente debatidas en la audiencia. 

Lo anterior, a fin de evitar la formación de un criterio 
propio que afecte su objetividad e imparcialidad; y que 
su decisión se emita únicamente conforme a las cuestiones 
debatidas en la audiencia desahogada ante él; pues el principio 
en comento, no otorga privilegios a ninguna de las partes, ni 
existe suplencia para corregir, subsanar o complementar sus 
intervenciones, sino que la actividad procesal depende de la 
intervención de éstas, quienes deben exponer sus respectivas 
afirmaciones y defensas ante el juez de garantía, discutirlas 
en un debate pleno y contradictorio sobre los aspectos ahí 
ventilados, produciendo argumentos o pruebas en que se 
sustenten y, con base en ello, el juez resuelve conforme 
a derecho, con los elementos que le suministraron los 
contendientes, y de acuerdo con lo propuesto por ellos.'* 


18 Cfr. las siguientes tesis: Décima Época. Registro digital: 2015953 XVII. Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: XVII.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 50, 
Enero de 2018, Tomo IV, página 2082 
Décima Época. Registro digital: 2017728. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVIl.10.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 2018, 
Tomo lll, página 2388. 
Décima Época. Registro digital: 2013411. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: VI.20.P.38 P (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo IV, página 
2436 
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4. El juez no puede permanecer pasivo en relación con 
la práctica de las pruebas periciales admitidas, sino 
que debe colaborar diligentemente en las mismas. 


Cuando en el procedimiento penal se ofrece la prueba 
pericial, y alguna de las partes pide que los gastos de 
producción de esa prueba sean soportados por el Estado; el 
juez debe velar por el desahogo de la pericial, requiriendo 
la designación de peritos de instituciones públicas, las que 
estarán obligadas a practicar el peritaje correspondiente; pues 
la práctica de la prueba no puede entenderse como algo a 
merced exclusiva del principio dispositivo, porque a partir de 
la petición de alguna de las partes, existe un interés público 
en que esa prueba se practique. Lo anterior, se reconoce en el 
artículo 103 del código nacional de procedimientos penales. 


A. El tribunal de enjuiciamiento está obligado a 
asegurarse, antes de cerrar la fase probatoria, de que se 
han practicado las pruebas admitidas. 


El tribunal de enjuiciamiento debe posibilitar la práctica 
de todas las pruebas admitidas al probable responsable, no 
pudiendo subordinar ese deber a la rapidez de la resolución 
o a intereses que, so pretexto de optimizar la economía del 
procedimiento penal, la mayor celeridad de éste, o la eficacia 
en la administración de justicia, socaven el derecho de 
defensa del probable responsable. 

En este sentido, vale la pena subrayar que la salvedad 
a que se refiere el artículo 20, apartado B, fracción VII, de 
la constitución política de los estados unidos mexicanos, fue 
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establecida en beneficio del imputado; y permite identificar 
el tiempo máximo en que las partes pueden desplegar su 
actividad probatoria, y en el que el juez puede ejercer sus 
facultades para recabar de oficio las pruebas necesarias en 
búsqueda de la verdad histórica. 

En este sentido, la negativa a decretar el cierre de la 
instrucción del procedimiento penal por falta de desahogo 
de pruebas, con el consiguiente retraso en el dictado de la 
sentencia; sólo se justifica cuando las pruebas pendientes de 
desahogo hayan sido ofrecidas por el imputado o su defensor, 
sin que hayan desistido expresamente de ellas.” 

Por tanto, es ilegal que, so pretexto de otorgar igualdad 
de condiciones de contienda, se realicen por el tribunal de 
enjuiciamiento, sin limitación de plazo alguno, las gestiones 
tendentes a desahogar las pruebas que la fiscalía ofreció, 
cuando es a ésta a quien corresponde la carga de agotar los 
medios legítimos a su alcance para desahogar los medios 
de prueba de cargo que darán sustento a su acusación, en 
la audiencia de debate de juicio (véase el artículo 395 del 
código nacional de procedimientos penales); pues no debe 
soslayarse el derecho humano del imputado a ser juzgado en 
un plazo razonable. 

En relación con tal tópico, el derecho a ser juzgado 
antes de un año (tratándose de delitos cuya pena máxima 
exceda de dos años —artículo 20, apartado B, fracción VII de 
la constitución política de los estados unidos mexicanos—); 
19 Décima Época. Registro digital: 2019535. Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito. Tesis: 11.30.P.56 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. 


Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, Marzo de 2019, 
Tomo lll, página 2580 
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destaca que la primera sala de la suprema corte de justicia 
de la nación, admitió revisar la sentencia pronunciada en un 
juicio de amparo directo, promovido por una persona que 
recibió fallo condenatorio después del plazo máximo de un 
año. 

Lo anterior, porque la persona sentenciada en la causa 
penal promovió juicio de amparo directo en el que planteó, 
esencialmente, que el desconocimiento del plazo máximo 
de un año para juzgar en materia penal provoca la extinción 
de la jurisdicción penal y, en consecuencia, a criterio del 
quejoso, en el amparo directo en revisión 3962/2020, ya no 
era posible emitir sentencia en ningún sentido. 

Al respecto, la primera sala, en el recurso de 
reclamación 173/2021 —nterpuesto en el amparo directo 
en revisión 3962/2020 (reclamación resuelta el 2 de junio 
de 2021)-; concluyó que la suprema corte de justicia de la 
nación tendrá oportunidad de analizar y, en su caso, emitir 
un criterio que podría incidir en una cuestión central para la 
impartición de justicia penal en todo el país: la resolución 
pronta de los procesos de esa naturaleza, así como los efectos 
y las consecuencias jurídicas derivadas de la falta de decisión 
oportuna. 

En lo que concierne al thema decidendi delimitado en la 
reclamación 173/2021, la primera sala advirtió: 


“(...) en el caso, se trata de un juicio de amparo directo 
en el que debe analizarse en retrospectiva el proceso 
penal, de modo tal que si se concluyera que fue excesivo 
e injustificado el tiempo transcurrido entre la emisión 


908 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


del auto de formal procesamiento y el dictado de la 
sentencia definitiva, debe de alguna manera sancionarse 
a las autoridades penales. 

Por último, el análisis de la propuesta interpretativa 
formulada por el quejoso requiere verificar si hay un 
entramado constitucional que le dé sustento o si, por el 
contrario, existen otros bienes relevantes desde un punto 
de vista constitucional que podrían verse afectados si se 
aceptara tal interpretación. 

En resumen, a juicio de esta sala, la resolución del 
amparo directo en revisión interpuesto por el quejoso 
permitiría la emisión de un pronunciamiento de 
relevancia jurídica para el orden nacional, en el que 
podrían analizarse, de manera enunciativa —y no 
limitativa—, cuando menos los siguientes aspectos: 
Vigencia. esto es, si la interpretación del artículo 20 
constitucional adoptada por el tribunal colegiado se 
encuentra o no vigente, puesto que existe un precedente 
emitido posteriormente por esta sala, en el que se 
realizaron importantes acotaciones y diferenciaciones 
con motivo de la definición del parámetro de regularidad 
constitucional efectuada por el tribunal pleno en la 
contradicción de tesis 293/2011. 
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Aplicabilidad. Lo que requiere determinar si las 
consideraciones de los amparos en revisión 27/2012 
(invocado por el colegiado) y 205/2014”, constituyen 
un razonamiento completo que permite descartar la 
propuesta interpretativa del artículo 20 constitucional 
efectuada por el quejoso o si, por el contrario, son 
sólo un tramo del razonamiento que esta sala habrá de 
completar al resolver el fondo del amparo directo en 
revisión. 

Plausibilidad. Y que se relaciona con la respuesta final 
de la problemática involucrada en este caso, es decir, 
si es viable desde un punto de vista constitucional el 
entendimiento del artículo 20 de la norma fundamental 
que propone el quejoso, o en su caso cuáles son 
las razones por las que no es posible aceptar dicha 
interpretación. (...)” 


20 Se trata de un precedente aislado cuya problemática giraba sí, en torno la falta 
de sentencia en la instancia penal, pero más como una cuestión que ocasionaba 
prolongar la duración de la prisión preventiva a que se encontraba sometida la 
persona acusada. 


2 


Y 


Del amparo directo en revisión 205/2014, derivaron las tesis cuyos datos de 
localización son: 

Décima Época. Registro digital: 2014013. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XXXIX/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo |, página 
448 

Décima Época. Registro digital: 2014015. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XL/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo |, página 450 
Décima Época. Registro digital: 2014014. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XLI/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo l, página 
449 
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B. El tribunal de enjuiciamiento, en virtud del derecho 
constitucional a la prueba, en la fase de valoración, no 
puede ignorar o prescindir de la prueba de una parte. 


Al resolverse el procedimiento penal, el tribunal de 
enjuiciamiento no puede ignorar la prueba practicada por 
las partes. De ser así, resultaría vulnerador del derecho 
a la prueba y a la tutela judicial efectiva, teniendo como 
consecuencia que el proceso sea resuelto atendiendo 
exclusivamente a las pruebas de la autoridad investigadora 
(confróntese, al respecto, el artículo 402 del código nacional 
de procedimientos penales). 


5. Necesidad de exclusión de la prueba ilícita. 


A efecto de reconocer la prueba ilícita, es conveniente 
presentar el siguiente esquema comparativo: 
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Característica Prueba imperfecta Prueba ilícita 
1 Prueba practicada | Prueba obtenida o 
irregularmente, al | incorporada al 


haberse omitido una | procedimiento penal 
formalidad procesal | en transgresión a los 


que le es propia. derechos 
fundamentales, a 
saber: la vida, 


integridad, libertad, 
inviolabilidad del 
domicilio y defensa. 


2 Es irregular en cuanto | Denota una 
a su desahogo, por no | vulneración sustancial 
cumplir con las | de derechos O 


formalidades de la ley | prerrogativas 
procesal; lo cual no | constitucionales. 


determina 
necesariamente su 
carácter de 


inutilizable, al no 
impedir su potencial 
reiteración O 
corrección futura, 
siempre que dicha 
anomalía meramente 
formal no conlleve, a 


Prueba 


su vez, una 
vulneración sustancial 
de derechos O 
prerrogativas 
constitucionales. 

3 Es inaplicable la teoría | Las evidencias 
de los frutos de actos | condicionadas por una 
viciados. En | prueba ilícita, al tener 
consecuencia, el | origen en ella, resultan 
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tribunal de 
enjuiciamiento deberá 
atender al principio de 
contradicción, 
confrontando las 
evidencias derivadas 
de la prueba 
“imperfecta”, con el 
resto del material de 
cargo, en resguardo 
del derecho del 
probable responsable 
de que se ponderen 
con el aportado con 
fines de descargo. 


contaminadas 
también; y, en 
consecuencia, habrán 


de anularse. Luego, es 
aplicable la teoría de 
los frutos de los actos 
viciados. 


Es susceptible de 
convalidación, 
perfeccionamiento 0 
repetición, salvo que, 
la irregularidad 
conlleve la violación 
de derechos 10) 
garantías del probable 
responsable. 


En cuanto a la ilicitud 
de la prueba (que no es 


lo mismo que su 
simple deficiencia 
formal O 
irregularidad), existe 
como regla de 
exclusión, la 
prohibición de 
admisión y de 
valoración de las 
pruebas obtenidas, 
directa 10) 
indirectamente con 
vulneración de 
derechos 

fundamentales y 
libertades públicas 
(detención ilegal, 


tortura, violación a la 
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intimidad del 
domicilio, etcétera). 


Las pruebas señaladas 
como irregulares por 
haber sido 
inicialmente obtenidas 
e incorporadas al 


procedimiento sin 
ajustarse a las 
formalidades legales, 
pueden ser 
perfeccionadas 10) 


reiteradas por no haber 
sido calificadas de 
ilícitas (con violación 
de derechos 
fundamentales). 


A diferencia de los 
supuestos de pruebas 
obtenidas 
irregularmente, 
exclusivamente desde 
una perspectiva formal 
subsanable, la prueba 
ilícita no admite 
convalidación. 
Además, su exclusión 
alcanza no sólo a la 
prueba obtenida 
directamente con 
vulneración de un 
derecho fundamental, 
sino también a las 
posteriores pruebas 
cuya obtención deriva 
de la considerada 
ilícita, salvo las 
excepciones legal y 
jurisprudencialmente 
previstas; esto es, lo 
que se conoce como la 
doctrina de “los frutos 
del árbol envenenado” 
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En esta tesitura, tenemos que: 


“(...) Es prueba ilícita la que se obtiene con vulneración 
de garantías constitucionales (como la inviolabilidad 
del domicilio o el secreto de las comunicaciones: 
por ejemplo, el acta de entrada y registro practicada 
sin consentimiento del titular o resolución judicial, 
o la transcripción de unas escuchas telefónicas 
practicadas de la misma manera); o lesionando derechos 
constitucionales (como el derecho a la defensa: así, la 
declaración del imputado sin haber sido informado de 
sus derechos); o a través de medios que la constitución 
prohíbe (por ejemplo, la confesión arrancada mediante 
tortura, que vulnera el derecho a la integridad física, 
o una coacción para obtener declaraciones sobre 
“ideología, religión o creencias”, proscrita por el derecho 
a la libertad ideológica y de conciencia). En definitiva, y 
por simplificar, es ilícita la prueba obtenida en violación 
de derechos fundamentales. Estamos hablando pues 
de un tipo de prueba inconstitucional, y los derechos 
constitucionales que más veces suelen provocar ilicitud 
probatoria son el derecho a la integridad física y moral 
(y la consiguiente prohibición de tortura y tratos 
inhumanos y degradantes), el derecho del detenido 
a ser informado de sus derechos, a no declarar y a la 
asistencia letrada, la inviolabilidad del domicilio y el 
secreto de las comunicaciones (...).? 


Gascón Abellán, Marina: “Freedom of proof? El cuestionable debilitamiento de la regla 
de exclusión de la prueba ilícita”. En Estudios sobre la prueba, (Colección: Doctrina 


Jurídica Contemporánea). México. 2008. Distribuciones Fontamara, S.A. p. 71. 
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Ahora, analicemos la prueba ilícita. Para tal efecto, 
es necesario recordar que el artículo 15 de la convención 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes establece que “(...) [tlodo estado parte se 
asegurará de que ninguna declaración que se demuestre que 
ha sido hecha como resultado de tortura pueda ser invocada 
como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de 
una persona acusada de tortura como prueba de que se ha 
formulado la declaración”.* 

En tanto que, el artículo 10 de la convención 
interamericana para prevenir y sancionar la tortura indica que 


“(...) [nJinguna declaración que se compruebe haber 
sido obtenida mediante tortura podrá ser admitida como 
medio de prueba en un proceso, salvo en el que se 
siga contra la persona o personas acusadas de haberla 
obtenido mediante actos de tortura y únicamente como 
prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal 
declaración (...).”2 


23 Organización de las naciones unidas: Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
Oo Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Recurso digital disponible en https:// 
www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-against- 
torture-and-other-cruel-inhuman-or-degrading*f:-:text=Art%C3%ADculo%20 
15,se%20ha%20formulado%20la%20declaraci/C3%B3n. consultado el 26 de 
octubre de 2022. 


24 Organización de estados americanos: Convención interamericana para prevenir 
y sancionar la tortura Recurso digital disponible en https://www.oas.org/juridico/ 
spanish/tratados/a-51.html*f:-:text=Ninguna%20 declaraci/C3%B3n%20que%20 
se%20compruebe,el%20acusado%20obtuvo%20tal%20declaraci/C3%B3n. 
consultado el 26 de octubre de 2022. 
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En este sentido, la organización de la naciones unidas, a 


través del comité contra la tortura ha señalado que 


25 Organización de las Naciones Unidas: Convención contra la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes observación general N* 2 Aplicación del 
artículo 2 por los Estados Partes. Recurso digital disponible en https: //www.acnur. 


org/fileadmin/Documentos/BDL/2012/8782.pdf?view, consultado el 26 de octubre 


2 


[e] 


“(...) las obligaciones previstas en los artículos 2 (según 
el cual “en ningún caso podrán invocarse circunstancias 
excepcionales como justificación de la tortura”), 15 (que 
prohíbe admitir como prueba las confesiones obtenidas 
mediante tortura, salvo en contra del torturador) y 16 
(que prohíbe los tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes) deben respetarse en todo momento (...)”.? 


Y ha indicado que 


“(...) el amplio alcance de la prohibición que figura 
en el artículo 15, en el que se prohíbe que pueda ser 
invocada como prueba “en ningún procedimiento” toda 
declaración que se demuestre que ha sido hecha como 
resultado de tortura, obedece al carácter absoluto de 
la prohibición de tortura y, en consecuencia, supone la 
obligación de que cada Estado Parte se cerciore de si 
las declaraciones admitidas como prueba en cualquier 
procedimiento sobre el que tenga jurisdicción, incluidos 
los procedimientos de extradición, se han obtenido o no 
como resultado de tortura (...).”? 


de 2022. 


Universidad de Minnesota: Sra. G. K v. Switzerland, Comunicación No. 219/2002, U.N. Doc. 
CAT/C/30/D/219/2002 (2002) en Humans Rigth Library. Recurso digital disponible en http:// 
hriibrary.umn.edu/cat/spanish/Sswitzerland219-2002.html consultado el 26 de octubre de 2022. 
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Igualmente, su comité de derechos humanos ha indicado 
lo siguiente: “Las garantías procesales nunca podrán ser 
objeto de medidas derogatorias que soslayen la protección de 
derechos que no son susceptibles de suspensión. 


“(...) ninguna declaración o confesión o, en principio, 
ninguna prueba que se obtenga en violación de esta 
disposición podrá admitirse en los procesos previstos 
por el artículo 14, incluso durante un estado de 
excepción, salvo si una declaración o confesión obtenida 
en violación del artículo 7 se utiliza como prueba de 
tortura otro trato prohibido por esta disposición (...).”2” 


Así mismo, debe aludirse al paradigmático caso Cabrera 
García y Montiel Flores vs. México; en cuya sentencia de 
26 de noviembre de 2010 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas)”; la corte interamericana de derechos 
humanos, resolvió en cuanto hace al tema de la prueba ilícita: 


27 Comité de derechos humanos de las naciones unidas: Observación 
general n% 32. Recurso digital dis-ponible en  http://docstore.ohchr.org/ 
SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=60kG1d%2FPPRiCAqhKb7yhs-qQ 
5DefBGJZjZNraKpzvQGXixGvdICTXaqhY2ZVRGVkdbfbdncyiwQBfLOd8 
HLPu71Zt%2FK8DKk9wIh%-2B1BeAGW5n1QwsnGQerbRej%2Ba3sdJ- 
QUGxfAQMLda3I1%2B9is9zB6E2pw%3D%3D consultado el 26 de octubre de 2022. 


2 


00 


Sentencia que le es obligatoria al Estado Mexicano y, por tanto, al Poder Judicial de 
la Federación, al tenor de los siguientes criterios: 

Décima Época. Registro digital: 2006181. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CXLIV/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo l, página 823 
Décima Época. Registro digital: 160482. Instancia: Pleno. Tesis: P. LXV/2011 
(9a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro !!l, Diciembre de 2011, Tomo 1, página 556 
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“(...) 163. La comisión y los representantes indicaron 
que las víctimas, “al realizar sus declaraciones 
autoinculpatorias ante el ministerio público federal 
y el juez del distrito judicial de mina[,] todavía se 
encontraban bajo los efectos del miedo, la angustia y 
sentimientos de inferioridad, puesto que sólo habían 
pasado unos cuantos días desde su detención y maltratos 
físicos”. La comisión consideró que la falta de “una 
investigación seria, exhaustiva e imparcial de los 
alegados hechos de tortura? generó que no se subsanaran 
“los posibles vicios de las confesiones rendidas |[...], 
y por tanto, el estado no podía hacer uso de dichas 
declaraciones como medio probatorio”. Además, la 
comisión y los representantes señalaron que la práctica 
de tortura se ve aumentada por la fuerza jurídica 
otorgada a la primera declaración del inculpado, la 
cual es realizada por el ministerio público y no por un 
juez, a lo que añadió el valor primario otorgado a esta 
declaración por los tribunales mexicanos. Por su parte, 
los representantes señalaron que “las confesiones de 
las víctimas debieron haber sido excluidas del proceso 
penal” y que no debió tenerse en cuenta la ratificación de 
las declaraciones ante el Juzgado, puesto que los señores 
Cabrera y Montiel “aún se encontraban bajo los efectos 
de la tortura y amenazas y sin entender qué significado o 
alcances tenía la ratificación”. 

“164. El estado indicó que la sentencia condenatoria 'no 
había sido fundada exclusivamente en las confesiones 
hechas por los sentenciados”. Agregó que el juez de la 
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causa “conoció, valoró y adminiculó la totalidad de las 
pruebas y constancias integradas al expediente” y que si 
se demostrara que la sentencia “contra las [...] víctimas 
se fundó en la confesión obtenida en las circunstancias 
destacadas, ello traería como consecuencia que la 
autoridad competente le reste eficacia probatoria y 
resuelva conforme al demás caudal probatorio lo que 
en derecho corresponda y determine entonces si tal 
violación dejó sin defensas al indiciado y trascendió al 
resultado del fallo”. 

“165. Al respecto, la corte observa que la regla de 
exclusión de pruebas obtenidas mediante la tortura 
o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de 
exclusión”) ha sido reconocida por diversos tratados 
y órganos internacionales de protección de derechos 
humanos que han establecido que dicha regla es 
intrínseca a la prohibición de tales actos. Al respecto, 
la corte considera que esta regla ostenta un carácter 
absoluto e inderogable. 

“166. En este sentido, la corte ha sostenido que la 
anulación de los actos procesales derivados de la 
tortura O tratos crueles constituye una medida efectiva 
para hacer cesar las consecuencias de una violación a 
las garantías judiciales. Además, el tribunal considera 
necesario recalcar que la regla de exclusión no se 
aplica sólo a casos en los cuales se haya cometido 
tortura o tratos crueles. Al respecto, el artículo 8.3 de 
la convención es claro al señalar que “[l]a confesión del 
inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción 
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de ninguna naturaleza”, es decir que no se limita el 
supuesto de hecho a que se haya perpetrado un acto de 
tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier 
tipo de coacción. En efecto, al comprobarse cualquier 
tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión 
espontánea de la voluntad de la persona, ello implica 
necesariamente la obligación de excluir la evidencia 
respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un 
medio necesario para desincentivar el uso de cualquier 
modalidad de coacción.” 

“167. Por otra parte, este tribunal considera que las 
declaraciones obtenidas mediante coacción no suelen 
ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo 
necesario para lograr que los tratos crueles o la tortura 
cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o 
dar valor probatorio a declaraciones o confesiones 
obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona 
o a un tercero, constituye a su vez una infracción a 
un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la 
regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de 
otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida 
directamente mediante coacción, sino también a 
la evidencia que se desprende de dicha acción. En 
consecuencia, la corte considera que excluir la prueba 
que haya sido encontrada o derivada de la información 
obtenida mediante coacción, garantiza de manera 
adecuada la regla de exclusión. 
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“*169. Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal observa 
que el comité contra la tortura, a partir de una visita 
realizada a México en 2001, indicó que “[n]Jo obstante 
las perentorias disposiciones constitucionales y legales 
[mexicanas] sobre la inadmisibilidad probatoria de 
una declaración coaccionada, en los hechos resulta 
extraordinariamente difícil para el inculpado lograr 
la exclusión del acervo probatorio de la confesión 
obtenida forzadamente. En la práctica los tribunales, 
ante la retractación del procesado de la confesión 
invocada por el ministerio público como fundamento 
de la consignación, denunciando la tortura o coacción 
mediante la cual se le obligó a prestarla, no disponen 
ningún procedimiento independiente para establecer si 
la confesión fue voluntaria”. (...)” 


Veamos cómo define la primera sala de la suprema 
corte de justicia de la nación, la prueba ilícita en la tesis la. 
CLXII/2011, publicada en la novena época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXIV, agosto 
de 2011, página 226, de texto: 


“PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, 
DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO 
DERECHOS FUNDAMENTALES, NO SURTEN 
EFECTO ALGUNO. La fuerza normativa de la 
Constitución y el carácter inviolable de los derechos 
fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes 
de la colectividad, de tal modo que todos los sujetos 
del ordenamiento, sin excepciones, están obligados 
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a respetar los derechos fundamentales de la persona 
en todas sus actuaciones, incluyendo la de búsqueda 
y ofrecimiento de pruebas, es decir, de aquellos 
elementos o datos de la realidad con los cuales poder 
defender posteriormente sus pretensiones ante los 
órganos jurisdiccionales. Así, a juicio de esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las 
pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando 
derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. 
Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas 
por los poderes públicos, como a aquellas obtenidas, 
por su cuenta y riesgo, por un particular. Asimismo, 
la ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas 
obtenidas directamente en el acto constitutivo de la 
violación de un derecho fundamental, sino también a 
las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque 
en su consecución se hayan cumplido todos los 
requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han 
sido conseguidas gracias a la violación de un derecho 
fundamental -las primeras de forma directa y las 
segundas de modo indirecto-, por lo que, en pura lógica, 
de acuerdo con la regla de exclusión, no pueden ser 
utilizadas en un proceso judicial.” 


En este orden de ideas, exigir la nulidad de la prueba 
ilícita es una garantía que le asiste al imputado; y cuya 
protección puede hacer valer frente a la autoridad judicial 
alegando como fundamento: 
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+ El artículo 14 constitucional, establece como condición 
de validez de una resolución de responsabilidad penal, el 
respeto a las formalidades esenciales del procedimiento; 

+ El imputado tiene el derecho de que el juez se conduzca 
con imparcialidad, en términos del artículo 17 
constitucional; y, 

+ Al imputado le asiste el derecho a una defensa adecuada, 
de acuerdo con el artículo 8., epígrafes 1., 2, incisos c, d, f 
y g de la convención americana de derechos humanos. 


En este sentido, si se pretende el respeto al derecho del 
imputado a ser juzgado por una autoridad imparcial, y el 
derecho a una defensa adecuada, es claro que una prueba que 
haya sido obtenida, en contravención al orden constitucional, 
no puede sino ser considerada inválida. De otra forma, es 
claro que el imputado sujeto a procedimiento penal estaría en 
condición de desventaja para hacer valer su defensa. Por ello, 
la regla de exclusión de la prueba ilícita se encuentra prevista 
en nuestro orden constitucional (artículo 20, apartado A, 
fracción IX, de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos).” 

Ahora, en el sistema de justicia penal acusatorio, al cierre 
de la investigación formalizada, no sigue inmediatamente 
la realización del juicio oral, sino una etapa intermedia que 
también se realiza ante el juez de control. Dicha etapa, inicia 
con la formulación de la acusación por parte del ministerio 


29 Consúltese la jurisprudencia de la Décima Época. Registro digital: 160509. Instancia: 
Primera Sala. Tesis: 1a./J. 139/2011 (9a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro lll, 
Diciembre de 2011, Tomo 3, página 2057 
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público, y tiene por objeto principal la preparación del juicio, 
fijando de modo preciso su objeto, los sujetos intervinientes y 
los medios de prueba que deberán ser desahogados. 

Una de las principales funciones del juez de control, 
durante esta etapa, consiste en asegurarse que durante la 
investigación no se hubieran cometido transgresiones a 
los derechos fundamentales del imputado y, en su caso, 
garantizar que las consecuencias de éstas no se trasladen a la 
etapa de juicio oral. Así, al dictar el auto de apertura a juicio, 
el juez de control debe verificar esta situación, y excluir 
cualquier medio de prueba obtenido a partir de una violación 
a derechos fundamentales. 

En consecuencia, será precisamente durante la 
etapa intermedia, cuando el imputado deba expresar los 
planteamientos que considere pertinentes, en torno a la 
vulneración de sus derechos fundamentales, que hayan 
tenido un impacto en la obtención de medios de prueba y, 
en consecuencia, solicitar la exclusión de estos del material 
probatorio que va a ser desahogado en el juicio oral. 

No hay que perder de vista que, para que el nuevo 
sistema de justicia penal funcione adecuadamente, es 
necesario que las cuestiones relativas a la exclusión 
probatoria, derivada de violaciones a derechos fundamentales, 
queden definitivamente dilucidadas de forma previa a la 
apertura del juicio oral, de tal manera que el juzgador, en 
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esta última etapa, tenga como función exclusiva el análisis 
de las pruebas, para determinar la existencia del delito y la 
responsabilidad del acusado.** 


A. Casos paradigmáticos de la prueba ilícita. 
a. La confesión obtenida mediante engaños. 


Para referir un ejemplo de prueba ilícita, cabe citar la 
confesión obtenida mediante engaños; engaños que pueden 
darse, verbigracia, a través de la petición de un testimonio 
a cargo de la persona que investiga el ministerio público; 
omitiendo deliberadamente hacer del conocimiento del 
investigado, el derecho contenido en el segundo párrafo 
del artículo 360 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. Dicha prueba debe excluirse al tenor de los artículos 
14, numeral 3, inciso g, del pacto internacional de derechos 
civiles y políticos; y 8, numeral 2, inciso g, de la convención 
americana sobre derechos humanos. 

A fin de ilustrar la conclusión precedente, se transcribe 
la argumentación de la primera sala de la suprema corte de 
justicia de la nación, derivada de la ejecutoria dictada en el 
amparo directo en revisión 3457/2013. 

Dicha ejecutoria entraña la siguiente conclusión: La 
confesión rendida mediante engaños, debe excluirse porque: 


30 Décima Época. Registro digital: 2017059. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
L11/2018 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll, página 962 
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* No se informa al imputado que el propósito de la solicitud 
de testimonio, es obtener material de cargo para fortalecer 
la judicialización de una investigación; de suerte que, por 
esa maquinación, no se respeta el derecho humano a la 
no autoincriminación y a guardar silencio, del que goza 
el individuo (artículo 20, apartado B, fracción Il, de la 
constitución política de los estados unidos mexicanos); 

+ Lafiscalía viola la prohibición que la constitución política 
de los estados unidos mexicanos le impone, de obtener a 
través de engaño, evidencia autoincriminatoria producida 
por el imputado; al ocultarle que solicita su testimonio 
porque lo está investigando o pretende hacerlo; 

+ La declaración obtenida con violación al derecho a la 
no autoincriminación tiene que declararse nula, con 
independencia del medio a través del cual se introdujo al 
procedimiento; y, 

+ La declaración de referencia no puede tener ni siquiera un 
valor indiciario, porque tiene como objeto una declaración 
autoinculpatoria, obtenida con vulneración de derechos 
fundamentales. 


Ahora, la argumentación del amparo directo en revisión 
3457/2013; se cristaliza en la tesis la. CCXXI1/2015 (10a.), 
de la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, 
publicada en la décima época de la gaceta del semanario 
judicial de la federación, libro 19, junio de 2015, tomo lI, 
página 579, que a la letra reza: 
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“DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN. 
CASO EN QUE DEBE DECLARARSE NULA Y 
EXCLUIRSE DEL MATERIAL PROBATORIO 
SUSCEPTIBLE DE VALORACIÓN LA PRUEBA QUE 
INTRODUCE AL PROCESO UNA DECLARACIÓN 
INCRIMINATORIA DEL IMPUTADO. El derecho 
a la no autoincriminación, entendido como una 
especificación de la garantía de defensa del inculpado, 
está previsto en la fracción II del apartado A del artículo 
20 constitucional y en el artículo 8.2, inciso g), de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Este 
derecho no sólo comporta el derecho a guardar silencio, 
sino también una prohibición dirigida a las autoridades 
de obtener evidencia autoincriminatoria producida por el 
propio inculpado a través de coacción o engaño. Ahora 
bien, para garantizar que este derecho no sea violado, las 
autoridades tienen una serie de obligaciones en relación 
con cualquier persona que sea sometida a interrogatorio 
mientras se encuentra en custodia policial o detenida 
ante el Ministerio Público, entre las que destacan 
informar al detenido sobre los derechos que tienen los 
acusados a guardar silencio y a contar con un abogado 
defensor. En esta línea, las autoridades policiacas que 
realizan una investigación sobre hechos delictivos o 
que llevan a cabo una detención no pueden en ningún 
caso interrogar al detenido. En consecuencia, cualquier 
declaración del imputado que se obtenga en esas 
circunstancias tiene que declararse nula por violación al 
derecho fundamental a la no autoincriminación. En esos 
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casos, la declaración autoincriminatoria debe excluirse 
del material probatorio susceptible de valorarse con 
independencia del medio a través del cual se haya 
introducido formalmente al proceso, ya sea propiamente 
mediante una confesión del inculpado rendida ante el 
Ministerio Público o un testimonio de referencia de un 
policía u otra autoridad que aduzca tener conocimiento 
de la declaración autoincriminatoria llevada a cabo por 
el inculpado.” 


b. Inobservancia al principio de mismidad, en la 
recaudación de la prueba electrónica. 


Es frecuente que en los procesos penales, la fiscalía 
invoque como prueba de cargo, las publicaciones hechas en 
alguna red social. Ahora bien, para que las publicaciones 
tengan valor probatorio, es indispensable que la prueba en 
comento, cuente con una cadena de custodia que proporcione 
certeza mínima de su origen (confróntese el artículo 227 del 
código nacional de procedimientos penales).*' 


31 Por su importancia, cito la tesis la. CCXCV/2013 (10a.), de la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Décima Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 
2, página 1043, de texto: “CADENA DE CUSTODIA. DEBE RESPETARSE PARA 
QUE LOS INDICIOS RECABADOS EN LA ESCENA DEL CRIMEN GENEREN 
CONVICCIÓN EN EL JUZGADOR. Como la intención de recabar indicios en 
una escena del crimen es que éstos generen el mayor grado de convicción en el 
juzgador, es necesario respetar la llamada 'cadena de custodia”, que consiste en 
el registro de los movimientos de la evidencia, es decir, es el historial de 'vida' de 
un elemento de evidencia, desde que se descubre hasta que ya no se necesita. 
Así, en definitiva, la cadena de custodia es el conjunto de medidas que deben 
tomarse para preservar integralmente las evidencias encontradas en una escena 
del crimen, convirtiéndose en requisitos esenciales para su posterior validez. Su 
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Recordemos que la finalidad de la cadena de custodia 
es demostrar la autenticidad de los elementos materiales 
probatorios, y de la evidencia física; y se aplicará 
considerando los siguientes elementos: identidad, estado 
original, condiciones de recolección, preservación, embalaje 
y traslado, lugares y fechas de permanencia, y los cambios 
que cada custodio le haya realizado. 

En otras palabras, la finalidad de la cadena de custodia 
es saber dónde se encuentra o ubica la evidencia, desde que 
se localiza hasta que deje de ser útil, por acuerdo o resolución 
de autoridad competente y bajo la responsabilidad de quien 
tenga a su cargo el caudal probatorio aportado por las partes, 
para garantizar que durante todo ese recorrido la evidencia es 
la misma. A esto se le conoce como principio de mismidad.*” 

El principio de  mismidad determina que, 
invariablemente, lo mismo que se encontró en el lugar de 
los hechos, sea lo mismo que sirva de sustento para una 
determinación de responsabilidad penal.** 

Así, en el proceso penal, las evidencias obtenidas de 
medios informáticos, que podrían adjetivarse con el carácter 
de prueba electrónica o digital, necesitan contar con los 


finalidad es garantizar que todos los indicios recabados sean efectivamente los que 
se reciban posteriormente en los laboratorios para su análisis, debiendo conocer 
para tal efecto el itinerario de cómo llegaron hasta tal fase, así como el nombre de 
las personas que se encargaron de su manejo, pues, de lo contrario, no podrían 
tener algún alcance probatorio, pues carecerían del elemento fundamental en este 
tipo de investigaciones consistente en la fiabilidad.” 


32 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016. Segundo tribunal colegiado 
en materia penal del primer circuito. Versión pública de la sentencia. p. 103. 


33 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016... p. 103. 
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registros conducentes que, a guisa de cadena de custodia, den 
certeza de su recolección del medio electrónico del que dicen 
provenir.** 

Como paréntesis, el término evidencia electrónica se ha 
ampliado para incluir, enunciativa, mas no limitativamente, 
los registros generados, almacenados o distribuidos mediante 
formato electrónico, sino que incluye mensajes de texto, chat 
rooms, mensajes instantáneos, entre otros. 

Bajo ese contexto, recordemos que es jurídicamente 
viable el que los avances tecnológicos den la posibilidad a 
cualquier persona de poder manipular un archivo digital, o 
el documento impreso de su presunto contenido, verbigracia, 
una nota periodística, una fotografía, un reporte estadístico, 
una factura, una conversación, etcétera.?* 

De ahí la necesidad de contar con una cadena de 
custodia que, como estándar mínimo, dé certeza de que lo 
aportado como prueba digital, ya sea en forma meramente 
electrónica (un archivo) o su versión impresa, efectivamente 
proviene de la fuente mencionada, y que su contenido es el 
plasmado en ésta. 

O dicho de otra forma, la cadena de custodia, entendida 
como la puesta en marcha del principio de mismidad, busca 
que lo aportado como evidencia digital tenga correspondencia 
con su fuente originaria. 

De lo contrario, podría caerse en el exceso de considerar 
veraz la simple impresión o transcripción de una fotografía, o 
de una conversación sostenida mediante medios electrónicos, 


34 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016... p. 104. 
35 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016... p. 104. 
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sin mayor soporte más que el dicho de quien la aportó. En 
suma, la cadena de custodia se erige como garante de la 
fuente y contenido de la evidencia digital que se pretenda 
ofrecer. 

Por ende, si no se respeta la aludida cadena de custodia, 
esto significa que las impresiones obtenidas de una red social 
(fotografías, conversaciones, comentarios, opiniones), no 
son dignas de valor probatorio, ante la incertidumbre de que 
efectivamente provienen del aludido medio de comunicación 
electrónica, y mucho menos de que su contenido sea el que 
obra en el expediente penal. 

Argumentación, la anterior, que se adopta de la sentencia 
dictada en el amparo directo 97/2016, por el segundo tribunal 
colegiado en materia penal del primer circuito**; y de la que 
derivó la tesis: 120.P.49 P (10a.), consultable en la décima 
época de la gaceta del semanario judicial de la federación, 
libro 38, enero de 2017, tomo IV, página 2609, que es del 
tenor siguiente: 


PRUEBA ELECTRÓNICA O DIGITAL EN 
EL PROCESO PENAL. LAS EVIDENCIAS 
PROVENIENTES DE UNA COMUNICACIÓN 
PRIVADA LLEVADA A CABO EN UNA RED 
SOCIAL, VÍA MENSAJERÍA SINCRÓNICA (CHAT), 
PARA QUE TENGAN EFICACIA PROBATORIA 
DEBEN SATISFACER COMO ESTÁNDAR MÍNIMO, 
HABER SIDO OBTENIDAS LÍCITAMENTE Y QUE 


36 Vid in extenso: Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016. Segundo 
tribunal colegiado en materia penal del primer circuito. Versión pública de la 
sentencia. 
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SU RECOLECCIÓN CONSTE EN UNA CADENA 
DE CUSTODIA. El derecho a la inviolabilidad de 
las comunicaciones privadas, previsto en el artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se extiende a las llevadas a cabo mediante 
cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz 
de las nuevas tecnologías, desde el correo o telégrafo, 
pasando por el teléfono alámbrico y móvil, hasta las 
comunicaciones que se producen mediante sistemas 
de correo electrónico, mensajería sincrónica (chat), en 
tiempo real o instantánea asincrónica, intercambio de 
archivos en línea y redes sociales. En consecuencia, 
para que su aportación a un proceso penal pueda ser 
eficaz, la comunicación debe allegarse lícitamente, 
mediante autorización judicial para su intervención o 
a través del levantamiento del secreto por uno de sus 
participantes pues, de lo contrario, sería una prueba 
ilícita, por haber sido obtenida mediante violación a 
derechos fundamentales, con su consecuente nulidad y 
exclusión valorativa. De igual forma, dada la naturaleza 
de los medios electrónicos, generalmente intangibles 
hasta en tanto son reproducidos en una pantalla o 
impresos, fácilmente susceptibles de manipulación y 
alteración, ello exige que para constatar la veracidad de 
su origen y contenido, en su recolección sea necesaria 
la existencia de los registros condignos que a guisa de 
cadena de custodia, satisfagan el principio de mismidad 
que ésta persigue, o sea, que el contenido que obra en 
la fuente digital sea el mismo que se aporta al proceso. 
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Así, de no reunirse los requisitos mínimos enunciados, 
los indicios que eventualmente se puedan generar, no 
tendrían eficacia probatoria en el proceso penal, ya sea 
por la ilicitud de su obtención o por la falta de fiabilidad 
en ésta. 


c. licitud derivada de tortura, incomunicación y falta de 
asistencia de un defensor. 


En primer orden, conviene establecer cuál es la 
naturaleza de la tortura; para lo cual cito la tesis P. XXI1/2015 
(10a.), del pleno de la suprema corte de justicia de la nación, 
publicada en la décima época de la gaceta del semanario 
judicial de la federación, libro 22, septiembre de 2015, tomo 
I, página 234, de texto: 


ACTOS DE TORTURA. SU NATURALEZA 
JURÍDICA. De los criterios jurisdiccionales emitidos 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se 
advierte que se está frente a un caso de tortura cuando: 
(1) la naturaleza del acto consista en afectaciones físicas 
o mentales graves; (II) infligidas intencionalmente; 
y, (IM) con un propósito determinado, ya sea para 
obtener una confesión o información, para castigar o 
intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por objeto 
menoscabar la personalidad o la integridad física y 
mental de la persona. Al respecto, debe precisarse que 
la tortura es una práctica proscrita de forma absoluta 
en nuestro sistema normativo y constitucional, es decir, 
su prohibición es un derecho humano que no admite 


934 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


excepciones debido a su gravedad y la capacidad 
de reducir la autonomía de la persona y la dignidad 
humana a grados ignominiosos y, por ende, su vigencia 
no puede alterarse ni siquiera durante una emergencia 
que amenace la vida de la Nación. En ese contexto, 
si el derecho a la integridad personal comprende, 
necesariamente, el derecho fundamental e inderogable 
a no ser torturado -ni a ser sometido a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes-, es dable colegir que 
la tortura actualiza una categoría especial y de mayor 
gravedad que impone a los juzgadores hacer un análisis 
cuidadoso bajo estándares nacionales e internacionales, 
tanto en su impacto de violación de derechos humanos, 
como de delito. 


También recordemos que la primera sala de la suprema 
corte de justicia de la nación, al resolver la contradicción de 
tesis 29/2004-PS, sostuvo que 


“(...) el derecho de no autoincriminación debe ser 
entendido como el derecho que tiene todo inculpado a 
no ser obligado a declarar, ya sea confesando o negando 
los hechos que se le imputan; razón por la cual se 
prohíben la incomunicación, la intimidación y la tortura 
e, incluso, se especifica que la confesión rendida ante 
cualquier autoridad distinta del Ministerio Público o 
del Juez, o ante éstos sin la presencia de su defensor, 
carecerá de valor probatorio. (....)” 
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En consecuencia, cualquier declaración autoincriminatoria 
del imputado rendida ante autoridad distinta de la fiscalía 
o del Juez, o ante éstos, sin la presencia del defensor, debe 
declararse nula por violación al derecho fundamental a la no 
autoincriminación, con independencia del medio a través 
del cual se haya introducido formalmente al proceso, pues 
es evidente que a dicha declaración no puede otorgarse ni 
siquiera un valor indiciario, al ser autoinculpatoria y haberse 
obtenido con vulneración de los derechos fundamentales del 
inculpado.” 

Ahora, de la interpretación al artículo 16 de la 
constitución política de los estados unidos mexicanos, deriva 
que, una vez que es detenida una persona por policías, al 
considerar que está cometiendo un delito, o inmediatamente 
después de haberlo cometido —lo que se conoce como 
flagrancia—, la obligación de éstos es presentarla sin demora 
injustificada ante la autoridad competente (véanse los 
artículos 147 y 308 del código nacional de procedimientos 
penales), a fin de que el ministerio público determine si es 
correcta la causa que dio lugar a esa detención, y definir su 
situación jurídica, de lo cual debe quedar registro. 

Así, la obligación de la policía consiste en conducir al 
detenido de inmediato a la autoridad ministerial, e informar 
cualquier eventualidad durante la ejecución de dicho acto 


37 Décima Época. Registro digital: 2014522. Instancia: Plenos de Circuito. Tesis: 
PC.IM.P. 3/12 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 43, Junio de 2017, 
Tomo lll, página 1687 
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(como por ejemplo, una emergencia médica del detenido, si 
la patrulla presentó una falla mecánica, o si sufre un percance 
vehicular), para lo cual**: 


+ Los policías no deben desviarse, así sea para investigar, en 
este caso, el paradero del denunciante; 

+ Una vez detenido, debe ponerse a disposición de la 
autoridad ministerial para que ésta: A. Evalúe la legalidad 
de la detención; y, B. Decida si sigue detenido o es puesto 
en libertad. 


En este sentido, recordemos que la corte interamericana 
de derechos humanos, en los párrafos 139 y 140 de la sentencia 
de 23 de noviembre de 2009, del caso Radilla Pacheco Vs. 
Estados Unidos Mexicanos (Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas), sostiene que las autoridades 
que efectúan la detención son responsables de salvaguardar 
los derechos de los detenidos, es decir, atribuyen la calidad 
de garantes a aquéllas respecto a estos, pues afirma que el 
sometimiento de detenidos a cuerpos represivos oficiales y 
agentes estatales que actúen con tolerancia o aquiescencia 
del estado, y que impunemente practiquen actos contrarios a 


38 Décima Época. Registro digital: 2020460. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.10.P.165 P (10a.) Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, 
Tomo IV, página 4529 
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los derechos a la vida e integridad personal, representan una 

infracción al deber de prevención de violaciones a los citados 

derechos, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse.*” 
Luego, 


“(...) sí la prolongación injustificada de la detención 
generó la producción e introducción de datos de 
prueba, éstos deben declararse ilícitos, lo mismo 
que las diligencias pertinentes se hayan realizado en 
condiciones que no permitieron al inculpado ejercer el 
derecho de defensa adecuada, de conformidad con los 
principios de debido proceso y obtención de prueba 
life OA Pd 


En otras palabras, 


“(...) si la detención de una persona, por aducida 
flagrancia, no se da bajo el respeto irrestricto del 
sistema constitucional y convencional, es decir, a partir 
del estricto cumplimiento de los requisitos y garantías 
establecidos de forma mínima a favor de la persona 
que sufrió la detención, ésta será considerada como 
arbitraria, al estar prohibida tanto a nivel nacional 
como internacional. Las consecuencias y efectos de 


39 Décima Época. Registro digital: 2020460. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.10.P.165 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, 
Tomo IV, página 4529 


40 Décima Época. Registro digital: 2006471. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCll/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, Tomo |, página 540 
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la vulneración a lo anterior son la invalidez legal de 
la propia detención, así como de los datos de prueba 
obtenidos de forma directa e inmediata con motivo de la 
misma; esto conforme además a los principios de debido 
proceso y obtención de prueba lícita (....).”*! 


Luego, 


“(...) se está ante una dilación indebida en la puesta a 
disposición inmediata del detenido ante el ministerio 
público, cuando no existan motivos razonables que 
imposibiliten esa puesta inmediata, los cuales pueden 
tener como origen impedimentos fácticos reales, 
comprobables y lícitos, los que deben ser compatibles 
con las facultades concedidas a las autoridades, lo 
que implica que los agentes aprehensores no pueden 
retener a una persona por más tiempo del estrictamente 
necesario para trasladarla ante el ministerio público; 
desechando cualquier justificación que pueda estar 
basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en 
la debida integración del material probatorio y, más 
aún, aquellas que resulten inadmisibles como serían 
la presión física o psicológica al detenido para que 
acepte su responsabilidad o la manipulación de las 
circunstancias y hechos de la investigación. 


Décima Época. Registro digital: 2006477. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 


CCl/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, Tomo |, página 545 
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En suma, [la] primera sala de la suprema corte de 
justicia de la nación estima que la violación al derecho 
fundamental de “puesta a disposición del indiciado 
ante el ministerio público sin demora” genera como 
consecuencias: 

a) la anulación de la confesión del indiciado, obtenida 
con motivo de esa indebida retención;b) la invalidez de 
todos los elementos de prueba que tengan como fuente 
directa la demora injustificada, los cuales no producirán 
efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por 
el juez; y, 

c) la nulidad de aquellas pruebas que a pesar de estar 
vinculadas directamente con el hecho delictivo materia 
del proceso penal, sean recabadas por iniciativa de la 
autoridad aprehensora so pretexto de una búsqueda de 
la verdad o debida integración del material probatorio 
-en el supuesto de prolongación injustificada de la 
detención-, sin la conducción y mando del ministerio 
público; es decir, sin la autorización de este último. 

No obstante, debe precisarse que las pruebas obtenidas 
estrictamente con motivo de una detención en flagrancia 
no pueden ser invalidadas por actos posteriores, como 
la obtención de pruebas que tengan como fuente directa 
la demora injustificada, a menos que se acredite la 
existencia de vicios propios de la misma detención del 
inculpado que determinen que ésta sea considerada 
inconstitucional. (...)”" 


42 Décima Época. Registro digital: 2005527. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. L111/2014 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo l, página 643. 
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d. Hlicitud emanada de intromisión al domicilio sin orden 
de cateo 


Conforme al párrafo once del artículo 16 de la 
constitución política de los estados unidos mexicanos, se 
requiere una resolución judicial (cateo) para que la autoridad 
perturbe el domicilio del particular. Ahora, el código 
nacional de procedimientos penales, en esencia, regula dicha 
institución (cateo), en los artículos 282, a 284, 286 a 288; 
destacando este último normativo: 


“(...) Artículo 288. Formalidades del cateo 

Será entregada una copia de los puntos resolutivos de 
la orden de cateo a quien habite o esté en posesión del 
lugar donde se efectúe, o cuando esté ausente, a su 
encargado y, a falta de éste, a cualquier persona mayor 
de edad que se halle en el lugar. 

Cuando no se encuentre persona alguna, se fijará la 
copia de los puntos resolutivos que autorizan el cateo a 
la entrada del inmueble, debiendo hacerse constar en el 
acta y se hará uso de la fuerza pública para ingresar. 

Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada 
en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar cateado, o en su ausencia o negativa, por la 
autoridad que practique el cateo, pero la designación 
no podrá recaer sobre los elementos que pertenezcan 
a la autoridad que lo practicó, salvo que no hayan 
participado en el mismo. Cuando no se cumplan estos 
requisitos, los elementos encontrados en el cateo 
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carecerán de todo valor probatorio, sin que sirva de 
excusa el consentimiento de los ocupantes del lugar. [Lo 
subrayado es propio]. 

Al terminar el cateo se cuidará que los lugares queden 
cerrados, y de no ser posible inmediatamente, se 
asegurará que otras personas no ingresen en el lugar 
hasta lograr el cierre. 

S1 para la práctica del cateo es necesaria la presencia 
de alguna persona diferente a los servidores públicos 
propuestos para ello, el ministerio público, deberá 
incluir los datos de aquellos así como la motivación 
correspondiente en la solicitud del acto de investigación. 
En caso de autorizarse la presencia de particulares en 
el cateo, éstos deberán omitir cualquier intervención 
material en la misma y sólo podrán tener comunicación 
con el servidor público que dirija la práctica del cateo. 


Car 


A la luz de esa normatividad, las pruebas que se 
obtengan a partir de un cateo que no cumpla con los requisitos 
establecidos en el código nacional de procedimientos penales, 
carecen de eficacia probatoria; ello con independencia de la 
responsabilidad en que las autoridades que irrumpan en el 
domicilio pudieran incurrir. 
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6. Necesidad de fallo exculpatorio en los procedimientos 
penales, ante la presencia de un efecto corruptor. 


En primer orden, recordemos “que toda prueba obtenida, 
directa o indirectamente violando derechos fundamentales, 
no surtirá efecto alguno. [Así] la ineficacia de la prueba no 
sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto 
constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino 
también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, 
aunque en su consecución se hayan cumplido todos los 
requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido 
conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental 
—las primeras de forma directa y las segundas de modo 
indirecto—, por lo que, en pura lógica, no pueden ser utilizadas 
en el proceso penal. A esta cuestión se le conoce como la 
regla de exclusión de la prueba ilícitamente obtenida, la cual 
tiene como objetivo eliminar del caudal probatorio aquellas 
pruebas que hayan sido obtenidas contraviniendo las normas 
constitucionales, pero que, sin embargo, no afecta la validez 
del proceso, ya que el juez podrá valorar el resto de pruebas 
no afectadas, ya sea en ese momento procesal o en una futura 
reposición del procedimiento. Por el contrario, cuando el juez 
advierta la actualización de los supuestos que actualizan el 
efecto corruptor del proceso penal, de acuerdo a lo establecido 
por [la] primera sala [de la suprema corte de justicia de la 
nación], no podrá pronunciarse sobre la responsabilidad penal 
del acusado, ya que el actuar de la autoridad ha provocado 
condiciones sugestivas en la evidencia incriminatoria que 
conllevan la falta de fiabilidad de todo el material probatorio, 
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viciando tanto el procedimiento en sí mismo como sus 
resultados, por lo que procede decretar la libertad del acusado 
cuando la violación produce la afectación total del derecho 
de defensa.”* 

Ahora, es importante tener en cuenta, que la 
vulneración de los derechos fundamentales del imputado en 
el procedimiento penal, puede provocar, en determinados 
supuestos, la invalidez de todo el proceso, así como de 
sus resultados, lo cual imposibilitará al juzgador para 
pronunciarse sobre la responsabilidad penal del imputado. 

El efecto corruptor se actualiza cuando, en un caso 
concreto, concurren las siguientes circunstancias: 


+ La fiscalía realiza alguna conducta fuera de todo cauce 
constitucional y legal; 

* La conducta de la fiscalía provoca condiciones sugestivas 
en la evidencia incriminatoria que conlleven la falta de 
fiabilidad de todo el material probatorio; y, 

+ La conducta de la fiscalía impacta en los derechos del 
imputado, de tal forma que se afecte de forma total el 
derecho de defensa y lo deje en estado de indefensión. 

Así las cosas, cuando se advierta la actualización 
de estos supuestos, se impondrá concluir que no existen 
elementos para advertir la existencia de alguna causa de 
responsabilidad penal.** 

43 Décima Época. Registro digital: 2003564. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 


CLXVII/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 537 


44 Cfr. Décima Época. Registro digital: 2003563. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CLXVI/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 537. 
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Conclusión 


modo de corolario, el derecho a la prueba interactúa 
con el derecho a la defensa adecuada, y el derecho 
l debido proceso; pues tales derechos guardan una 
relación de interdependencia, y se traducen en la obligación 
de las personas juzgadoras de garantizar la efectividad del 
proceso, y asegurar el pleno goce del derecho humano de 
acceso a la justicia. Ergo, la impartición de justicia en materia 
penal, debe reconocer la trascendencia de la participación de 
las partes en un proceso penal, misma que se hace patente a 
través de su derecho a ofrecer pruebas y esgrimir la defensa 
de éstas, pues a través del enfoque garantista propuesto, 
se asegura que las personas juzgadoras resolverán las 
controversias penales, sobre la base del respeto a los derechos 
humanos. 

Así, la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, 
entraña la obligación para las personas juzgadoras de erigirse 
más allá de observadores formales del proceso, pues la 
labor jurisdiccional requiere el aseguramiento de estándares 
adecuados al derecho de acceso a la justicia; por ende, los 
criterios de relevancia y admisión de los medios de prueba se 
significan en un filtro que de exclusión de medios probatorios, 
que deberán regirse por los principios pro probatione o favor 
probationis, contradicción, igualdad de armas, licitud y 
regularidad probatoria. 
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